índice alfabético 



Aceña y C" con doña luana M. <le Frías, sobre devolución de la 
,-¡isa locada en el e>lado en que fué entregada y danos y perjui- 
cios . . . . . 

Aguerre, Don Gabina* contra el Ferrocarril Central Argentino, 
por cobro del valor de una encomienda; a| 
cia de la Cántara de Apelaciones de la Capital.. . , 

Ancliordoqui, Juan, y KaTátl Rodríguez, criminal contra, por cir- 
culación de billetes de banco lalsus 

Arnoni, Don Angel, Con Don .fosé M- raima, sobre interdicto ; 
[ior recurso de anotación directa de Lton Alilio de Lorenzo. . . 

Asta Terrero, Don Santiago, contra la Municipalidad de la Mata ; 

« 

,i* * 
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438 
430 
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liara (hijo), Uon José María, con el Hunco de la Nación Argentina, 
por cobro de pesos ; sobre apelación denegada 245 



450 
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Balcarce. Sebastian J,, criminal conlra, por sustracción de dinero 
de impuestos internos ; sobre competencia. ¡2(36 

Banco Constructor de La [Mala, con Manuel Pérez JfC a ; sobre 
apelación de .sentencia de los tribunales do la (Capital 258 

Banco de Ja Provincia de Unenos* Aires, conlra la sociedad <■ Pri- 
mer Ingenio Corren lino f, por entrega ile arciones y roinpi len- 
cia ; sobra cosías , ........................ 58 

Banco du la Nación Argentina, contra Don .losé Muría Itaca (hijo), 
por cobra ejecutivo de pesos ; sobre apelación denegada 2 55 

Banco de la Nación Argentina, contra Don Ju;m de Dios Vera, por 
CÓbra de pesos; sobre procedencia de la acción ejecutiva c'M 

Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Aires, con el doctor 
José Cregoriu López, por cobro de pesos ; sobre apelación de* 
negada , . 203 

Banco Hipotecario Nacional, con Don Miguel déla Presilla; so- 
bre posesión 1-/8 

Uam-ra Cordun. Don .luán, contra Don Juan Lanza, cobro de 
pesos ; sobre competencia.. , 389 

Barutti, doña María, con doña Antonia Josefa y doña Escolástica 
Prieto, por retención de un inmueble ; sobre apelación dene- 
gada y rechazo de una petición de Bou Lisa ndro Uiveros . , 19-t 

Bel va, Don Francisco, contra el Ferrocarril del Oeste de Buenos 
Aires, por daños y perjuicios ; sobre competencia 332 

Biauchi, Don Victoria, y Don Antonio Mnrliuelli, con Don Grego- 
rio Solo : sobre interdicto de recobrar 93 

Biancbi, doña Felisa Podeslá de, en el juicio ejecutivo del Banco 
de la Nación, conlra r D»n Nicolás B. Biancht Poderla ; sobre 
tercería de dominio , 2ü0 

Boulron, Miguel, y otro, criminal conlra. por homicidio en el .irru- 
yo Carabelas ; sobre competencia. 289 
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Caliendo. Kaquel DeJIo .laconu di», contra ei Ferrocarril del Oeste 
de fiiu-nu* Aires ; sobre daños y perjuicios rausados por la 
muerte ile Don Andrés Caliendo . , 5 

Cárroga, Juan M., y olr>s, contra el gobierno de la Provincia de 
Knlre llios, por recounriiTiiútilo de propiedad de unos campos; 
sobre apelación de seulencii de lus tribunales de Guiri- Itins. Ul 

Helia, Kneas, recurso de fatftrttx o>r¡ttts U su favor 

Contienda lie competencia entro el de instrucción de Cúnlo- 
ha y el déla Capital, sobre |iilsi> testimonio imputado al inge- 
niero Don Federico Xlivelius y cumplimiento de exhorta. ... 00 

Conli, Alessjo. y Francisco Jarra, criminal conlro, sobre rireula- 
cinn iíe hi Heles de banco falsos 3J l t 

Costa, Don Kvarislo, en ejecución conlra Ilon Juan Truchi ; terce- 
ría de dominio de Don Luis Tiuchi , \'¿[) 

Crespo Brú, Don .losé, conlra la compañía de seguros fluviales < La 
Juinobiliariü », por cobro de pesos; sobre pruebas. 4*) 

Criminal contra el patrón de la balandra « Flor de la Boca i, por 
infracción a las leyes de aduana ; sobre competencia. 207 

Criminal, por muerte de Jerónimo Rebaglia, en el rio de las Con- 
chas ; sobre competencia 349 

I) 

Dana, Don Funeisco, extranjero, cesionario de lus derechos de 
los señores Lucena, argentinos, contra Don Carlos y don Eduar- 
do Jewell, extranjeros; sobre competencia 352 

Debot, Teresa, criminal por muerte de; sobre competencia to~> 

líel Campo, el doctor Leopoldo, con el doctor Angel S- Pizarro, 
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pur pago ile cosías en juici» ti ti calumnia, sobro indulto de la 

pena y recurso de sentencia de los tribunales de la Capital 40 

Demarelii hermanos, contra doña Carmen Uodriguez de Quiñones 

y hermano», por mensura; sobre incompetencia y costas. .... 42íí 
Deville, Don Eugenio, can el Ferrocarril Central Argentino ; sobre 

expropiación 



I» 



Devoto, Don Bartolomé, y otros, contra . i Poder Ejecutivo de la 
nación, sobre expropiación de acciones de! flanco Nacional, y 
por deserción de recurso. d06 j 408 

Dive Femando, criminal ron) ra ; por infracción a la ley de eu- 

. :t("tO 

roblónenlo - ■ • - 

Dodera v O. I .. contra, sobre pago d.- dobles derechos - IH 

Domínguez, Don Celestino, con Don Atanasio /eballus, por su es* 

1 ( sobre interdicto de obra nueva. 321 



i: 



Echeverría, Don llamón con Don Antonio h>yron, sobre cobro 
ejecutivo ile pe<os,. . ■ 

Eggol. Don ¿, W ¡car ion de la pena do dobles derechos ; so- 
bre apelación ..»..- 

Entre llios, el gobierno de la provincia ile, con los señores Ma- 
nuel Quintana, JuanU. Cárrega, Guillermo Leslie, Enrique W. 
Ilort y Adulfo Saldias,por reconocimiento de propiedad de 
unís campos; sobre apelación de sentencia de los iribunales 
de Entre llios. • 

Estela, Don José, con Ferrocarril Central Argentino ; sobre ex- 
propiación 



144 
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Ferrocarril Central Argentino, conlre Don Pedro Rueda; .sobre 
expropiación , , fn5 

Ferrocarril ('cutral Argentino, conira Don Kup tuu lindle: s« hjH 
expropiad t'i u ....... »».•*••■•.»*»'■',/..« 

Ferrocarril Central Argentino, muirá lloii José Eftfela ; sobre e*¿ 



Ferrocarril l>nl ral Arpen tiuu, contra Üou .lo*': Fnntanell ; sobre 

Ferrocarril Central Argentino, mn Don Cabina Agnerre, |inr cu- 
bro Jel valor ile una encomienda ; apelat nm de sentencia de la 
Cámara de apelaciones de la Capitel 

Ferrocarril del Ueste de Une ñus Aires, con doña llaquel Dell" 
Jacono de Caliendo . suhre dañi.s y perjuicio* causados por la 
muerte de don Andrés Caliendo r. 

Kerrucarril Oeste de Unenos Aires, con Don .Julián J| . Martines 
por daños y perjuicios : sobre prueba pericial 17 

Ferrocarril del (leste di Buenos Aires, con Dun Francisca Helva, 
por daños y perjuicios; sobre compelí- ncia 3ít¿ 

Fontanell, Den José, con el Ferrocarril Central Argentino sobre 
expropiación , , 

Francíoui, don Francisco, contra Torres, Sturiata ; C% por cobro de 
pe* os ; sobre pruebas de una ex capción y término extraordinaria. iOl 

Frías, duna .luana M, de, contra Aceña y C\ sobre devolución de 
la casa locada en el estado en <|ue fué entregada y daños y per- 
juicios MiU 

Fuñe*, Don Francisco, contra Pon Juan .larba; sobre reintegra- 
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Ptfitt* 

García, Severo Angel, jefe de la olicina de correos y telégrafos de 
Üualeguaychú, per malversado» de dineros fecales ; sobre de- 
sUlimienlu ...... 

González, Francisco, Criminal contra, ñor infracción á la ley de 
enrolamiento • > * 

Goyol. Abelardo, y otro, criminal contra, por falsiii ración de bi- 
Üelesdé banco; s<d>re competencia. • -'i 



J 



.lacea, Francisco y Absio Conli, criminal contra, ñor timilacion 
do billetes de banco falsos. .... ...... t ...... * - * - • 885 

J.ii ha, Don .luán, con Uun Francisco Funes; >obre reintegración de 
terreno ■ * • ^* 

.lewell, Don Carlos j Don Kduardo, extranjeros, con Don Fran- 
cisco llana, exlraiijern, ct'>iuiiUfio de derechos de los señores 
Lucena, argentinos ; sobre competencia. 35-í 



Landereau, L., contra, por imposición d*- dobles derechos; so- 
bre apelación ■■' 1J 

Lanza hon Joan, con [Jo» -luán Barrera Cordón, por cobro a pe- 
sos ; sobre competencia • 

i La Inmobiliaria A, compañía de seguros fluíales, ion Don José 
Crespo Brú, por cohro de pesos ; sobre pruebas ¿9 
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Lizarraga, Valentín, y oíros, por tentativa de falsificación de bille- 
tes tic hinco 316 

Litpez, el Doelor José Gregorio, contra el Mam o Hipotecario de h 
provincia de líuenos Aires, por cobro de pesos ; sobre apela- 
ción denegada 203 

Lorenzo, Don Atilbi de, en los nulos de Don Josf' M. Palma contra 
Non Angel Arcioni; sobre interdicto; por recurso de apelación 



M 



Martínez. Don Julián M.. contra el Ferrocarril Des te de Dueños 
Aires, por dañus y perjuicios; sobre prueba pericial 17 

Marlinelli, Don Antonio, y Don Víclorio Hianchi, ron Don Grego- 
rio Solo ; sobre interdicto de recobrar . $1 

Ma^lraugelo, Francisco, sob™ eslradieion pedida por el gobierno 
italiano 181 

aleone, Dante, criminal coulra, por sustracción de corresponden- 
cia; sobre procedimientos y nulidad 277 

Municipalidad del Azul, con Don Felipe Slassdi : sobre cobro eje- 
cutivo de pesos 301 

Municipalidad de La Plata con Don Santiago Asta Terrero; sobre 
posiciones* . • , 3Q4> 



(Jcampo, Dona Carlota V. de, y Don Carlos ücampo, contra Don 

Mariano Velazquez ; sobre reivindicación 229 

Olivera, Celestino, criminal contra ; por homicidio. t±0 

Ülivieri, Alfredo J. t criminal contra, por nulidad y falsedad de 
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un diploma de la universidad de Córdoba ; sobre sobn-sei- 

-i-i 

miento. . . « 

Oloro, Don Antonio lí., ron Un «a Kosa Palma do Pardo, por cum- 
i.limiento v rescisión de conirain ; sobre nulidad de laudo arbi- 
tol. . 



Palma, Don José M.» con ira Don Angel Arción i. sobre bllftrdfelñ : 
por recurso de apelación directa dé Don Afilio de Lorenzo. . . 199 

l'iinlo. Doña liosa Palma de. contra Don Antonio N. Otero, por 
cumplimiento y rescisión de contrato: sobro nulidad de laudo 

arbitral ■ 1S 

Perexj C% Manuel, contra al Banco Conslruclorde La Plata; <»- 
bre apelación de sentencia de lo* tribunales de la Capital áf>8 

PéyrOU, Don Antonio, contra Don llamón Echeverría: «obro ro- 
liro ejecutivo de pesos. ....... 46 

Pmrro, el Doctor Angel S., contra el üoclof Leopoldo del Cam- 
po, por pago de co* tas en juicio du calumnia ; sobre indulto de 
la pena y recurso de sentencia de los tribunales de la Capital. ¿0 

Potf#r Ejecutivo de la Nncion, con Don Bartolomé Devoto y otros, 
sobro expropiación de acciones del Banco Nacional y pcrde^er 
cion de recurso . . ■ ' • • ■ 30^ ? *^ 

Tunee, Juan R . criminal contra; por violación de una carta cer- 
tificada • • ' • ■ * ... ■> 

Ponsaü, José, criminal contra, por hurto; sobre excarcelación. . . J7- 

Pozzali, Arturo, criminal contra, por circulación de billete» lal- 
so* de banco. - ■ ^ 

Pozzo, Don Juan, y otros, con Don Ltsindr» de la Torre y Don 
Juan Prolto. por nulidad de venta: sobre competencia . . 3f>ti 

Presilla, Don Miguel de la, contra el Banco Hipotecario Nacional ; 

.... I 78 

sobre posesión ■ * ■ * •-* 

Prieto. Doña Antonia Josefa y Doña Escolástica, contra Doña María 
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IJiiruLli, por retención do un inmueble: sobre apelación dene- 
gada y rechazo de una petición de Don Lisandro Riveros 194 

h Primer Ingenio Correntino la sociedad, con d I lauco de la 
provincia de Buenos Aires, por entrega de acciones: y rom pe- 
le ncia ; sobre eos las 58 

Protto, Don Juan, v Don Lisa miro rio la Torre, ron Ira Don Pedro 
Viñas y otros, piir nulidad de venia: sobre competencia 35ü 



o 

Quintana, Manuel, y otfOfl, -mitra el gobierno de la provincia de 
Entre Rios, por reconocimiento de propiedad de unos campos ; 
subre apelación dü sentencia de los tribunales de Knlre Rbis. . !44 

Quíñ s. Doña Cármen Uodrígumle, y hermanes, con Demarclii 

hermanos, por mensura; sobre incompetencia y costas il.i 



H 



Hiera, Santiago, recurso de hnheaa forpw k su favor íílá 

Fti veros, Don Lisaudro, en el juicio de Doña Antonia .lósela y Es- 
colástica Prieto, por retención de un inmueble ; sobre apela- 
ción denegada y rechazo de una petición. . . 104 

Roeré, Don Antonio, con Don Gregorio Solo, sobre interdicto de 

Rueda, el Doclur Pedro, con el Ferrucarril Central Argentino ; 
sobre expropiación 105 
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Salva, Ernesto, criminal contra, por violación de correspondencia 370 

Sancha, Eugenio, criminal contra, por robo en los depósitos de 
Aduana .,...«..,... 

Sánchez, Don Simón» los herederos de Doña Marcela Pérez Millan 
de Sle«man, por reivindicación ; sobre recurso contra resolu- 
ción de los tribunales de Nuenos Aires i 5 

Santucho, Inocencio, y otros, criminal romra. por homicidio; 
sobre competencia • 298 

Solo, Don Gregorio, contra Don Antonio Itoere, sobre interdicto 
de retener ■ W 

Solo, Don Gregorio, contra Don Antonio Marlinelli y Don Victorio 
Bianchi 5 sobre interdicto de recobrar . . 93 

Stasseli, Don Felipe, contra la Municipalidad del A*ul : sobro co- 
bro ejecutivo de pesos , 301 

Stavelius, Don Federico, conlieniln dr competencia uniré el juez 
de instrucción de Córdoba y el de la Capital, en la causa segui- 
da á aquél; sobre falso testimonio 60 

Slegman, Doña Marcela Pérez Millan de. carura los herederos de 
Don Simún Sánchez, por reivindicación, sobre recurso de reso- 
lución de los tribunales de Dueños Aires 15 



T 



Turre. Don Lisa miro de la, y Don Juan Trullo, contra Don Pedro 
Viñas y oíros, por nulidad de venta; sobre competencia 350 

Torres, Sluriaa y O, con Don Franci co Francioni, por cobro de 
pesos ; sobre pruebas de una excepción y término extraordi- 
nario. * .«■■•• '* « >;* r ; * * 
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Trurhi, Don Luis, en la ejecución de Don Evaristo Cosía contra 
Don Juan Trucli. ; sobre tercería de dominio i 39 



V 



Vclazquez, Don Mariano, con Doña Carióla V. de Ocampo y Don 
Carlos Ocampo ; sobro reivindicación 229 

Vera, Don Juan de Dios, con el Banco de la Nación Argentina, 
por cobro de pesos; sobre procedencia de la acción ejecutiva.. 391 

Viñas, Don Pedro, y otros, con Don Lisamlro de la Torre y Don 

Juan Protto, por nulidad de venta ; sobre competencia 356 

> » 




Walker, Jorge, recurso de htibfis rorpw ;i su favor 427 

VValline, Dossut et fils, contra, por infracción á las Ordenanzas 
de Aduana ; sobre jngo de dobles derechos U8 



Z 

Zapata, Don Fluriauo, y otros, con Don Lisandro de la Torre y 
Don Juan Protto, por nulidad de venia; sobre competencia. . . 3ü8 

/« bal los, Don Alanasio, por su esposa Doña Horlencia AinespiL, 
contra Don Celestino Domínguez: sobre interdicto de obra 
11 ucv u . 1 1 • » * i p 1 1 1 ■ * * ■ • i • ■ 1 1 1 1 1 ■ » p t » i ■ • ■ ^ i . f t + 1 1 « i # 4 < <j j¿ 7 
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m LAS MATERIAS l IJVTKMIIA.S EN ESTE VOLUMEN LX.\t 



A 

Acción ejecutiva. — Si la letra ha sido firmada pur el mandatario con 
facultades bastantes, el protesto hecho al mandatario d.dje 
entenderse como hesho personalmente aJ mandante, y auto- 
riza Ja acción ejecutiva. Página rttíi . 

Acto ilícito. — Véase : Competencia. 

Actuación. — Debe considerarse como no interpuesta la acusación 
que el ministerio fiscal ha subordinado á la no eiisti-ncia de 
un decreto qu« ha resultado existente. Página 360. 

Agravación de pma. - íío puede agravarse la pena si la sentencia 
ha sido apelada por et defensor del procesado. Página 252. 

Apelable. — Lo es la resolución deJ administrador de aduana, que im- 
pone una pena, aunque se funde sobro la clasificación de 
mercaderías hecha por la dirección de rentas. Página 99. 

Apelable. — Lo es el auto pur el cual se rechaza la petición de un ter- 
cero para que se haga saber á los encargados de ejecutar 
una sentencia dictada por los tribunales provinciales, que 
las providencias d triadas «a el juicio no afectan sus dere- 
chos. Página 194. 

Apelable. — Lo es la resolución de aduana qne impone penas, aunqu« 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



FALLOS DE LA SCPKEMA COHTE 



se funde en la clasificación inapelable üoclia por l¡t dirección 

de rentas. Página Mfc 
Apelable. — No lo es el auto ile solvendo. Pagina SSB. 
Aftelable. — No lo son las regulaciones de honorarios que no excedan 

de 500 pesos. Pagina 245, 
¿jptitftfc - iím ' Tasación. 



ti 

Banco Hipotecario NaritMal. — La posesión de inmuebles dados en 
locación, que se mande dar al Hunco Hipotecario Nación al 
en virtud de lo dispuesto por su ley orgánic», es sin perjui- 
cio de los derechos del locatario. Página 1"K. 



C 

Circulación ún billete* falsos, — La circnlacion de billetes de curso le- 
gal falsos sin circunstancias atenuantes, tiene la pena de cin- 
co anos y medio de trabajos forzados . Página 2Í4« 

Circularlo» de billetes falto*. - Sí de los hechos y circunstancias del 
proceso rebulla que la presunción de que el que ha circulado 
los billetes Talaos, los recibió sin conocimiento de su false- 
dad, y no existt n en autos elementos demostrativos de ese 
conocimiento ruando los circuló, aquella presunción debe 
extenderse al hecho de la circulación y absolverse al acusa- 
do. Página 335. 

Circulación de billetes falso*. — [lemostrada la comisión del delito de 
circulación de billetes lie banco falsos» corresponde aplicar 
la pena proscripta por «1 artículo tii de la ley penal. Pagi- 
na Í30. 

Cfosí/tcucíon d* mercaderías. — Véase : Apelable. 
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C<tiitj>ett'i>ria. — Es juez couipclenle para roimcer del delito de falso 
tesliimmioes eliM lugar donde ésle ha producido sus efectos; 
v en su consecuencia debe ordenarse la iraini lacio n de los 
exhortes que di r tío juez libra en la causa. Pagina 60. 

Competencia. — La remisión de la cansa y aeeplaeion del sumario 
importo prevención en su conocí míen lo. Páginas 205, áÜ7, 
áll, 28U y 341*. 

Comptltncm. — Debe consid erarse cometido en el lugar donde han 
sido recaudados los impuestos miemos, el delito de sustrac- 
ción de diner.j procedenle de éstos, imputado al encargado 
de la recaudación, Pagina ¿*ifj. 

Compelenciii. — El conocimiento del delito correspondí' al juez, de la 
sección territorial dentro de la cual ha sido cometido. Pá- 
gina WSi, 

Cu mpetetitia. — La demanda por indemnización de daiios causados 
por huello ¡licito, puede irilenlarse ante el jue* del domici- 
lio del dema rulad o. Página M± 

Competencia. — Véase : Juslüia fednal. 

Compromiso. — Véase : Í.amto. 

Cosa jujgada. — La aprobación de mensura en un juicio de deslinde 
que no ha sido m olivado p»r la discusión sobre la propiedad, 
no puede oponerse cooiu cosa juzgada á la acción reivindi- 
ratoria del pntpielario. Página á¿9. 

Costas. — No habiendo mérito para la condenación en costas, debe 
confirmarse - I auto que no la impone. Página 58. 

Costa*. — En las cosías á cargo del expropiante no se comprende» 
los honorarios del apoderado del expropiado. Página 105. 

Costas. — No procede condenación en cosías, cuando la resolución de 
la Suprema I lorie es revocatoria de) auto que concedió el 
recurso deducido para ante ella, Página áíi8. 

Costas. — No debe imponerse la cunde nación en ellas, cuando no hay 
mérito para imponerlas. Pagina 433. 

CotUjS, — Véase : Indutto. 
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D 

Dimos u perjuicio*. — Para lijar el monto de los perjuicios causados 
por la mué ríe del esposo de la demandan ti' deljc tenerse 
presente la industria y modo de vivir del tinado. Pagina 5. 

Daños tj perjuicios, — Véase : Competencia ; Laudo : Locación. 

Delito. — No probada la culpabilidad del procesado, debe dictarse 
sentencia absolutoria. Página 51 . 

Detección de recurso. — Debe declararse ilesierlu el recurso inter- 
puesto por el ministerio riscal, si se ha acusado rebeldía al 
señor Procurador genera I, después de vencido el lórmino 
para expresar agravios. No modiliea esa conclusión el hecho 
de haberse mandado traer los autos «pie se hallaban en su 
poder y de haberse acompañado la ex presión de agravios 
juntamente con el expediente. Página UOü. 

Desistimiento. — Puede admitirse el del recurso de apelación, lormu- 
lado por el defensor, en las causas en que la pena impuesta 
no es de las mencionadas en el artículo COA, Código de 
Procedimientos en la Criminal. Página 292 

Dobles derechos. — iNo pueden embarcarse artículos de eiportacton, 
sin acreditar el previo pago de h>s derechos fiscales ; y no 
exime de la pena de dobles derechos, el permiso que pueda 
haber concedido para hacer lo contrario, el guarda encarga- 
do de recibir las mercaderías. Página W8. 
Dominio. — Probado éste en los causantes, queda demostrado el do- 
minio en el sucesor. Página H% 

E 

Ejecución. — So existiendo nulidad > no habiendo sido probada la 
excepción opuesta á la ejecución, debe ésta ser llevada ade- 
lante. Página 46. 
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Ejecución. - No probadas las excepciones opuestas debe llevarse ade* 
lanteta ejecución. Página 301. 

Ejecución. — Véase : Acción ejecutiva. 

Encomienda. — Véase : Transporte. 

Excepciones ditaloritis, -Véase: Término extraordinario. 

Expropiación. — Dirbc cimtirmarse la indemnización que resulta equi- 
tativa. Paginas 369, 314 y 38í. 

Expropiación. — Debe declararse llegada la oportunidad de la eipro- 
piacion prevista en la ley número 3037, si lian sido llenadas 
suslancialmenle Jas condiciones de fijación de plazo y ma- 
nifestación de los accionistas. Página 408. 

Expropiación. — Véase : Costa* ; Inten ses. 

Extradición. — Nu debe hacerse tugar a ella, cuando por razón do 
prescripción el delito imputado no es susceptible de pena. 
*eguu las leyes argentinas. Página 182. 



F 

Falsa manifestación. — Helio t>?r penada ta hecha ante la aduana y 

que ha podido pasar dusauertibida. Página 101 . 
Falsificación de billetes. — Véase : Tentativa. 
Falso testimonio. — Véase: Competería. 
Fallido. — Véase : floteo! corpus. 

I 



Gnardia nacional. — El iafraclor á U ley de enrolamiento es casti- 
gado ron Ui pena de un año de servicio en el ejército. Página 
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Uabeas rorjim. — El juez de comercio es autoridad rómpeteme para 
ordenar el arresto del fallido, y contra esa orden no procede 
el recurso de habrás caquis. Página 31 2. 

Habeos Corpus. — No procede este recurso contraía vigilancia puesta 
por la policía, si resulta que ha sido ordenada jior negarse el 
recurrente ¡i declarar en un sumarlo de prevención. Página 
365. 

Hateas CÚTptts. — No proa de e>le rt curso lonlra la detención orde- 
nada por juez cuiupetenle. Pagina 427. 
Homicidio. — El homicidio en riña con una cirrnnstancia atenuante, 

es castigado con cuatro años de presidio, Paginado. 
jjktoorttriQS. — Véase ; Apelable. 



1 

ImhtlU,. — YA indulto de la ptna, co.. adulo por el Presidente de la 
Ittpúldíca al eondt natío < n juirio criminal» no riímeá éste 
de las cosías proa sales declaradas de su cargo en dicho jui- 
cio. Página 40. 

luttnlúlu. — No procede el de retener, sin la prueba de la posesión 
por parle del demandante, Pagina 89. 

interdicto, — No procede el de recobrar, sin la prueba de la posesión 
por parte del demandante. Página 03; 

Interdicto. — No debe adinitiisc el de obra nueva, si no se ha nega- 
do por el demandante que había convenido con el demanda- 
do que hiciera los trabajos de edilicacion, mientras el perito 
nombrado por ambos para resolver decidiese sobre los de- 
rechos y deberes relacionados con la medianería de la pared 
de propiedad del ador. Página 321. 



DB JUSTICIA NACIONAL 



473 



Intereses. — Los intereses do la suma que debe abonarse á más de lo 
depositado en el juicio de expropiación, deben liquidarse 
con arreglo á la tusa que cubra eL Naneo de la Nación un sus 
descuentos. Página 105. 



Juicio ejecutivo. - Víase : ,lj«-l«Mf ; Ejecución ; Tasación. 

Justicia federal. - No corresponde á ella la causa sobremos extran- 
jeros, aunque uno de ellos sea cesionario de un argentino. 
Paginad. 

Jutíkia fedtral. - Para suriir el fuero federal por razón de las per- 
sonas en causas en que se obra por cesión, es necesario de- 
mostrar la diversa nacionalidad del ccdeule y del cesionario 
con relación al demandado. Página 356. 

Justicia federal. - Corresponde a ella, por razón de las personas, las 
causas menores de 500 pesos, si lastima que se litiga excede 
la jurisdicción de la justicia de pa*. Página 380 



Laudo. — El arbitro nombrado en til juicio promovido -obre cumpli- 
miento y rescisión de contrato para resolver las cuestiones 
4itc surgen de la demanda y de la contestación, puede resol- 
ver sobre los daños y perjuicios que sean materia de la con- 
troversia, y apreciarlos en cualquier forma. Página 18. 

biudo. — S¡ la ley procesal aplicable establece que se entiende com- 
prometido en caso de duda, todo punto que baya sido objeto 
de discusión durante el juicio, corresponde estimarse las ac- 
tuaciones de prueba entre lo¿ punto* comprometidos. Pá- 
gina 18. 
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Locación. — El locador no puede hacer cargo á tos loca Urina por las 
innovaciones hechas en la cusa locada durante un contrato 
de locación anterior, que ha manifestado no haber hecho con 
cllus sitió cuo otra persona. Página 160. 

¡¿catión. — La presunción legal respecto detestado de la cosa lo- 
cada, de la cual no se haya hecho la descripción, es que sea 
hueno. Página 16íi. 

Locación. — El locatario es responsable por los daños causados á la 
cosa, sea por acción directa* sea por no haber adoptado me- 
didas razonables para su conservación. Página 160, 

Locadon. — Véase: Manco Hipotecario Nacional. 



Medianería. — Véase : Inceriita. 
Mentara. — Véase : Cosa juzgada. 



Pena. — Véase : Agravación de pena ; Violación de correspondencia. 

Posesión. — Véase : tiauco Hipotecario Nacional. 

Posiciones. — El intendente municipal puede ser obligado á absolver 
pociones sobre hechos en que lipya intervenido ó de que 
deba tener conocimiento en el carácter de tal. Página 394. 

Presunción. — Véase : Locación. 

Prevención. — Véase : Competencia. 

Procurador general. — Véase : Deserción de recurso. 

prueba — Deben admitirse las diligencias de pruebas pedidas en 
tiempo. Página 49. 

Prueba. - Cuando en eljuiciode tercería, el ejecutante opina i^e la 
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cosa embargada pertenece á un tercero extraño al juicio, no 
debe recibirse la causa k prueba para que se acredite el do- 
minio del ^"cutadn sobre ella. Página 139. 
Prueba. — Véase : Termino ertraardinnrio. 

Priáfci pericial. — En la solicitud de acuerdo con las leyes de proce- 
dimiento federa!, los gritos deben expedir su dictámen en 
junla. Página 17, 



R 

Reltetdia. — Véase: [Iwnifm de rrcurso. 

Bentrso. — No habiéndose puesto en cuestión disposición alguna de 
la Constitución nacional, ni derechos queso pretendan deri- 
vado* de la misma, la interpretación y aplicación de las pres- 
cripciones de la Constitución y leyes de procedimiento loca- 
les, no iiuloristau el recursj á ta Suprema Corle, fagina 15. 

BecurtO. — Si en el pleito ante lo» tribunales de provincia se han 
hecho valer derechos derivados de actos del gobierno na no- 
na), y puesto al amparo de autoridades nacionales, y s* pre- 
tende que la sentencia liual ha desconocido esos derechos, 
debe declararse procedente el recurso interpuesto para ante 
la Suprema Corte. Y resultando de) eximen de la sentencia 
apela-la, que ' j$ derechos en cuestión han sido reconocidos, 
asi debe declararse y devolverse los autos al tribunal dr su 
origen. Página 144. 

ftf mrt ►. — La interpretación y aplicación de la leyes del Congreso 
que eonciernen al gobierno y administración de la Capital, 
no autoriza el recurso ante la Suprema Curte, contra tas sen- 
tencias de los tribunales ordinarios de la misma, Pagine 

m. 

Recwrw, — Véase ; Costas. 

Recurso de herha. — Sin Ja previa denegación del recurso por el in- 
ferior, no procede la apelación directa á la Suprema Corte. 
Página 150 
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Ri incidrnm. — La lej número 3335 qu a priva á tos reincidentes del 
beueliciu del artículo 4ü del Cé-digu Penal, no comprende las 
causas cuyo conocí míenlo corresponde á los juccr federales. 
Página 372. 

fie integrarían. — Si el Arrimo perdido por el demandante, resulta 
que no hace parle del que se le entregó con la calidad de 
serle reintegrado en caso de perdida, no es admisible su de- 
manda de reintegración. Página 396. 

Mmndimrion. — Véase: Cosa jttzgadfr, 



S 

SúbreseimientQ. — Cuando el ministerio lineal ha pedido d provisional, 
y el defensor del at usado el definitivo; el juez debe resolver 
sobre esos pedidos j no proceder á dictar sentencia defini- 
tiva. Página til. 

Sottrwimiento. — N" debe dictarse este, pudicudo adelantarse el su- 
mario. Pagina 377. 
Supremn Corte. — Véase : lierurm. 
Susltammi. — Véase : Compeienria. 



Tasacibtt. — Ko es apelable en el procedimiento ejecutivo, el aulo 
aprobatorio de la tasación. Página 245, 

Tenlatiou. — La de falsificación de billetes de banco debe ser casti- 
gada con tres anos de trabajos forzados y multa de un mil 
doscientos pesos (artículos 93 y ftá, ley nacional penal ; ar- 
ticulo \t, inciso 2% Código Penal J. Página 31 ti. 

7 trceri'i. — Probado el dominio debe admitírsela tenería fundada 
en él. Página 2M. 
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Tercería. — Véase : Prueba . 

Tercero, — Debe substanciarse con arreglo á derecho, y no ser recha- 
zada ir* iímÍH*', la petición du un tercero puraque haga 
saber a loa encargados de ejecutar una sentencia dictada por 
los tribunales provinciales, que las providencias dictadas en 
el juicio no afectan sus derechos, si éstus han sido dejados 
á salvo. Página I 'JV 

Termino extraordinario. — No puede discutirse la procedencia del 
acordado de coulormid.id de parles y consentido, ni negarse 
la producción de las pruebas y por los medios indicados al 
solicitarlo Página 49. 

Término extraordinario. — La ley de procedimientos nacionales que 
admite la prueba en las excepciones dilatorias, no prohibe la 
concesión del término extraordinario, Página '201. 

Transporte. — La resolución que, apreciando la prueba producida, 
fija el valor de la encomienda extraviada h cargo de la em- 
presa transportadora, no es violatoria del decreto del poder 
ejecutivo reglara enlario de la ley de ferrocarriles. Página 
438. 

Vigilancia. — Véase : Habena Corpus. 

Violación de correspondencia. — La aplicación de la pena del artículo 
52 de la ley nacional penal, al empleado de correo autor de 
la violación de una carta don tro de la cual existían billetes 
de lotería, es iavorable y no puede causar agravio al pro- 
cesado. Página 270. 
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liona Raquel Dello Jacono de Calietuto, contra el Ferrocarril 
Oeste de fíncaos Aires ; sobre daños y perjuicios causados por 
ta muerte de don Andrés Caliendo. 



Sumario. —Para fijaT el monto de loa perjuicios cauiados 
por la muerte del eapoao de la demandante debe tenerse presen- 
te la industria y modo de mir del finado. 

Caso. - Keaultadel 
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[Juraos Aires Mayo 11 J897. 

Y vistos : Para delinitira, tatos autos iniciados por doña Ra- 
quel Delío Jacooo de Caliendo ó Caliente, contra el Ferrocarril 
Oeste de Buenos Aires, sobre indemnización de daños y perjui- 
cios, de cuyas constancias resulta: Que á foja 11, don Alcidus 
Seguí (hijo), invocando la representación legal de la aotora f á 
mérito del poder de f oja 1 , y demás documentos acompañados, 
se presentó judicialmente promoviendo acción de daños y per- 
juicios conta la empresa del feirocaril Oeste de Buenos Aires, 
fondada en la nuerte dada por uno de los trenes do esa empresa 
á su esposo don Andrés Caliendo ó Caliente, en el acto de subir 
á uno de los coches en la estación llamos Uejías y cuyo hecho 
tova lugar el dia 18 de Octubre de 1895 á las 6 p. m. 

Que su esposo se encontraba en la estación de dicha localidad 
esperando el tren con el propósito de trasladarse ¡i esta capital, 
adonde cuotidianamente viajaba en busca de flores para vender- 
las aquí, por ser su profesión vendedor de flores. 

Que como se había despachado de la L-stacion Haedo un tren 
de carga que pasó por Ramos Mejías en direcoion al Once, el 
tren rápido que cruzaba á esa hora por Ramos Mejlas con igual 
dirección, tuvo que pararse en ese punto, no obstante no figurar 
en el horario dicha parada, dandu así tiempo á que el tren de car- 
ga pudiera distanciarse como lo dispone e' artículo 43 del Re- 
glamento de ferrocarriles nacionales, y lo aconseja la más ele- 
mental prudencia, hecho ese que no se. observó. 

Que al observar Calendo ó Caliente que el tren rápido de pa- 
sajeros se detenía y viendo que otros pasajeros se apresuraban 
á tomarlo, también él pretendió hacer igual cosa en un coche d e 
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segunda eluae, pero al subir con dos canastas de flores en las 
manos, un guarda del mismo se opuso á ello, ordenán- 
dolo que se bajara y acompañando el guarda los hechos 
á las palabras y viendo que el tren se ponía en marcha» le 
dio un empujón reliándolo debajo del estribo, con tan mala 
suerte, que el desgraciado fué i raer sobre los rieles pasándolo 
por üii' imalas ruedas del tren, falleciendo de sus resultas esa mis- 
ma tarde, y declarando que el guarda le había dado un em- 
pujón ni querer subir al trun con dos canastas de llores. 

Que el hedióse produjo por imprudencia temeraria y culpable 
del guarda al dar á un hombre un empujón sobre el estribo de 
un tren en momentos que no podía siquiera servirse de sus ma- 
nos por aquella caudal, siendo su deber en todo caso» si es que 
faltaba á lo* reglamentos, evitar precisamente el incidente, y 
luego» detenerlo para la aplicación de la pena que correspon- 
diere, 

Que el hecho también se produjo por imprudencia ú culpa de 
la emprusa, por haber violado la ley de ferrocarriles en el servi- 
cio del tráfico en la líuua, por haoerse despachado de la estación 
llaedo un tren de carga eu dirección á Ramos Mejía y el Once, 
sin acordarse del tren rápido que debía pasará esa hora por esa 
vía é idéntico destino. 

Que la empresa ha violado la ley y reglamentos eu la parte 
que prohibe despachar un tren sinó diez minutos después del 
despachado con anterioridad, lo que acusa un descuido y ol- 
vido manifiesto de sus prescripciones, y que fué causa del acci- 
dente, puesto que se produjo por la parada del tren en llamos 
Mejía, y que á no haberlo hecho, Caliendo hubiera tomado el 
trun ordinario en que viene diariamente á Buenos Aires i ven- 
der flores y no le hubiera sido objetado gu derecho para sohiT 
á un tren de pasajeros en servicio. 

Que fundado eu ios artículos 1060, 1106, 1108, 1100, 1110, 
1113 y 1122 del Código Civil, y articulo 16, incisos i* y * del 
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Código Penal y en las leyes y reglamentos para los ferrooarri- 
les naoionales, eotabla demanda ordinaria por cobro de la suma 
de 60.000 pesos moneda nacional en que aprecia el valor del 
daño cansado, con arreglo 4 la profesión y medios de vivir de 
Caliente, á cuyo pago pide se le condene ; con intereses y costas 
del juicio. 

Que radicado el juicio ante la justicia federal, por razón de 
la incompetencia declarada del juez doctor Pizarro y sustancia- 
do el juicio, la empresa, evacuando el traslado conferido, sostiene 
que ellS de Octubre de 1895, siendo más 6 menos las 6 p. ni. , 
se bailaba en la estación Ramos Mejía don Andrés Caliendo, 
vendedor de Üores cuando llegó y paró el tren número 24. que 
viene de afuera. Puesto este tren nuevamente en movimiento, 
Caliendo pretendió bubir á él llevando las manos ocupadas por 
dos canastas de llores, y en estado de ebriedad, pero al pisar el 



estribo resbaló consiguiendo agarrarse del pasamanos del coche, 
y en esta situación, medio colgado, fué arrastrado algunos me- 
tros, en cuya situación el vigilante allí de facción corrió áann- 
liarloy lo acompañó cinco ó seis metros pretendiendo levantarlo; 
encnyo momento el personal del tren apercibido del accidente, 
cortó la manga del freno automático, parando el tren casi ins- 
tantáneamente, siendo sacado Caliendo dentro de las ruedas con 
las dos piernas y un brazo fracturados, falleciendo en la comi- 
saria á las 7 y 30 p. m. de ese dia. 

Que por consecuencia de esos antecedeutes, niega que el guar- 
da encargado del tren ni agente alguno del ferrocarril haya 
empujado á Caliendo al pretender subir, ni que le haya prohi- 
bido hacerlo, desde que el guarda se hallaba en un coche de 
primera clase y la victima pretendió subir en nno de segunda, 
y ni lo vió t ni pudo verlo, sin» hasta el momento, después de 
parado el tren, que concurrió para ayudar al vigilante y tratar de 
levantarlo. 

Que es falso que|Caliendo haya declarado antes de morir loque 
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afirma la demanda ; como Umbieu es falso que laempreaa baya 
violado la ley ai los reglamentos al hacer parar el tren rápido 
número 24 en Hamos Mojía, pues cuando llegó hacía varios 
minutos o™ había pasado por la misma estación un trun de 
carga en dirección á Liniers y que no habiendo aun llegado á 
dicha Citación, no había dado vía libre, motivo por el que se 
hizo parar el tren rápido en Ramos Mejía, y cuando 3e avisó 
vía libre, recién se dió orden de marchar al rápido y que los diez 
minutos fijados en el artículo 43 del reglamento general, no ri- 
gen cuando, como en el caso actual, seencuentra establecido el 
sistema Block. por todo lo que pide el amparo del artículo 125 
delreglamento citado y artículo 1 ti i del Código Civil, el rechazo 
de la acción, con costas, observándose a la vez el monto de la 
suma que se reclama. Que recibida á prueba la causa, se produjo 
la que expresa el certificado del señor secretario, llamándose 

autos para sentencia. 

Y considerando : 1° Que de los antecedentes relacionados re- 
sulta, que la empresa reconoce como cierto el be-ho fundamen- 
tal enqoe reposa la demanda: el accidente ferrocarrilero que 
produjo larauertede André* Caliendo ó Caliente, hecho com- 
probado además por el instrumento público de foja 2 y por la 
prueba oral recibida, pero niega en absoluto que haya eiiBtido 
la culpa imputada tanto en ella como en sus empleados. 

2* Que como consecuencia de esa manifestación y reconoci- 
miento, la cuestión sub-judice queda para el juigado circuns- 
cripto á estudiar y examinar el resultado legal de la prueba ren- 
dida, a fin de hacer la aplicación del derucho respectivo, segnn su 
mérito, 

3° Que las constancias de la causa suministra antecedentes 
suficientes para un pronunciamiento justiciero. Es principio d« 
derecho que todo el que ejecuta un heoho que por sn culpa 6 ne- 
gligencia ocasiona un daño á otros, está obligado á Ja reparación 
del daño, y que la obligación del que ha causado un daño se ex- 
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tiende á los daños que causaren los que están bajo su dependen- 
cia, ó por las cosas de que se sirve 6 que tiene a su cuidado 
(artículos! 109 y H 13 del Código Civil). ¿Existe en nuestro caso 
esos extremos necesario** para la admisibilidad de la acción 
instaurada? ¿Se ha comprobado la culpa grave é imprudencia 
atribuida ni guarda fireu, que se aíirma empujó a Caliendo y 
cuyo acto fué la causa real y eficiente de su muerte I 

4* Con arreglo á lo preceptuado por el artículo 65, acápite 2", 
de la ley genera) de ferro -arriles nacionales, número 2873, en 
caso de accidente i nourube á la emprima probar que el daño resul- 
ta de oaso fortuito ú fuerza mayor. La empresa prosiguiendo 
ese propósito, presentó como prueba di- descargo de la culpabi- 
lidad atribuida por el actor, los testigos de fojas 79, 79 vuelta 
y 80 vuelta, informe de foja 53 y sumario testimoniado de foja 
83. Examinadas esas pruebas con criterio imparcial y recto jui- 
cio, fácilmente se arriba a la conclusión de su demérito é insu- 
fioieucia cumpluta para constatar ta) extremo, la no culpabili- 
dad de la empresa. Lo* testigos Juan García, foja 79, y Emilio 
Battori, foja 80 vuelta, declarando al tenor de la tercera y cuar- 
ta pregunta delinterrogatmrio de la empresa de foja 78, nos di- 
cen, que sólo vieron ú Caliendo bajo el tren, no habiendo . .sto 
lo demás que se les pregunta, agregando que no saben si estu- 
viera íbrio. Luego, esas declaraciones numerecenfé probatoria, 
por la sencillísima razou de que ignoran la forma cómo se pro- 
dujo la muerte de Caliendo ; le son á la empresa contraprodu- 
centes, desde que eoutradicen su afirmación deque se encontra- 
ba en ese estado en el momento del suceso, y á la vez ratifica la 
manifestación del testigo que depone á foja 75 vuelta, quien 
sostiene idéntica cosa sobu la ebriedad de Caliendo, y que es- 
tuvo con 61 conversando en el anden de la estación, lo que ri ser 
cierto tal estado, no hubiera pasado desapercibido. Este testi- 
go, el de foja 79 vuelta, dice que la víctima pretendió subir al 
tren cuando ya estaba en movimiento, con las manos ocupadas 
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porfloa canastas y que en ese estado, uno de los canastos que 
había aido ya colocado en la plataforma del coche, cayó sobre 
él, produciéndose de esta inane ra la caída de Caliendo. Esta 
declaración es inadmisible legalmente, careos en absoluto de 
todo valor probatorio, no sólo por la inverosimilitud de su afir- 
mación de qutí la canasta chocada en la plataforma del coche 
pudiera ser la causa eficiente de la caída de Caliendo, cuando 
uo determina siquiera por acción ó efecto de qué causa cayó la 
canasta, sínó porque su dicho se encuentra en abierta oposición 
con la causa real y origen que la contestación de la demanda le 
atribuye y principalmente por su singularidad : testü unus t 
testünultus, y série 2\ tomu 20, página 85, Fallos dala Supre- 
ma Corte. A este solo teBtigo queda limitada la prueba de des- 
cargo ofrecida por la empresa ú 611 de cumplimentar la exi- 
gencia del artículo 65 de la ley número 2873 recordada y desde 
que es ella insuiieiente para justificar la ausencia de la culpa 
que se le atribuye, debe ella imperar, y desde luego debe res- 
ponder del daño causado en los términos prevenidos en los artí- 
culos 65, 83 y 91 déla ley números 2873, y artículo* H09 y 
1 113 del Código Civil. 

5« La prueba de cargo ofrecida por la demandante, no obs- 
tante que sobre la empresa pesa la tarea de su producción, pira 
evidenciar que el daño proviene de caso fortuito ó de fueiso ma- 
yor, destruye radicalmente el dicho de.ese testigo único, y com- 
prueba la culpa del guarda-tren y con ello la responsabilidad 
de la empresa demandada. En efecto, los testigos de foja 61 y 
foja 61 vuelta, deolarau uniformemente, dando ratones satis- 
factorias, de sub dichos, que al pretender Caliendo, con dos 
canastas de flores en las manos, subir al tren, juntamente 
con otros pasajeros, fué empujado por un guarda tren para que 
no subiera, cayendo entónces debajo del tren, declaraciones 
que por su concordaucia entre si y conloa demás antecedentes 
circunstanciados de la I a causa, constituyen prueba legal, con 
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arreglo a la ley 32, título 16, partida 3 É y série 1", tomo 5 o , 
página 420 de los fallos citados. El mérito legal de estas duela- 
raciones se vigoriza, al observar que son confirmadas por el 
dicho de otras personas que. sostienen, que el hecho fué presen- 
ciado por muchas otras que se encontraban en la estación y den- 
tro del coche, las que, i gritos, culi tica han al guarda de ¡ asesino ! 
; cobarde! y por las de fojas 70 t 71 y 72, quo t>n oposición con 
lo aseverado por la empresa, declaran que oyeron decir á Ca- 
lleado que el culpable era el guarda tren ! 

6 o Que el mérito legal que romo prueba puede atribuirse al 
testimonio de foja 83 es de ningún valor ni eficacia legal, desde 
que se trata de testigos que han declarado en juicio distinto del 
presente, con el sigilo pTopio de todo sumario y sin >1 control 
necesario y eficiente de la parte interesada, aparte deque esas 
declaraciones han sidooontradichas abiertamente por los exami- 
nados, y en tal case, el juzgado les atribuye á estas mayor valor 
probatorio, por haber sido ofrecidas con las solemoidadea 
de ley, en presencia y bajo el control amplio del interesado. 

V Quo la empresa debe siempre responder del daüo causado, 
porque contraviniendo las prescripciones desús reglamentos, 
articulo 47, diú preferencia de salida en el despacho de trenes 
en dirección al Once, á uno de carga en vez del rápido número 
83 y nu el 24, como lo afirma laempresa, sin que pueda librarse 
de esa responsabilidad por el hecho de que la vía esté protegida 
por el sistema Block, desde que, según el informe de foja 59 ex- 
pedido por el presidente de la Dirección de ferrocarriles nació- 
nales, ese sistema * en nada puede influir sobre el órden de 
preferencia que se debe dar á los trenes establecidos en el ar- 
tículo 47 del Reglamento general de ferrocarriles nacionales, 
pues su objeto es simplemente para asegurar la marcha de los 
trenes señalando si la vfa está libre ú acupada ». Esta infrac- 
ción á tan elemental deber, constituye una verdadera omisión 
culpable de la empresa, que i no haber sido cometido, posible y 



■ 



DE JUSTICIA NACIONAL 13 

verosínülraeuU' no se hubiera producido el accidente, viéndose 
Caliendo en el imperioso caso de hacer tenido que tomar el tren 
ordinario en dirección de esta Capital. Bedarride ( Chemins de 
Fer. tomo 2% pag. 47) dice : cque la obligación de las empresas 
de trasportes es prevenir y vigilar con la mayor solicitud po- 
sible para la seguridad de los viajeros. Esta obligación se im- 
pone, agrega, con más razón respecto de las compañías de ferro- 
carriles por el número de personas que conduce cada tren j las 
desastrosas consecuencias que producen los acc identes ocasio- 
nados, por descarrilamientos, choques etc.», yWood f enla obra 
The iaws of Haüways* [también nos dice : f que la observan- 
cia por parte de los conductores de un tren de las prescripciones 
reglamentarias, no excluyen las responsabilidades si bajo otros 
respectos la compañía 6 sus empleados descuidan aquellas pres- 
cripciones que la prudencia sugiere para evitar accidentes *. 
T qué mayor olvido de tan elementales deberus que la aofcitnd 
injustificable bajo cualquier concepto de ese guarda tren, que por 
acción propia y no obstante la actitud indefensa de Caliendo» lo 
precipita debajo del tren de un empujón y le causa su muerte ! 

8" Comprobada la existencia real del daño causado, la natura- 
leza culpable del hecho que motivó la muerte de Caliendo y la 
persona de su autor y habiendo la ley, artículos 1083 y 1084 del 
Código Civil, dejado al estudio prudencial del magistrado la 
determinación del monto de la indemnización que se reclama y 
la forma de satisfacerla, ejercitando el juagado esa facultad dis- 
crecional, y teniendo presente para esa fijación la edad de Ca- 
liendo, y su profesión, vendedor de flores, reconocida ésta en 
el escrito de contestación á la demanda, fijo la importancia del 
daño causado en la suma de 12.000 pesos. 

Por estas consideraciones y demás concordantes que resaltan 
de los escritos de fojas 11 y 118, de 6 ni tifamente juigando, fa- 
llo; condenando al Ferrocarril del Oeste de Buenos Aires i sa- 
tisfacer a doña Raquel Delta Jacono de Caliendo ó Caliente, 
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por ría de indemnización de perjuicio, con motivo de la muerte 
de su esposo Andrés Caliendo ó Caliente, dada por uno de los 
trenes de esa empresa , la cantidad de 12.000 pesos, y costas 
procesales, y que deberá abonar dentro del término de 10 días 
de ejecutoriada esta resolución. 

Notífiquese con el original y repónganse los sellos. 



Agustín L'rdinarram, 



Buenos Aires, Noviembre 9 de 1897. 



Vistos y considerando: Que como lo demaestra la sentencia 




tuda. 

Que se baila igualmente averiguada la responsabilidad de la 
empresa demandada, de conformidad con lo dispuesto en los ar~ 
tículos sesenta y cinco y ochenta y tres íri fine, de la ley gene- 
ral de ferrocarriles y once mil ciento trece del Código Civil. 

Que para la fijación del monto déla indemnización ¿que tie- 
ne derecbo el demandante, debe tenerse presente la industria 
y modo de vivir del finado Caliendo ó Caliente, y los preceden- 
tes establecidos por esta Suprema Corte en casos análogos. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento treinta y sois: se confirma ésta, modificándose 
tan súlo en cuanto al monto de la indemnización, la que se fija 
en la cantidad de ocho mil pesos moneda nacional : las costas de 
segunda instancia se pagarán en el órden cansado. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL KAZAN. 
— OCTAVIO BlíNCE. — JUAN 
E. TORKENT. 
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«'AUNA CC'CXV 



Doña .Marcela l'erez Mi Han de Steyman contra tos herederos 
de don Simón Sánchez, par reivindicación ; sobre recurso 
contra resolución de los tribunales dv tíñenos Aires. 

Sumario . — No habiéndose puesto en cuestión disposición al- 
guna de la Constitución nacional t ni derechos que se pretendan 
derivados de la misma, la interpretación y aplicación de las 
prescripciones de la Constitución y leyes de procedimiento lo- 
cales no autoriza el recurso á la Suprema Corte. 



Caso. — Don Pedro A. Sánchez, por sí y en representación 
de los herederos de don Simón Sánchez, se presentó ante la Su- 
prema Corte interponiendo el recurso que autoriza el inciso 2% 
artículo 14 de la ley de jurisdicción, contra una resolución de la 
Suprema Corte de la provincia de Butmos Aires, por la cual se 
declara improcedente el recurso de inaplicabilidad de ley otor- 
gado contra una sentencia de la cámara de apelaciones del de- 
partamento del norte, fundada en qne el escrito deduciéndolo 
no estaba autorizad" por abogado, coa arreglo al artículo 175 
de la Constitución de la citada provincia. El señor Sánchez de- 
cía que la interpretación dada á este artículo era errónea y re- 
pugnante á lo dispuesto por los artículos 14 y 18 de la Consti- 
tución nacional. 
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Dueño? Vires, Noviembre W <ie 1897. 

Autos y vistos : Considerando : Que según resolta de propia * 
explicación de la parte, en el pleito no se ha puesto en cuestión 
disposición alguna de la Constitución nacional, ni derechos qoe 
se pretendan derivados de la misma, de manera que no ha re- 
caído ni ha podido recaer al respecto sentencia detiuitiva de los 
tribunales superiores de provincia que resolviera la cuestión des- 
conociendo los derechos del recurrente. 

Que esta parte ha invocado, recien después de pronunciado 
ti auto recurrido, disposiciones de I» Constitución nacional, lo 
que sirve a demostrar que, como ya se ha establecido, no han si- 
do ellas materia de pleito y por tanto de sentencia. 

Que, por el contrario, de la citada exposición y auto acompaña- 
do de que se recurre, consta que la Suprema Corte de la pro- 
vincia de Buenos Aires ha considerado y apreciado en ese auto 
tan sólo prescripciones déla Constitución de la provincia y leyes 
de procedimiento de la misma, cuya interpretación ó aplicación 
no fundan el recurso antoriiado por el artículo catorce de la 
ley de jurisdicción y competencia. 

Por estos fundamentos, se declara improcedente el recurso 
deducido. Hágase saber con el original y. repuesto el papel, ar- 
chívese. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VA- 
RELA. — ABEL BAUÍt. — 
OCTAVIO BOPSGE. 
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Don Julián H. Martínez contra el Fermctwril Oeste de íiuenos 
ÁireSy por daños y perjuicios ; sobre prueba pericial 

Sumario, - Knla prueba pericial solicitada de acuerdo con 
las leyes de prowd i miento federa!, los peritos deben expedir su 
dictamen un junta. 



Caso. — Después de dictados los falles que se registran en el 
tomo 59, página 263, y en el tomo 65, pápina 81 , las partes nom- 
braron peritos á los efectos que ellos indicaron. El perito de la 
parte de Martínez pidi.'i que se declarara que debían expedirse 
en junta. La parle del ferrocarril sostoro que cada perito po- 
día expedirá separadamente, y que el incidente propuesto no 
tenía más objeto que reproducir el incidente, ya resuelto por la 
Suprema Corte, sobre el carácter de los peritos. Que dada esta 
resolución, su punt» no babía podido dictaminar por separado, 
sobre todo cuando no pudo ponerse de acuerdo c »n el de la con* 
traparte. 

Fallo del Jim» Federal 



Li Vhia. AItiI :'. de 1b97. 



Debiendo proveerse con arreglo á lo resuello por la Eima. Su- 
prema Corte en la resolución de foja 109. se declara que los peri- 

i 

T. mi i 
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tos tienen que expedir su dictamen W junta, como lo previene el 
artículo 148 du. la ley (Je enjuiciamb nt<>. Repujase U foja. 

Aurreweckta, 



0mwtm 

Rosario, Ntofembro í$ de 14897. 

Vistos: Por sos fundamentos y teniendo ademis mi conside- 
ración lo resuelto por esta Suprema Corte en el autn de foja do>- 
cientas veinte y aeis, se confirma, oon costas, el auto apelado «V 
foja doscientas ochenta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

8EWJAMI» PAZ. — LUIS V. YA HELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
CE. — JUAN E. TOKBEHT. 



4 UNI t'€'4XVII 



Doíla liosa Palma de Pardo, contra don Antonio lí. Otero, por 
cumplimiento $ rescisión de contrato : sobre nulidad de 
lauéó arbitral. 

Sumario. — 1° El arbitro nombrado en el juicio promovida 
sobre cumplimiento y rescisión de contrata para resolver las 
cuestiones^ surgen de la demanda y de ta contestación, pue- 
de resolver sobre los dañoay perjuicios que sean materia de la 
controversia, y apreciarlos en e.ualquier forma. 
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2 n Sí la ley procesal aplicable establece que se entiende com- 
prometido en caso de duda, todo punto que haya siiio objeto de 
discusión durante el juicio, corresponde estimárselas actua- 
ciones de prueba entre loa puntos comprometido*. 

Cano. — Resulta de la* siguientes piezas ; 

COMPROMISO 

En 15 de .Mayo, año 4896, .i las 2 p. m. comparecieron al 
jozgado á objeto del comparendo decretado, uUeñor Germán 
Kobn y el señor Pablo Palma, acompañados de sus respectivos 
abogados y expusieron, que lian convenido en nombrar un solo 
árbitTo con el carácter de arbitrador para resolver las cuestionas 
que surgen de !.l demanda y contestación, debiendo tramitarse 
el juicio según el procedimiento establecido para el juicio ordi- 
nario de la ley de procedimiento* de la provincia. Fíjase 
el término d j cuatro meses para que el arbitro pronuncie Ja sen- 
tencia, contra la cual no habrá el recurso de apelación y se fija 
una multa de 1000 pesos moneda nacional contra la parte que 
dejare de cumplir los actos nect-sarioa para la realización del 
compromiso. Por oomun acuerdo de las partes nombran como 
arbitTador al señor jaez federal doctor Severo G. del Castillo, 
quien manifiesta en este acto que acepta el ug<» y firmaron con 
el señor juez ante el autorizante. 

Hermán Kohn, — Severo (¡* del 
Castillo. —Pablo A, Palma. 
~ Bermejo . — liojo 
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El infrascrito, nombrado en calidad de arbitro arbitrudor por 
los señorea Camilo I 1 . Pardo y Antonio K. Otero, para resolver el 
presente jnicto iniciado por el primero contra el segundo, por 
falta de cumplimiento á un contrato, procede á dictar el si- 
guiente laudo: 

Vistos estos autos de los que resultan: Que con fecha Ude 
de Julio del ano 189i, loa señor* Antonio P. Otero y señora Bo- 
la Palma de Pardo, con ta venia de su esposo don Camilo K 
Pardo, alebraron el contrato de que instruye el instrumento 
público corriente en copia legalmente autorizada a foja... que 
contiene entre otras las siguientes cláusulas : 

Los esposos Pardo declaran haber recibido del señor otero, 
el dial 1 de Julio de 1894 b suma de 14. 000 pesos moneda na- 
cional legal, por laque le otorgan él mas eficaz recibo y carta 
de adeudo en forma euya suma la facilita aquel en calidad de 
préstamo, al interés de uno por ciento mensual, á condición de 
quedar pagada á los cuatro anos delafecha del prese.it>' contra- 
to. En garantía de la misma la señora Rosa P. de Pardo ,ntre- 
gaal señor Otero, á título de antioresis, dos vhVdos, d> los cua- 
les ya tiene posesión real; compuestos, uuo de veinte y dos 
hectáreas, mas 6 menos, y el otro de cincuenta hectáreas, ambos 
bajólos límites qu« en dicho contrato se expresan, ubicados en 
el departamento de Lujan de esta provincia. 

Que dicha deuda será amortizada gradualmente con la mitad 
de los frutos 6 ventas que produjeran los dos viñedos durante 
el término decuatro anos, dados en anticresis, pues la otra mitad 
pertenece al señor Otero exclusivamente, en compensación de 
trabajos que como administrador y director de los mismos vi- 
ñedos estará obligado á práotiwr en lo. cuatro anos fijos del 
coutrato. 
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Que el señor Utero practicará torios los trabajos de cultivo, 
cercos», alambrados y demás construcciones que necesite en los 
dos viñedos, eumo igualmente las plantaciones y replantacio- 
nesqu? sean necesarias, cuyos valores, «ouio cuutquier otro 
pago ó anticipo de dinero que él señor Otero baga al señor Par- 
do durante ei tiempo del contrato, gozarán del mismo interés 
y se imputarán al capital reconocido en la clausula primera y 
eu la misma forma de pa^'o de la tercera. 

Que el mismo señor útero verílicará los pa^os de los servicios 
•le la deuda hipotecaria al Hunco Hipotecario Nacional, como 
asimismo todos los pagos fiscales y municipales que correspon- 
dan á las riñas, cuyos valores entrará á acrecer ó a aumentar el 
<apital reconocido en el artículo 1" y forma de pago del 3 a . 

Que los gastos de explotación de los viñedos quedan lijados 
anualmente en 120 pesos moneda nacional l<>gal por hectárea, 
cuya suma será descontada con privilegio del producido general 
de los productos. 

Que el señor Otero entregará, en calidad de anticipo at señor 
Pardo, la suma de 200 pesos mensuales en dinero y mercaderías 
y á más, todos los años, al final de cada cosecha anticipará el 
10 por ciento sobre la parte líquida del valor de los frutos que 
á él le corresponda para la amortización del capital é intereses, 
cuyo importe se le cardará en cuenta del capital, sujeto á pagar 
el interés del artículo (* j la amortización en la forma del artí- 
culo 3 o , 

Que el señor Otero queda facultado para administrar y diri- 
gir losdos viñedos porel términofijo de cuatro años y para correr 
con las ventas de los frutos que produzcan, y comprometerlos, 
percibir su importe y ntor**ar los reribos correspondentes, de- 
biendo continuar el contrato hasta la completa cancelación, si 
durante loa cuatro años no fuera amortizado el capital é inte- 
reses gastados 6 anticipados por el señor Otero. 

Que en fecha 14 de Mayo del corriente año, el señor Camilo 
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en forma dirigida á él personalmente y suscrita por ei so ti o r 
Pardo, expresando claramente que en esas condiciones no tenía 
inconveniente en que presenciara y verificara el peso de la uva. 

Que es éste el nuico punto que ba suscitado diferencias y so 
habiendo el señor Otero rehusado la intervención del señor Par- 
do, quien puede mandar su apoderado en el momento que quie- 
ra áveríiicar el peso de la uva, munido de la autorización com- 
petente, no hay propiamente dificultad alguna sohre la cual 
pueda recaer una decisión judicial, y debe por consiguiente re- 
chazar la acción del contrario en cuanto al reconocimiento ju- 
dicial del derecho de entrar en las viñas é inspeccionar la con- 
tabilidad, por cuauto él mismo afirma que no hay hecho por 
partee!" Utero que importe desconocerle esas facultades que se 
atribuye. 

Que en cuanto ala otra petición, tendente á obtener la resci- 
sión parcial del contrato, el actor sostiene que según los térmi- 
nos de éste, solóla mitad de las viñas está dada mi anticresis, 
quedándola otra mitad bajo la administración del señor Utero 
únicamente, en virtud di* un mandato, y que siendo éste, por su 
naturaleza, revocable, viene á dejarlos sin efecto, pidiendo en 
consecuencia la entrega de la mitad de las viñas. 

Que es inexacto que la escritura acompañada envuelva dos 
contratos, pues ella sólo contiene uno puro y simplemente de 
anticresis que comprende las dos viñas, lo cual se devltioe no sólo 
por el conjunto de sus cláusulas sinó también por su texto claro 
é intergiversable. Invoca al efecto los términos del contrato, y 
analizando sus diversas cláusulas, sostiene que rtste tecae sobre 
la totalidad del fundo, 6 sea sobre las dos viñas que en él se 
expresa. 

Que siendo de la naturaleza propia de la anticresis, y deri- 
vado de la ley el deber para el acreedor de administrar el in- 
mueble materia de este contrato, no puede decirse que éste ad- 
ministra en virtud de un mandato de administración confesado 
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por el deudor, j no puede decirse que por el hecho de acordarse 
una retribución al acreedor por su trabajo de administración, 
ello desnaturalice el emirato quitándole su « arácterde anticre- 
sis, porque nu hay disposición legal alguna que prohiba acor- 
dar al a ritierais ta una retribución por su administración. 

Que por otra parte, la cláusula que acuerda al señor Otero la 
mitad del fruto de la* viñas, m perfectamente justa si se tiene 
en cuenta todas las obligaciones qm t según el contrato, pesan 
sobre éi y ouauta irritante injusticia habría Un privarle de ese 
derecho, violando las prescripciones del contrato que son ley 
para las partes. 

Que en el supuesto de que la administración acordada al señor 
Otero por el contrato fuese un inaudat >, él no sería revocabie á 
voluntad del deudor, porque este es irrevocable cuando, como en 
ente caso, ha sido la condición de un con trato bilateral ó el me- 
dio de cumplir uaa obligación contratada. 

Que además, no habiendo una estipulad i expresa que per- 
mita al deudor limitar el anticresis á una fracción dada, cierta 
ó indeterminada del inmueble, no puede el deudor exigir tal li- 
mitación, mientras no esté pagada íntegramente la deuda; ter- 
mina pidiendo el rechazo «le la demanda con condenación en cos- 
tas. Requerido por arabas partes el nombramiento de arbitros 
para la resol uciou del presente juicio, do acuerdo á lo establecido 
en la cláusula undécima del contrato, y nombrado en tal carácter 
el señor juez de sección don Severo 6. del Castillo, dicho señor 
juez, por su auto de fecha 15 de Maye, del corriente año 
nombró secretario especial al señor femando Oro y abrió la 
causa á prueba sobre los hechos controvertidos, habiéndose pro- 
ducido la que exprés:» el certificado corriente A foja... y mim- 
brándose posteriormente en el mismo carácter de único arbitro 
al infrascrito, por renuncia del señor doctor Castillo. Atento lo 
relacionado y considerando : 

I o Que dados los términos de la demanda y contestación, las 
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cuestiones R le^iver, en el <asu, aon las siguientes : 1" ¿Se ha 
pmbado por el actor el hecho fie haberse rehusado por el deman- 
dólo |a intervención que dice pretendió tomar en el acto de 
cosecharse las viñas, materia del contrato, para verificar el peso 
ó medida del fruto de U< mininas? 2* ¿Se hall justificado igual- 
mente los hechos que también se aducen en la demanda, de que 
por razonde un defectuoso cultivo, poda y azufrado de las viñas, 
éstas han sufrido una considerable merma en el fruto, resultando 
£8te aquintalado en gran parte, por lo cual se dice fué devuelto 
por lus rompr adores .orno inservible, y en qn« se fundan los 
daños y perjuicios reclamados en la demuda? 3» ;.Proeede en 
derecho. dad»« los términos del contrato materia del juicio, la 
rescisión parcial del misuiu. en lu ferina qu. el actor pretendí-? 
i Las costas, 

Primera ruestion 

2" Que eiM-uauto a U primera cuestión propuesta resultan, 
de la prueba testimoiii il rendida por el actor, constatados los 
hechos siguientes : 

üamou Muñoz, che- ■- lando el interrogatorio de foja 87 : Que 
cuando el señor Utero estaba cosechando la viña de la esposa del 
«eñor Fardo, despidió á un empleado de ésta que había mandado 
para controlar ó verificar el peso de la uva, manifestando el 
señor ut- 1 » en a y otras circunstancias que las viñas le perte- 
necían y que oo permitía ta intervención del señor Pardo ni de 
*u> empleados, ni que éste pisara en ellas; que el señor Pardo y 
su esposu enviaron por segunda vez un un pie ¡id o con el misino 
objeto, el que fué despedido violentamente por el señor Otero. 

Zoilo Puebla i foja ttt vuelta : Que sólo sabe que el dia 6 de 
Abril, el señor Utero le dijo que había hecho echar con sus con- 
tratistas, á Suarez, de las viñas de Pardo, cuando fué á verificar 
rl peso de la uva ; que en esa misma ocasión Otero dijo á Suarez 
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que le escribirla que fuese á presenciar ú peso de la uva y que 
el (Suares) te contestan que estaba bien, que irí» T entendiendo 
el declarante que esto que le dwé^úero era motivado por la 
<ie S ativa anterior a permitirle veriBoar el peso de la uta; final- 
mente, que mmhas veces oyó decir ú ni.ro que no permitiría 
U intervención de nadie en las viñas sin su órden. -losé Ramón 
ttoyano, foja 98 (que íué con don Joaquin Suarez), en términos 
análogos al te*tlgó R*m*n Muñoz, después de manifestar qne 
debe á Utero un doto mentó á plazo fijo por mil y pico de pesos. 

Deltin Raiuires, á foja 113 : Que fué con don Juftquin Suarez 
i la vina que estaba cosechando Otero, u quien Suarez le entregó 
una órden de la señora de Pardo, y que leída ésta por Utero 
contestó que debía ser para alguna otra persona, porque en nada 
se refería áél, manifestando en esc momento que siempre que le 
t rajeran uua órden en debida forma uo tendría inconveniente 
en dejar presenciar el peso ó efectuar el control de la uva que 
se estaba entregando. 

Medardo «ara y, á foja 1 1 3 vuelta declara en ténm no* análogos 
Al testigo Rainou Muñoz, agregando, que Otero dijo no reconocía 
la órden ui peí mitíaque entrase á la viña el empleado que manda- 
ba, ni la señora Rosa de Pardo. Patricio Olguin, foja 1U vuelta, 
declara en términos análogos ai anterior, manifestando que es 
pariente del procurador Puebla, apoderad.* del señor Pardo. Ra- 
món Paiat y Eufemio Calan, á foja* 116 á 119 : de oidas res- 
pecto al hecho en cuestión. José Balmaceda. foja 116. de- 
clara como el testigo Delfín Romero. Feliciano Serré, foja 119 
vuelta, que lo ha oidu decir al señor Utero y también que las 
vina, le pertenecían. Luis Moyano, foja 120 vuelta, que lo ha 
«ido decir varias veces á Utero que nada tienen que hacer con 
las viñas que él tenía á Mi cargo, y que no iha á permitir que 
fueran a pesar la uva. Fernando Merli, Alberto Feuillety Ernes- 
to Pluchet, fojas 126 vuelta á 133. contestando á la octava pre- 
gunta del interrogatorio de foja 125 : que Utero despidió á don 
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Joaquín Sánchez, qne fui manado P or Pardo á presenciar el 
peso de la uva, y contestando á la fiesta pregunta del mismo in- 
terrogatorio, que saben que habiendo ¡do á las viñas la señora 
de Pardo, Utero retó á los c ontratistas porque la habían dejado 
entrar, repitiendo que él era el único dueño y el único que man- 
daba allí )* que no dejaría entrar ni a Pardo en persona. 

3 o Que según se té, resol ta plenamente comprobado el hecho 
de haber el señor otero rehusado ta intervención que el señor 
Pardo pretendió tomar en el peso ó medida de la uva al tiempo 
que se efectuaba la cosecha de la* vinas objeto del contrato ; y 
si bien es verdad que al presentarse él encargado señor Suarez 
¡i desempeñar su cometido sólo exhibió una orden de la señora 
de Pardo, que es la misma que se b a presentado á foja 41 , j ésta 
no contiene dirección alguna, como es verdad también que el 
señor Otero manifestó en ese acto a Suarez que siempre que le 
trajeran una órden en debida forma no tendría inconveniente 
po dejar presenciar é peso 6 efectuar ül control de la uva que 
se estaba cosechando , todo ello no basta á justificar su reitera- 
da negativa a la intervención que quería tomarse en aquel acto, 
pu.-s malquiera que fues* i los defectos Ó informalidades de 
qne carecía la record ada orden á Otero, no podía ignorar el tfffc- 
gen de l.i misma ni por su parte asumía responsabilidad algu- 
na al ¡untarla tan sólo por no venir directamente del s.ñor Par- 
do ó ño serle dirigid» con enunciación deau nombre y bajo cu- 
bierta, que son las causas que ;iduce para ju-tiüYar su negativa 
a recibir a! encargado, á Suarez. 

4 o Que es menoM aceptable tal es< usa si se tiene en cuenta que 
la señora de Pardo no era para el señor Otero una personalidad 
desconocida, desde qne había intervenido con ella personalmen- 
te en la celebración del contrato motivo de este juicio. 

Que oslando además en la tarea de cosechar las viñas debía 
expresar la intervención en ese acto del señor Pardo, tanto más, 
cuanto que ella era indispensable dada la naturaleza y térmi- 
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nos del contrato, que de -tina una parte del fruta de las vinas á 
la amortización de la deuda contraída por el señor Pardo; y es 
natural entonces, que teniendo éste un perfecto derecho de ve- 
rificar y controlar el peso 6 medida del fruto, se le diera aviso 
previo para que pudiera efectuar con ve ni en tentante esa vigi- 
lancia ó control. 

5* Que por otra parte, contribuya á demostrar la injustifica- 
da resistencia del señor Otero á la inspección del encargado se- 
ñor Suarez, el hecho también constatado en autos de haber or- 
denado terminantemente la eipulsion de la señora de Pardo y 
aun de éste mismo toda vez que se presentase ;t las vi fias, cornu 
lo afirman los testigos últimamente citados ; y finalmente, el 
hechu mismo de haberse pedido y obtenido del juzgado el nom- 
bramiento de un interventor en garantía de los derechos del ac- 
tor y á los efectos de verificar el peso de ios frutos, que según 
el contrato debe imputarse, en determinada cantidad, á Ib 
amortización de la deuda del señor Pardo, 

6" Quedado* la naturaleza y térnveos del contrato, el derecho 
>te Pardo para intervenir vigilando ó inspeccionando id peso del 
fruto de las viñas es evidente, desde que, por la razón ya ex- 
puesta, de que debiendo el valor de ellos destinarse en parte á. 
la amortización de la deuda contraída i:on Otero, no podría ra- 
cionalmente impedírsele tomar un perfecto cunocimien'o del 
producido de ellas como de su venta, y Otero mismo reconoce 
<-ste derecho al contestar la demanda, negando, por su parte, en 
eate punto, ios hechos que la fundan. 

7* Que no es esacto entóneos que, sobre este punto no haya 
materia de controversia sujeta á una decisión judicial, ni he- 
■ líos controvertidos sobre los cuales pueda recaer prueba algu- 
na, pues existe 1* afirmación de un hecho que importa el des- 
conocimiento de uu derecho expresamente acordado por la ley 
al actor en su carácter de propietario del fundo, y la prueba 
conoluyente de la existencia de ese hecho que debe tomarse 
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en cuenta para declarar las consecuencias legales del mismo, 
8 o ante las consideraciones expuestas y mérito de la 
prueba enunciada, corresponde entonces resolver afirmativa- 
mente la primera cuestan prepuesta. 



Segunda cuestión 

9- Que los miamos testigos ya citados Ramón Nuñez, Jo&é 
Ramón Moyano, Medardo Garay, Ramón Palat, Luis Moyano, 
Fernando Merli, Alberto Feuillet y Ernesto Pluchet, contes- 
tando á los interrogatorios de fuja... declaran en los términos 
siguientes: 

El primero, Ramón Muñoz ; que una parte de las viñas e ataba 
arada en mala condiciones, existiendo en ésta, á pesar de ha- 
ber se arado, mucho pasto de vina, del cual les daban a las muías. 
Que gran parte de la uva estaba aquintalada y podrida, y que 
por estas circunstancias, el bodeguero señor Luis de Filipa la 
rechazó. 

José Ramón Moyano: Que la viña estaba bastante enmontada, 
que las \ se aquintalan por falta de azufre, y que de la uva 
comprada pn I declarante no le han desechado ninguna parti- 
da, porque tw la hizo tomar, pero de laque tomó de Filipa sabe 
que le desecharon algunas partidas poT aquintalada. 

Medardo Garay : Qne tuvo ocasión de presenciar que mucha 
parte de la uva L-staba aquintalada. 

Ramón Palat : Que la viña de la calle Gatiea, no ha recibido 
los cultivos oportunos en la forma debida y ha estado siempre 
sucia, al extremo de que para la cosecha han tenido que cortar 
el monte á guadaña. Que sabe también que ha sido desechada 
uva de la viña expresada, por aquintalada, y que las viñas se 
aquintalan por el mal cuidad- y falta de azufre. 
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Luis Movnno : Que ha visto la tina con monte, 
Fernando Merli : Que cree que Otero no suministró les ele- 
mu utos necesarios para el buen cuidado de las viñas ¡ porque la 
poda no estaba bien hecha y por la falta de azufre, que no fue" su- 
ministrado á tiempo, lo que ocasionó pérdida de frutos y por ha- 
berse cebado mucha agua & la viña cuando ja no era conveniente, 
y que por la falta de tíÉ&tt* mucha uva se ha perdido aqninta- 
lada. 

Alberto Feuillet y limito Pinche! . declar ni »u términos aná- 
logos al anterior. 

10* Que los hechos comprobados por las declaraciones enun- 
ciadas, acreditan ampliamente las aserciones del actor en cuanto 
al defectuoso cultivo de las viñas objeto dei contrato, su poda, 
falta de oportuno azufrado y excesivo riego de las mismas, á cu- 
ya* causas se tribuye exclusivamente la merma considerable 
de su fruto, ocasionada por la enfermedad sobreviniste al 
mismo. 

fin Que destinado el fruto de las viñas á la amortización de 
la deuda de Pardo en su capital é intereses, y librada á Otero 
exclusivamente su buena administración por el contrato, es evi- 
dente la responsabilidad legal de éste por las mermas sufridas 
■ n aquel, desde que ellas no proceden de fuerza mayor 6 caso 
fortuito, sino exclusivamente de defectos en esa misma admi- 
nistración, imputables únicamente á él. 

i1 n Que según el artículo 3258, el acreedor anticresista está 
obligado á cuidar el inmueble y proveer a su conservación, es- 
tando además en el deber de reparar todo detrimento que el in- 
mueble sofriere por su culpa. Entonces, pues, si por defecto de 
cultivo del fundo, lo que importa una mala administración del 
mismo, se ocasiona un evidente perjuicio al propietario, comees 
el resultante de una considerable merma en la percepción de los 
frutos, es indudable la responsabilidad, por ello, del acreedor 
ante la disposición legal citada. 
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13» Que en el caso, y como corroboración de este nicho, fun- 
damento también de la demanda, contribuye igualmente o ro- 
bustecer las aserciones de lus testigos enunciados, el contenido 
de las cartas presentadas de fojas 76 a 82, diriijidAs por un señor 
Aüvettiú don Agustín Meiuardr, traducidas de fojas M2á 146, 
en las que se expresa que en la uva remitida por éste seeneuntra- 
ban canecas enteras de uva aquintalada. que fueron devueltas, 
constando de las mismas cartas que dicha uva procedía de las 
riñas á cargo de Otero, 

14° Que cotu probad o así este hecho, procede también resolver 
afirmativamente la segunda cuestión propuettu. 

Tercera cm^tum 

ib Que según se ha visto, la demanda interpuesta por el se- 
ñor Pardo contiene también la petición de que se ordenara la 
entrega de la parte del fundo qu« por el contrato tieue el señor 
Otero en administración, invocando ai efecto el mandato res- 
pectivo, en uso del derecho que le acuerdan los artículos 1963 y 
11)70 del C.idigo Civil. 

16° Que para res dver este punto tan importante de la deman- 
da en los térmiuos déla cuestión planteado, es necesario hacer 
un estudio detenido del contrato materia del juicio, á la luz de 
las disposiciones legales que rigen las convenciones para deci- 
dir -le dicho contrato, en la parte ¡i que se refiere la demanda, 
si se halla regido por tas disposiciones del mandato ó de la anti- 
cresis, contenidas en el Código Civil, 

17 Que según Ú artículo 1896 de dicho código, el mandato, 
como contrato, tiene lugar cuando una parte da á la otra el po- 
der que ésta acepta, para representarla, al efecto de ejecutar en 
su nombre y de su cuenta un acto jurídico, ó una aérie de actos 

de esta naturaleza. 

18 Que el pacto de anticresis, según el artículo 3239, es el 
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derecho real concedido al acreedor por el deudor, ó ua tercero 
por él , poniéndole en posesión do un inmueble, j autorizándolo á 
percibir los fruto» para imputarlos anualmente, sobre los inte- 
reses del orédito, sí son debidos, y en caso du exceder sobre el 
capital miamo y sobre éste solamente si no se deben intereses; 
estableciéndose en los artículos siguientes los derechos y obli- 
gaciones de los contratantes. 

19* Que ei artículo 2' del contrato di» foja 5 establece termi- 
nantemente que para garantir la suma prestada por Utero á Par- 
do, y de que habla el articulo anterior, éste consiente que su 
t sposa, la señora liosa Palmado Pardo, entregue al señor Otero, 
á título de anücresis t dos viñedos de los que ya tiene la posesión 
real, compuesto uno de ellos de 22 hectáreas, más 6 menos, y 
el otro de 50; y el artículo 3- del mismo contrato^ que dicha 
deuda de i i.000 pesos y sus intereses aera amortizada gradual- 
mente con Ja mitad de los frutos ó rentas que produjeren los 
dos viñedos, pues la otra mitad pertenece exclusivamente al se- 
ñor Otero, en compensación de los trabajos que, como director 
y administrador de los viñedos, 4'stá obligado á practicar en tos 
cuatro años Ajos de este contrato. 

20' Que dados los términos tan claros como precisos de la 
cláusula transcripta, es evidente que et contrato de anticresie 
en ella consignada , entrega al señor (itero ti título de anticre- 
aios dos viñedos, de los cuales ya tiene la posesión real, abar- 
can en conjunto ambos viñedos, comprendiéndolos en el contrato 
á sus propios efectos, de una manera indivisible, y si es verdad 
que la mitad del producido de los frutos será destinado á Ja amor- 
tización gradual de la deuda contraída por Fardo y sus intereses, 
declarándose la otra mitad de pertenencia de Otero, por los mo- 
tivos indicados, ésto en nada desautoriza ni altera el carácter 
legal del contrato, calificado en la misma cláusula por el propio 
deudor, al decir : ó titulo de anticresis, dos viñedos de los que 
ya tiene la posesión real. 

t, wsi a 
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21" Que además, el contrato tija por su cláusula <.ctava, ci 
térniinode cuatro año* para su duración, y faculta al mismo ti e ra- 
po al acreedor para administrar y «fingir loólos viiieños; decla- 
rándose en la cláusula siguiente que el contrato continuara vi- 
gente hasta la completa cancelación «te la deuda, cu caso de no 
serlo en el término do los cuatro años estipulados, lo que ñor otra 
parte prescribe la ley articulo 3245. Código QíiiL Luego en- 
tóneos, mientras la deuda no ae halle extinguida en su capital é 
intereses, es indudable el derecho del acreedor ara .-outinuar 
administrando y dirijiendo los dos viñedos objeto del contrato 
en los término» estipulado» < d el mismo. 

22 Qu"dc lo contrario y si estuviese en la facultad del deu- 
dor, separar de la administración del deudor una partí! del fun- 
do sobre que versa el coutrato.se privaría éste de los beneficios 
<|ucélmUniole acuerda, Y -:abe aquí la guíente reflexión i 
¿Puede afirmarse que Otero aceptase el contr ito en las roudi- 
oiones á que qu. daría reducido, si hubiera de ser privado del be- 
neficio que él le acuerda, de percibir para sí exclusi varante el 
ralor de la mitad de los frutos de arabas vinas ? ¿Quedaría en- 
tonces el contrato en las mismas condiciones de conveniencia 
mutua con que fué celebrado? Es evidente que no, porque se 
privaría al acreedor de uno de los beneficios por él acordados, y 
que acaso haya sido la razón determinante de la aceptación por 
su parte. 

23 - t¿ue el aludido contrato contiene en sus cláusulas, como se 
ha visto, derechos y obligaciones recíprocas para los contratan- 
tes y es un principio de jurisprudencia universal, consagrado 
por el artículo H97 del Código Civil, que las convenciones 
hechas en los contratos forman para las partea una regla á la 
cual deben sometere como i la ley misma, y obligan no sólo á 
logue estó formalmente expresado en ellos, sínó á toda* las 
consecuencias que pueden considerarse que hubiesen sido vir- 
tualmente comprendidas en los mismos (art. 1198). Kntónces, 
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pues, estando formal mentó expresado en el contrato el derecho 
del acreedor, para percibir la mitad de los frutos d< las viñas en 
retribución del cuidado de ellas, no puede reconocarse derecho 
alguno en el deudor para rescindir parcialmente el OOD trato, y 
no otra cosa importaría el hecho de privar á aquel Je la percep- 
ción de la mitad de lo» frutos cxpresameule acordada por l.i 
cláusula citada. 

SI" Que el contrato ea cuestión no pued-- entonces considerar- 
se regido por las disposiciones referentes al mandato, porque en 
él no se contiene un poder aceptado por Otero al solo efecto de 
efectuar actos en nombre del señor Pardo. Por el contrario, se 
lia constituido por ese contrato un den-cho real fi favor del se- 
ñor Utero en los términos di l citado artículo 3229, al decla- 
rarse en la referida cláusula de aquél que se entrega al acree- 
dor á título t/e tittiirrcsis itus r i finios de propiedad de la señora 
Rosa Palma de Pardo, y por consiguiente es sobre esos dos 
Viñedos que selia constituid.» el derecha n al que trausliero al 
acreedor el pacto d<- anticresia. 

25" Que el hecho mismo de haber existido con anterioridad 
otm contrato análogo entre las mismas partes, referente á uno 
de los puntos expresados para garantir un préstamo hecho á 
Pardo por Utero, y los términos dei actual contrato, en que se 
eleva á una suma doble próximamente el préstamo en él conte- 
nido, revela que la intención de las partes ha sido comprender 
también en él el otro fundo, siendo de observarse que aquel 
contrato contiene una cláusula idéntica, en lo que se reliere a la 
percepción y aplicación de los frutos del único viñedo objeto de 
ese contrato. 

20" Que, como se ha dicho ya, esa clausula qu-- acuerda la mi- 
tad de los frutos á Otero, no desnaturaliza ni cambia el carácter 
legal del contrato de anticresis. porque la* disposiciones del 
código que rigen éste no la prohiben, y en el mismo contrato so 
espresa la causa de esa concesión hecha al acreidor, que viene 
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i constituir a.i pacta perfectamente bilateral, que crea derechos 
y obligaciones recíprocas entre deudor y acreedor ; y en todo 
caso por la razón expuesta, no seria revocable ese derecho del 
acreedor á voluntad del deudor ante la disposición contenida 
en el articulo 1177, que de, tara irrevocable el mandato en 
caso que #1 hubiese sido la condición d, un contrato bilateral, 
6 el medio de cumplir una obligación contratada. 

27* Que es evidente entonces que las disposiciones oontemdas 
en loa artículos 1963 y 1970, que fundan esta petición de la 
demanda, no eon de aplicación al caso ffl^HÜée, P«que f » 
trata de un mandato, y aunqu, supuesta la existencia de éste, 
no sería el contratado en los términos del articulo 1896. 

28* Que ante las consideraciones expuestas y concordantes de 
los escrito* do contestación y bien probado, corrientes á foja 44, 
corresponde rcsolvor negativamente la cuestión planteada. 

Cuarta enaltan . La* cosías 

29 Que declarada procedente la demanda en lo que respeetaá 
lo, do, primer.* puntúa de q»«* i*»** hi considerandos 1- i 1#, 
e„ mérito de U prueba concluyen* reudidapor el actor, debe en 
juat.eia deolararae aquellas á cargo del demandado en una par- 
te proporcional. í sea en la que comprende las do» cueet.one» 
Judias t tmx deaquól y absolviéndole de 1. otra parto refe- 
rente á los de la tercer», que ha sido resuelta a su favor ¡ a.en- 
dode observarse qne éstas no podrían en jueticia deolararae i 
cargo del actor, desde que n. pnede considerare, temerar,. n. 
DI |U»«a au demanda en este pnnto. Pero conejeado .n eqn.- 
dad la conveniencia de evitar un nuevo litigio entre la. partes, 
qne procedería en el caso qne, dado, los términos do las conoln- 
mm i» Wl» «o I» q« ™sp~ta a la segunda oueat.ou y 
imposibilidad, por otra parte, de acreditrr, después de W.empo 
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transcurrido, el valor de los daños y perjuicios que se M aran a 
favor del actor por la merma dtd fruto ocasionado por Ja falta 
de cultivo de las vi ñas t el árbitro infrascrito, dado su carácter 
dé arbitrados juzga equitativo resolver, como resuelve, se com- 
pensen éstos con la suma del valor á que ascenderían la parte 
de costas de que se libera al demandado, declarando, en conse- 
cuencia, todas ellas á cargo de éste y libre al mismo tiempo del 
pago del valor de los enunciados daños y perjuicios, 

l J or las consideraciones expuestas y otras que se omiten, re- 
sultantes de autos, declare absuelto al señor Antonio Otero de 
la presente demanda en los términos que eipresa esta resolu- 
ción, siendo á su car^o las costaB del juicio. 

Así lo declaro y resuelvo por este mi laudo, en Mendoza á 17 
de Octubre de 1896. Notificadas que sean las partes, remítanse 
estos autos al señor juez de sección, á los efectos fu* hubiere 
lugar. 

Juan del Campillo. 
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Mendoza, Noviembre 30 'Je 18HT. 



V r istos estos autos acerca del recurso de utilidad interpuesto 
por la parte demandada, fundándose en que el laudo se ha pro- 
nunciado sobre puntos no comprometidos al arbitraje, 

Y considerando : i* Que según el acta de compromiso de foja 
<S0 se ha renunciado el ree tirso de apelación, estipulándose ta 
multa de 1000 pesos contra la parte que dejare de cumplir los 
actos necesarios para la realización del compromiso. 

2" Que el depósito prévio de la multa para la interposición 
de los recursos legales» sólo esexigible cuantióse apele Ó se diga 
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de nulidad por otras cansas que las expresadas en ti artículo 
845 del Código de Procedimientos vigente en la provincia ; de 
manera que fundándose la nulidad eu haberse Fallado sobre pun- 
to no comprometido, que es uno de los cast^ del artículo 8-45 ci- 
tado, no corresponde ni rechazar di- plan* 1 el recurso, ni decla- 
rarlo i in procede ate por no haberse depositado la multa, como lo 
sostiene la parte actora (art. 813, inciso 4", ley citada). 

3 o Que el acta «J» compromiso somete á la resolución del arbi- 
tra arbitrador las cuestiones que surgen de la demanda y la 
eont» stiieion (foja 0Q\ 

4° Que la demanda, al so&teuer el derecho del propietario d«- 
tnrt'xhytir $iel rutina tj amervamon del predio se hace inde- 
bida forma y la n^tmihilidad del ad ministrador ¡W *« falta 
de cuidado á mala admimsirwiofi, hace cuestión de los daños 
y perjuicios que causare por su culpa, a este respecto, y sulicitu 
expresamente se condene al señor Utero al pago de hx danos y 
perjuicios que ha causado tj que cause por el ataque ó los dere- 
dnm del i/rüftt<Hano que motivan la demanda (párrafos V y V L), 
5'' l¿ue los hechos relacionados en la demanda son negados de 
contrario y rt ebazadas t^das y cada una de las pretensiones del 
señor Pardo; abriéndose la causa á prueba con la amplitud dría 
discusión trabada p>»r demanda y por respuesta» 

6 ' <¿ue durante el término de prueba se han producido actua- 
ciones tendentes á demostrar La administración defe ctuosa, en 
cuanto á cultivo y demás atenciones de la tinca, por parte del 
demandante, y también por el demandado se han tratado de des- 
Tirtuar las aseveraciones de aquél, en el sentido de establece r 
el cumplimiento del contrato por parte del señor Otero. 

7 a Que el juez arbitrador, considerando infundada la preten- 
sión del actor, en cuanto solicita la entrega de la mitad de ta 
finca, y sostiene la revoeabilidad de la administración concedida 
al demandado por el contrato, declara en equidad compensables 
los daños y perjuicios que por ios defectos comprobados en la 
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administración y cuidados de la fmca, le correspondería al señoT 
Utero indemnizarle al señor Pardo, con la parte proporcional de 
lis costas de que se libra ¡i aquel : exoi erándole, en consecum- 
cía. del pago de loa daños y perjuicios, cuya estimación debe a 
ser materia de cansa separada, y declarando á cargo del deman- 
dado todas las costas del juicio. 

8" Que los daños f ptrjtticius, i-n cualquier forma que el fallo 
lo.- luya apreciado y de cualquier modo que haya restt&ltfl las 
cuestiones que les sirven de antecedente, lian sido materia de 
la controversia estableada en ta demanda y la Con testación, que 
son la base del compromiso, y los hechos sobre que ha versado 
•ambien, p;ir t ■■ de la prueba producida por ambos litigantes. 

9 <¿ue, pur otra parte, como lo -sanciona td artículo 84b, in- 
ciso 2 , del código de procedimientos civiles de la provincia, ee 
cuso de duda, debe reputarse comprometido todo punto que hsya 
sido objetu de discusión durante el juicio, y asi corresponde es- 
timar las actuaciones de prueba. 

Por tatito, no habiendo recaída el laudo sobre punto qo com- 
prometido en -i compromiso arbitral, declaras*' improcedente el 
recurso de nulidad deducido por la parte demandada, fundándose 
en dicha causal, eol) costas. 

llágase saber con el original y repóngase el papel. 

Sírwsro f¡. *kl Castilla 



I d# Ib Bupreinn t'ort« 

Buenos Aires, Noviembre 13 de 189?. 

Vistos : Por sus fundamentos y considerando además que en 
el prese u te caso es procedente la aplicación de la ley de proee- 
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diniíentos de la provincia de Mendozii, porqur las partes convi- 
nieron expresamente, según se ve en el compromiso de foja se- 
senta, qur til arbitro tínico había de tramitar el juicio de acuerdo 
con la ley mencionada, se confirma, con costas, el auto apelad-, 
de foja doscientas sesenta y siete, en la parte recurrida. Repues- 
tos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL RAZAN. 
- OCTAVIO BONGE. — JUAN 
K. TOKRCNT . 



( U SA l * < LHII 



El th . ít. Angel & Vizarro wntm el fot. ih Leopoldo del Campo, 
por payo de cosías en juteiodecdltímma ; WÍtte indulto de ta 
pena;/ recurso de ¡sentencia de tos tribunales de ía Capital, 

Sumario. - El indulto de !a pena concedí * pur el Presidente 
de la República al condenado en juicio criminal, no eiime a éste 
del pago de las cu tas procesal i-8 declaradas de su cargo en dicho 
juicio. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



1 • ■ 9 * 

■ 

ÜE JUSTICIA NACIONAL 



KESÜLÚCÍÜN I>K LA CÁMAKA »E APELACIONES FN LO CRIMINAL 



Bueno* Air»"-. Julio i.l ,1»- 1SU" 

Vistos | considerando: Que según se ha declarado por esta 
cámara a toja 56, el présenle juicio versa sobre ejecihion de la 
sentencia ejecutoriada que se dictó en los autos principales se- 
guidos por el doctor Pi/.arro contra elductoi o\-l Campo, por ca- 
lumnia, y ñor la parte de djclia sentencia en í|u<' condena al de- 
mandado al p.igo de las costas del proceso. 

Que ti. u los ad i'fff'vttwt rulmttt dicho-, auto» principales, 
consta efectivamente í tojas Si 3 y 6í>!l la co mié nación en costar, 
cuyo cobro se ejercita en las presentes actuaciones 

Que, como se lia decidido li íoju 56 de la ya acordada resolu- 
ción de esta cámara, las excepciones opuestas por el ejecutado no 
son de. las comprendidas en el artículo b39 del f'odi|j;o de proce- 
dimientos civiles, aplicable al caso según lo dispuesto por el 
artículo 567 del Código de procedimiento* rhuiinales. , 

Que no obstante existir sobre este punto «-osa juzgada, loeual 
sería bastante para desestimar siamá* trámite dichas vxcept-io- 
nes, el tribunal juzga conveniente agregar algunas breves con- 
sideraciones sobre la excepción que cou la denominación de in- 
habilidad de Ututo ha opuesto el ejecutado y ha sido aceptada 
en el pronunciamieiit o apelado, en atención á que el berilo que 
le sir?e de fundamento guarda cierta analogía ron la de remisión, 
mencionada en el último inciso del referido articulo 539 del Có- 
digo de procedimientos. 

Que si bien es «ierto que el Poder Ejecutivo nacional, por de- 
creto de 12 de Julio de 1893, acordú al doctor del Campo iudultu 
de la pena de dos años y medio de prisión que le fué impuesta 
por la sentencia del juez del crimen, tal indulto fué limitado á 



la sola peua de prisión, como resulta de los propio-* tt'roiiuos 
expresos dedit bu decreto y nota del Poder Ejecutivo, corriente;» 
:í foja» 091 y 693 de dichos autos principales. 

Que esta limitación del indulto está, por otra parte, conforme 
con lo que prescribe e! artículo 8íi, inciso 6°, de la Constitución 
nacional, que sólo faculta al Ejecutivo pura indultar ó conmu- 
tar tan ¡tenas por delito* sujetos ú h jun^ion-ion federal, 

Concuerda con este concepto limitado del perdón ó indulto, 
tu doctrina uniformemente enseada por ios autores, 

c EL puder de perdón, dice Hishop, se ritiendreii la ley ingle- 
sa; no solamente á las contravenciones procesales, sínó también 
á Las contravenciones que pueden perseguirse ante las corte* 
eclesiásticas y & las acciones penales, con esta limitación, qu»« 
cuando un derecho a la penalidad 6 ú las costas ha sido adqui- 
rido por una jH-rsona privada, él no puede ser quitado. 

< Las constituciones de algunos de nuestros listados, expresa- 
mente extienden el poder de perdonar ¿la remisión de multas, 
y confiscaciones, mientras que nu lo hacen así las de otros Es- 
tados ni la de los Estados ruidos ; per- iuá> 6 menos claramente 
todo está incluido, así como en Inglaterra, en el poder general. 
Su límite es aquí, como en Inglaterra, que no puede despojar de 
derechos privados adquiridos. Por consiguiente, si las costas 
han sido acordadas á un procurador ó á un agente (Oltorney) 
y están ya tasada*, ó probablemente, en nuestra práctica, si se 
ha pronunciado una sentencia ti nal dejando la tasación á un 
mero acto ministerial para ser hecha por el secretario (ekrk), 
,lla> son cobrables después del perdón. * (Cuttt mentar tes un the 
criminal laws, § 757 v notaa 1* y 6"). 

El señor Viada, en sus comentar ios al Código Penal español 
de 1870, tratando del indulto se e i presa también así i « Final- 
mente, advertiré que el indulto de la pena principal llera consigo 
el de las accesorias impuestas á excepción déla inhabilitación, 
de la que debe hacerse mención especial para que se tenga por 
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cora prendida .n la grana, y que nunca pitetle thia hacerse nx- 
U'ttsim á ta indemnización civil ni al pwjo de los (jautos del 
/nieto y coitos procesales aue no corresponden al estado * (tumo 
|% página 56íí), 

Lo propio afirma Caravanas cu sus anotación!.'* á Eserich, 
Meeionario, palabra indulto. 

Que por consiguiente, «atando, como se ha dicha, limitado el 
indulto concedido al doctor del Campo, á la pena do dos años y 
medio de prisión qu«- U- fin'- impuesta, la remisión «lt Ia> rustas 
procesales opuestas como excepción á la presente ejoeueion, no 
es procedente Pomo tal exuepi;i<>n j menos rumo ¡a >ie inhabili- 
dad del título ó falsedad de Ja ejecutoria, segrí" lo lia llamado 
equivocada me ote ti inferior. 

L*or ullo, -e revoca el auto apelado de foja 62 y en consecuen- 
cia, devuélvaos j.ura ijih* el inferior Hete la ejecución adelanto. 
Re póuga se loa sellos. 

I.opez Cabattttias. — f, arria. - l'er>z. 

Ante mí : 

t.ms S. Atiaifi. 



VISTA REI. SE^OK PHilCLRAfM>H GKVMtAI. 

Baenos Aires, Agosto 31 <!■■ 1835, 

Suprema Corte : 

La cuestión referente al alcance de la atribución ejercida por 
el seror Presidente du la República, con sujeción al texto del 
articulo 86, inciso 6". de la Constitución nacional, es por su ín- 
dole propia de la competencia de V. E., según lo proscripto en 
el artículo 14 de lu ley «le competencia, de 14 de Setiembre de 
1883. 
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Es por etib también el punto sobre que proc. de la interven- 
cien del procurador general. 

Entrando á su eximen observo que las atribuciones de los po- 
deres constitucionales son limitados, que es ai poder judicial 
qne incumbe declarar las responsabilidades que forma» el dere- 
cho privado, y sus resoluciones no podrán dejar de cumplirse, 
ni reveersepor l-1 Poiier Ejecutivo, sin violación manifiesta de 
los artículos 18 y 85 del código fundamental. 

Excepción única á la ejecución ¡ecesaria de la cosa juzgada, 
es la que contiene el articulo 18, inciso 6' t de ese código. 

Esa excepción, como todas las que establecen un desvío de las 
reglas generales de órden público, sólo procede dentro de los 
términos expreso- de la ley. Y cuando ella ha dicho: « Puede 
indultar Lis penas », no ha querido ni podido ir más allá. 

Las penas, qne interesan primordial incite el orden social, 
cuya representación está i cargo de agentes especiales de la co- 
munidad, y cuyos beneficios recaen sobre la misma, en desa- 
gravio de la vindicta pública, han podido ser indultadas por el 
jefe d.- la administración nacional, y á ella se ha referido el tex- 
to de la ley. 

Pero las costasdel juicio que e* dinero emplead-, por la parte» 
en defensa de sus derechos, que formaba y era parte de su pa- 
trimonio individual y debe volver á incorporarse á él, según las 
resoluciones ejecutoriadas no es propiamente una pena sino más 
bien una indemnización de los perjuicios causados por la impo- 
sición de un proceso indebido, no afectan interés público sino 
únicamente el derecho individual. 

Si el Poder Ejecutiva no podría exoneraren causas civiles, baj" 
ningún aspect» jurídico, del cumplimiento de una obligación de 
dar 6 hacer, en favor de intereses privados, tampoco puede por 
razón del indulto ó conmutación de penas en causas criminales, 
incluso las indemnizaciones pecuniarias que representan dere- 
chos personales, incorporados á la propiedad privada. La reso- 



lucion de la cámara que ha declarado esa doctrina apoyándola 
con citas demostrativas de su general predominio, es ajustada 
al espíritu y teito de nuestra Constitución nacional, por loque 
pido i V. E. su confirmación. 

Saín mano Kier. 



Tallo de I* Suprema lorie 



Humo* Aires, Noviembre 13 de 1897. 



Vistos y considerando : t¿ue la apelación interpuesta á foja 
ochenta y tres y concedida a foja ochenta y tres vuelta, so re- 
liere á la interpretación y alcance del indulto acordado al recu- 
rrente por el Presidente de la República, en ejercicio de la fa- 
cultad que al electo le confiere la Constitución, pretendiéndose 
que la resolución apelada La desconocido un derecho que dice 
derivado de dicho indulto. 

Que es para resolver esa cuestión que esta Suprema Corte 
puede ejercer la jurisdicción que le acuerda el artículo veintidós, 
inciso segundo, del Código de procedimientos en lo criminal, 
qne por excepción hace recurribles para ante ella laa sentencias 
definitivas de la* Cámaras de apelación de ta Capital y tribuna- 
les superiores de provincia. 

Que, por consiguiente, la sentencia de la Cámara de apela- 
ciones en lo criminal, de que se ha recurrido, no puede ser trai- 
lla á juicio para resolver sobre si el procurador Modesto Pizarro 
ha devengado honcrarios como mandatario del doctor Pizarro, 

no están comprendidos en el citado artículo ^. u ,.u W| 
gando, hallándose dentro de la disposición del artículo veinti- 
trés dr¡ 
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Que examinando el decreto del Foder Ejecutivo que contiene 
el indulto á ^ue se refieren estaa actuaciones, m> puede dudarse 
de su alcance limitado, desde que su artículo primero dice tex- 
tualmente, « indúltase la pena de dos» años y medio de prisión 
impuesta al doctor don Leopoldo del Campo », por la sentencia 
de referencia, lo que demuestra qm- súlo á esa pena se rdiere el 
perdón, puesto que en éste nada más se agrega que pudiera ha- 
cer siquiera dudoso el pensamiento del Presidente de la Repú- 
blica y atribuirle una interpretación extensiva, que carece de 
todo fundamento. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y fundamentos de la sentencia de foja se- 
tenta y siete, se confirna ésta, con costas, en la parte que es ma- 
teria del presente recurso. Repuestos los sellos, devuélvanse al 
tribunal de su origen. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL DAZA?) . 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 



CACHA ItlLIX 



DOtl Antonio í'eyron contra don Hamán Echeverría; sobre cobro 

ejecutivo de pesos 

Sumario. — No existiendo nulidad, y uo habiendo sido pro- 
bada la excepción opuesta á la ejecución, debe ésta ser llevada 
adelante. 
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rollo del Juez l'ederul 



Bueaos Aires, Agosto J de 1807. 




Y vistor: para resolver la excepción 'le falsedad del lítulo ¡u- 
">eada por el ejecutado en su escrilo de foja 

í.'onsiderand > : I" Que en el referido escrito no se menciona 
la causa en que ¡¡e funda la falsedad del título ron que se ejecu- 
ta, limitándose á decir el demandado, que en el período de prue- 
ba demostrará que id acreedor car ce de todo derecho para exi- 
gir el importe del documento, por ^uyo valor se le demanda. 

2* Que recibido el incidente á prueba, el demandado, á quien 
incumbía aquella, no ha producido la necesaria para ji 
la excepción opuesta deduciéndose del texto de las 
contenidas en el pliego de posiciones de foja 32, que el propósi- 
to del demandado ha sido, principalmente, demostrar que la en- 
dosante del documento de foja j le era deudora de una ^uma 
mayor que la que se le reclama, lo que da á su acción el carác- 
ter de una excepción de compensación , que sólo puede prosperar 
cuando las deudas son subsistentes civilmente, liquidas, exigi- 
Mes y de plazo vencido, série2\ tomo II t p.igina 119 de los Fa- 
llos de la Suprema Corte; no siendo por otra parte admisible, 
desde que tratándose de un título ejecutivo reconocido en juicio 
por el demandado. n6U podría oponerse dicha excepción funda- 
da en otro título igualmente ejecutivo, serie 2", tomo 1$, pági- 
na 466 de los mismos fallos, 

3" Que el documento con que se ejecuta, ya sea considerado 
como comercial ó civil, es un título perfectamente hábil, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 627 del Código de Co- 
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meroio y 1456 del Código Civil, habiéndose observado estricta- 
mente en los procedimiento* del juicio, las disposiciones conte- 
nidas en el artículo 240 y siguientes de la ley procesal. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 1», 
fallo: X, haciendo lugar con costas á la excepción opuesta en 
o! de foja R V llévese la ejecución adelante hasta hacer pago 
al acreedor, de*l capital, intereses y costas del juicio. Repon- 

ganse las fojas. . „ 

* Ayitstvi ('rdtnanmn. 



I «lio de I» Supre 



Corte 



Buenos Airt-s» Noviembre 16 Je 1BÜ7. 

Vistos: Habiéndose observado eu la tramitación del juicio las 
formalidades proscriptas por la ley y estando practicada en * 
r a l fórmala notificación de la providencia de foja treinta y cin- 
co vuelta, no ha lugar al recurso de nulidad y por sus fun a- 
mentos se conlirma con costas la sentencia apelada de foja trem- 
tu y nueve. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VARELA. — OCTAVIO BUS 
GE. — JUAN E.TOKHEHT. 
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4 AUNA <<< 



Ii'ttt Jttsti CrtiSfHt lint muí ra ta ( ojiijtafíia de seguros fluviales 
t La Inmofn fia ria >. ftormhrntte pesos; sobre pruebas 

■ 

Sumario. — i" Deben admitirse las diligencias de pruebas pe- 
didas un tiempo. 

2 o No paedn discutirse la procedencia del término extraor- 
dinario acordado de conformidad de partes y consentido, ni ne- 
garse la producción do las pruebas y por las medios indicados 
al solicitarlo. 

fusii. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 

I* ni lo #1*1 JuM Fodovnl 

Hornos Aires. Junio 25 <ie 1897. 

Y vistos : cenBidurando los recursos de revocatoria y apela- 
ron interpuestos por el actor en los escritos de foja 78 y fo- 
ja 81. 

Por las consideraciones aducidas en los escritos de fojas 114 
y 122, que el juzgado conceptúa arreglados á derecho, do ba 
lugar, con costas, á las reposiciones pedidas, y se concede en re- 
lación las apelaciones aducidas para ante la Exma. Corto, donde 
se elevarán los autos en la forma usual. Repóngase el papel. 



r. ulu 



Agustín Uníinarrax 

i 
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I alio *1* I» «uprein» C«rlr 



Dueito» Aire-, íS i*-iij|.n 1* Je le *7. 

Visto, y considerando : Que Signn el certificado de foja den- 
lo veinticinco vuelta, el termina ordinario fie prueba por > \ que 
fué recibida esta causa véneta recién el treinta y uno de Maro 

del corrí ?nte año. 

Que por consiguiente el escrito de foja setenta y tres y el 
de foja setenta v cuatro, decretado» respe, (mímente coi. techa 
veinte y veinte y nueve de mayo, han sido presentado, dentro 
del término, puerto que U Lista ^ 8 ^anunar.e estaba 

ya presentada en diei del mismo Mayo, según se ve á Cojas se- 
senta y ocho y sesenta y nueve, 

Oue A escrito de foja setenta y ocho pidiendo remolona del 
auto de foja setenta y siete vuelta, se dirige á impugnar la for- 
ma en que se solicito el termino extraordinario de prueba, en 
( .| .ttcrit» de foja sesenta y cuatro, en el que ,1 demandado ad- 
bir¡ \ i igual pedido hecho por el demandante. 

• jue entre tanto el auto de foja sesenta y cinco, que acordé 
v\ citado término extraordinario, de conformidad de partes, <p 
halla ejecutoriado, lo que lo pone fuera de discusión, que hu- 
biere sido procedente antes de dictarse ó después de datado 
dentro de los plazos leales para la deducción de recurso, <-on- 

i i 

Que habiéndose acordado el término extraordinario al objeto, 
entre otros, de la comprobación de los puntos y por los medio* 
espresado* en el párrafo segando y en el cuarto del esento de 
foja sesenta v cuatro, la parte que lo consintió no puede pre- 
tender que su contrario no tiene derecho para producir esas 

df los medios probatorios indicados. 
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Par estos fundamentos sr continúan, con coatas, los autos 
avála los tU: fojas setenta v cuatro vuelta y atenta y aiete vuel- 
ta i?» !a parte recurrida. Repuestos lus sellos, devuélvanse. 

BEPUAHIN TAZ. — LDJS V. VARELA , 
— AÍIEL RAZA!*. —OCTAVIO fiUN- 
Í¡E. — Jl'APi E. TORREKT. 



< AINA ( Í ( I \I 



Criminal contra Juan tt, Ponce, por violación fe una t arta 

<er ti ¡¡cutía 

Sumario. -N"u pr->ba !a la culpuiiilidad drl procesado, debe 
dictarse tente na a absolutoria. 



Vaso. Resulta d.-l 



Fallo del Jue» *><lrrtU 

Rosario, A|?oslo 4 de 1897. 

Y vistos: EJ presóte proceso seguido por el «eñor Procura- 
dor fiscal contra JuanR, Ponee, de diez y ocbo años do edad, 
soltero, argentino, no tiene upodi, que nunca fué procesado y 
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domiciliado en Saate Fé, calle Riojn entre Cuatro de Enero y 
Primea de Mayo, sobre violación de una carta certificada, de 
lo que resulta: 

1* Que según resulta del sumario administrativo, i foja 1 
denuncia don P, Canella, ante el jefe de Correos y Telégrafos 
de Santa Fé, que con fecha 30 de Marzo de 1895 certificó una 
carta en la oficina de correo* de San Martin de las Escobas, di- 
rigidfl al aenor Héctor Caparroso, jefe de la estación Laralle, 
que esa carta fué riolada en ta oficina de expedición extrayén- 
dose de ella un billete de banco, el cua! no puede sospecharse 
que haya sido siiBtraldo durante el tránsito, porque la mala 
número 158 se recibió en el punto de su destino, cou los sellos 
á lacre intactos, que en el momento de su apertura h,-cha ante 
testigos, estos certificaron, como también el administrador de 
correos de Laralle, que la mrta mencionada, ron el número de 
órdan 212 lU-vaba signos do violación, que ta predicha carta sa- 
lió para Laralle el 31 di- Marzo, quedando 24 horas en poder 
del jefe de correos du San Martin de la* Escobas, Juan R. Fon 
ce el tiempo suficiente para su violación ; que pedido informe 
é&m*m Ponce, éste cuotestú, * foja 2 vuelta, que la carta 
la recibió en buen estado, trayén-iola el mismo señor Canella, 
quien no le manifestó nada, si llevaba ó no dinero, que la depo - 
sitó el 30 á las \0 y 30 minuto*, más 6 menos, y llevaba el núnie- 
ru »i2 la que fué puesta en un sobre de mala certiti* soion con 
los sellos á lacre, y despachada en él tren de la una posado me- 

ridtano. . , 

Qno en su nota de foja el procesado expresa : que la mala 
número 158 fué puesta en el saco de correspondencia ordinam, 
por ser una sola pieza y que puso en el sobre de malas cert» freí- 
das con tres sellos á lacre, entregándosela al señor Tora, siendo 
la ¿ufa de certificados, la designada con el número 150, 

Que á foja 4 el encargado de estafeta de la oficina de Laralle, 
manifestó : que el señor Ueotor Caparroso recibió una mala 
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certificada, procediste de San Martin, expedida de ese punto 
con fecha 31 de Marzo, bajo el número 2Í2, la que dejó el 5 de 
Abril á la una ante meridiano, siendo recibida suelta, y estan- 
do los sellos y cierres de la cubierta en perfecto estado, la que 
fué abierta en presencia de él, -leí interesado, drd i .ior Bonifa- 
cio Medina y Ruii Quinteros. 

Que en el acto el señor Caparrosa expresó : que según oarta 
de su corresponsal de Arena (San Martin), la certüicada debió 
contener cieu pesos, que fué recibida bastante maltratado el 
sello ventral del cierre y el de la extremidad, roto como se ad- 
vertía, pero que habían sido cuajados nuevamente, siendo 
probable que la operación se haya hecho con fósforos, lo que 
reclamó en seguida el interesado ¡ que de foja 8 á foja 12, se 
encuentran agregados los sebres del paquete y carta certificada, 
la declaraciun délos testigos que presenciaron el acto de la aper- 
tura de la carta certificada áque se ha hecho referencia, y una 
guia pedida en la nota de foja 6. 

2" Que á foja 40 comparece íl la presencia judicial el proce- 
sado, y contestado á las preguntas que le fueron hechas, ma- 
nifiesta que el $a en que libró la carta certificada por el señor 
Canella y dirigida al señor Héctor Caparroso, de estación Lava- 
Ue se encontraba en San Martin de las Escobas, donde desem- 
peñaba el cargo de jefe de correos y telégrafos. 

Que detuvo dicha carta por 24 horas, porque ocupábase de 
componer el telégrafo que estaba volteado. Contestando ala pre- 
gunta sobre si habla otro empleado que pudiese intervenir, en 
la remisión de la carta, dice : que eraban tos guarda-hilos 
Eduardo Alarcon, de San Martin, y el de Calvez, ouy«> nombre 
ignora, habiéndole encargado el declarante al primero, hiciera 
la guía de la carta y cerrara la mala, loque así hno, y que dicho 
Alarcon se encontraba en San Martin. 

Que no sabe que la referida carta tuviera apariencia de con- 
tener dinero, porque estaba bien cerrada, con cinco sellos de la- 
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ere, sin muestra visible de &u contenido y de que estuviera vio- 
lada, y limitóse i*l declarante á eertilicarla. 

Que el misino Mareen fué el conductor de la mata donde iba 
la carta ( ertiticadu a la estación Arena, 

Que sabe que la carta fué violada por habérselo dicho el se- 
ñor (Janella, que le refirió esto á los dos días di' haber despa- 
chado la carta, proponiéndole que le devolviera \m 100 pesos, 
pue* sinO denunciaría el hecho ; contestándole que no aceptaba 
la proposición, porque él 00 era culpable del delito, la que asi- 
mismo fué apeada por intermedio del jefe político, rechatán- 
dok en la forma expresada, agregando que Canella propuso ú 
AJarcon que le diera 50 pesos y desistiría de la denuncia y éste 

también la rechai". 

3' Que á foja 58 el señor Procurador lineal, evacuando la 
vista couferida, formula su m usacion fundándola el. que por 
las constancias de autos, el único empleado encargado de la co- 
rrespondencia, y por consiguiente, también el que multa res- 
ponsable administrativamente, es el jefe de la oficina Juan R. 
Ponoe; que el hecho de no haberse justificado que la carta cer- 
tificada contenía un billete de 10Ü pesos, y la prohibición en los 
reglamentos de correos de poner dinero en las cartas certifica- 
das, son circunstancias que hacen considerar como no conteni- 
do el valor mencionado; que en atención íl lo expuesto, pide 
que, de conformidad con el artículo 52 de la ley nacional sobre 
crímenes, de Ude Setiembre de 1863, se condene al procesado 
Juan K. Ponce, como autor de la violación palpable, al máxi- 
mum de »* multo, ó sea 300 pesos moneda nacional y alas cos- 
tas del juicio. 

Que respecto de Kduardo Alarcon, a» sobresea definitivamen- 
te, dejando á salvo su buen nombre. 

4» Que de fojas 67 á 69, el defensor del procesado contesta 
la acusación pidiendo se absuelva á su defendido, con la decla- 
ración que este proceso no afecta íl su buen nombre 
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Que entre las consideraciones de que la.e mérito para escu- 
dar la responsabilidad ile su defendido, menciona las circuns- 
tancias 'le que el procesado no retuvo la carta certificada el 
tiempo que dice ul fiscal, -mió que tan luegticAmu la certificó, la 
entregó al empleado Alar con para que la pusiera dentro de un 
Hubró y la condujera á la estación. 

Que por esta raiOD, -s tan culpable Aürcon como ip defen- 
dido; que el hecho de que el procesado Lava recibido la carta 
eu buen «stado, nu implica que él sea el autor de la Yiolacion. 
puesto que ella estuvo viaje el tiempo suficiente para que se 
abriera durante el trajéelo, 

Que en todo e! proceso no hay uoa sola prueba que funde la 
acusación de su defendido, y apenas existen simples presuncio- 
nes que ui siquiera reuuen las condicione*, exigidas para que 
puedan revestir el carácter de. prueba. Que ampliando su defen- 
sa, á foja 73 expresa: que uo pueden tomarse en consideración 
las diligencias indagatoria* practicadas por la administración 
da correos, porque no tienen ningún valor jurídico, desde que 
no se han llevado á efecto con arreglo á la ley, rechazándola 
como prueba, por uo estar autenticadas Un ti r mas de los de- 
nunciantes ni de Us testigos, ni ratiiieadas ante ninguna auto- 
ridad competente. 

5" Que abierta la causa á prueba, las partea no producen nin- 
guna en autos. 

Y considerando: l n Que el procesado ha negado en su decla- 
ración indagatoria de foja 40, los hechos y el delito que se le 
imputa. 

2* Que el acusador, señor Procurador liseal, no ha producido 
ninguna prueba en el sumario, ni en el plenano, que demuestre 
que Ponce es el autor do la violación de la carta de foja 8. 

3* Que las piezas del sumario administrativo, carecen de va- 
lor ante la justicia, porque no se han observado las formalidades 
establecidas en la ley {artículo 192), ni se han ratificado en esta 
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instancia (artículos 307 j 350 de! Código de Procedimientos). 

4* Que las presunciones del sumario administrativo; que re- 
caen sobre el procesado por ser jefe de la oficina de expedición 
de la carta, no son suficientes para dictar sentencia condenato- 
ria, porque no reúnen las condiciones exigidas por el artículo 
358 del Código de Procedimientos en materia penal. 

Por estas consideraciones, fallo definitivamente en esta sala 
de audiencias: absolviendo á JuanR. Ponoe del delito que se te 
imputa, con declaración de que este proceso no afecta su buen 
nombre. Notifiques? con el original y, ejecutoriado, archívese. 

Daniel Goytia . 



VISTA DfcL SESult PHOCUttADO i GENEKAL 




Hm'HOs Altes, Selk j mbri> lú Írv»7 

Suprema fVjríe; 

El procesado Ponce ha neg-ido explícitamente, en su declara- 
ción de foja 40, que hubiese violado la correspondencia qiu- 
motiva este proceso, y no existe en la causa, prueba ni refe- 
rencia alguna directa, condo -ente á demostrar que el 
do Ponce haya efectuado la violaciou imputada. Li 
de la curta hasta el dia siguiente de su entrega, la confesión de 
haberla recibido sin signos de violación, constituyen sin duda 
presunciones contra el procesado. Pero recotmcHndose también 
que no era onooido, ni aun puede afirmarse que existiera diucro 
dentro de la ^ arta violada, y explicándose la demora en el envío, 
por la preocupación del procesado en levantar los postes del 
telégrafo caídos ; aquilas presunciones, no reuniendo todos los 
requisitos determinados en el artículo 358 del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal, no alcanzan á constituir plena 
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En tal caso, debiendo la duda resolverse por lo más favorable 
al procesado, según el articulo 13 del Código de Procedimientos 
antes citado, no oreo deber llevar adelante el recurso instaura- 
do por el Procurador fiseal á foja 84; y pido á V. K. se sil- 
va confirmar, por sus fundamentos, la sentencia recurrida de 
foja 76. 

Sabiinan» Ktrr. 



FaII» d* la auprrra» C«rt# 

i 

Vistos y considerando : Que, como lo el presa et señor Procu- 
rador general, las constancias de autos no son bastantes para 
dar por comprobado que el procesado Ponte sea autor de la vio- 
lación de correspondencia que ha motivado esta cansa ; esto auu 
admitiendo que la carta de referencia haya sido abierta y vuel- 
to i cerrar en las oficinas 6 dependencias del correo. 

Por ésto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y fundamento* concordantes déla sentencia 
apelada do foja setenta y seis, se confirma ésta. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. LUIS V. VARELA 
AREL BAZA> —OCTAVIO BU«ÜE. — 
JUAN E, TORHENT. 



- 
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l\t liitttf» 'Ir ta ¡trtuuiirut lie Unenos Aires rom ra tu sociedad 
« t'riiitcr ingenio narren! ino », entmjn 'te ucrmnes y 
conifictencia ; Wire amias* 

Sumario. Su habiendo mérito para Ja condenación eiv co>- 
ta*. debe conJirmarse el unto <|¡ie nf< la impone. 

í'asíí. Lo explica el 



tullo del Jum fr'edrr»! 



Corriente*. Abril 1* de. 



VUtos: La* excepciones de faíta de jurisdieciou y do falta 
de personería en el procurador del demandante, opuestas por la 
parte del demandado, cou arreglo a los incisos y 2' del artícu- 
lo 73 «le la ley nacional de procedimientos; y considerando con 
respecto é la excepción (k falta de jurisdicción : 

1* Quesegunlos términos de la demanda do foja 23, el Ban- 
co de manda ate, conjuntamente con los acreedores del concurso 
de don José 1-opez Sarnosa, constituyeron una sociedad anóni- 
ma « Primer Ingenio correntiuo », aportando, como capital de 
dicha sociedad, los bienes que le correspondía en el referido 
concurso ; debiendo, una Tez constituida esa sociedad, expedirse 
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a favor de cada socio, títulos 6 arciones representativos 'le los 
valore* aportados que en el eas>> aub-jttthce, el Banco deman- 
dnnte dirige su acción en su caracú r de socio de la sociedad 
« Primer Ingenio Corren t i no », pidiendo la entrega de esos títu- 
los facciones, y no como uu tercero eitrañ" á ella ; que siendo 
el domicilio de dicha sociedad esta provin* ia, éste mismo es el 
que corresponda á todos los socios á tos a fectos del fuero nacio- 
nal, no pudiendo ocurrirá éste, invocando 1 de las peonas en 
toda sociedad mercantil en que alguno de los que la forman son 
extranjeros ó vecinos de diversas provincia, cnando w trata 
de la liquidaron ó de demandarse entre sí las obligaciones que 
contrajeran, coi. arreglo al espirito ó letra del artículo 10 de 
la lev sobre jurisdicción y competencia de U de Setiembre de 
18&i, s-gun el caso resuelto por ta Suprema Corte en la causa 
XL1, que se registra en el tomo o de ta 2' sene» página 60 del 
sus fallos, 

Poi estos fundamentos, declárase incompetnne este juigado 
para conocer en la presente causa. HágaBe saber con el original 
y repóngase. , , 



tallo d* I» 



Bueno* Aires, ISmieinlir- síflde IwtfT. 

Vistos: No habiendo mérito para la condenación en costas 
pretendida por el recurrente, se confirma en esa parte et auto 
apelado de foja noTenta y tres, siendo las costas del recurso a 
cargo del apelante. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL IUZAB. — OCTAVIO BUNCE — 
JUAN E. TOHHENT, . 
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C AUSA 4<* l \ut 



t'on tienda de competencia entre el jnez de instrucción de Córdo- 
t>ii y el de la Capital, suhre falso testimonio imputado al in- 
geniero don Federico Staeelim y cumplimiento de exhorto. 

Sumaria. — Es juez couipeteute pura conocer d-.l delito dt 
faino testimonio el del lugar donde íste ha producido sos efec- 
tos; y mií su consecuencia debe nrdennrse la tramitación de los 
eihortos que dicho juez libra en la causa. 



Casa — K'*sulta de las siguientes, piezas : 



Fallo riel Jue/ eihorlaale 

Cóvá&m, Énero 18 de IhmC 

Autos j vistos: las precedentes diligencias, en las que el señor 
juez de instrucción de ta Capital federal de la República ge nie- 
ga á dar cumplimiento al exhorto de foja I, negativa que fun- 
da >ii la sentencia de La Exma. Cámara de Apelaciones en lo 
Criminal y que corre á foja 50, en la que se niega la competen- 
cia de este tribunal y se declara que el exhorto mencionado no 
puede ser cumplimentado sin mengua de la jurisdicción que in- 
viste el juez exhortado. 
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t resaltando: i° Que el señor Federico Stavel i us, cuya de- 
tención y remisión en calidad de procesado se solicita en el ex- 
horto discutido, vino á esta provincia, por mandato de) exmo. 
señor presidente de la República, poniéndose á las órdenes del 
gobernador doctor Pizarro, el Í7 de Junio del año 1802, quien 
solicitó un ingeniero nacional con el objeto de efectuar una 
inspección del dique San Roque . 

2 a Que Stavelius, por disposición del señor gobernador, se 
trasladó al expresado dique el 23 del mismo mes y año, y el dia 
30 expidió el informe que corre agregado á foja 122 de estas di- 
ligencias, en el que manifestaba lo siguiente: 

« Xo me es posible pasar ahora nn informe detallado sobre el 
resultado de las investigaciones que he practicado, pues hay 
que realizar análisis químicos y efectuar varios cálculos una 
vea conocidos lo» resultados de dichos análisis, y asi es qne me 
propongo remitir desde Buenos Aires, por conducto del Depar- 
tamento de Obras Públicas, el citado informe. Sin embargo, 
hay cierta* obras, relacionadas con e Dique, tan urgentemente 
reclamadas qne su ejecución no debe demorarse más de lo abso- 
lutamente necesario para las tramitaciones legales, por lo que me 
veo desde ya precisado á emitir una opinión, aunque ella no 
puede, en este momento, ser completa, por las razoues que antes 
he aducido.^ 

3 Que en la misma fechad Poder Ejecutivo de la provincia 
expedía un decreto, pasando dicho informe á la Honorable Xe- 
gisl aturo, y se ordenaba el pago de i 000 pesos nacionales, los 
que fueron entregados en el mismo dia al señor Stavelius, im- 
putándose esa suma á la ley de 14 de Junio, < Estudios y repa- 
raciones *, y se le agradecían los servicios prestados á Ja pro- 
vincia, según todo consta á fojas 122 y 123. 

1° Que con fecha 6 de Agosto siguiente, Stavelius entregó al 
soñor director general del Departamento Nacional de Obras 
Públicas el informe i que se refiere en el de 30 de Junio y que 
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ofrecía remitir desde Buenos áires, practicado* yulos análisis y 
eálculua en él citados, paru que se sirviera remitirlo directa- 
mente al Gobernador de esta- provincia, lo que se efectuó por 
decreto de la misma techa. 

5 Que dichos informes motivaron las notas de 12 y 17 de 
Setiembre del misino año, por l<«s que el Poder Ejecutivo úr ]a 
provincia ordenaba al s.-ñor agente üscal ¡í proceder o iustau- 
nir aute los tribunales, Un acciones civiles y criminales centra 
los empresarios y constructores del dique y ranales de riego. lo 
que, verificado ñor dicho funcionario, ee originó y falló el pro- 
cedo seguido contra los señores Biali t y Casaffousth, por de- 
fraudación 5 malas construcciones en lay Obras deRieg". 

6" Que admitida la denuncia fiscal, el señor jo ex de instruc- 
ción de est¡i itidad ordeno ¡a notificación en forma del informe 
de 6 de Agosto, librándose al efecto el correspondiente exhorto 
ul de igual clase de ia ciudad de Buenos Aires, y este funcio- 
nario, dándole cumplimiento, recibió el juramento de ley al se- 
ñar Federico Stavelias, [uien se ratifico en el contenido de di- 
cho informe. 

7" Que cerrado el proceso y elevado la causa á plonurio. el 
agente fiscal formaliza su acusación basándola por completo 
calas conclusiones a que arriba Staveiius en su informe, y en la 
estac ión de prueba se produjo el del señor director del Depar- 
tamento de Obras Públicas de la Nación, que corre á foja 835 
del expediente principal y en copiad foja 126 y vuelta de estas 
diligencian en cuyo informe se dice textualmente: * Que el seíior 
StaTelius. en su informe sobre el Dique de Han Roque, ha proce- 
dido independientemente de este Departamento, habiendo sido 
puesto á disposición del señor gobernador de Córdoba y actuado 
en tal carácter. Por esta raían, ni esta JJireccion, ni el Conse- 
jo de obras públicas, han podido estudiar las conclusiones del 
señor Star. -1 i us respecto de aquella obra. * 

8 Que en virtud de la prueba pericial instrumental y demás 
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acumulada en él proceso, fueron declarados falsos en la senten- 
cia definitiva de fecha 10 de Noviembre del uño 181)3, loa hechos 
atinmuios por Stavelins en su informe y de que se había hecho 
cargo á los señores lüalet y Casaffousth. 

9" Que r.o obstante <1 e haberlo so licitado el procesado señor 
ESialet, el juzgado no hizo lugar ¿i la pretensión deque el señor 
Staveliu^ fue^>e declarad > perjuro? calumnioso su informe, pues 
no eran puntos que debían ser resueltos en aquella sentencia, 
*egun lo preerihen los a- títulos 411 y 445 .leí Código de Proce- 
dimientos un lo criminal, limitándose el fallo, en esta parte, & 
liejar a salvo el derecho del solicitante. 

lü' Que terminado aquel juicio, en primera y segunda ins- 
tancia, el ductor liialet se presentó a este juzgado el 27 de Agos- 
to del ano próximo pasado denunciando al s* ñor Stavelius como 
ieu de falsu testimonio y de ejercicio ilegal de la profesión de 
nuenieru civil, pidiéndosele imponga en definitiva las penas 
que solicitan las mismas. 

1! Que este tribunal antes de admitir la denuncia, se pro- 
puso la cuestión de su propia competencia, la que sustanciada 
con audiencia liscul fué resuelta afir unitivamente, y resultando 
de los documentos, piezas de eonvicrion y demás antecedentes 
que fueron agregad-* al espediente, presunciones é indieios de 
culpabilidad contra el denunciado, se declaró proceder la forma- 
ciou del sumario y considerar al señor Federico Staveliua como 
presunto autor de lo< delitos que se le imputan, ordenándose su 
detención, á cuyo efecto se libró el exhorto de foja i de estas 
diligencias. 

Y considerando : 1' Que de la simple relación de los hechos, 
tan completa como lo permite el estado de sumario n que se 
encuentra la causa, resulta evidente la competencia de este 
tribunal, con exclusión de todo otro para juzgar el caso suh-ju- 
tliee. 

2" Que la circunstancia de haber sido puesto el señor Stave- 
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lius por el eimo. >eñor Presidente de la República, a la órden 
j disposición del Gobernador de la provincia, en nada modifica 
el fuero ordinario ó cuuiuri de este tribunal: 1 porqae se trata- 
ba de. inspecciona una obra Je propiedad de la provincia de 
Córdoba, en esta jurisdicción, inspección que se realizó por or- 
den del señor gobernador, quien reUibuyc 5 agradeció al señor 
Stavelius los servicios prestados á ella ; % porque el fmro fe- 
deral es retriciivo y no puede extenderse sínóá los casos expre- 
samente enumerados en la ley de 14 de Setiembre de 1803, co- 
mo lo tiene resuelto la Suprema Corte federal en numerosos 
casos que es inútil enumerar, desde que forma la doctrina co- 
rriente» sentada por ese alto tribunal ; 3 o porque el señor Sta- 
velius procedió en el desempeño de su cometido, independiente- 
mente del Departamento y Consejo de Obras Públicas de la 
Nación, pues si bien tuvo conocimiento del informe de (i de 
Agosto, complementario del de feciia 30 de Junio del mismo año. 
el que fué entregado directamente por >u autor al gobernador 
de la provincia, se limitó su intervención á remitirlo original á 
su destino, sin que previamente hubiera sido aprobado ni some- 
tido siquiera ¡i la consideración del consejo de obras públie*a Ü.í 
mucho mallos aceptadas las conclusiones del señor Stnvelius 
respecto del dique * San Roque » y por consiguiente no fué ni 
pudo ?er incorporado dicho informe como un documento perte- 
neciente al consejo de obras públicas, y si algún delito se ba 
cometido ron él, no puede estar comprendido en et inciso 4' del 
artículo 64 de la ley penal federal, porque tanto el informe dt 
30 de Junio como su complementario dt 6 de Agosto, son actos 
puramente personales del señor Stavelius, y los documentos per- 
tenecen excln vivóme 11 te á los archivos de esta provincia ; 4" por- 
que tanto la inspección como los informes, cálculos y análisis quí- 
micos que fueron su c»nse< uencia y las responsabilidades consi- 
guientes, hi las hubiere, forman un conjunto ó unidad que en la 
hipótesis de existir el delito que se imputa al señor Stavelius, 
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serían los actos preparatorios que i ndispensabl emente debían 
preceder á su ejecución; unidad que tío se rompe ni destruye 
por el solo hecho de que uno de aquél lo s se haya 'echado fuera 
de esta provincia, y de que los cálculos y análisis se practica- 
ron en ! lúea os Aires, desdeñe todos ellos eran concurrentes á 
un mismo fin y era en esta provincia d»nde debían producir y 
produjeron sus efectos; 5* porque eJ pago délos servicios de 
Stavelius se verificó por la provincia, cuando ya algunos de ellos 
so habían prestado y sólo faltaba para completarlos el informe 
que debía remitir desde Buenos Aires, realizados los cálculos y 
análisis áqne se refería cu su informe de 30 de Junio, y la acep- 
tación del decreto de este gobierno, y del pago ordenado á su 
favor, importan un con l rato de locación de servicios por todo lo 
que lo somete ¡í la jurisdicción de estos tribunales, por los deli- 
tos de carácter común que en el desempeño de su comisión pu- 
diera haber cometido, pues los empleados nacionales no gozan 
del fuero federal sitió por razón de ta materia ó del lugar, de 
acuerdo con la ley de 14 de Setiembre de 1863ya citada; 6 por- 
que la ratificación jurada que hizo Stavelius de uno de sus in- 
formes ante uno de loa juigados de la Capital federal, en la que 
el juez exhortado no bacía otra cosa qu<- cumplir con un deber 
de reciprocidad, eu interés de la justicia, no d> t> rmiuó por sí 
>olo el delito del señor Stavelius si Jo hubiera, porque había 
otros hechos é informes consumados en esta provincia v aunque 
producidos por uu empleado nacional, ese empleado recibió orden 
expresa de producirlas de la autoridad nacional de que depen- 
día, sinó que simplemente fué puesto, como ya se ha dicho, a las 
órdenes de la autoridad local de esta provincia para que pres- 
tara un servicio determinado, por su naturaleza provincial, 

8 o Que el ejercicio ilegal de ta profesión de ingeniero civil, 
eomo la de toda otra, es uu delito previsto y penado en los ar- 
tículos I5 t inciso 8", 18 y 293 del Código Penal argentino. 

4* Que no es exacto que la inspección efectuada por Staveliu* 
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su oficio y 
mítes de un acto 
dujo el informe de 
Nica, puesto 
& un reconocimiento 
San Roque en lasque 





estuviesen encerradas dentro de los lí- 
Jel fuero interno, hasta que rro- 
>, fechado en la Capital de la Repu- 
dias dedirados por el *eñor Stavelius 
y detallado del estado del dique 
sq informe de 30 de Junio, redac- 
tado* fechado y firmado en esta provincia, los cálculos y espe- 
cificaciones hechas por él y entregada por él al PodeT Ejecutim 
de la provincia, losdecretos de 30de Junio y 1'de Julio reac- 
tivamente en que se ordenaba retribuir con 1U0O pesos sus ser- 
vicios, los quu efectivamente recibió, la licitación para la pTovi- 
gion de piedras de sillería indicadas por él para las reparaciones 
urgentes y los gastos que ocasionó su adquisición, son actos 
perfectamente exteriorizados y cuyos efectos jurídicos están de- 
terminados por las leyes generales y la orgánica del Departa- 
mento de Ingenieros nacionales. 

5* Que si bien es cierta que la falsedad de la declaración de 
un testigo no nace con el pronunciamiento y apreciación Ú*- su 
mérito que haga el juez de la causa, no lo es menos qne hasta 
esa apreciación es un acto retractable y que puede por lo tanto 
y por este medio dejar de producir sus efectos y por consiguien- 
te si bien es susceptible de dañar á tercerTr-desde que se presta, 
no produce el daño hasta que el juez de la causa le acuerda el 
mérito correspondiente y produce sus efeoos. 

6- Que la simple lectura de los artículo* 286 ai 294 demues- 
tran claramente que la ley penal no legisla ni castiga el perju- 
rio por ser tal, sinó el perjuicio que produce sus efectos, que da- 
ña á un tercero y es precisamente el perjuicio causado por la 
declaración falsa, lo que establece la tasa del castigo en su ley, 
y por lo tanto modifica sustauciaimente el delito, mencionado, 
como lo modifica ti lugar en que el testigo declara, y aquel en 
que va á producir sus efectos. Un testigo que declara en la Re- 
pública para que su declaración produzca sus efec tos "ti el ex- 
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tranjerg un daña ni viola ningún dertcho amparada por las le- 
yes argentinas, sinó del país eti que va á producirlo, no hay 
ficción en asegurar que el delito se ha cometido en un lugar 
donde nunca esturo materialmente el delincuente, si hasta allí 
llevó su acto delictuoso y por consiguiente aun en el supuesto 
de que los hechos que han servido de fundamento al auto inser- 
to en ai exhorto de foja 1, se hubieran ejecutado en la Capital, 
no serían los jneres de la misma los que deberían juzgarlo. 

7° Que indudablemente ae ha perdido de vista, por la desig- 
nación genérica de falso testimonio, el caso especial que nos 
"cupa, en el que no se trata de una declaración ordinaria sinó 
de la ratiücacion jurada de un informe que había ya producido 
efectos jurídicos, el proceso criminal instaurado p.»r el ministe^ 
rio Üscal, requerido por el gobierno de ta provincia 'en virtud 
de ese informe contra el empresario é ingeniero director de las 
obras del dique de San Roque, y en el supuesto aún no decla- 
rado de que dicho informe de 6 de Agosto llevara consigo al- 
guna responsabilidad penal, ella existiría aun antes de su ra- 
tificación jurídica ; ésta podría agravar el delito, si lo hubiera, 
poro no constituiría el delito mismo. Esos efectos estaban prol 
ducidoí ante juez competente, desde antes de la ratificación y no 
podía ignorarlos el señor Stavelius, p lo menos desde que el 
juez exhortado no era ni lia pretendido ser competente en la 
causa, sio6 meramente un juez do comisión, que auxiliaba al 
competente en virtud de los principios de solidaridad de ta jus- 
ticia y reciprucidad de servicios que exigen quennos jueces auxi- 
lien á otros en el territorio de & u jurisdic ción ¡ principios sancio- 
nados explícitamente en el artículo 96 del Código de Procedi- 
mientos criminal de esta provincia, y de una manera implícita 
en los artículos 135, 136, 284, 287, 35 i y 374 del nacional. 

8 a Que aún en la hipótesis de que Stavelius no hubiera pro- 
dueido otro informe que el de 6 de Agosto, fechado y ratificado 
un la Capital, las circunstancias de haber ido hecha la ios- 
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peccioii en esta provincia, de haber sido pagado aquí donde d* 
bía producir sus efecto*, bastaría para determinar laeompétótt* 
cia de estos tribunales. 

9" Que el artículo 28 de la ley orgánica del Departamento de 
ln^nieros Nacionales, que es una aplicación de toa ptoAflm 
generales del derecho civil y penal, al establecer que < todo in- 
forme, dictamen ó documento firmado por los ingenieros 6 em- 
pleados del departamento en cumplimiento de su cargo, ios 
responsabiliza tonf.-rme á derecho para ante el Pud.-r 1- jecutifo 
ó de loa tribunales, por el daño que hubiesen causado no esta- 
blece fueros sus términos sur» generales y deben interpretar- 
que las responsabilidades á que aluden deben ser exigidas ante 
los tribunales en cuya jurisdicción hubieran ocasionado el daño 
ó ante quienes l ^ informes se produjeron. 

He ahí se deduce claramente que los informes del sefi-r Ca- 
relios en cuanto se discute si . dlus ban producido ó no respon- 
sabilidades para su autor, por la naturaleza de los U.-pIi«>. I*r 
los objetos en que han recaído, por las autoridad,, á quienes 
fu-nm presentad.» ^ lo« tribunales d»nde debían producir sti 
electos V por el carácter particular y privado que ello, re*istei) 
desde que no fueron aprobados pur el consejo de ubrfts púl.li a> 
, le ia nac ioi. t caen bajo la jurisdiecnm délo, tribnnfttesde esi 
provincia. 

iO kíue además de los fundamentos aducidos en las conu* 
deracione> que preceden debemos tener presente que el Compre- 
so sudaunri ano del año aceptando la doctrina «le los 
tratadistas más aventajadas y la jurispru l,nn, t>tabW'ida por 
lo~ tribunales de los países más adelantados, sa.tcionú el artice 
10 2- del tratado de derecho penal que se encuentra indücnorjl- 
do á nuestro derecho positivo. Kn él se estatuye que el tocui 
Mitin» es el de la residencia del delincuente al tiempo de 
• unsumar el delito ú donde practico los actos preparativo, del 
mismo sino cd del lugar en que se perpetró. 
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Prensilmente esta doctrina fué sostenida con éxito en aquel 
congreso por nuestro ministro plenipot» notario ti octor Roque 
Saeui Peña, y si eutómvs contribuyó .-lioazmeate con su argu- 
mentación sólida y profunda al triunfo de dicha doctrina, su 
profesión de abogado le ha proporcionado la oportunidad de de- 
fenderla en este incidente ante la Suprema Corte de I» Nación 
eontra el fallo dictado por la mayoría de la Kxma. diniara de 
apelaciones, no obstante el ilústra lo vot.» de su presidente 
do tor Lúeas López Cabanilla. 

1 1 Que la* euesi iones de rom pete ucia deben promoverse de 
oíirio fi proponerse ante 1»^ jueces, por los interesados, en la 
forma que las leyes previenen, á los efectos que ellas determi- 
nan, siendo nulo todo lo que ¡*e hace eti juicio con violación ú 
imi-ion de las furnias sustanciales del procedimiento (art. 509 
y 459 de los Código* fie Procedimiento», nacionales ó prefin- 
ía! respectivamente). 

1:2" Que al presan tars» el exhorto de foja 1 con todas las for- 
malidndes y requisitos exigidos por la ley nacional del 26 de 
Agostto d- I86Ü, no podía dejar de ser cumplimentada de acuer- 
do »>on lo prescripto en los articulo- 7 y 8 de la Constitución 
Nacional, á in'-n->s que el juez requerido hubiese declarado su 
pr-ipia competencia con audiencia liscal, y r • clamado el cono- 
ci miento de la causa. 

13" Q«Je ante la Kxma Cámara de Apelación no se interpuso 
forma Ja cuestión de competencia, ni ella bu sido r> suelta 
confdfme A derecim, puesto que se limita á tugar la corr en- 
■ ia de este juzgado, y establecer la del juel exhortado sin resol- 
ver sobre la remisión ¡le la cao^a ni siquiera se pide que este 
juzgado se inhiba de m conocimiento (art. 46 y 47 del Código 
de Procedimientos nacional, 54 y 55 provincial). 

14 Que este tribunal, ante un procedimiento tan irregular, 
<Tee qu* debe sostener su competencia á electo de que el exhor- 
to de f< ja 1 dea cumplimentado, trabando por su parte la con- 
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tienda jurisdiccional con las formalidades que la ley señala, por 
más que la nota de foja 109 no e el oficio inhibitorio á que se 
refiere los artículo* 52 del código nacional y 60 de esta pro- 
vincia, ni se baya podido oir al procesado, por negarse a compa- 
recer ante este juzgado ni á su defensor, por no estar la causa 
en estelo de nombrarlo (artículo 55 nacional y 63 provincial). 

15 a Que en tal virtud y de acuerdo con el artículo 59 del 
Código de Procedimientos nacional, y 66 y 67 del provincial, 
procede reiterar el eihorto de foja 1 y requerir al señor juez 

instrucción de la Capital para qu? le dé su debido cumpli- 
miento, y en caso de negarse a ello se sirva avisarlo á este juz- 
gado y remitir los antes á la Suprema Corte nacional para que 
decida la competencia quedando llenados los requisitos de los 
artículos 5U y 6'2 ya citados con la remisión de estas diligencias 
originales 

Por estos y otros fundamentos que se omiten y de conformi- 
dad á la vista fiscal de foja... se resuelve : mantener la compe- 
tencia de este tribunal y reiterar «l exhorto de foja 1 pidiendo 
al señor juez de instrucción de Ja Capital se sirva darle cumpli- 
miento y encaso contrario comunicarlo a este tribunal y remi- 
tir los autos á la Suprema Corte de Justicia Nacional para que 
decida U competencia. 

Acompáñese a estas diligencias copias de las s-ntencias dic- 
tadas en 1" y 2" instancia en el juicio seguido contra los seño- 
res Bialet y Casaffousth. por defraudación y malas construc- 
ciones en las obras de riego de esta provincia y de la vista fiscal 
de foja,., que corre en el sumario, motivo de este i 




Ante mí : 



Fidel /f. Centeno, 



Bueno* Aire*. Enero 21 de 



Autos' Habiéndose resuelto por la Esrna. Cimara quilos 
tribu miles de la Capital federal son los rom pétente para en- 
tender t u el caso sub-j infice, y aun ruando se pueda considerar 
delicien te dicha resolución por no haberse llenado las formali- 
dades establecidas por el Cúdigo de Procedí mí unto* en el títu- 
lo 3", libro 1", es indudable que existe trababa la cuestión de 
competencia entre jueces del fuuro común del distrito de la 
Capital y un juez de la provincia de Cúrdoba, procediendo en 
tal caso dirimir la cuestión sustanciada á la Suprema Corte de 
justicia federal, de conformidad con lo establecido en el ar- 
tículo 43 del misino Código. 

Que la misma Exma. Corte Suprema así lo ha reconocido en 
su auto de foja 91 ni consignar que era previo, para que fuera 
caso de corte, que se oyera primeramente al juez exhortante de 
la ciudad de Córdoba. 

Por estos fundamentos, no se hac lu r ar al cumplimiento del 
exhorto de foja i y de conformidad con la solicitado en la nota 
de foja 210, remítanse estos autos a la Suprema Corte de Jus- 
ticia para que decida la competencia, comunicándote esta reso- 
lución á sus efectos legales al señor jueí exhortante. 

(¡atlcgos. 



Ante mí : 



Ventura Sema (hijo). 
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VJSTA 1>EL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo il de 1896. 

Suprema Corte : 

V. K., por su resolución de foja 93, dejó establecido que lo 
obrado instruía de una contienda de competencia suscitada al 
juez local de Córdoba por la autoridad judicial local de esta Ca- 
pital, y .jue aun cuando la dec isión de esa contienda correspon- 
día á esa Suprema Corte, un virtud de lo dispuesto en el inci- 
so 3", artículo 43 del Código de Procedimientos en lo criminal, 
no estaba ella en estado de ser resuelta, por no haberse obser- 
vado los trámites establecidos para el caso en el título 3 o del 
eitado código. 

Los procedimientos instruidos á continuación, si no llenan 
en absoluto las exigencias del código con la amplitud prescripU 
en su título 3", bastan al menos para dejar trabada la contien- 
da y al tribunal de Y. F. apto para dirimirla, porque el juez 
local exhortante ha fundado in extenso la competencia sosteni- 
da, apoyándola en consideraciones legales, y títulos habilitantes 
mencionados en su auto de fojas 141 á 154; y el juez exhortado 
ha mantenido laque le fuera atribuida por la Kxcma. Cámara 
de la Capital, según el de foja 2H, concluyendo por mandar 
ambos jueees de común acuerdo elevar los autos á V. E. para 
la decisión de la competencia. 

Los documentos agregados con posterioridad á la resolución 
de la Erna. Cámara, dan una nueva y diversa faz, á los hecho* 
fundamentales de la jurisdicción controvertida. Si antes pu- 
do creerse que el delito origen del proceso emanaba de un infor- 
me expedido en esta Capital federal, por un empleado nacional, 
los documentas agregados de fojas 122 á 126 demuestran lo 
contrarío. 
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Porque resulta que el informe expedido con fecha 30 de Ju- 
nio do 1892, por el señor Stavetius, fué fechado en Córdoba y 
dirigido til señor gobernador de acudía provincia, de quien ex- 
presa haber recibido las órdenes de inspección del dique de San 
Hoque, en virtud de haber sido puesto á las ñnk'tws dr esc go- 
bierno, par ta autoridad nacional. 

Porque es el Poder Kjecutivo de lu provincia da Córdoba, 
quien agradeciendo en decreto de la misma fecha tos servicios 
prestados por el señor Stavelius si la Provincia, decreta el abono 
de 1000 peso 3 monada nacional por honorarios i cargo del te- 
soro provincial. 

Porque aquel informe no fué expedido ni aprobado siquiera 
por et Departamento de Ingenieros de la Nación, que a foja 126 
vuelta informa que el señor Staveliuü ha procedido indepen- 
dientemente del Departum<-nlu, habiendo sido puesto á dispo- 
sición del señor gobernador «le Cúrdnba y actuado en til carác- 
ter, por cuja razan ni la dirección ni el consejo de obras pú- 
blicas, han podido estudiar las couclusi imcs del *eiior Stavelius, 
respecto de aquella oh ra, 

Porque, en liu, el informe complementara xpedido en Bue- 
nos Aires» y ratiiieado bajo juramento ante un juez de la Capi- 
tal federal fué un acto cumplimentado en comisión, en virtud 
de un exhorto de la autoridad judicial de Córdoba, cuyo cum- 
plimiento no contradice y antes implica el reconocimiento y 
aceptación de la jurisdicción del juez exhortante. 

Con tales antecedentes no puede sostenerse que los herhviS 
del señor Stavelius emanen de la autoridad nacional. Son he- 
chos personales, diferentes de los que le atribuyvn las leyes 
orgánicas del Departamento de Ingenieros nacionales, hecho* 
emanados de un contrato con el gobierno de Córdoba, y ejecu- 
tados bajo la responsabilidad del causante. 

Esob hechos, producidos en desempeño de una comisión del 
Gobierno provincial, caen bajo el imperio de la jurisd tecion local. 
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La ley de 14 de Setiembre de 1863, que rige el fuero federal, 
no les afecta ni por razón de la persona, ni del lugar. 

No se trata entónces de apreciar ni juzgar funciones de ca- 
rácter nacional de un empleado, ni actos ejecutados en lugar en 
que eiclusivameute njan las leyes nacionales, ni la violación 
de sus leyes. El caso no cae bajo ninguno de los incisos de las 
prescripciones délos artículos 2 y 3 de la ley sobre competen- 
cia nacional, cuya aplicación no se estiende mis allá de su con- 
texto, según la doctrina legal y la jurisprudencia fijada en los 
fallos de V. K. 

Estas consideraciones y los fundamentus que con más ampli- 
tud desarrolla la resolución del señor juez de la provincia de 
Córdoba, que en testimonio corre de fojas 141 A 159, me deci- 
den en favor de su compete, "ia. 

Sabiniano Kier, 



rallo d« I» Suprema Corte 

Bueno:, Aires, Noviembre 20 de 1897. 

Visto i y considerando: Primero: Que esta causa se sigue 
contra don Federico Sta telina por falso testimonio y ejercicio 
ikgal de la profesión de ingeniero civil en la pn nocía de Cór- 
doba. 

Segando : Que los informes que han motivado la i. anuncia 
del doctor Bialct Massé, se han espedido en virtud de comisión 
conferida por el gobierno de Córdoba para inspeccionar el dique 
de San Hoque (foja ciento veintidós). 

Tercero : Que la órden de pago de los honorarios devengados 
por Stavelius fué dada por el gobierno de la provincia y el pago 
efectuado por la tesorería de la misma, según consta á foja 
ciento veintitrés. 



Cuarto ,- Que el informe do seis de Agosto de mil ochocientos 
noventa y dos fué expedido para remitirse al gobierno de Córdo- 
ba, C(w se expresa en ol primer párrafo de la nota que lo acom- 
paña, dirigida al director general de) Departamento de Obras 
Públicas de la Nación (foja doscientos diez y seia). 

Quinto: Que el De partamento de Obras Públicas de la Na- 
ción manifiesta á foja ciento veintiséis que ei señor Stavelius, 
en so informe sobre el dique de San Roque, ha procedido inde- 
pendientemente de ese Departamento, habiendo sido puesto á 
disposición del señor Gobernador de Córdoba y actuado en ta) 
carácter. 

Sexto: Que , como se expresa en el resultando sexto del auto 
de fcja ciento cuarenta y uno, el Juez de Instrucción de la ciu- 
dad de Córdoba ordenó la ratificación vn forma del informe de 
seis de Agosto, librándose con ese objeto exhorto al de igual 
clase de esta capital. 

Séptimo; Que esta diligencia de ratificación se ordenó y 
practicó para formar parte de las actuaciones en el juicio se- 
guido contra Bialet Xassé y Casaffousth, por defraudación y 
mala construcción de las obras de riego. 

Octavo: Que la acusación contra Stavelius fué motivada por 
eonsíguk-nte pur los informes que él expidió en cumplimiento 
de una comisión del gobierno de Córdoba» con independencia 
del Departamento de Obras Públicas de la Nación; por lo cual 
ni la dirección ni el consejo de obras públicas hau podido es- 
tudiar sus conclusiones (foja ciento veintiséis). 

Abraio: Que la diligencia de ratificación encomendada al 
juez «le instrucción de esta Capital se ordenó por el de igual 
clase de la ciudad de Córdoba y se practicó en cumplimiento 
de esa órden por comisión para producir efecto en el juicio que 
ya se seguía contra Bialet Massé y Casaffousth en esa misma 
ciudad. 

ilecimo : Que lo que califica de delito de falso testimonio ma- 
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teria de la acusación, es la declaración falsa prestada en juicio 
por un testigo, la cual no puede Ber apreciada sinó en conoci- 
miento de la causa en que el testigo ha declarado, como lo de- 
muestran los términos de los artículos doscientos ochenta y seis, 
doscientos ochenta y siete y doscientos ochenta y ocho del Có- 
digo Penal, y sesenta y seis y sesenta y siete de la ley de Se- 
tiembre catorce de mil ochocientos sesenta y tres. 

Undécimo: Que la falsa exposición do lo* peritos se castra 
con la pena asignada al testigo falso (articulo doaciontis no- 
venta y uno, Código Penal). 

Duodécimo: Que no estando deün ido como delito en el Có- 
digo Penal el ejercicio ilegal de una profesión, sinó tomado en 
consideración como elemento de culpa no puede autopiar un 
pedido de extradición. 

Por estos fundamentos, de i- .informidad con lo expuesto y pe* 
didoporel señor Procurador general, y &0T los fundamentos 
del auto de foja ciento cuarenta y una, se declara que el juez 
le la ciudad de Córdoba es competente pan. conocer en esia 
causa, y devuélvanse al juez de instrucción de esta Capital F"» 
que dé al exhorto pendiente la tramitación que corresponda, 
haciéndose saber esta resolución por oficio al juez exhortante. 
Sotifíquese con el ordinal y repóngase el papel. 

OCTAVIO BUMGR. - UAM6L J . UÚNO- 

vam. — abel baZah (conforme 
conlapartedispositivapurdiver- 
sos fundamentos).- LUIS V. VA- 
RELA (en disidencia^ — JLAH £. 
tokkent (en disidencia). 



[>£ JUSTICIA NACIONAL 



77 



DiSIÜhHCU l)E FUÑO AMENTOS 

Vistos los autos de la contienda de competencia trabada con- 
tra el juez de instrucción en turno de esta Capital y el juez del 
crimen do tercera nominación de la ciudad de Córdoba, por ha- 
berse negado el primero, < n cumplimiento de una sentencia de la 
I amara de Apelaciones en lo f riminal de esta misma Capital, á 
cumplir el exhorto qu<> el último le lia dirigido pidiéndole qu< 
detenga j remita á la orden de sojuzgado á don Federico Sta- 
veliu% por haber dictado contra él auto de detención en el jui- 
cio que por denuncia dul doctor -Juan lUalet Masse !<■ ha sido 
promovida acusándolo de los dWitos de faUo testimonio y de 
ejercicio ilegal de la profesión de ingeniero civil en aquella 
provincia. 

Considerando: Primero: (Jue la negativa did juez de instrucción 
esta Capital á dar cumplimiento al exhorto de la referencia, 
obedece á lo resuelto por la Cámara de Apelaciones en lo cri- 
minal en su sentencia de foja treinta y ocho, donde *e ordena ¿ 
aquél que devuelva lo actuado al juez exhortante, haciendo!*- 
saber que por las razones consignadas en dieha sentencia no 
puede dar cumplimiento á lo que en el exhorto solicita. 

Sefjmviit: Que esas razone» tienden á fundar la falta de juris- 
dicción del juez del crimen de Córdoba para conocer de los deli- 
tos que se imputan á Stavelius, y á ellas contesta aquel con las 
consideraciones del auto de foja ciento cuarenta y uno, dond<- 
sustiene la legitimidad de su jurisdicción é insiste en que se le 
dé el cumplimiento debido a su exhorto, hacienda paraello mé- 
rito de las razones que condigna en dicho auto y de los docu- 
mentos que acompañan «n copia á lo actuado por su parte en 
este incidente. 
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Tercero : Que tiabnda en estos términos la contienda r e coni- 
petenciti y elevadas a esta Suprema Corte las respectivas actua- 
ciones de ella, conviene tener presente para su debida solución 
las dos siguientes consideraciones que sirven principalmente 
para fundar la sentencia de la Camarade Apelaciones en lo cri- 
minal, en cuanto declara la incompetencia del juez de Córdoba, 
y ordena que no so cumpla su exhorto. 

La primera ea, que loa actos queso atusan como constitutivos 
del delito de falso testimonio, á saber, tanto el informe que ex- 
pidió don Federico Stavelius, relativo á las obras del dique de 
San Hoque, para cuya inspección se le había comisionado, como 
la declarar ion junida que ratificando ese informe, prestó á re- 
quisición del juez de! crimen de Córdoba, fueron actos realiza- 
dor en esta Capital, aun cuando la inspección practicada lo hu- 
biese sido eu aquella provincia, con cuyo motivo se dice, que es 
á la autoridad judicial del territorirj de esta Capita\ y no á la 
del de Córdoba ¡i la que correspondería la jurisdicción para el 
juzgamiento y castigo de su autor, debiendo por lo mismo el 
juez requerido abstenerse de dar cumplimiento & la requisitoria 
no sóki por el deber que tiene de defender la jurisdicción que in- 
viste, sinó también respetando y haciendo respetar la garantía 
constitucional que asegura A todos los habitantes del país el de- 
recho de no ser sacados de sus jueces naturales, designados por 
la ley anterior al hecho de la causa ; y 

La segunda es, que el heiho de haber ntaveliua ejercido ¡le- 
galmente la profesión de ingeniero eu la provincia de Córdoba, 
qne es uno de los dos que se invocan en el exhorto para pedir la 
extradición, no es delito previsto y penado por el Código Peual 
ni puede siquiera considerarse como acto ilícito, desde que el 
nombrado Stavelius fué designado para ese cometido, en su ca- 
rácter de ingeniero del Departamento Nacional, por órden del 
presidente de la República y i pedido del gobernador de Cór- 
doba, habiéndosele entregado los fondoaqu* se jugaron uect- 



DE JUSTICIA «AGIOS AL 79 

rioa para el desempeño de La comisión que se le confiaba y paéstosa 
bajo de sus órdenes á otro empleado del mismo Departamento, 
según resulta de la nota de foja siete ; todo lo cual, se dice en la 
sentencia, prueba conducentemente, que aunque debiera poner- 
se á las órdenes del gobernador nombrad», dicho Staveliua iba 
á realizar un trabajo, no como empleado del gobierno local, sinó 
como ingeniero del Departamento Nacional, y en virtud no de 
simple automación, sin.', de órden expresa del jefe supremo de 
la Nación y de la administración general del país. 

Agrégase, además, que habiéndose expedido el informe en es- 
ta <"apital, sería ante los jmces de la misma que corresponde- 
ría hacer efectiva la responsabilidad penal de su Armante, si 
alguna existiese. 

Cuarto: Que respecto á la \ riuiera ríe estas consideraciones, 
es de observar, que es verdad que el informe á que en ella se 
alude y que es et de fecha seis de Agosto, de foja doscientas diez 
y seis, ba sido redactado y firmado en esta Capital, y que la 
ratilicaeion jurada de Stavelius, reconociendo su contenido, so 
ba hecho también ante un juez de instrucción de esta misma 
capital, pero no es menos cierto igualmente, que tales circuns- 
tancias no pueden atribuir jurisdicción á los jueces de ella, co- 
mo jueces del logar del delito para conocer del de falso testimo- 
nio, porque este delito debe entenderse realizado y consumado 
ajíí donde tale» actos estaban destinados á producir sus efec- 
tos, es decir, en la ciudad de Córdoba, adonde fué dirigido el ci- 
tado Informe para el gobernador de la provincia, porque allí 
es donde di ó origen al proceso criminal ordenado por dicho go- 
bernador contra los señores Bialet Massé y Casaffousth, en vir- 
tud de los hechos relacionado* en él, y porque á resultar fal- 
sos tales hechos, habiendo sido ratificaba por Stavclius, bajo 
d«í juramento, en la predieha causa criminal, es indudable que 
sería allí donde se habría consumado el delito de fa»so testimo- 
nio, siendo allí donde se ha violado la ley, se hau agredido los 
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derechos que ésta ampara y donde debe también hac^rae efec- 
tiva la responsabilidad dtl delincuente por medio del corres- 



río. 



tJttmlü.-Qiv el principio relativo á la jurisdicción penal dd 
jueidel lugar donde se consuma el delito, que se lia preparado en 
otro diferente, para proceder í mi juzgamiento y castigo, es fe 
lizwente una verdad jurídica consagrada por una ley del in- 
greso nacional, como la que aprobé el tratad- sud-aaiericano do 
mil ochocientos ochenta y ocho sobre derecho penal, en cuyo 
artículo segundo se ha establecido: * Que Ion hechos de ca- 
rácter delictuoso perpetrados en un estado, que serían justicia- 
ble por las autoridades di- Éste si en él produjera mis efectos, 
pero qur sólo afectan intereses y derechos garantidos, por las 
leves de otro Kstado, serán juzgados por los tribunales y pe- 
nudos segán lae leyes de íste último >. 

Sí»ío;Quee[i virtud de^lo principio que es igualmente aplica- 
ble á las provincias argentinas y la capital de ¡a nación, por 
i léntica mon iilosótica y de analogía, siendo como son tan in- 
dependí -ntes entre si, en materia de jurisdicción y de procedi- 
miento* como los estados extranjeros, no .61o proced- recono- 
cer al juez del crimen de Córdoba competencia para juzgar el 
delito de falso testimonio que se atribuye a Staielíus, sin¿ que 
debe arribarse también á la misma concusión, teniendo presente 
que sí existe el delito de falso testimonio deque se acusa á aquél 
no puede ser sin6 parque baya aürmado bajo de juramento 
hechos falsos en la cansa criminal que se seguía en Córdoba á 
bis señores IHalet Mdsse y Casafíousth, baya-e hecho esa afir- 
mación ante A mismo juez de la (SftMW, 6 P bf exhorto de ruego 
y cargo ante e juez de otra jurisdicción, en cuyo caso, come- 
tiéndose dicho d lito en causa radicada ante el juez del crimen 
de aquella ciudad, claro es que tiene que considerarse tal delito 
como un incidente de esa causa, y corresponder también su co- 
nocimiento ai juez de la -nisma, sin que su jurisdicción se en- 
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t i ■ i i -. i a menoscabada, qí limitada por las circunstancia de que la 
declaración delictuosa se haya prestado en lugar ajeno á su ju- 
risdicción, desde que esta circunstancia no tiene ta virtud de 
desprender dicha declaración de la causa para ia cual se ha pres- 
tado y fuera de ta que no puede concebirse cometido el delito 
de faUu testimonio de que Be trata. 

Sétimo: Que no siendo posible dudar de que este Eolito se 
halle regido y penado, como delito común, por el Código Penal 
de la Nación, es desde luego bidente que íl nada tiene que ver 
con el de falsedad que deüue y pena et artículo sesenta y cua- 
tro, inciso cuarto, de la ley de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cieutoa sesenta y tres, sobre crímenes contra la nación; en 
cuyo caso es manifiesto también que no procede negar com- 
p#* ncia al juez del « rimen de Córdoba y atribuirla al juez 
federal de e^ta Capital para e-mucer del primero de estos deli- 
tos, como si se tratase de la averiguación y castigo del último 
de ellos. 

tirturo: Que no hay en verdad, razón alguna para atribuir esa 
competencia ¡i la justicia federal del crimen, según lo ha preten- 
dido la defensa de SU elius. aun cuando sea cierto, como lo es, 
que éste, por órdeti del presidente de la República, con los fon- 
dos y el personal del Departamento Nacional de ingenieros, que 
se consideraron bastantes al efecto, haya sido t uesto á disposi- 
ción del gobernador de Córdoba para que < l informe, como lo 
había solicitado, sobre «1 dique y obras d. irrigación, y que. 
en cumplimiento de su cometido baya enriado, por medio del 
Departamento Nacional, á dicho gobernada el respectivo in- 
forme, porque todo ello no vale para hacer de los hechos rela- 
cionados en el mencionado informe udu materia du interés na- 
cional, siéndolo de puro y exclusivo interés provincial y á la 
vez particular, de suerte que la falsedad de esos hechos no pue- 
de surtir fuero federal, desde que para estoes indispensabl • 
que el cuso se halle comprendido en algunos de los incisos del 

T. LXI1 6 
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artículo tercero de la ley de jurisdicción y competencia de la 
justicia federal, loque no procede; por cuya razón no puede ser 
de aplicación al casu la disposición penal del artículo sesenta y 
cuatro de la ley sobre crímenes contra la Nación, de catorce de 
Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Noveno: Que en cuanto á las segundas consideraciones de qu> 
ha hecho mérito la Cámara de Apelaciones para negar la extradi- 
ción de Stavelius, procede reconocer que es reTdad, como lo ha 
asPTerado aquella, que el ejercicio ilegal de la profesión de inge- 
niero no es un delito prevista y penado por el Código Penal, 
como quiera que a su respecto sólo pueda y delta decirse, con 
arreglo al artículo diez y seis, inciso sexto de dicho código, que 
ese ejercicio constituye al agente en culpa grave, cuando no está 
justificado por la urgencia y necesidad del caso, pero sin que sen 
por sí mismo un delito, calificación que sólo corresponde á la ac- 
ción ú omisión penada por la ley (artículo primero del Código 
Penal), entrando la « ulpa, ó la voluntad criminal, Como ele- 
mento concomitante de esa acción, seijun claramente se dos- 
prende del inciso primero del artículo diez y o- lio del Código 
Pemil. 

Dvnmo : Que siendo así incontestable, deacuerdo con los prin- 
cipios del Código Penal, que el ejercicio ilegal de la profesión de 



nalpara exigir, en su mérito, la extradición de Stavelius, desde 
que la obligación que impone á las provincias ese artículo en 
tanto es exigibh*. en cnanto b<' trate de perdonas procesadas ó 
condenadas por un delito. 

Undécimo: Que ai es verdad que mirada de este puntn de vista 
Ja cuestión de la extradición d*- Stavelius, tiene razón el juez 
exhortado para negarse á dar cumplimiento á la requisitoria que 

le ha dirigido, no puede decirse lo mismo m cuanto aquella 
le ha s¡d > también requerida por el delito de falso testimonio, 
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m es un delito previsto y penado por el Código Penal de la 
Nación y cuyo conocimiento, en el caso sub-judito, solo corres- 
ponde al juez del crimen de la ciudad de Córdoba» lo misino que 
su castigo, si realmente se hubiese cometido, según ge ha de- 
mostrado en las precedentes consideraciones de este fallo. 

Por ello y fundamentos concordantes del auto de foja ciento 
cuarenta y una y de la vista del señor Procurador general de la 
Nación, de foja doscientos cuare nta y tres, se declara que el 
juez de la dudad de Córdoba es competente para conocer en 
esta causay devuélvanse al juez de instrucción de esta Capi- 
tal para que di al ,-xh,rtn pendiente la tramitación q n, co- 
rresponda, haciéndose saber por olido esta resolución al juez 
exhortante. Repónganse los sellos. 



ABEL HA/.Kti. 



tJlSinKNClA 



Vistos resulta : Que la contienda de competencia suscitada 
entre el juez del crimen de la ciudad de Córdoba v el de instruc- 
ción criminal de la Capital de la República, procede del exhorto 
dirigido por el primero á éste para que en cumplimiento de un 
auto dictado por él, á petición de parte, en denuncia privaduor- 
dene la detención y remisión de don Federico Stavelius, Tice- 
presidente del Departamento de ingenieros de la Nación. 

Que el delito ó delitos atribuidos por el denunciante A dicho 
Stavelius es e) de falso testimonio, que se supone cometido en 
documento público presentado por él espidiendo *n informe so- 
bre el estadodel dique San Hoque, en 1.. referida provincia, y i 
más el de ejercicio indebido de la profesión de ingeniero, sin 
haber Jucho registrar previamente su título profesional. 

Que el juez requerido previa audiencia de Stavehus, y teuien- 
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do á La vista los documentos presentados por éste, ae ha ne- 
gado á cumplir el auto del juez exhortante, sosteniendo que si 
delito bnbiese en los actos ejecutados por Staveiius lo hubiera 
éste cometido en esta Capital, no en la provincia de Córdoba, 
donde practicó el examen del dique que le había sido encomen- 



Queeljuczrequirente insistió en mantener su competencia 
y eligir la entrega del acusado, elevándose en consecuencia el 
,ipedienteá esta Suprima Corte para la resolución que le co- 
rresponda dictar, de conformidad á lo dispuesto en el artículo 
cuarenta y tres, inciso tercero, Código de Procedimientos en lo 
criminal. 

Los fundamentos en que ambos jueces apoyan sus opuestas 
pretensiones, se encuentran en sus respectivos autos, corrientes 
á fojas ciento cuarenta y una y siguientes, y fojas doscientos 
diez vuelta y siguientes de los autos traídos y que se tienen á 

Y considerando: Primero; Que como consta de autos, don 
Federico Stuvelius, vice-presidente del Departamento de Inge- 
nieros de la Nación, fué enviado eu comisión por el presidente 
ile la República, en su carácter de tal ingeniero del departa- 
mento, por pedido espacial del Gobernador de Córdoba, para 
inspeccionar el dique San Roque, poniéndose á este objeto á 
disposición de dicho gobernador, como consta de la nota pasada 
al comisionado, que obra á foja siete, por el presidente del do- 
panamentu don Juan Pirovano. 

$€&né>: U«e en dicha nota se expresa terminantemente la 
órden superior recibida y el objeto de la comisión en los siguien- 
tes término.: cEl señor presideutede la República ha dispuesto 
que ae sirva usted trasladarse á la ciudad de Córdoba y se pen- 
ga á las Órdenes del señor gobernador, con el objeto de efectuar 
una inspección del dique de San Hoque.» 

Tercero: Que este antecedente evidencia por sisólo que el m- 
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geniero Stavelius no fué ¡i Córdoba por acto voluntario y parti- 
cular, requerido ó solicitado por el gobernador de la provincia, 
íinfi como empleado público, obedeciendo una orden superior 
y era desempeño de una comisión especial que le era conferi- 
da al efecto. 

Cuarto: Que la prevención que le fué comunicada de que, para 
el cumplimiento de su encargo, debía ponerse á las órdenes del 
gobernador de la provincia quu había solicitado el envío de un 
ingeniero nacional, era natural y correcta, una vez que el go- 
l)icrnn de la nación había deferido á la expresada solicitud, 
pues era aquél quien debía franqueará los medios de llenar su 
cometido y ponerlo en condiciones de efectuarlo conveniente- 
mente. 

Quinto: Que continua también el carácter de la comisión na- 
cional que el ingeniero Ktarelius iba a desempeñar en Córdoba, 
el he cho de que el personal facultativo de la comisión, fué in- 
porei ingeniero don Cristiano Krüger, en calidad de 
& aquel la suma de quinientos 
por la inspección administrativa del departamento para 
lus gastos que esta comisión, ocasione como se consigna en la 
ñuta de foja siete. 

Sexto: Que la naturaleza del encargo dado á Stavelius es 
como HÜ misión de origen y dejearacter nacional, emanada de 
una disposición nd hoc del señor presidente de la República y 
costeado por la nación, 

Sétimo: Que por eBtasola circunstancia, se demostraría suíi- 
oientenieute que Stavelius no" podía quebrantar ninguna ley local , 
no baciendo inscribir su título de ingeniero en la provincia y que, 
si delito existía en la acusación que contra él se deduce, por ejer- 
cicio indebido de la profesión que ejerce, solo podría él afectar 
é interesar á la nación, que sería la única engañada por el tal 
hecho, 

tíctaro : Que en cuanto al delito de falso testimonio parque ha 
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sido denunciado también ó conjuntamente con el anterior, mo- 
tivando éí exhorto del jaez del crimen de Córdoba, é! se hace 
consistir en el informo pu^io por los estudios que efectuó del 
expresado dique y sus juicios y conclusiones profesionales. 

Noveno .Quodicho informe fué formalizado definitivamente en 
esta Capital, en el af.no mismo del Departamento de Ingenieros, 
donde fueron practicados los análisis químicos de las mezclas 
empleadas en la obra y verilicados los cálculos detinitivos, como 
lo previo el gobierno de Córdoba al entregarle el informe pre- 
liminar que se halla en los autos. 

Ihkimo : Que terminados aquí los estudios y cálculos refe- 
ridos, estuvo el ingeniero Stavelius en aptitud de^oucluir i'l in- 
lornic elevándolo completo y definitivo al jeíedellíepartamento, 
don Juan Pirovano. phra que este le diese la dirección corres- 
pondiente, corno se efectuó, siendo el director de dicha reparti- 
ción nú bit Cá q ni en lo remitió al gobierno de la provincia, y á 
quien le fui inusado por él su recibo en oportunidad, 

Uvcimn pri turro; Que 3 i Ja mente del presidente de la República 
hubiese sido desprender absolutamente del departamento á su 
vice-direntur, entregándolo al servicio exclusivo de la provincia 

Córdoba para el ubj to indicado, loque n<- >'s siquiera pr es u - 
suniihle, conforme al espíritu del artículo ¿5 du la ley de orga- 
nizactou del Departamento de Ingenieros, dicho funcionario hu- 
biese continuado entendiéndose directamente con gobierno 
de ello : no sucedió esto, y tanto su director, como Staveliua, así 
lo han comprendido, según lo comprueban sus actos respec- 
tivos 

Décimo segundo : Que si efectivamente se hubiese cometido el 
delito atribuidla StaveJius, sería el de falaedud, y él no pudo ser 
consumado en i I estudio de las obras, tampoco en el informe pro- 

riores rectificaciones, si nó en el informe verdadero y compJc to 
Introducido en la oficina nacional, que fuéel reconocido 
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( ¡al me ii te por él como auténtico y que sirve de fundamento á la 
denuncia y a) cargo de perjurio que *c le hace; de manera que 
el conocimiento del delito correspondería á la justicia de la na- 
ción, por expresa disposición de la ley penal nacional (urt. «4, 
incido 4 o ). 

Decimotercero : Que de conformidad culi «¡tos principios y dis- 
posiciones legales preexistentes, la ley nacional que organizo td 
Departamento de Ingenieros dispone textualmente en su artículo 
veintiocho, que « todo informe, dictamen ó documentas lirmado 
por los ingenieros del departamento, en cumplimiento de su 
•■argo, los responsabiliza conforme ú derecho para ante el Poder 
Ejecutivo ó los tribunales, por id daño que hubiesen causado » ; y 
no puede ser dudoso que ¡as autoridades señaladas en la ley na- 
cional para el conocimiento eventual di- las causas que llegasen d 
suscitarse, *ou el Poder Ejecutivo y los tribunales de la nación. 

ihetmo cuarto: Que el delito imputado á Stavelius no bu podido 
su cometido sin jen virtud de la ''omisión que le fué conferida por 
el presidente de la República, y en su carácter de ingeniero y de 
empleado del departamento nacional de que formaba parle y 
motivó su designación para el encargo que ia superioridad le 
confió, á ruego del gobernador de Córdoba ; quedando desde ese 
momento la nación directamente interesada y afectada por el de- 
sempeño ulteiior de un funcionario de su dependencia que t en 
raso de trasgresion de sus deberes, cometería un verdadero 
abuso de Laconuanza depositada en él por la nación, dañando* 
*?l prestigio de la repartición pública de que forma parte y la 
fé que sus miembros deben inspirar al gobierno y al país. 

Décimo quitún: Que el hecho de referirse esa comisión átin 
st-rvicío accidental de una provincia, no desnaturaliza su carác- 
ter esencialmente nacional, porque él emanado la autoridad del 
presidente y por la calidad de empleado público, investida por 
el ingeniero que es mandado á cumplir una órden del jefe de la 
n ación. 
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Décimo sexto : Que esta Suprema Corte lo tiene asi declarado 
en k fallus que hacen jurisprudencia, estableciendo que el delito 
cometido por agentes de la nación en desempeño de sus funcio- 
nes de tales, aun siendo en servicio do un* provincia, no confiere 
á las autoridades de ésta, jurisdicción para su juzgamiento, 
como tampoco basta la calidad de empleado nacional por sí sola 
para producir el fuero federal, cuando el acto delictuoso no ha 
sido cometido en desempeño de una comisión nacional. (Tomo 
cincuenta y dos, pagina doscientas once ; tomo veintinueve, pá- 
gina doscientos cincuenta y cineo de sus fallos, f 

Décimo séptimo: Que por otra parte, si no «e trata en esta 
eaiisa t ¡del delito du falsedad, previsto y penado por la ley 
nacional de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta 
y tres, no se hallan -¡oficien teim nte determinados en ella 
losj datos |ó indicios de un falso testimonio, según lo deti 
ne dicha ley y el mismo Código Penal ; pues el falso testigo 
sólo puede existir legalmente declamado en asunto contencioso 
p reexistentc ó iniciado, llamado por el juez á deponer y hacién- 
dolo bajo juramento ; sin cuyo requisito no es posible que haya 
la falsa deposición ni el perjura que las leyes definen y castigan. 

Décimo octavo: Que el ingeniero Stavellus no aparece decla- 
rando como testigo á requisición del juez de Córdoba en causa 
ante él incoada y sobre puntos que éste le hubiese lijado, ni bajo 
de juramento ó sin él, de manera que el falso testimonio no 
resulta señalado legalmente en los presentes autos, ni por los 
hechos, [ni por indicios. 

Décimo noveno : Que tampoco puede ser considerado como el 
perito nombrado por el juez, con conocimiento de las partes in- 
teresadas.lrecusable, asimilado al testigo falso en una causa, en 
cuanto á la pena por el código penal, porque tampoco ha sido él 
nombrado judicialmente, ni aceptado el cargo bajo dejuramen- 
to, como es esencial para que pueda *er responsabilizado por su 
pericia en caso de delito cometido al expedirla. 
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Vigésimo : Que el reconocimiento por parte de StaTelius, efec- 
tuado en esta capital, á requisición del juez de Córdoba, después 
de incoada ante él la cansa pronnvida contra el demandante 
doctor Bialet Alassé, nocoustituye ni puedeconstituir ai delito que 
comete un testigo falso en juicio, ni un perito intiel, aun supo- 
niendo posible la existencia de culpabilidad en su i nf uriñe ; pues 
limitándose á reconocer judicialmente que es suyo el informe 
elaborado por é!, por la comisión enña'ia á <"órdoba á inspec- 
cionar el dique San Roque, y remitido al gobierno de dicha 
provincia por el director del Departamento de Ingenieros, le- 
jos de conten- *ma afirmación falsa y por «onsiguiente un per- 
jurio, se limita á n-conocer y alirmar uti liecho di- rigorosa fer- 
iad, reconocido también cmio tal por el mismo denunciante y 
por el mismo juez, de manera que el falso testimonio y el per- 
jurio resultan en semejantes condiciones le^almenU' inconce- 
bibles. 

Por estos fundamentos, se declara que el conocimiento de esta 
causa corresponde á la justicia federal . 

LUIS V. VARELA . — JUAN E TOKRENT. 



* ALNA CCCjLXIV 



Don Gregorio Solo contra tton Antonio Hoen\ sobre interdulo 

de retener 

Sumario. — Sin la prueba de la posesión por parte del deman- 
dante, no procede el interdicto de retener. 
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Casu. — Lo explica el 



titilo del Juei Federal 

Iludió* Aires í>ir¡i;rnli[v 31 áe lS**fi, 

Vitos est<»s autos promovidos por dou Gregorio Suto contra 
don Antonio Koere. 

Resulta: I o Que á foja 1 se presenta el ex priado Soto en- 
tablando formal demanda contra dun Antonio Roeré sobre in- 
terdicto de retener la posesión de un terreno situado en esta 
cíudud en la calle de Tucunian entre Jlustaniante y Billinghurts, 
compuesto de 32 Taras de frente, igual á 27 metros 20 centíme- 
tros por 75 de fondo t igual á 73 metros 75 centímetros, consis- 
tiendo rl ilespoj" en qu- encontrándose el demandante ausente 
i l ¿3 de Mayo del año 1893, Koere comenzú á descargar unas 
carradas de ladrillo en H terreno de la referencia, 

2^ Que convocadas las partes á juicio verbal, de acuerdo cun 
lo dispuesto en el articulo 332 del Código de Procedimientos, 
don Antonio Ruere se presenta pidiendo que, sin perjuicio del 
comparendo decretado» se agregase a la causa el titulo de pro- 
piedad corriente á f jja tí y *e cite de eviccion y saneamiento á 
lus vendedores dou Albino Ramognino» don Esteran Olivan, 
Agustín Olivan y dou Fernando Marascio. 

3 o Que á foja 18 se presentaron dichos vendedores, manifes- 
tando que el terreno materia de este juicio os parte del que com- 
praron el 23 de Setiembre de 1892 ;i doña Juana Rivero de Fii- 
po y don Angel Firpo, según resulta de ta escritura que acom- 
pañan, que obligados á salir en defensa del señor Roeré y sin 
perjuicio de hacerlo se citara de eviccion á los enajenantes, 

4 fl Que habiéndose proveído deTcaBfwmdiid á las precedentes 
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peticiones, tuvo lugar el comparendo verba], según consta del 
acta que obra á foju 37, que en ese aoto el demandante dijo : 
que reproducía lo expuesto en el escrito de demanda, contes- 
tando el demandado señor Roeré, que habiendo concurrido el 
representante de dona Juana Rtvero de Fírpo que fué citada de 
eviccion le cedía la palabra á este para que contestara la de- 
manda. El señor Rivern expuso: 

Qae el interdicto promovido es improcedente, porque el ac- 
tor no ha tenido jamás la posesión del terreno que reclama, ni 
la han tenido las personas di- quienes dice ser unn<U sus here- 
deros ; que tampoco ha sido Soto despojado de ese terreno clan- 
destina ó violentamente. 

Que ííoere posee, como dueño Legítimo, sólo una parte del te- 
rreno reclamado. 

Que en 22 de Diciembre de 1892 compró del señor Kamoguino 
y otros el lote de terreno á que se refiere el título de foja 6 con 
el área allí expresada, de lo que resulta que Ja demanda con- 
tiene uaa plus petitio. 

Y considerando : l u yue para que proceda 1 interdicto de 
recobrar la posesión es necesario que concurran las circunstan- 
cias enumeradas en el artículo 328 de la ley de procedimientos 
nacionales y »e comprueben I.» extrem a del artículo 2494 del 
Código Civil. 

2" Que de las pruebas producidas resulta perfe. tamente com- 
probado: t° que la acción deducida por Soto es sobre el recla- 
mo de una área de terreno mucho mayor que la que ha justifi- 
cado pertenecer le al demandado.de donde resulta evidentemente 
que el actor ha incurrido en una plus petitio ; 2* qne de Loa tí- 
tulos de propiedad presentados por el demandado, corrientes á 
foja 13, resulta que Ramognino y demás condóminos hubieron 
ese terreno por compra que hicieron ála señora de Firpo, quien 
lo poseyó en virtud de adjudicación que sv le hizo el año 1806 
en la testamentaría de su señora madre doña Luisa Frigona de 
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Kivero y de su padre don Santiago Kiyero, quien Iu poseyó des- 
de el 3 de Agosto de 1870, por haberlo comprado á los herederos 
de don José Cáceres qnc lo nabo 4 su tez de doña Marín de ta 
Cruz Arélalo el año 1837; 3* quede estos antecedentes re- 
sulta la posesión desde el año ÍK37, lo que pruebn que Soto no 
ha tenido la misma posesión, porque esto estaría en pugna con 
la prescripción de! articulo 2401 que dice: *Que dos posesiones 
iguales y de la misma naturaleza no pueden concurrir sobre la 
misma cosa ». 

3" Que el actor no sólo ha probado que haya tomado y teni- 
do la posesión efectiva del terreno origen de esto juicio como lo 
prescribe el artículo 2373 del Código Civil, ni mucho menos el 
titulo qne invoca de heredero de dráa Alaría de los Santos Aré- 
vato, lo cual no le daría sinó un derecho á la posesión de la cosa 
y no la posesión misma ; sinó que de la propia manifestación 
contenida en el testimonio que como parte de prueba ha sido 
expedida por el secretario del juzgado federal a cargo del doctor 
Lalanne y que corre agregado 4 foja 110, resulta que Soto ja- 
más ha ejecutado acto alguno de posesión en el terreno recla- 
mado. 

4* Que desechada la prueba de los testigos presentados por 
Soto por las manifiestas contradicciones, quedan en pillos he- 
chos animados y probados por el demandado. 

5" tjue aun en el caso de ser dudosa la posesión litigada, est a 
acción se hallaría perfectamente cauterizada por los títulos 
de propiedad que ba exhibido el demandado, en oposición á los 
cuales no ha producido ninguna el demandante. 

Por estos fundamentos : fallo no haciendo lugar, con costas, 
al interdicto deducido por don Gregorio Soto. Notifíquese ori- 
ginal y repónganse los sellos. 



Juan del Cumfñtío. 
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Fallo de I* «iipremi Coi-te 

líueoo> Aireb. Noviembre de l«y'. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento treinta y do*, y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUS- 
CE.— JUAN E. TORRENT* 



Ifon Ureyono Soto contra don Antonio Martinellt y don Victoria 
liiandu; sobre interdicto dv recobrar 

Sumario, — Sin la prueba de la posesión por parte (til áfe- 
uiandante no procede el interdicto de recobrar. 

Caso. — Resulta del 

rallo del Jum Federal 

Iíumjos Aires. Mayo 3 de 18i*7. 

Y vistos: este expediente para definitiva, de cuyo estudio re- 
sultan los siguientes antecedentes. 
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Que en Marzo de 1893 don Gregorio Sota se presentó ante el 
juzgado manifestando que por ante los tribunales de la Capital, 
juzgado á car^u del doctor 'taray, secrotaría Díaz lbarguren, 
tramita la succión de don Bernardo Vázquez y María de los 
Santos Arélalo, de la cual es uno de sus herederos. 

Que entre los bienes quedados con ocasión del fallecimiento 
de esas personas figura un terreno comprendido nutre las calles 
de Córdoba. Tucuman, Bustamante y Billinghurst. cuya pose- 
sión ¡i título ile dueño ba sido reconocido á la testamentaría, y 
que se encuentra actualmente habitando en él. 

Que Antonio Martmelli y Tictorio Bianchi procedieron é día 
anterior á su demanda á apoderarle clandestinamente de una 
fracción de tierra del mismo terreno, compuesta aproximada- 
mente de 26 metros más ó menos de frente en la calle de Busta- 
mante por un fondo igual asi al oeste, lindando con terrenos de 
la sucesión mencionada, descargar varios carros de ladrillo-* y 
abrir cimientos en el mismo terreno. 

Que en atención a que esas personas no atendieron las ob- 
servac ¡unes de oposición hechas á ese acto y en el deseo de evi- 
tar todo incidente personal, promueve formal demanda de 
interdicto de recobrar la posesión contra Martinelliy Bianchi, a 
fin de que en oportunidad se les obligue á restituirle la posesión 
de dicho terreno, del que ha sido despojado, con costas. 

Que convocadas las partes á juicio verbal á efecto de sustan- 
ciar el interdicto, realizóse la audiencia a foja 24, reproduciendo 
el actor su demanda y el demandado solicitó su rechazo con cos- 
ttiü por no haber aquél tenido jamás la pose-ion del terreno que 
reclama, ni las personas de quienes dice ser heredero, por no ha- 
ber el señor Soto sido desposeído de ese terreno clandestina ó 
violentamente, y porque aquellos poseen a título de datños le- 
gítimos, como lo justifican con los títulos que exhiben; rindióse 

que fué agregada, por haber sido requeridas oportunamente, 
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Y considerando: I Que según resulta de la ti a manda, el des- 
pojo cometido por los dcmandaut< -s consiste en habéis** éstos 
ap«derado clandestinamente de una fracción de terrenos de su 
propiedad, y desde lue^o.es requisito esencial que debe compro- 
barse por el acto?, su posesión y el hecho y tiempo del despojo, 
con arreglo al artículo 2494 di*l Código Civil y 328 de la ley 
procesal de 14 de Setiembre de 1863. 

2 o Que respecto del primero do esos terrenos, la posesionin- 
vocada, no esiste en autos pruebas suficientes que la acrediten. 
Si bien algunos délos testigos presentado-i por la demanda, 
deponiendo al tenor de l;i quinta pregunta del interrogatorio de 
fi ja 33, dicen, saben y les cunsta que don Gregorio Soto, á tí- 
tulo de heredero de doña María de los Santos Aré val o y Bernar- 
do Vázquez, ba estado siempre en posesión del terreno com- 
prendido en la manzana a que se refiere la demanda, esta prue- 
ba no es porsf sola suficiente á acreditar la posesión que disputa 
Soto, y por el contrari ■» resulta destruida por la» demás constan- 
cias de autos y especialmente por confesión del actor. 

Repreguntado el demandante á foja 32 para que ex prest qué 
actos de posesión ha practicado sobre el terreno poseído por los 
demandados, contestó: t Que ninguno, á no ser de animales pro- 
pios y ajenos que entran y salen»; confesión que desvirtúa y 
destruye lo aseverado por sus testigos en cuanto á la posesión 
que dicen disfruta Soto. 

Desde que el actor se dice continuador de la posesión de don 
Bernardo Vazqu- ■ y doña María de los Santos Arévalo, en su 
can'n ter de heredero, ha debido justificar por la prueba legal 
tal extremo y la naturaleza y grado de parentesco invocado, 
requisito éste tanto miís necesario, cuanto que, de acuerdo con 
las disposiciones del Código Civil, todos los herederos de una 
sucesión, con excepción de los ascendientes y descendientes, para 
tomar la posesicu de una herencia, deben pedirla al juez de Ja 
sucesión, artículus 3410 y Sil 2, con lo que se demaestra que 
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po basta invocar la calidad de heredero ó ser tai para entrar sin 
más trámite y otro requisito á gozar de la poción que disfru- 
taba el cansante, siuó que hay que solicitarlo de la autoridad 
judicial competente. 

3° El testigo José Mat allana, que á foja 86 declara que Sot.» 
ha estado siempre en posesión, como heredero de los cónyuges 
Vasquez, del terreiv comprendido entre las manzanas Husta- 
mante, Córdoba, Billinghurst y Tucuman, ruando es interroga- 
do por el letrado doctor Méndez acerca de ¡os actos de posesiou 
que ha practicado el señor Soto - n el martillo del terreno que 
da >obre la calle de Bustamante, contesta, «que no le ronsta 
ni una ni otra 003a, porque no conoce la calle Hustamante y no 
sabe dónde queda el terreno ». y desde luego, este hecho inva- 
lida su misma declaración que versa precisamente sobre la po- 
s-siou del terreno comprendido entre una calle que dice uo 
conocer, 

Otro de los testigos del actor Desiderio Olivera, que también 
declara en sentido afirmativo sobre la quinta pregunta del in- 
i.rrogatoriode foja 33, cuando es interrogado por la parte de- 
mandada contradice igualmente su propio dicho, pues él reco- 
noce que fuó C áceres primero y Santiago Rivero y sus suceso* 
res después, que han poseído como dueños un terreno con frente 
al snd de 26 raras á Tucuman y i 13 de fondo con un martillo 
en su costado derecho que llega á la calle Hustamante, y cuyo 
liudero por el oferte es el terreno que ocupa Soto, demuestra que 
la posesión que dijo tenía éste de lamanzaua comprendida entre 
las calles de Córdoba, Tucuman, Hustamante y Billinghurst, 
m > comprende la fracción últimamente indicada, con lo que des- 
truye su anterioT afirmación. 

La posesión invocada por la paTte de Soto no ba sido en for- 
ma alguna justificada y si bien queda un testigo que declara 
alirmativamente sobre la quinta pregunta del interrogatorio de 
Cuja 33, esa declaración se encuentra contradicha por ta presta- 
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por Olivera y que se lia examinado, cuando dice que una frac- 
ción de dicha manzana se halla poseída á título de dueño por 
don Santiago Ilivero y sus sucesores, y además pur eí mismo 
Suto, que dice no haber ejecutado acto alguno de posesión. 

4 a VA despojo, los actiis clandestinos ejecutados por los de- 
mandados y el tiempo que ellos tuvieron lugar, es otro de los 
requisitos que .>| demandante ha debido justificar para que su 
ai i jiin pudiera prosperar con arreglo al artículo 2494 del Có- 
digo Civil y 328 de la ley nacional de procedimientos de 14 de 
Setiembre de 1863. y no obstante «se deber I gal, no existe en 
autos prueba alguna al respecto. 

Si bien la tercera pregunta del interrogatorio citado va en- 
caminada á acreditar que los demandados comenzaron á descar- 
an ladrillos y abrir cimientos mi parte del terreno de la man- 
xana á que se refiere la segunda pregunta, aparte de queel 
hedió en sí mi^mo no constituye despojo, pues que actos rían- 
destinos son los que se ejecutan en secreto, con dolo o fraude, 
aparte do ello, todos los testigua interrogados manifiestan no 
constarles tal extremo, declaraciones éstas que se encuentran 
por otra parte de acuerdo con el resultado de la vista ocular 
practicada por el juzgado, de la que ha resultado que nota- 
ren ladrillos en el terreno en cuestión, ni presenta tampoco éste 
dignos materiales de posesión, como lo acredita el acta levanta- 
da suscrita por el actor, hecho que destruye La afirmación do 
la demanda, de que una vez introducidos en el terreno Marti - 
uelli y Biauelri, procedieron á abrir cimientos. 

Incumbiendo al actor, de acuerdo con las leyes citadas y de 
lo prevenido en la ley 1\ título 14, partida 3 a , la comprobación 
ile los hechos que sirven de fundamento á la acción instaurada 
y no habiéndola justificado, es excusad* > que el juzgado entre ú 
estudiar las probanzas rendidas por los demandados, tendente* 
á comprobar el dominio y posesión que le corresponde del terre- 
no disfrutado en este juicio, desde que por aquel concepto, co- 

T. MSI 7 
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rresponde el rechazo de ka acción deducida y absolución de los 
mismos. 

Por estos fundamentos: fallo, rechazando el interdicto «le re- 
cobrar la posesión deducida por don Gregorio Soto contra los 
señores Antonio Martinelli'y Victorio liianchi, sin perjuicio de 
las acciones que puedan corresponder al vencido, con arreglo ú 
derecho, con especial condenación en costas. Notifíquese con el 
original, y repóngale los sellos. 

Agustín l'rdinarraw, 



Falto d« I* Suprfm» C<wtf» 



Buenos Air*»*, Noviembre 23 de 189:. 

Vistos y considerando: Qne para la precedencia del interdic- 
to de recobrar, es necesario que justifique el que lo intenta, 
que ha estado en posesión del inmueble (le que ha sido despo- 
jado. 

Qne la prueba producida á este respecto por el actor y que 
analiza la sentencia apelada, no llena el extremo indicado para 
la procedencia de la acción intentada. 

Que en tal caso, los demandados que se hallan en actual po- 
sesión del terreno en cuestión, como lo demuestra la misma de- 
manda instaurada contra ellos, y demá> justificativos que hacen 
á su derecho, deben ser mantenidos en la posesión que se atri- 
buyen. 

Por esto y los fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada á foja Viento oeuo, se confirma ésta, con costas, y repues- 
tos los sellos devuélvanse. 

ABEL BAZAS. — OCTAVIO BL'fiCE. 
— JUAN E. TORRERT. 
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«AUNA <(( L\VI 



Iton E. E'jfjel. por api tención dt> ta pena tic dobles derechos; 

mthre apelación 

Sumaria, ~- Es apelable la resolución del administrador de 
aduana que impone una pena, aunque se funde sobre ¡a clasifi- 
cación de mercaderías hedía por la Dirección de rautas. 



Caso. — Resolta dp las siguientes piezas : 



ItESOLlClílN DE LA ADUANA 

Buenos Aires. Novietnh™ ¿7 u> 18%. 

Vista la precedente solicitud de reconsideración ; 

Y considerando: Quede loa informes pregados por el vista 
señor Santiago, resulta que el artículo de que se trata no ofre- 
ce dificultad alguna para su edificación. Kn erecto, el funda- 
mento del fallo recurrido, era la división que se había suscitado 
éntrelos miembros del tribunal do vistas, al prodinirsu informe 
de foja 1 vuelta, pero hay que tener en cuenta que en la compo- 
sición de ese tribunal, sólo entra un vista de cada ramo; y sus. 
dudas no pueden tomarse indefectiblemente vom»- una prueba 
de que el artículo era de difícil clasificación. Kn el presente 
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caso, la opinión unánime de las diez casas importadoras del ar- 
tículo, que han sido consultadas demuestra hasta la evidencia 
q»e se trata de un papel de embalaje, comprendido en Ja parti- 
da de la tarifa número 1795, cuya cubicación no ofrece difi- 
cultad. Siendo asi, no procede !a exoneración de la multa esta- 
blecida por el artículo 928 y 930. 

Pot estos fundamentos, revócase por contraria imperio el 
fallo de foja 8, é ¡mpónese el pago de dobles derechos sobro la 
diferen ia denunciada á boneticio del fiVo y del vista aprelien- 
sor, por partes iguales. 

llágase saner y rep ónganse los selloü. 

//. Martínez Qasir*. 



VISTA FISCAL 

BueDOí Aire-% Mu>-j >U MSft 

Señor Jurz : 

Motiva este asunto la diferencia de calidad observada en una 
mercadería pedida i despacho per el señor E. Kgg-I. Observán- 
dose el procedimiento prescripto por el código aduanero, se pro- 
nuncio el tribunal de vistas, y suscitándose diferencia entre ese 
tribunal v el comerciante, la aduana elivó el asunto á la Direc- 
ción de reatas, de acuerdo con el artículo 135 de las Ordenan- 
zas, la que resolvió en la manera que lo expresa su decreto de 
foja... 

El administrador de aduana, en vista de lo resuelto por la 
mencionada difemoii resolvió est<- asunto a foja 8, en la mue- 
ra y forma que allí se expresa, y d.' acuerdo con el artículo 137 
de las Ordenanzas, teniendo en cuenta que el fallo de la Direc- 
ción á que me he referido tenía de suyo el carácter de i ñápela- 
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ble. En la citada resolución aduanera (foj 
el señor E. Eggel debe pagai 
mercadería introducida, no encontrando mérito para imponer 
penas por considerar sumamente difícil la clasificación del ar- 
tículo de cuya introducción ae trataba. 

Más tarde y por insinuaciones y datos presentados por el em- 
pleado cuyo parte originó est" juicio, el mismo administrador 
de aduana modificó su fallo, dicienda que él había partido del 
concepto equivocado de considerar difícil una clasificación, que 
según los datos agrupados era fácil por el contrario, y en con- 
secuencia, á foja 33, modilica su anterior resolución, é impone 
al comerciante, de acuerdo con los artículos 128 y 930 de l is 
ordenanzas, una multa igual á los dobles derechos sobre la mer- 
cadería en cuestión. 

El señor E, Eggel se deíiende de esta secunda resolución, ne- 
gando al administrador de aduana facultad para tomaren cuen- 
ta la revocación pedida por el empleado denunciante á foja... 
por cuanto, según dice, si bien la ley de aduana rigente en su 
artículo... acuerda á loa empleados el derecho de apelar ante 

r, y por ello considera que la resolución de foja 33 no 
una vez que había sido dictada la da foja 8. 
Sin entrar á examinar ni tomar en cuenta si la facultad de 
los empleados de apelar las resoluciones del administrador de 
aduana, importa ó no la de interponer revocatorias, y más aún, 
sin entrar á estudiar las cansas que pudieran determinar al 
mencionado administrador pura modificar la resolución de foja 8, 
con la de foja 33, me basta hacer presente que el administrado! 
de aduana, cuyos procedimientos no causan instancia puede 
siempre modificar sus resoluciones cuando así lo encuentre con- 
veniente y sin que entretanto corran los términos legales (serie 
tomo í", página 309). 
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Esta misma facultad de modificar sus resoluciones puede He- 
gura mente provenir de las observaciones que haga el empleado 
denunciante en pro de los intereses fiscales, como en el caso 
presente, antes de ejercer el derecho de aj elación que la ley le 
confiera, siempre que, como en el caso presente, demuestre (en 
sentir del administrador) el error en qm.- se ha incurrido <séi ie 
2", tumo 5 o , página 253). 

De estas consideraciones surge la legitimidad de la modifica- 
ción de la resolución de foja 8 por la de foja 33, y la razón que 
abona la fuerza y legalidad de la última de esas resoluciones, 
que vs la que debe tener se por válida. Ahora bien, tomando la 
ilicha resolución, única que existe, de acuerdo con lo establecí- 
do, ¿ procede el recurso de aptlacion que se trae ante V. S.? 
Ese recurso, en sentir de vste ministerio es improcedente, inca- 
p;iz de prosperar, y debe V. 8. rechazarlo sin más trámite. 

La resolución de foja 33 que es la sentencia aduanera recurri- 
da, ha sido dictada & mérito de lo resuelto por la Dirección de 
rentas á foja,., respecto de la clasificación de la mercadería de 
que se trata: y así esa sentencia, como lo resuelto por la Direc- 
ción, es inapelable por revestir ese carácter tanto una como otra. 
Básteme para fundar esta afirmación lo resoelto por la Su- 
prema Corte de Justicia en el fallo que curre en la página i 52 
del tomo 8" de la A* série, que expresamente ha establecido que 
la resolui ion de aduana que se reliere únicamente á la chsiflca- 
cion de la mercadería es inapelable, así como \a ¡¡enatitlad apti- 
atbío en consecuencia. 

En el citado fallo van los fundamentos de la resolución, U que 
rae txime de exhibirlos en esta oportunidad. En consecuencia, 
cumple que V, E. recuaze esta apelación de plano con la respec- 
tiva condenación en costas. 

J. Bvlet. 
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Fallo del 

Buenos Aires, Julio 10 de 1897, 

Y vistos : Considerando que la apdaeion r^ie se trae ante «te 
juzgado ee á propósito de tina resolución del administrador de 
rentas, dictada con motivo de una divergencia suscitada entre el 
comerciante y el vista, por diferencia de calidad en la mercadería 
solicitad* á despach». directo. 

Que en dicha resolución se Uan seguido estrictamente los pro- 
cedimientos que para tales casos marcan las Ordenanzas de 
aduana en bu artículo 135. 

Que, por consiguiente, y dada la naturaleza de la causa, esa 
resolución causa ejecutoria y obliga tanto al comerciante como 
á la aduana (artículo 137 de las ordenanzas) y no ha podido ser 
apelada para ante este tribunal. 

Por esto, y de conformidad ron las consideraciones legales 
aducidas por el señor Procurador fiscal» se declara mal concedi- 
do el recurso, con costas. 

En consecuencia, devuélvanse estas actuaciones á la aduana 
de la Capital á los efectos correspondientes. Notifíquese origi- 
nal y repónganse los sellos. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA UEL SfcSOK PltOCURADOR CfcHElUL 

Bueoos Airen, Setiembre 15 de 1897. 

La petición iiscal de foja 53 y el auto recurrido de foja 58 t 
expresan los fundamentos de derecho y la ju rispiad encía de 
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V. E.,que hacen inamisible en el caso, el recurso instan raíl» 
contra la resolución de aduana de foja 33. 

invocando esos antecedentes pura no incurrir un repeticiones 
estériles, pido á V. E, se airva continuar por sus fundamento* 
el auto recurrido de foja 58, sin más trámite, por cuanto no 
procede en el caso el recurso Ubre a que se refiere el señor Eg^el , 
en su escrito precedente. 



Vistos y considerando : Que la resolución de la aduana, co- 
rriente ;i foja treinta y tres, impone la pena de ditbles derechos 
al introductor de la mercadería :i que se refieren estos autos, 
fundándose en que díchu introductor manifestó cartulina en lu- 
gar de papel de colores. 

Que si b *n la ciasiücacion de la mercadería que hap.i la Di- 
rección de rentase:» inapelable, según lo establecen los artícu- 
los ciento ochenta y cinco y ciento treinta y siete de Im» Ordi- 
n aulas de aduana, no sucede lo mismo con la resolución que, 
como la pronunciada en este caso, impone la pen^ de dobles de- 
rechos al comerciante, según lo tiene resuelto esta Suprema 
Corte, entre otros, en la causa que se registra en el lomo .sesen- 
ta y tres, página ciento setenta de sus fallos. 

Que la resolución de esta Suprema Corte, inserta en el tomo 
cincuenta y ocho, página ciento cincuenta y dos, que ba sido ci- 



tada por el Procurador fiscal, no se opone á estas conclusiones, 
por cuanto en ese caso no se díscutia la penalidad ainó solamen- 
te la clasificación de la mercadería, mientras que el presente y 
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el ilel tomo sesenta j tres ya citado, versa» únicamente sobre 
la penalidad , aceptándose como definitivo y concluyante el pro- 
nuncjaiuíento de la Dirección de rentas sobre la calidad. 

Por esto : se revoca el unto apelado de foja cincuenta y ocho, 
y vuelvan al juez federal pata que, tomando en consideración el 
recurso llevado ante él, resuelva lo ijue por derecho correspon- 
da. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — ADEL BAZAR, 
— OCTAVIO BUtÜGE. 
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El ferrocarril Central .[n/vnhtw nmtra et dador don l'edro 

Rueda, sobre expropiación 

Sumario. — i* Kn las costas á cargo del expropiante no se 
comprenden los ho nor.tr i os del apoderado del expropiado. 

2' Los intereses de La suma que debe abonarse i más de la 
depositada, deben liquidarse con arreglo á la tasa que cobra el 
Banco de la Nación en sus descuentos. 



Caso, — Lo esplica el 
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Vmilo del Jum Fcder»! 

Kosario, Uifieiiibrti i-'i <lu l»9í¡. 

í vistos: las presentes autos seguidos por la empresa del 
Ferrocarril Central Argentino contra el doctor don Pedro Rué- 
da t sobre expropiación, ie los que resulta: 

1" Que a foja 4 U empresa M t erroearril Central Argentino, 
apoyándose «.n la ley d« concesión á Woodgate y compañía, nú- 
mero 2324, y en la escritura publica de cesión que se acompa- 
ña, cuya concesión la autoriza para construir una ría féírta 
entre esta ciudad y la estación Peyrano, la que atraviesa en 
las inmediaciones del arroyo de Pavón, entre los kilómetros 
19 : " y 51 M , un campo que perteneció á la testamentaría de 
los Palacios, y que noy pertenece al doctor don Pedro Rueda ; 
que el área que toma esa vía, según afirma el representante del 
Ferrocarril Central Argeutinu. es de 52110 metros cuadrados 
y corta el terreno en uno de sus ángulos, dejando un triángulo 
bácía el oeste dt- 20 á 30 cuadras soperticiales; que agutados los 
recn.'soseitra-judiciales, entabla el juicio que corresponde y 
ofrece el precio de tres centavos por metro cuadrado, más la can- 
tidad de 600 pesos moneda nacional como indemnización de los 
daños y i vrjuicios que se ocasiona por el fraccionamiento de esa 
propiedad; que consigna el precio total de esa expropiación y 
pide que en virtud del artículo 4* de la ley de la materia.se le- 
galice la ocupación délos terrenos que da origen á esta causa. 

2° Que corrido traslado de la demanda, contesta á foja 27 
.1 demandado, que la empresa del ferrocarril, sin formalidad 
leqat alguna, se apropió de la parte del campo en que construyó 
su linea férrea ; que Hacia mis de dos añoaque le había tomado 
la posesión de ese terreno invocando una ley de expropiación, 
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la quede lodos modos ie impone el deber de indemnizar ¡Ovia- 
mente la parte de tierra que poi esa ley se propone expropiar ; 
violando así abiertamente los propósitos de - lia. 

Que reconocía condicíoualmente la competencia de la justioia 
federal, pidiendo qoe se accediese á la solicitud de la menciona- 
da empresa eti el punto relativo á la convocación de las partes 
con el fia de nombrar los peritos ó Arbitros que estimarían e! 
terren» despojado, como los perjuicios que la expropiación le 
irrogase. 

3° Que abierta la causa á prueba, el actor produce la que su 
establece en las audiencias que más adelante se mencionan, y 
el informe del escribano don Inocencio Bustos, solicitado y 
proveído en ftcha 10 de Diciembre de i 892. 

El demandado produce, a" su vez, de fojas 107 á H5, la escritu- 
ra judicial correspondiente ácada uno de los herederos Palacios, 
y un plano demostrativo deesa división, como también ana 
copia de la división del campo de San Urbano y el plano corres- 
pondiente a la misma; áfoja 118, las posiciones que absuelve el 
apoderado de la empresa del ferrocarril, el que expresa: que te- 
nía dudas sobre si el terreno motivo de ta expropiación era de 
propiedad exclusiva del doctor Ruuda 6 tenían parte en el mis- 
mo los herederos Palacios. 

Que la empresa hizo arregios privados condón José Carreras 
sobre la expropiación del terreno que a él le correspondía en el 
campo de San Urbano; que como confirmación de esos arreglos 
se firmaron los bolet i respectivos pagándose el valor de los te- 
rrenos expropiados según lo expresan esos boletos privados. 

Que la estación Santa Clara no pertenece al Ferrocarril Cen- 
tral Argentino, sinó al de La Carlota y el primero paga un tanto 
por mes por el uso de lu misma; que no habría firmado la em- 
presa boleto sobre la expropiación con los demás condóminos de 
la estancia San Urbano, porque aun cuando el señor Juan Jakaon, 
como encargado de la empresa, tenía arreglado con el doctor 
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Rueda el precio de la expropiación, no pudo llevarse á efecto la 
escrituración del convenio, por dificultades provocadas de partí- 
del doctor Rueda. 

Que la empresa no inició juicio de expropiación antes que ei 
presente ni tampoco citó por edictos con ta! objeto á los propie- 
tarios Palacios, Magan y Rueda; que en la zona comprendida 
entre laestacion Acebal y Santa Teresa, no existen bosques ai 
montarías y que entre ese espado se han hecho dos curvas, una 
" al salir de Acebal y otra al llegar á Santa Teresa, sin hacer más 
curva ; que á don Felipe Hiñese le abonó á razón de 100 pesos oro 
metálicos la cuadra del terreno expropiado, pero en esa suma se 
incluían todos los daños y perjuicios calmados desde que la vía 
fraccionó una parte pequeña del campo dejánduío inutilizado. 

Que en el momentu que depone, laempresa no estaba resuelta 
A comprar la estancia de Pavón, del espropiadu, ni aun bajo la 
condición más ventajosa que la misma quisiera establecer, ni 
se obligaba coliio resarcimiento de los perjuicios causados, á 
construir uuaestacíon en el referido campo; que la única indem- 
uiZAciirQ que pagaría sería la que determinase la sentencia deli- 
nitiva. 

Qu- á fojas 122 y 123 (primer cuerpo), *e acompaña una carta 
del administrador del ferrocarril y «tra de un arrendatario del 
demandado, en la que maniliesta que el terreno comprendido 
entre el terraplén del ferrocarril y todo el frente del arroyo di* 
Pavón, ha quedado con la construcción de la vía completamente 
inútil. 

Que á fojas 131 y 132 (primer cuerpo) está consignado el bo- 
leto de venta del campo que el sentir Carreras transfiere al Fe- 
rrocarril Centra! Argentino. 

Que de foja 135 á foja 138 (primer cuerpo) existe la cons- 
tancia del dictamen del agrimensor señor Casiauo J. Rojas y 
el plano correspondiente sobre la subdivisión hecha del terreno 
perteneciente á la sucesión Palacios. 
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Que de fojas 1 52 á 160 (primer cuerpo) se consigna el infor- 
mo y 1<is planos expedidas porei agrimensor señor Al be t.o Rueda. 

Que de foja HA á foja 128 (segundo cuerpo) corre (.'I dicta- 
men de los peritos tasadores de la parte del ferrocarril, de la 
del demandado y del tercera nombrado por el tribunal. 

Que el primero avalúa el valor del terreno á indemnizar por 
ta empresa en la suma de 3563 pesos 30 centavos moneda na- 
cional legal incluidos también lo» dañas y perjuicios; que el Hf- 
^undo tasa el valor del terreno y los danos y perjuicios en la suma 
de 27.500 pesos oro sellado, y el tercero, en la suma de 3200 
pesos oro sellado, |ior el terreno expropiado, y en i 800 pesos 
oro sellado por el fraccionamiento y perjuicios ocasionados. 

Qoe á foja 298 (tercer cuerpo) dechira don Pedro L. /avalla 
ai tenar del interrogatorio de foja 287 vuelta que por la por- 
ción de terreno tomada par la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino quedó un triángulo del resto del campo, el que se en- 
cuentra abandonada y según manifestación del capataz del se- 
ñor Hamond, arrendatario del demandado, el primero había 
retirado una cantidad de animales, lo que sabía ademas por ha- 
ber intervenido como perito tasador de los danos y perjuicios 
ocasionados en dicho campo por razan del cruze de la línea del 
ferrocarril; que todo el triángulo del campo segregado por la 
vía férrea, era tlor. de pasto tierno, siendo el fondo de esa frac- 
ción una lomada de pasto fuerte que sólo sirve para animales 
yeguarizos y vacunos, que le consta por haberlo oído al capa- 
taz, que no arreglaba el galpón porque no le convenía conser- 
varlo, desde que había disminuido el número de ovejas porque 
la víale había segregado tina parte del campo de pasto tierna, 
sin saber el declarante si las ovejas eran ó no finas ; que lo de- 
clarado era público y notorio; ignorando el estado en que se en- 
cuentran actualmente las cosas. 

Qaa repreguntado, contestó: Que no presentó ese informe 
como perito en esta causa, por diferencias que surgieron en el 
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dictámen por él presentado y el del otro perito, con quien son 
amigos y no quería tener motivos de disensión ; que fué á la 
estancia de * San Urbano» con motivo del discernimiento del 
cargo de perito que se le hizo conjuntamente con el señor Bar- 
mett para que dictaminasen sobre los danos y perjuicios, ha- 
biéndolos acompañado á aquel punt> el doctor Rueda, el señor 
Barmett y otros que no recuerda ; que nn cobró, ni piei^a cobrar 
honorarios por su cargo. 

Que á foja 202 declara don Guillermo Martin, al t^nor del 
mismo interrogatorio, que hace muchos años que conoce y ha 
visto el establecimiento « San Urbano » y que con ese motivo 
sabe que el triángulo que fraccionó la vía férrea del menciona- 
do campo, fué abandunado por el señor Hamoml arrendatario 
del demandado, retirándose con sus haciendas de dicho triángu- 
lo a consecuencia de la construcción de esa vía; que por la mis- 
ma razón le consta que todo ese triángulo de campo segregado 
por la vía férrea es flor, de pasto tierno, siendo el fondo de esa 
fracción una lomada de pasto fuerte que sirve para animales va- 
cunos y yeguarizos ; que con motivo de la construcción de la vía 
y tránsito de máquinas por ella, ha tenido que retirar las ovejas 
de la estancia principal de « San Urbano ■ donde estaba situa- 
do, las que ascienden al número de 4000, más 6 menos ; que lo 
que declara cb publico y notorio* 

Que repreguntado, contestó: Que en la fracción segregada, 
no se pueden |e«M animales, porque ocasionan muchos gastos 
de atención de hacerlos pasar por la fía ; que existe un terra- 
plén que separa una fracción de otra, y que en una parte de ésta 
hay desmontes ; que el pasto tierno se extiende más ó menos, por 
todo el frente de la fracción mencionada. 

Que á foja 303 rnelta declara Eugenio Martin, de acuerdo 
con el anterior declarante, con la &ola excepción de que el núme- 
ro de ovejas que se retiraron ascenderían á cinco ó seis mil, más 
ó menos. 
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Que á foja 308 A clara al tenor del mismo interrogatorio don 
Santiago Fontarrosa, que en efecto, los ingenieros del Ferroca- 
rril Central Argentino trazaron y amojonaron un camino recti- 
líneo para la vía férrea á construir del Rosario á Pergamino pa- 
sando esa demarcación por el mismo pueblo del «Sauce», de- 
jándolo al oeste yendo di-I Rosario, y después quitaron esos 
mojones ó estacas de esa trayectoria, haciendo un desvío curvi- 
líneo completamente fu*>ra del « Cármen del Sanee » y dejándolo 
A éste al sud del nuevo camino y que se llevó por los campos de 
Acebal y de don Guillermo Robinson, teniendo que hacer pura 
esto una gran curva; qu«?lo sabe porque tiene su casa en el mis- 
mo pueblo Cármen del Sauce; que los peones constructores de 
la línea le informaron al dejar las herramientas en su casa, todo 
lo que ya ha expresado; que lo declarado era público y notorio. 

Que repreguntado, contostó ; Que no recordaba con certeza la 
fecha en que tuvieron lugar los hechos sobre que depone; que 
es cierto que tiene bienes raíces en el pueblo Carmen del 
Sauce, 

Que á foja 309 declara otro de los testigos de la misma parte, 
el señor José Pnig Subiré, de acuerdo con lo expuesto por el 
anterior, dando como razón de su dicho ei haber visto 4 los 
agrimensores con las banderas, trazando la primera línea que 
que-laba, yendo del Rosario á Cármen del Sauce, á la izquierda; 
qut- lo declarado es público y notorio ; que no ha visto que exis- 
tan vestigios délos primerostrabajos verificados en ese sentido, 
masque ha oído decir qae allí existen ; que en el terreno del de- 
clarante, que tiene en Cármen del Sauce, al iniciar los trabajos 
pusieron una serial que decían era para estación, pero que no le 
consta. 

Que repreguntado, contestó : Que hace cuatro años próxima- 
mente que tnvieron logarlos hechos sobre que depone; que 
tiene bienes raíces en el pueblo Cármen del Sauce y también 
interés en que la estación del ferrocarril sea construida en el 
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pueblo de ese nombre, por haber sido trazada allí primeramente 
la línea que pasaba por el referido pueblo. 

Que á foja 310 vuelta declara don Arrigo Kezio, quien pre- 
guntando al tenor del interrogatorio de foja 287, contestó tam- 
bién del mismo modo que el testigo anterior, expresando ade- 
más que la primera línea trazada dejaba el cementerio del pueblo 
ala derocha, yendo del Rosario, y la segunda línea dejaba el 
pueblo ¿ U izquierda ; que lo declarado era público y notorio. 

Que repreguntado, contestó: Que hacía cuatro anos, más ú 
menos, que sucedían los hechos pasados sobre que depone y que 
no tiene ningún bien raíz en el pueblo Carmen del Sauce, ni 
tampoco interés en que allí se construya la estación. 

Que á fojas 312 f 313 se acompañan dos cartas, una del ad- 
ministrador del ferrocarril, dirigida al señor Haraond y otra de 
¡iquél a este último. 

Que de foja 331 a foja 344 >e acompaña el dictamen del pe- 
rito de la parte actora y el de la parte demandada, adjuntando 
» Me último un piano que figura á foja 336, y de fojas 318 á 349 
ct«rre el informe del agrimensor don Alberto Rueda, nombrado 
por la imrte expropiada, sobre la extensión del campo de este úl- 
ttlio, del frente que da sobre el arroyo Pavón y que consta de 
2155 metros, y ruyo frente divide la lím a férrea en dos partes, 
la una de 1140 metros y la otra de 0-25 metros, acompañando en 
eje informe un plano demostrativa de sus afirmaciones, 

Qup en el informe in roce que corre de fojn 154 a foja 15G 
(segundo cuerpo) Uparte demandada suscita el incidente de qne 
el trazado actual de la linea férrea en cuestión no está de acuer- 
do con la solicitud y plano presentado al senado nacional íirma- 
do por Woodgate, que al efecto acompaña á foja 277, de en yus 
antecedentes resulta que la empresa constructora había Heredo 
su línea férrea por una trayectoria distinta de la que se le ha- 
bía acordado en su concesión, y con ese motivo pasa por puntos 
diversos á aquellos por donde debía asentar tas rieres; que esta 
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resoluciun de la empresa á la par que ilegal é injusta, perjudica 
¡i s ti propiedad, y en consecuencia pide la nulidad de todo lo 
ya actuado, y que se obligue ¿ ta empresa á que se lleve esa lí- 
nea por donde fe marca la concesión uturgada por el Honorable 
^ongrgso, y entónce* recím corres pendería la iniciación de) jui- 
cio de expropiación áqneía misma quiere Ik vario; que tam- 
bién l¡i referida empresa denunció erróneamente una parte de 
terreno del demandado que se proponía expropiar, y que e l 
juicio se continuase por medio de audiencias verbales. 

Que en la audiencia de foja 268 á foja 270 (tercer cuerpo), el 
demandado expresa que la demanda que inicio la empresa del 
ferrocarril solicitando la expropiación del terreno de San Urba- 
no, del cual aquella ae había apropiado sin llenar formalidad 
l^gal alguna, le ocasionó con esto perjuicios de consideración, 
como el fraccionamiento del campo dividiéndolo con terraplenes 
de más de tres metros de elevación, dejando segregadas más de 
1000 varas de frente s^bre el arroyo Pavón y destruido el esta- 
b leí- 1 mié nto de cabana de ovejas linas que allí tenía instalado. 

Que el proceder de la empresa le impidió el pleno ejercicio 
riel derecho de propiedad, hartándose imposibleel cumplimiento 
de un contrato de venta que él había contraído por el mismo 
campo «San Urbano * ; qut< unu de los fundamentos que sirve 
de guía en esta contienda, es la trayectoria propuesta por los 
señor W. Woodgate y compañía, sancionada por el Honorable 
Congreso, y que textualmente dice: « que arrancando de nn pun- 
to en la prolongación al Pergamino del Ferrocarril Central Ar- 
gentino pase por Carmen del Sauce, y tenga por fin las inme- 
diaciones del Rosario, y que con tal motivóse traigan á la vista 
el proyecto original del primitivo concesionario que existe en la 
ííonorable Camarade Diputados déla Nación ». 

Que en la audiencia celebrada de foja 283 á foja 285, el juz- 
gado abre la causa á prueba p ira la aclaración de los siguientes 
puntos : 

t. LIIJ y 
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1° Si e! trazado del Ferrocarril Central Argentino, prolonga- 
ción «leí Pergamino, pasando por Carmen del Sauce y con "lu- 
yendo en las inmediaciones de la ciudad del Rosario, es confor- 
me á la ley número 2394, fecha C de Noviembre de 1888; 

Si dicho trazado del ferrocarril pasa por terrenos del se- 
ñor Rueda, y cuánta extensión del mismo le toma la traza de ta 
líne^. 

Que el demandado ofrecí- como prueba, el plano oficial, lo> 
peritajes de los señores Pnsaoy Ruede, y la ampliación del área 
pedida en expropiación contenida en los escritor de foja 166 del 
cuerpo de autos y del auto que la aceptaba, corriente ¡i foja 177 
del mismo; que aceptaba el hecho de que el precio ofrecido pri- 
vadamente por la empresa por toda indemnización, fui de 5000 
pesos oro, y no el de A ó 5000 de la misma moneda. 

Que en !a audiencia siguiente, de foja 286 á foja 200. e- lebra- 
da á los efectos indicados en la audiencia anterior, la parte del 
(lemán dan te manifiesta que el área del campo expropiado estaba 
determinada en el escrito de demanda y en el acuerdo de las 
partes, según se reliereen el auto de foja 76 del primer euerpo. 
y proponía al efecto al ingeniero don Male dm Granan s que los 
puntos que solicitaba sobre que dictaminasen los patitos, fue- 
ran : I o si la línea que motiva este juicio -stú ú n construid ;■ 
por la trayectoria que determinan los planos oticiales; y 2" si 
esa línea corta ó no la propiedad del doctor Hueda en el lugar 
y forma que hsos planos indinan. 

Que como parte de prueba presentaba un plauo catastral li- 
tografiado, en el que se justifica que es t i distrito y no el pue- 
blo él que lleva el nombre de Cánnen del Sauce, y que es á 
ta aldea, cabeza de ese distrito, á la que se le llama «Sauce»; 
que asimismo, como corroborante de esta prueba, pide que 
dirija oticio a! jefe político del departamento Rosario, á fin de 
que informe sobre el perímetro que abarca el pueblo del Sauce 
y si existe distrito rural que lleve el mismo nombre, el que se 
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expide de foja 316 4 foja 318 con la ilustración y plano del en- 
cargado de la ebtadítica. dictaminando que el ptteblo del tSaa- 
ee»está situado en el distrito c Carmen del Sauce i, y tiene 
según el plano catastral una superficie de i .260.000 varas cua- 
dradas ó sean 1 083.600 metros cuadrados, y según datos del 
censo de la provincia, en el año 1887, tenía la colonia del Sauce 
2167 cetáreas y linda por el norte y sud, con el campo de Vir- 
ginia de Florea y por el oeste, con campos d. L. Hernández y 
J. Puig Subirá. 

Que la parte demandada se- opone al informe de los peritos, 
según lo manifiesta la parte actora ; que ofrece romo prueba la 
declaración de los testigos don Sebastian Fontanarrosa. Santia- 
go Agosti, Vicente Maranzan, Feliciano García, JoséPcnv, Su- 
birá, Gaspar García y Juan Ferreyra, vecinos de Carmen del 
Sauce, como también á los señores José Carreras, Pedro Za- 
bulla, Guillermo Martín, Marcelino Campana, Plácido Rniz 
(hijo; y Eugenio Martin, cuyas declaraciones están ya relacio- 
nada*. 

Que los peritos agrimensores Pus&o y Rueda determinen 
grálicamente en sus respectivos planos, le fracción hesitaría 
que corresponde á la heredera doña Rosa Palacios de Rueda con 
arreglo á la escritura pública existente en autos; la extensión 
del frente que da sobre el arroyo de Favon de cada una .!•• las 
dos partes en que la vía férrea ha dividido dioha área ; que ade- 
más de los puntos indicados, los peritos informen sobre si en los 
planos aprobados por el gobierno para el trazado del ff-rrocarril 
en cuestión, consta gráficamente el pueblo * Cármendel Sauce» 
conm está indicado en el plano y petidon primitiva del señor 
Wnodgate, prueba ya relacionada anteriorni<nte. 

Que de foja 321 á foja 335 corre el informe del perito de la 
parte del ferrocarril, de cuyo dtetémen se desprende : Que el 
trazado actual del ferrocarril está conforme con la ley número 
2324, fecha 6 de Noviembre de 1888; que en lo relativo ú la 
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extensión de terreno que la vía del ferrocarr*tom*~al doctor 
Rueda, se determinó, con acuerdo de ambas partes^fciobacion 
del juzgado, que esa «tensión es de 54.143 metroTlO centí- 
metros cuadrados; que asimismo, el trazado del ferrocarril en 
Itis puutos en cuestión está conforme á la concesión Woodgate. 
por la ley del congreso ya mencionada j que por las investiga- 
ciones hechas purél y las mensuras verificadas en las curvas y 
los ángulos que forman las diferentes propiedades, encontró que 
U línea está construida por la trayectoria que informan los pla- 
nos unciales, cortando la propiedad del doctor Rueda en el lugar 
v forma que indican esos mismo* planos; que en el plano apro- 
bado por el gobierno, no está ubicada la posición del pueblo del 
líjarinén del Sauce », por no admitirlo la escala grande de este 
plano ; que el preseotado por el primitivo concesionario señor 
Woudgate, es t upia de una parte del mapa de la provincia U 
Sama Vé de la escala chica de 1:400.000, en cuya copia está 
marcado el ferrocarril en cuestión, para demostrar su posición 
relativa á las otras vías férreas ya construidas 6 en eonstruc- 
( itm, y el mismo concesionario en su petición hecha ante el Con* 
-reso, no hace ninguna referencia al pueblo * Cármen del Sao- 
ce>; qi - el ferrocarril en cuestionan la época que informa 
(1895). hacia de cuatro X cinco años que se había construido; 
que la extensión del pueblo del Sauce mide 4 cuadras de norte 
á sud por a de oeste á este, existiendo el distrito rural denomi- 
nado «Cármen del Saure > ¡ que la extensión ene! espacio com- 
prendido entre la estación Acebal y el principio del pueblo del 
Sauce, es de 1925 metro,, ó sean 14 cuadras y 80 centímetros 
de cuadra. 

Que de fojas 336 á 344 corre el plano é informe presentado 
por el perito de la parte demandada, expresándose en él que el 
trazado del Ferrocarril Central Argentino, según lo expresa la 
concesión otorgada por el Congreso, no está conforme con la ley 
número 4394 del 6 de Noviembre de 1888, y para cuya compro- 



DÉ JUSTICIA tlACtOflAL 



hacton se refiere al plano adjunto; qne para la resolución de 
esta cuestión, el ptrito tuvo en vista los antecedentes de las ofi- 
eiuas respectivas ; qu<- en este mismo informe se establece : qne 
el ^razado del ferrocarril atraviesa loa terrenos del doorn Rue- 
da, como lo comprueban tos planos de los agrimensores Pussj j 
Huela, de cuyos datras se ha valido el ei ponente al responder á 
esta cuestión. 

Que basado en los informes de los mismos agrimensores, oree 
que la extensión que la trata de la línea toma al doctor Rueda, 
es, con diferencias insustanciales, de 54.110 metros euadrados; 
queesnatural suponer queia actual traía está ejecutada de acuer- 
do con loa planos aprobados, porque es costumbre qn* 1 después 
de construida una línea férrea aprobada por el gobierno, y an- 
tes de entregarse al servicio público, se revise en toda su ex- 
tensión por inspectores técnicos del Departamento de obras pú- 
blicas. 

Que en lo relativo á »i la línea corta ó nn ta propiedad dei 
doctor Rueda en el Ingar y f maque esos planos determinan se 
remite & lo dicho por los señores Pusso y Rueda; que en los 
planos presentarlos por la empresa y aprobados p<ir el gobierno 
nacional, no exUte punto «iLjuno con el nombre 'Carmen del 
Sauce», ni como estación, ni como punto preciso prói.ruo A la 
línea que debía construirse segtm esos planos. 

Que a" una altura, más órnenos, pero en dirección distinta, 
donde el plano de Wuodgate, tignra urálicamente diseñada y es- 
crita la estación t Acebal », que en cnanto al tiempo que hace 
está construida la linea, teniendo la concesión de la construcción 
de la vía un plaío determinado desde el 22 de Octubre de 1889, 
suponía que ella .se llevase á efecto inmediatamente después de 
esa fecha. 

Que el perímetro del pueblo Cármen del Sanee está com- 
puesto de 259 metros 80 centímetros de frente al sud, por 389 
metros 70 centímetros de fondo al norte; que no existe distrito 
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rural con el nombre de * Cárnico del Sauce », que en el distrito 
del « Sauce > se eiicuentm el pueblo < Carinen del Sauce > . que es 
precisamente el que be menciona un los [danos de^oodgate, 
corroborando esta a urinación los antecedentes de la fundación 
del pueblo, distribución de solares, escrituras de venta, etc. 

Ampliado * ste informe en la audien< ¡a celebrada a foja 358, 
el mismo perito declara que la traía del ferrocarril no está de 
acuerdo cun la ley que la actmló, porque no pasa por Carinen 
del Sauce ; que la linea del ferrocarril atraviesa en ambos ca- 
sos, terrenos del doctor Rueda, mas según la traza Je esa ley, 
atravesaría mayor cantidad de terreno ; que el ferrocarril cons- 
truido, que atraviesa los terrenos del doctor Rueda, está de 
acuerdo con 



Considerando en cuanto á la competencia Je este juzgado 
que es indiscutible pertenece esta causa al conocimiento déla 
justicia federal, por estar regida por una ley especial del Con- 
greso, como es la número 2394 y la ley general de expropiación 
de Setiembre 13 de 1806. 



II 

Y considerando : t« Que aun cuando este procesóse ba ini- 
ciado con diligencias para expropiar un terrenodel doctor Rue- 
da, sin embargo, con motivo del incidente de nulidad formula- 
do por el doctor Rueda á foja 154 del 2" cuerpo de autos, sobre 
el punto de saber y decidir si la línea del ferrocarril tiene 6 
no la dirección autorizada por el soberano congreso; se ha con- 
vertido esta cuestión incidental, por su importancia, en prin- 
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upal, correspondiendo por tal concepto su preferente resolu- 
ción. 

2" Que la base y fuente del derecho de la empresa construc- 
tora de La línea para expropiar los terrenos necesarios, así como 
!u obligación correlativa de lo* propietarios para permitir la ex- 
propiación del lujjar legalmente destinado para vía y estaciones, 
nace de la ley dei oncesion de Noviembre 6 de 1888, número 



232i, por la cual la nación concede á los señores Walttr Wood- 
gate y r ompañfa, la construcción y explotación de una vía férrea 
de trocha de un metro seiscientos setenU y seis milímetros, que 
arrancando di un punto en la prolongación al Pergamino de) 
Ferrocarril Central Argentino pase pu. f árnun del Sanee y ten- 
ga bu fin en las inmediaciones de la ciudad del Rosario, empal- 
mando en la vía principa) del mismn Ferrocarril Central Argen- 
tino, y teniendo una extinción máxima de 72 kilómetros. 

3 o Que la primera cuestión que presenta el artículo primero 
de la citada ley, y es el transcripto, versa sobre el nombre de 
Cármen del Sauce. ¿ Qué es Cármen del *au«v? ¿un pueblo, vi- 
lla, aldea ó es un distrito rur.J ? 

Kl doctor Kueda sostiene que el pueblo se llama así, mientras 
que el representante del ferrocarril alega que el distrito rural es 
eOnocido con ese nombre y el pueblo cabeza del distrito se deno- 
mina simplemente < Sauce », 

Cuestión tan importante no puede decidirse justicieramente 
sitió por antecedentes legales ó documentos oficiales, y no por 
deposición de testigos, Según la ley provincial de Jalio 30 de 
187ft, declárala « terrenos de pan llevar en el pueblo de Cár- 
men del Sauce » departamento del Rosario, los comprendidos 
dentro del Tadio de una legua y media á los rumbos Norte, 
le, Oeste y Sud, hasta dar con el arrojo del Sauce, partiendo 
"le la plaza principal de dicho pueblo. 

Según esta ley, el distrito rural y el pueblo, eran conocidos 
con el mismo nombre; un ferrocarril c*n Ce d ido para que pase por 
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«Carmen del Sauce ■ (sí a determinar que sea eJ pueblo), ¿cum- 
ple la condición de la ley si pasa por « terrenos de pan llevar » 
de Cármen del Sauce? Indudablemente que si, no existiendo he- 
chos ó pruebas que demuestren !•> contrario. Es de advertir que 
la circunferencia de los < terrenos de pan llevar » formada por 
un radio de una y media legua, hace una superficie aproximada 
de nueve leguas cuadradas, que es la superficie asignada ac- 
tualmente en los mapas al distrito «Cármen del Sauce». En el 
plano de la provincia de Santa Fé levantado por Chapeauroug'- 
en 1883, el pueblo del partido Carmen del Sauce figura con el 
nombre de Sauce, Igual denominación tiene en el primer plano 
catastral del departamento del Rosario levantado por el inge- 
niero Ducbesnois, por comisión oticial y publicado antes de 1888. 

En todos los planos y en todas las referencias del censo de la 
provincia de Santa Fe, publicados en 1888, figura «Cármen del 
Sauce » como distrito del departamento del Rosario, y • Sauce * 
es el nombre que tiene el pu* blo. 

El doí tur Carrasco, autor del renso, se expresa en estos térmi- 
ii Da en la página 6tí de la Sinopsis administrativa, al referirse 
á tos limites de los distritos: «Hasta 1887, la provincia carecía 
de una división administrativa teyalúe los disl ritos de cada uuo 
de sus departamentos. Estos estaban claramente determinados 
porlaleyde 1883, pero en cuantos la subdivisión de los de- 
partamentos, sólo existía una costumbre que hacía se cono- 
cieran ciertos parajes como pertenecientes a un distrito cual- 
quiera, ó lo que es peor, no había dato alguno para conocer 
cuál era la superficie de territorio a que se debía dar el nom- 
bre de un distrito determinado. Fué para obviar esta dificul- 
tad, que hacía imposible la buena prosecución déla obra del 
censo, que el director y comisario general, después de un viaje 
de siete meses por lodo el territorio, presentó al Exmo. Gobierno 
un proyecto de división administrativa de la provincia en 107 
distritos. 
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Ese proyecto, después de examinado y aprobado por el Depar- 
tamento Topográfico, fué sancionado por el í'oder Ejecutivo, 
quedando los distritos comprendidos dentro de los siguientes lí- 
mites, teniendo por base para (odas las designaciones al plano 
de ta provincia publicado por el citado Departamento en 1886, 
que, corregido por el director del censo y publicado en 1889, 
acompaña á la obra del censo. 

A foja 71 de U misma obra iigura el * distrito Carmen del 
Sauce » con los siguiente» límites : al norte, Jos distritos Saladi- 
llo Sur y Cerrillo; al este, los distritos Monte Flores y Pavón 
Norte; al and, el arroyo del Sauce, y al oeste el límite del de- 
partamento del Rosario. 

Estos son los límites con que «gura el distrito Carmen del 
Sauce, en el informe y croquis da foja 316] en el plano del de- 
partamento del Resano, existente en secretaría y presentado 
como prueba por la parte del ferrocarril, y con ese nombre y 
límites figura en todos los planos de escala mayor publicados 
con posterioridad á 1888. 

Los antecedentes legales á que se refiere el autor del censo 
para designar á los distritos con su ver luden» mimbre, es el 
-lee reto del Poder Ejecutivo de la provincia, fe,: ha 12 d e Julio 
de 1887. En este decretóse denomina al distrito Cárrnen del 
Sauce y le da por límites, al norte, Saladillo Sur y Cerrillos; 
al este, los distritos Monte Flores y Pavón norte ; y al sur, Arro- 
yo del Sauce, y al oeste el límite del departamento. 

Después de citados y expuestos los elementos de ilustra- 1 ■ - ■ i 
que sirven para producir en el ánimo la convicción de que Car- 
men del Sauce es el distrito rural y Sauce el pueblo, así con- 
signados en Lodos los documentos oficiales tenidos en vista, re- 
pítese la pregunta: ¿un ferrocarril autorizado á construir pura 
que pase por Carmen del Sauce, cumple la ley el constructor 
haciendo pasar la línea a 1700 metros del centro urbano? 
Ciertamente sí. Es de notar que el señor Rueda no ha pru- 
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duoido prueba más eficaz y conveniente, que la citada más arri- 
ba, para demostrar loa términos inversos, es decir, que 
Cárinen del Sanee es el pueblo y Sauce simplemente el distrito 
rural de terrenas de pan llevar. 

4 o Que no haciéndose referencia alguna al plano de foja 279, 
tomo 3 o , en la solicitud de Woodgate at congreso, ni en la ley 
número 2394, ese plano no tiene mérito legal alguno, ni en fa- 
vor ni en contra de la empresa del Ferrocarril Cení ral Argentino 
udquirente de la concesión otorgada & Woodgate, 

La empresa cesionari;i sólo esté obligada A cumplir y res- 
pitar las condiciones impuestas en la !ey de concesión, ni más ni 
menos, nada tiene que hacer &>n un plano no mencionado en la 
solicitud de Woodgat. ni en la ley: la firma particular de 
Woodgate qu^ tiene el croquis, no le da carácter oficial ui 
legal el hecho de encontrarse en el senado nacional sin que 
aparezca se Laya tomado en consideración por el Honorable 
Congreso y t I vez se ha agregado á la solicitud para mera ilus- 
tración de la comisión respectiva. 

Woodgate trasmitió la finresion al Ferrocarril Central Ar- 
gentino, adquirido de acuerdo con la ley número 2394, esta es 
la base y fuente de loa derechos y obligaciones del concesiona- 
rio, como igualmente del adquirente que sustituye á aquél. 

Nadie puede obligar á Woodgate, ni á la empresa á hacer al- 
guna cosa ¿restringir su libertad sin haberse constituido un 
derecho especial al efecto (art. 910, Cód, C¡\\). 

Aplicando este principio al caso presente, tenemos: nadie 
puede exigir al Ferrocarril Central Argentino construya bu lí- 
nea según un croquis que no se menciona en ninguna parte... 

El artículo 4" de la eitada ley dice: los estudios, planos y 
especificaciones, se presentarán por los concesionario» i la apro- 
bación dei Poder Ejecutivo dentro de un año de sancionada la 
presente ley , y la linea deberá quedar terminada para ser dada al 
servicio público, dentro de tres años de la aprobación de aquéllos. 
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De manera que, seguu la disposición transcripta, los planos 
legales que deben marcar el t rasad o de la línea férrea son los 
que apruebe el Poder Ejecutivo, cualquier otro plano, sea 6 no 
firmado por el concesionario í la empresa, es de ningún valoren 
este juicio. 

En el artículo 3' de la citada ley, establece claramente esta 
conclusión deducida del artículo 2", así dice ; que en el pliego 
ile condiciones ijue dicte el PodeT Ejecutivo, establecerá la traza 
del camino, sus perfiles y disposiciones, número y clase de las 
estaciones, obras de arte y demás accesorio^. 

Está reconocido p<»r los peritos de ambas partes (de fojas 331 
á 337, 3* cuerpo), la línea está trazada de acuerdo con el plano 
oficial presentado como prueba en eatos autos por e! Ferrocarril 
Central Argentino y que es copia exacta del que se encuentra 
archivado en la Dirección de Ferrocarriles. Si esos planos es- 
tán aprobados por el I'oder Ejecutivo, ta línea trazada con ellas 
es la legal y la aprobación de la autoridad administrativa al 
respecto í*s soberana y concluyente. 

Por decreto del Poder Ejecutivo, facha Agosto 9 de 1889, 
inserto en la página 195 del tomo 2 o del Registro Nacional de 
ese año, apruébanse loa planos presentados por los señores 
Walter Woodgate y compañía de la planimetría y perfil de la 
línea férrea que arrancando de un punto de la del ferrocarril 
Central Argentino á inmediaciones de la ciudad del Rosario, 
entre los kilómetros 475, termine empalmando con la línea del 
mismo ferrocarril á Pergamino en la estación Peyrano. 

En Octubre 22 del mismo año está otro decreto del Poder 
Ejecutivo aprobando la planimetría general y perfil longitudi- 
nal de la misma línea (véase página 677 del mismo Reg. Nac). 

Con la aprobación de los plano , planimetría y perfiles de la 
línea, y estando ésta construida de acuerdo con esos planos y 
perfiles, queda legalizada la actual traza, de conformidad con 
los artículos 2' y 3 de la ley número 3294. 
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Ed vista de estos antecedentes legales, ¿quién podrá soste- 
ner juiciosamente que la línea debe seguir la trayectoria de un 
croquis privado firmado por Woodgatt (al cual no hay referen- 
cia alguna en la primitiva solicitud, en la ley respectiva, en los 
decretos del PodeT Ejecutivo, ni en documento alguno,) no por 
los planos y perfiles aprobados por el Poder Ejecutivo? 

El argumento del doctor Rueda, de que la línea férrea debió 
ser recta partiendo desde el Rosario á un punto del ferrocarril 
ul Pergamino, no tiene consistencia, porque la ley no expresa 
que sea recta ni prohioe que y - hagan curvas, sino que la ligu- 
ra de la línea queda sometida por voluntad del legisladora 
la decisión soberana del Poder Ejecutivo, que aprobará los 
planos, 

Por el informe de los peritos y la inspección ocular se ha 
comprobado que las curvas en la estación Alvarez y Santa Te* 
rosa están de acuerdo »ion los planos oficiales aprobado» , luen<> 
esas curvas astán legalmente trazadas en el terreno, y los pro- 
pietarios de tierras no tienen derecho á oponerse ¡i que se hagan 
curva- autorizadas por el Poder Ejecutivo en los ferrocarriles, 
porque nadie tiene derecho á tergiversar disposiciones de órden 
público, dictadas por autoridad competente. 

Si con las curvas ^e perjudica más a un propietario, será 
causa de mayor indemnización, pero no motivo para protestar 
contra el trazado de la línea aprobada por el Poder Ejecutivo. 

El artículo 4° de la ley referida dispone: < Declárese de utili- 
dad pública la ocupación de los terrenos de propiedad fiscal ó 
particular, necesario» parala vía, estaciones, talleras, depósi- 
tos, etc., según los planos que apruebe el Poder Ejecutivo y 
autorízase á ios concesionarios para gestionar la expropiación 
de ellos, á su costa, con sujeción a la ley de Setiembre 13 de 
1K66. * 

La transcripción de este artículo de la ley, resuelve la deba- 
tida cuestión a que se refiere este considerando. La expropia- 
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eiou de los terrenos está autorizada para las propiedades que 
se rán ocupadas según los planos aprobados por el Poder Ejecu- 
tivo, no según el croquis firmado por Woodgate. De modo que 
si el ferrocarril hubiera sido construido en Línea recta de acuer- 
do con el mencionado croquis, habría riolada la ley numero 
239 í, porque ésta dispone expresamente sea de acuerdo con los 
planos aprobados por decreto de Agosto 9 y Octubre 22 de 1899. 
y en tal caso habría tenido razón el doctor Rueda para gesfcio- 
n¡ir Ja reivindicaciou de los terrenos ocupados por la vía, por- 
que oo son los terrenos determinados en el croquis Jos autori- 
zados despropiar, sitió los señalados en los pin nos oficiales que 
se lian presentado al juzgado. 

La "apropiación iniciada por el Ferrocarril Central Ar. entino 
de lastímenos del doctor Rueda ocupados por la vía, de acuerdo 
con los planos aprobados por "I Poder Ejecutivo, está igualmen- 
te conforme á Jo estatuido en el artículo 3 n de la ley de expro- 
piación de Setiembre 13 de 1866, que dice ; « esta declaración 
su hará siempre con referencia álos planos desmolióos % infor- 
me? profesionales ií otros datos necesario* para determinar con 
exactitud la cosa que ha de ewfjm^iarse ». El croquis de Wücd- 
gate no reúne ninguna de las exigencias de eata ley, no es 
un pLuo descriptivo, siuó un croquis imperfecto, no está acom 
panado de informe profi siunal que áél se refiera, t ni determina 
con exactitud tas propiedades particulares que han de expro- 
piarse *, mientras que los planos oficiales reúnen todos Jos re* 
quisitus y circunstancias exigidas por la ley arriba expresada, 
razón poi la cual fueron aprobados por el Poder Ejecutivo. 

Por estas consideraciones: no *e hace Ingar á lo solicitado 
por el doctor Jiueda á foja 154 (2 o cuerpo), declarándose en 
consecuencia que los terrem-s por donde pasa el ferrocarril ex- 
presado están sujetos ú expropiación, do acuerdo con la ley nú- 
mero 239 1, 
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Y considurandij en cuanto al juicio de expropiación : 1 Ü Que 
según consta en lus escritos de fojas 172 y 176, confien en ¡i tu- 
bas partes que la superficie determinada a expropiación es de 
54.123 metros 50 centímetros cuadrados, área de mayor exten- 
sión que ta expresada en el escrito de foja 4 del Ferrocarril 

Contral Argentino. 

2* Que ha dem-strado acabadamente que la línea férrea cor- 
ta ti ramio del doctor ttueda en un extremo, separando un trian- 
gulo de 494 nievros cuadrados con frente al Arroyo Pavón, 
del reato dv la estancia «San Urbano ». Así lo demuestran 
los planos presentados y el informe del ingeniero a foja 160 
vuelta. Es de notar según declaraciones de testigos y el resul- 
tado de la inspección ocular, que este triángulo está separado del 
remanente del campo por un terraplén y desm-mte de dos ó tres 
metros de relieve, en una extensión de 700 metros mas 6 menos. 
El terreno es de buena elase para pastoreo y de la misma cali- 
dad que el que en mayor extensión conserva el doctor Rueda con 
frwite al Arroyo Pavón. 

'S° Que la expropiación para ferrocarriles, aunque es necesa- 
ria para el bien público, es sin embargo odiosa y en caso de 
avalúo de la propiedad, como de los perjuicios resultantes, en 
raso de duda deb< estarse siempre en favor del expropiado. Así 
ha resuelto la Suprema Corte en Iasérie2", tomo 6°, página 254; 
y con mayor raxon en este caso, porque el doctor Rueda no lia 
recibido los beneticios de una estación próxima n su campo, y 
también debe tenerse en cuenta que en !a época en que se au- 
torizó la expropiación la propiedad territorial tenía valor mayor 
que en U actualidad y el precio de la indemnización debe ser 
el que tenía en el tiempo inmediato anterior á la construc- 
ción de la línea. La oferta extrajudicial de 5000 pesos oro se- 
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liado, por toda indem ni ¿ación, que hay fundado motivo para 
presumir sea cierta, es una base equitativa para apreciar la in- 
demnización yoscon poca diferencia la calculada por el perito 
tercero señor Ortiz, 

4" Que en los perjuicios obligado* & indemnizar al expropiado, 
sólo se comprenden los que fueren consecuencia forzosa, inme- 
diata y necesaria de la expropiación, y no los que el propietario 
alega ha sufrido por acción indirecta en sus otros bienes. Apli- 
cando esta regla establecida en el artículo 16 de la ley general 
de expropiación, debe indemnizar el ferrocarril al doctor Rueda 
el valor del terreno ocupado por la ría y el perjuicio sufrido por 
el fraccionamiento de su propiedad, pero no el perjuicio hipoté- 
tico de haber reducido la cría de ovejas finas ni el deterioro de 
los galpones que se encuentran á algunos centenares de metros 
de la vía, ni tampoco por el hecho de que el buen arrendatario 
señor Hamond abandone el campo. Aun en la hipótesis que su- 
friera estos perjuicios el doctor Rueda, no está obligadoel ferro- 
carril á iudemniiarle, porgue uo son consecuencia forzosa de la 
expropiación. Respecto del valor de lo* ganados que el tren inu- 
tilizaba con su trálico no puede el juez pronunciarse en este ca- 
so, porque es materia de otro juicio en cada eas<» concreto que 
sucediera. En cnanto á la clase de postes empleados en el alam- 
brado de la vía y el número de hilos que tiene la cerca que atra- 
viesa la propiedad del doctor Rueda, tampoco corresponde al 
juzgado decidir ¿i aquellos deben ser de madera dura en vez de 
palma, y que tenga el alambre siete ó más hilos en lugar de 
seis, porque es materia ajena á la cuestión que se ventila, y 
más bien del resorte de la Dirección de Ferrocarriles, 

Por estas consideraciones, fallo delictivamente en esta sata 
de audiencia : condenando á la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino pague a) doctor Pedro Rueda, en el término de ter- 
cero día, ta cantidad que resulte árazon de seis centavos moneda 
nacional de curáo legal, por cada metro cuadrado, sobre54.123 
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metros 40 centímetros cuadrados, que es «1 terreno destinado 
para la vía y pasa á ser de exclusiva propiedad de dicho ferro- 
carril desde el día que se verifique el pago. 

Por perjuicios ocasionados por fraccionamiento del terreno á 
que se refiere el consideran ^ 2 o del capítulo 3 9 . pagará en el 
mismo término la cantidad que resu'.te á razón de 3 centavos pnr 
cada metro cuadrado sobre 498004 metros cuadi dos. Ademán, 
abonará en el mismo plaso el interés de 8 ' o anual sobre la suma 
que 1 1 ^ulte de diferencia entre la cantidad consignada j la qui- 
se manda pagar por sentencia ; y las rostas de esta causa, basta 
foja 154 del segundo cuerpo de autos, con exclusión de los hono- 
rarios del abogado. Las demás costas son á rar^o de cada parte 
en el órden causado. Xotifíqnese con el origina! y repóngase. 

Daniel Goytia, 



FmIIo df la Jíupreow Cor** 

llu.-n.vs Aires, Noviembre 37 úf 188?. 

Vistos y considerando : ¡'rimero : Que la sentencia de prime- 
ra instancia al molm cuestiones .obre la competencia y 
traza de la vía del ferrocarril se ajusta á las disposiciones le- 
gales pertinentes^ constancias de autos, loque se demuestra 
p..r los fundamentos de dicha sentencia. 

Segundo : Que la juáticía de la resolución al fijar el p' ció de 
seis centavos por metro cuadrado del terreno que se expropia, 
re>ulta igualmente del mérito de autos, no pudiéndose poner en 
cuestión dentro de los límites de lo discutible si ese terreno va- 
le sólo un centavo, más 6 menos, por metro a los efectos del jui- 
cio, pues que el apropiante mismo ha ofrecido tres centavos. 
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Tercero: Que el derecho del doctor Rueda para ser indemni- 
zado del daño causado por fraccionamiento es también induda- 
dable, porque el plano de foja oto cincuenta y tres y el dic- 
táinen uniforme de los peritos prueba la existencia del perjuicio 
y porque con tal antecedente el articulo diez y seis de la ley de 
la materia ordena la indemnizan on. 

Cuarto; Que el precio asignado á la tierra comprendida eu 
el triángulo que como fracción menor (¡gura en el expresado 
plano, á los Unes H e I» indemnización por fraccionamiento, de- 
be considerarse excesivo, tanto en virtud de que esa tierra puede 
üuntiuuar aprovechada en beneficio dd propietario como eu mé- 
rito de precedentes establecidos por esta Suprema Corte en ca- 
so* análogos, podiendo citarse, entre otros, el fallo recaído eu la 
causa seguida por el Ferrocarril del Sud contra el doctor Cami- 
nos Ai éralo, sobre expropiación en las inmediaciones de Lobos, 
en el que, tratándose de tierras de mayor valor que las del pre- 
sente juicio y de un fraccionamiento en forma más perjudicial, 
sólo se ha lijado como precio ñe la tierra depreciada por id frac- 
cionamiento el precio de dos centavos por metro cuadrado, por 
resolución de esta Suprema Curte recientemente citada, corres- 
pondiendo así hacer para el caso una estimación menor por ca- 
da medida del terreno fraccionado. 

tjutnfo; Que con arralo a la jurisprudencia constante, las 
< os tas á que se refiere el articulo diez y ocho de la ley de expro- 
piación no comprende los honorarios de apoderado. 

Sexto : Que la condenación ¡i costas, pedida contra la parte 
de Rueda por el ferrocarril con motivo de la cuestión sobre la 
trayectoria de la vía, no tiene suficiente fundamento, pues que 
la actitud del citado doctor Rueda no puede calificarse de teme- 
raria ó manifiestamente injusta. 

Por estos fundamentos, se resuelve que el ferrocarril pague 
al doctor Rueda, por indemnizac ión motivada por fracciona- 
miento, míi centavo moneda nacional pnr metro cuadrado de la 

T. t.Stl n 
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tierra comprendida en el triángulo á que se refiere el conside- 
rando cuarto del presente fallo, y declarándole que no son á 
cargo de la parte del ferrocarril los honorarios del expropiado, 
y que los intereses á abonar entrr la diferencia de la suma con- 
signada y de la que se manda pagar, se lian de liquidar con 
arreglo á la tasa de los que cobra el Banco déla Nación Argen- 
tina en sus descuentos, se confirma la sentencia apelada de foja 
trescientos setenta y einco(tercer cuerpo) en lo demás que con- 
tiene. Repuestos los sellos, devuélvanse, podiendo notiti- arse 
con v\ original. 

BESJAMN PAZ. — OCTAVIO BUSCE. 
— JUAN E. TOKUEVf, — ABEL 
BAZAS (en disidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos; Resulta: Que el terreno que *e trata de expropiar 
es una extensión de cincuenta y cuatro mil ciento veintitrés me- 
tros cuarenta centímetro-* cuadrados, perteneciente á tu ütan- 
cia ■ San Urbano », del doctor Pedro Rueda, y que ha tomado la 
empresa del Ferrocarril Central Argentino, para la línea del 
ramal que ha construido de la estación « Peyrano • á la ciudad 
del Rosario, línea que atravesando el campo del doctor Buedu 
por uno desús ángulos, separa del cuerpo principal de la estan- 
cia una extensión de forma triangular de cuatrocientos noventa 
y ocho mil ciento noventa y cuatro met ros cuadrados. 

Que la empresa, haciendo la consignación de la cuutidad que 
le parecía deber pagaT por el terreno, á raion de tres centavos 
moneda nacional de curso legal por el metro cuadrado, y de la 
suma de seiscientos pesos de la misma moneda por danos y per- 
juicios pidió y obtuvo del juzgado que se regularizare, median- 
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te esa consignación la ocuparon que ya tenía hecha del terre- 
no rjue tomaba la vía, según se fe por la demanda de foja cua- 
tro y auto de foja seis (primer cuerpo). 

Que citadas las partes para el nombramiento de peritos ava- 
luadores, por n*> estar conforme el doctor Rueda, con laconsig- 
nadan hecha, cada una de ellas nombró, eti la audiencia de fo- 
ja veintinueve, su respectivo perito, y por acuerdo de ambas 
partes el juez nombró también un perito tercero, recayendo 
este carguen don Emiüo Urtii, 

Que sustituidos Lis peritos primeramente nombrados por las 
partes con los señores Guillermo Robinson y Kanion Lucero, 
propuesto el primero por la empresa, y el segundo por el doctor 
Rueda, ambo< peritos y el tercero procedieron á desempeñar áu 
cometido, en los térmíuos de que instruyen sus respectiva* pe- 
ricias, de fojas ciento catorce, tiento diez y nueve y ciento vein- 
tiséis del segundo cuerpo de uutos. 

Que id perito Robinson, aludiendo á precios pagados en ven- 
tas hedías de que dice tener conocimiento, expresa, que el va- 
lor actual del terreno á expropiar no puede pasar de doscientos 
pesos moneda nacional d<> curso legal, por cuadra cuadrada, de 
diez y seis mil ochocientos setenta y cuatro metros cuadrados, 
ó sea casi uno y cuarto centavos por metro cuadrado, por lo que 
considera muy liberal y suficiente el precio ufrecidu y deposita- 
do por.'l ferrocarril, que es á razón de fres centavos por metro 
madrado, ó sea sobre la medida calculada la cantidad de mil 
f¡uinimtos menta y tres pesos con treinta centavos moneda na- 
cional d« curso legal. Agrega que. como i tidemníiaciou de per- 
juicios por fraccionamiento, debe pagar la empresa por valor 

pesos moneda de curso legal, ó sea la tercera parte de bu valor 
íntegro ú rajón de doscientos pesos de curso legal por cuadra 
cuadrada. En todo la suma de tres mil quinientos sesenta y 
tres pesos treinta centavos dernrso legal. 
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Que el perito Lucero, tomando como antecede Qte para hacer 
su pericia, el precio de cien petos oro se liad o por cuadra cuadra- 
da pagado por el ferrocarril al señor Felipe Hirc, por bu terreno 
situado eu la barranca arroyo del Sauce, lo que da á la legua el 
valor de ciento setenta mil pesos oro sellado, estima qne la em 
presa expropiante debo pagar al doctor Rueda la suma de irin- 
trsiete mif pesos oro sedado por el valor del terreno ocupado 
por la vía y daños y perjuicios, suma á que atienden ias si- 
guientes partidas que consigna en su informe : Wiíltte mi pe- 
sos, poi depreciación del campo causada por fraccionamiento é 
inutilización del terreno agregado por la vía ; f inco mil petos 
oro ftll inutilización y perjuicios causados en lo¡> -dilicios del 
rstabli cimiento, destinados para cabana; y, tinalmente, dosmtt 
aitntientos pesos oro por valor de cincuenta y cuatro mil ciento 
veintitrés metros cuarenta centímetros cuadrado* del campo 
expropiado. 

Que el p.-rit*> tercero, Urtiz. desptie- de estudiar detenida y 
circunstanciadamente, según dice, las opiniones y apreciaciones 
de los peritos Robinson y Lucero, y teniendo en cuenta la ins- 
pección ocular que ha practicado en el establecimiento y i am- 
po de San t i huno, opina que debe abonarse al doctor Rueda 
tm mil doscientos p*so* oro sellado por el 'erreno expropiado, 
y mil ochocientos pesos oro de i^ual moneda por el fraceiona- 
miento y perjuicios ocasionados, siendo éstos agrega, tan im- 
posibles como dilfeib i de constatar. 

Que producidas en to» términos expuestos las pericias men- 
cionadas, á solicitud de ta parle del doctor Rueda tuvo lugar la 
audiencia de que instruye el acta de foja ciento cincuenta y 
cuatro (segundo cuerpo) en la que prescindiendo la misma par- 
te por completo de la cuebtioii sobre avalúo del terreuo, y de 
mdemurzaaon de daños y perjuicios, v fundándose eu que la 
empresa del ferrocarril habla adoptado una diferente trayecto- 
ria para la construí ion de so línea, de la que tse le había acor- 
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dado en la concesión legislativa. perjudicando así injusta é ile- 
galraente la propiedad del demarcado, como dijo se demostraba 
por el plano y copia de la ley que presentaba en ese acto, pidió 
que so declarase la nulidad del juicio, y que ^e obligase ú la 
empresa llevar su línea donde le marcaba su conceeíon, sien- 
do entonces que proc-dería entrar al juicio de expropiación. 

Que tata petición, cuyo rechazo, con coatas, pidió á su vez 
la empresa demandante, se b:i sustanciado como incidente del 
juicio de expropiación, con lis mira Tosas actuaciones d- que 
instruyen Us autos d<-l segundo y U-rcer cuerpo de esta causa. 

Que la sentencio de foja tresci»nla> setenta y cinco, después 
de hacer un* extensa espoijcion de la prueba producida y de 
apreciar SU mérito, resuelve las cuestiones promovida^ en el 
juicio declarando : 

i'rimvm: Que es de la competencia del juzgado Meral el co~ 
n oí 1 i m i e uto de estn cansa 

Sénuntlo : Que los terrenos por dondi- pas.i el fer roen nal es- 
tán sujetos á expropiación, de acuerdo con la ley número dos mil 
trescientos noventa y cuatro, mi haciendo lugar, en conse- 
cuencia, á lo pedido á foja ciento cincuenta y cuatro {segundo 
cuerpo). 

fo rrero: Que la empresa debe pa^ar al doctor Rueda, en el 
término de tercero di», el terreno que toma la linea, ó sea la 
extensión de cintílenla 5 - nutro rail ciento veintitrés metros 
cuádra los á razm de seis centavo* moneda de curso legal por 
metro cuadrad.., y corno indemnización de perjuicios ocasiona- 
dos por fraccionamiento el precio do tres centavos moneda de 
curso legal, porcada metro cuadrado le la superficie del terre- 
no en forma triangular, que la línea separa del resto de la es- 
tancia, ó sea por la extensión de cuatrocientos noventa y ocho 
mil ciento noventa y cuatro metros cuadrados. 

Cuarto : Que la empresa abone en el tuisin» plazo el interés 
del ocho por l iento sobre la suma que resulte *de diferencia en- 
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tre la cantidad consignada y la nu- se manda pagar por sen- 
tencia. 

Quinto: Que pague igualmente la misma empresa las costas 
de esta causa hasta foja cientu cincuenta y cuat ro del segundo 
cuerpo, con exclusión de Jos honorarios del abogado, y que las 
demis costas son á cargo de « a i * parte en el órdeu cansado, 

Que esttt sentencia lia sido apelada por ambas partea ; la del 
ferrocarril limita su recurso á los puntos relativos al precio que 
se le manda pagar por el terreu > y por indemnización de per- 
juicios, como también á la exoneración de costas á la contraria 
por el incidente que promovió á foja ciento cincuenta y cuatro 
(segundo cuerpo) y al del pago á que se condena á la empresa 
de los honorarios de los procuradores contrarios; y la de! doc- 
tor Rueda, adhiriéndose a la apelación de la empresadice á fo- 



térmjnos en que lo ha hecho las cuestiones *«bre competencia 
del juzgado para conocer de esta causa y iobre el incidente 
promovido á foja l iento cincuenta y cuatro {segundo cuerpo), 
relativo al trazado de la vía, >e ha ajustado á los antecedentes 
tanto de hecho como de dererbo que eu ella se invocan, y que la 
justifican acabadamente. 

Que no puede decirse igual cosa en cuanto á loa puntos de la 
mihina sentencia que se reliereu al avalúo en seis y tres Cen- 
tavos que se hace en ella, por cada metro cuadrado de terreno, 
de los que ocnpa Ja ría y de los que ésta separa del resto de la 
propiedad del doctor Rueda, y á cuyo pago condena á la empre- 
sa; porque tales avaluaciones son extraordinariamente exagera- 
das, &egun resulta del mérito de los antecedentes que al res- 
pecto suministran los autos, y que el inferior no ha apreciado 
debidamente al establecer dichas avaluaciones. 



Que para demostrarlo basta observar que la misma parte del 




expropiado doctor Rueda) ha invocado como elemento de ilus- 
t ración en el presente juicio para la fijación de los precios co- 
rrespondientes de la expropiación deque se trata, los siguien- 
tes casos 'le venta de terrenos de la misma localidad, »'► conti- 
guos a ella : 

Iil primero es ti compromiso de venta celebrado en veintiocho 
de Diciembre de mil ochnei en tos óchenla, y nueve por don José 
de las Carreras con la misma empresa del Central Argentino, 
en que convenia el primer - en vender á ésta, para la construc- 
ción de su línea, el terreno necesario correspondiente ¿ ta es- 
tancia de San Urbano, que turnaría del que le tocase en la divi- 
dí)!» ¡le '-*t;i m i 3 ma estancia cotí" l<*s herederos í'aiacio, por el 
precio do ciento cincuenta pe>os moneda nacional de curso legal 
por cuadra de diez y seis mil ochocientos setenta y cinco metros 
cuadrados, incluyendo en este precio (oda indemnización de 
perjuicios, lo queda como precio del metro cuadrado de terreno 
próximamente la cantidad de nueve milésimos de peso, ó sea, 
menos de un centavo por metro cuadrado, debiendo observar 
qued doctor Hueda pidió ae exhibiese el boleto de ese compro- 
miso que es el que corre á foja ciento treinta y una (primer 
t uerpo) y que el campo á que se reiiere, es el mismo colindante 
con el del doctor Rueda, y que atraviesa por el medio la línea, 
como se demuestra por el plano de foja ciento sesenta y seis 
(primer cuerpo). 

til segundu, es la expropiación hecha á don Felipe Hire, abo- 
nándola la empresa, por el terreno que le tomó para la vía, á 
razón do cien pesos oro sellado por cuadra de terreno, según se 
asevera en la posición trece del interrogatorio propuesto por el 
doctor Rueda al apoderado de la empresa i foja ciento diex y 
seis (primer cuerpo), hecho reconocido por dicho apoderado, 
diciendo á foja ciento treinta y tres vuelta, que, en ese precio, 
entraba la indemnización de perjuicios, circunstancia que no se 
ha negado por aquél Dicho terreno queda á muy poca distan- 
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cia de San Urbano, y vendido al precio en oro, ya indicado le 
correspondería, al cambia actual, en moneda de curso legal 
precio de poco más de uno y medio centavos por metro cua- 
drado. 

El tercero, es el comprom iso de v.-nta reducido* la escritura 
pública de foja doscientas doce (segundo cuerpo), presentida 
por el doctor Rueda y en que éste aparece conviniendo con don 
Antonio Marechal en venderle su estancia de San Urbano á los 
¡.lazos que allí se establecen y b.ijo las condicione! que i n la 
mi i bina se consignan, por el precio d<* sesenta y cinco pesos oro 
sellado la cuadra de campo, sin incluir en este precio los e J i ta— 
cios, arboleda y enseres del establecimiento, que se los veinte 
también á oro sellado, pero al precio que lijen peritos nombra 
dos uno por rada parte. 

El precio de sesenta y cinco pesos oro sellado se ba lijado pura 
el casi que se adoptase el trazado de la vía que el doctor liueda 
ha sostenido que es el legal en el incidente promovido por su 
partf ;í f-ija ciento cincuenta y cuatro (segundo cuerpo), esti- 
pulándose en la misma escritura di- compromiso el precio de 
cincuenta pesos oro sellada por cuadra, si prevalecía en el juicio 
t i trazado por el cual se ha construido la línea. 

Procede también observar con motivo de ese compromiso, 
que aun cuando no se lia realizado la v* uta por haoerse cumpli- 
do la condición resolutoria á que se subordino, él sirve para de- 
mostrar con el propio testimonio deí doctor Rueda, que el cam- 
po de la estancia San Urbano de su propiedad vale, en ti mejn 
de los casos, la cuadra desnuda de ed i (icios y arboledas que no 
tiene el terreno que se le expropia, la cantidad de sesenta J cin- 
cu ptíso^orM sellado, correspondiendo por ello al metro cuadrado 
el precio próximamente de cuatro milésimos de peso oro» qu. 
.educido a" moneda legal, según el cambio a que actualmente 
se cotiza el oro en la Bolsa, resolta valer poco más de un cen- 
tavo de peso de curso legal. 
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Qut* la sola relaciun de estos antecedentes, como st- v de- 
muestra á la evidencia que son eitraordinar iamente exagera- 
das las avaluaciones que ha hecho la sentencia dul preciodel te- 
rreno y del valor de la indemnización de perjuicios, pues que el 
precio de seis contatos moneda de carao legal por uietro ¿«adra- 
do, en que fija el valor del primero, es casi seis vece» mayor del 
une ha convenid" e! doctor Rueda le pague Maree bal , seyuii el 
compromiso ya citado, y el de tre* centavos de igual moneda 
en que, á título de indemnización de perjuicios, apn-oia cada 
metro cuadrad» del terreno en forma triangular que corta la 
vía, es casi tres veces el valor del mismo campo, que queda 
siendo de propiedad del doctor Rueda. 

Que las razones expuestas para desautorizar como inacepta- 
bles de todo punto las avaluaciones de la sentencia apelada, 
militan igualmente para rechazar como contrarias a toda idea 
d" equidad y de justicia las pericias de los señores Lucero y Ur- 
tiz, quienes no invocan absolutamente en su apovu caso alguno 
eo ríe reto de renta que las justifique, y si ¡ilgunn d»* ellos lo ha 
leeho, como el perito Lucero, mencionando el déla expropiación 
á don Felipe Hire, es para probar mis bien la enormidad de sns 
apreciaciones. 

Que el hecho que se Ínv<ic.i en la -ent"ncia. Je haber ofrecido 
el representante deln empresa al doctor Ku- da, en aberturas de 
un arreglo privado anteriores al juicio de expropiación la suma 
d> i cinco mil pesos oro sellado en pago del terreno que sí 1 to- 
maba la vía y de toda indemnización, aun cuando en efecto s -a 
c%to, como lo es, según resulta probado por el actor á foja 
doscientas ochenta y tres (tercer cuerpo), tal hecho sin embargo 
no puede servir de antecedente para justificar las avaluaciones 
que hace la sentencia, y que todavía exceden en mucho á esa 
oferta : porque es sabido, que las proposiciones que una de las 
partes haré á la otra para dirimir cuestiones, sin acudir á los 
tribunales para obtener su solución no constituyen un derecho 
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que fiaba hace valer á su favor y que el juez deba reconocer sin 
otra prueba que le justifique. 

Que ua evidente quv esa otra prueba no se lia rendido en fa- 
vor de las avaluaciones que ha hecho la sentencia ; lejos de ello, 
se lia producido st lamento ia que demuestra cnau liberal y ge- 
neróse lia sido el precio A razón de tres centavos moneda de cur- 
so legal uor cada metro cuadrado de terreno que la empresa de- 
mandante ba depositado para pagar al doctor Rueda el terreno 
que le tomaba la vía, debiendo decirse que se halla «n iguales 
condicione* de generosidad la indemnización de perjuicios que, 
en la suuia de dos mil pesos moneda legal ha lijado el perito 
ftobinscn por fraccionamiento del terreno, y que lia aceptado la 
empresa del ferrocarril, desde que la fracción triangular que 
corta la via, tiene comunicación con el Testo del campo del doc- 
tor Ruada por medio de un paso a nivel y puede su du-ño apro- 
vecharlo para los mismos objetos á que antes lo destinaba. 

Que respecto ú los intereses del ocho por ciento, á cuy. pago 
la sentencia condena á ta empresa expropiante, por la diferencia 
entre la cantidad depositada y la que debe abonar al doctor 
Rueda, corresponde modiiicar dicha sentencia, declarando, de 
conformidad á la jurisprudencia de e»la Suprema Corte, que la 
tasa de los intereses que debe pagarse á la parte del expropiado 
es la que haya fijado á los descuentos el ÍJauco de la Nación. 

Que en cuanto al punto de la sentencia relativo á las costar 
del incidente promovido por el doctor Kueda, á foja ciento cin- 
cuenta y cuatro (segundo cuerpo) j que ha sido apelada por la 
empresa, justo es que ee revoque la declaración que al respecto 
contiene y que se condene al ductor Rueda á satisfacer las que 
ha causado á aquella, porque las consideraciones en que se funda 
el rechazo de las pretensiones formuladas por el doctor Rueda 
i n ese incidente, demuestran acabadamente la temeridad con 
que ha procedido. 

Que debe igualmente revocarse la sentencia apelada en cuan- 
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to hace c«m prender en las costas» que debe pagar la empresa, los 
honorarios de los procuradores del doctor Rueda, porque e^tü 
M contrario a la jurisprudencia que tiene establecida al respec- 
to esta Suprema Corte en numerosos fallos. 

1*0 restos fundamentos: se declara que la Empresa del Fe- 
rrocarril Central Argentino debe pagar al doctor Rueda el te- 
rreno que ocupa U vía, á razón de tres centavos moneda nacio- 
nal por metro cuadrado, y c»mo indemnización de daños y per- 
juicios p.«r Iracctouaniiento, la suma de dos mil pesos moneda 
nacional, con inás los interese.- 1 , á estilo de Raneo desde la con- 
signación del precio ofrecido por la diferencia entre la cantidad 
consignada y la que resulte de la presente resolución, se decla- 
rnademás, que las costas causadas por el incidente promovido 
de foja eiento cincuenta y cuatro (segundo cuerpo) son á cargo 
del doctor Rueda, y que la empresa del Ferrocarril no debe abo- 
nar los honorarios procúratenos de la parte del doctor Rueda 
comprendidos en las costas á cargo del expropiante, quedando 
así modificada las entencia de foja trescientos noventa y cuatr-% 
la cual se confirma en lo demás que contiene. Repóngale el 
papel . 

ABEL BAZAPf. 



« ALNA (ULWIII 

¡ton Luis Trucht en la ejecución *le don Evaristo Cosía contra 
tltm Juan Truchi; sobre /creería de dominio 

Sutnario. ''uaudo en el juicio de tercería A ejecutante 
afirma que la cosa embargada pertenece á un tercero extraño al 
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juicio, do debe recibirse la causa i (¡ni..) i para que acredite el 
ti i mi nio del ejecutado sobre ella. 

raso. - Resulta del 



tallo drl Juti Federal 

Pfltattft» Julio ííl de 1896: 

V vi>tos en la tere* ría de dominio promovida por don Luis 
Truchi, del patacho t N aova Angelí ta >, embargado por razón 
di la ejecución seguida por don Evaristo Costa contra Juan 
Truchi, patrón ritl mencionaiio patacho, resulta: 

(¿un la ejecución de Costa - ontra Truchi se funda en la es- 
cituru de foja 1 di-I expediente ejecutivo, >egnn la cual el eje- 
cútante don Angel Evaristo Costa entregó al mencionado patrón 

I i «unja «le 1500 pesos, como fondo del buque, comprometiéud.ibe 
■ ) patrón don loan Truchi ú abonar en compensación de los 
ir)t.re-«s i« esta suma Ia-¡ ganancias que obtuviese del earga- 
ment<i que conducía á la República del Paraguay y las del que 

I I ;ijer« desu viaje de returno, ofreciendoeomn garantía de la su- 
ma recibida el cargamento y su parte en el buque. 

Trabado que fui el embarco del buque por exhorto dirigido 
al juez federal de la provincia de Santa Ké, s? presenta don An- 
tonio Viroso. t?u nombre de don Luis Truchi, con el poder de fu- 
ja 7 y las escriturad de foja i -i foja 6, dicieot. 'que, según éslas 
lo demuestran, el patacho ■ Nueva An^*' lita », matriculado bajo 
• I núm> tu Í 57b, fui vendido en reinal-- en la l indad de Buenos 
Aire», por órdeu del juez de 1' instancia, y comprado por el 
ejecutante don Angel Evaristo Costa y su mandante don Luis 
Tru'-bi, 
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Que después de esta transferencia, no se ha producido otra 
ninguna, á lo minos por su mandante. 

Que la obligación en que se funda la ejecución no es de 
aquellas que por derecho impongan responsabilidad civil á los 
copartícipes del buque; y íinatmenh', que, como .-seritura hipo- 
tecaria . carece de valor legal la que sirve de recaudo á la de- 
manda ejecutiva, por todo lo cual y no siendo verosímil que don 
Angel Evaristo Costa hubiese pedido embargo de la parte que a 
él le corresponde en el buque, pues .sería absurdo que él embar- 
gase ios propios bienes, solicita se decrete el desembargo de ¡a 
parte que le corresponde pro indiviso, á su mandante don Luis 
TnichL 

Don Amaro Kttenot, por don Angel Evaristo Costa, contesta 
In tercería diciendo ; 

Que Viroso no ha justiliendu su personería, por cuanto el po- 
der de foja 7 te i está autenticado en ¡a forma prevenida por la 
ley de 25 de Adusto de 1863. 

Kutrando at fonda de la cuestión, ataca de nulidad la venta 
realizada por el juez de i* instancia de Buenos Airea á pedimen- 
to del de Corrientes y en virtud de lo cual paaÓ el patacho 
* Nueva Angelita » á ser propiedad de su manijante don Angel 
Kvaristo Costa y don Luis Truchi, motivando esta nulidad en la 
falta de consentimiento del copartícipe don .José (iiuvaueüi, 
dueño de las dos terceras partes, según consta de la misma escri- 
tura, y para mostrar esa falta de consentimiento acompaña la 
eiposjcion bajo orina privada de Giovauelli, corrjunt- a foja 18. 

Kl ejecutado don Juan Truchj, por medio de su representante 
dou Anastasio L. liuiz, contesta diciendo que la demanda de 
tercería es procedente, por cuanto él no es copartícipe del bu- 
que embargado, como io afirma 1» escritura en que se basa la 
ejecución. 

Y considerando por lo que respecta á la falta de personería 
de don Antonio Viroso, procurador del tercerista: Que ta ley 
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nacional i* 25 d< Aguato de 1863 tiene por único objeto esta- 
blecer la forma de autenticación que deben revestir li»s docu- 
mentos, artos y procrd ¡mientas emanados de funcionarios de 
las provincias para que bagan fé y surtan efecto en todo el te- 
rritorio de la nación, roas no se refiere á los documentos, actos 
ni procedimientos de empleados ú oficinas nacionales comn se 
desprendí! de sus mismos términos. 

Itespecto de •'■¿tus y no existiendo disposición alguna qui re- 
gle la forma de autenticación, deben tenerse por auténticos los 
documentos que, como el poder de fojas 7 á 8 con que Viroso ha 
acreditado su personería, vienen ron la atestación en forma del 
juez federal d - la Capital de la República, en donde ha sido 
otorgado, y son destinados ;í producir efecto en otra oficina na- 
cional, siendo ésta la prédica observada por la Suprema Corte 
respecto de tos poderes con que se apersonan ante ella. 

Considerando en cuanto ai fondo de la cuestión: Que por la 
escritura de compra-venta judicial, enn que se instruye la de- 
manda, está plenamente demostrado el derecho de don Luis 
Truehi en el buque embargado, pues del testimonio de los pro- 
cedimientos seguidos para la venta, consta además que él fué 
puesto en posesión del buque por medio de su representante 
para verifica- la compra, en virtud de disposición del juez com- 
petente. 

Que aun en el supuesto d.- ser atacado el contrato por defectu 
del copartícipe don José Giovanelli, si es que, como lo dice, no 
fué* citado ni nido en el procedimiento seguido para la disolución 
del condominio del buque, la nulidad en este caso sólo podría 
¡llegarse por Giovanelli en la forma pertinente, mas no por don 
An¿e1 Kvaru to Costa, que como comprador uel buque ejecutó el 
contrato, pues pagó el precio y tomó la posesión conociendo ó 
di hiendo conocer el vicio que lo invalidaba, según los términos 
dispositivos del articulo 1047 del Código Civil, 

<Jue aparte estas consideraciones, y admitiendo que el con- 
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trato fuese nulo, el patucho « Nueva Angelita . volvería en tal 
caso al domini» «le los antiguos propietarios, liiovauelli y Lo- 
herederos de Cauepa, j siempre resultaría que el embargo tra- 
bado ea 61 por ejecución contra don Juan Truehi, que no es ni 
ha sido nunca propietario de él, es ilegal y debe levanf rse. 

Que por esta última consideración, porque además la deuda 
contraída por el patrón del * Nueva Angelita > no es de aquellas 
& que según til artículo 932 pueda afectar el buque, y porque 
se ha omitido expresar la matrícula y otras designaci-nes del 
* X iieta Angelita en la escritura con que se ha fundado la eje- 
cución, dicha escritura es nula y sin valor como constitución de 
gravamen hipotecario. 

Por ettfla consideraciones, declaro que don Luis Truchi ha 
probado su derecho de condominio en el patacho nacional 
« Xueva Angelita», y en consecuencia resuelvo que debí* levan- 
tarse el embargo de la mitad pro indivisa que le corresponde en 
dicho buque, de acuerdo con lo que disponen los artículos 302 
de la ley de procedimientos y 2679 del Código Civil, con costas 
á cargo de don Angel Evaristo Costa que solicitó el embarga. 
Notifiques* en el original y repóngase el papel con los sellos 
correspondientes. 

tf. ífe T. Pinto. 



Bueno? Aires, Noviero bn? 27 de 1897. 

Vistos y considerando: Que en la contestación a la demanda 
*obre tercería, el ejecutante no tan sólo no ha afirmado que la 
cosa embargada perteneciera al ejecutado, siuó que bo dicho lo 
contrario, sosteniendo que ta expresada cosa es de un tercero 
extraño al juicio. 
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Que por consiguiente, el juez «o ha podido recibir a prueba 
la causa paia que el ejecutante acredite que el buque embarga- 
do pertenecía :il ijecutado. 

Por ésto, y por sus fundamentos continua, con costar la 
sentencia apelda de foja veinte y oclio. no haciendo lugar al 
recurso de nulidad, que no se funda en la omisión de procedi- 
miento alguno substancial. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

[IENJAIII3 PA'i — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUSCE. - JUAN 
t . TOBHENT. 
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Los señores Manuel (Jumlann, Juan W. üirrcya, iimtternioiM- 
Üt\ Enrique II . tí&ri y Adulfo Saldias, contra et gobierno 
de ta provincia de Entre ftiox. por reconocimiento de pro- 
piedad de umts ratnp»* • sobre apetacnm de sentencia de tos 
tribunales de Entre Utos. 

Sumarut. — 1 1 Si en el pleito seguido ante los tribunales de 
provincia se han hecho valer derechos derivados de actos del 
gnbierno nacional, f puertos al amparo de autoridades naciona- 
les, y se pretende que la sen team lirmi|ha desconocido esos 
derechos, debe declararse procedente el recurso interpuesto 
pura ante la Suprema Corte. 
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2" insultando del tX ámen de la sentencia apelada que los 
derechos eu cuestión han sido reconocidos, así debe declararse, 
y devolverse los autos al tribunal de su origen. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



ACUEHUO Y SENTENCIA 1>LL SUPEKIOR TüiBl NAL DE ENTRE RIOS 

Kn la ciudad del Paran,., capital de la provincia de Entre 
Rfot, á los 16 dias del mes di* O tulre de 1893, reunidas eu el 
>alon de acuerdo* del Superior Tribunal de Justicia, los seno- 
res del misino, á saber : presidente, doctor Emilio Villarroel y 
vocales loa señores doctor llamón Arigós Rodrigue* doctor 
Jum í. Avila, doctor Pedro A. Calderón, é integrado el tribu- 
nal el señor defensor de menores de I* instancia doctor Aveliuo 
íluindou, con el objeto de resolver el juicio seguido por don Ke- 
eareda Fernandez, en representación de los señores doctor Mu- 
Miel iju-ntaiiu, don Juan M. ( arreza, don Guillermo Leslie 
doctor i: arique W. Hart y don Adolfo Saldí.»s, sobre reconocí 
miento de unos campos y venido en apelación del poder eje- 
itivu de U provincia, el vocal doctor don Emilio Villar uel de- 
signado.lprim.ro por la suerte para fundar su voto, eipuso ■ 
Kn Mayo de 187«. don Florencio Pondal, como apoderado 
stituto de los señores doctor M. Quintana, doctor Ju*u U 
.«rrega, d,n Guillermo I.esli,-, don Enrique VV. Hart y don 
Adolfo Saldias, por sí y por su señora madre doña Cármen C 
de Satdias j doña Uaria Antonia Salrffas. se presenta ante el po- 
der ejecutivo de la provincia, y expone : Que aegun lo ncredi- 
tan lo, títulos que acompaña sus representantes sod poseedores 
lef,a/es del campo de pastoreo, sito en el departamento deGua- 
r. luí 

10 
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leguay, comprendido dentro de los límites siguientes: por el 
norte, arrovo Sauce, por el sud, arroyo Jacinta, por el este, rio 
Gualeguav v por el oeste, arrojo Cié, y para cundir con lo 
establecido por el artículo 28 de la ley de 18 de Mayo próximo 
pasado, Tiene, dice, en tiempo y firma ú solicitar en compra, 
la parte, que corresponde al fisco, ote. 

Sustanciando esta solicitud poT todos sus trámites, el puder 
ejecutivo falla adoptando en definitiva la vista fiscal que «flm 
de fój'M 6i á 68 vuelta de estos autos. 

Por dicha vista se establece, en lo pertinente, que la familia 
Alcortasúlo ha tenido derechos de posesión legal: V en las cua- 
tro leguas cuadradas del rincón de Jacinta, que se le concedieron 
cu virtud del decreto de 10 de Febrero de 1825; % en lo que 
Tendieron a don Cecilio Izaguirre, desde el límite de Jas dos le- 
guas (medidas éstas desde el Gnaleguay hasta la cuchilla gran- 
de); y 3 a en lo vendido á Paulino Izaguirr. , que consta de la 
mensura practicada por el agnmensor Mavtinez ; esta-» do? frac - 
ciones en virtud del decreto de 3 de Noviembre de 185i, de- 
biéndose respetar por la última concesión, las que se hubiesen 
hecho coa ant erioridad a ella y sin perjuicio de mejor derecho 
que alegasen terceros, 

A esta conclusión arriba el fiscal en presencia de los pr-pio^ 
títulos, presentados por los cesionarios de los herederos de Al- 
bita y las que fundan su derecho, cuyos tita ha corren de fojas 
1 á 17 vuelta, 

Y bien : de ellos consta, que la poción que se pide y que se 
manda dar, t® de un terreno situado desde el arroyo nombrado 
de Jacinta, hasta el llamado el Sauce, ci mal tendrá anuo dos 
frjjuns cuadradas, poco más ó menos, de frente al e&ie y ios fon- 
dos de igual distancia al oeste (fofá 5 vuelta). 

Igual extensiou se expresa en la resoluci m recaida en dicha 
solicitud a foja 12 vuelta, en que se declara que las expresadas 
tierras se componen de dos leguas cuadradas, poco más ó menos. 
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La ilicitud de 1854, f.,ja 14, >e refiere 4 la conoeiionde 1797, 
d-< qne se ha hecho mondón, y se expresa que el terreno cuya 
posesión se solicita se hulla situado faite el arrovo Jacinta 
hasta u del Sauce. 

La mayor extensión que en dicha solicitud h- menciona reco- 
noce por cuu3a las cinco compras con que ensanchó sus límites 
desde el rio Guateguay hasta el arroyo Cié, según escritu- 
ras, etc. 

De suerte que la posesión que pide, es y debe entenderse so- 
bre laque ocupaba, do acuerdo cm lo* documentos acompaña- 
dos, de dos leguas cuadradas comprendidas entre el ar.ovode 
Jacinta y ei Sauce, que era loque lubía solicitado en compra 
el año 1797, puesto qn- el ensanche á que se reliere eJ año 
1854, comprendido desde el rio Qualeguay al arroyo Hé, lo 
obtiene por las cinco compras particulares dé que hace mérito 

Es de notar que en la misma solicitud del 54 se pide el re- 
conocimiento de la presione" solo ta fmrít' , f ,tr se ha nmstrra- 
(h y m hay interrupción, resultando que sólo se encontraban 
en ese caso las f ramonea ocupa-las pontón Cecilio y don Pau- 
lino Izaguirre, que der taran poseerlos > u nombre de Alcorta, 
reconociendo y respetando su derecho. 

La posesión acordada, por lo tanto, a foja 17 vuelta r„ cúta 
í/e tos documentos,/ (¡tutos fm-sentados, no puede ser, ni es otra 
que laque los mismos títulos acuerdan sobre las dos leguas 
tuadradas; y e*t. en la parte que se hubiese con serrado v no 
hubiese interrupción. 

Es de notar que m esta misma solicitud del 54. que sirte de 
fundamento a la reclamación de los sucesores de Aleorta, se 
ei presa que se dejan á salvo los derechos para reclamar por la 
falta que se encuentra en el terreno, etc. (fnja 15) 

En cuanto á las cuestiones que ae promueven en esta instan- 
cia, sobre propiedad de los expresados campos, etc., discutien- 
do la naturaleza y alcance jurídico de la resolución de f< ja 17 
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ToelLa, aplicando al caso las leyes de Indias, son de todo punto 
fuera de lugar y de tiempo, purque de lo que Be trata y sobre lo 
qu* únicamente tiene que pronuuciarse el tribunal, es la apli- 
r adonde la ley que la misma parte internada invoca al pre- 
sentarse afoji30solioitau.il> comprar, de acuerdo cou la ley 
de 18 de Mayo de 1875, las pai tes que en las tierras en cues- 
ttoD corresponden al fisco, y -1 mismo derecho, fundado en la 
ley del 61 1 inToca al pedir recunsider ación de la misma resolu- 
ción del ejecutivo, solicitando se le reconozca poseedor de todo 
el campo, dándole la mitad en propiedad. Lue-j" no se ha con- 
siderado propietario de todo él, sinó en la parte que la ley del 
til acuerda á los poseedor-s ron título por más de 20 año.. 

Por estoh fundamentos y poT los concordantes de las vistas 
uValcs de fojas t>t y 204 vuelta, SOJ de opinión que debe con- 
firmarse, con rostas, ta resolu i-m apelada de foja 79, en la part- 
relativa á los derechos j niñeados por los cesionarios d* los he- 
rederos de Alcorta. en U que se dechira: que los derechos de 
posesión legal que á esto, se reconozca, son los comprendidos 
por la» cuatro leguas cuadradas del Rincón de Jacinta, que les 
concede el decreto de 10 de Febrero de 1K25. 

Designado el segundo para fundar »u foto, el doctor Cuindin, 



1* Los recurrente* no han jnslilicado en autos las personali- 
dades de los herederos de don Juan Bautista Alcorta, como tam- 
pocolas a* nones qae de dichos herederos mencionan, sinó el 
señor folie, cuya transacción con los señores Manuela Alcorta 
v faaü Manuel Cárre«a se presentí, ,ín desprenderse de ello 
el parenti íscn legal probad.? respecto del díclio antecesor. 

¿- Aun suponiendo une ias personerías de los poderdante 
, s tuTÍescn bien constituida», uo podrían invocar títulos sofi- 
oiefttei sobre los campos que gestionan, desde que ni el señor 
Joan Bautista Alcorta, ... sos sucesores, han presentado docu 
meólos hábiles para que l«s hayan acordado la posesión real 
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y efpctíva en su virtmJ , ni me no- títulos ó documentos sufí- 
< lentes á la propiedad por autoridad ó particular alguno. 

3° Así, el documento constante, de siete fojas útiles del año 
1797 constituye el elidiente de denuncia de don Juan Bau- 
tista Al corta, sobre compra en propiedad de las tierras qoe de- 
sea ocupar, quedando paralizad , porque rio fué a! terreno é 
llenar las formalidades que se le eligía, sin que de él se des- 
prenda justificada pos. si >n legal, ni antes, ni despuís de la 
época del documento, y que debía obtener-e por remat* público 
al mejor postor. 

4" El doou mentó del uño 1806, confitante de dos fojas útiles 
e* la ratificación del diligenciamientu anterior ei, insfai;<-ia, por 
manto don Juan Bautista Alcor ta habla desistido la tramita- 
ción ordenada por causas que se dice ajenas á su voluntad, del 
que tampoco se desprende posesión anterior ni concedida simbó- 
licamente por es*- acto ni posterioras. 

.V Del estudio de los documentos aludidos se desprende jue 
don Juan Kantista Al cor ta no pretendió la posesión legal para 
valerse de ella en razón de la adquisición de cualquier derecho, 
pues que su denuncia reconocí» ¿ar esas tierras realengas, y de 
donde se infiere que uu existió para los herederos Al corta, ni 
sus cesionarios, posesión legal, ni mucho menos pr* piedad ori- 
ginaria, laque no se adquiere sin-*' por las formalidades que 
siempre se han eligido en todas épocas, como es el instrumento 
público que Ja otorgue, cualquiera que haya sido ♦•! origen de 
la propiedad que no se pr-.bó fuese c tenencia derecha que orne 
ha en la> cusas corporales con ayudada! cuerpo et de! Entendi- 
miento » : ley 1 título partida 3'. 

8" Los documentos del año 1835, no constituyen otro valor 
jurídico, que la reiteración del pedimento anterior de 1825, 
ded .nido por un sen oí Silvestre Al corta, en que pretendía rea- 
nudars- 'arabien por e! apoderado don Pedro Kamon Sagari, la 
desde entonces denunciada, por el interesado, posesión de hecho 
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interrumpida de su antecesor en raion de causas que dice no 
dependían sino de desgracias de familia, posesión nuda que la 
autoridad política rebinóle fuese dada, de acuerdo á la pose- 
sión decretada en fecha Í0 de Febrero de 1825. 

7° Estas jmsesiones invocadas no fueron tampoco constata- 
das de haberse realizado de algun modo, no ejercida posterior- 
mente por la entrega di la costíi en virtud de autoridad alguna, 
posesión que »*■ invoca < o ¡no un hei-bo y que \>*b decretos de bu 
orígim los cometan á condiciones ó fórmulas que jamás realizan 
l.» interesado»! miuo se desprenda de la lertura de los docu- 
meiitos aludidos, que pueden tener sólo la importancia de arcio- 
nes ó derecha, á la posesión misma. Carecen, pues, esas trami- 
tarioth s de valor jurídico rom i instrumentos legales, siquiera 
f ne*t ii de mera posesión, que de su mérito no se desprende, se 
Lava efectuado ó cumplid^ la condición, ó al menos probado que 
se ampliase la de tercería ó el uso legal de una cosa ó derecho 
qtte tenemos ó ejercemos por nosotros mismos o por medio d>- 
otra persona*. (K^riche, palabra Posesión *j posmhr.J 

8' El documento del señor coronel don Tomás de Rueamora 
< s una meritoria recomendación "tícial i los títulos particulares 
dt 1 honrado y laborioso don Juan Bautista Alcorta, com<> uno 
de los cooperadores á la fundación de la villa de San Antonio de 
Gualeguay » u el ano 1783, extendido en 1808, 

9' El documento de 1854, pn sentado por el que se dice hijo 
político de donjuán bautista Alcorta, llamado dan José MMel 
Mármol Iban ola, reitera nuevamente por su ilicitud : € Se le con- 
ceda ser reconocido en la posesión \ facultad para la mensura, 
en sólo la parte que se ha conservado y no hay interrupción » , 
sinó de reclamo, etc., ello por el abandono que dice ha tenido 
que hacerse en virtud de las guerras y demás causas expuestas. 

Í0> A esta petición se proveyó : c que informe el comandante 
del departamento », cuyo informe, si bien parece favorable á los 
herederos di don Juan Bautista Alcona, por los datos del v«cin- 
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dario y documentos que dice haber visto y oído el comisionado, 
también informa que dichos campos se denunciaron en 1797 y se 
mandaron poseer en 1806. * Cuya operación no consta ni se tie* 
no noticias que no haya veri tiendo », lo que indudablemente si 
refiere ú los documentas relacionados que constau de estos mis- 
mos autos. 

11 Mas « qur habiendo desaparecido tas haciendas de los 
Alcona, se hallan parte de esos campos poblados por individuos 
que tienen sus do< omentos por las autoridades patrias, que lian 
presidido la provincia después de nuestra independencia, y ><y\» 
las fracciones que poseen don C. cilio y don Paulino Izaguirrc, 
permancc' u como pertenecientes á la familia dé Aldirta ». 

12' Pwff motivo de la declaración en diligencia por renuncia 
que se dice hicieron dichos Izaguirre del traslado que se les co- 
rría, según el inf >rmedel >eñor comandante drl departamento, 
el Eimo. Gobierno Nacional, et; Noviembre 3 de 185*, concede 
la posesión qut se solicita y que se refiere á los terrenos ocupa- 
dos por ¡os señores lza^uirre, sometiéndose esta vez también, 
romo ha sido de practica y ley, A condiciones d fórmulas, la po- 
sesión, la que se cometía al señor comandante del d< pártame n - 
to de (Jualeguay , para que una vez hecha, pudiera darse los 
testimonios legales del caso. 

t3 e Esta posesión solicitada y concedida de acuerdo á ka pe- 
tición del señor ¡barróla y trámite á practicarse, no se llevó á 
cabo tampoco esta vez, quedando por lo tanto en suspenso todo 
derecho hasta este momento, y concedido entonces p.ira que se 
proveyera á nombre de los herederos de don Juan Bautista Al- 
corta; posesión siempre suspendida, que si algún derecho p ot- 
ile dar su tramitación á dichos herederos Alcnrta, no debe ser 
dirigido, su ¡iceion, binó contra los señores Izaguirre, quienes 
reconocieron poseer á nombre ajeno y si es que tuvieron el áni- 
mo de apropiarlo por ser esta condición st'ie </»« nmt de todo 
poseedor (ley 4\ título 30, partida 3"). 
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i A* De suerte que siendo estos todos los documentos que se 
¡irguyen como títulos por los solicitantes para el reconocimiento 
por parte del gobierno de la provincia á favor de la sucesión 
Alcor ta, por algunos apoderados como posesión, pretendiendo 
comprar la propiedad, por otros procuradores, desviando la ac- 
ción con pretensión de que se le reconozca propiedad y no te- 
niendo por lo visto valor jurídico de posesión ni menos propie- 
dad, los documentos» solicitudes en instancia que se lian eia- 
minado (artículo 2352 y siguientes, 2375 y siguientes y '1447 
y siguiente del Código Civil), tumo así por los fundamentos «'lu- 
cidos por ti señor riscal de) estado, de fecha 13 de Junio de 
1881. 

i'or estos fundamentos y los aducidos por el sentir vocal doc- 
tor Villarrocl : soy de opinión, que debe con firmarse, con costas, 
la resolución apelada del poder ejecutivo déla proviucia. de fe- 
cha 11 de Abril de 1883. 

Designa lo el tercero pura fundar su voto, el vocal doctor 
Arig'js Rodríguez, expuso: Opino que debe reponerse la reso- 
lución apelada, declarando que los derecho* reconocidos á la fa- 
milia Aleona, -n las fracciones de campo designadas con el nú- 
mero 1 (f. 67) de la vista del fiscal del estado, c-.rrieute de fo- 
jas SI á*J8, no son solo de posesión legal, sinó también dere- 
chos de propiedad. 

Entiendo que la discusión sobre la personalidad de !üs ceso- 
narios de lo* derechos de la familia Alcorta. es de todo punto 
impertinente, desde que esa personalidad no ha sido objeto en 
r infancia. Una vez reconocida la personalidad de un litigante 
no puede negársela durante el juicio y se entiende que ha «ido 
reconocida, cuando no ha sido negada al contestar la demanda 
ú otro cualquier pedimento (artículo 27 del Código de Procedi- 
miento civil). 

El hecho de la posesión legal invocada por los < esionarios de 
l.i familia Alcorta, tampoco puede ser materia de discusión, 
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pues está reconocida por *I mismo gobierno, tanto respecto de 
lag cuatro leguas cuadradas del Hincón de Jacinta, romo en las 



Por otra parto, es iududahle que i a posesión legal, en esta 
porciones de . ampo, la tuvo la familia de Alcorta. 

Según los títulos presentados en el año 1825, ya se presenta 
un hijo de don Juan Bautista Ale* -ta, manifestando que su se- 
ñor padre ha sido poseedor del Rincón denominad.. • Jacinta », 
f en 1° de Febrero del mismo año el gobierno de Sola lo manda 
poner * ri posición del campo. 

El año 1835 vuelven á presentarse l^s herederos manifestan- 
do que hace más de 50 años que son poseedores de los referidos 
campos, aun ruando designando límites que les dan mavor bx- 
teuaion, fl gobierno manda hacer efectiva la pos. -sio, ^creta- 
da en 1825. 

En 185 i se presentan nuevamente, pidiendo se íes reconozca 
la posesión del campo que se extienda desde el arroyo Jacinta 
hasta el Sauce, y maní liesttn que posteriormente eompraron 5 
fraccí mes, con que ensancharon sus lfmit-a desde el arroyo 
(iualeguay hasta el Cié. El Gobierno pidió informe al coman- 
dante militar del departamento y éste informó qm< don Juan 
Hautiata Alcorta, desde antes del año 1810, tuvo una estancia 
poblad aal norte de lar royo Jacinta, que se a i tendía hasta el Cié, 
y que posteriormente habiendo desaparecido !as haciendas, se 
han poblado por varios ocupantes, algunos con títulos de la» au- 
toridades patrias y que solo laa fracciones ocupadas por Cecilio 
y Paulino Isíiguirre permanecían perteneciendo á los Alcorla. 

Ahora hien, si es verdad que i hay onstaucia escrita d.> 
que los Ab orta fueron puestos en posesión como lo mandar n 
diversa gobierno*, es también indudable que se Ies dió esa po- 
sesión ó por lo rueños justo es presumirlo, tanto por las órdt 
ne S espedidas, como porque aparece comprobado en autos que 
tuvieron la posesión real. 
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Tiene el decreto del año 1854, por el que el Gobierno de la 
Nación les reconoce á los Alcorta el derecho de propiedad (fo- 
ja 17). 

Ese reconocimiento hecho por el gobierno de la Nación, no 
puede ser desconocido por el gobierno de la provincia. 

No puede objetarse que el misino represe utante de los cesio- 
narios de h>$ derechos de la familia Alcorta, conliese que éstos 
eran sólo poseedores desde que solicita en compra la parte lis- 
cal de dichos campos: primero, que por el poder con qu^ acre- 
dita su personería no estaba facultado para ello ; y segando, 
porque uun cuando asi uo fuera, su solicitud se refiere ai cam- 
po comprendido, entre lo* límites siguientes : por el norte, arro- 
yo Sauce; por el sud, arroyo Jacinta ; por ul este, el rfoljuale- 
guar v por el oesU- arroyo Cié; campo dobU en extensión del 
que el Gobiernu les reci iioci j en propiedad el año 1854. 

l'or estas consideraciones y las concordantes del escrit „> de 
fojas 129 á 163, doy mi voto en el sentido ul principio expre- 
sado. 

Los vocales doctor Calderón y doctor Avila, se adhieren al 
íoto del doctor Villaro. l y del doctor Guindin con lo que ter- 
minó el presente acuerdo, que firman para constancia, por ante 
mí 1 1 infrascrito secretario. 

Emilio Viltaroel. — Pedro A.CaltU" 
ru«. — Justo F. JciVfí.— A. Guin- 
dan . — tlamon A ntjt'is t iiodrufuvz . 



Ante mí : 



M. liftiñoL 
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Hílenos Aires, Juiiin 23 ilf ]y94. 

Suprema Corte: 

La jurisdicción fie loa tribunales federales es limitad», y 
sólo procede en las casos expresamente d eterminados en la ley de 
competencia de ¡a justicia nacional de 14 de Setiembre de 1863 
La cansa traída por apelación concedida á foja 295 vuelta, no 
se eucuentra comprendida en ninguna de las prescripciones del 
ai tículo 14 de aquella ley. 

Se trata de un juicio contencioso administrativo, sobre reco- 
nocimiento de derechos posesorios y consecuente compra de 
campo* fiscales de la provincia de Entre Rios, con sujeción á 
leyes provinciales de 1861 y de 18 de Majo de 1875. 

Este es el único objeto de lag< stiou deducida á faja 30 ante 
el poder ejecutivo provincial. 

Su denegación por la resolución de foja 79 confirmada por b 
del superior tribunal de la provincia i foja 288, versando so- 
bre interpretación de un título provisorio y aplicación de las le- 
yes provinciales de venta ó adjudicación de sus tierras públicas 
no aíecta ía constitución ni leyes ó autoridades de la Nación, 
aún admitiendo entonces lo que no se deduce de los términos de 
la petición de foja 30, que su tratase de un verdadero juicio, y 
que ese juicio que no es entre partes, sino con el poder ejecuti- 
vo de una provincia, pudiera venir en apelación ante V. E. en 
altfun caso, lo que ea diverso de lo proscripto en la ley de com- 
petencia, siempre resultaría que no resolviendo la sentencia del 
supremo tribunal sobre materia constitucional ó jurisdiccional 
de la Nación, el caso no cae bajólas prescripciones del articulo 
14 de la ley atada. 

Se ba pretendido al fundar el recurso, a" foja 293, que la sen- 
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tencia ^"twU desconocía resoluciones de la autoridad nacio- 
nal. Pero ello no resulta ni de lo alegado, ni de tas constancias 
de los autos. 

La resolución de foja 17 vuelta no implica ejercicio de juris- 
dicción nacional, aun cuando el gobernador de la provincia in- 
vistiera también autoridad nacional, una Tez que De refiere úni- 
camente á terrenos de la provincia de Entre Rios, con sujeción 
á sus leyes, y esa resolución, por otra parle, limitada á la pose- 
sión, sin mensura, ni declaración de extensión, quedaba sujeta 
por su propio carácter á lasronsiguientes declaraciones, que con 
innegable jurisdicción han hecho el gobierno y tribunal supe- 
rior de la provincia. 

Por olio, opino que 1* jurisdicción de \\ E. no procede en el 
caso, para conocer del recurso de apelación traído ante V. E. 

Saínninti'j Kícr. 



Fall» 4e Im Suprema forte 

Humo* .Yin--. Noviembre 2~ di- 1*07 

fistos y considerando: Que la Exma. «amara de Justicia 
de la provincia de Entre Hios. al resolver esta causa, ha pro- 
nunciado sentenciado ultima instancia y en juicio ordinario, 
seguu lo prescribe el artículu quinto de la ley provincial sobr, 
denuncia de tierras públicas de diez y ocho de Mayo de mil 
ochocientos -etenta y cinco. 

Que la parte de \m recurrentes lia hecho valer • n el pleito 
derechos quf pretende derivados de actos del ^obiernu nacional 
y que se hallan bajo el amparo de autoridades de ese órden 

Que pretende igualmente que la decisión recaída ha sido con- 
traria al titulo o derecho invocado. 

Que con tales antecedentes la procedencia del recurso está 
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autorizada por el artículo catorce de la ley ile jurisdicción y 
• uLup.Uenria. Pur esto se declara bien concedido el recurso. 

Y considerando eu cuanto al fondo: que los actos del gobier- 
no uadoaal que se han hecho valer por et apelante son los que 
se registran en fojas catorce á diez y atete vuelta. 

Que en la soliritüd de foja catorce, don José alaria del Már- 
mol luarr..l a , exponiendo que f>u padre político don Juan Bau- 
tiza Alc«rta ( había adquirido y ejercido derechos, sobre un te- 
rreno limitado por el rio Gualeguay y los arroyos del Sauce, 
Jacinta y Cié, y que terceras perdonas se habían apoderado de 
parte de ese terreno, pide se lecoueeda ser reconocida en la po- 
>esion y facultad para ta mensura eu sólo la parte que se ha 
v :o uscnrado y no hay interrupción, tejando su derecho á Bal ira 
para reclamar por lo qin- faltare. 

Que pedido informe al comandante di'l departamento de Gua- 
It'guiiy (decreto de foja quince), se expresa en ese in f *irme, en 
lo que á posesión actua! refiere, que habiendo desaparecido 
las haciendas de Alcorta, se hallan partes del campo pobladas 
pur individuo*» que tienen sus documentos de las autoridades 
¡■atrias, y que sólo las fracciones que poseían don Cecilio y don 
Paulino Izaguirre p uaneeían comn pertenecientes á la fami- 
lia de Alcorta, decía raudo dicho Izagmrre ser poseedores 4 
u uibre del mencionado Alcorta. 

Que habiéndose dispuesto correr traslado á los poseedores 
don Cecilio y don Paulino Izaguirre, por decreto de foja diez y 
seis, estos expresaron á foja diez y siete que d»- antemano esta- 
ban impuestos de los derechos que en realidad pertenecían á la 
familia de Alcorta los campos que ellos ocupaban; que no 
habían desconocido nunca tales derechos, y qne, por consiguien- 
t", no tenían oposición que hacer. 

Que es en virtud de tales antecedentes que se dictó la reso- 
lu ion de foja diez y siete vuelta, que cierra las actuaciones ante 
el gobierno nacional, concediéndose la pos 'sion solicitada com- 
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prenstva tan sólo de los terrenos ocupados por don Cecilio y 
don Paulino ízaguirre, poique así correspondía á lo pedido y 
porque asi resulta de todo lo obrado en esas actuaciones . 

Que la vista fiscal de foja sesenta y una propone que se le- 
clare que la familia Aleorta ha tenido la posesión legal de los te- 
rrenos ocupados por don Cecilio y don Paulino Izaguirre, y eso 
en TÍrtnd del decreto de tres de Noviembre de mil ochocientos 
cincuenta y cuatro, 6 sea la resolución final á que se ha refe- 
rido el considerando anterior. 

Que la resolución administrativa do foja setenta y nueve 
acepta las conclusiones de la vista fiscal y manda que é<ta se 
tenga por decisiva. 

Que la sentencia de la Kxma. Cámara de Justicia, de que se 
ha recurrido para ante esta Superna Corte, confirma la resolu- 
ción administrativa mencionada (foja doscientas ochenta y 

"SL **** ** >. P-dentes «on^acione» „. pu.* 
ponerse en duda que los derechos que el recurrente invoca, ha- 
ciendo valer la resolución de foja diez y siete vuelta, ban sido 
reconocidos por la sentencia apelada. 

Que por tanto, aunque esosdereuhos ( atuvieran bajo el ampa- 
ro de los poderes federales estos nada tendrían que hacer en ese 
¿«ntído, porque las autoridades locales lo-< aceptan y reconocen, 

Por estos fundamentos, se declara que la sentencia apelada do 
foja doscientas ochenta y ocho no desconoce los derechos que 
invocan los recurrentes, apoyándose en el decreto de fuja diez y 
siete vuelta. Repuestos Ins sellos, devuélvanse al tribunal de su 
origen, debiendo las c< tas del recurso ser satisfechas en el ór- 
den causado. Notifíquese con el original. 

DENJAMlft PAZ. — ABEL BAZAH. 
— OCTAVIO 3UHGE. — «JAH 
E.TORKEWT. 
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¡ton Afilio de Lorenzo en los autos de don José \L Palma 
contra don An*jvl Arriata ; sobrr interdicto y recurso de 
apelación directa. 

Sumario. - Sin la préTia denegación del recurso por el in- 
ferior no procede la apelación directa ¡í la Suprema Curte. 

Caso. — Lo explica «■! 



4 Alto de I» Suprema 4 orle 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 1M9T. 

Autos y vistos: resultando de lu expuesto en el presente es- 
crito, que el inferior no se ha pronunciado denegando el recur- 
rí de apelación interpuesto por esta parte, en cuyo caso no ha 
llegado la oportunidad de juzgar si Ir 'ebidu ó no otorgarla. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto en el artículo doscien- 
tos veinte y nneTe de la ley de procedimientos, se declara im- 
procedente i l recurso directo deducido. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAIAN. 
— OCTAVIO BONGE. — JUAN 
E, TORRENT. 
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Doña. luana Hottined» de Frías contra Arena y C ; sobre devo- 
lución de la rasa locada en el miado en oue fW entregada, 
y daños y perjuicios. 

Sumario. — \ YA locador do puede hacer cargo á los locata- 
rio por las innovaciones hechas en la "asa lacada durante un 
contrato de locación anterior, que ha manifestado no haber he- 
i bo con ellos sino con otra persiga 

2 o La presunción legal respecto del estado de la cosa locada 
de la cual no *e haya hecho ladescrifl^ftn es que sea bueno. 

3" Kl locatario es responsable por los daños « ansados a la ca- 
su sea por acción directa, sea por no haber adoptado medidas 
razonable par í su conservación. 



ftflO - Resulta del 



rallo del Juez t>d>r»l 

Sálta É Octubre i*> Je ítíy-i. 

Y vistos: m lo< autos seguidos por doctor Juan T. frías, 
ni rt prest ntatioti de la señora Juana Molliuedo de Frias, contra 
los señores Aceña y compañía, d demandante expone: que en 
el aiin i 882 su rcpresetada alquiló su casa situada en e^ta 
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ciudad en la calle Caseros, para el establecimiento de la i Tien- 
(ía lluenoi Aires >, cuyos dueños enviaron á don Cesáreo Mon- 
tera, con quien formalizó el contrato, representando éste la 
sociedad Iguaín, Cartabio y compañía, de Tueuman, la cual 
cambió en lo sucesivo en las razones .Aceña y cumpa nía •, y 
««'artabio, Aceña y compañía», pero continuando la casa ocupada 
con el negocio de tos mismos, por nuevos convenios respect- al 
UVmino y precio del arriendo. 

Que fenecido el último contrato, loa señores Aceña y compa- 
ñía han desocupado la casa, que fué entregada en perfecto es- 
tado, con dos tiendas munidas de armazones y mostradores 
dejándola transformada ,„ completa destrucción y con gran 
cantidad dr escombros ; por lo cual se negó á recibirla y pidió 
se depositasen las llares en el juzgado. 

Detalla las innovaciones hechas ron el consentimiento del 
locador bajo expresa condición de devolver la ca.a en el mismo 
estado que la entregó, y ninas «Iras redice hicieron los lo- 
catario^ para propia comodidad, sin conocimiento de) propie- 



< >ue la destrucción, desperfectos y completa ruina v desaseo 
abtrea todo ti edificio, desde lo> techos hasta los piso a v alba- 
ña les. 

'¿uc los inqoiliuo, se han llevado l» s armazones y mostrado- 
res de las dos ti-ndas, todo lo cual hace «Instar en la escritura 
pública de protvstaque acompañay reproduce, por I„cual, sien- 
di. además la transformación gravemente perjudicial á la pro- 
pietaria, pues cambia el destino del inmueble que fui para ha- 
bitación de familia y rasa de negocio, conviniéndolo casi exclu- 
sivamente para negocio ; fundado en los l ltc ho S expuestos y en 
la, disposiciones legales que cita, demanda á tos propietarios 
de la tienda antes mencionada, señore* Aceña y compara J)ur 
ía devolución de la casa en la m.snia forma y bu, n estado en 
que les fué entregada, y en su defecto Ja indemnización de loa 
r. mi 
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danos y perjuicios causados por la transformación y deterioros, 
que avalúa en 5000 pesos m neda nacional, el pago del arrien- 
do á 250 pesos moneda na^onal mensuales, que pagaban los 
demandados desde el 1* de Octubre de 1890 hasta que sea de- 
leita ú puesta en las condiciones eipresadas, y el pago de las 
costas que motivan por su conducta Itineraria y dolosa. 

Los demandados contestan, que desde la fecha en que contra- 
taron el alquiler de la casa (31 de Julio de 1885) hasta que la 
desocuparon, no han buho en ella alteración y reforma alguna, 
y ñau pagado desd» la expiración del contrato, 2b0 pesos men- 
suales por alquiler, sin convunio escrito. 

Que el contrato celebrado en el año 1882 terminó, y siéndolo 
con don Cesáreo Montero.no puede imponer obligación ninguna 
á Aceña y compañía, quienes la alquilaron por cuenta propia en 
contrato posterior ; afirman babel recibido la casa en ruina sin 
las dos tiendas, acmaiones y mostradores. 

Que las causas délos deterioros, si disten, son el uso para el 
mal se alquiló y la acción del tiempo. 

Concluye diciendo que no puede exigirles obligaciones que 
no contrajeron, pero que ni ««atieran en el contrato de los »n- 
quilinos primitivos, por lo cual trapo*, están en el deb,r . e 
entregar la casa en otro estado y forma que el quv tuvo mando 
ta recibieron y en el cual se encuentra, salvólos deterioros refe- 
ridos, 

Que en consecu,nc¡a, piden que seles absuelva de la demanda, 
imponiendo al demandado el pago de las costa» y del perjuro 
que lea causa la acción entablada. 

Lo pertinente de la prueba demuestra lo siguiente : 
Que el Hde Abril de 1882, don Ueugno Fnas arrendóla 
referida casa á don Cesáreo Montero por (40 pesos mensual,» 
durante tres anos, .«tomándolo a hacer las reforma, .Resanas 
.1 embellecimiento del inmueble que debía entregar en e estado 
,ue quedase, ugun im reforma, hechas ,,or el mqmhw, de 
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acuerdo con el tocador ; el locatario se obligó á pagar la» mejo- 
ras y á dejarlas en beneficio de ta casa, si convenían al propie- 
tario, quien no podía entregarla a otra persona si M.mtero pe- 
día ¡a renovación del contrato, pagando eí precio estipulado 
(contrato de f. 97». 

Que el 17 d.- Junto del mismo año los señores Iguain, Carta- 
Mu y compañía de TtiRuniáu, como comanditarios, dicen que 
Goillermo Aceña y Cesáreo Montero, como gerentes y adminis- 
tradores, formalizaron por escritura pública, una sociedad para 
girar en Salta, najo la razón de Iguain, Cartahio y compañía, 
de la cual usaría el señor Aceña en los negocios sociales (f. 168)' 

Que la casa fué alquilada por orden y cuenta de aquellos, pe- 
ro Montero suscribió el contrato con sólo su nombre, por no ha- 
berse dado aun forma á la sociedad, ni saber su denominación. 

Que dun Guillermo Arena fuma lia parte de esta sociedad, 
dueña de la t Tienda Buenos Air-s », y sehizo cargo de ta oasa] 
desde que fue arrendada, y expedía los recibos por alquilen*» 
con la expresada razón sorjal, para que los firmase el pronie- 



Que pendiente el primer contrato, por entar un pleito, el >e- 
ñor Aceña, por ííuillermo Aceña y compañía, celebró un nuevo 
emitrato de arriendo con el cansante de la propietaria, el 31 de 
Julio de 1885. sin desalojar la rasa, que continuaba ocupada 
por dicha sm ¡edad, sucesor» de iguain, Cartabio y compañía en 
la propiedad de la - Tienda Buenos Aires », en el cual estipularon 
nuevo término r precio de alquiler, estableciendo que toda refor- 
ma se haría de acuerdo con el locador, y que las mejoras que- 
darían en beneficio de la casa, i Posiciones absueltas por el de- 
mandado ¡i fojaH7; declaración del i asocio señor Montero á 
foja 105 y contrato de foja i 7) . 

<¿uü don Cesáreo Montero, como gerente de la primitiva so- 
ciedad, contrató con el empresario don Antonio Soler y Monja, 
la construcción de algunas innovaciones en la casa, quien hiló 
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éstas, como las demás que posterior mente le encargaron, por 
órden y cuenta de Aoefia y compañía, sin conocí miento del pro- 
pietario, y se entendió siempre con el socio señor Aceña, respec- 
to al trabajo y pago de ellas, desde que viuo «orno gerente á la 
ca*a al empez ir las reformas P^ra instalar la « Tienda Huenos 
Aires», excepto la> dos cocina* que hizo un la misma casa por 
cuenta de Planas y compañía, subarrendatarios de Acuña. (De- 
claración de Montero, del ■ oubtruetor Soler y Moujo, a foja 87, 
y testimonio de partida* del Ubi o diario de Aceña y compañía, 
á toja 190), 

Que "1 locador don l¡>Miigno Fria*. en carta de Junio 17 de 
1895, á f"ja 121, dijo ú don Guillermo Aceña : « Habiendo ter- 
minado el I o de Mayo del presente año el contrato por mi ca^a, 
celebrado con el -eñor Montero, paso a d*cir á usted que ¿i 
quiere continuar en Ja carni de mi propiedad, que actualmente 
nenpa, vale el alquilei de 1-WJ pe^us moneda nacional, desde el 
1" de Juli próximo, por ser la moneda corriente y lega) ; el ar- 
ticula del contratoque quiere usted hacer valer, no tiene fuer* 
za para mí, porque fué hecho con el señor Montero, con quien 
liemos concluido, por lo cual ungu derecho á di poner de mi 
casa » . Carta cuyo contenido con lies a la demandante, expresando 
al absolver posiciones, foja 182, que las innovaciones cu el pri- 
mer cuerpo del edificio, se hicieron con el consentimiento do 
*u causante, durante el contrato con Montero, quien las propu- 
so como miembro de la socieda < que arrendaba la » a-a y se 
aceptaron bajo la obligación, cuando la entregasen, de repo- 
m ría al estado en que la recibieron. 

Que siendo la miama sociedad por la cual contrataron, Mon- 
tero primero y después Aceña, el contrato con el último *• hito 
en el supuesto de * r bajo la* mismas condiciones y así conti- 
nuaron toa inquilinos ocupándola casa, con todo lo existente en 
ella al celebrar el primer contrato, 

Que los U xilinos recibieron la casa con dos tiendas dotadas 
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de armazones y mostradoras, que sin comprarlo* fueron refor- 
mados por cuenta y órden de Iguuin, Cartabiu y compañía. 
(Declaraciones citadas ydefojas 73, 75 vuelta, 77 vuelta, 81, 
94. 10* vuelta y 155). 

Las reformas, destrucciones y deterioros visi liles en el edi- 
ficio, detallados en la protesta de foja 6. se comprobaron en la 
inspec ción ocular, en presenciad* los demandados quienes, ade- 
más, las reconocen al .-ontestar la demanda, en sus interrogato- 
rios y con repetición en varios párrafos de su alegato, soste- 
niendo que las transformaciones estaban hechas, y la casa en 
ruina cuando celebraron el segundo contrato. 

Las cuestiones presentadas en la discusión pueden sintetizar- 
se en las siguientes: 

i° Kt contrato celehrado p.ir Montero, en Abril de 1882, 
¿nbligóíí los propietarios de la Tienda Buenos Airee y á sus' 
sucesores ? 

2" ¿ Los v feo! os do ese contrato se extinguieron completa- 
mente por el celebrado en 1885, en virtud de U carta de foja 



3' la autorización del loeador p ira ciertas reformas ¿ exime, 
é los inquilinos de la obligación de reponer el edificio en la for- 
ma en rjue lo recibieron? 

¥ ¿Serán imputables A éstos |¿is destrucciones y deterioros 
comprobados y, en ■ onseeto iicia, los demás perjuicios causados 
al locador? 

5* Si lo sun , ¿ habrán prescripto Ja acción para demandar tal 
responsabilidad ? - . 

Y considerando: I» Que sí bien en Abril de 1882 don Cesá- 
reo Montero contrató el arriendo de la casa en nombre propio, 
declara el mismo y lo confiesa el demandado, que Jo hizo por 
mandato y menta de Igualo, Cartabio y compañía, que le onfia- 
ron A esta ciudad con ese objeto, para establecer un negocio 
incorporando i la sociedad dueña de él, al mandatario y á don 
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Guillermo Aceña ; quian, luego de estipulado «I arriendo, se po- 
sesionó de la casa como administrador, tomó á bu eargo ladi- 
reeccion y pago de las reformas convenientes en el edificio, ins- 
taló en él el negocio, denominándolo « Tienda Buenos Aires ■ y 
pagó mensoalmente el alquiler ú nombre de la sociedad ; hechos 
independientes en sí, pero que concurren todos A demostrar que 
ésta ratificó é hizo suyo i*l arrienda contraído por el mandata- 
rio, y lo ejecutó poniéndose en relación directa cou el locador, 
que á su vez reconoció y aceptó á Iguain, Cartabk» y compañía 
como verdad ems inquilinos representados por el socio adminis- 
trador, don Guillermo Aceña (artículos 1873, 1935 y 193tidel 
Código Civil). 

2 o Que desde ese momento el contrato quedó períi. rt <iünado 
entre el locador y los mandantes y sometidos ambos á las obli- 
gaciones de él, emanadas cual si personalmente lo hubiesen es- 
tipulado; porque si el mandatario en sus relaciones con lerce- 
tos, responda cuand<i contrae á nombre propio, queda sin em- 
bargo lihn- de toda responsabilidad, para con el tercero, ai el 
mandante ratifica el contrato y se entiende con el tercero como 
en el presente caso, pne* entóneos, por el acto jurídico de la 
ratificación, el contrato tiene para el mandante los mismos 
efectos que tendría si lo hubiese celebrado personalmente ó el 
mandatario en su nombre exhibiendo poder (artículos H6f y 
1162 del Código Civil: 314y 315 del Código Mercantil rigente 
en la fecha del acto, y fallos de la Suprema Corte, séne 8\ to- 
mo 8", página 236). 

3 a Que así por la ratificación espontánea y la ejecución du- 
rante más de tres años mediante el socio administrador don 
Guillermo Aceña, autorizado al efecto en el contrato social de 
foja 168, ta sociedad dueña de la * Tienda Buenos Aires», con- 
trajo el arriendo estipulado por el mandatario y después aocin, 
señor Montero, y c<mo las partes reconocen el carácter mercan- 
til de diclia sociedad, tenemos: que la misma, por aquel acto, 
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vinculó solidariamente á la responsabilidad de ocias las obliga- 
ciones resultantes del contrato referido á lo» -ios euyoa nom- 
bres figuraban en la razón Iguain, Cartabioy ompañía, tan- 
to como el administrador señor Aceña íart. 454 455 y 456 del 
antiguo Código de Comercio), sin que pueia admitirse que 
Iguain, Cartabio y compañía, como simples comanditarios, es- 
tá» excluidos de ta) responsabilidad, porque La sociedad no fu»' 
en comandita, tegua lo priscrit+í en los artículos 425 y 426, y 
porque, aun siéndolo, la responsabilidad solidaria les e-turf a 
impui sta siempre en la opresión clara de los ar tirulos 427 y 
428 del <ód i go citado. 

4" Que no habiéndose probado ei registro y publicación del 
contrato de disolución de ta sociedad Iguain, Cartabioy compa- 
ñía, por el cual estos hubiesen trasmitido á otros la « Tienda 
Unenos Aires >, de conformidad al artículo 492 del mismo Có- 
digo de Comercio, ia disolución no turo efecto alguno contra 
terceros, como el locador, para quien los inquilinos continuaron 
ai.-ndo los mismos, obligad os a las consecuencias del arrenda- 
miento basta el desalojo y entrega de la casa, no obstante el 
cambio sucesivo de razón social . 

6* Que, por otra parte, absolviendo a foja 338 las pociones 
números 35 y 36, condesan los demandados que la sociedad 
Iguain, Cartabio y compañía cambió de razón social denominán- 
dose posteriormente, Cartabio y Aceña y Aceña y compañía, 
quienes d. sde 1882 basta la época de la demanda ban tenido 
alomada y sin desalojar la cssa en cuestión, agregando que son 
distintas sociedades sucesora uun de otra, siu negar que lo fue- 
ron á titulo universal de Iguain, Cartabioy compañía en esta 
plaza, mas como los efectos de los contratos se extienden activa 
y pasivamente á Jos herederos y sucesores universales, especial- 
mente en el de locación de cosas (artículos 1195, 1496 y 1581 
del Código Civil), resulta que Aceña y e ompañía confiesan ha- 
b^r sucedido también en toda^ las obligaciones derivadas de la 
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locación contraída por sas causa ites, según se lia demostrado, 
y en consecuencia que la acción procede contra ellos, ya por ser 
sol icariamente responsables lo» que forman es ta razón social, 
ja por haber sucedido en el arrendamiento estipulado por don 
Cesáreo Montero un Abril de 1882, 

6* Que la carta de foja 131 1 ineiioaz coiim prueba en favor 
de tos demandados, por no estar presentada en oportunidad le- 
gal, tampoco desvanecería lis anteriores conclusiones, y si mis 
bien, las confirma, porque el propietario señor Frías contesta 
en ella A la pretensión del representante de los demandados , 
que, reconociéndose libados per dicho contrato ¡avocaban la 
clAusiila cuarta, para continuar en el arriendo, pagando el mi- 
nio precio de ciento cuarenta pesos bolivianos, y no la misma 
cantidad en moneda nacional, somo exigía el tocador, 

7" Que ni esa carta ni el segundo - .miratu que - Ha originó 
han extinguido los efecto* del primitivo arriendo, en manto al 
estado en que d.-bh» devolverse la casa, porque segon el princi- 
pio general de derecho, consignado en el artículo i 178 del Có- 
digo Civil, los efectos ú obligaciones derivados de los contratos 
no fenecen mientras no han sido ejecutados hasta en sos últi- 
mas consecuencia, salvo la yrn&i -ripcioti ó renuncia »-xprcsa de 
la parte en cuya favor se establecieron. (Murca.de, al artículo 
1 !3Fj, tomo 4", página 39fil . \ 

Ahora bien, la contestación uYi finado ^eñor Krias en v* i di- 
una r -nuneia $em<jante, importa, por el contrario, la intim.ici n 
explícita del propietario d los inquilinos, de desalojar el inmue- 
ble si no convenían »n pügar el nuevo alquiler que creía tener 
derecho á exigir en el supuesto equivocado Ó verdadero de hab< r 
terminado - 1 < on trato di 1882, y de poder disponer de su casa, 
en cuyo caso habríase presentado recién la oportunidad legal 
de gestionar *■) esUdo <*n que de Man entregarla, pero el ejerci- 
cio de esta acción se suspendió porque los demandados nega- 
ron al propietario el derecho á exigir el desalojo; en caso de no 
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pa4ar el alquiler pedid", oponiendo el hecho de haber sucedido 
y de representar eo consecuencia á los inquilinos para quienes 
se contrajo dicho arrendamiento y según lo confiesan, por ¿vitar 
un pleito sin desocupar tu casa, transaron tal "©atestación, 
otorgando el contrato de Julio ai de 1885; de donde se sigue 
que este, de acuerdo con la carta, no tuco otro alcance que fijar 
el pn rio v término del alquiler transado; dejando pendiente y 
en todo su vigor los efeetos del primer contrato, en cuanto á la 
obligación de entregar e¡ fnmneble, en el estado y forma est i pil- 
lados, ó impuestos por l¿i ley. 

8" Que la declaración dría Suprema Corte Nacional, en el ca- 
so de la causa entre don Crnelio Laugan y el representante d. l 
Ferroearrií del Oeste en Buenos Aires (serie 2\ tomo 13, pági- 
na 219), •* .uaplicahl'-nl presente, ponfiie rn aquél se invocaha 
un contrito por la misma parte que lo había declarado n u lo t es 
decir, sin efecto ■ alguno al rescindirlo mo tu propio, mientras 
que .-n éste Ja parte lo declaró terminado y en la misma carta 
exigió el cumplimiento di- los efectos consiguientes á un con- 
clusión, que, c ono se ve. quHiluron pendientes por la renovación 
mencionada. 

r Considerando en roa uto á las reformas en la casa arren- 
dada, que en el contrato primitivo de 1882, que regla el estado 
y forma en que debe ser restituida, el propietario sólo autorizó 
Lis qu- los inquilinos . -ri>y»s«n necesarias al embellecimiento 
del inmueble, sio dejar librada esta calidad i ta sola aprecia- 
ción de ellos, puesto que estipuló deber de bacerlas de m wer~ 
do con rt locador, y reservándose, además, . .[ derecho de acep- 
tarlas, setjun fuesen las reforjas, y si le convenían; luego, para 
eximirse de la obligación de reponer el edificio en la forma en qus 
lee fué alquilado, los inquilinos debieron probar que las refor- 
mas hechas en él lo fueron de acuerdo con el locador y que éste 
las aceptó; sobre lo mal existe más bien la presunción contra, 
ria, que se deduce de las declaraciones del señor Montero y d. ) 
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constructor Antonio Soler y Honjo, que hizo la* innovación^ s, 
biii conocimiento del propietario. 

10° Que ii este respecto, la única prueba r*-ndiria por los de- 
mandados es la confusión de la señora de Frías, cuando absol- 
Tiendo posiciones, dice que después <M contrato, su esposo au- 
íoriió las reformas del primer cuerpo del edificio, por haberse 
obligado los inquilinos A resumirlo en la forma anterior; lo 
cual importa una confesión calificada e indivisible, pues consta 
de dos hecho» simultáneos, que se complementan entre sí. y 
que no puede amparárselos, admitiendo el favorable y desechando 
el adverso á los demandados, sino que debe estarse á lo que de 
ambos resulta : porque la confesión calificada es una, y la cons- 
tituyen todas sus partes, las cuales son mutuamente condición 
unas de otras, según la doctrina que se desprende de la ley 2, 
titulo ta, partida 3", y la jurisprudencia establecida por repe- 
tidos fallos dría Suprema C-rte Nacional, 8e>ie I* tomo 3 o , 
paginas 1tH) y 202; tomo 4 o , página 19; série 2 a , tomo 10, pá- 
gina 13 ; doctrina tanto más aplicable en este caso, cuanto que 
el hecho qu<- caliñca la confesión está continuado por la inten- 
ción del locador, manifestada en el contrato, de no aceptar sino 
las reformas que le conviniesen. 

11 fl Que, además, no atando designada* expresamente en el 
conlrato las obras en que debían consistir laa mejoras ó refer- 
ir a^ autorizadas, con Buje,' ion al artículo 1542 del C6digo Ci- 
vil, la autorización >e reputa no escrita ; de manera que los in- 
quilinos no debieron hacer sinó Las mejoras que tenían derecho 
Á hacer, sin depender de autorización especial (artículo 4543 de 
dichu Código) y habiendo alterado La forma de la casa, sin pro- 
bar autoriza^ ion -apresa según la ley, ó la aceptación posterior 
del locador, están obligados á restituirla en la forma en que les 
fué alquilada (artículos 1534, 1537 y 15ti5 del mismo código) ; 
sin que de otro lado puedan alegar tampoco que habiéndola re- 
unido al celebiar el segundo contrato, cu el estalo y forma en 



de justicia nacional. 



171 



que se encontró cuando la desocuparon, Hería, imponerles obliga- 
ciones que no contrajeron, porque aun en ta hipótesis contraria 
á lo afirmado por ellos miamos, de no ser sucesores universales 
de los inquilinos originarios, el solo hecho confesado de haber 
continuado ocupándola, con sujeción al primer contrato, y de 
haber renovado el alquiler al vencimiento del término, sin desa- 
lojarla, cualquiera que fuese la causa para ello, necesariamente 
presupone la rescicion del arrendaniienro primitiv», y somete á 
los demandados á la acción directa que el propietario tiene c n- 
tra el cesionario, por las obligaciun*-* que resulten del contrato 
de locación, de conformidad á los artículos 1588 y 1499, núme- 
ro 2 o , del Código Civil. 

12* Que no habiéndose hecho descripción del estado en que 
el propietario entregó la casa, ni prohádose que la entregó en 
ruina, según el articulo 1616, se presume que los inquilinos la 
recibieron en buen estado, ínáiime cuando así lo confirman las 
declaraciones de fojas 68, 90 vuelta, 94, 102 y 1 65 vuelta, de 
los testigos señores José G. Hincón, Antonio Soler y Moujo, 
José Tiseyra, Mariano Franco y Lisimaco Barrantes, y con su- 
jeción á los artículos 1615 y 1621 del mismo código, están obli- 
gados á restituirla *n el estado en que la recibieron, ó en que 
se presume que la recibiesen (Fallos de la Suprema Corte, se- 
rte tomo 13, página 123). 

13* Que la inspección ocular, la declaración de los testigo» 
presentados por Aceña y compañía, señores Cirilo Alvar et, a 
foja 156 vuelta, y Ricardo López, á foja 164 vuelta, el informe 
pericial de foja 194, referente al dia en que se practicó la ins- 
peecion, y la confesión de los demandados, que afirman que los 
deteriores y destrucciones reelamadas existían en el año 1885, 
prueban qne los mismos ó sna autores los causaron, principal - 
mente con las omisiones y heehog siguientes : 1" la falta de toda 
precaución en el trafico constante de bultos pesados, qne produ- 
jo la destrucción de pisos, y deterioro de mochetas, umbrales y 
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albañales ; 2 o el de permitir á loe dependientes el juego de U 
pelota en patios, y á subir á loa tejados, 1» cual desperfeccionó 
los reboque y, con el hecho de arrojar botillas y otros objetos 
á los tejados, causó la ruptura de éstos, el deterioro de las ma- 
deras, ta destrucción consiguiente de los cieloBraios, y ta hu- 
medad de los pisos; 3" la absoluta falta de aseo que, con la hu- 
medad, produjo la e mpb l ta inutilización de los pisos de ladrillo; 
4* haber arrancado la estantería, rasgando los empapelados y 
agujereando las paredes, sin restituirlas á su estado anterior ¡ 
5* haber perforado paredes maestras, para abrir comunicacio- 
nes, destapad" el zótano por mera curiosidad, y arrancado sus 
rejillas para arrojar basuras ; 6* no haber dadn aviso al propie- 
tario para que impidiese la destrucción de la pared y ramada 
de 1 fondo; y 7 haber trasportado ésta sobre otra pared, destru- 
yenos el retejado de la misma. 

14° Que, por consiguiente, está demostrado que los inquilinos 
incurrieron 'Mi ruljia lata, infrinuiendo las uhligacione* que al 
locatario imponen los artículos 153G, 1534, 1561, 156:2, núme- 
ro 2°, 1573 y 1621 del código citad o, y que son responsables del 
daño c!íub:u1u á la propietaria, con los deterioro* y destrucciones 
enunciados, de conformidad á las disposiciones citadas y espe- 
cialmente á las disposiciones de lo-¡ artículos 1561, 1615 y 1616 
del mismo código, y á lo declarado por laSuprema Corte, en tos 
fallos série I 9 . totim 5 , página 373 t y sén.- 2«, tomo 15\ 
página 258. 

15" Que los demandado* no pueden legalmente op..ner e! be- 
ebo de que las botellas, huesos y otros objetos avrujados a los 
tejados, lo fueron por las persona- del restaurant de Planas y 
compañía y del hotel « Lavin » ; primero, purqur Planas y com- 
pañía fu ron subarrend:itarios de los inquilinos, quienes, se- 
gún la disposición citada, deben responder d<d daño causado por 
el suh;irrendatorio, y segundo, porque aún siéndolo por veci- 
nos extraños, lo cual no eslá probado, el lecatario sólo tiene ae- 
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cíon contra los autores de los hechos, no contra el locador, á 
quien debe comunicar inmediatamente la novedad dañosa á su 
derecho, baju la pena de responder de los daños y perjuicios (ar- 
tículos 1528 y 1530 citado). 

i6 fl Que no tratándose de obligaciones que tienen por obje- 
to sumas dedimro, eu el presente caso, el mar- i miento délos 
danos j perjuicios compreude no sólo la reparación de los de- 
terioros causados en el ediüeio» sinó también la renta ü alquiler 
de que ha sido privada la demandante, durante el tiempo que 
ha debido emplearse en la obra de reparación, por efecto inme- 
diato y necesario de los deterioros eiprcsados, que era de 250 
pesos moneda nacional mensuales, según confesión de los de- 
mandados, y las costas del juicio, de conformidad al artículo 
520 del misino código. 

í 7" Que las det lar aciones de don Manuel U garr iza, á f oja 139, 
y de don Pablo Redundo, á foja 142, prueban que la pared dL'l 
fondo cayó sin culpa de los inquilinos, no existiendo la contra- 
dicción que entre ambas creo ver el actor; porque si bien la 
fuerte tormenta de agua, como diré el primero, determinó el de- 
rrumbe de la pared, la causa eficiente de éste, pudo ser el des- 
plome ocasionado por la antigüedad de la misma, como dice el 
segundo; más los demandados, faltando al deber legal de avi- 
sarlo inmediatamente al propietario, incurrieron en la respon* 
sabilidad déla pérdida del material ó número de adoves que 
dicha pared contenía ; de manera que ¡a part ida número seis de 
la primera parte del informe pericial debe reducirse al valor de 
dtebo material, reposición de la ramada y puertas que existieron. 

18 a Que tampoco son de legítimo cargo, en la reparación de 
los deterioros causados porculpa délos inquilinos, el cambio de 
los tres pilares de la partida G, ni el reboque y pintado de la 
faenada del edificio, consignados en la partida L, de la segun- 
da parte de dicho informe, por lo cual debe descontarse el valor 
de aquellos en la primera, y suprimirse ta segunda. 
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Por estos fundamentos, fallo definitivamente, condenando á 
los sucesores de loa demandados aeñorea Aceña y compañía, a) 
pago del importe líquido de las reparaciones presupuestadas 
en el informe pericial de foja 194, en la suma de 4775 peso^ 
con 46 centavos moneda nacional, reduciendo, á juicio de peri 
tos, laa partidas eipresadas en los considerandos 47" y 18°, y 
descontando el total de la partida referente al reboque, y pin- 
tado de la fachada de! t dificio ; el pago de 250 pesos moneda na- 
cional, durante el tiempo que ajuicio pericial ha debido em- 
plearse en hacer dichas reparaciones y al de las costas del jui- 
cio. Repónganse ¡os sellos, y (ratifiqúese original. 

David Zambrano. 



Fallo d» I* 9npr«nN i arte 

Bueno* Airi-s, Noviembre :J0 de ltfüT. 

Vistos y considerando: Que la acción intentada ae dirige á 
obtener ee condene al demandado al restablecimiento de la co~ 
sa locada á su estado anterior al contrato de locasion, con la 
supresión de las innovaciones realizadas dunmte el contrato y á 
la indemnización por los deterioros causados en la misma casa, 
pidiéndose además el pago de alquileres y costas. 

Que consta del documento de foja noventa y siete, reconocido 
por laa partes y cuyo contenido está fuera de discusión, que el 
tinado don itanigno Frias celebró en Abril de mil ochocientos 
ochenta y dea, ¿on don Cesáreo C. Montero, un contrato por el 
que el primero daba en locación al segundo la casa á qne se re- 
fiere esta cuestión, debiendo durar la locac ión el término de 
tres años lo menos. 
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Que según el artículo r «arto de dicbo contrato, terminado el 
tiempo lijado para la locación, queáVía ésta renovada sí Monte- 
ro [o solicitara, siendo preferido á otro solicitante siempre que 
pague el precio estipulado en el artículo segundo. 

Quü establecida en la cas;i la tienda denominada t Buenos 
Aires », por la suciedad formada en veinte y siete de Junio del 
citado año de mil orhncientos ochenta y dos y que se componía 
ile ios señores lguain, Carlabioy compañía, de don Guillermo 
Aceña y fe ¡toa Cesáreo C. Montero, en los términos y bajo loa 
cláusulas de la escritura de foja ciento sesenta y ocho t esa so- 
ciedad pretendió, vencido el contrato de locación ron Montero, 
la renovación iie ese contrato, haciendo valer la estipulación 
cuarta de que ya se ha hecho mención. 

Que el propietario rechazó tal pretensión, diciendo á don Gui- 
llermo Aceña en diez y siete de Junio de mil ochocientos ochenta 
y cinco textualmente lo siguiente: € con respecto al artículo del 
contrato que quiere usted hacer valer, no tiene ninguna fuerza 
para mí, porque el contrato fué hecho i on el señor Montero, con 
quien hemos concluido, razón porqué tengo derecho de dispo- 
ner de mi casa., según se ve en la carta mencionada de foja 
ciento veinte y una. 

Que á consecuencia de la actitud del propietario se celebró en 
Julio de mil ochocientos ochenta y cinco el contrato de loca- 
ción li que se retiere la escritura de foja diei y siete, según el 
que don Benigno Frías da en arrendamiento á don Guillermo 
Aceña, representante de la razón social Guillermo Aceña y com- 
pañía la casa antes locada i don Cesáreo C. Montero, sin 
expresar que aquel sea una continuación de éste y sin hacer re- 
ferencia de ningún género al último. 

Que las estipulaciones en los dos contratos son diferentes, 
ademas de la diferencia que se nota respecto á las personas que 
intervienen por la parte del locatario. 

Que de los antecedente considerados surge el hecho, que 
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puede reputarse i n contesta ble, de que celebrado el primer con- 
tratu personalmente con don Cesáreo 0. Montero y obrando 
éste a mi solo nombre, el locador no ha hecho acto que importe 
admitir el cambio de la persona obligada á su favor y con dere- 
chos en su contra, resultando al contrario que hizo manifesta- 
ción expTesi de voluntad en el sentido de no estar ligado por 
relaciones legales sinó con Montero, con quien decía haber con- 
cluido, gozando en su mérito nV la libre disposición de la cosa. 

Que si el contrato de mil ochocientos ochenta y dos fué cele- 
brado con Montero y si el locador rio admitió que éste fuera 
reemplazado por la sociedad propietaria de la tienda Buenos 
Aires, en sus relacionas con él, no cabe duda que aunque Mon- 
tero hubiese obrado como mandatario de una sociedad ya cons- 
tituida, lo- derechos y deberes procedentes activa y pasivamen- 
te entre el locador Frías y el locatario Montero, (^conformidad 
á lo dispuesto en el artículo mil nuevecient .s veinte y nueve 
del Código Civil, yaque el caso no puede ser de ratiíicacion 
desde que ésta requiere que el acto se celebre á nombre del que 
ratifica . 

Que el contrato de loacion concluido entre don l'enigrio 
Frias y don Guillermo Aceña y compañía en Julio de mil ocho- 
cientos ochenta y cinco, es, pues, el punto inicial de la relación 
di- d< -rechu entre el propietario Frias y el locatario, cualesquie- 
ra qu<* puedan ser los vínculos ú deberes que hayan ligado ó 
liguen á Montero con las personas en cuyo interés hubiera con- 
tratado. 

Que debe también tomarse en consideración que la circuus- 
lancia de haberse arrendado la casa en mil ochocientos ochenta 
y cinco sin reserva alguna respecto al pasarlo, hace presumir 
que el propietario había aceptado como cunvenientes las refor- 
mas hechas en la casa durante el contrato con Montero, usando 
del derecho que le acordaba el artículo quinto de ese contrato. 

Que la prueba abundante producida por la una y por la otra 



DE JUSTICIA NACIONAL 



H7 



de las paites y la confesión de las mismas deja plenamente ave- 
riguado que las innovaciones hechas en la casa se verificaron 
durante el contrato con Montero, y qne durante el contrato con 
Guillermo Aceña y compañía sólo se ha llevado á efecto la obra 
estipulada, en carácter de obligatoria, en el artículo tercero. 

Que por tanto, dichas innovaciones no pueden fundar la aorion 
deducida contra el demandado á ese próposito. 

Qne siendo el primer contrato entre las partes el de mil ocho- 
cientos ochenta y cinco, la presunción le tí al respecto al estado 
de U casa á esa fecha y dpsde que no se hizo la descripción re- 
1 'I iva, es que ese estado era bueno, salvo la prueba contraria 
(artículo mil seiscientos diez y seis. Código Civil). 

Que Ja prueba pm.Jucifla por el demandado no es suficiente en 
general para destruir la mencionada presunción. 

Que á la inversa, hay elemenlos probatorios que son bastan- 
te* á convencer que h«y hechos de los demandados ó de sus de- 
pendientes que han tusado diño A la casa, ya por acción direc- 
ta, como en lo que se refiere á botellas arrojadas en Jos tecfa ws 
de teja, con que están construidos todos loa de la casa ya por 
no haber adoptado medida, razonables para la conservaron de 
los pisos. 

Que en su virtud deben aceptarse como de legítimo abonólas 
partidas que, para poner la casa eo buen estado, se determinan 
& foja ciento noventa y cinco vu.lta en el informe pericial de 
foja ciento noventa y cuatro, con las letras a, b t h, y m, que res- 
pectivamente representan el valor de cuatrocientos pesos de 
ochocientos catorce pesos, de veinte pesos y de veinte y coatro 
pesos, dando una suma total de un mil doscientos cincuenta y 
ocho pesos moneda nacional. 

Por estos fundamentos se condena á los demandados al pago 
dentro de diezdiaa de la suma consignadaen el último conside- 
rando de esta resolución, ósea, un mil doscientos cincuenta j 
ocbo pesos moneda nacional, con sus intereses á estila de Banco 

T. LUI 

12 
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desde ta fecha de la demanda ; j se revoca la sentencia apelada 
de foja trescientos diei y seis vuelta en las demás consideracio- 
nes que contiene, á cuyo respecto se absuelve á los demandados. 
NotifíqaeBe con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAE. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAW 
E. TORBERT. 



Don Miguel de la Presilla contra el lianco Hipotecario Nacional; 

sobre posesión 

Sumario. — La posesión de inmuebles dados en locación» que 
as mande dar al Banco Hipotecario Nacional en virtud de lo dis- 
puesto por su ley orgánica, es sin perjuicio de los derechos del 
locatario. 

Caso — Don Miguel de la Presilla se presentó al juzgado, ex- 
poniendo: Que tiene conocimiento que, á pedido del agente del 
Banco Hipotecario Nacional, se ha mandado dar á éste la pose- 
sión de las fincas « Zonda las que tiene arrendadas á su pro- 
pietario don Lisandro LloreraB, según consta de las escrituras 
que acompaña, en las que se ha celebrado el contrato de loca- 
ción por el término de tres anos. Que esa posesiou no puede 
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darse con perjuicio de sus derechos de locatario, adquiridos le- 
gítimamente, los cuales debe» serie respetados con arreglo á la 
carta orgánica del Banco, á la doctrina y disposiciones del fe*. 
otgoCml. Queál no puede ni quiere oponerse ni estorbar de 
niagun modo que las propiedades hipotecadas se rendan ó que 
eJ Banco ejercite los derechos que le correspondan, tos que deben 
y pueden subsistir, no obstante el contrato de locación cum 
pliendo cada uno con las obligaciones que, en tal caso, surjan" 
para loa interesados. 

Terminó pidiendo se deje sin efecto la posesión mandada dar 
al agente del Banco. 



Fallo del # H e> B Federal 



San Jiiaií, Agosto 26 de 1897. 

Vistos : Atentos los artículos 55 y 65 de la ley del Banco Hi- 
potecario Nacional, especial sobre la materia, no ha lugar á 1» 
suspensión del decreto de Agosto 20 del corriente año. 

Al otroaí, como se pide, dejándose copia autorizada en autos 



Áibarracvu 



Autm del Juei Peder»! 



S*u Juan, Agosto ¿8 de 1897. 

Atento á lo dispuesto en «1 artículo 65 déla ley orgánica del 
Banco Hipotecario Nacional, que prohibe á los jueces suspender 
ó trabar el procedimiento del Banco, para la venta en remate de 
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las propiedades hipotecadas, á menos que se traían de tercería 
de dominio* y conforme i lo dispuesto en el artículo 212, ley d.» 
procedimiento* nacional, concédese el recurso interpuesto en 
relación y en el efeeto devolutivo. Saqúese compulsa de los au- 
tos, prefijándose al escribano el termino de dos dias, y remítase 
á la Suprema Curte, por co.iducto del correo, bajo certili-ado, á 
costa del apelante, emplazándosele comparezca ante ella, den- 
tro de 15 dias á oír resolución. 
Al otrosí, tengase presente. 

Utmrracm. 



Fallo de l» Suprema Corte 

Bíienos Airea, Noviembre 3íi de 1HM7. 

Vistos y considerando Qu.- m&» ÜOfl9U de los escrituras ,,e 
fñjai una á ÍWS vuelta, el interesado don Miguel de la Pre«lla 
tiene en arrendamiento las lincas de que se trata en esta causa, 
por contrato celebrado con don Lisandro Lloverás, por el plazo 

de tres años y medio. 

Que el citado Presilla gestiona no que el Banco Hipotecario 
deje de nacer oso de los derechos que la carta orgánica le con- 
fiere, vendiendo y aun tomando la posesión legal de las rosas, 
qutí ¡e están hipotecadas, sinó que no se le estorbe en el ejerci- 
cio de los suvos en calidad de locatario. 

Que con arreglo al artículo tres mil ciento cincuenta y siete 
del Código Civil, el deudor propietario del inmueble hipotecado 
conserva el ejercicio de todas las facultades inherentes al dero- 
go de propiedad, siempre que no se realice en detrimento de 
los derechos del acreedor hipotecario. 

Que esa disposición, en loque á arrendamiento se reliere, se 
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halla confirmada por el artículo caarenta y nueve de la ley or- 
gánica de) Banco Hipotecario Nacional para el caso ocurrente, 
desde que sólo requiere el coreen t i miento del establecimiento 
cuando t í plaiouVI contrato exceda de cinco años, 

Que el respeto á un contrato de arrendamiento no ae opone & 
que el Banco baga efectivo el derecho que («acuerda el artículo 
cincuenta y cinco de su ley, sustituyéndose ai propietario en la 
posesión de la cosa y percibo d^sus rentas, oponiéndose mucho 
menos al artículo sesenta y cinco que se refiere á la venta del 
bifin hipotecado, desde que según el artículo mil cuatrocientos 
noventa y ocM <M Código Civil, enajenada la finca arrendada, 
por malquier acto jurídico que sea, la locación subsiste durante 
él tiempo convenido. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja seis 
vuelta, declarándose que la posesión mandada dar al Banco Hi- 
potecario Nacionales sin perjuicio de los derechos del locatario 
don Miguel de la Presilla. Devuélvanse, debiendo reponerse Jos 
sello§ ante el inferior. 



BENJAMIN PAZ- — ABEL (UIAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — • JUAN 
E. TORIiENT. 
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C AUSA CCt LXXIU 

Contra Francisco Mastrangefa ; sobre extradición pedida 
por el\Gobierno itaiialto 

Sumario. — No debe hacerse lugar á la extradición cuando 
por raxou de prescripción el delito imputado no e¿ susceptible 
de pena, según las leyes argentinas. 

Caso. — Resulta de laa siguientes piezas : 



VISTA FISOAL 

Bkbqoí Aires, Jubo de 1897. 

Señor Juez : 

Los documentos acompañado* para instruir el ped.do de ex- 
tradición de Francisco Mastrangelo, por el ministro ^lenipo- 
tenciaríode Italia, son, en sentir de este ministerio bastante y en 
forma correcta para hacer atendible el pedido de extradición. 

No considero fundadas las consideraciones del precedente es- 
crito, cuando se tacha la forma de esa documentación, reputan- 
do que no se han llenado los procedimientos que se detallan res- 
pecto al mecanismo y manera de dictar Us sentencias en Italia, 
las diversas resoluciones de los tribunales están en la forma or- 
dinaria y llenan cumplidamente las «licencias del artículo. 
del Código de Procedimientos penal. 



DE JUSTICIA NACIONAL 183 

Baju este punto de vista creo que no bay discusión posible, 
pero sí la hay, j en condiciones favorables al reclamado, en la 
excepción de prescripción que opone su defensor, mando del de- 
recho que le acuerda el artículo... inciso.,, del citado código, 
Segun consta de autos, el hecho de que se trata fué cometido 
el!" de Febrero de f 880, y, en rebeldía del procesado, fué jni- 
gado y condenado á la última pena en 6 de Noviembre de 1881, 
habiendo transcurrido basta hoy, desde que tuvo lugar el hecho' 
17 años y 16 días dusde la «ondina referida. 

Ahora bien, poniendo este lapso de tiempo frente á lo esta- 
tuido por la ley penal italiana respecto de la prescripción se lle- 
ga á la siguiente conclusión. 

Que si bien es cierto que por el artículo 137 del Código Pe- 
nal italiano de 1859 el tiempo requerido para ta prescripción 
de la pena de muerte es de 20 años, no es meóos cieTto que el 
artículo 143 del mismo código establece que cuando la senten- 
cia fuera dada en rebeldía tiene por efecto, someter nuevamen- 
te á juicio al condenado, admitiendo la diminución de la pena, 
ei ello correspondiere. 

Ksta moeabilidad de la primera sentencia en el caso de tra- 
tarse de un rebelde, que es el caso presente, cambia de fas a la 
sentencia, que tiene á ser en realidad una órden para que una 
vez aprehendido se le someta á juicio y se entable contra él la 
acusación respectiva. De aquí, pnes, que en t les casos (el pre- 
sente) se haya de establecer el tiempo necesario 4 la prescrip- 
ción de la primitiva pena, sinó el tiempo necesario paia la pres- 
cripción de U acusación, que debe formularse nuevamente, 

Siendo, pues, lo único que hay contra el reclamado una acu- 
sación, es admisible la prescripción de 15 años que para ella se 
establece en el nuevo código italiano, lapso de tiempo que se ha- 
lla transcurrido con exceso , circunstancia que obsta á todo pro- 
cedimiento contra él. 

Por otra parte, sí V. S. tiene en cuenta que por el nuevo CO- 
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digo italiano está abúlica la pena de muerte, la sentencia en 
cueBtion no puede ser válida, dado que establece una pena que 
los códigos italianos han borrad.» de sus disposiciones. 

El hecho de considerar admisible l< prescripción en la mu- 
ñera que lo dejo establecido rae exime de entrar en mfa consi- 
deraciones á este respecto, pues i lla basta y sobra por sí sola 
para que V. S. resuelva este asunto negando la extradición que 
se solicita. 

J. Botet. 



Fallo del Juez Federal 

Dueños Aires, Setiembre 4 de 18y7 

X fistos estos auto* seguidos á solicitud de la Legación de 
Italia para la extradición del requeridu Francisco Uastrangelo, 
sentenciado, en rebeldía, á la pena de muerte por homicidio en 
la peraoiiadeGaetano Peilegrino, oídos ei requerido, su defensor 
y el procurador fiscal. 

Y considerando : Que entre la República Argentina y el Rei- 
no de Italia no existe tratado de extradición, por lo que esta 
solicitud debe ser resuelta de acuerdo con las disposiciones del 
Código de Procedimientos en lo criminal. 

Que el delito porque ha sido procesado y condenado Mastran- 
gelo autorizan el procedimiento de extradición, por estar com- 
prendido en la disposición del artículo 646, inciso 1\ dtl refe- 
rido código j en el artículo 2 de la ley de 45 de Agosto de 1885, 

Que con el pedido de extradición se han acompañad-, los an- 
tecedentes que exige el artículo 651 del código citado, bis que 
han permitido al juzgado comprobar la identidad de la persona 
reclamada. 
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Que la defensa se opone ¡i la extradición fiel requerido, ale- 
gando como principal futí Jumento de su oposición la presen p- 
cion de la acción penal que se Labia operad, de acuerdo m lo. 
términos del artículo 7Í del Código Penal italiano que actual- 
inente rige, defina que autoriza el articulo 5» del artículo 656 
de nueBtro Cóiligo de ProeedimientA>s en io Criminal. 

Que habiendo sido procesado y condenado á la pena de muer- 
to Mastraugeln, con arreglo a las prescri pe : i «ti es del Código Pe- 
nal italiano del8o9, y disponiendo éste un su artículo que, 
cuando la sentencia» fuere dictada en rebeldía, una vez habido el 
contumaz, debe someterse nuevamente á un juicio contencioso, 
admitiéndola diminución de la ponasí ello correspou liere, an 
Cuera de duda que ella no retiste el carácter de definitiva, y que 
en nulidad viene >1 ser Tina orden para que una ven aprehendido 
el continua/, sea procesado entablándosele la correspondiente 
acusación. 

Que siendo ésta la situación legal del requerido, y habién- 
dole derogado la pena de muerte por el Código Penal que ac- 
tualmente esta en vigencia en ta nación italiana, ra fuera de 
cuestión, siguiendo el principio de derecho umversalmente 
aceptado que cuando hay una ley posterior, debe estarse á la 
más favorable al reo, que no podría condenársele á la pena de 
muerte sino á la de ergasíoto, que establece este mismo código 
en su artículo 12. 

Que disponiendo el artículo 91, inciso 1°, del citado código, 
que la mencionada pena de ergastoh se prescribe á los 29 años 
y habiendo transcurrido sólo 17 desde el día en que se consumó 
el hecho que motiva la presente solicitud de extradición, el juz- 
gado declara no estar justificada la excepción de prescripción 
alegada por la defensa. 

Que, por último, el infrascripto s» abstiene de considerar los 
argumentos aducidos de foja... referentes á la clasificación del 
delito y su castigo por no serle permitido aceptar cuestiones en 



186 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



que vayan envueltas la validez intrínseca de los documentos 
producidos por el gobierno requirente (articulo 665 del Códi- 
go d « Procedimientos). 

Por estos fundamentos y uo obstante lo dictaminado por el se- 
ñor procurador fiscal, folio: rechazando la éxcepcioD opuesta por 
la defensa y resuelvo acordar ú título de reciprocidad la extra- 
dición del requerido Francisco Mastr angelo, solicitada por la 
Legación de Italia. A este efecto en oportunidad se pondrá al 
detenido á disposición del Ministerio de Relaciones Exteriores 
con remisión 'te estos autos originales, dejándose constancia su" 
liciente. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL SEflOH PROCURADOR GENERAL 

Bueuos Airea, Octubre íifi de 1897. 

Suprema Corte: 

En dieta meo ante el Poder Ejecutivo, corriente á foja 27, ex- 
puse: que la excepción de prescripción surgiría forzosamente 
en el juicio contencioso, por haberse modificado el Código Pena! 
Italiano de 1859, por el de 1880, y haber transcurrido más de 
16 años desde la perpetración del hecho que motiva la solicitud 
de extradición de llastrangelo. 

La excepción ha surgido en efecto, y con caracteres, á mi jui* 
ció, definidos y aceptables. 

Habiendo sido condenado Mastranto en rebeldía coo suje- 
ción al régimen del antiguo Código Penal italiano, esa conde- 
na quedó sin efecto ante ta menor penalidad y declaraciones re- 
lativas á los juicios en rebeldía, según se desprende de los artí- 
culos 91 y 96 del código moderno. 
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en pió sólo la acusación apoyada en las constancias de 
la instrucción criminal, debiendo reabrirse el juicio y debatirse 
la cansa con toda amplitud. 

No puede decirse que ta prescripción proceda en tal caso con- 
tra la sentencia, que no puditmdo hacerse efectiva en las con- 
diciones que fué dictado el f al Jo en rebeldía, carece ante eJ mo- 
derno Código Italiano de todo efecto leqal. Sólo queda del pro- 
ceso el derecho de acusar, y eau derecho, no tratándose ya de 
pena capital, se prescribe por 15am»s, según las referencias que 
tanto la procuración como la defensa han producido á fojas 62 
7 37. 

Por otra parte, ae trata de juagar un homicidio, no se des- 
prende de las constancias del sumario, ni premeditación, ni ale* 
Tosía, ni tales circunstancias características de la agravación 
pneden presumirse antes d*. la declaración de su existencia. 
U pena entonces aparentemente aplicable, serla de 18á2i 
años de reclusión, segun lo prescribe el artículo 364 del Código 
Italiano de 1889. 

ie acusar por delito sujeto á aquellas penas, se 
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¡. según el Código italiano, y i loa 10 añas 
segun el artículo 89, inciso t\ del nuestro, cuando el delito ten- 
ga pena por tiempo determinado, aunque fuera presidio ó peni- 
tenciaría. 



Nuestro Código de Procedimientos en lo criminal, prescribe 
en su artículo 665, inciso 5 o , «que la prescripción de la acción 
penal dube apreciarse según las leyes del país requ ¡rente ». Pi- 
ro prescribe tami ¿en por su artículo 667 t que cuando el delito 
que motiva ta solicitud de extradición, tenga una pena menor 
en la República, el encausado no será eitraido sino á condi- 
ción de que Jos tribunal.-» del país que lo reclame le impondrán 
la pena menor. 

La pena del homicidio sin circunstancias agravantes, varía 
entre 6 y 10 años de presidio, segun el artículo 96, inciso 2*, 
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del Código Penal argentino. Si esa es la pena que los tribuna- 
les del reino de Italia piu-don imponer dada la condición legal 
déla extradición, prescripta en el artículo 667 citado, la pres- 
cripción de lu acción y aun de ta pena se ha operado, lo mismo 
ante el código italiano que ante el argentino, y las leyes sobre 
prescripción, nunca con más oportunidad deben aplicaise, que 
cuando, como en el caso suh~judice t se trata de un extranjero 
qne se ha vinculado al paía, formando una numerosa familia quti 
alimenta con el fruto de su exclusivo trabajo, y que, durante 11 
años se ha mostrado activo, trabajador y honrado, sin incurrir 
en infracción alguna de las leyes en la patria de sus hijos. Por 
ello solicito de V. K, la revocación de la sentencia do foja 66. 
eon declaración de estar prescripta la acción para acusar al pro- 
cesado. 

Sab imano kier. 



hmíím ** im «uprcnm Corte 

Duenn= Aire*, Dirierubre 1 ile 1H*J7. 

Vistos y considerando : Que seguirlo jukio criminal ante las 
autoridades italianas contra Francisco Mastrangelo, acusado de 
homicidio voluntario calificado de asesinato con premeditación 
y alevosía en la persona de (Jaetano Peltegrino, y de malos tra- 
tamientos voluntarios en la persona de su prcpi.i madre Rosa 
Ourto, el rilado Jtastrangelo fué condenado en rebeldía á la 
pena di; mnert-, según resalta de las piezas de fojas una A cuatro, 
con que entre otras* se lia instruido el pedido de extradición. 

Que con arreglo al artículo quinientos cuarenta y tres del 
Código d«í Procedimientos Peual del Reino de Italia, el conde- 
nado en rebeldía í una pena criminal que se presente en cual- 
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quier tiempo voluntariamente Ó se constituya en la cárcel ó lle- 
gue al poder de la justicia antes que la pena sea prescripta> 
debe ser juzgado según el mérito de la causa y admití Jo anacer 
su defensa como si no hubiese estado en contumacia, tenién- 
dose como no producida ta sentencia contra él proferida en lo 
que á la pena se refiere. 

Que, por consiguiente, no puede decirse que en el caso se trate 
de un pedido de extradición basado en una condena irrevocable- 
meiHe pronunciada, lo que permite apreciarlo ron el criterio 
que corresponde a) individuo procesado, y nt al individuo ya 
juzgado. 

Que aunque la república ha estado ligada con el Reino de 
Italia por un tratado de extradición canjeado el catorce de 
Knero de mi) ochocientos setenta, ese tratado dejó de reglar sus 
respectivas relaciones, á consecuencia de haber sido denuncia* 
do por el gobierno argentino, y aunque también se tramita Ja 
conclusión de otro sobre la misma materia, aprobado ya por la 
ley del congreso de Noviembre de mi! ochocientos noventa y tres 
número tres tu i I treinta y cinco, esta convención no está debi- 
damente canjeada. 

Que en defecto de tratado, que como se bu dicho no elisten 
obligatorios para la nación requirente y la requerida, debe joi- 
garse aplicando las reglas establecidas por nuestras leyes. 

Que según el artículo seiscientos cuarenta y seis, inciso Be~ 
gundo, del Código de Procedimientos en lo Criminal, á falta de 
tratados, sóJo es procedente la extradición según el principio 

Que es indudable que el principio aceptado por nuestro país, 
en sus relaciones con las naciones europeas, probados por todos 
los tratados con ellas celebrados, es que no hay lugar á la extra- 
dición cuando la acción para acusar, tratándose de un procesa- 
do esté prescripta, sea por la ley del país requirente ó por la ley 
del país requerido. 
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Que ese mismo principio estaba consignado en el artículo 
cuarto del tratado con el Reino de Italia que se ha mencionado, 
y está incorporado al tratado en tramitación, también recorda- 
do en su artículo ocho. 

Qoe el derecho de acusar por delitos que tengan pena de 
muerte, presidio ó penitenciaría por tiempo indeterminado, se 
prescribe por el lapso de quince aiios t según lo dispone el inciso 
primero, artículo ochenta y nueve del Código Penal argentino, 
de suerte que admitiendo la calificación del delito hecha por los 
tribunales italianos en esta causa, los que se imputan & Mas- 
trangelo estarían proscriptos, de conformidad con nuestra ley. 

Que con arreglo al articulo seiscientos sesenta y siete del Có- 
digo de Procedimientos en lo criminal, cuando la extradición 
procede, el encausado no será extraído sinó á condición de que 
los tribunales que lo reclaman le impondrán la pena menoT, si 
menor fuera la establecida por nuestras leyes, de loque surge 
la doctrina de que cuando no haya delito susceptible de ser pe- 
nado según las leyes argentinas la extradición nu debe ser 
acordada. 

Que diotada la sentencia de foja primera en el año mil ocho- 
cientos ochenta y uno, y pedida la extradición en el año co- 
rriente, es evidente que han transcurrido mus délos quince años 
requeridos para la prescripción. 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista del señor 
Procurador general, de foja setenta y ocho, se revoca la senten- 
cia apelada de foja sesenta y seis y se declara no haber lugar A 
la extradición solicitada, Notifíqnese con el original, y devuél- 
vanse. 

UtHJAMIH PAE, - ABEL BAZAN. 
TOftRKffT. 
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CAUSA CCCLK1IV 



Con ira J. Üüdero y compañía; sobre payo de. dobles derechos 

Sumario. — Debe ser penada la falsa manifestación qu<¡ ha 
pórfido pasar desapercibida. 

Caso. — Resalta de la 



RESOLUCION DE LA ADUANA 



Bueno* Aire*, Mayo 30 de 1895. 

Vistos : La denuncia de la oficina de registTOB, el escrito de 
loa señores J. Dodero y compañía y el precedente informe de 1» 
eontadnrJ» ; y considerando : i* Que eatá expresamente reoo* 
nocido por el interesado que el alcohol de que se trata es rhum, 
en ve§ de aguardiente, como se había manifestado. 

2 o Que en su dyfcnsa el interesado ha alegado aer uxacta la 
manifestación hecha en el conocimiento y que ella ha debido 
ber tenida en cuenta, lo que en nada excluye mi responaabili- 
dad, pues la ley prescribe la manifestación exacta en el despa- 
che, fuera de la que corresponde hacer en el conocimiento; 
siendo de notar que el fallo citado á foja 6 no es pertinente, 
pues él se refiero á la copia du factura y á una operación distin- 
ta de la del c&SQSub-iudice. 



3* Que no es admisible tampoco la interpretación dada en el 
t-surito del denunciante, a! artículo 31 1 de las Ordenanzas. En 
efecto, la citada disposición no distingo*- tos casos en que la 
mercadería esté documentada a depósito ó ú despartí», sínó 
que consagra de un modo absoluto la facultad de inspeccionar 
que tiene la aduana en las mercaderías. Existen además en el 
título del deposito muchas disposiciones referentes al despacho 
directo. La disposición citada ha sido asi interpretada poi la 
superioridad al acordar por el artículo 147 del reglamento in- 
terno & los guarda-almacenes, el derecho de revisar las merca- 
derías que entregan, sindistinguir la forma en que están docu- 
mentadas. 

4 n Que lade.'laracion en el despacho de ignorando tifraie no 
se refiere á la calidad de la mercadería sino á su cantidad, lue- 
go, la manifestación del artículo, en cuanto á la primera, estaba 
definitivamente hecha. 

5* Que la existencia de un rótulo en algunos de los cascos 
n<> excluyela posibilidad deque la infracción pase desapercibi- 
da, pues, como lo observa la Contaduría, en una partida mayor 
pueden perfectamente pasar como de aguardiente los cuatro 
cascos de que se trata. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con los artículos 128, 
930 y 1054 de las Ordenanzas, fallo : condenando A los señores 
Modero S compañía al pago de dobles derechos sobre la diferen- 
cia denunciada, que se adjudicarán por partes iguales al fisco y 
al denunciante. Hágase saber, repónganse los sellos y pase k 
Contaduría para su cumplimiento. 

J. Martines Castro. 
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Fallo del Ju« Federal 



Buenos Aires Abril m de 1897. 

Y vistos: Por mis fand amen toa y de conformidad con lo so- 
lí citad o por el señor Procurador fiscal, se confirma, i on costas, 
la resolui'ion administrativa de foja 13. Xotifíquese con el ori- 
ginal y en oportunidad devuélvanse á la Aduana eBtas actuacio- 
nes i los efectos correspondentes. Repóngase el papel. 

Gervasio J. firaneí. 



VISTA DEL SEflOR PKOClJhADOfl GEWEHAL 

\ 

* üüínoi Aires, Setiembre 15 de 1897. 

Suprema Lorie: 

La resolución administrativa de foja 13, á que se refiere la 
sentencia apelada de foja 33, ha desvirtuado uno por uno, los 
fundamentos de la expresión de agravios del recurrente. 

Los considerandos de aquella resolución se ajustan á las cons- 
tancias de autos y sus conclusiones tienen su fundamento legal 
en los artículos 128, 930y 1054 de las Ordenanzas. 

Por ello, no obstante lo alegado en contrario, pido á V. K se 
sirva confirmar ta resolución recurrida de foja 33. 

Sabiniano Kier. 
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r»iim de ■« HuprrnR Cort* 

üueurti Aires, lliriembre 2 da 1897. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador general y por sus fundamentos, si- confirma, con costas, 
la sentencia apelada de foja treinta y tres, y repuestos los se- 
U*t, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAS. 
— OCTAVIO BUNGE. 



4AINA «CCJ^XV 



Don Liaandm Hieems en et juirw de doña Antonia Josefa y 
Escolástica Prieto, contra doña María liarutti, por retm- 
eion de un inmueble; sobre apelación denegada >/ rechazo de 
una petición. 

Sumario. — i" ta apelable el auto por el cual se rechaza 
la petición de un t.roero para que se haga súber á los encarga- 
dos de ejecutar una sentencia dictada por los tribunales provin- 
ciales que las providencias dictada en el juicio no afectan mus 
derechos. 

2* Si esos derechos han sido dejados á .alvo en t i juicio, la 
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P^ci"» mencionada debe substanciarse con airegl0 (idere ,. h0 
y no siT rechazada i„ liuiine. 



<.us,,.-üvn Usandro Hivero* a,, presenté si ju^ad,, a ¡. 
eiendo: Que ha seguida u, juicio ante los tribunales de la pro- 
vincia contra don Antonio Prieto, sobre desalojo de una oasa 
«blonda en la calle Corrientes esquina Kioja, habiendo obteni- 
do en el, por sentencia dictada en primera y s.-gunda insianca 
que se ordenase ,| desalojo solicitado y ,,u, se llevara á efect,! 
por medio de la fuerza pública. 

Kn el acto de darse cumplimiento i l.s seiiteaeia, expresa- 
das, ordené V. s. que se suspendiese el lanzamiento, haciendo 
saber al juez de paz que conocía de la caos., y al señor jefe de 
1-ol.cla que d.bía facilitar y facilité la fuerza pública par,, 
que se llevara ácab.i. ™ 
Qne no siendo parteen el juicio que siguen los señores Prieto 
contra María l.arut,,, »■ en e. incidcnle ,.e han.egu.do laspri- 
meras sobre retención, es evidente que no le afectas la, provi- 
dencias datadas en uno y otro y menos pueden impedir el cum- 
plimiento de „„» st .„t,. D cia ejecutoriada, expedid» á mi f, vor 
p..r loe tribunales de la provincia. 

Que así I, ha declarado la Suprema Corte de justicia fede- 
deral con motivo del recurso interpuesto por mi parte en el in- 
cidente á que me refiero. 

Que solicita, pues, que se mande dirigir oficio al juez de 
Pazy aljeíe de policía, haciéndoles saber que las providen- 
cias dictadas ,,, el I incidente de retención que siguen Us seño- 

tM . Pn T T d °" a Mttría «foctau mis derechos, 

n.unp.dei, el cumplimiento délas sentencias dictadas ñor los 
tribunales de la provincia en el juicio que ££££ 
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Fallo del Juet *>d*r*l 

Nt-ndOüa, Febrero 15 Je 185*7. 

Kstando ejecutoriada h resolución que declara el dem ho de 
retención en favor de las señora* Prieto, é importando la pre- 
cedente petidon .1 desconocimiento 6 la anulación de ese dea- 
, ao bajo un antecedente disentido, no ha lugar. 

St- vero i¡. <tet Cantillo. 

Dun Usaudro Uiveros apeló y Be le negó el recurso por el si- 
guíente : 

(«II* d*l Juet Federal 

Mendoza, Febrero IT lie 1881. 

Habiéndole declarado por la Suprema Curte que el peticio- 
nante no es parte en este juicio y que de consiguiente no pue- 
de formular peticiones ni interponer recursos de k que en él 
se resuelva, entrabando , 1 procedimiento, mientras no se pre- 
sente en forma legal, no ha lugar ú lo pedido. 
Repóngase el papel. 



de i* 



Buenos Aire*, Itirrtembre 2 de 1897. 

y vistos : Considerando que el auto recurrido trae 
en cuyo caso ha debido otorgarse el re- 
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curso, de con fonnidad con el artículo doscientos seis de la tey 
de procedimientos. 

Por ello, se declara mal d< negada la apelación. 

Y considerando, en cuanto al fondo : que la resolución de fo- 
ja sesenta ha declarado explícitamente que la parte de Ri ve- 
ros conserva la integridad de sus derechos para hacerlos valer 
ante quien y como corresponda, estableciendo igualmente que 
no puede perjudicarle el juicio entre doña María Barutti y las 
señoras Prieto y su resultado. 

Que por consiguiente, el inferior no ha podido desechar \n 
timine la petición de fija setenta, fundándose, eontra la reso- 
lución recordada de esta Suprema Corte, cu que tienen contra 
el recurrente la fuerza de la cosa ejecutoriada, lo dispuesto en 
el eipresado juicio. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja setenta y una 
vuelta, declarándose que el inferior debe sustanciar y resolver 
conforme á derecho la petición del recurrente, de f-.ja .atenta. 
Agréguense estas actuaciones al expediente remitido, y de- 
vuélvanse prévia reposición de sellos. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BA2AN, 
- OCTAVIO flüNCE. — JUAN 
t. TORHBNT. 



1fl8 PALIOS DE LA SUPREMA CORTE 



Contra don L Landereau. por ¡mjmieiun r/e dublés derecho* ; 

sobre apelación 

Sumario Lü apelable la resolución de aduana que impone 
penas, aunque ¡>e funde en la clasiucacion inapelable hecha por 
la dirección de rentas. 

Caso. — Resulta di? las siguientes piezas : 

BESOLLCIOH l>E ADUANA 

Buenos Aires, Nnviembrf 3ó de 

Vistos: El parte de foja 3 y la precr dente re*-iiuni»n de la 
Dirección general de. rentas, que clasifica U mercaderíadentro 
de las partidas números 250 y 252; de aciurdo con los artícu- 
los 135, 930 y 1054 de las ordenanzas, alio : 

Condenando al comerciante al pago do dobles derechos sobre 
la diferencia de manifestación, que se adjudicarán por mitad al 
fisco y al denunciante. 

Hágale saber, pasea contaduría para su cumplimiento, y re- 
pónganse los sellos por la casa. 

Con constancia, vuelva para su archivo. 



Juan Martin Castro. 
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Buenos Aires, Junio 15 de 1887. 

Y vistos: Considerando que H pr.>s**nte expediente 861o 
versa sobre el verdadero aforo qun corresponde aplicar A la 
morcad erí a solicitada ¡i despacho por el recurrente. 

Que en tal concepto y atento lo que dispone el artículo i 38 
délas ordenanzas de aduana, la Dirección general de rentas 
determinó la partida de la tarifa á que debían aforarse las 
mencionadas mercaderías, la que sirvió de base al f !lo de fo- 
ja 8, dictado por la administración do la aduana. 

Que estas resoluciones son obligatorias tanto para el comer- 
ciante como para la aduana, y por consiguiente inapelables, á 
estar a lo dispuesto en el artículo 137 de las ordenanzas, como 
lo ha resuelto este juzgado en numerosos casos, que la Corte 
ha confirmado! entre otros, en el que se registra en el tomo8°, 
página 152 déla 4* serie de bus fallos. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dictaminado 
por el Procurador fiscal, declaru mal concedido i'l recurso de 
apelación, con costas, y repuestos que sean los sellos, devuél- 
vanse estas actuaciones á la aduana déla capital para que se 
cumpla ta resolución administrativa, Notifíquese con el ori- 
ginal. 

Gervasio F. Granel. 
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VISTA DEL SEflOft PROCURADOR GENERAL 

Bueuos Aires, Setiembre 13 de 1897, 

Ningún fundamento legal se ha alegado, ni tampoco aparece 
de autos, que d¿ fundamento al recurso de nulidad. 

En cuanto il de apelación, me limito á invocar laa prescrip- 
ciones legales citadas en la petición fiscal de foja 22 y los fun- 
damentos del auto recurrido de foja 24, para pedirá V. S. su 
confirmación. 

Sabiniawt Kicr. 

Falto *> I» ftaprem» C«rt« 

Üueuos Airtía. Diciembre i de IH97. 

Vistos y considerando: Que hi resolacioQ án U aduana, co- 
rriente á foja ocho, impone la pena de dobles derechos al intro- 
ductor de la mercadería á que se reiteren estos autos .fundándose 
en que dicho introductor manifestó camisetas de punto de Una 
y de algodón en lugar de camisetas de seda ó mezcla. 

Que si bien la clasificación de la mercadería que haga la Di- 
rección de rentas es inapelable, según lo establecen los artícu- 
los ciento treinta y cinco y ciento treinta y siete de las orde- 
nanzas de aduana» no sucede lo mismo con las resoluciones que, 
oomo la pronunciada en este caso, impone la pena de dobles de- 
rechos al comerciante, según lo tiene resuelto esta Suprema 
Corte, entre otras, en la causa que se registra en el tomr> se- 
senta y tres, pagina ciento setenta de sus fallos. 
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Que la resolución de esta Suprema Corte inserta en el toni > 
cincuenta y .lelio, pagina ciento cincuenta y dos, que ha sido 
citada en el auto apelado, no seop me á ^tas conclusiones, por 
cuanto ea ese caso no se discutía la penalidad, aceptando como 
definitivo y conclnyente el pronunciamiento de la Dirección de 
rentas, sobre la calidad. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja veinte y cuatro, 
y vuelvan al juez federal para que, tomando en consideración 
el recurso llevarlo ante él, resuelva lo que por derecho correa- 
ponda. Eepúngise .'| papel. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BU.NGE. — JUAM 
B. TOHKEÜT. 



4 'AUNA ((( LIWII 



Don Francisco Francioni, contra Torres, Si unza tj O, por co- 
hro de pesos: sobre pruebas tic una excepción y termino ex- 
traordinario. 

Sumario. — L . )i»y de procedimientos nacionales que admite 
la prueba en la* oicepciones, no prohibí' la concesión del tér- 
mino extraordinario. 

Caso. — Los demandados, sin contestar la demanda, opusie- 
ron la excepción de incompetencia por ser uno de ellos ext in- 
jero, lo mismo que el demandante. 
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El juez recibió la excepción á prueba, y habiendo la parte 
demandada solicitado prúroga del termino acordado, y conce- 
sión de término extraordinario, el juez hizo lugar & la primera 
y <onfirió traalado respecto de lo último. 

Evacuándolo el apoderado del actor, manifestó que el termino 
Lxtraordinarío no procedía en las excepciones dilatorias, por 
analogía á lo que ocurre en til juicio ejecutivo. 

Fallo del Juez Federal 

Buenos Aínss. Julio 30 18SÍ7. 

Por los fundamentos del presente escrito, no ha lugar al tér- 
mino extraordinario solicitado, y apercibido el juzgado que por 
error hb ha conce dido, en la providencia de fecha 18 del cor- 
riente, próroga del término de prueba, pues la causa fué reci- 
bida á prueba por todo el de la ley, no habiendo por consiguien- 
te lugar A próroga, déjase sin efecto, en esa parte, la referida 
providencia y corran los autos según su esUdo. 

Campillo. 

Fallo de la ttuprema Corte 

liucnoü Aires, Diciembre d de 1«íKj. 

Vistos y considerando: Que el articulo setenta y siete de la ley 
de procedimientos, reglando el que corresponde á las excepcio- 
nes dilatorias, manda que ul articulo se reciba á prueba, aun- 
que no lo pidan las partes, si el juez lo estimare necesario, sin 
agregar disposición alguna tendente á limitar el término de 
prueba ó á establecer uno especial . 
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Que, en consecuencia debe estarse al respecto á las reglas 
generales establecidas en la apresada lev (artk.iios noventa y 

Por estos fundamentos, se refoca el auto apelado de foja tres 
melta, del cuaderno de prueba del demandado, y devuélvanse 
para que el inferior, apreciando la petición de término extraor- 
dinario de prueba, resuena sobre ella con arreglo A derecho. 
1 el papel. 

BKMAHI* PAZ, — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BtJNGE. — JOAN 
E, TOKHE^T. 



El doctor don 
rio tk 




Josr Grcfjono López, contra el lUmvo Hipotéca- 
mela de tíñenos A ires r por cobro de pesos; sobre 



Sumario. — El auto de solando no es apelable. 



Casu. — El apoderado del liando s« presentó ante la Suprema 
Corte deduciendo recurso d. hecho del auto de soliendo dictad-, 
por el juei federal de La Plata en la ejecución que por cobro de 
honorarios seguía el doctor Josf G. Lopei contra difho estable- 
cimiento. Dijo que el juez le babía negado los recursos de re- 
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posición y apelación de ese auto, que no podía haber sido üictu- 
do contra el Banco, por hallarse éste en moratorias. 



rnllo de 1» «uprem» C*rl* 

Hneiioa Air»'s, Diciembre i Je 189T 

Autos y vistos: Téngase por parte al 8oli< itante en mérito dt-l 
poder acompañado, el que será devuelto bajo constancia; y re- 
sultando de su propia exposición que id auto de que recurre es 
el de solvenda i que con arreglo al artículo trescientos de la ley 
de procedimientos, sólo son apelables en el juicio ejecutivo los 
autos que se declaren tales en esa ley ; que el auto de sol? endo 
nn est ' comprendido entre los declarados apelables, lo que se 
confirma por la disposición contenida en el articulo doscientos 
cincuenta y cuatro de la citada ley. 

Por ésto, se declara bien di- negado el recuiso; repuesto el 
papel, remítase al juez de la cansa parala agregación de estas 
actuaciones á sus antecedentes. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAH. 
— OCTAVIO BUHGE. 
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C AUSA tltLWll 



Crimmal, por muerte de Teresa Itebot ; sobre competencia 

Sumario. - La revisión de la cansa, y aceptación del suma- 
rio importa prevención en su ron mi miento. 

Caso. — La prefectura marítima remitió al juez federal de 
La Plata, e) sumario instruido con motivo de la muerte de Te- 
resa Debut. 



VISTA FISCAL 



lineóos Aires, SeÜembre 18 de 1897. 

Señmr htez : 

VA i ■ 1 1 i * cimiento (Je Teresa Debot ha ocurrido en el arroyo 
«Romero » jurisdicción de San Fernando. 

Es competente para conocer del heeho el juez federal de lo 
criminal de la Capital de la Nación, do acuerdo con el artícn- 
lo 3°, inciso 2% ñe la ley de 14 de Setiembre de 1853. 

G. G. Yiéyra 

rallo del Juca Federal 

Ln Plata, Octubre 21 de 1897. 

Y vistos : Declárase competente este juagado para conocer en 
esta causa, por haber prevenido en ella y de acuerdo con el ar- 
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tículo 3», inciso 2% ley 14 de Setiembre 1863 j Yuelva al Pro- 
curador haeal, para quu pida lo que orrespondn. 

M. S. de Aurrccoechea. 



VISTA bEL «EfidH PROCURADOR GENERAL 

Ruónos Airea, Noviembre 12 de 1897. 

Suprema Corte: 

La re¿la establecida en el artículo 3 o , inciso 2°, déla ley de 
1863, sobre competencia de la justicia nacional atribuye la ju- 
risdicción para juzgar los delitos cometidos en los rios, islas y 
puertos argentinos al juez que si- halle más inmediato al logar 
del hecbo, ó á aquel en cuya sección se encuentren los crimina- 
les, según sea >, \ que prevenga en la causa. 

La ley de organización de justicia de la Capital, de 188(5, con* 
firma aquello regla, pues el artículo 1 1 i atribuye á los jueces 
•le la Capital, en primer término, según su inciso 12, el conoci- 
miento de los delitos cometidos en loa rios, islas y puertos, 
cuando el lugar d^nde fuese cometido el hecho, quede, más pró- 
ximo á la Capital que al aliento de los demás jueces federales. 

Es verdad que estaa reglas *e modifican cuando ha habido 
preiaeion en el conocimiento de la causa. Pero ttu creo que esa 
prelacioii pueda invocarse en el caso en que no eiUte preso so- 
metido á la jurisdicción del juez a ffito, ni otro antecedente que 
la remisión de la causa por la snbprefectura marítima. 

Adhiriendo por ello, á Lu expuesto por el Procurador liscai en 
primera instancia, pido a V. E. se sirva revocar el auto de foja 
7, y declarar que el conocimiento corresponde ul juzgado fede- 
Tal de la Capital. 

Sabtniano hier. 
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Buenos Aires, l)iri,- mitre 4 de ]«97. 

VhUsy considerando: Cjue según resulta de autos, vi juez de 
la sección de Buenos Aires ha prevenido en el conocimiento de 
ta cansa. Por esto, de acuerdo con lo dispuesto en loa articulo* 
tercero, inciso segundo, ,\v ta ley de jurisdicción, y ciento once 
inciso dore, de la ley orgánica de los tribunales de la Capital' 
con la jurisprudencia de esta Suprema Corte, se confirma el 
autu apelado de foja siete. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAI, — ABEL BAZAR, 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
6- TORRENT, 



(A USA <<<LV\\ 



Criminal contra el patrón de ta balandra é Flor de la ¡hca; 
por infracción d tas kyes de aduana , sobre competencia 

Sumario. - La remisión y aceptación del sumano, importa 
prevenir cu el conocimiento de la cansa , 
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Caso. — 



FALLOS DE LA SUPKEHA COHTE 

Lo explica la 



VISlA VlSi.M 

liüvuo* Aires, Hayo 29 dt! J897. 

Señor Juez: 

Versan esta* m-tuac iones sobre infracciones á «imposiciones 
de la ley de aduana ú otras de carácter fiscal, |>or u tribu irse al 
patrón de la balandra < Flor de la líoca * el trasporte y teftta 
de mercadurías por los rios é islas, sin el per miso autoriza- 
ción de autoridad competente. 

Él artículo Z\ inciso 2-, de la ky de Hde Setiembre de i 863 
prescribe que delitos de esta naturaleza deben ser juzgados yor 
el juez filie se halle huís inmediato al lugar del hecho, y estando 
situado *1 lugar donde fué encontrada la balandra • Flor de la 
Boi-a», en la succión 4* de islas, arroyo Carabelas, partido de San 
Fernando, e^ evidente que el juez más inmediato es el de la Ca- 
pital deia Nación, al que otaria reservado el conocimiento y de- 
cisión de esta causa y noá V- E. %«* tiene el asiento del juzgado 
á mayor distancia que aquél. 

Este principio lia sido udeimis consagrado por la jurispruden- 
cia en más de un caso. 

Opina, en consecuencia, i l suscrito <iue V. S. debe declinar el 
conocimiento de estas actuaciones y remitirlas >\n más tramite 
al señor jaez federal de lo criminal de la Capital de la Nación. 



G.O. Vicyra. 
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Fallo itM Juei tVdrrnJ 

1. 1 Plata, (wtubrc 30 di» 1h<J7. 

Y vistos: Este áumnrio instruido en U -ubpr.-rectnra del Ti- 
gre, con motivo de haberse flete nido la < rnbare,aci«»n , K| or de la 
Beca y sobre infracción a disposiciones déla ley de aduana. 

Y considerando : 1 ■ Q,„, | ngfenfe'Jp, inciso 2\ de la lev de 14 
de Setiembre de 1863 prescribe en su parte », /,„,. el juzgamien- 
to de estos hechos, bi.n p„r el j,.e S ra á« pr-aimn a] fog»^ 
h*-c-ho, ó p„r aquel en cuya <e.:ci... t se encu-nlr- n Us - ramales, 
según sea f| q l)( . prevenga en la causa» 

2 u QuesÍ bien -I h^cho ha ..currido en la sección 4" de lasis- 

líls ' par,l,¡ " ,f> San Vvl r,liIlí! ". ÍH*i 1(1 «til serla competent.- eljuei 
federal de la Capital de la Nación, no puede ,| ^>/,V,. ser 
asi considerado, pues ente juzgad,, lm prevenido en la causa. 

Ror ésto, no obstante la precedente vista, se dolara estejuz- 
U'a'lo competente, y vuelva al Procurador fiscal para que pida lo 
qii'- r- rn sponda. 

Ifoí ídíiM s. tlf. Uirn'wht'a. 
VISTA UEI. sEttOR PIIOCURADOH GEKEHAL 

U regla MttbM* en W artículo 3". i».-»o 2-. de la lev de 
18b3, s.bre compet-neia d.< la justicia nacional atribuye la ju- 
risdicción para juzgar los delitos cometidos, en los rin« fofo, ó 
puertos argentinos, al juezquese baile más inmediato al lugar 
del herbó, ú á aquel en cuya sección se mcui-ntren los crimina- 
les, aPi;un sea el que prevenga en la causa. 

li 



210 FALLOS l*E LA SUPREHA 

La ley de organización de justicia de la Capital de 1866, con- 
firma aquella regla ; pues el artículo üi atribuye á los jueces 
de la Capital, en primer término, según su in< iso 12, el conoci- 
miento de loa delitos cometidos en l.»s rios t islas y puertos, 
cuando el lugar donde fué cometido el he. ho, queda más pTÓxi- 
mo ;i la Capital q» e * ] asiento de los demás jueces federales. 

Es verdad que estas reglas se modifican cuando ha habido 
prelacion en el conocimiento de la causa. Pero no creo que esa 
¿relación pueda invocarse en el caso, en que no existe preso so- 
metido á la jurisdicción del juez a «/no, ni otro antecedente 
que la remisión de la causa por la snbprufectura raarítim*. 

Adhiriendo por ello é lo expuesto por el Procurador fiscal en 
primera instancia, pido á V. K. se sirva revocar el auto de foja 
47, y declarar qu» .1 conocimiento corresponde al juzgado fede- 

Sab imana Kier. 



ta 11* Je tm Auprem» Corte 

Rueños Aires, Diciembre 4 de 1897. 

Vistos y considerando: Que según nanita de autos, eljtt** de 
la sección de Buenos Aires ha prevenido en el conocimiento de 
la cauaa. 

Por esto, de acuerdo coa lo dispuesto en los artículos tercero, 
inciso segundo, de ta ley de jurisdicción, y ciento once, inciso 
doce, de la ley orgánica do loa tribunales de la Capital, con la 
jurisprudencia de esta Suprema Corte, se continua el auto ape- 
ladode foja diez y si-ne. Devuélvanse. 

BtfcUHIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BONGÉ. — JUAH E. 
TORREN!. 



ÜE JUSTICIA NACIONAL 



tu 



4'AVHA < « * r\\\| 



Criminal contra Abelardo Coyol y otro, por [ahí ¡Unción 
de billetes de banco ; xobre competencia 

Sumario, — La remisión y aceptación del sumario importan 
prevenir en el conocí miento de la cau,i 



Caso. — Resulta de las siguiente piezas : 



VISTA "ISCAL 

Señor Juez ¡ 

Con arreglo al artículo 3", inciso*, de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863 y jurisprudencia establecida por ¡a Suprema Corte 
ea la causa 105, série 4\ pagina 117 de sus fallos, no es V. E. 
competente para conocer y decidir dd presente caso, sino el 
señor juez federal de lo criminal de la Capital de la nación, que 
es el que está más inmediato á Las Conchas» en que ocurrid el 
hecho que ha dado lugar á este sumario. 

Sírvase V. ES,, en consecuencia, desprenderse de estos antece- 
dentes y remitirlos á aquel magistrado. 



G. G, Vieyra. 



FALLOS l»E LA SUPHEMA COllTE 



t allo 4*1 Ju« r*d*r»l 

L.\ PIíiU, Oeliilire 22 de 1«97. 



Habiendo prevenido este ju/gado en tu pásente causa, se de- 
clara competente, con arrezo ni artículo 3<\ inciso 2\ de ia ley 
14 de Setiembre de 1863. y vueWa al tiscal pura quepida lo que 



Aurri'coerhm. 



VISTA 11 EL SESOR PUOOilUlHlK Í1ENEHAL 

Buenos Aires, Nouembr.; l~ de 180"; . 

Suprema Corte : 

La re 'la establecida nn «I articulo ¡J\ inciso f , *« 1» íle 
1863 sobre rompeteucia de ta justicia nicimal, atribuye la 
jurisdicción para juzgar los delitos cometidos en los rios, isla, 
V puertos argentinos, al juez que se halle mis inmediato al lu- 
*ar del hecho, ó A aquel on cuya tM»k« s- encurntren los cn- 
minales. Hegun ^ea ,1 que prevenga ,n la causa. La ley de or- 
g.uizacion de indicia de la Capital de 1889 < onlirma .quella 
rPgla pues,l artículn ill atribuí á los jueces de la Capital 
en primer término, según el inciso 12. et conociim.uto de los 
delito, cometido, en los rios, islas y puertos, cuando el tugar 
donde fuese cometido el h.oho, quede más próximo á la Capi- 
tal que al asiento de los demás juec-a federales. Es verdad 
que estas reglas se modilican cuando t.a hab.do prelac.on en el 
conocimiento de la causa. Pern no creo que esa prelac.on pueda 
focarse en el ta», en que no eúste preso sometido á la ju- 
risdicción dd juez « quo, ni otro antecedente que laremmon 
de ta causa por la subprefectora marítima. 



I)E JUSTICIA RACIONAL 



Adhiriendo por ello á lo expuesto por el Procurador fiscal 
en primera instancia, pifio a V. S. s* sirva revocar. el auto de 
foja 12 y declarar que el conocimiento corresponde al juigado 
de la Capital . 

Sabiniant} Kier. 

r*ll» 4* i* Mu[i re matarte 

Buenos Aires, Diciembre 4 de J8SO ¡lj. 

Vistos y eonaideraodo ; Que según resulta de aillos, H juíRn- 
do de la sección de Buenos Airea, ha prevenido **o el conoci- 
miento en el conocimiento de La cansa. 

Por esto, de acuerdo - on lo dispuesto en ios artículos tn-g, 
inciso dos, de U ley de jurisdiooioii, y viento once, inciso doce, de 
la ley orgánica de lo- Tribunales d" la Capital, con la Jurispru- 
dencia de esta Suprema dort. , sr confirma el auto apelado de 
foja doce. OevuélratKe. 

KÉItJAJIIN PAZ. — ABEL BAZAR. 
- OCTAVIO BURGB. — JUAR 

K. TOHKKRT. 

|1¡ Ea la misma fecha so di.'lo i){ual st'Uteuria eu loa sumarios instrui- 
dos contra Luis Giudiee y Jacinto Kussitli, acusados de homicidio come- 
tido respectivamente en el arroyo r Cru« Cobrada . y en el arroyo ■ Ca- 
rapachay *, «oí bus d<- la jurisdicción del pardido de Las Concha*, proviu- 
cia de Bueuo* Aires ; y en l.i i-ansn formada con motivo de la muerte «lo 
Felipe ÍJelgadiuo, ocurrid» eo el rio Paraná, frenie o San Nicolás de los 
Arroyo*, y en In formada tamhieu por muerte de Bernardo fíli veras, su- 
cedídi eo el rio Paraná, freni* A San redro. Kn lo* cuatro juicios el Pro- 
curador fiscal sostuvo In ouupuicticta dej jugado federal de la Capital, 
la que no fué admilidafli-or el juez d' U l'IaU, siendo confirmada por I* 
Suprema Corte la relación de esle úlliiJo que sp declaraba competente 
para el conocimiento de .lidio* juicio*. 
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causa ercxvxsu 



Criminal contra Arturo frrzzalu circulación tlt billetes 

¡atsus de banco 

Sumario. - La circulación de ÍJÍUftt^ curso legal falsos 
Bin .ircuustancias atenuantes, tinte la pena tlt* cinco años v 
medio de trabajos forzado*. 

Caí». - Resulta de las siguientes pieza*: 



VISTA flSCAL 

Buenos Aires, Dicifinilin; de lt**í. 

De la relación pe el mismo urn^ado hace 4*! heebo de que 
se te acusa, así como las afirmaciones déla denuncia y declara- 
ciones de Castroviijo^ea indudable qu« el pr.venido PuizaJi ha 
circulado el billete de tGneso* deque se trata, y de que intentó 
circular el otro billete qu« le fué secuestrado en La comisaría, 
y que llevaba oculto nn la nana do la bota, 

¿Sabía Powali que el billete que cambió a lUsoatri esa falso? 
¿Sabia que lo .Ta igualmente el que intentó cambiar en la pana- 
dería de Castronejn? 

Kl procesado alega ignorancia d- tal circunstancia, pero en 
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sentir de este ministerio tul ignorancia no es aceptable ni aun 
presumible. 

Pozzali sube á un uocbe <-on un pretendido desconocido, éste 
leda uq billete con el objeto deque >e lo cambie en punto 
apartado de aquel en que se encuentran, el procesado va al al- 
macén de Besostri, si' dic- dependiente de una casa á que no 
pertenece, para inspirar confianza al almacenero, sale del alma- 
cén, se dirige al coche donde su cómplice le entrega el dinero; 
toma otro billete é intenta la misma operación va practicada, la 
que no le da resultado, « ayendo con tal motivo en poder de la 
autoridad, 

Se vl- por estas circunstancia* que la ignorancia aligada por 
P zzali es una escusa pueril, y ellas misma* demuestran que 
los hechos por él confesado^ constituyen causa efectiva de circu- 
lación de billetes, que debe ser penada con la pena establecida 
por el artículo 62 de la ley de Setiembre de 1863, de acuerdo 
con la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte. 

L'or lo que respecta áQrimahlí, renque la simple afirmación 
del prevenido no basta para establecer la complicidad de o,ue 
él lo acusa. 

J. tioíeU 

t «lie d«l iww Federal 

Bueno? Aire.., Nelítmhre 16 de 1897. 

f vistea: esta acusación crtmínal seguida de oficio contra Ar- 
turo L'ozzati, sin sobrenombre ni apodo, italiano, de 22 años de 
edad y tí años de residencia en el país, soltero, cochero, domi- 
ciliado cu una cochería sita calle de Garay entre las de Bnen 
Orden y Lima, procesado por circular billetes falsos de banco, 
y de la que resulta: 
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Que recibida la denuncia de fuja i, ordenada La instrucción del 
sumario respectivo para el ese la reo ira lento del hecho delictuoso 
denunciado, el acusado l'ozzali presta, á foja 14 vuelta, su decla- 
ración indagatoria y la ratifica y amplía á foja 43, sosteniendo : 
que siendo las 6 v 30 minutos p. in. del dia 19 de Noviembre 
de 1896, encontrándose en un almacén cou José Grimaldi, éste 
le presento á no sujeto desctnoeido, é instantes después subie- 
ron á la victoria que aquel guiaba, y una vez ésta en movi- 
miento, dicho sujeto, en el trayecto, le entregó un billete de 50 
pesos algo nuevo, qu# reconoce ser el agregado a la causa, a 
fin de que lo cambian; que cumulo llegaron i la calle de Ma- 
theu y Aléjko, el vehículo se paró y bajando solo fué basta 
la panadería José Besos tn, sita Pichincha numero 577, 
donde le pidió á éste, le cambiara ese billete, pues era de- 
pendiente del almacén de la esquina y I" mandaba hu natrón, 
á lo que acedió entregándole cambio en billete* de 5 
pesos t emisión menor, retirándole en seguida en i sa dirección, 
donde ta esperaban sus compañeros, subiendo a la victoria, y 
una vez ésta en marcha, el declarante entregó al desconocido 
el dinero recibido á la vez que recibía del mismo un billete do 
50 pesos con idéntico propósito; que al efecto fueron basta la 
calle de Alai na y Rj vid avia, «l onde bajó solo, y dirijiéudose i 
la panadería Pichincha 172, le pidió al dueño se lo cambiara, lo 
que no logró por falta de cambio. Que alió del negucio y en 
circunstancia que llegaba á la esquina, donde lo esperaban, se 
le aproximaron do^ personas que resultaron ser hermanos do 
Besúbtrí y le pidieron loa acompañara hasta la panadería de 
ésle con motivo del billete que le cambió; que el cochero siguió 
Ti aje y el otro sujeto se retiró, encaminándose él en dirección 
de la panadería, donde fué preso, qu.- reconoce en elolru bille- 
te agregado m el mismo que le secuestro la policía y que guar- 
daba en la caña de la b<>ta que calzaba, hecho éste que lo n- 
plica, diciendo que el billete lu bahía puesto en la cintura del 
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pantalón y, caminando seguramente hablase d*--sUzaiJt> por aa 
interior hasta caer en la bota, no siendo cierLo que lo ocultara 
con intención de encubrir un delito, agregando que ignoraba 
fueran falsos usos billetes. 

Que á foja 40 vuelta el Ministerio Fiscal formula su acusa- 
ción, sosteniendo la culpabilidad del procesado como eireulador 
de billetes fulsoa de bu tico, valor d^< 50 pesos, motivo por el que 
pídela pena señalada en el artículo 82 di- la ley de U de Se- 
tiembre de 1803. 

Que corrido traslado de La acus iciou, ta defensa se expide a 
foja 44 vuelta, reconociéndolas graves presunciones que la 
causa arroja contra su defendido, y ofreciendo prueba. 

Que recibida ésta á prueba, se pro luce únicam- nt<> la que 
indica el certificado <ie foja 56, llamándose autos para senten- 
cia, con cuyo trámite e! expediente quedó en estado de este pro- 
u un cía miento, 

Y e.onsidera al > : 1' Que se, encuentra pie ñamante cuuipro- 
badoel . uerp idel delito, así comu identificada la personada su 
autor ; los billetes d-- banco que con el sello de falsos, puesto 
por la ( aja de c<mver>iou, corren á foja 1 j foja 2, la denun- 
cia, y -lemas declaratorias del sumario y la propia confesión «1 
reo, lo atestiguan de lina manera indubitable é incontrover- 
tible. 

2* Que del» relación precedente, resulta ser un hecho inne- 
gable, usí lo atesiiguun las constancias de la causa y lo reconoce 
PíjzzqIí prestando su. declaración indagatoria, que trató de cir- 
cular loa billetes de banco secuestrados, valor de 50 pesos, aun- 
que, óteepélonándose, alega que ignoraba que tales billetes fue- 
rau falsos. Ksa confesión, desde luegr, merece lu enjuicio en lo 
relativo á su intervención en el becho, por haber sido ella pres- 
tada con toda> las solemnidades de ley (artículo:* 316 y 321 del 
Código 'le Instrucción Criminal). 

3* Que por '-oiisecuencia, tratándose de la comisión de un 
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delito provisto j castigado por la ley, se presume juris tuntum 
la existencia do la voluntad criminal en su autor, salvo que re- 
solte utiu presunción contraria de las circunstancias partícula- 
rea de la '-au~a art iculo 6 B del Código penal). 

i° Que esa presunción necesaria para )¡i exclusión de torta 
responsabilidad, no resulta elistir del proceso, y lej «s de ello 
mis constancias l«- son visiblemente eontraproducentes, tanto 
más que la explicación que da para explicar el origen y proce- 
dencia de los billetes, tío es satisfactoria, siendo á la vez vaga é 
inverosímil, pírconstaiíciaü que inducen al juzgado ;i desestimar 
el mérito del motivo alegado en su confesión cali lirada, por re- 
sultar graves presunciones en su e ntra, imperando desdp lue- 
go la criminalidad ile su acción. Basta para convencerse de la 
justicia de esta prérafe», con prescindencia aún de las abruma- 
doras pruebas que i ontieue la causa, observar la inverosimili- 
tud de su aiinnaciuu, di- que ai simple pedido d ■ un desconoci- 
do, de noche y ■ n lugares apartados, se prestara tan iuuons- 
cienteraentt á ser ol instrumento de qun se sirviera aquél para 
obtener el cambio de billetes realizado, tanto más, que para con- 
seguirlo, dió desde su origen falsos datos para sorprender la 
buena fé y confianza «le Besostri, cuino el referente tf ser *>m- 
pieadoilel almacén de ta enquiña y mandado ¡»>r su f mirón t lo 
que acusa un visible interés en la operación. 

Si á estas deducciones lógicas, ¡se agrega el secuestro del bi- 
llete de 50 p* sos que llevaba oculto en la caña de la bota que 
usaba, se adquiere el convencimient" íntimo de la criminalidad 
de l'ozzali, no respondiendo la inaceptable escusa dada para ex- 
plicar el hecho a otro objeto que el de confirmar una vez más 
esa misma delincuencia. 

5 o Que Pozzalí se ha heeüo reo del delito de circular billetes 
de ban o erigido con autonzacioT) del Gobierno Nacional, legis- 
lado especia! mente por el artículo tiá de la ley pena! nacional 
de 14 de Set .-mbre de 18G3; penalidad que por razón de la 
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ausencia de circunstancias agravantes ó atenuantes, debe serlo 
en su término medio, de acuerdo con e! artículo 52 fiel Código 
Penal. 

6 o Que es de justicia y de ley, artículo 18 del citad o código, 
se descuente al procesad' de la condena á imponérsele! tiempo 
de prisión preventiva sufrida. 

Por estos fundamentos y de conformidad fiscal, definitiva- 
mente juzgando, fall >: condenando á Arturo Pozzali á sufrir la 
pena de cinco años y medio «le trabajos forzad..* y multa de 
des mil setecientos cincuenta pesos fuertes, eon costas V de- 
jando «í salvo las acciones á que hubiere lugar por daños y per- 
juicios; debiendo descontara* de esta condena el tiempo de pri- 
sión preventiva sufrida. 

Notifiquen con el original, repóngase los sellos y en su 
oportunidad archívese la causa. 

Agustín t rdinarrahi. 



VI&rA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



l^iins Aires. Vivi.-inhre 10 ¿** 18177. 

Suprema Corte : 

La sentencia recurrida de fuj» 58 se ajusta en sus considera- 
ciones de hecho á las constancias de) sumario, y en las de de- 
recho, á la disposición del artí -ulo 62 de la ley penal de los 
crimen. 1 * contra la nación. 

La circunstancia expresada por el defensor del proce>ado, ¡i 
foja 68, en nada desvirtúa su responsabilizo. 

Cualquiera quesea la actitud de Griualdi en ebte a otio inci- 
dente sobre círeulsicion, no eiouera al procesado Pa/zoli de las 
consecuencias del hecho de circulación, «iue lees imputado, y 
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del que está convicto y confeso. Pido áV. E. se sirva confirmar, 
por sus fundamentos, la sentencia recurrida dt> foja 58. 

Sai íntimo A'ht. 



■'•II* de le taprtM* Ce*te 

Buenos Airea , Uieiembre 4 J« 

Vistos; Por sus fundamentos y de acuerdo cmi lo expuesto y 
pedidopur ei señor Procuradot 'general, ¡se confirma, con costas, 
la sentencia api lada de foja cincuenta y oi ho, declarándose, 
de conformidad con la doctrina fiel artículo noventa y do» de la 
ley nacional penal y t on la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte, que la computación de la prisión preventiva debe hacer- 
se á razón de dos días de ésta por uno de trabajos forzados. De- 
vuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL RAIAN . 
— OCTAVIO BU>CE, — JUAN 
E. TOllllENT. 



I'.IDKA <4(LXV%1II 



Cnmvtai contra Celestino Olivera , por homicidio 

Sumario, — El Homicidio carilla con una circunstancia ate- 
nuante, es castigado cun cuatro años de presidio. 



HE JUSTICIA NACIONAL 

Caso. — Etesulta ó a las siguientes piezas 



VISTA FISCAL 

Señor Juez do Sen- ion : 

Kl Procurador fiscal nacional, eti los autos criminales se- 
guidos ron t ra Celestino Olivera, por muerte ¡i Guadalupe Miran- 
da, evacuando el traslado • diferido para hacer mérito de) sunia- 
rio, ante W S. expone: 

Que consta del proceso qur el día 9 de Diciembre próximo 
pasado, á las 10 de 1» nochi-, estando en la cuadia del cuartel de 
marina de este puerto, vario- marineros y detenidos, se toma- 
ron en palabras encontrándose abrios, el timonel Guadalupe 
Miranda y el marinero Celestino Olivera, saliendo en seguida 
a! patio sin que los presentes dieran importancia al ineidente. 

Momentos después uno de los detenidas movido por la curio- 
sidad salió al patio y pa*ó í un corralón interior j como sintiera 
ruido de armas corrió para dar avis» al ayudante Carvallo, con- 
curriendo éste acto continuo ai lugar del suceso acompañado de 
otras personas. AHÍ encontraron en actitud de lucha á los expre- 
sados Miranda y Olivera ; el primero con un machete y el se- 
gundo coa un cuchillo. Miranda había recibido una herida 
mortal en la región abdominal, y Olivera un pequeño golpe da 
machete en el brazo izquierdo, falleciendo aquél á consecuen- 
cia de la herida en el Hospital de Caridad pocas horas después 
del suceso, á las íí de la mañana de esa misma noche (véanse el 
informe médico de foja 37 y la partida de defunción de foja 14). 

El procesado Olivera, en sus declaraciones de foja 1 * 4 á 6 y 16> 
lia confesado el hecho criminal objeto de este juicio y aun 
cuando dice que lo hizo en defensa propia, de so misma declara- 
ción resulta inexacta esta afirmación t puesto que él dice que 
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Miranda lo desalió para ir á pelear al segundo patío y qne el 
declarante aceptó el reto yenda . on aquél al lugar indicado. 

De las declaraciones de los testigos, de fojas 6 vuelta á 7 y 7 
vuelta á 8, 8 vuelta ¿9 JO, ü y H vuelta 6 12, resulta tam- 
bién que existía entre Miranda y Olivera cierta tirantez de rela- 
ciones, ocasionóla quizi por la dureza con que alguna ves trató 
el primero, cumn superior, al segundo, y que en el momento que 
estuvieron en la cuadra momentos antes de aalir á pelear al se- 
gundo patio loa notaruu á loa dos algo ebrios. 

Se trata, poca, señor juez, de un homicidio voluntario, previs- 
to } castigado en el inciso 3 o del artículo 96 del Código Penal 
con 3 A tí años «le presidio, perpetrado por el procesado Olivera, 
en el que uo aparece circunstancia agravante nlgunu, y si una 
que la Suprema Corte Nacional, en el fallo de la serie 2", tomo 
i% página 386, ha considerado alen liante en otro c:iso análogo 
(embriaguez incompleta), pues resulta de las declaraciones de los 
testigos citados, que tanto el procesado como la víctima se en- 
contraban itlgo « bríos. 

En virtud de todo lo expuesto, vengo á formular acusación 
contra el procesado Celestino Olivera y á pedir que en detinítiva 
se le eondeiie á seis años de presidio como autor de la muerte de 
Guadalupe Miranda, descontándosele la prisión prevenir'* v al 
pago de las costas. 

Por tanto, sírvale correr traslado de esla acusación al señor 
defensor del reo. 

fí. (i. Parera. 

F*U* 4*1 Juca Federal 

«osario, Setiembre 17 ile 18H7. 

\ vistos: la presente rausa seguida á Celestino Olivera, de 
18 años de edad, argentino, soltero, jornalero, últimamente al 
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*i'*r vicio la subprefeetttra, como marinero, no tiene apodo, por 
mtierte al cabo de la misma, (¡itadulupe Miranda, de lus qt:e re- 
sulta: 

I a Que á foja 1 se denuncia al - ti bpr»*f-'cto marítimo de este 
puerto que en ia noche del día SI de Diciembre de 1890 se tra- 
baron en pelea á mano armada en el cuartel de marina, Celes- 
tino Olivera y íiuadalupe Miranda; que á consecuentún de la 
lacha entre ellos sostenida resultó el último herido de gravedad, 
falleciendo á las ires antes meridiano del día siguiente (informa 
médico de foja :i y partida dedefun- ion de foja 14). 

Que á foja i el procesado presta su declaración indagatoria, 
i-uya ratificación ve hace ante e*te tribunal á foja 16, en la cual 
-e expresa: que á la- 10 de ta noche del día 9 de Diciembre de 
1896 dio muerte al timonel Guadalupe Miranda con el cuchillo 
Une se le exhib»-. 

Que como el día untes del hecho tea hablan pagado sus suel- 
dos, el declarante bebei algunas copas demás y encontrándose 
más ebrio el timonel Miranda, lo desafió á que fueran á pelear 
al segundo patío, el declarante lo acompañó y al llegar al sitio 
mencionado, Miranda sacó el machete y le diú tres golpes en el 
antebrazo izquierda, por lo cual el declarante se rió en la nece- 
sidad de defenderse, y no sabe si le Ji j r i de las puñaladas que 
le tiró en defensa propia. 

Que su intención no fué mi* que defenderse, tratándose de su 
superior, pues nuuca turo el propósito de causarle mayor mal, 
sobre todo en el estado de * brúdad en que ambos se encontra- 
ban. 

Que Miranda lodc^afi" en la cuadra delante de :il¡zunos ma- 
rineros, pero no recuerda quiénes fueron, ni tampoco quiénes 
presenciaron el hecho, pero sabe que el ayudante, contramaes- 
tre y algunos marineros concurrieron al lugar del sin eso, pero 
ya bu' í i herido á Miranda cuaudo llegaron. 

Que uo había tenido cuestión personal con la victima. 
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2 o Que traído el procesado á la presencia de este tribunal, á 
foja Itt declara que días antes del hechn, el cabo Miranda le 
reprendió para que se callara, lu crnil no hizo el dechranti', por 
I.» que Mu linda le dió nn palo y el declarante Le dijo tpie le íha 
a pagar, 

Que la tmche en que tuvo lugar ti hecho, el declarante le 
propuso á un inarinr rit ir á buscar una botella rjc caña, lo que 
disgust- a Miranda > Ir ordenó que se callara, uín cinido darle 
unos palos si do lo liarla, á lo que contesto el declarante qin no 
se callaría y fué entonces ruándolo invitó Miranda a salir fuera 
de la cuadra, sucediendo después lo qne time ya ni ¡mi Testado. 

Que a foja b vuelta declara Antonio Za>pri-a, que encontran- 
do -e en el cuartel, arre «tad» p¡>r faltas de serví- m m jafni.irdía 
Nacional, se hallaba como á las 10 de la noche en la cuadra de, 
marinero", ruando vió que se ira bn han en palabras el timonel 
Miranda con el marinero Olivera, y saliendo puco después al pa- 
tio, pasaron al corralón, el declarante fué •■ntónc.-s movido por 
laeuriosidad hasta la puerta que divide a tu boa patios y sintien- 
d> ruido le armas, corrió á avilar al ayuda ti te Carvallo y con- 
tramaestre que si' encontraban en la puerta de la ralle, los que 
concurrieron en elacloal paraje donde se encontraban aquellos. 

A foja 7 vuelta declara Antonio IMrafío, que estando la nu- 
cí», del suceso en la cuadra, como á las 8 y media, vió entrar al 
timonel Miranda, quien se puso á conversar con Celestino Oli- 
vera y á dar-e bromas como acostumbraban, y más estando al- 
go ebrios, al t'ran rato los vio salir juntos de la cuadra, pero 
nunca imaginó el desenlace < t ue más tarde tuvo lugar, pues 
á lo* pocos ni omentos supo que Olivera habla herido al cabo ti- 
nvm.d, de cuyas resultan falleció á la mañana siguiente en el 
Hospital. 

A Tojas 8 vuelta y Ü declara el marinero Felicia 00 Homero, 
que días anteriores el cabo Miranda reprendió al marinero Ce- 
lestino Olivera y éste no se quiso rallar, entonces el cabo le dio 
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un palo con el machete á Olivera, diciéndole éste que su la iba 
á pagar, y en e! día del hecho, eomo á las 9 de la noche, encon- 
trándose el declarante en la cuadra, el cubo Miranda mandó ra- 
llar A Celestino Olivera estando ambos ebrios, el último le con- 
testó que no se callaba, á lo que aquél replicó que le iba á dar 
unoa palos, entóneos Olivera le dijo al cabo que si quería salir 
afuera á conversar con él, habiendo antes pedido permiso al 
cabo para que lo dejara salir á la ^alle y allí espernrlo, ú lo que 
el cabo se negó, entonces Olivera lo iovitú á Miranda para salir 
fuera de la cuadra i-omo queda dicho más arriba, Jo que así hi- 
cieron ; el declarante crejó que era broma y se dejó es lar en ta 
cuadra, cuando á los pocos momentos fué llamado p,.r el ayu- 
dante y concurrió al segundo patio donde estaban peleaudo el 
timonel Miranda con ••! marinero Olivera, interponiéndose entre 
ambos en el momento que Olivera hería en el brazo a Miranda, 
intervino en ese acto el ayudante Carvallo desarmando á Olive- 
ra y ronducjendo á Miranda, que desangraba poco, á ser reco- 
nocido por el médico, quien ordenó se le remitiera al hospital 
Como así se hizo. 

A foja 10 declara Rómulo Romero : que en la noche del hecho, 
estando en la cuadra, vió al cabo Miranda que agarró de un hra- 
7.0 al marinero Olivera, queriéndolo sacar de la cuadra y amena- 
zándolo; entónees se . aliaron y volvieron á entrar, el decla- 
rante creyó que era broma, dirigiéndose en seguida al fondo en 
donde oyó las palabras qne tuvieron en el segundo patio cerca 
del escusado, sin poder el declarante en ese momento intervenir 
ni dar aviso; que oyó al cabo Miranda que le decía á Olivera 
qu ya estaba cansado de lidiar con él, pues le fastidiaba tanto 
contestándole Olivera que él no fastidiaba, que sabía respetar 
ásus superiores y á todo el mundo, quedándole después en si- 
lencio» oyó ruido de armas, entónces salió del escusado y vió al 
cabo Miranda que disparaba en dirección al patio; que hacía 
pocos días, estando comiendo en la mesa, se le derramó á Olive- 
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ra el plato de caldo y al derramarse dijo: i Ahora 1 y el cabo 
sacó el machete y le dio tres palos por esa falta, siendo después 
conducido al aalabozu BÍn mediar otro incidente. 

A foja ti vuelta declara Domingo Marfanii : que estando en 
la puerta del cuartel con el ayudante Carvallo, fué aviado por 
un marinero que habla uua pelea en el fondo, 4 donde concurrió 
inmediatamente y así que llego fué por detrás del cabo y lo de- 
sarmó del machete que tenía en la mano y con el mismo se puso 
freute á Olivera, obligándolo á que le entregara el ¡nina que te- 
nía en la mano, lo que así hizo, corlándolo al calabozo; el cabo 
Miranda se dirigió al primer patio y se sentó en la Tercia frente 
al comedor, donde dijo que estaba herido; y que tanto Miranda 
como Olivera estaban ebrios* 

S« Qu<< de fojas 18 i 20, el señor procurador fiscal produce su 
acusación fundándose en que, por las constancias de aotos se 
justifica que el hecho perpetrado por el recesado aj un homi- 
cidio voluntario, previsto y castigado en el inciso 3% artículo» 
del Código Penal, y como no existe ninguna circunstancia agra- 
vante, sinó que resulta de Us declaraciones de los testigos que 
hay unas atenuantes (embriaguez incompleta), según el fallo de 
Sa Suprema Corte de la série 2\ tomo 12, página 386. pide que 
m definitiva se ^ndene al procesado destino Olivera á seis 
años do presidio, descontándosele el tiempo de prisión preventiva 

y al pago de las costas. 

4* Que de fojas 20 á 21 , el defensor del procesado contesta la 
acusación fiscal en la que expresa que su defendido no es res- 
ponsable de la muerte de Miranda, por cuanto procedió en le- 
tí ítim. t defensa, v como ningún testigo presenció la lucha ntre 
ellos sostenida es moester atenerse á la confesión del proce- 
sado* que por estos motivos pide su rompleta absolución. 

5*' Que abierta la causa á prueba no se presenta ninguna en 
autos. 

T considerando : I a Que según se comprueba por las cons- 
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táñelas de autos, CeleBtino Olivera es autor de fa muerte cau- 
sada al timonel Guadalupe Miranda en el cuartel de marina de 
esta ciudad (confesión del r.. de foja 16, informe médico de 
foja 3 y partida de defunción de foja 14). 

2* Que eso mismo se desprende de Las declaraciones de los 
testigos que depusieron en el sumario, loa cuales Batán contes- 
tes en afirmar que a consecuencia de la disputa suscitada enlre 
el procesado y Miranda, ésfs se trabaron en pelea á mano ar- 
mada, resultando herido el último y de cuya herid» murió á las 
pocas horas (declaración de Antonio Peluffo, á foja 7 vuelta de 
Feliciano Homero, Líómulo Romeruy Domingo Marfaniz, deVo- 
jas 8 á tí vuelta). 

3 o gne la legítima def.-nsa confesada |.or el acusado y ale- 
gada ju.rel defensor para pedir la ahsolueion del procesado, no 
debe tomarse en consideración, desde que los antecedentes^ el 
proceso demuestran qu* no ha existido agresión ilegítima, ni 
que haya habido necesidad racional de herir ¡i Ja víctima para 
rmpodirórepel,rel supuesto ataque. Tan sólo puede aducirse 
. orno causa atenuante de su penalidad la embria ff uei incom- 
pleta de que estaba poseído el delincuente en el momento que 
«■ometio el crimen, atenuación aceptable en virtud del inciso i* 
artículo 83 del Código Penal y fallo déla Suprema Corte inser- 
to en el tomo 12 de la série 2% página 380. 

Por estas consideraciones, fallo definitivamente en esta >ala 
de audiencias, condeoando al procesado Celestino Olivera á la 
pena de cuatro años de presidio, de acuerdo con el artículo 96 
inciso 3% del Código Penal, descontándose el tiempo de prisión 
sufrida en la proporción que establece el artículo 49 del mismo 
código, con costas. Notifíquese con el original. 



Daniel Gaytia. 
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VISTA DEL SEÜOH PROCO» AOOH GENERAL 



Uuerios Aires Noviembre lí* 'te 1«97. 

Suprema Coríe .* 

So encuentro en la. consideraciones de la expresión de agra- 
vio» del defensor mérito para la diminución de la pena impuesta 
en ls sentencia de foja 28 al procesado Celestino Olivera. 

P.ua demostrar que no hubo agresión armada por parte de la 
víctima basta recordar que ¿*te era superior jerárqoi.o de Oli- 
vera v que tas mmm* y a«» violen, ia> inferida*, no tu- 
vieron un efecto inmediato. 

El matador reconoce i f*'ja ti* vuelta, que Jías de U 

muerte amenazó á Miranda. pr.r haberle mandado callar y dá- 
dole nn palo, con que se la había de pagar. 

Ueconoee también que la noche áA suceso, no queriendo obe- 
decer la órden de callarse é invitado por Miranda, saliu fuera de 
la cuadra, trabándose con él en pelea. 

So queda duda acerca de la mala voluntad por una parte, y 
la pelea voluntariamente aceptada pur la otra. 

La pena del artículo 96, incido 3*. del Código Penal es la que 
corresponde aplicarse al hecho, una ve. que el juzgado ha reco- 
uocido la existencia de la embriaguez incompleta como circuns- 
tancia atenuante. Disminuida esa pena de su mftiimim á cas. 
hu míuimun es no sólo justa .inó equitativa. Pido por ello á 
Y. i:.se sirva confirmar, por <us fundamenta, la sentencia re- 
currida de foja 28. 

Sabinmiw Kxtr, 
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rail» úm la Suprema l orie 

liueuos Aires, Diciembre 4 üe 1897. 

Vistos j considerando : Que las constanrias de autos anali- 
zad ks por la sentencia apelada no dejan lu^ar á duda de que el 
homicidio que ha motivado esta causa, ha sido perpetrado en 
riña, asi como que ha? a favor del procesado la circunstancia 
atenuante basada en su embriagues incompleta. 

Que ooii tales antecedentes es correcta la pena aplicada por 
el inferior, en mérito de lo dispuesto en el inciso tres del artícu- 
lo noventa | seis del Código Penal» 

Por estoy de acuerdo din lo expuesto y pedido por el señ^r 
Procurador general y p<<r los fundamentos de la sentencia ape- 
lada, de foja veinte y ocho, se confirma ésta, o<>n costas. Devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BACAN. 
— OCTAVIO &ÜNGE - JUAN 
E. TORREN*]'. 



«AINA Ít'€LI X * I V 



Doña Cariota V . dr Ocampo y don Cdrhs V. Ocampo, contra 
don Mariano Vetazquez ; sobre reivindicación 

Sumario. — i* Probado el dominio en los causantes, queda 
demostrado el dominio en el sucesor. 
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2* La aprobaron de mensura en un juic i.> de deslinde que 
no ha sido motivado por la discusión -obre la propiedad, no 
puede oponerse romo cosa juzgada á ),i :u*ciot reivindicatoría 
del propietario. 

Caso. — Lo explica el 



Valí* del Jucr Federal 

«osario, Junio n de 1896. 

Viatoa estos autos seguidos por doña Carlota V. de Ocampo 
y don Carlos V, Ocampo contra don Mariano Velazquez, por 
reivindicación de tres leguas de campo ubicadas en esta pro- 
vincia, al norte de la capital. 

Y resultando; Que los actores se presentan reclamando 
contra el señor Velazquez la entrega del mencionado campo , 
poseído por éste en virtud de un deslinde jaduúal praoticado 
sin oposición de los demandante, porque el representante de 
éstos no se presentó oportunamente á deducir la correapoudien- 
te oposición; que ai bien m cierto que el demandado, dicen, goza 
de la posesión aetual, no m nunos cn-rto que los actores con- 
servan el dominio del inmueble, en mérito de adquisiciones tae- 
rhas en tiempo atrás, cuyo título de propiedad lo presen tarín 
oportunamente. 

Que los títulos de dominio á que hacen referencia son los de 
fojaB 25 a 33, en los que ae hace constar qoe los lierederoB del 
finado don T»más Santa Cruz, don 'Fiburcio, dnña Anastasia y 
doña Josefa Santa Cruz, eon arreglo a las leyes en vigencia 
y decreto de esa fecha, han adquirido del superior gobierno de 
la provincia uu terreno fiscal ubicado en el departamento de 



DE JUSTICIA NACIONAL 



la capital al norte, compuestu de tres leguas castellana?; cua- 
drada*, cuyos límites se indican mu este título ; expresando que 
la adquisición la hacen en justa eompeusacion de una área igual 
que les fué expropiada por el Eimo. gobierno, para la colonia 
€ Cayastaeito >, segnn consta del expediente relativo que que- 
da archivado en la escribanía de gobierno. 

Por tanto : ordena y manda el gobierno se tengan y reoonoa- 
can i los expresados herederos de don T»mís Santa Cruz, don 
Tiburcio, d o fia Anastasia y doña Josefa Santa Cruz, como 
verdaderos dueños del referido terreno. Este decreto es dado 
á l« de Abril de 1874. El siguiente titulo de foja 26 es la venta 
que hacen los mencionados Santa Cruz del mismo terreno á fa- 
vor del doctor Simón de Iriondo, en 15 de Enero de 1885. 

A foja 27 se encuentra la venta q ue hace del mismo terreno el 
doctor Iriondo á favor del señor José Telfener, en i 6 de 
Noviembre del mismo año j á foja 49 está la escritura de daciou 
en pago hecha por el doctor Telfener el 8 de Marzo de 1885 á fa- 
v.ir de doña Carlota V. de Ocampo y de so hijo .Ion Cárlos Vi- 
ciite Ocampo; Telfener traspasa á los mencionados Ocampo sus 
derechos sobre este terreno á favor di- doña Carlota de Ocampo 
y Cárlos Ocampo, en pago de lo que resultara deber el señor 
Telfener á don Vicente Ocampo ; concluye el representante de los 
actores pidiendo lu condenación en costas, daños y perjuicios. 

Que corrido traslado de la demanda, niega el demandado, á la 
señora de Ocampo é hijo, que tuvieran derechos de propiedad so- 
bre la totalidad de las tres leguas sinó simplemente i una parte 
del oampu, porque Tiburcío, Anastasia y Josefa Santa Cruz no 
son loa únicos y universales herederos de Tomás Santa Cruz, 
sinó que existen muchos otros á quienes el demandado represen- 
ta, por haber comprado sus derechos y acciones á los otros he- 
rederos; por consiguiente no han podido los expresados Santa 
Cruz render la totalidad del campo al ductor Iriondo. Para 
comprobar estas afirmaciones presenta A foja 81 las partidas de 
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matrimonio de Tomás Santa Cruz cotí Ventura Me id a tío y bau- 
tismo de los hijos de éstos, eurrieute de fojas 37 a 48, por las 
que hace constar qm i los referidos cónyuges tiau tenido varios 
hijos y entre éstos uno llamado José Tomás ó José simplemente, 
Aeompaña igualmente el testimonio que declara aprobada la 
mensura del campo solicitada por Veluzquez, en cuyo juicio de- 
claró el tribunal o,ue la parte de Ooampo habla perdido su de- 
recho, por no haber formalizado su protesta en el términw seña- 
Lado; y eu su consecuencia se la tiene por conforme con la men- 
sura. El demandado dice qu« tos títulos en virtud de los cuales 
posee dos leguas del terreno constan de las anotaciones ron te- 
nidas en la hijuela que acompaña, *e las escrituras de cesión 
de derechos y acciones que íe hawa U may.it parte de loa he- 
rederos de don Tnmá, Santa Cruz, abuelo de Tibureio, Josefa 
y Anastasia, que por estos títulos y por U mensura aprobada 
demuestra el dominio perfecto que tiene sobre ese terreno, de- 
biendo rechazarse la demanda, con costas. 

Que abierta la causa á prueba se presenta por los actores los 
testimonios de toj is 136 á 148, en los que aparece un poder 
dado por Tiburcio, Anastasia y Josefa Santa Cruz en I o de Fe- 
brero de 1869 á don Pedro C. Fuig» para que en bu nombre y 
representación reclame de don Kemigio Pérez la parte del te- 
rreno que le-í ha tomado la mensura. Seguidamente rstá el de* 
ervto del gobernador de la provincia, fechado el 24 de Mayo de 
1869 que dice : t Por cuanto, don Pedro S. Puig, en represen- 
tación de los herederos del tinado don Tomás Santa Cruz, ha 
comprado un terreno poseído antiguamente por el mencionado 
Santa Cruz con arreglo á la l» y de Techa 19 «V Noviembre de 
1868, jue establece la moderada oiuposicion, situado en de- 
partamento de la Capital al norte, compuesto de 3 leguas cua- 
dradas castellanas, t líespues se encuéntrala peMüon de men- 
sura fie este terreno presénta la por dun Pedro C. Puig upo le- 
r ido de los herederos de don Tomás Santa Cruz. 
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A continuación existe otra petición al gobierno do la provin- 
cia, elevada por don Podro C. Puig, apoderado de los herederos 
de I untas S¡vií i Cruz, pi it- suati indemnizados sus representa- 
dos, por el terreno que ej gobierno ha tomado para la cotón i t 
• Cayastacito * y fué el mismo que obtuvieron por compra; mo- 
derada composición, doblando dársele igual en todo otro paraje 
de terreno iiecal. Esta solicitud está fechada en Mayo 26 de 
1873. 

El ¿«mandado presenta la» escrituras de foja 77, que es la 
misma de foja 25 presentada por actores; la venta que hace 
doña Gabina Santa í'ruz (foja 79) á favor de! demandado señor 
Vetazquex (íc loa derechos v acciones á un i legua de campo en 
tCayastacitoi; el certificado de foja SI y siguientes, en que 
consta la liuuMaci.m. partición y adjudicacJoo extrajudicial 
de los bienes sucesorios de los tinados don Touúá Santa Cruz 
ysuespo.a doña Ventura Meidana (Dügeneia protocolizada 
ante el juez de provincia «n Diciembre 10 de 1885). A continua- 
ción (foj i 83 vuelta* están las anotaciones del escribano, en 
que fonsta que algunos herederos de Santa Cruz r-edeu sus de- 
rechos ú don Mariano Velazquez, Igualen cesiones están escri- 
turada* A fojas 85, 8ti y 87, A foja 88 está el testimonio del de- 
creto ei[»edi lo por el gobernador du la provincii, que es el mis- 
mo presentado p'>r los demanlantesá fojas 136, 137 y siguientes ; 
á foja 1(19 está la partida de matrimonio de Tomás Santa Cruz 
cou Haría Ventura Meidaua; á foja 114 existen "tras cesiones 
de derechos y acciones de los herederos Santa Cruz á favor de 
Velazquez; á foja 117 y siguientes está la diligencia de mensura 
y anotaciones de sucesivas ventas de fracciones de terreno que 
ha hecho don Mariano Velazquez. 

Por la prueba mencionada y vencido el término respectivo se 
produjeron Jos alegatos de las partes, corrientes de fojas 155 á 
200, llamándose auto* para sentencia, 

T considerando : lM¿ue el título originario en que fundan 
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loa demandados su derecho de propiedad emana de la compf-- 
Tí nta ó moderada composición que hace al gobierno de Santa 
fé don Pedro 0. Puig en representación de don Tiburcio, Anas- 
tasia y Josefa Santa Cruz, pagando por las tres leguas decam- 
po en AecoohingiM ó Cayastaeito la soma de 1 200 peso, fuertes 

El poder otorgado por los mencionado* Santa Cruz fué en 1* 
He Febrero de 1 «68, y el acto de la enajenación fué extendido 
pos el Kxmo. gobierno de la provincia en 24 de Mayo del mis- 
mo año. La correlación de estas fechas aleja toda sospecha de 
fraude atribuido por el demandado, por suplantación del ins- 
trumento del poder . 

Por otra parte, el gobernador déla provincia trasmite los de- 
rechos al rampo enajenado á los herederos de don Tomás Santa 
Cruz, representad»* por don i'elro C. Puig. Kstas personas, 
que se titulan herederos de San* i Cruz, sea ó tiu cierto que son 
8 uceares, no son otras que las mencionadas «B el poder d>- foja 
latí: Tiburcio, Anastasia y Josefa. Son estas tres personas las 
que han pagado el pro io por el campo, son estas mismas las que 
ha., solicitado su deslinde (foja 138 vuelta); son, por consi- 
guiente, los únicos propietarios por el acto de la compra y soli- 
citud de deslinde y permuta. 

2" Que viene a corroborar esto-s h;chos sin d jar mínima 
duda, el decreto del timo, gobierno dictado cinco años dus- 
pues, corriente a foja 25, - u el nial determina cuále, son los 
herederos de don Tomás Santa Cruz á quienes se reconoce como 
adquirentes dueños díl terreno mencionado y son i Tiburcio, 
Anastasia y Jos-fa, ¿quienes se lea da el terreno cuestionado en 
permuta ó compensación del anterior tomado por el gobierno 
para formar la C lonia t Cayastaeito >. 

3* Que en h presente cuestión por reivindicación del t> rreno 
permutado, entablada por un tercero adquirente, poco impor- 
ta al objeto del juicio definitivo, que Tiburcio, Anastasia y Jo- 
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!*efa Santa Cruz sean los únicos herederos de Tuinas Santa 
Ftxiz, á que se. refiere el demandado, casado en el si^lo pasado, 
6 que sean ios hijos de José Tomás S;inta Crui, hijo de aquel, 
nacido en 1783, según partida de foja 39 ; ¡toroue no consta que 
ulguno de loa dos llamados « Tomás * haya tenido el dominio 
del inmueble, sinó que cualesquiera quesea de ellos, sólo ha gu- 
iado de ta mera posesión de! canipi., ruon por la cual se han 
visto obligados Tiburcio, Anastasia y Jo$e f a. á comprar el <le- 
recht/ti ta propiedad. Este razonamiento se eiplica, en primer 
término, porque ninguna de las partes ha presentado título al- 
goiio en que const.- que « Tomas Santa Croa» haya sido pro- 
pietario del terreno; en segundo término, porque la compra de 
una cosa implica necesariamente que no tenía la propiedad de 
la cosa, antes de comprarla. 

Es la aplicación de la « ley de moderada composición » la que 
ha hecho elevar la mera poción al grado fie dominio legitimo 
ell favor de fas que se han acogido t't ella . 

Si los Santa Orui que han aprovechado oportunamente de 
los beneficios de esta ley, han engañado al gobierno presentán- 
dose como únicos herederos de Tomás, para que se extienda á favor 
de ellos únicamente el título de propiedad, cnandoen hipótesis 
existieran otros.no son loa terrenos adquiridos á titulo singo- 
lar y de buena fé los que deben responder del dolo de aque- 
llos, porque es regla de derecho que nadie responde por delito 
ajeno. 

4 o Que según consta del instrumento público de foja 45, el 
gobierno de la provincia transfiere á Tiburcio, Anastasia J Jo- 
sefa los derechos de propiedad en las tres leguas de campo ac- 
tualmente en cuestión, por cuanto se. las da en justa compen- 
sación de igual área tomada por el mismo gobierno para formar 
la colonia i Oayastacito » y que es el terreno adquirido por los 
mismoaSanta Cnií., á que se refieren los considerandos anterio- 
res y la escritura de foja 1 36 y siguientes. 
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ja eipre- 

samente que se reconozca & los herederos de Tomás Santa Cruz» 
Tiburcío, Anastasia y Josefa, como verdaderos datíños del refe- 
rido terreno con todas las prerogatívas y obligaciones que como 
á tales les correspondan por las leyes; no hay fundada razón 
para colegir que tal mención importa una declaratoria de here- 
deros hecha por el gobernador de U provincia, con fin preme- 
ditado, que tendría su realización en las interioridades. Al no 
existir elementiiH positivos para suponer intención dolosa en el 
gobierno al mencionar loa herederos de Toinás Santa Cruz, es 
mi* lógico presumir que el gobierno reconozca como poseedor 
uet terreno de Cayastacito á José Tomás Santa Cruz, padre de 
Tíburcio, Auastuiia y Josefa, y no al abuelo de éstos que tam- 
bién &e llamó Tomás, 

EsU presunción es perfectamente legal, porque se funda en 
los siguientes hechosjcouc «rilantes : que ios hijos dt* José To- 
más Santa Cruz, representados por don Pedro C. Puig son los 
que sostuvieron litigio con el gobierno por el campo de Cavas- 
tácito, ningún otn» Santa Cruz se presenta alegando esos mis- 
inos derechos (véaie foja 140); que el gobierno déla pruvin- 
cia acepta la compra de este terreno en moderada composición y 
trasmite bw derechos A los Santa Cruz representado* por don 
Pedro C. Puig (véase foja 136), y finalmente es con estos mia- 
mos con quienes se rrtiü* la permuta ¿que se reíiere el decreto 

5« Que según con «ta le las escrituras de fojas 26 á 33, los de- 
rechos de propiedad al campo litigado fueron trasmitidos por 
Tiburcio, Anastasia y Josefa Santa Cruz á favor dul doctor Si- 
món de Iri n lo, eu 15de Knero de 1875, del doctor Iriondo al 
señor THfener en Noviembre del mismo oñ-s y de Telfner á la 
viuda é hijo de Oampo en 8 de Marzo de 1885 . 

6» Q ie eu mérito de lo> titulo* precedentes autorizan á presu- 
mir legalmente que el tenedor de tale> títulos es poseedor del 
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terreno al cual se refieren, puesto quo el título es la regla ordi- 
naria de poseer un inmueble (art. 241 i y nota del Código Ci- 
lil), J que Ja posesión la lien* de^de la fecha del título, no 
eiistiendn prueba en contrario art. 4003). Troplong comen- 
tando los artículos 2228 y siguiente* del Código francés, dice: 
Es á menudo muy difícil turnar e! origen déla posesión de he- 
cho; easi siempre se ignora su punto inicial. 

Sise recibe una cosa de un precedeote propietario, el mo- 
mento de la trasmisión es men^s decisivo que lo que pudiera 
ereerse, pues la posesión del autor se une A la de ¿quet que tie- 
ne a representarlo eu seguida ; en ente caso es más bien un;i 
Ctititiuuaciun que un principio di- posesión. 

La posesión sr adquiere más fácilmente cu ando se recibe la 
cosa de un precedente posesor que la trasmite por un titulo 
cualquiera. (Véase tomo 1\ parágrafo 251 del Tratado de ta 
prescripción.) 

El codificador cita al mismo Troplong en la nota del artículo 
■4003 «ohre la presunción jure et de jure que £Oza el que tiein- un 
título de propiedad, para suponerlo poseedor desde la fecha del 
título. 

■ Como la intención, dice el autor indicado, que caracteriza 
la posesión es un acto interno cuyo secreto no es fácil penetrar, 
los jurisconsultos lian mentado presuocioues muj razonables 
pira determinar la existencia de la intención. Esas presun- 
ciones reposan sobre este principio invariable, que la posesión 
se continúa tal como era en su principio, que es por su origen 
que su cualidad queda fijada, y que nadie puede cambiar por si 
mismo la causa. 

Los codificadores escrupulosos harán quizás un reproche á 
la tesis de las presunciones legales, diciendo que la ley no de- 
bería consagrar sino principios j jamás presunciones ; pero hay 
casos en que el legislador puede, sin iuconreniente, salir de la 
región elerada en que se le quisiera aprisionar para bajar á dar- 
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se cuenta de i 

como ea posible, los peligros de la interpretación. 

Sise posee actualmente con un título relativo ú esta pose- 
sión, condiderado haber poseído deBde la fecha del título. 
Es 1 1 caso de aplicar el aforismo de Aton r Pnmmptio de pre- 
sentí ad preterí tu m ihdur.itur. El título es una rxptirar.inn dv 
la posesión ; 01 le imprime su carácter, y es por íl que ae juzga 
de su cualidad ; por to tanto, es natural concluir que él no ha 
astado sin aplicación, y que la posesión actual ae liga á una 
posesión pr*cedente> que ha puerto continuamente en acción. 

Esta presunción tiene una fuerza tal, que ella es tan | o 

puesta en duda en la práctica de, Lus tribunales, que de fe casi 
todas las prescripciones decenales juzgarse según los tituba (es- 
rito ras) y ain inquirir préviameiitesobte la existencia de hechos 
pnses'in is. (Véase parágrafos 251 y 425 del mismo tratado.) 

7" Que en mérito de los artículos citados del Código y de la 
opinión de los jurisconsultos, existe á favor del actor la pre- 
sunción de la posesión y del dominio del terreno litigad > ; pero 
exhte á la ve» ti reconocimiento de que el demandado es posee- 
dor actual y deBde la frena que se aprobó la mensura de dicho 
terreno, 

Esta doble circunstancia hace procedente laaccionde reivin- 
dicación: el título traslativo de dominio y posesión dti terreno, 
presentado por el actor, y la desposesion actual por aprehensión 
corporal del 




8" Que el deslindejudicialdeun terreno no es el reconocimien- 
to de un derecho sino la simple determinación de un hecho, sobre 
el cual podrán fundarse toda clase de pretensiones. El deslinde 
es una operaeion científica que tiene por objeto trasudar al 
terreno de un modo gráfico, la extensión y figura geométrica 
que determinan los títulos en que consta el derecho del que 
solicita. Como hecho podrá servir de ba-e pura el ejercicio de. 
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una facultad, como signo externo por e] que se adquiere la pose- 
sión de un inmueble rural (art, 1384); p-ro nunca como razón 
por sí sul.i sulicii-nt pitra que sea reconocido ningún derecha 
(véase art. 4746 y nota). 

En virtud de esta- prescripciones de la lej, tiene el deman- 
dado la posesión « I ** l terreno, pero no e* suliciente para adqui- 
rir el dominio, sino tiene ntro título en qué basarb, aparte de 
las diligencian <lv deslinde. 

!)° (¿ue el testimonio de liquidación, partición y adjudicación 
extrujudinal de los bienes, que dice el demánda lo dejó don To- 
má? Santa Cruz (f .j i 81) no es un título que acredita la pro- 
piedad del terreno cuestionado e n favor dt< los herederos y con- 
tra de tercero^ : en primer término, parque la fecha de los ins- 
trumentos privados con respecto a terceros üe cuenta desde el 
•lía déla presentación á la oficina pública ó desde su protoco- 
lización. 

1.a partición y adjudicación menciónala fué protocolizada en 
10 de Diciembre de 1H85, con posterioridad á la última venta 
del terreno, adquirido por los demandante», que se otorga ¡í favor 
de éstos en H de Marzo de 1885. En -egund o término, no aparece 
firmada dicha partición por ninguno de los herederos, no hay 
constancia alguna que hayan prestado su conseotimieuio todos 



los bienes en la forma extrajud ir jal, tal cual aparece. KI artí- 
culo 3462 del Código Civil exige, para la validez de ta partición 
eitrajudu.hil, que Unios los lie rede ros etW'n presentes, circuns- 
tancia que noconsta en <>*e acto. Adema-, I* partición de bienes 
raices por instrumento privado no tiene valor contra terceros 
porque el artículo 1184, inciso 2", exige que « sea hecha en 
escriti 'vi publica bajo pena de nulidad, y son absolutamente 
nulos los .» tos jurídicos que no tienen la forma exclusivamen- 
te entenada por la ley, ó cuando su nulidad dependiese de la 
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forma instrumental y fuesen nulos los respectivos instrumen- 
tos; y su nulidad puede y debe ser declarada por el juei. aun 
sin petición ile parte, cuando aparece manifiesta en el acto*, 
(art 973, 976, 977, 10*4, 1047 y 1182. Código Civil). Por 
otra parte, ai en esa partición de bienes raices han intervenido 
loa heredaros Tiburcio, Anastasia y Josefa Santa Cruz, es 
igualmente sin valor ni efecto contra los demandantes, porque, 
ó es un acío simulado y en fraude de sus derechos ó se han ad- 
judicado A *i mismo lo que ya habrían enajenado Id años íja al 
doctor Iriondo {foja 25}. 

i(Y' IJue c! dem m iado no ha precedido la partición de ninsínn 
ju*ulicativo que acredite que el antecesor Tomás Santa Cruz 
haya tenido "1 dominio deeat; tem-uo, adquirido por alguno de 
bis modo? autorizados por el Código Civil, artículo 2524; por 
el contrario, según se h<i expuesto en lo* anteriores considttan- 
dos, la [iropÍrl;nl ha sidn adquirida por repetidas compras de 
los antecesores del actor. 

Si Tomás S;iuta Cruz no ^oz iba derecho de dominio pi?:- 
rerto sobre este terrena tío ba podido trasmitir á sus sucesores 
un derecho mejor ó más extenso que el que gozaba y reotprofta- 
mente, hen deros no han podido adquirir un derecho mejor 
ó mas extenso que el qrtc teuía su antoe.aaor de quien lo ad- 
quieien (tttt. 3270). 

.Yerno ¡tltts jurts ád aííium tramfen poiest, ijuam que habe- 
reí. íVuii deber metiorix cutidtiiotus esse quam ductor meus, a 
qthi jus in ute Irawit. 

Estas mismas reglas son aplicables á los derechos y aciones 
trasmitidos por venta al demandado señor Marianu Velazquez; 
pue* paraqu- la tradición ¡rasmita el dominio, debe ser por 
título suficiente para transferir la propiedad, y que sea el de- 
recho propio de Ique la hace (art. 2601, 2002 y 2603, Código 
Civil). 

Ka un principio, diee Pothier, tomado dé la naturaleza de las 
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cosas, que nadie puede transferir á otro más derecho á nna 
Cosa que el que él misino tiene. De esto se sigue, que aquel 
que no es propietario de una cosa no pu -de por la tradición he- 
cha á alguna trasmitirle la propiedad que no tiene. 

Traditio nihÚ amplius transare debei vel pntm ad ecum 
VH* aeci/nt ffuam est apnd eaan tmdit. Esto supuesto 
si es dueño del fuodo. entregándolo, transiere el dominio de él 
Pero si soto tenia la posesión de él, «o transfiere rosa alguna 
aléela ronhe. Si i u ¡tnr ,,«*' domtnium e„ fundo hatmit id 
iradendo transé S, ™ Muit, ad eum «iu accipi, nihil 
transferí. (Véase Tratado del dominio, parágrafo m) 

H» Que baMeiido pr^-ntado los demandantes títulos ante- 
riores a la demrnfa, compon de foja 25 v siguiente, se 
l'r. snmequeel autor del título es .d p^dor y propietario* de 
la heredad qun se reivindi.M (arf. 2790); mientras que el de- 
mudado no ha pre^„udo título al-imo. porque un título nula 
vale tinto como mi nada jurídico, ó mo presentarlo. 

Pothíer, citado por el codificador, dice en el párrafo 321 * 
Pero.-uaudo el título que prescita el demandante .. u reivindi- 
cación es anterior á la posesión de aquel contra quien se ha di- 
n-ido la demanda, el cual nmgfím lia precita do de su parte 
ese títulos por sí sólo sóndente para fundar »a demanda. 

El qoe por ese título ha vendido ó dado al demandante S al 
autor de éste, la (inca reivindicada, se presume suticientemento 
hahersnlo de lamina linca poseedor y propietario y haberle 
traspasado ta posesión y propiedad, 

«* Que no se ha probado en el curso del proceso que el doc- 
tor Simón de Iriondo ejercía las funciones de gobernador de 
->a provincia, cuando bifto la compra del terreno á los Santa 
''rus, razón por la cual □ , puede el juez pro.mn.iar.se sobre la 
nulidad de la compra, aleada por el demandado como violato- 
«a de Jas disposiciones contenidas en los artículos 1361 v 1362 
del Código Civil ; y mientras no esté decidida, juzgada esta 
r. ttu 
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nulidad, la compra-venta se présame válida (art. 1016, Código 
Civil). 

13° Que aún en la hipótesis de que Tibureio, Anastasia y Jo- 
sefa Santa Cruz, qo sean los añicos y universales herederos de 
Tomás Santa Cruz, pero siendo parientes como son en grado su. 
cesible de la línea recta según las mismas pruebas presentadas 
por el demandado, y siendo poseedores de loa bienes de la he- 
rencia por inacción délos parientes más próximos, y cuando la 
posesión pública y padlica do la herencia lia debido hacerles 
considerar como herederos, la enajenación que han hecho los 
Santa Cruz, arriba nombrados, es válida y firme respecto á los 
otms coherederos, antecesores de Velazquez ; porque no se ha 
probado que el comprador sea de mala fé y la buena fé siempre 
se presume en el adquirente poseedor, bastando que haya exis- 
tido en el momento de la adquisición. (Véase art. 3430, 3262 
y 4008 del Código Civil.) 

La ley 5\ título 14, partida 6', establee el principio que el 
poseedor de la herencia vencidu en juicio por otro heredero en 
grado superior, debe entregar á éste las cosas do la herencia. 
Pero si vendió alguno ó todos los bienes de la herencia, debo 
indemnizar con el precio roe. ib ido por ella, ó volviendo A com- 
prar la misma cosa, si t» de buena fé, um si es de mala debo 
papar el doble. 

Como se ve, por esta ley tampoco se establece precepto algu- 
no por el cual el comprador de bienes hereditarios, en las con- 
diciones que los poseían los Santa Cruz, y después de éstos, 
Irioudo, Telfener y Ocampo, puedan perder lo comprado de bue- 
na fé. 

No habiendo reclamado los coherederos , en debido tiempo, 
la usurpación de su estado de. familia, presume la ley que han 
consentido con lo hecho por el heredero poseedor de la herencia. 
(Vóasa nota al art. 3430 y art. 919, y nota del Código Civil.) 

Por estas consideraciones, definitivamente, fallo en esta sala 
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tlt. audiencias: declarando procedente la acción reivindicatoría 
y condenando al demandado señor Mariano Velazquez á entre- 
gar á loa actores el inmueble reivindicado podido por él, con 
más lo* daños y perjuicios pedidos, desde el día de la notifica- 
ción de la demanda. Sin costa., por l a/ >/«j pelillo de redamar 
tres leguas de terreno, cuando consta dé unios que .sólo posea 
dos el demandólo. Notifiques, con el oriffimil y repónganse. 

Üanii'l Hoy ha. 



FaIIo de la 

Üuenos Aires, Diciembre -i de 1897. 

Vistos y considerando: Que el derecho de propiedad de la 
familia Santa Cruz á los t, rrenos en cuestión, tieun , u funda- 
mento j punto de partida en la compra á moderada oompoei- 
e.an hecha por don Pedro Q, Puig en representación de ios fe 
rederos del linado don Tuina;! Santa Cruz (fojamente treinta y 
*u te) y en el acta del gobierno de Ja provincia de Santa Fe de 
foja reinti -i neo, en ol que da á ¡os citados heredero*, en com- 
penaaoion del adquirido ú moderada composición, las tres leguas 
que hacen la materia principal de este litigio, en sus dos ter- 
ceras partes. 

Queuo se ba producido prueba alguna tendente ú establecer 
que antes de lo, actos mencionaba, d. couip ra a moderada com- 
posición, primero, y de compensación después, nigmio de loa 
miembros de la eipresada familia hubiese tenido el domin.ode 
U Cüs4t ^ bn ndo agregarse, con arreg o al mérito de autos que 
el demandado ni siquiera ha tratado de justitfcar que Tomé, 
Santa Cruz, de quien proce den sus causantes, hubiese sido po- 
seedor de esa cosa. 
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Queental virtud, antesde^ 

bít-n privado d« la provincia en donde estaba situado (artículo 
dus mil trescientos euarentu y do», inciso.,., Código Civil.) 

Que la represrutacion de Ptiig.su intervención en tal ca- 
rácter y tos términos expresos del instrumento foja veinticinco, 
comprobante de la compensación, no permiten poner en cue^ 
tmnqueel gobiern» de Santa Fé entendía trasmitir y trasmi- 
tía el derecho de propiedad á don Tiburcio, doña Anastasia y 
doña Josefa Santa Cruz, hijos de don Tomás Sania Cruz, se- 
gún se t-xpresa en el poder que en testimonio corre á toja ciento 
treta ti y siete, 

Que por consiguiente son solo lu* linderos del citado don 
Tomás Santa Cruz, padre de los t-ambu-u ett tdos don Tiburcio, 
duña Anastasia y doña Josefa, ios que adquirieron el derecho 
transferido por el gobierno de luproviueii de Santa re y no 
los herederos de otro Tomas Santa Cruz, que aunque del 
mismo nombre y familia, no li^urab.m en la gestión para la 
compra primero y compensación después y X cuyo respecto, ni 
cuando estos actos se realizaron ni antes de ellos, hay reeono- 
mientos de qu<> su causante tuviera derecho de d-uuinto y lo que 
es más, ni aún de posesión. 

Que comprob nido los instrumenta que acreditan la compra 
y la compensación» el dominio de don Tiburcio, doña Anastasia 
y doña Josefa Santa Cruz, sobre el terr.-no del pleito y por tan- 
U el de sas sucesores, y siendo indudable iue vm í***?* a,,n 
anteriores en muchos añosa la posesión del demandada, no lo 
i s monos que Oliste á favor del demandante la presunción legal 
de ser propietario de la heredad que se reivindica, desde que el 
demandado no ha presentad» título alguno y qu - lejos de pre- 
sentarlos ha invocado lan sólo como fundamento de sus preten- 
siones los títulos otorgado* á favor de los causante, del actor 
(artículo dos mil setecientos n -venta, Código Civil). 
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Que el deslinde que se practicó á pedido de Ja parte del de- 
mandado no se opone á ía acción reivindicatoría intentada, por- 
que no habiéndose discutido la propiedad con motivo de ese á* s- 
linde no puede alegarse que haya al respecto cosa juzgada. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja doscientos diez, se confirma ésta con costas, d.dará-t- 
doseque la-í de primera instancia deben ser pagólas en el órden 
causado, Notifiques» con el original, y repuesto* [os Bellos, de- 
vuélvanse , 

BENJAMIN PAI. — OCTAVIO BUNGE . 
— JUAN B. TORRENT. 



Itanco de ta Ración Argentina contra don José María 
Baca (hijo), por cobro ejecutivo de pesos ; sobre apelación 
denegada. 



Sumario, - i° No es apelable en el procedimiento ejecutivo 
el auto aprobatorio de Ja tasación. 

2* No son apelable* las regulaciones de honorarios que no ex- 
cedan de 500 pesos . 



€aso. ~ Resulta del 



"■? ■ - ■ . 



■ 
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1 ni oí* me Jura fetdsrAl 

limóos Airea, Moyo 28 <k* 1838, 

Eterno. Señor; 

Por vfn de informe, tengo et honor de remitir á V. S. copia 
de) escrito presentado por don José Maria Haca y la resolución 
dictada por el juzgado, rjo.- motiva el recurso deducido. 

Señor Juez fedfrat ; 

José Maria Baca (hijo), en aulos ron el Banco de la Nación 
Argentina, por cobro de pe-os, á V. S. como mejor preceda 
digo: 

Que vengo á hacer presente A V. fi. que no pnedo prostar mi 
conformidad á la pericia practicad h jmr los peritos nombrados 
y por consiguiente tampoco a la cuenta de. honor sirios cine pre- 
sentan. 

Bn primer lugar, et perito nombrado por V. S, señor KMzalé, 
carece del diplom.i u,ue ta ley exige para el desempeño de las fun- 
ciones de tasador, y en cuanto al señar Treaseii, si bienes cier- 
to que su carácter de ingeniero lo habilita para ese género de 
funciones, ba sido nombrado por V. S, sin qu«- previamente se 
me hiciera grife* el ju-z qo ■ ib i a eonucer de este asq]a% v en- 
tonces resulta nulo su nombramiento y toda^ las actuaciones 
en fas cuales ha intervenido Y. S,, en virtud de la falta del re- 
ferido auto. 

Si ese auto se hubiera dictado, hubiera hecho uso de mi de- 
recho di 'frufla' ion oportunamente, y como se me ha privado 
injustamente de esederecho poní,, boy ven cualquier momento 
asarlo, pidiéndola nulidad de todo lo obrado con interrencion 
de Y. S.. además, los señores peritos no han concurrido al lo- 
gar donde se encuentra el terreno, como tn demuestra el hecho 
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de afirmar en la operación que se encuentra alambrado por sus 
cuatro costados, lo qu<* no es exacf, pue* sólo existe este 
en dos. 

En virtud de lo expuesto, V. S. se Lude servir proveer de 
conformidad á los siguientes puntos: 

i> Declarar nulo todo lo obrado con intervención de V 8., 
dictando el auto que corresponde, haciéndome saber el juez ojie 
va á conocer ; 

2° En el caso de no acceder :i esta petición, declarar nula ta 
operación practicada por l<* peritos nombrados, en virtud de las 
razones expuestas, 

Jusfi María Haca. 



Buenos Aires, Abril n d» 1897. 

Autos y vistos: El incidente promovido pur don Jo*é María 
Baca (hijo), sobre nulidad de procedimientos, y de la operación 
practicada por loa peritos nombrados. 

f considerando : I o Que la omisión del auio < haciendo saber 
el juez que va ¡i con er» no ha podido nunca privar al recu- 
rrí nte del derecho que le acuerda el artículo 44 de la ley nacio- 
nal de procedimientos, pinato qui- es« dertebo ha podido ejer- 
citarlo ampliamente, é inmediatamente después de notificado de 
Ja providencia de foja 82 vuelta, la cual ha sido consentida por 
el demandado. 

Que respecto de la designación dn las personas nombradas 
para practicar la tasaron del campo, se han llenado las pres- 
cripciones del artículo 285 del mismo código, y está igualmente 
consentido su nombramiento por el demandado. 

3 o Que respecto á la observación que »v hace á la tasación 
practicada, de no haberlas peritos incurrido a! lugar donde se 
encuentra, ubicado el campo, aparte de no ser procedente por 
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hallarse consentido él decreto mandando nacer saber dicha opi- 
raciou (foja 86) f queda ella desvirtuad» por la exposición que 
dio líos peritos hacen en sus respectivos escritos reclamando ho- 
norarios. 

Por estas consideraciones, el juzgado no hace lugar á las nu- 
lidades deducidas y aprueba eu cuanto ha logar por derecho la 
tasación practicada por los peritos sentires Tressen y Elixaté, 
corriente á foja 85, para cuyo acto interpon*- la autoridad que 
inviste. 

Y considerado la importancia del bien justipreciado, los 
trámites y gustos originada en la operación, repúlanse los bo- 
rrarlos de dichos peritos tn la suma de quimentat nesos mone- 
da nacional, para cada uno de ellos. 

Repónganse los sellos. 

Agustín Urdtnarrain. 



¿.pelada este auto, fué denegado el recurso. 

Con lo tnform&do e-reo dejar cumplido el mandato de \ . K. 

Agustín Urdinarrain . 



Falla «* Ni 1 

BnenOS Aires, [íieieiiibre 7 de 1897. 

Autos y nstos: En mé; to de lo informado por el juez de sec- 
ción y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo tnsciento¡> de 
la ley de procedimientos, se declara bien denegado el recurso, 
va lo que á la tramitación del juicio se refiere, haciéndose igual 
declaración en lo que respecta al honorario regukdo é los peri- 
tos, de acuerdo con los artículo, tres y siete de la ley número 



tres mil noventa y cuatro, lleude que el honorario regulado no 
excede de quinientos pe*us. Repónganse el papel y remítanse 
estaa actuaciones al juez de la eau*a para la agregación á bus 
antecedentes, 

BENJAMIN PAZ. — ABKL BaZaN. 
— OCTAVIO BUHÜE. 



CAIMA MÍLKIIVI 



Criminal contra Francisco González, por infracción 
á la ley do enrolamiento 

Sumario, — El infractor á U ley de enrolamiento es castiga- 
do con la pena de un año de servicio en el ejército. 

Cavo. — Resulta del 



Fall» del Jura F©* »l 

La Plata, Noviembre 1H de 1897. 

Y fisto» : Los seguidos contra Francisco González por in- 
fracción á la ley de enrolamiento y de los cuales resulta que 
el detenido, eu su declaración defuja siete, dice que se eocoutra- 
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h» enrolado en la comandancia del Saladillo; que lo verificó el 
año y que lo papeleta se le ha extraviado. 

Que el comandante militar del referido partida dice en su 
telegrama de foja 3 no t-xistir en los registros ningún Fran- 
cisco Gnnjile7, de donde resulta desvirtuada la declaración an- 
tediebá. 

El procurador lineal pide para el detenido la pena esta- 
blecida en el articulo 35 di- la ley 3318 y la rtefmsa pide la 
absolución de su defendido, fundado mi i^ie -1 ¡rtículo 33 de 
la ley de reclutamiento di termina que el poder ejecutivo na- 
cional en la cenital y territorios nacionales, y los gobernado- 
res de provincia en la* de su mando, fauran detener a los no en- 
rolados y los pondrán A disposición de i « »s jueces de sección, y 
no habiéndose dictado por el gobi-rnn d¿ rsta provincia medi- 
da a'gtina respecto ¡i ios no inscripto* en el último enrola- 
miento, resulla injusta la detención que se lia hecho deGonza- 
lez p'»r el comisario de puliría d>- G>neral Alvear, y por últi- 
ma, que el procesado se inscribió en ■ ! pniúltimu enrolamiento, 
l<M ual indica quenc. fué su propósito falt:ir, sinó -implemento 
que creyó ni» ser necesario volver á cumplir con este requisito. 

Y considerando: 1" Que por los artículos 30 y 36 del decre- 
to reglamentario, ley de la materia, tienen los gobernadores 
de provincia la facultad de detener en cualquier tiempo á los 
ciudadanos que no hubiesen cumplido con él deber de enrolar- 
se, sin otra limitación qu> la de someterlos á la justicia federal 
si en -I término d*- 48 horas no justifican justa causa que 
los exima. 

2 o Que estando justificada en el presente caso la infracción 
cometida, romo timbi- n la deten* ion del procesadu por la -o- 
i i cía, en virtud de la facultad invocada en e] considerando an- 
terior, queda refutada un i parle de la defensa, en cuanto a la 
otra que se relien- a q 1 d -tenido se inscribió en el penúlti- 
mo enrolami* nto, y no creyó necesario volver á cumplir con es- 
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te requisito, LudW U defensa I proejado; y ano eil ^te- 
caso la ignorancia ó el error no Jebe tenerse en menta ni ser- 
vir de excusa ante el cumplimiento del deber en que estaba de 
enrolarse en el último período, que 1.» era d. carácter general. 

Por estos fundamentos, de acuerdo c-m la acusación lineal y 
de lo resuelto por la Suprema Corte en el caso .le Bonifacio 
Cor balan, fallo condenando al pruce-ado González á la pena de 
un año de servicio en el ejercito (art. 35 y ley 3318}, sin per- 
juicio del deber de enrolarte, y descuérnesele el tiempo de pri- 
sión sufrida, artículo 49, Código Penal, batiéndose el cómputo 
por secretarla. Notifiques* , regístrese y líbrense lúa oficios del 
caso. 

Maniato S. de Aurreroechen. 



VISTA DEL SEltiia PROCURADOR GEnElUI. 

c _ Bth tios Aires», Seli.nibre ¿y d» líüO 

Suprema ( urtv : 

U sentencia recurrida, enrrient» á roja 26, se ajusta á las 
ronstancias del sumario, y á ¡o proscripto en el articulo 35 de 
la ley 3318. Pido p<.r ello a V. K. se sirva confirmarla por sus 
fundamentos. 

Sabiniano AVer. 



Huemi- Afr^-s, Dicierabr*- 1 de 1897. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos, se confina», con 
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costas, la sentencia apelada di' foja veinticinco vuelta. Devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUWGE. 



VAIHA *:t 11X1.1*11 



Criminal contra Eugenio Sánchez, por robo en hs depósitos 

de Aduana 



Sumario. — No puede agravarse lu pena si la sentencia ha 
sido apelada solamente por el defensor del pru<:eaado. 

Caso. — Resulla del 



t*ll«del «li 



Rosario, Agosto 6 de 1897. 

Y vistos ta presente causa seguida por el señor Procurador 
fiscal Contri Kugenio Sánchez, de 30 años, uiaado, tonelero, ea- 
pafíol, domiciliado en la caite Urquixa, número 50, sobre robo 
en lo< depósito* de aduana, de esta ciudad de los que resulta : 

í" Que por la nota de foja i el administrador de adpana oo- 
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moniea á este juigado, que el 23 .le Setiembre del año 1896 se 
había descubierto una sustra. cion de vino, que venía efectúan- 
dose desde hace riñen mes.-s, en el depósito número 6 de esta 
aduana; que según dei taracioi. del autor, se hallaban nompü- 
cados algunos empteadus y peines que prestan sus servicios en 
el referid., debito, por L. cual se ordenó ta detención del jefe 
del depósito Antonio Ibañ. z, del guardián Félix Alaina j de 
Knríque Mena, Leonardo Martínez y tos peones .Sebastian Reí- 
«andel, Cecilio Ramirez, Fubríciano Duré y Lucio Lagraña. 

Que á foja 16 vuelta el procesado Eugenio Sánchez presta su 
declaración indagatoria expresando que desde el 22 al 23 de Se- 
tiembre se encuentra detenido, habiéndole tomado el comisario 
•I'- pesquisas . i cajón de herramientas, quien le preguntó sobre 
el destino que tenía el depósito de lata que había dentro del 
cajón, contestándole, que en él sustraía vino del depósito de 
aduana, que no recuerda el número de v.-ces qu,- ha efectuado 
ta defraudación ; que hacía un mes y veinte días, y calculaba en 
120 ¡i 135 litros de vino, ignorando la clase de ét ; que el vino 
I" llevaba á su casa, y que una vez el empleado Félix Alsina, 
l< dijo que llevara i la de éste el que había extraído; que i] es 
feriad que ó! se declara culpable de la extracción del riño, 
también es cierto que todua los demás empleados, lbañz, Mar- 
tínez, Alsina, Mena, Duré, Ramírez, Lagraña y Fernandez Jo 
han autorizado expresamente para que sacara el vino de tas 
bórdales»», y que al sacarlo en forma subrepticia, lo hizo guia- 
do por consejos que le dieron; y de acuerdo eon los empleados 
mencionados, se resolvió extraerlo por medio del depósito de 
lata existente dentro del cajón de herramientas. 

Que de fojas i$ vuelta á 22 vuelta declaran los peones del depó- 
sito número 6, Cirilo Ramírez, Feliciano Duré y Loras Lagraña, 
quienes manifestaron que no conocfanal autor de la defrauda^ 
cioii, sin/, simplemente por oídas y que no habían autorizado á 
Kugenio Sánchez para que extrajera el vino de las bordalesas. 
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t¿ue de fojas 35 á 36 declara don Salvador Picavea, comisario 
de policía, que en un principio Sánchez te inculpaba a lbañez 
participación en el delito, quien, se<:un su dicho, rundía el riño 
y entregaba so importe ul último, para que éste lo repartiera 
entre los empleados, y después declaró que le daba £ Ibañez 
una parte del ralor de W venta, que el antecedente que turo 
para descubrir \ Sánchez (autor de la su -4 race ion) fué por la 
denuncia del señor Quintana al jefe de policía, sobre sospechas 
de que un tonelero era ('I autor, y entonces el declarante esta- 
bléelo 1 vigilancia sobre Sánchez, y uno de los '■neargados le hizo 
COUOOer que éste había comprado una bordalesa vaefu, que á Iuh 
pocos días se not"' que Sánchez entraba y salla de loa depósitos 
i on mucha fre^ueneia, cargando <*nn dilicultad, al salir, el cajón 
deber» «mientas y regresando con mismo cajón con aspecto 
descansado ; que luego se le capturo encentrándole el cajón lleno 
de riño como está, y el odre que ta <*rvía de coraza en las mis- 
mas condiciones; que el agente Ktcheverría le manifestó al de- 
clarante que Sánchez entraba después du las 12 del día, estan- 
do lbaiíez en el deposito, dicho qne eonfirm'i por la declaración 
del último. 

chieri j Arturo Ronchieri, declaran qu.' Sánchez ni Félix 
Aloina han llevado riño á casa de los declarante*. 

2* Que corrida rista al enor procurador fiscal, éste produce 
su acusación de foja 40 á foja 44, la que funda en la confesión 
que el procesado hace de su culpabilidad (declaración de foja i 6 
vuelta), en qur siendo varios los empleados responsables admi- 
uistrativament". nü puede en el caso sub-judice determinarse 
pm las constancias d<- autos quién ó quiénes dieron logar non tu 
negligencia a que se produzca el robo en la forma que Id hizo 
Sánchez, por <vy.t razun pide que se *ohreaea esta causa res- 
pacto al jrfe del depósito numero 0, Antonio Ibatitjz, y del guar- 
nían del mis-no Félix Alsina, dejando abierto el proceso hasta 
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que apararan nuevos datos, de conformidad al ¡ tíeulo 435 
Sel Código de Procedimientos criminales. 

Que en atención á la poca importancia de los efectos sus- 
traído» por Eugenio Sao: hez, debe condenarse á este procesado 
ai míuimundela pena d- la segunda parte del artículo 81 de 
la ley sobre crímenes dr 14 de Setiembre de 1863, es decir, á 
tres año< de trabajos forzador y al pago de las costas de este 

juicio, 

3* Que de foja, 50 i 51 el defensor del procesada Kugenio 
.Sánchez, contestando la acusación fiscal, pide que no se haga 
Jugar ála peniques ella se solicita, porque existen circuns- 
tancias atenuantes que aminoran la penalidad de su defendido 
como ser la insigniü- autc cantidad del vino sustraído, la con- 
fesión inmediata del delito herha por el proeesaduy la imposibi- 
lidad qm ¿ate pueda haberse cometido sin cómplices; que por 
esto* motivos pide se dé por tompurgadoel delito cometido por 
su defendido, con el tiempo de jujsion que lleva sufrido. 

4> Que abierta la causa á prueba, las partes nu presentan nin- 
guna, at-fiin resulta di ttutos. 

Y considerando: 1 Qm< e! cuerpo del delito y el autor deliri- 
tuente están Comprobados m autos, como resolta de Ja prece- 
dente reía -ion del proceso. 

2" Que el artículo 81 de la ley penal especial de 1863 casti- 
ga con tr**s á seis años de trabajos forzados á los que hurtaren 
mercaderías de los depósitos fiscales, pena A la que se hace 
acne lorel procesado Sánchez, que ba confesado espontánea- 
mente ser autor de hurto de fino de los depósito* de aduana. 

3' Que el delincuente tiene en su confra la rircnnsiancia 
agravante de su faíti. de faab.r abundo di- la confianza que se 
le dispensara permitiéndole libre entrada á 1-s depósitos fisca- 
les para que cumpliera con los encargos ó trabajos de su oficio 
de tonelero, pues aun cuando no era empleado rentado de la 
aduana, era sinembarg-p tonelero, cuyos servicios ^neralmen- 
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te se acostumbraban aprovechar (artículo 8i, mciso6<\del Có- 
digo Penal). 

Pero á la vez atenúa su crimen oí hecho de no haber tenido 
intención de causar mayor mal üi lo ha cansado, porque la sus- 
tracción ha sillo paulatina, por pequeñas porciones de vino, y 
además, el poco ral»r de la mercadería sustraída . 

Por estas consideraciones, fallo definitivamente en esta -ala 
de audiencias, condenando á Eugenio Sánchez á la pena de tres 
años de trabajos forzado*, como ^o del delito previsto y penado 
por el articulo SÍ, in. iso SK de la ley penal de Setiembre Ude 
1863, ©tm descuento del tiempo d. prisión .ufrida en la propor- 
ción establecida en el artículo 49 del < údi-o Penal. Adema. 

pagara los daños y perjuicio* sufrido- y las costas jndinabs. 

Kj<-.:ntori.i<la lii si-nlM i ia, K-n^ast el i ■ n á disposición uel Poder 

Kjecutivode la provincia para aue dehrmine el estábil cimiento ' 

de reclusión en qu-' ha de cumplir su condena, 

Daniet Goytia. 



VISTA UEL flKHOB l'HOCÜBADÚK GENEHAL 



Buenos Aire*. Novi-mUre í¿ de Ifi&í. 

Suprema Carie: 

El hecho imputado al procesado Eugenio Sánchez en esta 
ranga, se lia evidenciado y hasta confesado. 

Se trata de una su-ti acción de vinos perpetrada en la aduana 
del Rosario, por p.-rsor.a que no ejercía car^u ni empleo en su 

administración. 

Kl artículo 81 de U ley subre crfuunes contra la Nación, im- 
pone al hecho del procesado, la pena de tres áseis años de ira- 
bajos fi.rzaflog. 
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La sentencia que pudo ir hasta el tirtuino medio "cesa pena, 
la ha reducido a! mínimnn, turnando en considerac •» la pura 
importancia de lo Mi*tratd& Corno la sentencia m baya sido 
rccurri-Ja por el Procurador üscal, j el defensor mis io del pro- 
cesado nada encuentra que observar contra su legalidad, me li- 
mito ú pedir á V. K. la confirmación de la sentencia recurrida, 
Corriente* foja 57. 

Safa titano Kier. 



*'«H» de la Mu pro cu» ferlr 

Bucuo> Ain s, Diciembre T 

Vistos y considerando: Que está plenamente probado el Le- 
cho de la sustracción de efectos de los almacenes de aduana 
que ha motivado esta causa, y lo está también la responsabili- 
dad pen.ij del procesado com . autor di -l hecho expresado. 

Que no habiendo sido apelada la seutencia sino por el defen- 
sor del priado, esta Suprema Corre no puede agravar la pena 
que ímponti dicha sentencia y que consiste en e | mínimum esta- 
blecido por el artículo 81 de la ley nacional penal. 

Por estv, y de amerdo, con I» expuesto t pedido por el señor 
Procurador general, se confirma, con costa», 'a sentencia ape- 
lada de foja cincuenta y siete, declarándose que el tiempo de 
prisión sufrida deberá c -mpatarse A razón de do^ día» de éüta 
por ouo de trabajos forzados, de conformidad i la doctrina del 
articulo noventa y dos de la citada ley, y jurisprudencia de esta 
Suprema Corte; devué)v¡ise, 

BÜHJAUn PAZ. -ABtL BAZAK. 
— OCTAVIO 6 UNGE. 
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€ AUSA €1€XX XVIII 



Manuel l'<»ez y compañía, contra el Banco Constructor de La 
Nata; sobre apelación de sentencia de los tribunales de ta 
Capital. 

Sumario. - i° La interpretación y aplicación de las leves del 
Congreso que concernen al gobierno y administración de la Ca- 
pital, no automa el recurro ante la Suprema Corte, contra las 
sentencias de los tribunales «ordinarios de la misma. 

oo Xo procede condenación en costas cuando la resol «efe»» ifl 
ta Suprema Corte es revocatoria delaufco que ooncedió el rm>r- 
so dedncidi» para unte Hla. 



r aso. — Resulta del 



Buenos iíres, Diciembre UdcltOT. 

Vistos y considerando Que el recudo concedido para ante 
e3 ta Suprema Corte por la Cámara de Apelación en lo ¿omereial 
di- la Cantal, se funda en que la wencioiuida cámara, si rebo- 
car la patencia del juez de . oinercio, ha desconocido el título 
m la parte del Banco Construir de La Plata invocaba en su 
ton** apoyaba en la ley de veintitrés de Setiembre de mil 
ochocientos ochenta y cinco. 
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Que esta ley prohibió el juega de lotería, desde el primero de 
Knaru de mí) ochocientos ochenta y seis, en It Capital y en los 
territorio nacionales, siendo por consiguiente una disposición 
de carácter local. 

Que según lotice declarado esta Suprema Corte, haciendo 
jurisprudencia, entre otros casos en los que se registran en los 
t»mo» cuarenta y ocho, páginas cientu once, ciento treinta y 
uno,y cincuenta y seis. página trescientos doce de loa fallos, no 
proced- el recurso creado por el artículo catorce de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales federales y noventa 
ti-' la ley orgánica de los tribunales de la Capital, contra los 
fallos de estos tribunales en qu*> se interpreta y aplica las leyes 
del Congreso, que concernen a ¡ gobierno y administración déla 
Capital y territorios nacionales 

Por estu, se declara m il concedido el r- cnrso interpuesto á 
foja doscientas diei y siete, y repunto* ¡os sellos devuélvanla 
la c.i niara de su procedencia. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABKL BA1AN. — OCTA- 
VIO BUNGfc. 



La parte de Pérez solicitó adición de la sentencia anterior 
respecto de las castas, pidiendo que se declaren á cargo del 

Banca, 



Buenos Aires, Diciembre U Je 1897. 



Autos y vistos: Considerando que por el auto de foja dos- 
cientas veintinueve ruelta. la Cámara de Apelación concedió el 
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recurso deducid» á foja doscientos diez y seis, para ante tata 

Suprema Corte. 

t^iir, por consiguiente, la resolución di- esta Suprema Corte, 
d* foja doscientos cincuenta y etnco, dt clarando inul concedido 
el expresado recurso, importa la r-vocacion d,d auto citado de 
foi« doscientas veinti hu«-ív vuelta. 

Qm- e»n tal antecedente, la i ondenaemn costas no proce- 
dió cim arn-lu A derecho y práctica otiaemda e» w mérito 

Por esto, no se hace lugar á U adición »o icitada. 

BENJAMIft PAZ. —ABEL BKlh> 
— OCTAVIO HUfIGB. 



Qoftü Misa \>i>dp*tá<kn%anch en d juicio ejmtm ilfil VW™ 
& la ¡\armn. amtra <í«.'» Mmtos II. Hiuwhi mtwlÁ ; sobn- 
narria >íc fh*iittnw. 



Sumári*~mm* i dominio. d^be admitirse la tercería 
fundadu * 11 él. 



Caso. — Lo explica ei 
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tallo dd Jue* frrdrrnl 

buenos Aires, Julio *¿h de ]85ft. 

Y visto*: uj-tus autos seguidos p..r doña Felisa l'odistáde 
Biancbi, sobre tercería «le dominio derfueiria en 1<í ejec icion 
inHada por - I Banco d«- la N ación Argentina, contra ilun Nico- 
lás Blas Hianchi Pod. stá, de lo* que resulta: Qul- á foja**, don 
Antonio Martínez, invocando so carácter di' mandatario de doña 
Felisa Podestáde Bian< hi 4 á mérito dH poder de foja I, se pre- 
sentó manifestando. 

Que el Banco ai* ha presentado y obtt-mdo el embargo de tu- 
das lasi'Xisteiuias del almacén de mi propiedad, sito c .He d»' 
Artes y Paraguay, número 595, so pretertu d* que esa> exi-t«-n- 
cias pertenecen a su h i jo Nb-rdás lilis Hianchi PoibMá, quien 
Itabfa obtenido di* i's** establecimiento un erédilo sin hiber in- 
gresa 'o á su negocio un solo pean del concedido. 

Que el representante del lían' »» iiu aceptó las "inervaciones 
que se le hicieron en el acto de la traba de! emiiartio acere a ti id 
origen de esnx bien- -s, proc<-d : ndo¡re á l;i clausura del n^mao y 
quedaiidn con ello despojad de sus bienes, é impedida de cum- 
plir cun tina compromisos, razón por la qu«- promueve el rom ¿~ 
pondiente juicio de terrena I. dominio, y pide que eu definiti- 
va se «-ondene al Han- o á la 1-volueion de las mer- adeiías em- 
bargada*, intereses, daños y perjuicios y cortas. 

Que sustanciada la tercena por medio del respectivo traslado, 
fué evacuado a foja 11, por el deudo, Nicolás Blas Bianchi Po- 
destá, alegando ser cierto en todas sus partes lo expu^to por 
la actor a, J que Él no ha sido sino un simple dependiente del 
negocio. 

Kl apoderado del Banco lo contesta á foja t3, diciendo: Que 
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el edificio en donde estaba establecido el almacén cuyas merca- 
derías se embargaron, es el mismo que el señor Bianchi Podeslá 
fiió en so letra rumo su domicilio, siendo allí notificado de la 
ejecución, allí se encontraba al frente del almacén ejercitando 
actos de dominio, y allí, en lin. se diligenció el mandamiento 

Que recibida la causa á prueba para la justificación de los 
hechos alegados por la tercerista, se produjo la que detemima 
el certificado de foja 99, asi euino la declaración de foja 117 
vuelta, diligencia ésta decretada con calidad de * para mejor 
proveer», habiéndose llamado autos para definitiva, 

Y considerando: Que tratándose en el sub-jndice de una ter- 
cería de dominio incluyente, corresponde al Juzgado eiumiuu 
si la prueba ofrecida por la tercerista justilica el dominio invo- 
cado a los bienes que fueron materia del embargo trabado en la 
ejecución seguida por el Hunco de la Nación Argentina, contra 
su deudor Nicolás BlásUianehi L'odesU. para según edo acordar 
ó no su levantamiento. 

Que incumbiendo á la actora la justificación de tal extremo, 
ley 1', título 14, partida 3% ha ofrecidneuel periodo delapnieba 
las siguientes: 1' Las patentesdel negocio donde existían las mer- 
caderías emboadas, correspondientes á tos años 189! á 1891 
inclusive; 2* la compulsa de foja 55; y 3* el informe de la Di- 
rección general de rentas de la Nación, de foja 85. 

¿Qué mérito legal tiene esa prueba en relación con los hechos 
¿justificarse? El juzgado, después de un meditado estudio de 
todas ellas y de cada una individualmente, le atribuye un valor 
probatorio amplio y sulicieute á llevar al espíritu el couTenci- 
mieuto íntimo de Ja justicia de U reclamación de la tercerista. 
Las patentes industriales de la tercerista correspondientes á 
los años 1891 al 1894 inclusive, y el informe de foja 55 vueUa, 
de procedencia insospechable, corroborando idéntico extremu, 
prueban evidentemente la posesión del negocio de la señora 
Bianchi de Podeslá, así como su carácter de dueña exclusiva de 
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]n* irtículos ó mercaderías en él eiistentes.y que hun sido em- 
bargados; desde luego, el principio legal suncion¡ido por el ar- 
tículo 2412 del Código Civil, que establece, que la posesión de 
i > uen 11 Té de una rosa mueble orea ¡i favor del poseedor la pre- 
sunción de tener la propiedad de ella y el poder de repeler enul- 
quiera acción de reivindicación, le favorece visiblemente tanto 
más que la cjuepcion prevista en dicho artículo no ha sido pro- 
bada, pero ni siquiera invocada por el Banco. El resultado de 
la compulsa realizada de los libros de !a casa de comercio de los 
señores Rojas, Gallo y eompañía (antes Rojas, Repelto y Gallo) 
y d<> don Pedro y don Antonio Lunusse, fnju 55, libros llevados 
en forma y ron estricta sujeción á las prescripciones del códi- 
go de comercio, por tu que sus asientos y constancias merecen 
fé en juicio, comprueban una vez mis el carácter de dueño de 
esos artículos invocada por la actora, desde que e¿a compulsa 
demuestra claramente que esas casas la proveyeron durante 
mu nos años de artículos de almacén, y por las fuertes sumas 
que allí se indican, que el negocio lo tenía establecido en la calle 
de Artes y Paraguay, y que el deudor ejecutado jamas ha teni- 
do oneu tu ni crédito en la misma. 

Finalmente, si ¡i estas conclusiones se agrega la declaración 
da don Francisco Mandraccio, foja 117 vuelta, que afirma ser 
dueño de la tinca ocupada por doña Felisa Podestá de Bianchi, 
y que e>ta señora era su inquiliiia desde muchos años, hastaqne 
el Banco de la Nación Argentina sacó todas las existencias que 
habían en su domicilio, se tiene la evidencia absoluta del dere- 
cho reclamado, por no ser posible suponer tanta uniformidad 
y concordancia sobre un hecho, á no mediar bases de rignrosa 
v.-rdad. Y aun cuando ese testigo manifiesta comprendértelas 
generales de la !ev, tal estado no es bastante á destruir el mé- 
rito intrínseco y coadyuvante de ese testimonio, que. como que- 
da dicho, se encuentra en íntima armonía y concordancia con el 
resultado de pruebas indubitables. 
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Que no es «le turnara? en con sitie ración la razun de oposición 
hecha por el Banco, deque su deudor viviera y haya dado cumo 
domicilio de la letra el mismo en que existe el negocio embar- 
gado, y que en ¿1 se baya diligenciado el mandamiento, desde 
que la prueba analizada ha onnatutado que ese negocio no le 
pertenece, aparte de que tales alirmaciones son perfectamente 
viables, por ser nu hecho confesado y nn contradicho, qup Nico- 
lás Blas Bianchi Podestá vivía ¡»llí. pero en su calidad de sim- 
ple dependiente y «orno 1 1 i j * > de la tercerista . La aseveración de 
que se encontraba al frente del almacn ejecutando actos de do- 
minio, ik'be desestimarse, por no haber sido en forma alguna 
justificada por quien la hizo. 

Que la prueba id're. ida por el Banco, consistente en la absolu- 
ción de las ¿insiriónos de fojas 97 y 98, al tenor de los pliegos 
de foja> 95 y 96, nada prueba en el sentido de ronstatar que 
la-i mercaderías embargadas pertenecían á sn deudor; y aun 
«Miando éste absolviendo la 2" posición confiesa que en la s.. li- 
citud de descuento manifestó ser comerciante establecido ron 
almacén en la calle de Artes 895, en cambio tal hecho ha sido 
desconocido por la tercerista y destruido por las probanzas por 
ésta rendida, y por el misino deudor, cuando respondiendo A 
la 5* posición, dice, que se inscribió en el padrón municipal, en 
¡ ,» aiii s de y t89t. romú dependiente ¡fjjj atmarni. Aque- 
lla confesión nada prueba, no puede ja más tener el alcance y va- 
lor que se le atribuye, y si es que á su mérito el Banco otorgó 
el descuento que solicitó, tal acto necesariamente acusa de parte 
dt'l establecimiento una negligencia indisculpable é inaceptable 
hajn todos conceptos, al no haber inquirido por los medios de 
que dispone, del fundamento de verdad de tal afirmación, y >i 
Toé engañado, y reeibió perjuicios, justo es soporte las conse- 
cuencias dp su propia negligencia culpable (artículo 999 del Có- 
digo Ovil). 

P-ir las consideraciones expuestas y demás concordantes del 
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escrito di? foja 101, definitivamente juzgando, fallo : admitien- 
do la tercería de dominio escluyente d.-duoida por doña Felisa 
l'ivdeatáde Bianchi.y en su consecuencia ordeno el desembargo 
y entrega i ta tercerista de las mercaderías >'mbargadas ú foja 
Ifi vuelta de los autos ejecutivos principales, con costas, y re- 
serva de acciones por los perjuicios que, justificase habar su- 
frido. 

NV.tiífquese <-on el original y repóngitnse i os sellos. 

Agttxtin l'rttimirrain. 



F»ll* de ím «uprem« Corte 

Humo- Air.-. Iiiai'tnlir I» I89t 

Vistos y considerando: *¿ue i-l mérito de I» prueba que aere- 
dita que Ja tercerista ha abonado • I impuesto de patente desde 
H ano mil ochocientos ochenta y cinco hasta el año mil >.eho- 
cieotos noventa y cuatro inclusive (foja ochenta y seis), eu 
calidad de propietaria del negmu.. embargado en el último dn 
los años expresados, corroborado aderad por la compulsa délos 
libros de comercio practicada íi foja «incuenta y cinco, y con la 
declaración de foja ciento diez y siete, que pueden hacerse valer 
por su fuerza concordante, convence que la citada tercerista ha 
obrado can derecho al deducir la demanda de foja dos. 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento veinte, ¿a Confirma ésta, con costas. Repuestos loa 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VA RU- 
LA- — ABEL RAZAN. —OCTAVIO 
UDNGE. 
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causa mxi 



Criminal contra Sebastian h l\akara\ por sustracción 
de dinero de impuestos vitemos ; sobre competencia 

Sumario.-- üebe considerarse cometido en el lugar donde 
han «ido recaudados loe impuestos internos, el delito de sus- 
tracción de dinero procedente de éstos, imputado al empleado 
encargado de la recaudación. 

Coso, — Resulta de las siguientes piezas: 



Fallí» drl Ju« IVdrrttl 

Santiago, Setiembre 28 de 1897 

Autos y vistas : resultando de la- diligencias agregadas A foja 
lii que i*l delito imputado al procesado lia sido llevado á calió, 
dentro del territorio de la provincia de Entre Ríos. 

X considerando: Qu^ el juez compélante para conocer en la 
u ver i y nación y castigo de un delito, es el del lugar donde éste 
i i h i sido perpetrado, sin otras modalidades que las establecidas 
í'ii h f> artículos 35 y siguientes del Código de Procedimientos 
en lo criminal y entre las cuales no está comprendido el caso 
sub-judice. 

Por tanto, y siendo improrrogable la jurisdicción criminal, 
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artíuulo 19 la ley citada, declárase este juzgado incompetente 
para seguir entendiendo en la causa, y remítase ésta, a<í como aJ 
detenido, al señor juez federal de Entre Rios. Líbrese oficio telt*- 
gráiieo al señor Ministro de Justicia de la Nación para que fa- 
cilite á este juzgado los medios peouniari os para trasladar al 
reo y los cuales se calculan en 250 pesos moneda nacional -le 
curso legal; oportunamente, hágase saber á la policía. 



S. Salvd. 



tmtío d«l Jufi 



Para ni. Noviembre 6 de 1897, 

Vistos y considerando; I" C¿ue el delit » que motiva este pro- 
ceso abierto contra eí ex-inspector de impuestos internos don 
Sebastian J. BaJcarce, es el definido y penado por el articulo 80 
de la ley penal de 14 de Setiembre de 1863, por haberse apro- 
piado parte de Jos dineros recaudados por Enero y Febrero, hasta 
el día 25, de 1896, á título de impuestos internos de Ju nación. 
Que el hecho de que bis impuestos por Enero y Febrero de 1896 
los hubiese recaudado el ei-inspector itulcarce en esta sección 
judicial, no bastan para aiirmar y sostener que en ella se ha 
cometido el delito, porque la recaudación, que es el cumplimien- 
to de los deberes oficiales del inspector, por sí sola no consti- 
tuye el delito, Que éste se consuma recien y se ha consumado 
en el caso imputado á Ualcarce, desde el momento en que éste 
fué nquerid o por la Dirección de Impuestos para rendir Ja 
cuenta con pago de la recaudación correspondiente á los meses 
expresados, y él dejó de cumplir este deber y entregar el saldo 
á su cargo, y ese requerimiento se le hizo, como debió hacerse, 
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después que entregó la seceiou al *nspoctor Lenios y se tradin- 
dóá Santiago del Estero sin remitir á la dirección el inventa- 
rio y balance, que por consiguiente el delito recién ha sido con- 
sumado por Bakarce cuando Tesidía en la sección judicial de 
Santiago y es al juez que ejercí' jurisdicción en i lla á quien 
compete entender y conoierde él según la misma doctriua in- 
vocada en el auto de inhibición de foja 35, que, de todo* mo- 
dos, es manifiesto, - orno queda demostrado, que el delito no se 
ba cometido en esta jurisdicción y en caso de duda ó de ser 
desconocido el lugar en que el delito se ha perpetrad-., debe 
i-onitcer de él el jueí federal de Santiago del Estero por haber 
prevenido, n la causa y haber constituido en arresto al presun- 
to culpable {artfflulo 35 del Código de Prnredimnntos en mate- 
ria penal). 

Por i-ta.s consideraciones deciam que no compete á este juz- 
gado entender en la presente cansa. Kn consecuencia devuélva- 

en el diaal señor juez de sección de Santiago del Estero, á 
fin ile que no sufra más demora el prncedimirnto. 

M. de f, fruto. 



VISTA UELSEflOft PROfURAUOIl íiEHERAL 

Bueno* Am*s. Noviembre ió di* 1897 

Suprema forte : 

Como lo expresa el auto del juez federal de Entre Rifjs, co- 
rriente a foja 64, el deliio perseguido en esta causa, no consiste 
en el cobro de impuestos por el que tiene la misión legal de ha- 
i erlo, sino en el hecho de apropiación Ó defraudación del pro- 
ducto de impuestos cobradas. 



Admitiendo que hubiese «luda respecto al momento y lusrar 
eti que la defraudación fué perpetrada, esa duda debe resolTerse 
declarondu la jurisdicción det juez que lia prevenido en el cono- 
cimiento de la can su y á cuja disposición *e encuentra el reo; 
según las prescripciones explícitas de los artículos 35 y ,'J6 del 
Código de procedimientos en lo criminal. 

Resultando de Ja» constancias del sumario que es el juez fe- 
deral de Santiago del Estero fe] que lia prevenido en el conoci- 
miento, t i que ha dictado la orden de prisión y mantenido á su 
disposición el pre-ío, con sujeción á lo expuesto en la rista fiscal 
de foja 62 y fundamentos del auto de foja 64, pido á Y. K. se 
sirva declarar que precede en el caso [a continuación del ejerci- 
cio (ie su jurisdicción. 

Sabtnmito Kwr* 



Fallu d« la Supreitt» rorl«> 

Buenos Aires. Diciembre 9 de IKíC. 

Vistos y considerando: Que según las constancias de autos, 
el procesado Sebastian J. ílalcarce, desempeñando el empbo de 
inspector de impuesto* internos en la provincia de Entre Rios, 
recaudó los dineros por impuestos, cuyo desfalco se le irapuia. 

Que oon tal antecedente, y debiendo rendirse la cuenta en el 
lugar di- la recaudación y quedar en la oficina, situada en el 
mismo lugar, loa libros y documentos de la referencia, no se 
puede sino concluir que, ai delito de sustracción existe vuriüea- 
do por el empleado recaudador, ese delito debe consideran* per- 
petrado en el mencionado lagar. 

Por ésto, sedéela™ que el conocimiento de esta causa corres- 
ponde al juez de la aeccion de Entre Rios. Remítansele en con- 
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secuencia los autos, y avísese por oficio al juez de la sección du 
Santiago del Estero. 

BENJAMIN PAZ, — LÜIS V. VA- 
RELA, — ABEL BAZA Ct. — 
OCTAVIO BUNGE. 



« AUNA « « « *< I 



Crimtnui contra Ernesto Salva t por violación 
ée correspondencia 

Sumario. — La aplicación de la pena del artículo 52 de la 
ley nacional penal al empleado de correo autor de la violación 
de una carta dentro de la cual existían billetes de lotería es fa- 
vorable y no puedv causar agravio al procesado. 

( aso. — Resulta del 



FmIIo del Jum Peder* I 



Rosario, Didemlm* $H de 1897. 



Y vistos: la presente cansa seguida por el señor Procurador 
fiscal contra Ernesto Salva, dedieiy nueve años de edad, snl- 
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tero, empleado de corrí os, argentino, no tiene apodo, y domici- 
liado en la ciudad de Santa Fé, sobre violación de corresponden- 
cia y sustracción de un billete <!e lotería, de lo que resulta: 

f° Que á foja i , don Severo Achaval se presenta el día 12 de 
Junio del año próximo pasado, ante el comisario de la segunda 
sección de la ciudad de Santa Fe\ exponiendo: que id día diez 
del mismo mes alas diez ante meridiano, compró un billete en- 
tero de lotería de Beneficencia Nacional, número nueve mil cien- 
to cuarenta y seis, que se juega en la fecha, en una agenda de 
lotería sita en la calle San Jerónimo, número 579, r que el dio 
de a;'* 'nueve), como á Jas 7 de la mañana, puso 4 quintos del 
referido billete en un sobre y tos echó en el buzón que existe en 
ia calle Comercio esquina Salta, y cuya carta iba dirigida a Ni- 
canor Siembra, estación Vera y que eu la fecha que hace esta 
denuncia, siéndolas J2meridiano, el billetero Angel Lentini le 
nfreció en venta los referidos quintos ; que en el mismo día, el 
denunciante se ratíiica en su declaración y contestando á las 
preguntas que en este acto le hiio el comisario, dice; Que en el 
sobre iba una carta dirigida á Nicanor Siembra, en la que le 
hablaba de los referidos quintos y otros asuntos; que cuando 
echó al buzón la carta iba sok, cuya ratificación corre de foja 
2 vuelta á 3. 

Que de fojas 3 á 5, córrela declaración del billetero Angel 
Leutini,el que expresa: Que compró los quintos á un cartero 
cuyo nombre ignora y que se encontraba haciéndose lustrar los 
botines eu el salón de lustrador sito en la calle San Jerónimo 
número 569; y que pagó por ellos cuatro pes»s, hallándose pre- 
sente rl mozo lustrador y otras personas más que no conoce; 
que el cartero lo dijo que los ofrecía eu venta porque tenía 
otros muchos, habiéndolo mostrado otros partidos por el medio; 
que de e s quintos ti*-ne uno en su poder, otroelmoz i lustra- 
dor y los otros dos los había vendido auna persona que no co- 
noce. 
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jas 5 á 6 corre la declaración fiel lustrador, Humado 
Víctor Bonaoeio, el que expuso: que se encontraba presente 
cuando el cartero vendió cuatro quintos de lotería número 
9*16, al billetero Angel Un Un i; que no conoce al cartero; que 
el declarante compró un quinto al billetero, que había varías 
personas presentes, que o o las conoce. 

que de fojas 6 á 8 está consignada la declaración del pro- 
cesado times to Sulvá, quien cruiteatando á las preguntas for- 
mulada!: por dicho funcionario, contesta : que supone que su pri- 
>ion sea por un billete de lotería, y que paseando por la comisa- 
ría fué llamado püf un empleado de la misma, encontrándose el 
billetero Angel y el propietario de la Agenria de lotería sita en 
la calle San Jerónimo; que al billetero Angel Lentioi le vendió 
ayer ¡"i la Urde en la Ageriria de Lotería sita en la calle San 
.IiTÓmm n Amero 569, cuatro quintos de la Lotería de Benefi- 
ceueia Nacional, número 9146, valor de 5Ü.000 pesos, lus que 
vendió en cuatro pesos ; que los quintos mencionados los sacó de 
entre una carta '\ue encontr-. como tí un im-tru de distancia de! 
buzón número 1603 que se encuentra en la calle Comerciu es-qui- 
na Salta; que el papel que llevaba la carta lo hizo pedazos y lo 
tiró; que no ha leído >-| contenido del papel ni se ha íijado a 
quién iba dirigida la caria; que cuando encoetró la carta eran 
lus once y treinta minutos de la mañana del día once; que cuan- 
do recogió la carta del suelo, no se encontraba ninguna persona; 
quo no comunicó á nadie el hallazgo, que cuando vendió lo* 
quintos, se - n onttaba el dependiente de la * asa, los que obran 
nf»ja> 11 y 12. 

2 o Que traído el sumario A e*¡te tribunal se hace comparecer 
al reo, el que se ratifica en su declaración anterior y reconoce 
la lirimi que ella contiene, de foja 17 a foja i8, agregando : que 
la carta que levantó estaba cerrada, uon estampilla, espedí ta 
para franquearla y que era buzonista del correo de Santa Fe. 

Que según el informe que obra de foja 18 vuelta n foja 20, 
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expedida por el jefe de correos 7 telégrafos de Santa Fe ,r i 
ta que el procesado Sal vá ha sido empleado como buzonista 
hista el 12 de junio del ano próximo pasado, estando á bu car- 
go la recolección* de la correspondencia del buzón situado en la 
calle Comercio esquina Salta, efectuando cuatro recolecciones 
diarias de correspondencia ks <jne efecitiaba á las ocho y doce 
de la mañana, dos de U tarde y ocho de la noche. 

Que por e! nuevo inforni." expedido por el mismo funcionario 
y rjue obra de fojas 20 á 27, se comprueba: que el buz on exis- 
tente en la calle Comercio esquina Salta es de los de nuevo sis» 
tema, que no permiten que el buzonista sustraiga ninguna 
pieza de correspondencia, pero que en la fecha á que hace refe- 
rencia (12 de junio de 1896) carecía éste como todos los en ser- 
vicio en dicha ciudad, de ias boUas en qne es depositada la co- 
rrespondencia; que habiendo sido retirada para ser reemplazada 
p.»r otras, debido A que las cerraduras no ofrecían seguridad, da 
manera que la correspondencia hallaba á merced del emplea- 
do encargado de recolección . 

3 o Que de fojas :12a 34 vuelta, formula su acusación el señor 
procurador fiscal y pide se condene al procesado á Ja pena ríe 
seis meses de trabajos forzados, ó en su defirió al pago de una 
multa de trescientos pesos y las costas del juicio, fundándose, 
entre oirás, en las razones luientes: Que el procesado ha 
confesado ser el autor de la violación de la carta que contenía el 
billete de lotería y un papel, como también que los quintos di 1 
billete los vendió á Angel Lentini, y que el papel lo rompió sin 
enterarse de su contenido; en que el procesado hace presente 
qne la carta la encontró en la calle y á un metro de distancia 
del buzón número 1603, con lo cual pretende excusar su res- 
ponsabilidad, lo que no resulta justificado en autos ni apoyado 
en presunciones, desprendiéndose del sumario que el procesa- 
do la sacó del buzón, lo quo se constata : por la declaración del 
dueño de ella, que consta la depositó en diebo buzón, porque 
r. r.xxj , H 
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Salvé era empleado de correo encargado de recoger la* cartas 
diariamente, hasta el 12 de jipío del año referido (informe de 
foja 20), porque el buzón carecía de la bolsa en que es deno- 
stada Ja correspondencia, de modo que ésta se encontraba á 
merced del empleado em argado de recogerla, y porque, aún su- 
poniendo que la carta se hubiera encontrado fuera del buzón, 
él. cuno empleado déla repartición, no na debido abrir la carta 
sin depositarla en el correo, y mucho menos quedarse con los 
billetes y venderlos guardándose el importe, y que el hecho d< 
la violación de la carta, cuneado por el reo, hace presumir la 
Toluntad criminal (artículo 6 del Código Penal) y eaa presun- 
ción se encuentra corroborada por las otras circunstancias que 

deja enumeradas. 

4* Que corrido traslado de la acusación ai defensor del pro- 
ejado éste, de foja 36 a foja 40, pide que en definitiva se 
^suelva á su defendido de culpa y car*., fundándose entre 
otras, en las conclusiones siguientes: porque no hay delito. 
Que aún cuando hubiera delito, no hay prueba s nikienU<; que 
aun mando hubiera prueba, ta pena ha nido computada con el 
tiempo de prisión preventiva sufrida por su defendido. 

6" Que abierta la causa A prueba, y designada audiencia para 
la recepción de la prueba, no se ha producto ninguna por las 



Que de fojas 56 vuelta á 58 tiene lugar la audiencia proscrip- 
ta por la última parte del articulo 579 del Código de Procedi- 
dimientoS Criminal, la que se decreta prévio el llamamiento de 
autos (.ara definitiva, en cuyo acto el señor procurador tucal 
bfro constar lo siguiente; que reproducía en todas sus par t, sel 
es. rito de acusación que obra en autos, en el cual se ha hecho 
mérito de las pruebas producidas durante el sumario, expresan- 
do por su parte el señor defensor; que pedía se diera por el juz- 
gado sentencia absolutoria á su defendido, do toda culpar car- 
go y que para solicitar esto daba como razones las siguiente*: 
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los motivos do derecho expuesto* en La defensa hecha por el 
doctor Vela-co, y sobre todo, el hecho de resultar de autos que 
la parte acusadora tío ha probado que su defendido luya cometi- 
do el d.dile delito que se le imputa; que es elemental, como prin- 
cipio de derecho, que á todo procesado se le considere inocen- 
te mientras no se te pruebe io contrario; y, finalmente, que la 
única prueba eiiatente en autos es la declaración de la parte 
damnificada, que aparte de ser difusa y am'^ua. no paede 
perjudicar á su defendido. 

Y considerando: i" t¿»e la existencia del delito se baila ple- 
namente comprobad* por la exhibición de los billetes de atería 
corrientes á fojas 11 y 12, por las declaraciones de los testigos 
que presenciaron la renta de lo* billetes y por la confesión del 
reo que se reconoce autor de ta venta. 

2° Que la identidad de! delincuente que ha cometido el deli- 
to de violación de correspondencia, desempeñando la^ funciones 
de buzonisU del correo, se encuentra igualmente comprobado 
por la confesión del reo A fojas 6 vuelta y 7, y ratificada á foja 
17, íiff relindo en esta última que la carta que ahrió y destruyó 
sacando de ella los billetes, estaba cerrada, con estampilla y 
lista para franquearla. 

3 a Que la confesión del procesado se ha prestado de acuerdo 
BOU el artículo 316 del Código de Procedimientos en materia 
penal, de consiguiente prueba acabadamente el delito y su 
autor. 

4 o Que el hecho delictuoso imputado á Salva está previsto 
y penado por el artículo 52 de la ley puñal de Setiembre 14 de 
de 1863, sin tener en consideración que la carta contuviera bi- 
lletes de luteria, poique no se consideran documentos de valor 
eegun la ley. 

Pfll estas consideraciones, fallo definitivamente en esta sala 
de audiencias: condenando al procesado Ernesto Salva á sufrir 
Jn pena de 'narro meses de trabajos forzado*, compensables con 
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inulta de 240 pesos moneda nacional, con descuento del tiem- 
po de prisión suf iida. á razón de dos peso* pul dia, por ser autor 
de la violación de correspondencia dirigida X la administración, 
Notifiquen conei original al procesado y al fiador. Cuneos- 
tus, repóngase. 

fiantel Hoy da. 



VISTA UEL SESon PBÜCLUADOlt GENEIIAL 



Buenos Aires, Sovietnlara 16 de 

La sentencia de foja 69 ha apreciado bien los hecho* demos- 
traiivos de la culpabilidad del procesado, imponiéndole las pe- 
ñas determinadas en su parte dispositiva «) proejado Ernesto 
Salva, autor de la violación de correspondencia acusada, lia 
satisfecho la exigencias del artículo 52 de la ley sobre enmones 
.-oiil i a la nación, ya que el billete de lotería encontrado en la 
.■aruviohda, no reviste el carácter de los enumerados en el 
artículo 53. P^r ello, pido á V. E. se sirva confirmar, por nos 
fundamentos, la sentencia reeurrjda de foja 59. 

SaMfWW War. 



r*l»o de la 



Vari* 



Buenos Aire*, Mciemure 2 de 

y considerando ¡ Que aegun lo acreditan las constan- 
cia» de autos, ei procesado, siendo empleado de correo, ha sido 
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autor de la violación ríe la carta á que esta causa se refiere, y la 
que contenía cuatro quinto» du billete de lotería. 

Que el juzgado, apreciando la prueba producida, ha condena- 
do al procesado a la pen¡i del articulo cincuenta y dos de la ley 
penal de catorce de Setiembre de mil ochocientos ae-sentay tres, 
resolviendo así en favor de dicho procesado la cuestión de ai 
la circunstancia de existir en la carta violada billetes de lotería 
debiera motivar Lt aplicación del artículo cincuenta y tres de 
la citada Ley. 

Que, en consecuencia, la tecU-ncia recurrida no puede causar 
agravio al procesado respecta á la pena impuesta. 

l'or esto y fundamentos concordantes de la vista del señor 
procurador general y déla sentencia apelada de foja cincuenta 
y nueve, se confirma ésta, con costas. Devuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — AhEJ. BAZAR. 
— OCTAVIO BÜNGE. 



CMUNA <UU!I 



Criminal contra Dante Mu/one, por sustracción de corresponden- 
cia : mitre procedimientos y nulidad 

Sumario. — Cuando el ministerio íiscal ha pedido el sobre- 
seimiento provisional, y el defensor del acusado el defiuitivu, el 
juez debe resolver sobre esos pedidos y no proceder á dictar sen- 
tencia definitiva. 
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Caso. — Resulta de las siguientes piezas ; 



VISTA FISCAL 

Señor Juez de Sección : 

YA procurador fiscal nacional en U¡t> untos seguido- contra el 
ex-curtero de la oficina á» esta ciudad . Pnnle Mignm-, por viola 
ciondt; mía carta, « vacilando la vista para ba<*er mérito de lo 
actuado, ante V. S. expone : 

t ,J Que consta á foja 9 que el día i 7 de Diciembre pnixiiuo 
pujido tuvo entrada en la oficina d«- esta ciudad á las it y 30 
l>. m. la carta eoiLdnrun íente á fojas 3 y 4, dirigida á * don Sa- 
lomón Pietro, para entregar ¡i Horte ncia. calle Paseo número 
1253, Itosariu * ■ DicLucarta fué sacada de la oiíciua al día 
siguiente á primera hora, por el « artero Dante Migone y entre- 
gada el misjih' día 18 dr Diciembre á doña Salomé Pastraña 
(f. de reparto i ■ órnente a í. 

A úja 15 vuelta el remitente d->n f'árlus Guticruz ha mani- 
festado que en la carta incluyó (ios billetes de íO pesos y a>í 
también consta en ella(f. 4). 

2 o Doña Salomé L*astrana, el mismo di i 18 de Diciembre, ?>e 
pTe>entú á la ubcina de correos de esta ciudad j expu-o : que 
siéndolas 12 (mediodía;, mis ó menos, el vecino don Tomás 
García hizo presente ai cartero Dan Le Aiigoue, que pasaba en 
eso- momentos haciendo la distribución, que una carta que con- 
ducía, dirigida á Salomón Pietro, era para el veeino del lado; 
que sin embargo de esto, al pasar por la puerta de bu casa el 
cartero Migoue, al interrogarle si no llevaba correspondencia 
pata ellos, les manifestó que no. Momentos después el señor 
García pregunté ,i la exponento si había recibido la carta re fe- 
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ri4u, poniéndolo en antecedentes de las observaciones que ha- 
bía he<-ho á Migone. Kn vi- ta de esto, se apersonó al domicilio 
del ranero citado á exigirle la entripa de e-Ha. quien después 
«p.-ner alguna resistencia, frotes lando no conocerla, se la entre- 
gó con la cundid. m previa de que l«> había de devolver I ■ cubier- 
ta firmada conform por m contenido, & lo que accedió; pero 
lirmando por rila la propietaria de la - asa que habita Migone. 
doña Isabel Ortiz, jior no poder hacerlo personalmente, por ca- 
recer de ios lentes que usa por debilidad de la vista. 

VA pliego que contenía la cubierta oo !■> abrió ni mucho mi- 
nos leyó, basta que fué á su domicilio, cuando recién descubrió 
por su le tura que le filtauau ÜOpe^os que en la misma le anun- 
ciaban. Yin este estado de cosas volvió nuevamente a la casa de 
Migom-, y no encontrándolo allí le pidió a la señora del mismo. 
Ir mostrara el sobre que momentos antes haWa dejado, y así 
que se lo exhibió se lo tomó de las manos, y ahora lo presenta 
en * -ta administración con el pliego «pie ella contenía á íin de 
que se tomen las medida" que correspondan para que le sea res- 
tituida i a suma que h misma dice con te a ta» 

3 o El señor García, que cita la denunciante á foja 7, ha decla- 
rado que hallándose en el almacén de don Benjamín fontanilla, 
A cartero Dante Migone averiguaba el domicilio de varias car- 
tas, entre ellas una dirigida á don Salomón 1 Metro, contestán- 
dole que una era para una familia que vivía en la ca*a de doña 
Vicenta Chaparro, pero que se había mudado, y ahora habita- 
ba en la casa contigua al almacén donde ambos se encontraban ; 
que en seguida él se dirigió á ta familia de Pietro y les dió la no- 
ticia de la carta. 

4* El procesado Dante Migone, en su indagatoria i foja 33, 
dice que Tomás García le indicó que Pietro vivía en casa de la 
señora Chaparro, y que fué á la casa de ésta, y no encontrándo- 
lo le informó otra señora que ya no vivía allí, sin saber ella el 
nuevo domicilio; que en seguida él regresó á su rasa y en mo- 
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mentos de «alir se apersonó una señora a pedirle te eni regara la 
carta dirigida á Salomón Pietro; que él rehusó hacerlo, por no 
conocerla, pero que la dueña de casa donde éí vivía, dona Isabel 
Ortii, lé, dijo que ella la com.cía, que podía dársela, notando al 
mismo tiempo que la carta tenía dinero, á lo que contestó la se- 
ñora « que era dinero y efectivamente le mandaba para entre- 
gárselo a la entenada », 

5 o Es indudable que arroja sospechas de culpa Id) id ¡id la con- 
ducta observada por el « artero Dante Migone enn doña Salomé 
Pastraña, quien esperaba carta, cuando ésta le i n térro -j 6 cu 
la puerta de su i-asa , si m> llevaba carta; mucho más teniendo el 
sobre el número déla casa ; si bien es cierto que la oaTta no era 
para ella. Doña Salomé Pastraíta afirma en sus declaraciones 
que el cartero Miirone la conocía bien á ella; porque siempre lii 
entregaba las cartas que llevaba pan mi expuso, y que la señora 
Rosario de Videla, dueña de la casa donde ella vive, ha visto 
siempre que se las entregaba el mismo cartero. 

Mientras tanto, la señora de Videla, á foja 54, lia declarado 
que ella no ha visto a! cárter » Dant*- Migone que lia y a entrega- 
do carta alguna en su casa, ni tampoco en roanos di la señora 
Salomé Past rafia. 

Par otra parte, la señora Isabel C. deOrtiz, á foja 5i , ha de- 
clarado ante V. S. que el cartero Dante Migone, que vivía en casa 
de ella, le entregó a doña Salome" Pastraña, mediante su inter- 
vención, por haber dado fé que ésta era mujer de Salomón Pietro, 
una carta tsa buen estado, dirigida á éste, la que fué allí mismo 
abierta por la expresada señora Salomé Pastraña, y que pre- 
guntándole la declarante, por mera curiosidad, si la carta con- 
tenía dinero, contestóle aquella, que sí traía, * después de ha- 
ber abierto la carta y visto su primer doblez *. 

fi° Después de oid-is las declaraciones de las señoras de Videla 
y de Urtiz, de las que resulta ; que la primera contradice á la 
denunciante doña Salomé Pastraña, negando lo que ésta afirma 
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respecto de ia entrega de las curtan en su casa, por el cartero 
Migone, y que la segunda declara que Ja dea uncí ante diju ea 
su presencia, orí momentos de entregarle la carta el cartera y 
de haber risto su primer doblez, f¡U€ ella contenta dinero; las 
sospechas fundadas que arrojaba el pruceso antei. de estas de- 
claraciones, si no desaparecen, ¡,o¡ lo menos pierden mucho de 
su fundamento ; ellas no son bastantes pura formular anidación 
contra el procesado, correspondiendo, en consecuencia, dejar 
abierto el proceso para cuando apareciesen nuevos datos ó afir- 
maciones respecto del autor del hecho criminal. 

Por todo lo cual, pido se sobresea provisionalmente esta cau- 
sa, d« conformidad con el artículo *i5, inciso I o , del Código de 
procedimientos criminales. Salvo, ele. 

Otrosí diíio: Que el procesado Dante Migone se encuentra 
preso por motivo de esta causa ; así *s que correspondería tam- 
bién ponerlo en libertad si se hiciera lugar al sobreseimiento. 
Salvo, etc. 

fi.G. Parera. 



Aula del Juet Federal 4 

Rosario, Julio ÜOde 18!*7. 

Vistos y considerando : I o Que según el auto de foja 56 se ha 
de larado clausurado ei sumario á pedido del señor tiseal, por 
no tener más diligencias que pedir para la comprobación del de- 
lito que se impute al procesado* 

2 o Que terminado el sumario y declarado cerrado por reso- 
lución ejecutoriada, la causa entra á plenario, en cuyo estado 
el fiscal, de acuerdo con el artículo 463 del Código de Procedi- 
mientos en materia penal, debe presentar la acusación si encuen- 



FALLOS DE LA SUPKENA COHTE 



tra mérito, ó pedir el sobreseimiento definitivo ai no encuentra en 
el proejo elementos de convicción pura atribuir al procesólo el 
hecho delictuoso de violación de correspondencia. Pero no pue- 
de el señor fiscal exigir que el sobreseimiento sea provisorio, 
parque la causa ha traspasado ln frontera del sumario. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con el artíeulo 45! "le" 
citado código. vuelva la can -a en vist;i al señor fiscal, para ipie 
formule ó pida lo que ci«rrespondi según el estado del proce- 
dimiento. 

fianiri QoyfW. 

VISTA FlMIAL 

Señor Juez : 

H" sido mitificado * 011 faena de ayer, 30 del corriente, del 
auto de V. S. que ordena se me curra vista para que fornui !e 
acusación, ó pida lo que corresponda según el estado del pro- 
cedimiento, 

A foja 56, á pedido del q«u- acribe, V. 6. declaró cerrado A 
sumario y mando pasar losantes para hacer mérito sobn el. 
E>W m\m*U rio, de fojas 58 á 63, evacúa la visto, y por los fun- 
damentos en ella consignados pide el sobreseimiento provisionul, 
no encontrando p»r consiguiente elementos 1> Listantes de prueba 
para formular acusación : pero debiendo dejarse abierto el pr— 
i eso hasta la aparición de ductoa datos o comprobantes (.irt. 436, 
ine. 2<\del Cód, de Proced, Crim,). 

V. g¿ considera en el último auto de fecha 30 (recaído sobre 
él pedido de sobreseimiento provisional) que tet minado el an- 
uía rk y declarado cerrado por resolución ejecutoriada, la causa 
eiitra i plenariu, y el bacal, de acuerdo con el artículo 4#3 del 
Código de Procedimiento* criminales, debe presentar la acu- 
sación i encuentra mérito, ó pedir el sobreseimiento definitivo^ 
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\ii'To uo el prorhorio, porque la causa ha traspasado ya la fron- 
tera del siimiirio. El que suscribe lia so licitud o. un efecto, el so- 
bresetmiento provisional de la causa, 11. obstante e>tar cerrado 
el sumari <, creyendo que el artículo 460 del Código (la Pr.Kic 
diuiieutos criminales, permite hacerlo aun en este estado de la 
causa; p urque sejíiin este artículo y el 457, cerrado el sumario, 
se corre vista al fiscal para qua haga mérito de las diligeuems 
contenidas en aquél ; y es entonces cuando el ministerio fiscal 
debe opinar si la causa d< be o uo pa- ir á pVimrio, formulando 
acusación ú pidiendo -íibreseimiento, -egun lu^. msos. 

El artículo 460 dice, que cuando el misterio hscal ó el acu- 
sador particular opinasen que la causa no debe pasar al estado 
de plenurio, el juez, si estuviese de acuerdo cnstis conclusiones, 

Según esta ilhposiciun el plenari- no principia con el auto 
qne declara cerrado el su murió, puesto que el tíscal 6 id acusa- 
dor particular, después de este trámite ó auto de clausura, pue- 
den opinar que la causa no debe pasar a pienario. Hay, pues, á 
juicio del infrascrito, un espacio entre el auto que da por ter- 
minado el sumario y el principio del sumario, dentro del cual 
se puedo pedir el sobreseimiento definitivo ó provisional, según 
corresponda. (Véase la [trímera parte d-1 artículo 4ti0). lista 
disposición uo determina que sr pueda solicitar tan solo el so- 
breseí mieu tu definitivo, sino que establece que el juei decreta- 
ra el sobreseimiento en l.t forma que corresponda. 

Por esto> fundamentos solicito de V. S. se sirva revocar p -r 
contrario imperio el auto de la referencia, pronunciándose 
V . S. sobre el sobreseimiento solicitad* , de conformidad con el 
iirtículo 460 citado; interponiendo pura el caso contrario el re- 
curso de apelación en subsidio (art. 408 y 500, código citado). 
Salvo el mós ilustrado juicio de V. S, 

/í, (i. Purera. 
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r«ll« del Jve« Federal 

Hocino, Afíosio lf> tTr ltí97. 

Y vistos: la presente causa atiguirfa por el señor Procurador 
liscal contra Dante Migono, de 24 añoB de «dad, de estado casa- 
do, de nacionalidad paraguayo, de profesión relojero, que no 
tiene apodo, y con domicilio en el Boulevard Argentino entre 
Buen Orden e Independencia, por sustracción de dinero de una 
■■ana, de lo que resolta: 

V Que» á foja 1 del sumario administrativo, la señora Salomé 
l'astraiu denuncia que siendo las 12 meridiano del día 18 de 
Dii -iembre de 1890 el vecino don Tennis García hilo presente 
al cartero Dante Alimone, que pasaba en ese momento haciendo 
la distribución de correspondencia, que una carta que conducía 
v qu** iba dirigida ¿Salomón l'iet r< «, «tíi para el vecino del lado; 
que no obstante esta prevención, cuando dicho cariero pagó por 
dotante de la casa de la denunciante, le interrogó si no llevaba 
correspondencia para ellns, a" lo cual contestó que no; que lle- 
gando á su conocimiento, por intermedio del señor García, loque 
va se ha referido, -e dirigió al domicilio del cartero á exigirle 
la entrega de la cart;t, quien después de oponer alguna resis- 
tencia se la entregó con laoondicimi prévia de devolverle la cu- 
bierta firmada con el conforme de su contenido, á lo que acce- 
dió, lirnvindo por ella la propietaria de la casa doña Isabel Or- 
tiz ; que una vez llegada á su domicilio, leyó el pliego que con- 
lenta ese sobre y *e apercibió que faltaban 20 pesos que en la 
misma le anunciaban, por lo cual resjlvió volver ¡i la casa del 
cartero, encontrando sólo á su señora ; que le pidió á ésta el so- 
bre que hacía un momento había dejado, la cual se lo exhibió 
y apropiándoselo la denunciante, lo presentó á la administra' 
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ciou de correas de e-ta ciudad ; que á fojas 3 j 4 están la carta 
y el sobre motivo del proceso, j de fojas 5 á 26 constan las 
demás diligencias practicad** en el sumario ad unuisiratjvo. 

Que truido el procesado á la presencia de este tribunal, 
presta su declaración indagatoria á foja 3i ( expresando : que la 
carta de foja 4, contenida en el subn* de foja 3 f la recibió de la 
oüeina central de correos para ser entregada en su destino; 
que uo le contestó nada al agente Tomás García, porque estaba 
en estado de ebriedad ; que al pasar por la rasa que habita la 
señora Salomé Pastraña, el declarante manifestó á ésta que no 
llevaba correspondencia para ella, porque ignoraba su nombre, 
que ac presentó en el domicilio de la señora Chaparro para ha- 
cerle entrega de esa carta, perú ■ orno no encontró á la señora 
Pastraña, devolvió la carta á lista; que allí averiguó el domi- 
cilio de don Salomón Pietro, pero que Le contestaron que no sa- 
bía donde fivía ; que le preguntó á la señora de Pastraña p*ra 
quién esperaba correspondencia, y que al regresar a su casa, en 
el momento de salir, se apersonó la señora Hortencia á pedirle 
que le entregara lacartu dirigida i Salomón Pietro; qué rehusó 
entregársela porque no la conocía, pero luego hizo esa entrega 
á pedido de la dueña de casa doña Isabel Ortii, quien manifestó 
conocer a dicha señora ; que el declarante notó que la carta con- 
tenía dinero, expresándole la señora Hortcneia qoe se lu envia- 
ban para que ella lo entregara á la entenada; que el declaran- 
te no fió el dinero que contenía, entregando la carta & dicha 
señora Hortencia y reclamando antea qm> pusiera e! conforme 
en el sobre, el qm fué lirmado por doña Isabel Ortiz á nombre 
de aquella ; que exigió esta formalidad, [jorque la carta no iba 
dirigida á ella J tenía que presentar recibo á su jefe inmediato: 
que por haber firmado el sobre la señora dueña de casa y ade- 
más por conocer la misma á la señora Pastraña, como también a 
su aaposo, creyó que se justificaría la identidad personal de esta 
última; que tanto en el domicilio de la señora Chaparro como 
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por manifestación de don Tomás García, supo que Salomón Pie- 
tro vivía en casa de ta señoril Chaparro; que cuando fué ií este 
domicilio i hacer entrega de la curta, le infermó otra señora que 
no vivía allí ; que lo señora Hortoncia arrebató o la 3eñnra del 
declarante el sobro que tenía en ¡a mano, haeiendo loque quiso 
con él. Que á foja 37 declaro doña Salomé Pastraña: que cono- 
ce al cartero Dante Migone, como también éste á ella, porque 
siempre le entregaba lascarlas que llevaba para su esposo y que 
esto misino pueden atestiguarlo doña Ro-ario de Yidela y doña 
Kulogía de Noble, siendo doña Isabel Ortiz ¡a que firmó á nom- 
bre de la declarante el >ohre y la caria violada, porque en ese 
momento no tenía los anteojos. Que á fojas 51 y 54, declaran 
lo* testigos doña Isabt-1 C. de Ortiz y doña Horario de Videla. 

2 rt Que al formular, de fojas 58 á rJ3, su acusación el señor 
Procurador fisc.il , no encuentra fundamentos bastantes para 
acusar al procesado Dante Mígoro', y pide que se deje abierto el 
proie^o hasta que aparezcan nuevos dalos respecto del tutor del 
delito. Que de fojas 72 a 74 e>tá ladefensa formulada por el de- 
fensor del procesado. 

Considerando: i° Que según decl .raciones del señor fiscal, 
parte acusadora y según el resultado del sumario no existe en 
autos elementos seguros y evidentes de que se haya cometido el 
delito de violación de correspondencia, ni menos que el autor de 
ese delito sea el detenido Migmie : la simple denuncia de la se- 
ñora Salomé Pastraua, que ha recibido !a carta, n-i constituye 
prueba alguna, porque la falta de dinero en la carta, ó las sos- 
pechas de violación debió haberlas hecho notar en el acto mis- 
mo de recibir la carta y no d papúes de haber ido hasta su casa. 

2" Que en mérito de no haber datos para la formación de cau- 
sa y habiéndose clausurado el sumario no puede dejarse en sim- 
pen -o el proceso por el sobreseimiento provisorio, porque tal 
re- loción importaría ta simple absolución de la instancia, t me- 
dida que esta abolida por el artículo 407 del Código de Proce- 
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dimientos v&mt*. En el otario actual corresponde pronunciar 
la condenación ó absolución del sindicado, conforme se ha decidi- 
do en el auto de foja 6í) vuelta. 

Por estas consideraciones, fallo definitivamente en esta sala 
de audiencias, absolviendo al detenido Dante Migone de toda 
culpa y cargo del delito imputado por la señora Salomé Pastra- 
na, c.in declaración de que su buen nombra y reputación no que- 
dan afectados por este proceso, Ejecutoriada la sentencia, 
póngasele en inmediata libertad, dirigiéndis.- al efecto el cn- 
rrespondieute oficio. 

i ta niel Soy tía. 



VISTA DEL SfcffOft PROCURA DOR GENERAL 



Suprema Cone : 

La sentencia definitiva de foju 8i resulta, de 
de autos, prematuramente dictada. 

Concluido el sumario, el Procurador fiscal pid¡6 se le pasaran 
los autos para hacer mérito de lo actuado, y concedida la vista 
solicitó áfoja 58 el sobreseimiento provisional. 

El juzgado no hizo lugar á él mandando pasarle de nuevo loa 
autos según resolución de foja 55 vuelta, para que formule acu- 
sación ó pida loque corresponda. Pero el Procurador fiscal y el 
defensoT del procesado Dante, han sostenido que no hay mérito 
para la acusación, y que la causa debe quedar resuelta por so- 
breseimiento provisional, según el primero, ó definitivo, según 
el segundo. 

Era sobre ese punto que el juzerado debió pronunciarse, según 
1 1 artículo 460 y siguientes del Código de procedimientos en lo 
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criminal, porque ei estado de la causa no admitía el pronuncia- 
miento de una resolución definitiva. Para que ésta proceda, ae 
requiere la entrada franca en los procedimientos del plenario, 
¿rin prescindir, como ha sucedido en el caso, de la acusación, la 
defensa y la prueba requeridos por el C6d i go de Procedimientos. 

Omitidos los que eTao necesarios para la validez del pronun- 
ciamiento . aquel no puede subsistir legalmente ; y pidoá V. E. 
se sirva así declararlo, devolviendo los autos al juzgado para 
que lleve adelante el procedimiento con relación al estado de la 
causa y i las peticiones sub-jutltce. 



rail* de 1* *»|»rem« Corte 

Rueños Airúi, Didnnbre 9 ti &7. 

ta 

Víalos i En mérito de lo dispuesto en il artícuto cuatrocientos 
sesenta del Código de P rom! un lentos en lo criminal y de acuer- 
do c'jti Ifl expuesto y pedido por el señor Procurador general y 
.lefeusordel procesado (foja noventa y una), déjese sin efecto 
el auto de foja setenta y cinco y el de su referencia de foja se- 
senta y nueve vuelta ; y devuélvanse para que el inferior llevan- 
do adelante el procedimiento con relación al estado de 4a causa 
y á las peticiones sub-judice, resuelva lo que corree pundj so- 
bre el sobreseimiento pedido por el Procurador fiscal á foja cin- 
cuenta y ocho, y sobre el que á su vez solicita el defensor de) 
procesado á fuja setenta y dos. 

BENJAMIN l'M. — LUIS V. VA- 
RELA. — ABEL BAZAN. ~ OC- 
TAVIO 6 UNGE. 
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<*A1'MA < 4 < X< III 



Criminal contra Miguel tioutron y otro, por homicidio 
en et arroyo Carabelas , xabn> competencia 

Sumario, — La remisión v aceptación del sumario importa 
prevención en la causa. 

Caso. - Resulta de la 



VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

VA hecho que lia mol irado Ja formar ion de esta causa fué 
perpetrada en el arroyo Carabelas, jurisdicción del partido 
de Sao Fernando. 

Ese paraje esta más inmediato á ¡a capital de la nación y de- 
be conocer y deoidir el caso el señor juez federa) d? lo crimi- 
nal de aquel territorio de acuerdo con el artículo 3°, inciso 2 o de 
la ley de i4de Setiembre de 1863, j jurisprudencia sentada por 
la Suprema Corte en la causa CV t série4\ tomo 14, página H7. 

Sírvase V. S. declararse incompetente y en caso contrario 
conceder al suscrito el recurso de unclac n, que desde luego 
interpone. 

6. G. Vietfra. 
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U Piala, Koyitmbre 1¿ «*B 1897, 

Habiendo prevenido este juzgado en el presóte caso, de 
acuerdo con lo dispuesto en el articulo 3', inciso 2 \ de la ley so- 
hre jurisdicción v competencia nacional y con lo resuelto por la 
Suprema Corte m la causa solida al vapor alemán « Helios . 
por infracción á las ordenanzas de aduana, no se hace lugar a la 
incompetencia de jurisdicción solicitada en la precedente vista 
y se concede en relación el recurso interpuesto, debiendo elevar- 
se los autos al superior en la fonna de estilo. 

Aurrecoechea. 



VISTA l»Ef. SESO* PROCURAliOft GENERAL 

Bueimí Aires Noviembre 30 .te 1B97, 

Suprema Corte : 

La regla establecida en el inciso 2° del artículo 3" de la ley 
de 1863 sobre competencia de la justicia nacional, atribuye la 
jurisdicción pava juzgar los detitos cometidos en tos ríos, islas 
y puertos argentinos, al juzgado que se halle mas inmediato al 
lugar del hecho, ó á aquel en cuya sección se encuentren los 
criminales, según sea el que prevenga en la causa. 

La ley de organiza-*»* de la justicia de la Capital de 1886. 
confirma aquella regla, pues el articulo 111 atribuye A los j ur- 
ce* de la capital en primer término, según su inciso 12 el cono- 
cimiento de los delitos cometidos eu los rios, islas y puertos 
cuando el lugar donde fuese cometido el bocho, quede más inme- 
diato á la Capital, que al asiento de loa demás jueces federales. 



Ks ventad que estas reglas se uiodiñcau cuando lia habido 
prelaciou en el conocimiento de la cansa. 

Pero no crt-o que i sa preJucion pueda invocarse en él caso en 
que no existe preso sometido A la jurisdicción del juez affiio tú 
otro antecédate que la remisión de la causa por la subpr«- 
füclura marítima. 

Adhiriendo, por eilu, á lo expuesto por el Procurador fiscal en 
i" instancia, pidoá V. K, se sirva revocar et auto de foja 154 
vuelta y declarar que el conocimiento corresponde ai juzgudo 
federal de la Capital. 

Sabiniano Kiei\ 

i -ni lo do lo iuprena Corto { 1) 

litónos Aires, Diciembre 11 de liüíl. 

Vistos y considerando; Que según resulta de autos, el jaez de 

la sección de Buenos Airee ha prevenido rn el conocimiento de 
la causa. 

Por esto, de aouerdo con lo dispuesto en los artículos tres, 
inciso dos, de la ley de jurisdicción, y ciento once, inciso doce] 
de ley orgánica de los tribunales de Ja Capital y con la jurispru- 
dencia de esta Suprema Corte, se confirma el auto apelado de 
foja ciento cincuenta y cuatro vuelta. Devuélvanse. 

UfcWMIlíN PAZ, — LUIS V. TA- 
ÑELA. — ABEL BAZAR. — OC- 
TAVIO MJSGE. 

(1) Kn la uiümfl focha se dictó igual resol uciou en la* causas seguido» 
con motivo de la muerte «le Miguel Silva, (.ocurrida en el arroyo Toledo, 
partido de Sau Fernando ; de Ja de Juan Orenlo, pairen de la díala i Tres 
Luisas, en el Tigr^, y h de José Rooerlo Cuaglia en el arroyo fragúala 
brande, jurisdicción del partido d<- Las Conidias, 
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CACHA *€« ^<IV 



Criminal contra Severo Angel fiarciajefe. de ta oficina de 
rorreo* y telégrafos de tiualeauaychú. por malversación de 
dinero* (incales; sobre desistimiento. 

Sumario. — Puede admitirse el desistimiento del recurso de 
apelación en bs caucas en que la pena impuesta tío es de las 
mencionadas en el artículo 690, Código de Procedimiento, en lo 
i rimina'. 

taso, — Resulta de las siguientes piezas; 



frailo d*l Jufli fr>d*r«l 



l'aratiA, Noviembre 14 de 1896. 



Y victos : »a causa iniciada por denuncia del jefe del U" dis- 
trito lié correos y telégrafos, contra don Severo Angel Garda, 
argentino de 35 «nos de edad, casado, ex-jefe de la oficina de 
c orr. os y telégrafos de Gualegmiycbú, pov uialrersacton de di- 
neros del fisco nacional, y seguida á instancia fiscal, de lo que 
resulta: 

y„, practicado el arqueo de la cuja de la aludida olicma de 
Oüal^uajcM. en 22 de Junio próxim* pasado, por el contador 
interventor de la misma, se constató la existencia de un déficit 
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por valor de 79! pesos t on 5 centavos de cuno legal y 33 pesos 
63 centavo:, oro, Bcguu lo demuestra el balance de foja 3, corre- 
gido por la exposición de foja 4. 

Que el procesado reconocí- ta exactitud del balance ron la co- 
rrección ó eumieuda, y confiesa quv la suma que resulta faltar 
de la caja en moneda de curso legal ia aplioÓa la satisfacción de 
necesidades personales de carácter urgente, y his piezas de oro 
sellado, que también faltan cayeron al suelo j se perdición en 
el piso de tabla, prometiendo reintegrar ambas < antidadea en el 
término de veinte días {declaraciones de fojas 2 y 4), ratificadas 
ante el tribunal por la de foja* 21 vuelta á í¿3. 

Qul' vu 6 de Agosto, la Dirección general de correos, informa 
que don José G. Rossi, fiador de Gar» ia, ha reembolsado KM) 
1>u8os en efectivo, firmando una obligación por e] resto del défi- 
cit á papel al 39 de Setiembre y los 33 pesos con 63 centavos 
oro, fueron reembolsados pur el misino García, foja 32. 

£1 Procurador fiscal, á fija 34, acosa á Severo Angel García 
como defraudador de la renta fiscal de la Nación, y, en aten- 
i iou .i que la suma sustraída no ha sido devuelta por él sinó por 
una tercera perdona, su fiador y á las circunstancias atenuantes 
que resultan de autos, pide se le aplique la pena di un año de 
prisión. 

El defensor del procedido, contestando la acusación» auatii-ne 
y ofrece probarlo, que Rossi abonó á ta Dirección de correos los 
761 pesos ron 5 centavos, que constituían el saldo deudor de so 
defendido, no en cumplimiento de la obligación contraída por 
él como i i ador, sino por García, á quien había prometido pres- 
tar esa suma con anterioridad al arqueo de caja, para verificar 
el reintegro : que ai »1 pago no lo hizo él personalmente, sioó 
por medio de Ros; i, fué porque la prisión m que fué desde lue- 
go constituido le dificultaba haberlo y era igual que el pago lo 
hiciese el mismo Kossi, que le |>roporcionaba el dinero. 

i¿w habiendo cubierto García voluntariamente el déficit, no 
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puede imputársele la intención dolosa de defraudar, y si alguna 
culpa hay en ese hechc, ella ha quedado castigada con el arresto 
que ha ¡sufrido; por lo que pide se reciba la causa á prueba y á 
su tiempo se declare que su defendido no es acreedor ¿ pena 
alguna. 

Durante el termino probatorio, el di Tensor del procesado rin- 
de La que corre de fojan67 á 84. 

i" considerando: Que resulta probado; I o Que el ex-jefedelu 
oficina de correos y telégrafo de Gualeguaychú, don tíevero An- 
gel García,"distrsjo la suma de 791 pesos con 5 centavos de curso 
legal, de ¡a reut.t de correos y teléyrafoB, aplicándola á uso pro- 
pio, y dejó de rendir cuenta, además, de 34 pesos con 60 < -en ta- 
fo oro, de la misma renta (confesión dt- foja 2 y vuelta) ; 2° 
que esta última cantidad la reembolsó á la Dirección general de 
correos el mismo García, habiendo pagado la primera el fiador 
de éste, don José Kos-i, por órden y á nombre d« García, pues 
aunque en lo» informes de la dirección general oo se expresa esta 
circunstancia, ella resulta justificada por confesión <Í«1 mismo 
Rossi, foja 7i, apoyada en los documentos de fojas 75 á 78 
presentados por él mismo. 

Que no hay un solo antecedente on tos autos qm autorice á 
creer que la administración hubiese sufrido entorpecimiento ú 
otro perjuicio á consecuencia del hecho delictuoso de García, 
antes de verificarse el reintegro de lo suma distraída de suapli- 
e ación ley al, por lo que se encuentra en el caso previsto por e| 
artículo 84 de la ley penal de i* de Setiembre de 1863, y 267, 
2" parte, del Código Penal vigente. 

Que la pena que corresponde aplicar, es la de ésto último, 
que como ley posterior del mismo soberano, corrige á la anterior, 
esto es, la de suspensión de 3 á 6 me^t-s y multa del 10 al 25 
por ciento. 

Por estas consideraciones t fallo : declarando á Severo Angel 
Oarcfa autor del delito definido por el artículo 267, inciso 2', 
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del Código Penal de la Nación, y lo condeno á sufriT la pona 
de suspensión en su «-tupien de encargado de la oficina de ce- 
rreos y telégrafos de Gualeguachú por el término de 6 meses, 
sin perjuicio de la facultad que corres pondo al pod«;r ejecutivo 
desepararlo en absoluto, y ¡i pagar una multa de 18 pnr ciento 
sobre la cantidad dil déficit encontrada en el arqueo de. caja, < i n 
el término de 20 días, y en su defecto á sufril arresto por un 
tiempo equivalente, computándole como parte de la pena id 
tiempo di> detención que determina el artículo -49 del mismo có- 
digo, con costas; hágase saber y repóngase el papel con et se- 
llo correspondiente. 

V. de f. iHntv. 



DESISTIMIENTO l»hl HEI'ENSOi: 

Hoeno* Airo, Noviembre i A? 1897. 

Supmnú Corle : 

So me es posible solicitar, como defensor de Severo A. García, 
la reforma de la sentencia de i" instancia. 

García ha confesado que siendo jefe de la oficina de correos 
j telégrafos de Gualeguayclm, distrajo parasu uso propio 791 
pesos don 5 centavos moneda nacional de eurso legal.de la ren- 
ta de correos y telégrafos y dejó de rendir cuenta, además, de 
35,63 pesos oro de la misma renta. 

Consta de autos, que, después del sumario administrativo, el 
mismo García reembolsó la cantidad designada en oro y por me- 
dio de don José Koasi cantidad en moneda decurso legal. 

El señor juez d* primera instancia» de acuerdo con lo dispues- 
to en el inciso 2° del artículo 267 del Código Penal, lo con- 
denó a sufrir la pena de suspensión de su empleo por el término 
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fie 6 mesee y á pagar una mulla d«* 18 por ciento sobre la canti- 
daddel déficit encontrado en el arqueo -le la caja, y en su defecto 
A sufrir arresto por un tiempo equivalente, computándose como 
parte de la pena el tiempo de detención que sufrió. 

T bien, Fimo, si ñor, ¿qué puedo hacer yo, como defensor, 
para modificar esa sentenciado un modo favorable á García, en 
virtud de los antecedentes clarísimos que he citado y de la ter- 
minante disposición de ta segunda parte del artículo 267 del 
Código Penal ? Y más aún, cuando hasta el mismo defensor 
que García tuvo en primera instancia t que baapeladode la sen- 
tencia, concluye su exposición & foja 86 del comparendo 4 que 
las pirtes fueron llamadas después del término de prueba, so- 
licitando que se diera por compurgada cualquiera falta de su 
defendido oon la prisión que habU sufrido. Y la prisión, como es 
sabido, es una pena mayor que la de multa. Por otra parte, la 
dentencion que sufrió García equivale, más ó menos, á la malta 
que le impone ti señor juez a r/wo, y como he dicho, la senten- 
cia ordena que se le compute el tiempo de esa detención al pa- 
go de la multa en la proporción que determina el artículo 
49 del Código Penal. 

El castigo que la ley impone en el recordado artículo 267 á 
los empleados que distraen para sí ó para otros los caudales que 
custodian ó administran, es independiente del reembolso por los 
mismos de las sumas de que han dispuesto indebidamente, es 
la pena que castiga el simple hecho del abuso. Si resulta, ade- 
más, que las sumas distraídas no se reintegran por lo» autores, 
deberán éstos ser castigados, también con las penas señalados 
para los ladrones (art. 2tí8). 

Luego, pues, no me es dado continuar la apelación en bene- 
ficio de mi defendido y pido por ello á V. E. que so devuelvan 
los autos al señor juez federal del Paraná. 



Oírlos /V Hurtado. 
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VISTA DEL SENOIt Pftl>CUIlAlM>H GENERAL 

Buetir>í Aires Noviembre Itide 1897. 

Suprema Corte: 

Lo expuesto en el escrito de foja 111 por el defensor del pro- 
cesado García, importa el desistí miento del reiurso instaurado 
8 foja 92, contra la sentencia definitiva de foja 88. 

Considero qne el desistimiento no perjudica y si favorece al 
encausado, pues deja ejecutoriada la sentencia que le impone 
una pena excesivamente benigna; j qoe hiendo esa pena de sus- 
pensión y malta, que puede convertirse en arresto, el derecho 
del defensor para el descimiento del recurso, no está sujeto á 
(as limitaciones del artículo 090 del Código de Procedí mientos 
en lo criminal, que se refiere á la pena capital, de presidio 6 de 
penitenciaría. 

Por estas razone», y no haberse interpuesto por el represen- 
ta ate ile la uccion fiscal rec urso contra ta sentencia de primera 
instancia, pido á V. E. se sirva admitir el desistimiento del en- 
causado. 

Sabiníano Kier, 



rail» de I» «uprem» t »ric 

Bueno* Aires, Diciembre ll de JWO 

Vistos: Atentólo expuesto por el defensor del pruci-sado y 
por el señor Procurador general, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VAHE- 
LA.- — ABEL RAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 
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Criminal contra Inocencio Santucho y otros, por homicidio; 

sobre comprtenna 

Sumarto.— YA conocimiento del delito corresponde al jtn z 
de la sección territorial dentro fie la cual ha sido 



Cato» - Resultad, la 



VISTA FISCAL 

HUL-nn» Aires, Noviembre lS de ÍBHT. 

El infirme expedido por el Departamento de ingeniero* de 
la provincia, resuelve la «Inda soliri* jurisdicciones, determi- 
na en forma clara y precisa á qué juez corresponde entender 
en este proceso, si á V. S. ó al juez Ceden! de la capital de la 
nación. Ese informe estableoe que San Antonio de Areco está i 
117 6118 kilómetros de distancia de la capital de la nación 
y A 170 de la capital de la provincia, esto es á 52 kilómetros 
más lejos del asiento del juzgado que V. 9. desempeña, luego, 
no es Y. 8. el juez á qui«-n incumbe intervenir en la causa, con 
arreglo al artículo 3 o , inciso 2 o , de la ley de 15 de Setiembre 
de 1863, sino al *oñor juez federal delocnminal de la Capital 
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de la nación. Esto es evidente, Peio, como V. S. tiene ya esta- 
blecido como regla de interpretación inalterable tratándose de ía 
aplicación de aquella prescripción n n espero que la mo- 

diüque en el caso presentí-, y dudo por aceptado que mantendrá 
su competencia, deduzco ya el recurso de apelación para ante 
el superior de la resolución que pmnuncic 011 ese sentido. Por 
tanto, pido que ai V. S. ac en vera que debe declararse incom- 
petente, coñu da la apelación que subsidiariamente interpongo. 

ü. ti. Vieyra 



VISTA DEL SEftOH PKüCURaDOH CEWERaI, 

e i Hueoos Aires, riii-iemhre 1 de 1*97. 

Suprema forte: 

Los jurci s federales conocen, se-uu su ley orgánica, de los de- 
litos perpetrados en sus respectivas seccioues con ofensa de las 
leyes 6 soberana nacional. Esta regí. ,que circunscribe ei ejer- 
cicio de cada jurisdicción dentro de loa límites de las respecti- 
vas secciones federales, aufre excepción según el inciso 2*, artí- 
culo 3 o de la ley sobr. competencia nacional, en cuanto á los 
delitos cometidos en los ríos, puertos é islas argentinas, qua 
«eran juzgados po* ei j u « que se halle más inmed.atu al lugar 



Tratándose en el cuo suh-jüdia> de hechos causados por in- 
fracción de la ley gen. ral sobre ferrocarriles, su conocimiento 
corresponden Ja jurisdicción federal. Puro no babíeudose pro- 
ducido esos hechos, en ríos, islas ó puertos, sino en territorio de 
laproTin ia de Buenos Aires, no es aplicable la jurisdicción 
excepcional del juez más pr-nimo, Binó la general que corres- 
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pondeá la sección federal del lugar del hecho. Opino por ello 
que el recurso instaurado por el Procurador fiscal á foja 109, no 
tiene fundamento legal por no tratarse del caso excepcional del 
inciso 2", artículo 3* de la ley de f 863 ; j pido 4 Y. E. se siria 
confirmar el auto de foja HO vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Buenos Aires, Diciembre 11 de 1897 

Vistos j considerando : Que el hecho que motivaeite proceso 
su ha producido en el territorio de La provincia de Buenos Aires. 

Que no habiendo duda respecto ai lugar del hecho, no puede 
haberla sobre la competencia del juez que ha de conocer del 
mismo, en virtud del principio de jurisdicción territorial que 
ta atribuye al juez del territorio i artículo treinta y cinco, Código 
de Procedimiento en lo criminal). 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedid» por i l señor 
Procuradorguaeral.se coníirraíi el auto apelado de foja diet 
vuelta. Devuélvanse. 

BElUálllfl PAZ. — LUIS T. VARE- 
LA. — ABEL BAIAN. — OCTAVIO 
BUC1GE. 



DE JUSTICIA NACIONAL. 



CAUSA 1X4 «C VI 



Han Felipe Sfassetti contra ta Municipalidad del Azul; 
sobre cobro ejecutivo de pesos 

Sumario, — No probadas la* excepciones opuestas debe I Je- 
tarse adelante la ejecución. 



too. — Recita del 



r»ii»4ei Jura rcderai 

U Plata. Octubre H de ÍHÍJG. 

T fisto» : En la excepción de falsedad é inhabilidad del titu- 
lo á foja 80 : 

Y resultando : | rt Que Ja Municipalidad demandada funda su 
excepción de Falsedad é inhabilidad del título, en que la letra con 
que se deduce la ejecución previene de empedrado y su tenedor 
don Felipe Stasselli, no ha tenido contrato nintjnno de empe- 
drado con la Municipalidad del Azul, 

2° Kn que esa Municipalidad se Té asediada por redamos de 
esta na tu raleza en que aparecen letras ausenta* por su* admi- 
nistradores pasados, sin que haya antecedentes ni constancia 
alguna que acredite la legitimidad de esos créditos. Que esta 
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sola consideración basta pura desecharlas, porque la Munici- 
palidad no puede obligarse si nú con arreglo á su carta orgánica, 
ni hacer contratos de esa naturaleza. 

3 o En que la firma del intendente no aparece debidamente 
refrendada por el secretario, pues éste aparece firmando en un 
I ttgar inusitado, y con tinta relativamente fresca. 

4° Oído el ejecutante, opuso Ja excepción de falta de perso- 
nería en A apoderado de la Municipalidad del Azul, por las ra- 
zones que apunta, y contestando la excepción opuesta por aque- 
lla, dice, que las letras que se ejecutan en estos autos, tienen 
por origen un «'ontrato de empedrado que la expresada Munici- 
palidad celebrú con las formalidades debidas, con los señores 
Lavagng y compañía, y con sujeción á las disposiciones legales 
que rigen esos actos, debidamente aprobado por aquella corpo- 
ración, constituida por elección popular y cuyo contrato consta 
de escritura pública otorgada en 12 de Agosto de 1892, pasada 
ante el escribano don José María Otero. Que las letras que en 
pago se daban eran extendidas á nombre de Marcelino Zorrilla, 
sócio de la empresa, quien podía negociarlas en plaza para ha- 
cerse de fondos con qué atender a las necesidades urgentes de 
la obra; que una de esas letras es la que ha servido de base é 
esta demanda y fué endosada i favor de Felipe Stasselti, en la 
forma prescripta por el artículo 628 del Código de Comercio, y 
quien una vez que á su vencimiento no fué pagada por la Mu- 
nicipalidad se vió en el caso de acordar uua renovación acep- 
tando ordenes ríe pago por los intereses, que no habiendo sido 
pagados tuvo que ejecutarlos ante el juez de paz del Azul. 
Que todo esU demuestra la sin ratón de \m excepciones opues- 
tas, y pide su rechazo, con costas. 

V considerando : 1" Que en cuanto a la faltado personalidad, 
opuesta por el ejecutante, de conformidad A lo expuesto en el 
párrafo primero del escrito de foja 211, se resuelve no hacer lu- 
gar á dicha excepción. 
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fr Que en cuantn á la tenencia por parte de Stassellí (Je las 
letras en ejecución en la presente causa, se adace como funda- 
mento de oposición á la trasmisión de esos documentos, que 
don Marcelino Zorrilla, como socio de Lavagno y compañía, no 
tenía facultad para verificar ese acto; sin embargo, la Munici- 
palidad, según la escritura pública de foja 164, que no ha sido 
vulnerada, ha contratado con el expresado Zorrilla, como sócio 
y representante de la razón social que tomaba á su cargo la obra 
bajo el rubro de Lavagno y compañía, y por lo tanto no puede 
oponerle incapacidad legal para todos los actos derivados de 
ese contrato, tanto activos como pasivos. Si para las .^ligacio- 
nes de Lavagno y compañía, era bastante la firma de Marcelino 
Zorrilla, era suficiente con relación á la corporación expresada, 
debía serlo viee-versa, Unto más cuanto que en los actos 6 con- 
tratos comerciales <?s de pura esencia, la verdad sabida y buena 
fé guardada, y no puede negarse que el contrato que motivo el 
origen de las letras que se ejecutan, son de carácter comercial 
y sujetos al imperio del código de comercio. 

3° Que la falta de capacidad de Marcelino Zorrilla para tras- 
mitir esas obligaciones ;í favor de Felipe Stasselti no puede 
oponerla la Municipalidad demandada, en mérito del cuoside- 
rando anterior. Y si Zorrilla transgredió el mandato para con 
Lavagno y compañía, es á esta razón social á quien correspon- 
de hacer efectivas las responsabilidades que puedan nacer del 
acto, si así lo creyese ó estimase d>>l caso ; pero nunca ese dere- 
cho podría reconocérsele á la Municipalidad demandada, para 
quien los actos internos de Lavagno y compañía son res Ínter 
altos acta. 

4* Que por otra parte, del eipediente agregado y caratulado 
Stasselü, don Felipe, contra la Municipalidad del partido (Azul), 
resulta á foja 22 vuelta, que se convino entre el intendente mu- 
nicipal de ese partido y el representante de don Felipe Stasae- 
Jli, en una transacción por los intereses de las letras que mo- 
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ti van esta ejecución según la órden de pago foja i" de ese 
incidente, en que están expresamente determinadas las obliga- 
ciones referidas en sns respectivas cantidades ó valores, como 
también en el pago de loe honorarios del procurador de Stasse- 
II i, cuyo recibo obra en seguida de dicha acta de transacción. 

Por lo tanto, y debiendo considerarse e&os documentos como 
instrumentos públicos, por no haber sido contradichos, resulta 
que debe tenerse por cierto que las obligaciones primitivas á 
favor de Stasaelli fueron renovadas por la Municipalidad, y por 
lo tanto, reconocidas en su origen, y hoy, por consiguiente, no ha 
p ididu oponerles las excepciones opuestas de la falsedad é inha- 
bilidad del titulo. Si los funcionarios que intervinieron en to- 
dos los actos intermedios, hubieran cometido infidelidad en sus 
tespectn es mandatos, son acciones de otro género y ajenas á 
este juicio, que el juzgado no tiene para que entrar a ocuparse 
de rilas. 

5* Que en mérito de lodo lo expuesto, no hay para qué entra r 
en may res consideraciones, desde que queda evidente la falta 
del fundamento legal en que se apoyan las excepciones opues- 
tas y que no pueden ser tenidas en cuenta por el juagado, pues 
ellas, en ningún caso, podrían prosperar enaste juicio, porque 
pertenecen a otro órden d géneTo de acción. 

Por esta* consideraciones, fallo: no haciendo lucrar, con eos- 
tas, á las excepciones de falsedad é inhabilidad del titulo opues- 
tas por la Municipalidad del Aiui ; y en su consecuencia man- 
do llevar la ejecución adelanta, hasta hacerse efectivo pago al 
acreednr ejecutante del capital, ¡iiti-reses y rostas. Notifíquese 
BU el original, regístrese y repónganle las fojas. 



Manamt S. de Aurreowcln>a. 
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iJlí0D0 * Airas Diciembre 11 de 1807. 

Vistos y considerando : Que lu autenticidad de las letra, en 
que se funda la arción ejecutiva deducida en este juicio e*tá 
debidamente acreditada jmr los protestas de foja, una y dos y 
por la prueba producida durante el término legal. 

Que oponiendo el ejecutado la excepción de falsedad, ha he~ 
cuu .omitir ésta, no premuniente ruque las letras éipresa- 
das no proceden de Jog representante de !a Municipalidad de- 
mandada que aparecen firmando aquella, dnó en la afirmación 
de se; falsa la causa de la obligación. 

Que no sólo no se ha comprobado que la Municipalidad de- 
mandada sea deudora de cantidades de pesos procedentes de 
empedrado, sinó que resulta averiguado lo contraria por razón 
del contrato celebrado entre ella y Lav,gno y compañía (escri- 
tora de foja ciento sesenta y cuatro), y explicado satisfactoria- 
mente como derechos creditorios del citado Lavagno y compa- 
ñía pasados á don Felipe Stas.eili, á euyo favor están otorgada, 
Jas letras mencionadas. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da d.- foja doscientas treinta y o.-ho, se confirma ésta, con cos- 
tas. Kepuestus los sellos, devuélvanse. 

RKSJAMIW PA*. - LOIS V. YA- 
«Kt A. — ABEL BAZAN. — -OC- 
TAVIO BDNGB. 
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Don flartotomv íh-rolo y otros contra el Poder Ejecutivo de la 
Nación, sobre expropiación de acciones del Hunco Nacional ; 
por deserción <le recurso. 

Sumario. — i" Debe declararse deserto el recurso interpues- 
to por el ministerio fiscal, si se ha acusado rebeldía al señor 
Procurador general, después di- Tencido el término para ex- 
presar agravios. 

2 o No modifica esa conclusión el hecho de haberse mandado 
traer los autos que se hallaban eu su peder y de haberse acom- 
pañado la exposición de agravios juntamente con el expediente. 

Caso. — En el citado juicio se dictó por el juez federal 
sentencia definitiva, que fué apelada por el Procurador fiscal y 
por paTte de los actores, concediéndose el recurso libremente 
para el primero y eu relación para el segundo. 

Elevados los auto*:, se pasaron al señor Procurador general 
para expresara grafios y no habiéndolo hecho en el término legal, 
se le acusó rebeldía por la parte .contraria. La Suprema Corte 
mandó traer los autos. 

ral W d« 1» Suprema Vmrtm 

Unenos Airea, Noviembre 25 di¡ lttl>7 

Autos y vistos : Resultando que a la fecha de la presentación 
üel escrito de rebeldía y de la providencia recaida eu él, el tér- 
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mino para expresar agrarios estaba incido ; que la providencia 
mandando traer los autos tenía por objeto no acordar una pró- 
rroga para expresar agrarios que no había sido solicitada si- 
nó averiguar ei hecho del rent ¡miento del término alegado'por 
el demandante; por ésto, y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo doscientos diecisiete de la ley de procedimientos, y 
artículo 4> de la ley número tres mil trescientos setenta y cinco 
se declara desierto el recurso interpuesto por el procurador fis- 
cal. En consecuencia, devuélvase al señor procurador general el 
escrito de agravio, presentado por él, y autos para sentencia 
para juzgar de la apelación deducid i por la p .rte actura. Re- 
póngase el pape!. 

BENJAMIN PAZ. — ABtL BAZAH. 
~ OCTAVIO BUNCE. — JUAN 
E. TOHRENT. 



VISTA DEL giftQfl PUOCUJunOK GENERAL 



Suprema Crie ; ^ ^ ywiunhK * ^ mi - 

He sido notificado hoy del auto de V. E que en la causa segui- 
da por los señores Devoto y otros contra el Poder Ejecutivo so- 
bre expropiación de accionesdel Banco Naoional, declaradesierto 
el recurso por no haberse presentado en tiempo la exposición 
de agravios por el Procurador general de la nación. 

Reconozco la estrictez de! términos de artículo 217 de la ley 

sobre procedimientos para la justicia nacional y su aplicación en 
los fallos de V, E. 

Dentro del espíritu de la ley j aun de la doctrina de ap fr 
líos fallos creo no obstante procede la reconsideración del auto 



de V. E. , que uie permito solicitar de su ilustrado eriterio. 

dadas la* ym ftetíMb <M« ****** de1 P' octldimientü 611 ,0 
qm- respecta al Procurador «enera! de la rucian. 

El articulo 21 7 d- la ley de pro. edimientog prescribe la de- 
«rofci del recurso con un» sola rebeldía. Ktta prescripción en 
el rigorismo de su término, no ha prohibido sin embargo la 
oo ni , s ion de un nuevo términu, en la admisión de la exposición 
de aeran-* después de vencido el primero, ciando causas ma.u- 
BMtM demuestren que ha mediado impedimento legal para 

PI ] *aiey que rige el procedimiento, lev ¡inte todo -le forma, no 
mm .*\ sacrilico d.-l derecho, de l, justicia que entraña la 
v-Had. la moral mi-ma. Su, pr-scripc ion.-s ^obre r- hcldia ema- 
nan doj henhoód.- la presunción de abandono de! pleito por 
cnwniflBC» personal, ó la piemeditacion de un n-latdo dolo- 
so Kstas circunatancias no son presumibles respecto de los 
tnioiOnariOi poblicos que, como el procurador general, 
trafms á lo, int.-reses del pleito, tienen por sus propias funcio- 
na el deber de seguir la inunda s,n otro interés u, razón 
real ni aparente que el cumplimiento de lo* deberes de su 
curu- 

Si A esU ciT. un.tancia capital se agrega U del recargo de 
función-, que pesan sobre 61, en lo «dmiuistrativo ? j.. di cal. 
m exceso superior á la voluntad y poder de un hombre, y to- 
davía i «cuerda el carácter urgente y privilegiado de munh»e de 
eJ k$ y especialmente, tas criminales que en estos momento, 
de proximidad de la -biusara !e vienen tanto de V. E, romn de 
l,>,ju,gado, del crimen inferior*», por razo» del recurso esta- 
Mecido por el artículo 160 d- 1 Código de Procedimientos en lo 
Criminal; ti se tiene en cuanta el carácter privilegiado de esas 
causas y de la. múltiples sobre del rumiación de impuestos M- 
mtm que atluyen en fcopel al despacho del procurador gene- 
ral; ai se recuerda la preferencia á su respecto, que el regla- 



DE JUSTICIA NACIONAL 



309 



mentó de la Suprema Corte de 1863 di apune le den los juecoí 
federales, ninguna duda ni vacilación puede quedar en el espí- 
ritu respecto á la voluntad da! funcionario de seguir el pleito, 
•iti dilación ni demora que deba sospecharse interesada ó ma- 
liciosa. 

I esa voluntad «ata demostrada por el hecho de la presenta- 
ción de la expresión de agravios. 

Llamo muy especialmente 1» superior atención de V. E. áestfl 
respecto. 

El Procurador general no tiene ordenanza para la devolución 
de los expedientes. Por una práctica constante ea « l de la Su- 
prema Corte quien (lata los expedientes despachados cuando 
viene á buscarlos, y algunas veceaes tul el pnao de loa que lleva 
del depacliu de los señorea ministros, que no puede agregar loa 
del Pro- urador general, que deben quedar por esa causa pitra 
otro día. De nh( que muchas veces las causas despachada ha- 
yan de esperar que vengan á buscarlas para ser introducidas á 
la secreta rú. 

Cuando s<- comunicó al Procurador gen-Tul la rebeldía a-iisa- 
da, estaban ya expresados loa agravi -■ ¡; en el mismo acto de 
recibir la notificación de la providencia i vengan loa autos 
fueron mtregados con el escrito, que solo bahía esperado que 
vinieran á buscarlos, según la práctica constante. 

Si en el caso de los particulares que no llevan los aulos y 
presentan sus eaoriUs personalmente en aecretaría, V. K, está 
habilitado por su presencia para despachar la rebeldía en el 
acto ; en el caso actual en que loa autos existían en el poder 
del procurador, despachados con el escrito de cipresino de 
agravios para ser llevados cando vinieren á buscarla, la re- 
beldía carecía de fundamento l-gal. 

Las resol uciunes de V. ü. que han reconocido la improceden- 
cia de la deserción, cuando la expresión de agravios se presenta 
en la misma audiencia que la rebeldía, debieran alcanzar el ex- 
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cepcional ca&o actual si si- observa que V. E. ha declarado en Ja 
causa tomo 28, página 460, de sus fallos «que la presentación 
del escrito de rebeldía por estar vencido el término para expre- 
sar agí avíos, no produce ipw jacto el ef.cto de quedar desierto 
el recurso de apelación, porque es necesaria providencia judi- 
cial que así lo declare, como sucede en la gestión de cualquh r 
otr» derecho ante los tribunales de justicia, y puede haber ca- 
sos en que emtta justa causa para no haror luyar ú ta re- 
beldía. 

No invoqué causan personales .Ir excusa, a pesar de los sufri- 
mientos físicos, complicados con una bronquitis, que rae moles- 
taron fuertemente en Job días del término, porque pude sobrepo- 
nerme á ellos con supremo esfuerzo para presentar la expresión 
de agravios, antes que resolución alguna de V. E. hubiera de 
elaradu la taducidad del término para verificarlo. 

Con ese hecho la presun 'ion dedeserciop quedaba desvirtua- 
da, según los íund amen los del fallió de V, E, que acabo de 
citaT, y V. E. en aptitud legal para apreciar las justas causas 
que hacían improcedente ya ia rebeldía acusada. Las circuns- 
tancias expr<sadas, la presentación de la expresión de agravios 
como manifestación incontestable de la volunta I de seguir la 
causa; su gravedad, capaz, eu último término, de autorizar una 
prorrogación del término ordinario; la importancia tanto de 
los valores como de lo* principios comprometidos, que reclaman 
una resolución de V. K. que establezca la jurisprudencia al res- 
pecto, la equidad misma que aun eu la duda sobre el mejor de- 
recho debe inclinarse en favor de la representación pública, 
ajena á todo interés ilegitimo, pues sólo aspira i Indecisión en 
justicia por el alto tribunal de V. E,, son fundamentos que in- 
voco para pedir á V. % quieni dejar sin efecto el auto sobre de- 
serción del recurso, y dar al escrito de expresión de agravias el 
trámite que corresponda. 

Saínniano A'tW. 
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Hueiios Aires, Diciembre 11 de 1897, 

Autos y vistos : Considerando : Q\\< si la rebeldía acubada 
por el escrito de foja ciento setenta y una no fué despachada 
en el día, con arreglo á loque dispone el artículo doscientos 
diecisiete de la lev de procedimientos» y á la práctica y juris- 
prudencia de esta Suprema Corte, fué sólo por el hecho de no 
encontrarse el expediente en secretaría, sinó en poder del mis- 
w> Procurador general, i los efectos de la providencia de foja 
ciento sesenta y nueve vuelta, qne mandó expresar agravios. 

Que si bien el escrito de expresión de agravios fué entregado 
conjuntamente con el expediente, este hecho sólo tuvo lugar 
después de notificado el señor Procurador general de la provi- 
dencia de Toja ciento setenta y una, que mandaba traer los au- 
tos, y cuando habían transcurrido ya algunos días desde que 
tuvo entrada en el acuerdo el escrito de rebeldía. 

Qne las raxonea aducidas por el señor Procurador general pa- 
ra pedir la revocatoria del auto declarando la deserción, son 
insuficientes para demostrar ia existencia de circunstancias 
que seopongan á la declaración de rebeldía. 

Que la igualdad de las partes en juicio y Ins términos gene- 
rales y absolutos de la ley de procedimientos, imponen á los 
jueces el deber de aplicar ti los litigantes las mismas reglas. 

Por estos fundamento 4 y los del auto de foja ciento setenta 
y tTes vuelta, no se hace lugar á la revocatoria deducida, y co- 
rran los autos según su estado. De acuerdo con lo dispuesto en 
la ley numero trea mil seiscientos cuarenta y nueve se señalan 
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los diaa lunes y íieni<;¡* para que h;s int* rraados comparezcan 
álaolicinaá ser notificadas. 

HOJAHÍN PAZ. — LUI» V- VAHE- 
LA. — ABEL BAIAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 



« AUNA I t t'XÍ VIII 



ttemrso de hahens a>qms á faw¡r J*- ion Santiago Itwra 

Sutltíirio. — El juez de comercio es autoridad competen tí* 
para ordenar el arresto del fallí lo, y contra yaa óniin no pro- 
cede el recurso d.- hateas corpas. 

Caso.— Ktaulta de las Alguien Ees pieza* : 



Fallo del Juez Federal 

Unimos Airea, Oc labre 14 de 1HÜ7 . 

Autos y vistos: [m^ent-- recurso de habeas carpus, tiat- 
doul couocrtnieutu del juzgado por don José M* López, a favor 
de don Santii^u Riera, detenido en la [*>intenciaría nacional, 
por .irden del señor juez de comercio de la Capital de la Jle- 
públi- g, doctor don Luis A. FeyreL 
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Y considerando: Qir> J icíni recurso de a ta paro de la liberta I 
individual sólo es proceden**-, m los caaos ord i n arios, cuando es 
intentado contra orden ó procedimiento de no fuu^ionari» pú- 
blico tendente á restringir sin derecho .^a libertad fart.617 
del Cid i gri de Instrucción en lo Criminal). 

Que según resolta de los distintos informes espedidos por el 
director de la cárcel penitenciaria, por el señor jefe de policía 
t por el juez de comercio doctor Peyret, la detención de Riera 
en dicho establecimiento rtojpoade áórd-n emanada de este fun- 
cionario, motivada y decretada en .-l expediente de l;t quiebra 
de tos señores G. Riera y eompañía. radicado ante ese juzgad-* 
y de laque el detenido forma purte. 

Quede «cuerdo a lo preceptuado por el artículo 1396 del Có- 
digo de Comercio, ¡a providencia que en el caso prevenido por 
el incao 6" de dicho artículo, declara en estado de quiebra a 
un comerciante, debe necesaria mente contener la Arden de 
arresto del fallido. 

Que «i bien, con arreglo al precepto constitucional (art. 
á las disposiciones legales ojie riguii la materia y á la idea do- 
minante en todas las legislaciones modernas, nadir puede ser 
arrestado sino cu virtud de orden escrita de autoridad cotnpe- 
tente, y á que esa restricción de la libertad, en el día, está cir- 
cunscripta y limitada á casos de excepción; en el sub~judiee l el 
arresto de Hiera por orden del «emir juez de comercia de la Ca- 
pital y oou ocasión de su quiebra, lo lia *idn no abusivamente y 
contra derecho, único caso qm- autorizaría este interdicto, sino 
al amparo del precepto sancionado en el inciso 6" del artículo 
1396 del Código de Comerci", que t-xpres iiuenle confiere facul- 
tad privativa á dicho magistrado para decretarla en loa casos 
allí prerenidus, esto es, cuando no hubiese cumplido con la dis- 
posición del articulo 1389, al presentarse eu estado de quiebia, 
y cuando la declaración se hiciere á instancia de acreedores ó 
por fitya ú ocultación del comerciante. 
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Que desde luego, el señor ]uez doctor Pevret, como juez del 
concurso de Riera, es autoridad competente para haber dictado 
la urden de su arresto, razón por la que, de conformidad & loa 
artículos 617 y 82i del recordado código» el recurso de amparo 
de la libertad deducido es á todas tuces improcedente, por en- 
cuadrar dicha urden de detención en la prescripción legal invo- 
cada como privativa del juez qnc entiende y conoce de esa 
'luiebra* 

Por estas consideraciones y to dictaminado por el ministerio 
público, dciimüvamente juz-gando, fallo: rechazando por im- 
procedente el recurso de hateas corpas interpuesto por don Jo- 
sé M/' López á favor de don Santiago Hiera, con especial con- 
denación eo costas, á mérito de lo prevenido en el artículo 6U 
del precitado Código de procedimientos en lo criminal. 

Notifícese con el original y repónganse los sellos. 

Ayustin I rúinarrain. 



VISTA UBI. SEflOH NIOCUIUÜOK GENERAL 

Hu<"Do> Aires» Novieinbri* 4 iJe 1HÍJ7. 

Suprema Corte: 

La resolución recurrida de foja 16 se ajusta á las circuns- 
tancias de hecho y ú las prescripciones del derecho que rigen ti 
recurso de habeos corpas. Nada necesito agregar, limitándome- 
por elle á pedirá V. E. la conurmaeion por sus fundamentos. 



Sabiniqno Kter. 
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Fallo de I* ftwprom» C«rt* 



IIii.'ihh Ain-, I»]. i.-Nilire ll i.Jf lNÍ'7. 

VUtos y considrranrfo: Que según resulta -Je estos .míos « t 
arroto de Santiago Riera ha sido decretado por el juez que co- 
noce del juicio di quiebra de los señorea J. Riera y compañía. 

Que, por consiguiente, diiho arrosto procede de órden del 
juez de comercio en ejercicio de su jurisdicción expresamente 
conferida por e¡ TtWlo mil trecientos noTfiila y seis, inciso 
sexto, del Código rieCmnercui. 

Que si el arresto ba debido ó no decretarse, e> materia cuyo 
conocimiento no corresponde i esta Suprema Cort*. bastándo- 
le saber que la medida se adoptó por autoridad con derecho pa- 
ra ell" y que el caso n<> está comprendido en el segundo párrafo 
de) artículo seiscientos diez y siete del Código de Procedimien- 
tos en lo criminal. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general y fundamentos concordantes del auto apelado de foja 
diez y seis, se confirma éste, con costas. Devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. - ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO SURGE* 
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(ALNA 1(1X411 



Criminal euntra Valentín Uzarrayn y otros, por faltativa 
de falsificación de billetes de banco 

Saman». — 1.a tentativa Je faisiti- ación fie billotee de banco 
debe ser Castíg mi a con irest años do trabajos forzados y m»)ta de 
un mjl doscientos pesos (art. 93 y ley nacional penal ; art. 
i% im-íao2*. rvvjíiro Penal). 



f/íiso. — Res u Ha del 



Fallo del 



Lo Piala. Junio ¿8 de 1«jt. 

V vistos: Los seguido* contra Valentín Lizarraga y otro N por 
tentativa de falsilieacion de hilletes del IJanco de la Na<ion Ai- 
gentina, valor de veinte pesos moneda nacional. 

I resultando : 1" Que el 25 de Junio del año próximo pasadu, 
fue iniciado el sumario de prevención por el comisario de pea- 
quisas de la Capital federal don Beluario Ütamendi, y en la 
niiama fecha dd he- ho que lo motivara tuvo conocimiento este 
juzgado, como consta de foja 3, de acuerdo con lo dispuesto en 
el articulo 183 de) Código de Procedimientos en lo criminal, ar- 
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tículo 23, inciso 3 o , del mí sin» y articulo 3 o . inciso 4 o , de la ley 
de 14 de Setiembre de 4863, sobre la competencia de este tri- 
bunal, toda vez que el delito denunciado se cometió en el pueblo 
de San Isidro, y en territorio donde la justicia federal ejerce ju- 
risdicción exclusiva. 

2* ^ue se procedió á la detención de los coautores y a] se- 
cuestro de las piezas, máquinas y útiles que servían para l;i 
impresión de los billetes, turnando por base di- información Tas 
declaraciones de fojas i y 4 vuelta, de Valentín Lizarra-a, y 
procediendo en todo de acueTdo con los artículos :!" y 188 del 
Código de procedimientos, á constituir * n prisión preventiva al 
referido Linar raga, juntamente con Manuel Rodríguez Ramírez 
Asencio, Manuel Ramírez Serrano, Cayetana Aseche de Uilba-. 
f'esureo Ramírez Serran-, Lorenzo Meujebar, José Reixach, 
Francisco Díaz y Francisco R- íxai b, faltando H« rnardu Rippa, 
el que, á pesar di' las gestiones practicadas, no Ha sido aprehen- 
dido hasta el presente. Los facsímiles parciales de la composición 
litngrnfiea figuran á foja 37, y los originales d" los billetes do 
veinte pesoüsuslniiilo-: de la ' 'nmpañía Sudamericana de l-il t s 
de 15a no. á f >ja 40; cesando con fecha 30 de -I unió la interven- 
ción de la pulida y procediendo por él juzgado ú la ratifica- ion 
de ias primera- declaraciones de Jos detenidos, de conformidad 
á los artículo- 195 y 197 del Código de Procedimientos. 

3 o Que de las declaraciones de fojas 1 t i vuelta y 31 vuelta, 
ratificadas á foja 41, Valentín Lizarraga, propietario déla ' isa 
situada en San Isidro, donde se instaló el taller de fabricación, 
dice que la caga fué alquilada por Manuel Ramírez Asencio, 
donde >e instaló con ias máquinas y materiales, en compañía de 
Francisco Reixach y José Reixach, quienes se entregaron al 
trabajo de la fabricación con las precauciones consiguientes, 
dándole á guardar los paquetes y cajita que entregó á U policía, 
según lo ha manifestado anteriormente, y confirmada por la* de 
fojas 1% 47 y 48, llegándose después devanas diligencias al 
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estado de plenario (véase f .ja 29), y la acusación fiscal (fojas 
81 á 88 vuelta) arriba á Us siguientes conclusión*- : 

a) Estar constatado el delito de falsificación, por estar descu- 
biertos ¡us elementos indispensables para la elaboración de bi- 
lletes, como ser, las maquinas de impresión, 
etc., man if es Lados en la declaración de foja \, 
8 y 9 y retenidos un depósito á fojas 40 vuelta y 52 ; y con el des- 
cubrimiento de las pruebas de foja 37. que se fabricaban ; 

b) Que la culpabilidad de todas las personas detenidas, en 
más ó menos grado, estaba probada; los unos por propia confe- 
sión, y los otros por la reunión de elementos de convicción que 
existen en autos, señalando como amores principales, á Valentín 
Lizarraga, Manuel Ramírez Asencio, Francisco y José Reixacb, 
y por lo tanto, que está i omprendido en la clasificación del ar- 
ticulo 21, incisos 1" y 3". del Código Penal ; 

c) Que respecto 4 Francisco Ruiz, Cayetana Areche de Bil- 
bao, Lorenzo Mendigar y Cesáreo Ramírez Serrano, es evidente 
que prestaban el concurso necesario para fa-ihur la realización 
de los múltiples servicios de la impresión, fuera del taller, ocul- 
tando el delito de falsificación, y por consiguiente, quedaban 
sometidos ú la calificación del artículo 42, incisos 1\ 2 o y 3% del 
Código Penal; 

\í) Que no hubo circulación de billetes, haciéndose por lo 
Lauto violento penar e»le delito con el máximum de siete años 
de trabajos forzados, y no con el mínimum, y como consecuen- 
cia, con Ja multa pura los cómplices ó encubridores, desde que 
con sujeción al sistema de represión del artículo 02, ley del 63, 
no tiene gradación, pide por lo tanto, para fes autores princi- 
pales antedicho*, la pena de cuatro años de trabajos forzados 
y multa da cinco mil pesos fuertes para cada uno de los cóm- 
plices ó encubridores, con costas, con arreglo al artículo 62, ley 
de Ude Setiembre de 1863, y sobreseimiento definitivo parael 
procesado Manuel Ramírez Serrano, con arreglo al artículo 
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434, inciso 3°, del Código de Procedí míen toa en la criminal. 

4° Que corrido troludo de la acusación, la defensa, después de 
varias consideraciones, llega é las siguientes conclusiones : 

a) Que la ley de 14 de Setiembre de 1863, por la cual deben 
ser juzgados sus defendidos, I • único que castiga es el didito 
perpetrado de falsificación ; no La hiendo en dicha le; tentativa 
próxima ni remota, cómplices ni encubridores; 

b) Que el Código penal no entra aquí para nada, f ho> que 
falsifiquen ó adulten-n, dice al artículo 30, ley de 3 de Noviem- 
bre de 1887, billetes de los autorizados por « ata ley, y los que 
circulen, etc., quedarán sujetos á las penas establecidas en el 
título 10, ley de 14 de Setiembre de 186:» * ¡ 

c/ Que no sólo no han llevado á eabo la falsificación los dos 
únicos que confiesan que se ocuparon de ella, á saber, Manuel 
Ramírez Asencio y José Reiiacb, pues voluntariamente desis- 
tieron de la perpetración de ese delito, y así lo dicen en su* res- 
pectivas declaraciones (fojas 15 y 48 vuelta), debiendo ser i-reí- 
dos tanto porque la confesión es indivisible (art. 318, Código de 
Procedimientos en lo criminal), cuanto porque todo lu que re- 
sulta de autos favorece sus acertos, no existiendo tampoco 
complicidad, puesto que no hubo ejecución de delito, se impone 
por consiguiente la absolución de sus defendidos. 

5 o Que con fecha 28 de Octubr»* del año próximo pasado, se 
reeibió esta causa á prueba y se produjo á foja 190 la de Fran- 
cisco y José Reíxach, a foja 196 la de Lorenzo Meugibar, á foja 
177 la de Valentín Litorraga, y á foja 198 la de Manuel Ro- 
dríguez Ramírez y Asencio, dictando la providencia de autos 
este juzgado, previas las correspondientes notas de secretaría, 
á los efectos del artículo 490 del Código de Procedimientos en 
lo criminal. 

Y considerando : I o Que de loa hechos relacionados resulta 
que los procesados no han infringido esplíci tatúente ei artículo 
62 de la ley nacional sobre crímenes y delitos, y en efecto, en 
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dicho artículo se preveen tres rasos : t la introducción de falsos 
títulos (Je la deuda publica al portador, billetes ó libranzas M 
tesoro, etc.; 2° La expedición de los mismos; y 3* su falsificación. 

2 o Que con toda evidencia aparece que la ley no ha conside- 
rad*, el caso de lo* trabajos preparatorios que pueden dar por 
resoltado la comisión del delito que fulmina e n determinadas 
penas. El legislador ha creído, sin duda, qae nodebfo apreciar el 
tttto más que en su desarrollo completo, miando apáret e en la 
realidad con caracteres indiscutibles de existencia, empezando 
pntónces el perjuicio para la sociedad, que es lo que la ley tiene 
etí Ti^ta al efecto de Ja represión, 

i¿ue tal intención del legislador apareen evidente compa- 
rando la* disposiciones del título 10, > o que se comprende dicho 
artículo 6¿, ■ on otras de la misma le en que s- pr.-vee el caso de 
actos preparatorios y se establece para ellos un procedimiento 
especsaly hasta una pena. Véase, por ejemplo, el irtícnlo que 
se rtfiere ú la prepara' ion de delitos \> n.idos, en sii cabal con- 
sumación, por los artículos comprendidos en los títulos 4" y 5 o ; 
véase también los artículos v 2" y 28 *m que determinados actos 
prepara» itrios, seducción de tropas, son po vistos y castigados 
• on distinta pena de la consumación del delito línal : seducción 
ó rebelión. 

4 t¿ue vanamente s- podría intentar comprender los actos 
preparatorios d. tos delitos consumados definidos y penados en 
la disposición general del aití- ulo 1+3 de la ley, como debiendo 
aplicármeles- el derecho ceiimn de la- provincias ó s-a el iVxli^n 
Penal, por cnanto aquella se reíiere á los delitos Contra la na- 
ción no previstos en eihi !-.n «deeto, el Código Penal, no puede 
aplicarse á delitos que tampoco ha previstos no hay en este có- 
digo ni mí un artículo refere nt- :i los ». to. preparatorios de la 
consumación de delitos de falsificación de billetes de bancu. 

5» Que ann cuando prima fnrie pudiera aparecer aplicable 
la part- del Código Penal {derecho común -le las provincias), en 
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cuanto estudia en general los actos preparatorios de los delitos 
consumados, y en cuanto algunos de dichos actos son defendido, 
como punibles, .:on el u mlm- de tentativa, es evidente que di- 
cha parte primera de este código, se refiere Unicamente á los he- 
chos que en la segunda parte eipresa y tactivamente se enu- 
mera como punibles. 

Sin violencia del buen sentido jurídico no cube considerar la 
primera p:irte cnnm una ley con sustancia propia aplicable, n„ 
sólo los delitos comprendidos en la s, gnnda sinó á Mesías 
leyes penales, aun las nacional^ que no pudieron ser tenidas en 
vina al diñarse e l Código Penal por el Congrio, de acuerdo 
con el inciso H del artfeulo 57 de la Constitución nacional. 

6 Ü Que atm cuaudo á esa jurisprudencia eitensíva quisiera 
llegarse por el juzgado, impido del afán de evitar la repetición 
de análogas tentativas, coi. . lio ultrapasaría sus propias facul- 
tad,-*, que nu van más allá de fallar por !ey expresa y vigente en 
materia p, nal. especialmente regida por el artículo 12 del Có- 
<%■ dé Procedimiento*, que prohibe toda extensión aualógica, 
so caliendo - n e>ta materia sacar de distintas fuentes I. gales 
ñ doctrinales un rompleio legal que rija -1 caso, como pasa en 
derecbo privado, 

7" - sta misma doctrina ha sidu aplicada ya por el prove- 
yente, en cas,.s análogo,, declarando que la ley nacional de 1863 
do puede completarse ron e¡ Código Penal, su primera parte 
sin rit > Jl '™" I* '"iBina ley, por razónesele el legislador poede 
haber tenido en cuenta, y en último re n!tadn, sin más r«on 
qnesu propia autoridad, voluntad ^uprerna á la cual uo puede 
sustituir el j« M Ja suya propia. Cabe imaginar, sin embargo 
qne la ley no ha que rido ver actos preparatorios, porque todavía 
en so comisión por |u S supuesto* nos, la sociedad no ha reci- 
bido agravio, ó por lo menos aquel agravio real, sério y tras- 
cendente para el cual se han señalado penas muy graves. 

8" Que esta doctrina del juzgado ha sido desarrollada en otros 
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tribunales, singularmente en la Capital federal, con motivo de 
los delitos de expendio de billetes de ¡olería clandestina, decla- 
rándose en distintos Tallos que, castigando la ley (especial de 
lotería de beneficencia) únicamente el expendio de tales billete*, 
no es punible la mera tenencia de ellos, aunque haya las más 
fuertes presunciones de que está próximo á cometerse el delito 
especial me ule penado por La ley. 

Pur estas consideraciones, y no obstante lo dictaminado por 

el procurador fiscal : 

Fallo sobreseyendo definitivamente en esta causa con arrecio 
á lo dispuesto en el artículo 434, inciso 1", del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal, y mandando poner en libertad á los 

ili-teuidui actualmente. 

Cancélense las escrituras de lo* que se encuentran en libertad 
bajo lianza, y líbrense los oficios del caso. Notifiquen con el 
original y regístrese en el libro de sentencia*. 

Maritmo S. 'le Utwcoecheu. 



VISTA 1>BL SEflOK PIlOCURAllO» GKíVEK AL 

lím-no* Airas, Vgoato 16 d* V&L 

Suprema Otrle : 

La falsificación de billetes de banco que motiva este proceso, 
es un lucho que consta con evidencia en autos. 

La criminalidad délos proceros Valentín iízarmga, Ma- 
nuel Kamirez líodriguez y Francisco y José Reixach. rom<. au- 
tores de la falsilicacion, consta no sólo por La propia eunfesion, 
sinó también por cireuustaucias directas é inequívoras. como lo 
demuestra la acusación hVal de foja 81 , que ruego á V. K. s« 
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sirva haber por reproducida,. Lo mismo puede afirmarse respec- 
to de Ruiz, Mengibar, Arrecb,a y Cerrano, en cuanto i su com- 
plicidad como ,oultadores y facilitadores, aunque por actos fuera 
del taller de falsificación, de Ja conducen de los propósitos del 
delilo perpetrado. 

La falsilicadon üo ba M> consumada es verdad, porun.- la 
policía descubrió bu» procederes ante* d, haberse terminado ta 
falsificación y de prodncirse/sus efectos. 

La sentencia recurrida deduce de esas circunstancias que no 
esist,- delito imputable á Jos procesados, ya que ,1 artículo 63 
de lu ley sobre crímme< contra la Nación sólo ealiüca y peni \ á 
introducción, Circulación ó falsilicacion de los billetes de banco. 

La ley del año 63 tuvo por objetivo, determinar los delitos 
entra la Nación, y lijar su penalidad, sin entrar en los detalles 
de la legislación general, . ou.plementaria de aquella, de la que 
«o podía prescindir. 

Por ello, su artículo 93 prescribe que los delitos no previstos 
en esa ley serán castigados con arreglo á los códigos m f„ r . 
man el derecho común de las¡pp> vinel as, 

Y es con sujeción á esa legislación penal, que una práctica 
constante establecida por la jurisprudencia de V V v i , a 

r j m "muirme V . JV, y por | a de 

todos loa tnbunales nacionales, ha reconocido incorporadas to- 
das las disposiciones del Código penal, como complementario de 
la iey especial de *863. 

No era posible, en el terreno legal, prescindir de las diferen- 
cias entre autores y cómpl ees, encubrid ores/>tc, ni era razo- 
nable siguiera pensar qoe | aa circunstancias personales del reo 
la» gravantes ó atenuantes de la causa, y todos los hechos y 
prescripciones aplicables qu^forman el reamen penal univemí 
no habían de tenerle en cuenta por»„o haberse incluid., eipresa- 
mente en la ley represiva del año 63. 

Tal negación es insostenible ante Jos principios del derecho 
universal, ante Ja prescripción del artículo 93 de Ja ley citada. 



y ante su constante aplicación en todos los casos ocurrentes. 

Con sujeción á e,tos antecedentes, el delito de falsificación 
perpetrado por lo*, proemios, como todos loa otros, puede ser 
consumado ó Mustiado. 

.Hay delito frustrado, prescribe el Código PenJ, cuando el 
culpable, á pesar de haber hecho todo de su part« para conso- 
narlo, no logra su objet" por cansas independientes de su vo- 
luntad. » Y es éste •-! caso sith-judiee. 

La falsifir-apion esia demostrada. La intención y voluntad di- 
los perpetradores es evidente ; la frustración del '-xito intenno- 
raímente buscado, depende sólo de a intervención de la policía 
que intt-rrumpiú los trabajos y secuestró los elementos emplea- 
das para consumarlos. 

Es siflinprt- el l< Lito de falsibcaei 01 á que *• refiere el artículo 
02 «I e la ley de l&A, modificado eu >us cotí secuencias pero siem- 
pre delito, y como tal sujeto a pena. 

V. E., en el íallo registrado en la sene 4', tomo 12. página 
604, nene declarado: «que no oblante el silencio de ta ley dH4 
de S-tiembre de 1803, ac, rea de la Uotativa en el delito de re- 
Mioo.el derecho otiafe*.? la práctica uniforme le imponen una 
pon., menor que la del delito consumado». 

Macando < sos principios del derecho comnn y la jumpru- 
denna establecida por V. K., la faliificacinn, aunque no consu- 
mada en el raso suh-judict, es pasible de pena. 

Esa pena debe determinarse según lo .^Ublecid» en el inciso 
$ dél artículo 12 del índigo Peni), disminuyendo de.de una 
cuarta parte hasta la untad la proscripta para el delito consu- 
mad o. 

Si el término medio d, la pena aplicable al delito consumado 
.iebió ser de cinco años y medio de trabajos f orlado., una ve* 
,me no median circunstancias atenuantes ni agravantes, una 
disminución prudencial podría reducir aquella, por razón de la 
tentativa, á cuatro años de trabajos forzados en cuanto á lo, au- 
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tares principales, debiendo mantenerse la de multa, pedida por 
eJ Procurador fiscal á foja 88, contra ios encubridores, aunque 
disminuida proporcional ment e, se^uu <-l prudente, arbitrio de 
V\ E. Por tanto, í V,K, ( pido la revocación de la sentencia de 
foja "229, y la condena de lo* procesados como dejo expresado y 
creo de justicia. 

Sabiman» Kier 



Valí» 4« l* tü F , .u rt Corle 

Hutías Aires, Oiciembr^ H ib- lMíí7. 

Vistos y considerando: Que está probado que los procesados 
Valentín Ltzarraga, Manuel Liatnirei Red ricura Ascenci», Fran- 
cisco y J"sé Reixaeh, prepararon en cusa del primero, situada 
en el pueblo de San Isidro, la faisiticaeion de billetes de banco, 
adquiriendo las máquinas y útiles nucesariua al efecto, y prin- 
cipiando la fabri< ación de e-»us billetes* basta llevar la obra á nn 
estad n avanzado, todo lo que se demuestra por La prueba produ- 
cida, por confesión de Jos mismos procesados, excepto Lizarra- 
ga y por el facsímil qw- corre á foja treinta y siete y tres 
cuartos, 

Que nada hay en autos que sirva a hacer presumir que los ex- 
presados procesados hubiesen desistido voluntariamente de la 
comisión del delito, resultando lo eontrario de los hechos y cir- 
cunstancias de la causa. 

Que con esos antecedente^ debe concluirse que hay en el caso 
la teutativa definida por el artículo octavo del Código Penal y 
castigada por el artículo doce del mismo. 

Que según lo previene el artículo noventa y trea de Ja íej na- 
cional penal, Jos delitos contra Ja Nación no previstos en esa ley 
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deben ser castigados con arreglo & los códigos que forman ti 
derecho común de las provincias. 

Que en virtud de ese artículo y déla jurisprudencia uniforme 
de esta Suprema Corte, la tentativa de delitu, cuando sea ella 
delito por la ley rooinn, ra sujeta .i pena aun cuando no figure 
entre los delitos especialmente reglados por i mencionada ley 
nacional, 

Que con arreglo al inciso segundo del artículo doce citado, 
la tentativa que ha motivad a este proceso debe ser castigada 
con tápena correspondiente al delito consumado, disminuida 
desde la cuarta parte á h mitad. 

Que respecto de los procesados Cesario Bamim Serrano, Lo- 
renzo Mengibar, Cayetana A. ríe Bilbao y Francisca Diaz no 
h <y prueba que demuestre la complicidad que se les atribuye. 

Por estos fundamentos y los recordantes de la vista del se- 
ñor Procurador general, se revoca la sentencia de foja doscien- 
tas veintinueve, condenándose a los procesado* Valentín Liza- 
Traga, Manuel Rainire* Rodríguez Ascencio, Francisco y Jos6 
Reixach, de acuerdo v m <<l articulo do-Mi, inciso segundo, del 
Código Penal y artículo sesenta y dos de la ley penal de mil 
ochocientos sesenta y tres, n tres años de trabajos forzados cada 
uno, con descuento de la prisión preventiva sufrida á razón de 
doa dia* de ésta por uno de trabajos forzados, de conformidad al 
artículo noventa y dos de la citada ley penal y jurisprudencia 
de esta Suprema Corte, y multa, también cada ano, de un mil 
doscientas pesos; y se ubsueive de culpa y cargo á los procesa- 
dos Cesáreo Ramírez Serrano, Lorenzo Mengibar, Cayetano A. 
de Bilbao y Francisco l)iaz. Devuélvanse, podiendo notificara 
con el original. 

BENJAMIN PAZ. - AREL BAlAPC. 
— OCTAVIO BimGE. 
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Don AtatiasiQ Zeboilos, por su esposa doña Hortensia Amesftil, 
rontra don Celestino thnnngitez ; sobre mierda to de obra 
nutra. 

Sumario. — No «Jebe admitirse eJ interdicto de «tura nueva 
ai no 30 ha negado por el demandante que uabía convenido cod 
el demandado que hiciera los trabajos de edificación, mien- 
tras el perito nombrado por iimboa para resolver decidiese so- 
bre loa derecho* y deberes relacionados con ta medianería de la 
pared de propiedad del actor. 

Caso. — lies ul ta de] fallo de la Suprema Corte y del 



4*1 Jhmtz Federal 

liuenos Aires, Julio ¿de 1897 

Y vistos : Para sentencia de este eipediente seguido por don 
Ataoasi.» Zeballos, t omo representante legal de su esposa doña 
Hortensia Amespil de Zeballos, contra don Cekatíno Domin- 
guei, sobre interdicto de obra nueva del que resulta: Que áfoja 
2 se presentó don Luis A. Mofar, invocando la representación 
de Zeballos, según poder de foja 1 y manifestó : que en Di- 



FALLOS hfc LA SUFHBHA COH1L 



oiembre de 1895 su mandante promovió, por ¡inte el juzgado 
civil á cargo el doctor Ponire y Gómez, interdicto de obra nueva 
y robro de medianía contra el señor Domínguez, quien estaba 
edificando en el fundo vecino á lañe su representado. Cangallo 
número 2233. y haciendo uso indebido del muro divisorio, 
exclusivamente de su propiedad. 

Que ese interdicto se dedujo en la creencia de que Domínguez 
fuera vecino de la Capital federal, y ae ordenó la suspensión de 
la obra, érden que uo fue obedecida, causando con ello lesión á 
sus intereses, pero fjue habiendo posteriormente tenido conoci- 
miento que dicho señor i ra vecino de. la provincia de Buenos 
Airea y á fin de evitar nulidades ulteriores 6 excepciones inúti- 
les, deducía ante este juzgado interdicto de obra nueva, requi- 
riendo se oliciase al señor juez doctor Ponce y Gómez pura La 
remisión de lus expresados autos . 

Que traídos los autos d t; la referencia, fueron las partes 
convocadas á juicio verbal á los efectos del artículo 337 de la 
ley procesal; en esa audiencia los interesados adujeron las con- 
sideraciones de hecho y deden eho que ilustra el m ta de foja 
45 vuelta, reproduciendo el actor su demanda y pidiendo que 
¡i mérito de los títulos de propiedad agregados, se provea como 
allí se solicita. El representante del demandado sostiene la im- 
procedencia de la acción, por considerar completamente termi- 
nado este asunlo extrajudicialmente, como resulta, agrega, de 
lus documentos que presenta y de h>s que consta que en parte 
mantuvo intención de faltar á l<<s compromisos eoutraidos con 
Zebailo», convenio que no se realizó por la circunstacia allí 
apuntada, y que Domínguez no tiene inconveniente en deposi- 
tar el importe de la medianería, siempre que quede afectado su 
precio á Las resultas de los daños y perjuicio? motivados á causa 
de la suspensión de la obra. 

La parte de Zeballoa sostiene que la documentación eihibida 
orueba uue Domínguez lia hecho construcciones sobre paredes 
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ajenas sin pagar ¡i re v lamente la medianería, y quusihtiy perjui- 
cios originados por la suspensión de la obra, ^un de su exclusiva 
cuenta, por ser el resultado forzoso de no haber cumplido con 
aquella obligación; haciéndose constar, á solicitud del deman- 
dado, que el abono de la medianería uo se efectuó por haberse 
convenido que loa trabajos de edificación se hicieran hasta que 
el perito Aguirre resolviera sobre au importe. 

Considerando: I* Que en el interdicto «le obra nueva sólo 
incumbe ai jugado apreciar y resolver si existe la turbación de 
la posesión invocada por el demandante, i objeto de restablecer 
el estado de cunas anterior á esa turbación (artículo 2487 del 
Código Civil), sin perjuicio que en lu subsiguiente tas partes pue- 
dan discutir sus pretensiones y derechos en el juicio ordinario 
respectivo c»n toda la amplitud de acciou propina esta clase de 
juicios. 

i Que la demanda -uaLaurada sobre interdicto de obra nue- 
vo, tiene su apoyo y fundamentu legal en el título de propiedad 
corriente á foja... de autos, por el qut* cou&ta que la espora du 
Zeballos es propietaria y poseedora de la fui a colindante con 
la propiedad en la que el señor Domínguez practica las obras 
denunciadas. 

¡í" Que la ejecución de la nueva obr* eu terreno de la recla- 
mante, resulta evidentemente justificada, por reconocimiento 
expreso hecho por el demandado en el juicio verbal celebrado, 
así como por el resultado de ta inspección ocular verificada pur 
el juzgado, habiendo la parte de Domínguez limitado sus iner- 
vaciones en aquel acto, á sostener que el asunto se encuentra 
delinitivamente terminado por arreglo* privados concertados y 
que nunca ba tenido intención de faltar á sus compromisos, to 
que virtualmente implica un reconocimiento expreso del de- 
recho reclamado por Zebaüos. 

4 a Que la documentación exhibida, aparte de no tener carác- 
ter legal, poi no estar autentica la. las firmas que la suscri- 
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ben,no comprueban las afirmaciones del demandado, demos- 
trando tan aóJo que las partes han tratado de solucionar por la 
vía amistosa y conciliatoria las diferencias que las motivan , pe- 
ro, sin resultado satisfactorio, como lo demuestra el hecho mis- 
mo de la imr-iacion di> la acción. 

5" Que estando ;isí implícitamente recunucidala turbación de 
la posesión tranquila del actor, por razón de la obra que cons- 
truyo Domínguez ea terreno de la esposa de Zehallos y que di- 
vidr la propiedad de aquel, y estundo, por otra parte, reconocido 
por >d doman-lado el deber de abonar el importe déla mediana ¡a, 
pero mediante tu eondtciun deque el precio quede afectado á 
los perjuicios que la suspensión de la »bra le causjre, íluye ló- 
gicamente el derecho del actor de pedir la suspensión de esa 
obra, Mu que lesea dado al juxgado aceptar la Condición indi- 
cada, desdo que la acción que por tal comepto dedujere sería 
contraria y extraña á la que s- entila en la actualidad, de na- 
turaleza esencialmente sumaria, artículo 2501 del Código Civil, 
\ coya arción, si es que. legalmente pudiera prosperar, puede 
ejercitarla en todo momento. 

l'or ratos fundamentos, atenta la disposición de los artículos 
jUG8, 2499 y 2500 del Código Ci?il, y de acuerdo con la jum- 
|irudeii« ia que se registra en la série 4*, tomo 11 , página *>- 
de los Fallos de. la Suprima Corte, definitivamente juagando, fa- 
llo: declarando procedente el interdicto de obra nueva deducido 
por don Anastasia ZebalJos como reprt sentante legal de su es- 
posa doña Hortensia Ainespil de Z e bailo s, contra don Celes- 
tino Domínguez, y en su consecuencia ordeno: que ejecutoriad a 
esta res-ducion, el demandado destruya ó su costa dentro del 
término de diez días, toda la obra que afecte ó cargue la pa. 
red divisoria de propiedad del actor, con costas. Notiííquese 
original y repónganse los sellos, 
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loieno* Airo, Diciembre lfi¡ Je 1897. 

Vistos y considerando: Que eeguu expresa el ilu mandad o en 
el acta de Toja cuarenta y cinco vuelta, se había con Ten ido en- 
tre las partes, que los trabajas de edificación se hicieran mien- 
tras resolviese el perito señor Aguirre, nombrado de común 
acuerdo para decidir sobre los derachuay deberes relación arios 
con ta medianería de la pared en cuestión. 

Que esa afirmación, no tan sólo no ba sido contradicha por la 
parte del demandante sinó que está corroborada por lo* docu- 
mentos que curren de foja cincuenta A cincuenta y cinco, que 
presentados también en ]¡i citada audiencia, nu han sido c<m- 
LesUdos en cuanto i su autenticidad, desprendiéndole, á la in- 
versa, el reconocimiento de los documentos, en la ei posición 
que el demandante hace ¡i foja cuarenta y ocho vuelta. 

Que en mérito di* esos anteceden tés, que pueden darse por 
comprobados en virtud de la regla de procedimiento consignada 
en el artículo ochenta y seis de la ley do la materia, no puede 
admitirseque el demandado Doiumgmi haya obrado abusiva- 
mente utilizando la pared para el edilicio que construía, sin ha- 
ber pagado previamente la suma correspondiente para adquirir 
la medianería, ñique hubiera atentada á los derechos de) demun- 
dante, desde que su» actos no eran sinó el resultado de un acuer- 
do de voluntades «ntre ambos interesados. 

Que el demandado, ni antes ni ahora, ha desconocido los de- 
rechos del demandante, ni ha resistido ó resiste á cumplir con 
los deberes que la ley y la 

Que nada hay, por consiguiente, en 
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no teniendo importancia alguna la circunstancia de que, ja 
trabado este juicio, el demandado ha pretendido que el precio 
que ofrece pagar quede depositado á Las retmltas de los perjui- 
cios que ae le ocasionaron en virtud de aquel; porque tenga *¡ no 
raími en esta r. ¿erva. ella no puede miluir para legalizar una 
acción mal instaurada j destruir la contención de que se ha he- 
cho mérito, 

l*or estos fundamentos, >e revoca la sentencia apelada de 
fuja sesentay dos, dejándose sin efecto ka suspensión de la obra, 
y repuestos los scll-*, devuélvanle. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAH. 
- OCTAVIO BUNCE. 
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Uon Francisco Beiva contra vi Ferrocarril (test? <fc Burn»* i ires, 
¡iOr daños y perjuicios; sobre competencia 

- 

Sumario. - La demanda p.*r indemnización de daños causa- 
dos por hecho ilícito, puede intentarse ante el jaez del domicilio 
del demandado. 

Ca$»<— Resulta del 
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r*ll» (leí Juex federal 



Buenos Aires, Mayo b de. 1**7, 



A • i !■ ■ - y vistos la eicepiu m de? incompetencia jurisdicción;»: 
deducida .-n el es< rito de fuj;i i.í, libada en que el hcctio que 
motiva la demanda tuvu lugar en el líragado, provincia de 
Buenos Aires, por cuya razón cor responde su i'onociniiento al 
fuero del territorio en que fué cometido el acto ilícito de queso 
trata» 6 sea, al d»- esa provincia. 

Y considerando : t¿ue el presentt juici :rsa sobre reclama- 
cion de daños y perjuicios ..casionados con motivo del accidente 
de que instruya el escrito de foju 9. 

Que <jercitáudose ana acción personal proveniente de tal cau- 
sal, el juez competente para su conocimiento es el del domici- 
lio del demandado, cuino lo tiene resuelto la Suprcm* Corte en 
varios de sus fallos, y entre ofros, en W que se registran en la 



cuentra domiciliada en esta capital, con arreglo á la doctrina 
sus ten tuda, el juez competente para cono < er de ista demanda 
lo es el suscrito. 

Por las consideraciones expuestas, las aducid is á foja 17 y !o 
aconsejado par el ministerio público, el juzgado resuelve n<> 
hacer lugar, con t:spe<* : al condenación en costas f la e&cepctun 
opuesta; y en su consecuenc ia ord<uo *e eouteste A traslado 
pendiente en < a1 termino de ley. lie póngase el papel. 




Ujushn dr f ninmrrani. 
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VIST* DEL SEÑOR IMtílílURADOK GENERAL 

Uijf>m>* Airt's, J u jijo 1 i|e? 

Supretna Curte: 

Nada ene u e otro que observa r contra el acto de foja 20, cu - 
jos fundamentos invoco, para pedir á V. E. su confirmación. 

Sahiniano hier. 



Fallo d* I» Ntiprema Corle 

Buenos Air-j*. Diciembre 1*¡ de IXU. 

Vistos y considerando: Que la acción ínteutada se dirige á 
obtener indemnización ile daños causados por hecho ilícito, ^e- 
gnn lu pretendo "I demandante. 

«¿Lie en tal r.asu la demanda ha podido intentarse ante el juez 
del domicilio dul demandado, de conformidad A to dispuesto en 
la ley tercera, título décimoquinto, partida séptima, y á la dé- 
* imaquinta, titulo primero de la misma partida, ú que aquel lu 
hice referí-liria iurorpor¿tndolo A su disposición. 

Por ésto, de acuenlo con lo p- dido por el señ «r Procuradla - 
general y fundamento* concordante* del aut > apelado de foja 
diev y n ieve ritelta, -se conlirma éste, con -n^aa. Repuestos los 
sello*, devuélvanse. Notifíquese original. 

llt >J a*II> PAZ. — AHEL BAZAN. 
— OCTAVIO BTJNGE. 
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fruti wat contra Francisco Jarra y \hsstn Conti, xuhre 
circulación df MUetes de banco [abas 

Sumario. — Si de los hechos y cireunstaudus del proceso 
resulta l¡i presunción de que vi que hd circulado loa billetes 
falsos loa recibid sin conocimiento de su falsedad, y mi existen 
eu autos elementos demostrativos di? eso conocimiento cuando 
los circuló, aquella presunción debe extenderse a! hecho de la 
circulación y absolverse a) acusado. 



foso. — Resulta de las siguientes pietaa : 



r«it« dtl Ju» f edi-ral 

CóMnlia, Junto U ile 1N!>\, 

Vistos: Los seguidos por denuncia de las autoridades de 
Leones», departamento Alaren Juárez, por circulación de bille- 
tes fiiUos del Baño > de la Nación, de lo* que resulta: 

1*QueelsubcomísarÍodeSaD Marcos, departamento Uniun, don 
Luis Belga, entregó al juez de paz de Leones un billete de 50 pesos 
d*-l Banco referido diciendo que Jo había entregado don Zenori 
Sal^aJn en una cusa del Jugar de Sun Marcos manifestando 
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que se lo había dadu á él, el individuo Jerónimo Gutiérrez, car- 
nicero de Leones. Después de varias indagaciones resultó que 
este billete había sido cambiado por el procesado Francisco 
Jacra á un sastre Xazzi, 

También a par n *e que Jacea diú -n pagi» un otm billete de la 
misma cantidad al individuo íttdisarin Arévalo, fojas 3 A 26. 

2" Jacca presta declaración y niega varias veces estos hechos , 
per<« pnr lin, en 12 de Junio, ante el juez de paz de Leoue*. de- 
clara <iite todo !o que lia di< ho antes es fals.t, que para que La 
justicia fuese encaminada por la verdadera, senda, y en desear- 
lío de su conciencia, i t>a a declarar la verdad sin presión de 
ningún -ro. Qu- < ri 25 de Abril próximo pasado se enetiutra- 
ba poseedor de tres ch»-que> por valor de p.-S"s 95 centa- 

vos por pagi-s que le había lieeii" la ■ nmpañía * Uniun de Coli- 
nos: Segurocontra tiranizo» d. Villa Casilda. Que sabiendo que 
AIi-süío Conti iba ti Rosario á cuya sucursal d<1 Banc.» de la 
Nación iban girados I- encargó que los cobrara. Que pucos 
días después tuvo que ir el también al Rosario, por otros asuntos 
y á su vuelta '■iiconír - u t añada de Gómez si Oüllti, que volvía 
de liueuo* Aires, adonde se había ido desde el Rosario, y que se 
vinieron juntos, indicándole i'outti que traía en el bolsillo el 
dinero que le había cobrad.-. Que al sit-uieute día Coatí l« en!re- 
gÓ2500 pesos en billete- nuevos de 50 penis, queConti, poT are- 
ngnacion del declarante, le aseguró - ran buenos. Que más tarde 
í'onti le prestó 9U0 pesos más para hacer un pago. 

iiue .le aquellos billetes el declarante hiz-i un paquet* y los 
mandó á nu tal Medina *n pago de hacienda (reses) que le había 
f ompraib', i.¿ue en esta suma incluyo 27 billetes de Süpesusde 
los entregados por í'onti. 

ijue C'in los mismos pagó ¡i Arévalo d«*s bilí. -tes, urm cambió 
al >astr* Nazzí y diú otro más. Habiendo oído el declarante 
Jacca. unos días d. spui s, que andaban circulandobilletesfalsos, 
lomó algun a ile los que le quedaban de los dados por Conti, para 
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devolvérselos, temiendo fueran falsos. Que Conti le contestó 
«consejándole dejase transcurrir algún tiempo hasta que pasa- 
ae el barullo, que entinéis, puco á poco, podría ir largándolos 
ofertándole por el resto y para lo sucesivo el descuento del 
80 por ciento á favor del d. ufaran te. Que éste se liego rotunda- 
mente, por lo que < onti le recibió los billetes que no recuerda 
con precisión cuántos eran, poco más 6 menos lió 15 y arro- 
llándoos y envolviéndolo» en un papel los arrojó dentro de un 
cajón de una cómoda, diciéndole Couli qpe tan luego enmo tu- 
viera dinero le arreglaría el s¿ildo. 

Kn una de las varias veces que fué á lo de Conti con ese ob 
jeto, Conti le ofreció un billete de 50 pesoB de emisión vieja que 
el declarante reconoció ser falso, observándole Conti se recono- 
cía la bondad cuando al sello redondo de letra colorada que 
llevan no trasluce el reverso. Condición que no llenaba el que le 
ofnefa, diciéndole Conti que el remedioera zurcirlo, que nü ha- 
bía tnáa que romper el papel naciéndolo por ei medio delsellito 
colorado y uniendo la acción á la palabra rompió por el sitio 
indicado pegando al reverso una tirita d<- papel de manera que 
quedara cubierto el sello trasluciente. 

A foj u 531 , Jacca dijo qu<- >e rahlicaba en sus declaraciones 
de fojas 60 y 67 Que como lo tiene manifestado. Jos billetes 
falsos Jos recibió do f'onti. Que cuando fué á re- ibir el dinero 
que ti ajo del Rosario. Conti le dijo que dispusiera de 2500 pesos 
falsos. Que eran muy bien trabajados, que nadie lo* notaría y 
que después se arreglarían. 

« Que recibida esta suma la reunió con otros fondos que tenía 
J juntó con 27 billete! falso* de los entregados por Conti y ha- 
ciendo un paquete se lo remitió á Medina, por intermedio de 
Miguel Bravo. Que la causa de no haber anotado en el reciho 
los 2500 pesos entregados por Conti en tal moneda, era porque 
éste era negocio apart-.» 

3" Llamado Conti á declarar, foja 78, nteg. Jo dicho por 



338 rkum ue la suprema corte 

Jacca, calificándolo de ratnmnia para despistar á la justicia ; ó 
foja 73, dice que ha oído que Jacea había pagado á Medina 
una hacienda co a billetes fabos. Que es cierto le entTegó á 
Ja era 4400 pesos en loa primeros días de Mayo, provenientes de 
unos chequea que le dió para que le. cobrase en el Rosario, des- 
pués dice que sólo le entregóílOO, quedándole debiendo 300, por 
lo que no retiró el reribo que dio á Jaccu, pt>ro que éste anut6 
en el mismo recibo. 

4 o A foja 28, Medina dice que es cierto le pago Juca 2869 
pesos por medio di- Miguel Bravo, que llevóle el dinero empa* 
quetado y sellado, que iban mochos billetes de 50 pesos del 
Bancode la Nación. Que pregunté, junto con Bravo, á dou .Juan 
Oloise si >eríau buenos los billetes y te dijo que le parecían 
buenos y los recibió Bravo. Que entre ese din. ru iban 27 bille- 
tes de 50 pesos nuevos. En ese acto presentó los billetes. 

5- A foja 50 vuelta la sucursal del Banco de la Nación en 
Bell Ville y por órden del juez de paz de Leones, que le mandara 
esos billetes, puso el membrete de «falsoi á los siguientes: 

Seis billetes A 0015700 E 



mi — - A 0006765 K 

Dos - A 0005767 fe 

Dos _ , A 000:1176 K 

Dos — ^ 0000509 K 

Dos - A 0000:175 K 

Do* — .. A00i37t»0fc: 

l„ — A 00 i0:í7(> K 

(Ja - ............. A 0000175 !■: 

Un — A 0001070 K 



Total 22 billetes. 

0^ Venidos los autos á esl- juzgad», con fecha 22 de Junio 
próximo pasado. Jarea ra tilica ,us declaraciones de fojas tiO ¡í 

i 
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67,72474*78*82, fojas 115 á 117. Dice que no se ratina 
en la, de fojas 83, 84 y 85, < por do ha!>, r dicho lo que consta 
en la declarado.! que Je fué leída, ta cual se le arrancó por tor- 
mento teniéndole do plantón desde Ias4 basta las 1 1 pasado me- 
ridiano» foja 121 

I a Oonti, llamado á declarar, ratífic» sus declaraciones le 
fojas 72 ¿ 74, 78á82, mndilicando sólo la forma en que entregó 
.1 d!„ero á Jacca, foja i i 7, Llamados á un rareo, ambos sos- 
tienen sus últimas declaraciones, diciendo Jacca que era cierto 
que en Leones declaró lo que dice el acta de foja. 83 i 85 pero 
que declaró por la fuerza, foja 122. 

Medina ratifica á f„j a 157 la declaración que prestara. 

8° Terminado el sumariad señor Procurador Iiscal acusó á 

Jad a ? a Conti, pídieadn para ambos la pena de cinc, años y 

raodm de penitenciaría y multa de 2750 pesos moneda nacional* 

como arculadores y expendedores, á sabiendas de billetes falsos' 
foj;i ICO. 

9* A foja 167 el defensor de í 'onti present» bu defensa $ 
el de Jacca la luja á foja 185. Recibida ta causa á prueba y 
vista la presentada y dado el informe invoce de ios defensores 
se llamó autos para ríelinitira. 

T considerando: En cuanto al procesado Francisco Jacca: 
I o Que el euerp.p del delito de circulación de billetes fal- 
los está debidamente comprobado con e! informe de la Caja de 
Conrersi-n de foja 227, at cual puede añadirse, como opinión 
pericial el de la sucursal de Villa María, de foja 50 vuelta. 

2* Que está igualmente comprobado que Francisco Jacca es 
quien circuló con conocimiento de su falsedad esa partida de 
billetes, dándolos en pago é don Juan Medina, val sastre Nawi 
j otros. Confesión de Jacca de fojas 83 á 85 v 122 declara- 
non de Medina, foja 157; de Bra.o, foja I5tíf d.- Ma^i foia 
lüüfueltíi, ' J 

* Q ,,e Cim 1:1 mh,,,a conf sion resulta ign límente comprobé- 
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do que esto* bilh tes que fueron circulados de mala fé fueron 
recibidos con e nocimientu de que »'wn falsos y por rousiguien- 

te también d< mala lé. 

+ Que contra el valor probati.no de esa confesión, Jacca 
opone do~ argumento,, de los mal»-* deduce su nulidad; f«$M 
ha sido prestadaanle jnez incompetente ¡ S- que está ociada de 

violencia. 

El primero e> equivocado. 

Cuando el derecho exige que la confesión, para ser válida, lia 
des- . prestada ante juez compéleme, no entiende por tal jnez 
ornpetente solamente al llamado á fallar U causa, «»«'» también 
además di é-te. á todo* los funcionarios que por mandato de la 
lev e.tán autorizados para recibir esa declaración. 

m%M ¡m $W* fiompeteiit-s. son jueces legítimos á esos 
efectos, porque la lev les ha dado espesamente Ules fon- 
cienes. 

Ahora bten, el artículo \% inciso 4". de la ley nacional de ju- 
riMlicaoo v competen- ia de los tribunales nacionales faculta á 
los jueces de provineia de cualquier categoría que sean para 
aprehender á loa procesados por un delito del fuero nacional y 
pradn ar un sumario que ju.uüqu.- ^ prisión. Kntón ees, pues. 

las declaraciones qi n ese sumario * tomen son legales J el 

,uu es competente para tomarlas. Además, los jueces de sección 
(ll ben aplicar en los punt-a determinados por la ley nacional 
las leyes provinciales (artículo 21, ley del (¡3). Según éstas, los 
ju.ee". de paz de la campaña esta,, autorizados a practicar las 
Ltam dilig. ncia, tendentes á esclarec er qu.éu s,a el autor 
de un del.UHarticulo 1 50. inciso, ry , *); entre estos diligencia», 
la, principales de ellas d mi la> de. -UrucioD-s de los culpables 
presuntos: v una ve; tomadas y practicadas, cualesquiera que 
tmti detoétl pasar lo* antecedentes al juez que deb.conocr y 
I «Harlacau.a Siendo su misionprimordial aburar la persona 
deld Uncu, nte.fácilm. otes- concibe que no pueden careeerde la 
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facultad d» usar el primero y principal «lelos medios, cual es el 
dt- turnar declaración al presunto culpable. 

Si esto c> nlaro ante la ley y 1 1 opinión de las prácticas, lo es 
también que esta declararon prueba contra el -Mincuentc, por- 
que **!la no tuipuiL.i una i< fcreuna ■ ualquiera, <miuo i.i hecha 
ante un extraño porjaetaneia, irreflexión 6 ligerez i, amó «n acto 
formal qu-ante el ánimo del « un Tesante no pm- Je tener má> obje- 
to ni ün que el de responsabilizarse judicialmente de su dicho. 

Mitermaiei culoca entre Las coiifesioDc* judiciales la reci- 
bida por los empleados de policía, ai bien aconseja mirarlas con 
cautela, en ranm de los incon?enietitea que pueden traer; y esto 
se eipíica donde estos funcionarios están facultados para reci- 
bir esa> declaraciones previas unte* de pasar el reo á disposición 
del juez. (La ptueha en materia criminal, página 222, edición 
de 1887). 

Utra cosa es la ratificación de la confesión en cuanto al hecho 
de su existencia. 

Debe mt rati lirada | lo ha sido en ente caso. VI procesado 
ha declarado ante este tribunal, ¡i foja 122, que es cierto que 
eMi decluó ante ej jiu-zde Lcnnea. 

Luego confesó que él prestó esa declaración ante e] juez déla 
primera diligencia ; ella prueba indudablemente contra él orno 
cualquiera, '.míe-ior: es capaz de probar (artículo 3ü , Código de 

Procedimientos nacional), 

5" Pero alega Jacca. y este, es otro de los argumentos que 
opoue, que esa cuuf'-síon fue ai raneada con violencia.que la pres- 
tó pero que es nula. Cualquiera |uu sean las dificultades que se 
presenten al procesado para comprobar eHta aserción, á él Je 
corresponde indudablemente presentarla prueba. El hecho 
importaría un delito que no se puede presumir. Al contrario, él 
tiene su origen cu funcionario público que se presume obra en 
desempeño de sus funciones y, por último, la na t maleta uega to- 
ril de esta prueba uu puede corresponder a la acusación 
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No habiendo, pues, probado Jacca ni aun intentado barerlo, 
no puede el juigado tener por cierto el hecho (;irt.*3í9 f < odigo 
de procedimientos). 

Además, el hecho confesado aparece corroborado por otros 
medios; d^ce que entregó á Medina billetes falsos de 50 pesos 
del Banco de la Nación y Medina declara ser cierto la entrega y 
la clase debilites, y la Caja de Conversión dice que son falso-. 

Lo misino sucede rtepecU á Arévalo, Nazzi y K algado. 

De couMgutenie, por la» razones dichas, el juzgado estima 
comprobada La comisión del delito pol Jacca. 

Considerando respecto M procesado Almio Couti : 

ti* Que ¡as presum ñ ue> que la acusación indica como fonda- 
mentó de la culpabilidad que atribuye á este procesado y no retí* 
nen las i-ondicíonüs de la ley para hacer prueba, son estas: 

Los errores 6 falsedad queOonti ha cometido en las declara- 
ciomh relativa mente á la suma que entr* b M á Jacca; 

La relación que parece haber tenido con Leonardo Marti- 
ii jan i ; 

El proci si» aoierior que fué sobreseído; 

Los cargos que le bao- Jacca en sus declaraciones ; 

Expresando por último, el dicho de Jacca, cuprucesartu, que no 
hace prueba respect" á Conti. 

El oriícu'm 170 es formal y eaplfcito', no pueden atr t«st,l- 
gos(incis<* 1*}- Los amigos íntimos del querellante y del pre- 
cisado, sus socios, i us dependientes ó sirvientes y ha cómplice* 
en el delito. 

Entrando en la apreciación de esta mí.ilibilidad, conforme al 
artículo 277, faiilni'nle si ve que Jacca estaba interesado, aun- 
que se reí i moriese culpable, en echar sobre otro e.1 ru cho prin- 
cipal j originario de la introduce.inu h circulación de !■>* billetes 
fal>OB, y diciéndose circuí ador de ellos por haber tenido urgen- 
cia di* hacer un pago (fojas 83 y siguientes). 

7 o El proceso ai tenor que se inicio ¡i Cnti ante este ya- 
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gado no puede arrojar presunciones eticacesen m nntra, porque 
no fué en él condenado, a! contrario, ti juzgad.* estudió deteni- 
da y concienzudamente las pruebas de las cuales se pretendía 
deducir que Conti circuid billetes falso-i a sabiendas y esto no 
puede constatarse, por Quyaraxon el proceso fué sobreseído, La 
presunción qur hubie.se surgid., si entonces hubiera sido con- 
denado no puede eiist ir en caso de sobreseimiento, 

8* Las otras presunciones no tienen absolutamente importan- 
cia o«mo elemento de prueba. Aparee, , es cierto, que Conti es* 
toro algunas vecescon unindiviluoque, >egnoél mismo y otros, 
había circulado billetes falsos; pero cuasi posible <-s que no to- 
dos los que fueron relacionados deMartiniani no tuviesen parti- 
ei pación en sus delitos. 

I.o mismo sucede en el error d* nrtiuem sobre la suma entre- 
gada ¡i Jacca y suponiendo mentira en esa parte Je la declara- 
don, ella no tiene relación estrecha con el hecho, y muchas ex- 
plicaciones admitiría esa mentira. 

La presunción más fuerte surgida dp los autos y no alegada, 
la coincidencia confirmada por Conti déla entrega de veinte 
y tantos billetes de 50 pesos nuevos y la aparición de una soma 
análoga y falsos en poder de Medina, esto mismo deja en el 
ánimo muchas dudas. 

9 o Examinando esas presunciones ante los artículos ;i57 y 
358 del Código de Procedimientos, se ve que ello no puede fun- 
dar una condenación. Todas ellas reunidas pueden llevará con- 
clusiones diversas (inciso 4). Se emprende sin esfuerzo que no 
obatante la* falsedades en lo relativo ¡i la suma pagada A Jacca, 
las relaciones con Martiniani, el proceso anterior y la reclama- 
eion de Jacca puede muy fácilmente no ser Conti autor del 
hecho, porque del proceso no resulta prueba de delito. La fal- 
sedad en la expresión de las sumas puede t ner el fin de evitar 
la coincidencia entr. los billetes entregados y tos dados á Medi- 
na y para no verse envuelto en un proceso. La declaración de 
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Jacca inhábil, legalmente podo j la ley lo presume, tener por 
objeto desorientar á la justicia. La relación con Martinianl no 
induce la delincuenc ia desús onec idos ú relacionados. 

Luego n» -son tampoco capaces de conducir natural ó lógica- 
mente á la comisión «Id delito (inciso 5"). 

Le falta concordancia al hecho de La reine ion con Martitúani, 



al procedo anterior y al errur sobre la suma (inciso 6), 

Y por fin, están ba>ada> hi otras presunciones Ules la de 
que Martiniani codelincuente, cosa no probada, ó d« que lo 
haya sido í'onti (inciso 7 8 ). 

lie donde Jesuíta, aunque tí- est- < hechos pueda laacnsacioD 
deducir <o>pechus i ontra este hombre, ellas do pasan de Hiles 
sospechas y no bastan para fundar s obrt ''lias una prueba. 

Mittermaier dice respe» lo á esta prueba y el ■ rit.riu para 
aplicarlas: « Los medios de conclusión deben estar en armonía 
Ci»n las r egla- principales de la lógica, no es menester saltar Ín- 
ter «tíos demasiado grandes ó lleva! las « •insecuenciü más allá 
de lo que enci rran las premisas : lo que ante todo importa es 
hacer una prudente aplicación de e*Jfl principio £. 

■ Kl indiet > reveia á primera vista una relación posible entre 
do- hecho* o designa una persona como agente ; pero es inheren- 
te del deber del juez inquirir también toda* las hipótesis que 
en mentido Contrario vendrían á justificar completamente esta 
relación ; y sólo comparando una hipótesis con otra es cómo lle- 
garé \\ decidir cuál de ellas es laque reúne mayoi probabilidad. * 
(pagina 375, verbo citado). 

(0° Pero Ü alguna so-pecha pueden arrojar lo* hechos que 
se imputan á Conti, varios contraíndicios ó indicios de ino- 
cencia mu curren á anular la fuerza pMbatoiia de aquellos. 

V arios son estos contraindicioa : 



La desahogada situación pecuniaria de Conti, que es posee 
dor de una regular fortuna, lo que indica falta de necesidad de 
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Kntre otras no haber lomudo pa te en la fuga de presos cu 
que .salió Jacca y á la cual dice bal r sido intit ulo por éste; 

Kl perfecto orden en que se encc tró su casa con motivo de 
bx inspección domiciliaria que st* b iera en ella ; 

Y, por último, el haber permanecido tranquilo tu -u casa 
cuando >o imciaron las diligencias d<* este sumario y prisión de 
.1 ucea , 

11° Y en cuanto á ía pena que debe aplicarse A .lacea: Que 
está comprobado que este procesado recibí'» y circuló ¡i sabien- 
das di' su falsedad los billetes de 50 peso-i á que se refiere M,e- 
diua, Xuzzi y Arévalu, y por conngiurnt" cae bajo la parición del 
artículo (J2 de la ley penal de 1863 que establece : 

c VA que introdujere o" expendiere falsos títulos de la deuda 
pública al portador, billetes ú libranzas del tesoro. . . V los 
que los falsificaran serán castigados con la pena de trabajos 
forzados por cuatruó siete años y con multa de quinientos i 
cinco mil pesos » (artículo 50, b-y le Bancos garantidos. 

Que no habiéndose (improbado ni apareciendo eiiatir cir- 
cunstancias atenuantes ni agravantes en este delito, el juzgado 
d**be aplicar el término medio de esa pena, esdecir cinco y medio 
•ños de trabajos forzados y 2750 pesos de multa (artículo 62, 
Código Penal, Suprema Corte), 

En su mérito, definitivamente juzgan lo, fallo; condenando al 
procesado Francisco Ja* ca ú sufrir la pena de riñon años y 
medio de trabajos loriados j 2750 penes de multa, '*on deduc- 
ción del tiempo de prisión preventiva sufrida; y absolviendo de 
culpa y pena al procesado Alessio Conti, el que deberá ser 
puesto inmediatamente en libertad, con costas a! procesado 
Jacca. 

Líb re-ir oportunamente al Ministerio de Justicia el oficio 
correspondiente, poniendo á su disposición al penado. llágale 
.saber con el original y trascribiré. 

í\ Moyana (im tlúa. 
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VISTA DEl. SfcfiOtt PBOCIJKADOK GENERAL 

«iit'uo> Aire-,, Selífimbr*- U Jo 1*97. 

Suprema Corte : 

He estudiado y niudiUdo con e^p.-rial atención -ste proejo, 
y he va liado y vao;lo añu, respecto -ti la orimt n alidaü atribui- 
da al proejado .lacea. Kn b duda, debo inclinarme á su favur, 
cediendo al precepto del artículo 13 dut Código de Procedimien- 
tus en lo criminal . 

Todo el esfuerzo de la instrucción ha escollado en la difkul- 
Ud «le encentrar el origen de los hilletes falsos circulado^. l*r ■- 
ciio es reconortTlu, esa circulación no apárese clandestina tii 
sigilosa, ttene todos lo* caracteres de roaseiente y honesta. 

.lacea pos*e un cheque legítimamente adquirido contra el 
Hane<> de la Nación en el Rosario. KncargaA su conreino Ale^sio 
Vmti de «u cobro, y este le entrega el importe cobrad.., según 
con detallas conducentes lo expresa el proejado en sus decla- 
raciones de foja* 60 y 115. 

Kn posesión deesa suma, .lacea, que es un negociante conier- 
eialmente vinculado, bace los pagos que relaciona A foja 64 á 
acreedores legítimos, vecinos algunos de su casa, todos conoci- 
dos y en negocio» con él, y de un nrndo que aleja toda idea de 
engaño 6 doblez. Ninguna circunstancia bace sospechable su 
conducta, dada I;* procedencia atribuida al dinero empleado, la 
legitimidad de los en ditos pagada y la forma inequívoca de 
hacerlos. 

Al. saín Cuntí se - xpresu en contradicción cun alburio* d«- los 
hechos declarados, pero ha reconocido á foja 73 vuelta el cobm 
di* ios cheques en el Han co de 1 1 Nación, por cuenta de Jacea y 
la riitr. ga del dinero cobrado. 
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No es posible establecer aute U contradicción que surge de 
las declaraciones de tos procesados Oonti y Jacca, cuál eü el 
introductor délos billetes falsos. Pudo serlo Cunti que, según su 
declaración de foja 79 najó c«n Marti ni mi, falsificador cono- 
cido, de quien otra ti z babú recibid.» billete falaijicados, el 
que cambias* lo* billete» recibidos del fiancs por los nuevos de 
50 pesos qu«- Jaoca declara encontró dentro del paquete recibi- 
do eu pago ; pudo serlo el mismo Jacca, quien los adquiriera del 
mismo Martiniaui, a quien conocía, y los aprovecbara al enviar 
la suma destinada á pagar la cuenta de Medina; y pudo tam- 
tj ten serlo consciente ó inconscientemente alguno de los ínter- 
utediatiofl para ese pago. Sin poder alirmar nada al respecto, la 
i "oclusión que se desprende de tales antecedentes es que nu 
puede determinar-. ■ el momento eu que los billetes falsos fue- 
ron introducidos al rollo de dinero que durante varios dfas pasó 
por diversas manos, 

Jacca aparece confesando, etnperu. á foja 85, que liabía reci- 
bido billetes falsas de Alessio Cuntí, con conocimiento de su 
falsedad. Esa cnnfeston do ba sido ratificada* y al contrario, 
resulta categóricamente rechazada en las declaraciones de fojas 
12! y 122 

Considero que esa declaración, no latineada, es ineficaz con- 
tra lo declarado y ratilirado por el mismo procesado de fojas 
52á5*y de 60á67. 

Kntre tantas declaraciones sostenidas y ratificadas y la de 
Tuja 85, atacada de falsedad y negada por el reo, pienso que 
ninguna razón de justicia debiera hacer prevalecer el mérito de 
la última contra todas las anteriores y posteriores, cuando es 
isplícitain-rnte rechazada y no aparece continuada por otras 
cunstancias del proceso. 

Kl articulo 321 del Código de Procedimientos asigna carác- 
ter pTob iturio a ta confesión, cuando revista las circunstancias 
expresadas en el articulo 316. Y entre esas circunstancias prcs- 
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críbenlos incisos i", 3", 6" y 7 o que hecha ante el juez 
competente, que no medie violencia, nt intimidación, que re- 
caiga sobre techos perceptibles cou evidencia, y ante todo, que 
el delito esté legalmente comprobado j la confesión concuerda 
con sus eireunstan ias y accidentes;. 

La confesión d» foja 85, tañías veces contradicha por ti pro- 
cesado, du satisface las exigencias de aquel articule del Código. 
Y en la duda, la ab&oiueiou que ha obtenido Conti, debe alcan- 
zar á Jác ii, 

Muchus presunciones ¡trrojan contra él los múltiples hechor 
y declaraciones del sumaria, per » tratándose de un negociante 
trabajador ,v honesto, según la certiucaciou délos vecinos du 
su domicilio, agregada i foja 223, que ningún antecedente d ' 
proceso contradice esas ptesu niñones, no countitnjen la prueba 
acabada deí delito que la ley castiga cuntan envera penalidad. 

Todo loque resulta - bro t es la entrega de algunos billete* en 

pago, coi nocuuiento de su falsedad, loque determinaría la 

aplicación de la pe na establecida «n el artículo 63 y hnal del 
articulo 00 de la ley sobre crímenes contra la Vacien, esto es t 
la de umita, equivalente al triple de la Mima expendida. Pido A 
V. K. se sirva así declararlo. 



rallo úr tm 



Buencx Air.'á, IHiuetiibre Lil de I8í!7. 



Vistos y coiisid- rando : Que los hechos y circunstancias de 
la causa hacen presumir que el proeesado Jacca recibió lo» bi- 
lletes cuya circulación ha motivado este proceso, sin conoci- 
miento de su f al sed, id. 
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Que esa presunción debe hai-erse ex ten ti i va al liecho fie Ja 
circulación, pues que las constancias de autos no permiten es- 
tablecer diferencia respecto ;i lu rolntiiud crimina] en relación 
á los dos artos, desde que no hay en lo (\\ refiere á la circu- 
lación elementos demostrativos del conocimiento de la falsedad 
de los billetes, que nn puedan lu'-er-e valer también en lo que 
toca al n-cíbn áv los mismos. 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista del .señor 
Procurador gen ral, se revoca Id sentencia ue foja doscientos 
treinta en ta parte recurrida, absolviéndose de culpa y cargo al 
procesado Francisco Jacca. Devuélvanse y nolifíqoese original. 

BK\JAMn PAZ. — ABEL KAZAN, 
— OCTAVIO BUWCE . 
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Criminal, ¡mr muerte de Jerónimo ttebaglia, m W rio 
tte lux C tnrfuis ; sobre cotm 



Sumario. —La remisión y aceptación del sumario eonstituje 
prevención en la cansa. 



Cuso. — Kf sulla de la 
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VISTA FISCAL 



Uliüiiojj Airas. Noweitibru 10 dt* l»t*7 . 

Señor Juez ; 

Observa que V. S. no puede continuar en el conocimiento de 
esta causa, parque el hecho tuvo logar en el rio di- las Con- 
chas, en el partido del mhmo nombre, que esté más inmediato 
al asiento del señor jnei federal de lo criminal de la Capital de 
la Nación, articulo 3", inciso 2° de lu ley <le 14 de Setiembre de 
1863, y causa CY, aérie 4', tomo 14, página 117. 

Tenga V. S. ¡i bien declararse incompetente remitiendo los 
antecedentes á aquel magistrado. Kn raso contrario, eon ceder - 
me el recurso de apelación que subsidiariamente interpongo. 

(r. ti. Vii'tjra. 



d«i Jan i «4ml 

La I'hu, Noviembre 10 litó 1897. 

Habiendo prevenido este juzgado att la presente causa, de 
acuerdo con el artículo 3', inciso 2", úe l¡t ley sobre jurisdicción 
y competencia nacional, y lo resuelto por la Suprema Corte en 
Ja eau^a seguida contra el vapor < Helios», por infracción á las 
Ordenanzas Ue aduana, >e declara competente este juzgado y en 
consecuencia, vuelva al procurador tiscal, para que pida lo qm- 
corresponda, 

Aunfcoechen. 
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VISTA DEL SEÑOR PftOCUIlADOK GENbltAL 

Hu- ii .- \ir»'v Di ■iK'fiitirt- 7 de |s f C, 

Suprema Cortf : 

Cou sujeción X la jurisprudencia de V. L-]. establecida en 
múltiples fallos, dictados en casos análogos, pido á V. E. se 
sirva confirmar el auto recurrido de foja 14. 

Sabiniano Kter. 



tallo He I* ftupreum Corte (1) 

Bunios Aires, Diciembre 1M de 

Vistos j considerando: Que según resulta lie auto*, el juez 
de la sección de Buenos Aires ha prevenido en el conocimiento 
de la causa. 

Por ésto, de acuerdo con lo dispuesto en loa artículos terce- 
ro, inciso «los, de lu ley de jurisdicción, y ciento once, inciso 
doce de la ley orgánica de los tribunales de? la Capital, con la 
jurisprudencia de esta Suprema Corte, y de conformidad con lo 
pedido por el señor Procurador general, se confirma el auto ape- 
I,k1 o de foja doce. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAW. 
— OCTAVIO BUNGE. 



ib 1(íu;íI reüidui'ion nvíivm en l>i u;ih<m [por muerte de r^lt-va» Chand, 
en *d arroyo Sftrandí, partido de San Isidro; en la cansa fmr asalto y «bor- 
daje t-u el arroyo * Aliu * |i;iriido de San 1'Vniando. 
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fk>n firoiteisco liana, extranjero* vesumttrio de derechos dr los 
señores Lttrmti, argentinos, contra don Carlos y don kduar- 
do JetvelL extranjeros, sobre ronifief encía. 

Sumario. — No corresponde á la Justina nacional tu causa 
filtre ilo* extranjeros, .mnqne uno de ellos *ea (vnimiario de un 
argentino. 

f*«.w. - Resulta «I las* ^mentes piezas : 



VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

Evacuando l;i vistu couf. rida a toja :10 vuelta, snhrv la cues- 
tión de competencia promonda por inhibitoria, por ios señores 
Girlta; Eduardo Jewell, con motivo del juicio iniciado contra 
ellos por don Francisco J, Dana, ante los tribunales provincia- 
les de esta ciudad por reivindicación de varias, fracciones de te- 
rreno» m ésta; el ojie su-críbe afirma que la razón que dan los 
inores .Jewell para fundar la competem ia de V. S. de ser el 
demandante señor Duna (extranjero) cesionario di- derechos 
que >>riginariamenlc pertenecieron á lo* Luce na (argentinos); y 
que siéndolos demandados extranjeros, correspondí ría á ta jii- 
ri-diei-iun nacional conocer de! caso sub-juiHae, no esta de 
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acuerdo con la jurisprudencia sentada por la Süprema Corte na- 
cional, al interpretar el artículo 8 o de la ley sobre jurisdicción 
J competencia de los tribu nales nacional^, y al establecer las 
razones de la ley sobre tas restricciones señaladas en dicho ar- 
ticule^, pues ella ha dicho en el tomo 14, página 736. serie2*, 
«que las cuestiones entre extranjeros ó entre veeinos de una 
misma provincia son siempre extrañas á la jurisdicción nacio- 
nal, aun cuando el derecho cuestionado pertenezca al que lo 
reclama por cesiuu de otra persona que hubiera podHo ocurrir 
á dicha jurisdicción 

La razo» de la ley es cortar el abuso para evitar que se trai- 
gan á la justicia nacional, valiéndose de una cesión, causas que 
originarianieote corresponderían á los tribunales provinciales. 
Pero, eti el caso xub-jtttlice, no existiría el abuso, porque el ce- 
sionario es eitmnjero, aun cuando los cedentes sean argenti- 
nos; y porque aquel ha ocurrido a los tribunales provinciales en 
di-manda de justicia, contra los señores Jewell, qne también 
son extranjeros. 

Por estos fundamentos, el que suscribe opina que V. S. no es 
competente para entender en eljuicioá qou se refiere la inhibi- 
toria. Salvo, etc. 

ÍL G. Vareta, 



Buenos Aires, Junto 8 de ltón. 

Vistos: Teniendo en consideración la resolución de foja \1 
vuelta, dictada por mi honorable antecesor aceptando la con- 
tienda de competencia en favor de esta jurisdicción y la resor- 
ción de la Excma. Cámara de Apelaciones, corriente á foja 82 



354 ' FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

del expediente remitido por el juzgado de provincia, acatando 
la jurisdicción federal; y además desconociéndose por los seño- 
res Jewell la legitimidad de los derechos que invoca el señor 
Dana, y por tanto su carácter de cesionario legal, queda vincu- 
lada Intimamente la solución fundamental del derecho contro- 
vertido con la de la jurisdicción de este juzgado, por nizon de 
la nacionalidad del señor Dana. 

Por tanto, hácese lugar á lo solicitado por los señores Jewell 
a foja 8, declarándose por ahora la causa de competencia de es- 
te juzgado, sin perjuicio de resolver endeiinitiva lo que en dere* 
dio corresponda sobre la jurisdicción, segun el resultado de la 
prueba. Notifiques* y repóngase el papel. 

Harnel Goy ti a. 



VISTA DEL SfcSOR PROCURADO» GENERAL 



Unenos Aires, Octubre 3 de 1897. 

Suprema Corle : 

Según se establece por la misma partea foja 21 , la causase- 
guida con la empresa del Ferrocarril Central Argentino, ha si- 
do declarada, por sentencias ejecutoriadas de los tribunales de 
la jurisdicción común de la provincia de Santa Fe t de compe- 
tencia de la jurisdicción federal, pasando en consecuencia los 
autos al juez de sección. Y éste, había reconocido y aceptado 
¿su vez la jurisdicción, como resulta del auto corriente á foja 
12 vuelta. 

Demostrado uue el demandante ejerce la acción como ce- 
sionario de una colectividad de argentinos, contra personas 
qm- han acreditado su calidad de extranjeros, do parece dudosa 
U jurisdicción que al efecto establece el artículo 2 J de la ley, 
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sobre competencia nacional, de 1863. Consilero ajustada á la 
prescripción dd artículo 10 de aquella lev, la declararon de la 
procedencia del fuero federal en el caso, pues se trata de una 
cesión y at* recono-e especialmente en el testimonio de foja 6 
vuelta, que el resultado de Ja gestión afecta á los Sosa y demás 
herederos nombrados, ó al mismo ceaiuiiarío. 

Por t ilo, y no encontrando qm- la salvedad establecida al final 
del auto de foja 64, agravé derechos que aún m, han sido dis- 
cutidos ni resueltos, pido á V. K. se sirva cooürmar el auto re- 
currido. 

Sabiniano Kivr. 



Fallo de I* Suprema Corle 

iUmm Airos, Dü'iembrt! 18 de 1897, 

Vistos y considerando: Qu.j según consta de autos, y lo re- 
conocen las partes tanto el actor Dana como los demandados 
Carlos y Eduardo Jewell , son extranjeros. 

Que, en tales condiciones, el conocimiento de la cansa no co- 
rresponde ala justicia federal, per razón de las personas, aun- 
que el derecho cuestionado pertenezca al que lo reclama, por ce- 
sión de otra persona que hubiera podido ocurrir á dicha juris- 
dicción (artículo dos, incisos dos y ocho de la ley de jurisdic- 
ción; Fallos, tomo veintitrés, pagina setecientos treinta y 
seiijj. 

Que la jurisdicción federal noes prorrogable sobre personas 
y cosas ajenas de ella, y su incompetencia puede y debe ser de- 
clarada, ana de oficio, en cualquier estado de la causa, como lo 
tiene establecido la jurisprudencia déla Suprema Corte. 

Que, por consiguiente, el auto de foja doce vuelta, invocado 



por el inferior, no obsta á la declaración de la incompetencia. 

Que las resoluciones de los tribunales de la provincia de San- 
ta Fe, declarando la causa du competencia de la justicia fede- 
ral, no putíde atribuir jurisdicción á ésta. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado i'e foja 
sesenta y cuatro, se d eci ara que el conocimiento de es ta causa 
uo cor respondí- á la justicia federal, lie puestos los s ,-llos de- 
e, pudendo notificarle con el original. 

BENJAMÍN PAZ. — OCTAVIO BÜNGE. 
- JUAPi E. TORflENT. 



¡ion Usandmde ta Torre y don Jmn /'roío, contra don redro 
donjuán Pozzo y don Floriauo ¿apata, por mtlxdad 
tté venía ; sobre eompetenria. 

Sumario, -Para surtir el forro federal por razón de las perso- 
na en causa, que se obra por cesión, es necesario demostrar la 
ÁUwm nacionalidad del medente y del cesionario con ~» 
al demandado. 



Cuso. — Resulta d<- las siguiente* piezas: 
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VISTA KISCAL 

Señor Juez: 

Apareciendo de las escrituras de fojas 4 y 8 qu*- s.> i rata de 
cesión de den-ches y que por consiguiente lo» demauduntes 
ejercen su acción como cesionarios. 

listando, por otra parte, justificado en auto» que los ceden- 
tes y tos demandados son argentinos y vecinos de esta provín- 
ola (véase declaraciones de fojas 20 a 21 y 53 i 57), de confor- 
midad con i ] artículo 8* de la ley sobre jurisdicción y compe- 
tencia de los tribunales nacionales, no corresponde el caso suh- 
judict' por razón de las personas, á la justicia federal. 

No obstante esto, convendría oír ¡i las partes, corriendo ¿ 
ellas vista d*> este incidente sobre competencia, promovido de 
oficio. Salvo, etc. 

/í. Parera. 



ralle del Jmck rederel 

Rosario, Noviembre 37 de 1896. 

Vistos y considerando: 1° Que según la escritora de foja 4 
los herederos de Car malino declaran * que veden y transfieren 
á los nombrados doctor de la Torre y señor Proto (demandantes) 
loa derechos y acciones que corresponder pudieran a los autori- 
zantes para pedir 3ea el cumplimiento, sea la (escisión del pre- 
dicho contrato de promesa de Venta, ó que sea declarada su nu- 
lidad. 

2' Que los demandantes, consecuentes con ei»te contrato, ue 
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presentan á foja 12 entablando la correspondiente acción de 
nulidad de promesa de venta, y expresan á foja 18 de ese es- 
crito: € Que en mérito de las facultades de que sus representa* 
dos estáu investidos en su carácter de cesionarios de los dere- 
chos que á los señorea Carmelino correspondían como heredaros 
de su padre don Gregorio f'armelino ». 

3° Que los artículos 1434 y 1444 del Código Civil, dicen: 
« Que babrá cesión de --réditos cuando una de las partes su 
obliga a transferir á latirá pari<- un ubji'to incorporal, un de- 
recho, o la acción sobre una cosa que se encuentre en el ';omer- 
cio, entregándole el título del crédito si existiese >. En el caso 
presente se ha cedido la acción de nulidad de la promesa de 
venta y es la que han ejercitado los demandantes. 

4 o Que según el artículo 8 o de la ley de jurisdicción, para que 
la causa pueda corresponder al fuero federal, es preciso que el 
derecho que se disputa pertenezca originariamente á los deman- 
dantes y no por cesión, á menos que ceden tes y «es ion arios ten- 
gan de Techo para ocurrir al fuero federal. 

Por estas consideraciones resuelvo, de conformidad al dicta- 
men fiscal, declarando: Que no se ha justificado debidamente, 
que esta causa corresponde al fuero federal. Con costas á los 
demandantes. Repóngase. 

Daniel (¡oyíta. 



VISTA DEI. ShROR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires Marzo 8 de 1897. 

Suprema Corte : 

El recurso de nulidad que viene ante V. E., es de apelación 
olorgada á f-»ja 8 vuelta, respecto del auto denegatorio de la 
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jurisdicción federal, corriente á foja 77. Ese auto ha sido legal- 
mente fundado en lo referente, tanto á las constancias de he- 
cho, como alas de derecho. ¡Sua conclusiones se ajustan á la de 
los fallos relativos de V, K„ que han establecido ya una juris- 
prudencia inquebrantable. Pido á V. K. se sirva confirmarlo 
por sus fundamentos 

Sab tutano Kiei\ 



VmUm de la Rupremi Corte 

Uuenos Aires, Diciembre IH ^ .jyi. 

Visto» y considerando: Que, en efecto, la escritura de foja 
cuatro prueba la celebración de un contrato de cesión, en el que 
los demandantes tienen la calidad de cesionarios. 

<¿ue con tal anteredennte ¡os actores han debido comprobar 
que procede la jurisdicción federal también en lo que respecta 
á los rédenles. 

Foresto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general j por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja setenta y siete, no haciéndose 
lagar al recurso de nulidad por no haber en autos causal algu- 
na que lo funde. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR, 
— OCTAVIO BUNtiE. 



3Ó0 FALLOS DE LA SUPREMA CORTfc 

«'AINA «DVI 



Crimina/ contra Fernando Dtve; por infracción tí ta ley 

de enrolamiento 



Sumario. — Debe considerarse como no interpuesta la acu- 
sación que el ministerio fiscal ha subordinado i la do eiiaten- 
cia de un decuto que ha resultado existente. 



Cano, - ha explica el fallo de la Suprema Cortt*. 



Unenos Aires, Setiembre 18 d«- 181*7. 

X TÍatos : estos auto, seguidos contra FYrnando Divi*, argen- 
tino, de 24 año.-, soltero, pintor, acusado de infracción i la ley 

E ' i 

de enrolamiento, de los que resulta : 

Que con fecha23 de Abril del corriente año el señor jefe de 
policía dió cuenta de haber sido detenido el procesado Fernan- 
do Dito» por el comisario de la sección 19 a , por baber infringi- 
do ta ley 3318. 

Que llamado á declarar el proejad. t manifestó : que eu el últi- 
mo enrolamiento no se habla enrolado por haber sido detenido 
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asi 



en >A último día que «piraba el pialo para ei en rol amanto, 
y «lía en que pensaba hacerlo. 



rio de la sección 19", informando qiu- el procesad» fué detenido 
el dia 28 de Febrero, á las 8 de la noch-, díu en que vencía el 
plaao par;» el enrolamiento. 

Que convocados las partes á juicio verbal, de acuerdo con lo 
pedido i foja 14, éste tuvo lugar pidiendo para el procesado, el 
señor Procurador riscal, la pena d< la ley 3318, com^ infractor 
á la lev di- enrolamiento. 

VA detensor d< I procesado pidió que fuese ubsuelto su defen- 
dida en virtud de constar del informe de foja 7 que Dive foé 
detenido el 28 de Febrero, día en que vencía el plaio para al 
enrolamiento, no ú las 6 ó 7 romo decía el informe, sinó á las 
1 2 de la noche, contó lo prescribe el código civil, al estatuir so- 
bre la manera de contar lo» plazos. 

El procurador fiscal manifestó que tomando en cuenta, las 
consideraciones aducida* por el doctor Üaireaux.y para el caso 
de qne ellas resultasen ciertas, desistía de su acusación, á cuyo 



tfecto pedía ae líbrase oficio al Estado Mayor para que infor- 

mase sobre el término preciso del enrolamiento. 

Que pedido el informe de la referencia, el Estado Mayor se 
expidió afoj.1 15, diciendo que por ley de 28 dp Diciembre de 
1896, se prorrogó por dos meses más, el término del enrola- 
miento, a contar desde el 31 de Diciembre del mismo año, es 
decir, hasta el 28 de Febrero inclusive. 

Que librado oíioio al Kstado Mayor, para que informara ea 
calidad de para mejor proveer, basta qué hora permanecieron 
abiertas las oficinas de enrolamiento, el último dia hábil para 
ese efecto, st informó, según ■ onsta a foja 18, que basta las 6 
de la tarde. 

i considerando: Que se encuentra justilicado tn autos por 
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U confesión del procesado que mi se enroló por haber sido de- 
tenido por la policía el último dia del plazo fijado paiu el enro- 
lamiento, en el que pensuba cumplir con ese deber, 

Que constando del Estado Mayor del ejército de foja... que el 
último di >í del enrolamiento luncionanm las etidnaa hasta Ina 
6 pasudo meridiano y del de la policía de foja,., que el encausa- 
do fué detenido á las 8 pasado meridiano, hora en que estaban 
cerradas las oficina» que>r mencionan, es forzo>n convenir que 
Dive no e*taba en tiempo ja de poder llenar el deber que le im- 
poola la ley que se dice infringida, cuando fué aprehendido, lo 
que hace inaceptable la excusa alegada por la deft-nsa y pre- 
senta al acusado como infractor ¿ la ley número 3318. 

Por estoa fundamentos, y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 35 de la ley recordada, condeno A Fernando Dive á la 
pena de un año de servicio militar en el cuerpo del ejército que 
el Poder Ejecutivo determine, debiendo descontársete el tiemp» 
de prisión que llev¡i sufrido, en la proporción de un día de pri- 
sión por uno de servicio militar. Ejecutoriada que sea esta 
sentencia intimes-' al fiador del procesado lo presente á este 
juzgado, dentro del término de tres días, a efecto de cumplir la 
condena que se le impone. Comuniqúese al Poder Ejecutivo y 
director de la penitenciaría, y notifiquese eon el original y ar- 
chívese el expediente, haciéndose saber ala policía. 



Gervasio F Granel, 
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VFSTA DEL SENtlH PKOCUIUDUR GfcNERAl. 

Humo* Xirk, Ihn.ímhre !• de l«í»7. 

Sufjrettm forte : 

Ha quedad" constatado y lo reconoce la sentencia de foja 19, 
que el plazo de tu ley para el enrolamiento general Tem ía, t>n 
su prórruga de dos meses, el 28 de Febrero inclusive, 

El procesado üive fué aprehendido el mismo 28 do Febrero 
ú las 8 pasado meridiano, según ta diligencia de Toja 7 vuelta. 

Alegada aquella circunstancia por el defensor del procesado, 
el procurador fiscal manifestó, según el acta de foja 1 i, que si 
se establecía que el 28 de Febrero inclusive vencía el término 
prorrogado para el enrolamiento» no tenía inconveniente en de- 
sistir de ta acusación, el hecho ha quedad. * establecido por los 
informes del Estado Mayor general de fojas 15 y 18 vuelta. 

El hecho de haberse cerrado U* oficinas á las 6 pasado meri- 
diano, no debe pri**ar el derecho del ciudadano al goce de todo 
el término de la ley. 

Si ese término vencía el 38 de Febrero inclusive, debe con- 
tarse, una vez que la ley especial de enrolamiento nada había 
prest-riso al respecto, con sujeción á las disposiciones de los ar- 
tículos 24, 27 y 29 del Código Civil. 

El ¡lia, según el primero de esos artículos, es el intervalo en* 
tero que corre de medía noche á media noche, y por ello el ar- 
tículo 27 agrega, que todos tos plazos están continuos y com- 
pletos, debiendo siempre terminar en la medianoche del últi- 
mo día. 

Estas disposiciones son aplicables según el artículo 29, á 
todos los plazos señalados por las leyes, por los jueces ó por las 
partes. 
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Si el términ» para el enrolamiento vencía el 28 inclusive, si 
el dia se cuenta hasU la media notñe, según la ley, y si ti pro- 
cesado fué aprehendido antes de su vencimiento, no creo pue- 
dan imputársete responsabilidades legales, por 110 haber hecho 
hasta las 8, lo que tenia ri acho de hacer hasta las 12. 

Reconociendo fundada por estas consideraciones, la expresión 
de agravios del defensor del procesado, no encuentro razón le- 
gal que oponer á la absolución, y consecuente revocación de la 
sentencia por él recurrida á foja 19. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de I» Huprfiii» « o rtf 

Buenos Aires, üútembre 18 de 18U7 

Vistos v considerando ; Que según consta á foja catorce, que 
el procurador tiscal manifestó, que si fuera cierto que el Poder 
Ejecutivo, ha i iía dictado un decreto que establecía que el enro- 
lamiento terminaba el veintiocho de labrero inclusive, no tenía 
inconveniente en desistir de su acusación. 

Que el hecho tí queso subordinó el desistimiento ha resulta- 
do cierto. 

Que en tal caso no se lia deducido acusación contra t i proce- 
sado y no ha podido un consecuencia recaer sentencia condena- 
toria. 

Que A estas consideraciones, se agr. ga que también et señor 
Procurador general no encuentra mérito para la acusación, y 
no sólo no solicita que se llenen las formalidades legales, para 
la prosecución del plenurio, ¿i nú que pide la absolución del 
procesado. 
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Por estos fundamentos, y de acuerdo con la doctrina que sur- 
ge délos artículos euatr.^itntos sesenta j cuatrocientos se- 
senta y «no del Cúdigo de Procedimientos eu lo criminal, déje- 
le sin efecto la sentencia apelada de foja diez y nueve, y se 
a^br es e« de Unitiva mente en la causa. Devuélvanse. 

UEMJAM1N PAZ. — ABEL BAZAK. 
— OCTAVIO BUNGE. 



« AUNA «I>VII 



Herurso de habeos tarpus á favor de Eneas Celia 

Sumario, — No procedí' el n-cur-o de habeos corpuz contra la 
vigilancia puesta por la pulida, si rebulla que lia sido ordenada 
por negarse el recurrente a declarar eu nn ¡.uinarío de preven- 
ción. 

Ctiso. — Resulta de las >ignk-ntes piezas : 

VISTA FISCAL 

Uueno> Airea, Uiriernbre de 1891. 

Señor Juez: 

Despréndese del precedente informe, que la policía ha reque- 
rido al recurrente para que se pres-nte á declarar respecto de 
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un hecbo delictuoso qué se ha denunciado ante esa repartición, 
que se ha resi&tido íi esa comparencia, que la autoridad policial 
ha ordenado la prisión preventiva del mismo, y que continuando 
lareBistencia de ésU- ( encastillándose en su domicilio se ha fisto 
en la necesidad de establecer vigilancia para hacer efectiva la 
orden referida. 

Según el mismo informa, ta policía de la capital tiene vehe- 
mentes sospechas de que Celia conozca el hecho de que se trata 
y más aun, de que en él se halle eomplicado, 

Hsta oirounstancju, así nomo la resistencia del recurrente á 
presentarse, que se le tiene hecho, determina el proceder co- 
rrecto y autorizado de la policía para establecer la vigilancia 
que motiva el recurso y más aún para proceder en el caso dudo 
a la prisión preventiva de Celia. • 

K\ artículo 160 del Código de Procedimientos penal establece 
que loa funcionarios ó autoridades policiales, asi que se les de- 
nuncie un delito procederán á i a investigación para conocer el 
her lio delictuoso denunciado, el que pondrá en conocimiento del 
juzgado que corresponda, inmediatamente de conocerlo. 

El artículo 184 del mismo código enumera las diligencias que 
la policía está autorizada ú practicar en Tas investigaciones y el 
caso presente en que se requiere ¡a declaración de un presunto 
culpable ó copartícipe en el hecho denunciado, bien puede en 
general encuadrar en esas diligencias y eu particular en los in- 
cisos 3*. 4 o , 5 C . 8 o y 12* del mencionado artículo. 

La prisión preventiva ordenada por el jefe de policía contra 
Celia, así como la vigilaoua que te ha establecido, están auto- 
rizadas por el artículo 4° del Código de Procedimientos penal 
la primera, y la segunda por las disposiciones que dejo citadas 
a los efectos de su acción investigadora, )o que a so vez deter- 
mina la competencia de ese funcionario para tales actos dentro 
del texto expreso de la ley. 

Ahora bien, siendo el jefe de policía de la Capital autoridad 
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cn¡n patento para ordenar y ejecutar los actos qu*> motivan el 
presente recurso <ie habeos corpas, su improcedencia es clara 
dado el texto expreso del articulo 621 del Código de Procedi- 
mientos penal, que niega el derecho de interponer ese rernrs » 
cuando la privación de libertad viene d" autoridad competente. 

listas consideraci-mes son lasque me induren ¿pronunciarme 
por el rechazo del recurso interpuesto en la» condiciones de la 
h'V. 

/. ItoteL 

Pullo del Jimi Federal 

Buenos Airea, Diciembre J de 1897. 

Autos y vistos: el re. urso de /tabeas cor pus, deducido por 
don LütiiLé Odia. 

Y ciuiaiderantioí Que contra toda orden ó procedimiento de 
un funcionario públicu, tendente á restringir sin derecho la li- 
bertad de una persona, procede el recurso de amparo de la liber- 
tad, artículo 6t7 del Código de Instrucción Criminal. 

Que con el propósito de inquirir si la libertad del presentante 
*e encuentra en el sub-judice injustamente amenazada, se soli- 
citó del señor jefe, de policía de la Capital tos antecedentes que 
pudieran haber servid" de fundamento á sus procederes. 

Que evacuado por dicho funcionario el informe pedido, rna- 
Diftasta que la vigilancia establecida á Celia es debida: i* á que 
citado a comparecer para las investigaciones del hecho, se ha 
negado ú ello; y 2° que teniendo razón para considerarlo rom* 
plicado en el hecho, ha ordenado su detención preventiva, á lo 
que también responde la vigilancia decretada. 

Que tales causales autorizan suficientemente á ese funciona- 
rio para hab.-r procedido en el sentido que lo hizo, desde que, 
encargado por la ley del sumario de prevención encaso urgente 
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(artículos 169 y 184 del citado código), pudú ei%ii la comparen- 
cia del requerido á loa efectos de recibirle dech ración y pudo 
también dictar legítimamente ta órden de detención preventiva 
que dictó de acuerdo cotí el articulo 4 o teniendo los indicios 
vehementes que señalan á Celia como partícipe en el hecho. 

Que por consecuencia habiendo el señor y fe de policía de la 
capital ejercitado atribuciones lí gales, no puede sostenerse co- 
rrectamente que ha habido extral imitación de facultades en +1 
sentido de desconocer la garantía de su libertad individual, úni- 
co caso en el que el recurso traído al conocimiento del juzgado 
podía proceder (artículo 621 del mismo Código). 

Que la instrucción del sumario que se solicita es á todas lu- 
ces improcedente, por tratarse en est«' caso de un reñirán espe- 
cial que tiene su procedimiento y limites perfectamente marca- 
do» por la ley. 

Por estos fundamente-; y lus aducidos en la vista del señor 
procurador fiscal ( fallo, rechazando cun costas el recurso de 



Agustín Urdiwrratn, 



VISTA Día SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Bueno- Aire», Diciembre 14 d^ 184*7. 

Suprema €&m 

El recurso d» habeas corfnts deducido á foja i por don Enea* 
Celia y sustentado por su letrado á foja 4, no ha cumplido el 
requisito establecida en el inciso 6° del articulo 622 del Código 
de Procedimientos en lo criminal. 

Tramitado, no obstante, y resuelto por el juez a r/uo según el 
auto de foja 16, encuentro que ese auto se ajusta á las constan- 
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cías informadas por el señor jefe de policía y á las prescripcio- 
nes que rigen sus atribuciones legales. 

Pido por ello á V. E. so sirva continuar el auto recurrido de 

Sábimdno hier. 




Fallí» de Ib Suprema 



Buflnw Aires, Dinembre 21 de 1897. 

oon lo espuesto y pedido por el señor 
y por sus fundamentos se confirma, con cus- 
apelada de foja diez y seis. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZA ti. — OCTAVIO Hl.N- 
GE. — JUAN E. TORHENT, 



CAUSA 



El Ferrocarril Central Argentina contra don Eugenio lieville; 

sobre expropiación. 



Sumario, - Debe confirmarse la indemnización que resulta 
equitativa. 



í. LUI 



JJ 



370 FALLOS DI LA SUPREMA í:ORTE 

Caso, — Resulta del 



t «11o del Juri r«lrr«l 

7j U Mata, Abril 30 de Ittií. 

T fistos: E>íqb autos seguidos por el Ferrocarril Central 
Argentino contra don Eugenio I)eville(h»y su-suce*ion). por ex- 
propiación de una área de terreno que aquel le toma con la vía 
férrea en el partido del Pergamino. 

Cousid erando : i° Que el perito <J el Ferrocarril Central Argen- 
tino ha establecido como precio del ternnoc indemnización el de 
dos centavos por metro cuadrado y el de la parte ex ni opiada el 
de 40 centavos por igual medida é indemnización. 

2 o Que no puede menos de estimarse de exagerado el precio 
que lija el último, por cuanto vendría ¿resultar á nizon de cua- 
tro mi! pesos la hectárea de terreno que por su distanciad» 1 cen- 
tro de población no puedu valer en manera alguna, pues ante 
este juzgado, «ti juicio seguido por idéntica causa por la Compa- 
ñía nacional de ferroearri las pobladores contra vanos vecinos 
de San Isidro, lia lijado por terrenos á poca distancia de este 
pueblo, el de sesenta centavos metro cuadrado por terrenos de 
quinta; precio que ha sido eonlirmado por la Suprema Corte, 
como puede tena en la secretaría de esti- juzgado. 

3" Que en proporción de las distancias de esta Capital á uno 
y otro partido, y los destinos que tienen o les dan los propieta- 
rios ú lo* terrenos en esas dos localidades, los del irVgamino 
no pueden valer máa que la cuarta parte del precio referido de 
sesenta centavos, en equidad. 

4» Que en cuanto á perjuicios, ninguno establecen los peritos, 
por consiguiente se comprende que no existen. 
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Por estaa consideraciones, fallo : fijaud" en di fin i ti va el precio 
de quince centavos por metro cuadradode terreno queae eipro- 
pía en estos autoa, con sus intereses á estilo de banco, que den- 
tro de 10 días debe abonar el l'errocaril Central Argentino des- 
pués d>> ejecutoriada la presente, con nina el honorario de los 
peritos y gastos de actuación. Notifiques* con el original, re- 
gístrese y repónganse los sellos. 

.ti, S. tie Aurrecuechva, 



Fallo de I» Suprema Corte 

Huertos Aires, Diciembre 21 de 1897 

Vistos: Considerando equitativa la sentencia apelada d-foja 
setenta y w%% en cuanto tija al terreno ¿espiarse el precio 
de quince centavo!* por metro cuadrado : se ta a.ulirma en todas 
sus partee. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VARELA. OCTAVIO BUNGE. 
JUAN E. TOKKEVr, — ABEL Ha- 

zan (en disidencia). 



MSlIlEiSUA 

Vistos : Considerando en emulo al preño <M terreno ú ex- 
propiar que militan en este caso las mismas razones de que se 
ha hecho mérito para fijai aj metro cuadrado del terreno el pre- 
cio de cuatro centavos, moneda nacional, en la resolución de la 
minoría de ota Suprema Corte, pronunciada eu los autos de 
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expropiación seguidos por la mi suia empresa demandante contra 
don José Fontanell, pues en ambos casos se trata de terrenos 
con igual situación y en idénticas condiciona genera Íes : p-»r 
vllu st- fija en la referida suuia de cuatro centavos moneda na- 
cional ei precio del metro cuadrado de terreno . 

Kn cuanto á las costas: siendo jurisprudencia constante de 
esta Suprema Corte que el expropiante, encaso de que el pre- 
cio que te fija en definitiva sea a»iierior .1 ofrecido, sólo est* 
oblada á pagar lita honorarios de peritos y costas de actuación: 
se confirma ¡i este respecto la sentencia de foja setenta v ocho, 
i los sello*, devuélvanse. 

ABEL UAZAN. 



Criminal ontru J<«é f*M*« por hurto ; wbré warrelacwn. 

Sumario ~ La ley número 3335 que priva á los remciden- 
l, s del beneficio del artillo 49 del Código P,nal, no .emprende 
las causas cuyo conocimiento corresponde á los jne. es fede- 
ral^. 

foso. - El defensor del acusado pidió É la Suprema Corte 
one sin perjuicio do continuarse el recurs o deducido contra la 
sentencia dg i> instancia, fuera puesto en libertad so defendido 
por estar agotada la pena que el inferior le impuso. 

Kl señor Procurador general se opuso, fundado en u,ue el 
procesado era reincid.nte y que en esa virtud estaba sujeto a 
las disposiciones de la ley número 3335. 



i»e justicia namuhai 



i wlí» «ir I» Suprema Corle 

Itiienoü Aires. Diciembre 21 d«- 18U7. 

Autos y vistos. Considerando : que esta causa se ba teguillo 
ante la justicia federal y ha sido fallada por juez de esle fuero. 

Que la ley numero tres mil trescientos treinta y cinco que 
invoca el señor Procurador general, no serefiere aioó á las penas 
com ce ¡ona les 6 de prisión que los jueces de la Capital y terri- 
torios federales impusieren, según sus términos expresos. 

Que por consiguiente en la* disposiciones de esa ley, de ca- 
rácter excepcional y que no admite por tanto interpretación ex- 
tensiva, no están comprendidas las causas cuyo conocimiento 
corresponda á Ion jueces federales, ya sea que esos jueces ten- 
gan su asiento en la Capital 6 en las demás secciones de la Re- 
pública. 

Que en tul concepto y atento lu dispuesto en el artículo cua- 
renta y nueve del Código Penal, es cii-rtn que la pena do arresto 
impuesta al procesado esta cumplida en virtud del tiempo de 
de prisión preutiva que ¡l^vs sufrido y puesto que la sentencia 
condenatoria del* instancia no lia sido apelada por el minis- 
terio público. 

Por esto se resuelve que, sin perjuicio de la prusecusnm del 
recurso, se ponga en libertad al procesado, á cuyo efecto se librará 
el oücio respecto™ al juiü de sección, debiendo después i-orn-r 
la causa segun su estado. Hágase saber con el original. 

BENlAVm PAZ. — ABIL BAZAN. 
— OCTAVIO BUBGE. — JUAN 
E. TOHBEIfT, 
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El Ferrocarril Cení raí Argentino contra don José Estela; fobr* 

expropiación 

Sumario. — Debe confirmarse 1» indemnización que resulte 
ser equitativa. 



Cíiso, — Lo 



frailo del Juci W*ú*rmi 



La Piala, Abril 9) de lüti 

I vistos : estos autos seguidos por el Ferrocarril Central 
Argentino contra don José Estela, y hoy contra don Angel Go- 
doy, sobre expropiación du una área de terrenu en el pirtido,dt>l 
Pergamino : 

Y considerando : i" Que en el juicio seguido por Las mismas 
partes, por apropiación de un terreno contiguo al que motiva 
el presente ; este juigado, por sentencia de esta fecha, ha lijado 
el valor de 16 centavos el metro cuadrado, fundado en las rajo- 
nes que allí se expresan y que por analogía deben aplicarse al 
presente caso, 

2 o Que en cuanto á los perjuici o, ellos no han sido determi- 
nados, ni alegados por la parte interesada en la estación opor- 
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tuna del juicio, para que pudieran ser tenidos en cuenta, y á 
esta respecto existe otro que el ctuce de la vía por el terreno y 
desmonte á que se refiere el perito del demandado, como lo com- 
probó 1 1 inspección ocular de foja 34 vuelta. 

3° Que ese perjuicio es real y debe tenerse en consideración 
porque aun cuando no cambia et destino del terreno, que es de 
chacra, se hace difícil la comunicación de la fracción menor con 
el resto del terreno, concurriendo además la circunstancia, como 
lo dice el acta de la referida inspección ocular, de verse privado 
del acceso á las calles quu antes tenía. 

4" Que no estando estimado como corresponde ese perjuicio, 
el juzgado debe fijar una suma que equitativamente lo re- 
larsa. 

Por estas consideraciones, fallo fijando en definitiva el precio 
de 15 centavos por metro cuadrado de terreno á expropiar en 
estos autos y en 500 pesos moneda nacional toda clase de per- 
juicios ; todo lo que con sus intereses computados en la forma 
di costumbre, deberá pagar el Ferrocarril Central Argentino 
dentro de 10 días de ejecutoriada esta sentencia, más el hono- 
rario de los peritos y gastos de actuaciones. Xotiffquese con el 
original, regístrese y apónganse los sellos. 

Mariano S. de Áurrecoechea. 



Falla «e I» ■apr»»C»rt* 

Buenos Aires, Diciembre 21 d* 1897. 

Vistos : Considerándose equitativa en presencia de las cons- 
tancias de autos, la sentencia apelada de foja cincuenta y cinco, 
en cuanto fija al terreno á expropiarse el precio de quince ceo- 
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tavos por todaindemniiacion : se la confirma en todas 
tes, y repuestos los sellos, devuélvanse, 

LUIS V. VARELA. — OCTAVIO 
BUTIGE. — Wkñ E. TORREA?. 

— abelbaean (en disiden- 
cia). 



DISIDEKCIA 



Vistos : Considerando en cuanto al precio del terreno á ex- 
propiarse, que militan en este caso las mismas razones de que 
se ha hecho mérito para ti jar ul metro en adrado de terreno el 
precio de cuatro centavos moneda nacinnal, -n la resolución de 
la minoría de esta Suprema Corte pronunciada en los autos de 
expropiación seguidos por la misma empresa demandante con- 
tra don Joüé Fontanell, pues en ambos casos se trata de terre- 
nos con igual situación y en idénticas condiciones generales ; 
por ello, se fija en la referida suma de cuatro centavos moneda 
nacional el precio del metro cuadrad* de terreno, y atentas las 
circunstancias del caso poT lo qif haceá la indemnización del 
perjuicio resultante por fraccionamiento, se fija el preoiodc ella 
en la suma de cien pesos moneda nacional, quedando en estos 
términos modificada la sentencia apelada de foja cincuenta y 
cinco, la cual se confirma en los demás pronunciamientos que 
contiene. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



ABEL BAZAN. 
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4 AUNA «:DXI 



Criminal tonda Alfreda J. OHi-ieri, ¡tur nulidad y falmlad de un 
diploma df la ( niversidad dv t'úrdvhu ; sohre snhri>senrite?iU> 

Sumario. — Pmiiendo adelantarse el sumario, no debí* dic- 
tarse sobreseimiento. 



Cato. — Resulta de las siguientes piezas: 



Fnllo M Jnem Federal 

Córdoba, ürhibre ih «te 1897 

Autos y fistos : tas precedentes diligenrias practicadas por 
denuncia de la Universidad de Córdoba, de feclia 22 de Setiem- 
bre último, el articulo de prerio pronunciamiento deducido y 
demás actuaciooes practicadas. 

Y considerando : I a Que el hecho quo se denunciaba en la 
nota de foja 12 era el de la presentación de un diploma de mé- 
dica, otorgado por la Facultad si- esta ciudad el año 1880, el 
que dicha facultad había declarado falso en fecha reciente. 

2" Que practicadas algunas diligencias tendentes á la averi- 
guación de ios hechos se presenta un artículo de especial pro- 
nunciamiento prévio, pidiendo su sobresea en la causa, por pres- 
cripción del delito denunciado (foja 19 , el que el fiscal pide se 
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resuelva ea otra oportunidad por creerlo estemporáneo (foja.,.) 

3* Que para soluciouar el artículo se hacía necesario deter- 
minar con precisión el delito denunciado, á cu jo fin el juagado, 
por auto de fecha 3 del corriente, ordenó esta aclaración al de- 
nunciante, quien contesta que la Facultad de Medicina de Cór- 
doba ha declarado falso ese documento por no aparecer cons- 
tancia de él en los libros de la Universidad y no por reconocer- 
se falsificadas las firmaB o escrituras que él contieno, sobre lo 
<-ual la Facultad dice no tener competencia, 

4" Que aclarada así la denuncia y no comprendiéndose en 
ella la f alsiiieacion de un mododaro, resulta que el hecho que 
se imputa al procesado es el de poseer y haberse presentado á la 
Universidad preguntando si es auténtico un diploma de médico 
del cual no aparece constancias en los libros de su origen. 

5° Que apreciar de oficio como incluida implícitamente en la 
denuacia la falsificación del diploma hecho por el procesado, 
sería tan ilógico y aun ilegal como mirar como procesado por 
f alsiíicacion de billetes ó de moneda éun prevenido por poseedor 
6 circulador de esos billetes falsos, ¿ los efectos de negarle los 
beneficios de la prescripción ó de la encarcelación, cuando para 
esto se tiene en cuenta el heoho porque se procesa á un indi- 
viduo. 

6* Que el hecho denunciado por la Universidad no está clasi- 
ficado ui penado en ninguna disposición del título de las « Fa- 
cultades * de la ley del 63 ; ley que rige el caso en cuestión, por 
tratarse de un documento otorgado por una repartición nacional. 
Y tal como han pasado los hechos, tampoco aparece estar com- 
piyndido en las disposiciones relativas del Código Penal, que la 
justicia nacional puede aplicar subsidiariamente en los delitos 
cometidos contra la Nación. 

7" Que en caso de duda y suponiendo el hecho ^emprendido 
entre los qne hacen uto d sabiendas de un documento faUo.caso 
legislado por el articulo 282 del Código Penal, dicho delito es- 
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tarta proscripto de acuerdo con la disposición del artículo 89, 
inciso 3*, del mismo, 

8* Que siempre, en la misma hipótesis y para decidir la excep- 
ción de prescripción deducida, debe estafe al delito y á la fecha 
del mismo, según la denuncia y elementos de comprobación que 
aparezcan en autos, como igualmente tenerse presente que >1 
trámite y resolución prévia de la excepción alegada, es proce- 
dente, conforme á los artículos 443, inciso 8', 444 y siguientes 
del Código de Procedimientos nacionales en lo criminal. 

9° Que descartada del proceso Ja persona denunciada y por *• ) 
hecho que motiva la denuncia á mérito de las razones antes di- 
chas, queda, sin embargo, subsistente la denuncia de una fal- 
sedad cometida por otras personas en el mismo documento pú- 
blico ; y demás elementos de juicio de la existencia de otros 
delitos no denunoiados y cometidos tal tez fuera de esta sección 
judicial. 

Pero í-sa denuncia con la vaguedad en que queda, no puede 
ser tomada en consideración por el juzgado mientras no se llenen 
los requisitos establecidos por la ley, <<s decir, expresión en cuan- 
to es posible, de las siguientes circunstancias: autores, cómpli- 
ces y encubridores de la falsedad, circunstancias sobre el modo 
de su comisión y personas aun ajenas al delito que hayan debido 
intervenir, todos los demás antecedentes y detalles que pueda 
arrojar luz sobre él. 

En mérito de lo dicho se resuelve : i* Sobreseer defíniti- 
fameui* en el proceso instruido oontra el individuo Alfredo 
J. Olivieri, en cuanto al hecho denunciado por las notas de 
foja..., por no estar incriminado en las leyes penales, y en 
todo caso, por la prescripción invocada y sin perjuioio de otros 
del itos que puedan después aparecer de estas actuaciones ; 2 o Ofi- 
ciar al dennnciante para que formule la denuncia o ne queda sub- 
sistente, llenando los requisitos establecidos por el articulo 156 
de la ley de procedimientos citados í 3° Dejar sin efecto las ór- 
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denes de detención que pesan sobre Olivieri, á cuyo fin se libra- 
rán las providencias del caso; 4° Conservar seiu estrado en este 
tribunal el diploma presentado hasta otra resolución. Hágase 
saber original y trascríbase. 

C. Moyana Gaciíúa, 



VISTA UtL SEflUU PROCURAUOh GENERAL 

Dueños Aires, Ihcieriitire 9 de Ifcft*" 

Suprema Curie : 

La comunicación de la Facultad de Medicina de Córdoba, 
acredita la existencia de un hecho revestido con caraetere* de 
criminalidad. 

Se trata de un diploma de médico, que aparece expedido por 
aquella Facultad y que a su juicio es falso, no oxi^tieiidu antece- 
dente, ni de estudios, ni de exámenes, ni de inscripción alguna 
en favor del agraciado. 

Si ese diploma resultara fabo, podría resultar también falsi- 
licado, T como se trata de un delito de carácter público, no es 
dudoso el deber de investigar si realmente esiste la falsificación 
6 falsedad atribuida á un docu mentó público, j quiénes sean sus 
autores. 

La falsedad « n sí misma, tratándose de un documento de ca- 
rácter público, podría constituir un delito punible según la ley 
de U de Setiembre de 1863, y disposiciones correlativas del Có- 
digo Penal. Fi delito seria mayor y de más ntensa responsabi- 
lidad si resultara una falsificación. 

En el estado actual del sumario, ni es posible apreciar la ver- 
dadera extensión del delito y la responsabilidad penal de su 
autor ó uutores, ni por consecuencia, si os ó no procedente la 
excepción de prescripción opuesta. Adhiriendo por ello, á lo 
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expuesto por el Procurador ti se al, pierdo que es prematuro el so- 
breseimiento ordenado, ya que de la instrucción sumaria, pue- 
dan resultar hechoB criminales que autorizan ta acusación fisi-al 
por tos delitos de falsedad y aun de falsificación. 

Pido á V. E. se sirva revocar el auto de foja 4 vuelta, para 
que el juez a i¡uo lleve adelante la instrucción del sumario á los 
efectos A que hubiere lugar. 



Vistos y considerando : Que como lo dice el señor Procurador 
general en su vista de foja diez y siete, en el estado de la causa 
no se puede apreciar si se ha cometido ó no el delito denunciado 
y que, como posible, surge de las constancias del proceso ; no pu- 
dieado tampoco saberse sí se trata de un delito de falsiíicacion 
de firmas ó de falsedad, respecto ai contenido del diploma en 
cuestión ó de uno y otro conjuntamente. 

Que en tales condiciones, el artículo cuatrocientos treinta y 
cuatro del Código de procedimientos en lo criminal no permite el 
sobreseimiento, y se haco necesario, al contrario, continuar las 
diligencias de investigación, lo que es pertinente aun para juz- 
gar sobre la procedencia de la prescripción de la acción para 
acusar. 

Por ésto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador geuera) : se revoca el auto apelado de foja cuatro 
vuelta, y devuélvase al juez de sección, para que proceda con 
sujeción A lu resuelto en el presente auto. 



Sabiniano Kler. 




jiurmtí, Aires, Uicietubre ¿Ü de 1897. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BASAN. 
— OCTAVIO BÜNGE. 
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4 AI NA 1DIH 



El Ferrocarril Central A t-rjentino, cotUr 

sobre expropiar ion 




f . 



Sumario* — Debe confirmarse la indemnización que resulta 
equitativa. 

Caso, — Resulta del 



Y vistos ; Estos autos aeguidu» por el Ferrocarril Centra] Ar- 
gfntinti contrit 'loo Jns¿ lontanel, y hoy contra don Angel G<>- 
doy. por expropiaciou de una área de terreno situado en el par- 
tido del Pergamino. 

Resallando : I o Que ej perito del ferrocarril, en su dtetimeo 
de toja 88, apreció en 81)0 pesos moneda uaciunal el total d. I 
terreno á expropiar, incluyendo en esa suma toda indemuiza- 
ciou, sin determinar por separado el valor venal de la tierra, ni 
el de los perjuicio*. 

2" Que el del expropiado á su vez, á fu ja 04, avaluó en un peso 
el metro cuadrado de terreno y en sesenta centavos por igual 
medida sobre la fracción menor por Ja indemnización debida. 

I considerando : i n Que en cuanto al valor venai de la tierra, 
en este juzgado se han seguido, por la Compañía nacional de 
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Ferrocarriles Pobladores, diversos juicios sobre expropiación du 
terrenos de quinta, situados en el partido de San Isidro, en los 
que se ha fijado el precio de 60 centavos por metro cuadrado de 
terreno, lo que ha sido confirmado por la Suprema Corte de jus- 
ticia nacional. 

2° Que atento á la distancia del partido -1 vi Pergamino y el 
de San Isidro, respecto de la Capital federal, y el destino que 
tienen los terrenos similares en esos dos partidos, bien distinto, 
por cierto, pues mientras Los del primor» son destiuados á cha- 
cras, como el de que se trata en estos autos, los del segundo 
lo son casi en su totalidad á quintas de reoreo. 

3 d Que ese precio de tíO centavos que se expresa e» el primer 
considerando, en vista de la forma en que se han expedido U>s 
peritos en este juicio, puede y debe servir de base para deter- 
minar la fijación del precio por analogía y la proporcionalidad, 
teniendo en cuenta la distancia y aplicaciones «Y los lerrenosnn 
nnoy en los otros casos, sería el de una cuarta parte del precio 
ya referido. 

4* Que en cuanto á los perjuicios, ellos no lian sido negados 
en su importancia, y antes por el contrario, el perito de la em- 
presa expropiante los reconoce á foja 37, eflfeftblepe que la vía 
del ferrocarril, corta el terreno en curva y tk-smonti» comuni- 
cándose por la calle crinando la vúi, por ser peligroso el paso 
ií nivel en las condiciones de cruce y desmonte. 

5° Que los otros perjuicios que pretende, en la inspecciun 
ocular. el expropiado, han sido negados por el representante del 
ferrocarril en el mismo acto, aun cuando se luí constatado qu** 
en la fracción del costado izquierdu, se hallan rastros de haber 
habido paraísos. 

6 o Que, por consiguiente, el pt-rjun io real consistí- en til des- 
monte del terreno, para la construcción de la via y alambrad» 
de ésta, loque hace imposible ta comunicación ron la otra aun 
cuando no cambie por esto el destino que tiene el terreno. 
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7° Que no habiéndose determinado por los peritos, de «na 
manera justificada, el valor que le atribuyen á esos perjuicios, 
lu que era su principal deber, pues uno loa engloba oon el va- 
lor de la tierra, y el otro los exagera, como ba exagerado el va- 
lor de aquella; el juzgado puede y debe i-ntónces en este raso 
determinar un valor que estime equitativo. 

Por estas consideraciones: fallo fijando en definitiva por pre- 
cio venal del terreno á expropiar el de 15 centavos moneda na- 
cional porcada metro cuadrado, y la suma de 800 pesos de igual 
moneda por toda indemnización, que con sus intereses compu- 
tados en la forma de práctica, deberá pa^ar el Ferrocarril Cen- 
tral Argentino dentro de diez días de ejecutoriada la presente, 
así cumo el honorario de los peritos y gastos de actuación . No- 
tifíquesecon el original, regístrase y repóngase las fojas. 

Mañano S. tic Aurreeoechea. 



r*ll. de I» ft.ipr.-iM f*rt» 

Buenos Aires, Diciembre 21 de HRff. 

Tbtoe: Considerando equitativa eu presencia de las cons- 
tancias de autos, ¡a sentencia apelada de foja ochenta y dos, en 
cuanto fija al terreno á expropiarse el precio de quince centa- 
vos por metro cuadrado y la suma de ochocientos pesos por toda 
indemnización; su la confirma en todas sus paites, y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VAhELA. — OCTAVIO BWGE. 
— JIJA HE B.T0RI1ENT. — ABEL BA- 

ZA« (en disidencia). 
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Vistos: Considerando: Qttí el terreno do cuya tx propia ion 
a> trata es una superficie de ocho mil setecientos metro» rúa- 
«Irados, que la empresa del ferrocarril Central Argentino ba 
omjpaiiu con sus lineas en las chacras números treinta y tres y 
treinta y cuatro de! éjido del pueblo del Pergamino, atrave- 
sando una de ellas en forma curvilínea, por uno de sus ángulos, 
y dejando cortada del reato di- la propiedad una parte de la mis- 
ma en forma triangular, y de extensión como de trece mil m- 
tros cuadrarlos según cálculo del expropiado, no contradicho por 
el expropiante. 

(¿ue délos peritos nombrados por las partes para avaluar el 
precio de la expropiación, el de la empresa fijaba en ochocien- 
tos pesos moneda nacional el del terrenoy la indemnización por 
fraccionamiento, y id del expropiado en unpesu moneda nacio- 
nal por metro cuadrado del terreno ocupado por la vía, y en se- 
senta centavos de la misma moneda por rada metr*» cuadrado 
de terreno cortado en forma triangular, y separada de aquella, 
sinque uno y otro perito funden sus avaluaciones en antece- 
dentes ó datos que la justifiquen, pues se limitan solamente á 
describir la forma de la línea y estado del corte del terreno. 

Que la sentencia de que ambas partes han apelado fija al me- 
tro cuadrado ocupado por Ja vía el precio de quince centavos mo- 
neda nacional y por indemnización de perjuicios la suma de ocho- 
cientos pesos, invocando para lo primero los precios pagados por 
expropiaciones hechas en el partido San Isidro, cuyos terrenos 
no pueden tomarse como ejemplo, ni servir de punto de compa- 
ración para apreciar el valor de los situados en el éjido del pue- 
blo del Pergamino, por Ja gran distancia que hay entre unos 
r. Ltti 
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y otros y de las diferentes condiciones de las respectivas con- 
diciones. 

Que debiendo el precio de la expropiación subordinarse, 
en cuanto lo permitan las circunstancias, al Talar que tenga la 
propiedad con relación al que se haya fijado, en contenciones 
libremente celebradas, á otros bienes *n iguales i próximas 
condiciones, en la época inmediata i la ocupación del bien 
materia de la expropiación, corresponde en el caso sub judice, 
con arreglo á estárcela de buen criterio, tener presente, para 
la equitativa apreciación de los terrenos de que se trata, dos 
finías que se han realizado, launa con fecha veintiocho de Mayo 
de mil ochocientos ochenta y ocho de la ohacra número treinta 
y dos, contigua á los números treinta y tres y treinta y cuatro 
del expropiado y compuesta de doscientos dos mil ochocientos 
seis metros cuadrados, con edificio, plantío y cercos, pertene- 
ciente á don Donato Peluso, quien la enajenó á don José Stela 
por el precio de seis mil quinientos pesos moneda nacional, se- 
gún consta de la escritura pública que su registrad foja no- 
venta y siete de los autos sobre expropiación, seguidos por la 
misma empresa demandante contra dicho Kstela y que se ha- 
llan en apelación ante esta Suprema Corte ; y la otra que es 
la venta de las mismas dos chacras números treinta y tres y 
treinta y cuatro, á una de las cuales pertenece el terreno ocu- 
pado por la vía, venta realzada con fech.i diez y ocho de Se- 
tiembre de mil ochocientos ochenta y nueve, por don José A. 
Sdigoras y dou Miguel V. Lenti á favor de los Fontauei], por la 
suma de quince mil pesos moneda nacional, entrando en la ven- 
ta por este precio el edificio, plantío y cercos que conttnían di- 
chas chacras, con «na superficie de cuatrocientos veinte y tres 
uní seiscientos veintiocho metros cuadrados, cornos.' ve por la 
escritura de foja cuarenta y nueve, 

Que tomando en cuenta la superficie de las chacras á que se 
refieren ambas ventas y el precio en que se lian en aje lüdo, se 
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verá que corresponde al metro ruadradu fe terreo, en U pri- 
mera renta, el preeiode tres ci.Utos con doa milésimos de peso 
moneda nacional, incluyendo en este precio 0] valor del edid- 
cio, plantío y cerco de la chacra, el cual se ha englobado en U 
suma de sei* mil quinientos pes»s moneda nacional pagado por 
toda ella; y que al metro etiadradn d e terreno, en la segunda 
de dichas ventas, le corresponde, como precio, alrededor de tres 
centavos y medio de peso, incluyendo el del Oficio, plantíos y 
cerco de Jas dos chacras, que bien puede cubrir la extensión de 
terreno antes expropiada para el Ferrocarril del Ueste de la 
provincia, de que se habla en la misma escritura. 

Que si á estos antecedentes se agrega qiir la primera de a*as 
ventas se ha realizado en el mimo mesy año en que la empresa 
d.-mandante promovió el presente jujciode * ipropiadon y pidió 
presión del lerreno y que. Ja segunda de ellas ha tenido lugar 
en el año ..guientede mil ochocientos ochenta y nueve, coando 
por la especulación, según es de pública notoriedad, la propie- 
dad había turneo mayor valor en la pruvmeia, se tendrá por 
todo ello qnell.-^r á la conclusión, de que eu equidad y justi- 
cia, no puede pagarse por el terreno que trata de expropiarse 
mayor precio que el de cuatro . t-utavos p<,r .«tro cuadrad, y ta 
suma de ciento cincuenta pesos moneda nac.onal por indemni- 
zación del perjuicio causad.» por el fraccionamiento de la pro- 
piedad. 

Que á la equidad deísta avaluación «o puede oponer*, *| 
hecho, de que don Juan Jacksou, en representación de la com- 
pañía del mismo Ferrocarril Centra] Argentino, haya pagado á 
don Honon, Acevedo el precio de - uarenta centavos moneda 
nacional por metro cuadrado de un terreno « ontiguo de chacra 
adquirido en venta privada ron destino i |* construcción de la 
uusma vía, porque aun cuando es cierto el hecho, como lo prue- 
ba la escritura pública corriente á foja setenta y cinco de los 
autos de expropiación de la misma empresa contra don José Es- 
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leí», que se tienen >í la vista, tal hecho no prueba que esepre- 
ci- sea cuando menos aproximado al precio corriente que ae paga 
por metro cuadrado de terreno de chacra en el del Pergamino, 
y que es ft! que debió subordinar la compra el represéntame 
de la compañía, en cumplimiento de los deberes de honrado 
rwmidatario, y para no aparecer <onf ahulado con el Tendedor, 
pagándole, en daño dr ia compañía, su representada, no precio 
más de diez veces superior al de las dos ventas de terreno de 
ch icra contiguos, di- *[ue antea se ha hecho mención, y que son 
las únicas de que hay constancia en autos, d tí haberse realizado 
más inmediatas ;í la fecha de ta iniciación del prest- nte juicio, 
ya que no es posible tomar como ejemplo de precio corriente 
d<- terrenos destinados á explotación aerícola, el que arbitra 
riamente se hará pagado por los de cbacra para construir sobre 
ellos una vía férrea, que, comosuceile en el presente caso y en el 
de la compra h> cha por Jacksun, tu- ha destruido edificio al- 
guno, ni inutilizado para la producción los demás tt-rrenos del 
vendedor, salvo el pt-rjuicio resultante del fraccionamiento que 
de ningún modo pttede justificar el precio de que se trata. 

Por estos fundamentos : ^e revoca la sentencia apelada 
fop ochenta y dos, y se tija al terreno á expropiarse, el precio 
de cuatro centavos por metro cuadrado, que deberá pa^ar el ex- 
propiante, y además, la suma de ciento i-incuenta pesos como 
indemnización del perjuicio causado por ej fraccionamiento 
déla propiedad. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



ABEL DAZAÜ, 
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Don Juan Barrera Conloa contra dan Juan Laiuja, por cuhro 
de pesos ; sttbre competencia 

Sumario. — Oorrespund en a U justi<iu federal, por ruzoii de 
las personas, las i-ausas mejores de 500 uhsos, si la suma qu«> 
se litiga excede la juris-1 id-ion de la justicia d<- paz. 

Caso. — L«i explica «1 

4.it<» del Smmm Fritera I 

Sflu Juan, A»ro*tQ 16 de 1B©7, 

Vistos y considerando: Que según la disposición de) articulo 
I a de la ley de 3 de Setiembre de 1878, se excluye de la compe- 
tencia de los juzgados de sección, las cansas de jurisdicción con- 
currente, en las que el valor demandudo no excedade quinientos 
pesos fuertes, cuando por otra parte el conocimiento del caso 
caiga bajo la jurisdicción de La justicia de paz de la provincia 
respectiva, según las leyes de procedimientos vigentes en ellas. 

Que el artículo 33 de la ley orgánica de los tribunales de la 
provincia sólo confiere jurisdicción á los jueces de paz en mate- 
ria civil y comercial, cuando la cantidad que se demanda no 
exceda de doscientos pesos. 
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Que en el presente caso se cobra una cantidad rnajoi ele ese 
límite, y, por consiguiente, no es el caso de aplicar la excepción 
que establece el artículo i 9 de la U*r de 8 de Setiembre de 1878. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á la excepción de 
incompetencia deducida por don Juan Langa» condenándosele 
en costas. 

Alttarraain. 



VISTA DEL SESOR PROCUHAUOR GENERAL 

Hu«- nos Aires. Setiembre 20 de l«y? 

Suprema Corte: 

Considero legales los fundamentos del auto de foja lt, y no 
teniendo nada que agregar a sus conclusiones, pido a V. E. se 
*irva confirmarla por sus fundamento*!, 

Sabiniano Kier. 



Falla de Ib Nuprema Corle 



Uuenos \jre s . Diciembre M ile 1897, 

De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
general, y por sus fundamentos, ge confirma, l> °n costas, el auto 
upó ludo de foja once. 

los sello*, devuélvanse, 

■ 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V, VARE- 
LA.— ABEL BAZAS. — OCTAVIO 
BUNGE. — JOAN E. TORRENT. 
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A7 Manco de ta Ración Argentina rontra don Juan de Dios 
Vera, por robro de pesos : sobre procedencia de la acción 



Sumario. — Si la letra ha sido firmada por ej mandatario 
con facultades bastantes, el protesto hacho al mandatario debe 
entenderse como hecho personalm-nte al mandante, y autoriza 
la arción ejecutiva. 

( aso. — Don Augusto L. Alsina, por d Banco de la Nticion, 
presentó ; I* Un ti letra, foja 4, por pegos 1950, girada en 9 de 
Noviembre de 1893 á 90 días, por don Antonio Sánchez Negre- 
ta, contra don Juan de í>ios Vera. Esta letra esta aceptada por 
el mismo Sánchez Negrota, por poder de Vera. 

2* Testimonio de un poder otorgado por Vera, foja 2, á favor 
de Sánchez Negrete, en el cual, entre otras cláusulas, figura 
la de tomar dinero a interés de tos bancos ú de particulares, y 
como consecuencia , firmar letras ¡í la orden con giro ú acepta- 
ciones. 

3 o Testimonio del protesto de la letra citada, el cual se en- 
tendió con Sánchez Negrete únicamente, por haber sido infor- 
mado el escribano de que Vera se hallaba anscnte. Sánchez Ne- 
greta contestó que habla presentado una solicitud de moratoria 
al Banco ele la Nación, que nu había sido resuelta, y que por eso 
ni su poderdante ni ét se habían preparado para hacer frente 
ai compromiso. 
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Con estos antecedentes, el representante del Banco de la Na- 
ción, pidió el auto de solvendo, contra el apoderado de Vera. 



Fallo del Juti fr'edrral 

Corriente», ilaya 17 de IttiU. 

Vistos y considerando : <¿u*> si bien es vt-idad que el manda- 
tario Sánchez Negrete teiif;i facultad» segiin se expresa en el 
poder adjunto, para tomar dinero A interés de los bancos, y, 
como consecuencia de esto, firmar letras á la órden, con giros ó 
aceptaciones y hacer novaciones, renovaciones y amortizacio- 
nes di* deudas lo que es conforme con el artículo 608 del Códi- 
go de Comercio ; no es menos cierto que e) protesto por falta 
de pago de las letras que en virtud de ese poder se firmasen 
para que surta ó le imprima carácter ejecutivo á la obligación, 
debe ser hecho personalmente a la persona á cuyo cargo esté 
girarla la letra, que en nuestro cas» lo es el mandante de Sán- 
chez Negrete, don Juan de Dios Vera (2* parte del artículo 
675 y 7f5 del código citado). Si el código hubiese querido atri- 
buir los mismos efectoa al protesto hecho al mandatario, lo ba- 
bria dicho, desde que admita la representación en las letras, 
como se ve en el artículo 608 citado; y no sólo no lo lia dis- 
puesto así en ninguna de sus disposiciones, sittü que manda 
expresamente que las diligencias del protesta deben entenderse 
personalmente con et sujeto <f cuyo cargo CSté girada la tetra. 

Loque demuestra evidentemente que el protesto por falta de 
pago debe hacerse siempre al directamente «ibligado, máxime 
cuando se quiere que la obligación adquiera carácter ejecutivo 
poT ese medio, que es de lo que se trata en el cuso xub-judice. 

Por esto, no se hace lugar á la reposición del auto número 
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155, yac concede, en relación, la apelación interpuesta para 
ante la Suprema Corte. En consecuencia, remítansele los autos, 
con el ofii iode estilo, á costa del apelante, previa reposición fie 
foj as. 

Lujnmiño. 



milo dr I» 0M|ir«m« l orie 

Üweiinr Aires Diciembre I¿ de 1897 

Vistos y considerando: Que la letra de cuya ejecución so 
ir ata ha sitio firmada p r el mandatario don Antonio Sánchez 
Negrete, en virtud de poder otorgado al efecto por el mandante 
don Juan de Dios Vera, segan resolta dr las constancias de 
autos. 

Que he< ho el protesto de la letra en la persona del mandata- 
rio, que ha reconocido la verdad y autenticidad de ella, debe 
entenderse verificado ese reconocimiento por el mandante para 
todos sus cf ectos jurídicos, conforme á la disposición del artículo 
mil novecientos cuarenta y seis del Código Civil, en cuyo raso 
es procedente la ejecución dirigida contra el citado don Juan de 
Dios Vera. 

Por esto se revoca el auto apelado de foja siete vuelta ; y de- 
vuélvanse á sus efectos. Repóngase el papel. 

LUIS V. VA HELA. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO BÜNCE. — JUAN K. 
TOBREPiT. 
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í)on SmitifHjv Terrero contra la }íimin}nili(la(t de 
La Plata, sobre posiciones 

Sumario.— Kl Intendente de la muñid pal idad puede ser oblí- 
galo á absolver posidoues sobre hecbos en que baya interveni- 
do 6 de que deba tt-ner conocimiento en el carácter de tal. 



Casa, — Lo explica el 

Fallo d«-l Ju«> Federal 

La PUu, Novñ-mbre H dn l«9o\ 

Autos y vistos : Estando resuelto por la Suprema Corte de 
justicia, en el caso de José Gibaldi, con el Ferrocarril del Oeste, 
que tramita por la secretaría actuaría, que la prueba debe ofre- 
cerle y producirse dentro del término de prueba, vencido v \ 
cual no procede la citación de los testigos que voluntariaraen te 
no hubiesen concurrido los di as señalados al efecto. 

Que e^a resolución es aplicable ai caso, pues esa citación se 
expide en 2 de Octubre, cuando, según consta de autos, el tér- 
mino dé prueba venció el 23 de Setiembre, sin que esto haya 
*ido contradi^.; por esto, no ba lugar á la citación de testigos 
que se solicita por la partí.- de Terrero, 
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V considerando respecto de la citación para la absolución (te 
posiciones, hecha al intendente municipal, que éste está obliga- 
do á concurrir al juzgado respondiendo á osa citación, y que 
es is peticiones pueden referirse á actos personales practicados 
por el mismo, á lo que no puede sustraerse, porque la confesión 
judicial en materia civil, es uu derecho que no puede ser coar- 
tado íl la parte que lo ejercita por el juez de ¡a causa, cuando esa 
derecho se halla dentro de lo pertinente, es decir, dentro de los 
términos déla ley. 

Que en el juicio seguido ante este mismo juzgado y secretaría 
actuaría, por don Hipólito Benet contra el Banco Hipotecario 
de la provincia, el presidente de éste fué citado para absolución 
de posiciones, á lo que se opuso por ft? ues análogas, y la Su- 
prema Curte de justicia, confirmando un auto de este juzgado 
tío haciendo lugar á la oposición, estableció entre otros casos 
c 0,111* no obrando las personas jurídicas sino por medio de sus 
representantes para el ejercí- 10 de sus derechos? cumplimien- 
to de sus obligaciones, se quebraría la igualdad que debe reinar 
ente* las partes en juicio, haciendo imposible para uno la prue- 
ba por confesión, que es posible para otro » . 

Por todo ello, fallí» : no haciendo lugar, con costas, á la ape- 
lación hecha por el Intendente municipal domor Ugslde, y 
comparezca d absolver la* posiciones pendientes el día 13 d» l 
corriente tí la 1 de la tarde, citándosele cu forma, bajo apercibi- 
miento de dársele por ab -sueltas en su rebeldía, Notifíqucse con 
el original y repensase la foja, 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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Fallo de la luprenift Corl« 

míenos Aires, Dtfiembrt- 23 de 

Vistos: Por los fundamento* del auto de foja noventa y cinco 
y considerando además : Que, como lo tiene establecido esta Su- 
prema forte, entre otros «-asas en losijue se legistran en el tomo 
sesenta y uno, pagina doscientas rnatru, y sesenta y dos, página 
doscientas ochenta y dos de sus fallos, nada se opone ó que los re- 
presentante de las personas jurídicas absuelvan posiciones 
sobre hechos en que corno tales hayan per anualmente interve- 
nido ó deque deben tener conocimiento en el mismo caráeit-r. 
no habiendo razones especiales en contrario. 

Por esto: ae conlirmn, con costas, el mencionado auto en la 
parte apelada, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

flEfUAHW PAZ. — LUIS V. VAKfclA, 
— ABEL BAZAV — OCTAVIO BUV 
GE. — JUAN E, TORttErtT- 



S UNI fDXll 



¡ha Francisco Fuaes, contra don .luán Jarba; sobre 
reintwj ración de terreno 

Sumario, — Si el lerreno perdido por ti demandante, resulta 
q,ie no hace parte del que se le entregó con la calidad de serle 
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reintegrado en casnde pérdida, no es admisible su demanda de 
reintegración. 

Caso. — Resulta del 



tullo fiel Jur/ i «**l**r»l 

San Luis. Febrero 15 de L893. 

Y vistos: El juicio seguido por don Francisco Funes contra 
don Juan Jarba, sobre reintegración de un campo de pastoreo. 

Y resultando: i" Que el 20 de Setiembre de *88G ( los hermu- 
ii "S Ramón y doña Carmen Mnreno, sucesores de los derechos de 
propiedad que dicen tener en la estancia denominada c ManautiHl 
de Uelioa *, situada en Villa de Mercedes, departamento general 
Pedernera, de esta provincia, otorgan á favor de don Francisco 
Funes escritura pública de renta de una fracción que compren- 
de la superficie de tres mil doscientas cuadras cuadradas, 6 sea 
una legua de Trente pur dos de fojido, igual (i cinco mil trescien- 
tas noventa y nueve hectárea*, %xenta y oekt áreas y treinta 
y dos ceiitiá reas, lindando por el sud con don José Quiruga, por 
el este con don Carlos Juan Rodríguez, don Simón Velez y los 
Tendedores, por el norte con el Banco Mendoza, y por el oes- 
te también con los otorgantes quienes aseveran pertenecerás 
por herencia de su tinado padre don José Ruperto Moreno, se- 
gún asi consta del testimonio di* foja f . 

2° Que el 21 de Agosto de 1882, se practica mensura judicial 
de este terreno por el agrimtnsoi Rafael Figutroa (foja 6), de la 
cual resulta una área igual á la designada, formando ta figura 
de un paralelógramo rectángulo, con estos linderos: por el norte 
el Banco de Hend iza, por el este don Carlos J. Rodríguez, por 
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el sud don José Quiroga y don CárlosM. Escalada y por el c< li- 
te este último señor. 

3* Que en fecha 6 de Julio de 1883 (foja 9\ ante el juez de la 
mensura don Marcial Gigena, se celebra entre don José de Cu- 
minos, conr< representante de Funes, y el doctor Luis R. Lu- 
cero, apoderado de Escalada, la transacción 6 convenio sobre 
deslinde (toja 9 vuelta), por el cual cambian la ubicación dad* 
al campo en la manera precedente ¡ y de acuerdo con rata noti- 
licacion. efectúa el agrimensor Figueroa la diligencia de foja 
10 vuelta (7 de Julio de 1883), por medio de la que el parale- 
laran» rectángulo se transforma en un trapecio conteniendo la 
misma extensión de las dos leguas cuadradas , y que l imita al nor- 
tecon el Banco Mendoza, al este con don Carlos J. Rodríguez y don 
Simón Vele*. ;»l sud con don José Quiroga, y al oeste con el señor 
Escalada; siendo el articulo 2" de dicho convenio del tenor si- 
guiente; 

c Siempre que el campo que por In mensura de Figuerua, y 
que se va á incorporar al campo del señor Funes, resultara más 
tarde que no e-; de propiedad del doctor Escalada, como boy re- 
sulta di- la mensura, éste senor (Escalada) reintegrará á Funes 
el número de cuadras que comprenda esa área. * 

4? Que con estos antecedentes, la convención de foja 16, he- 
cha entre los señores José Quiroga y Ramón Moreno y el tiacal 
de hacienda de U provincia, y las copias de fojas 19 á 26 de 
Us semencias de 1 ' y 2" instancia recaídas en ül ph ito soste- 
nido por don Carlos J. Rodrigues y don Francisco Funes, sobre 
mejor derecbu á 800 cuadras cuadradas, j fallado en favor del 
primero de éstos, el último entabla la acción reivindicatoría de 
foja 27 contra don Juan Jarha, actual poseedor y dueño, dice, 
del campo t Manantial de Ochoa », exigiéndole la devolución 
de igual área que lo que ha tenido que entregar al señor Rodrí- 
guez (art. 800, Código Civil), y que por la recordada transacción 
de Funes y Escalada, éste se obliga á i ndemnizarlu cualquiera can- 
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tida l de terreuu que U; faltan, ea el caso que la nueva fonfigu- 
rucion señalad** (trapecio) tomase derecho ajeao, por cuanto 
así se había cou prometido, y loestabaya anteriormente, por- 
que cuando compró el resto del < Manantial de Ochoa *, quedaba 
en el deber de respetar y sanear las ventas precedentes, he- 
chas por los hermanos Moreno al líanco Mendoza, i Don Cárlos 
J. Rodrigue! y al demandante ; y que el campo comprado á Es- 
calada por Jarba, reconocía ese gravámen, y no pudo estt- obte- 
nerlo sin él, y af tal uual se hallaba, pues la estancia mencio- 
nada responde á las mismas obligación-'* que sobre ellas pesa- 
ban» cuando pertenecía ¡i Escalada, 

5 o Que la parte de don Juan Jarba» al evacuar el traslado de 
la demanda, desconoce el derecho de la de Funes para dirigir 
su acción contra él ; porque no determinando el segundo lu frac- 
ción que intenta reivindicar de una manera clara y precisa, purs 
no ha individualizado su ubicación y límites lijos, es aquella 
improcedente; y que por lo que respecta á la transacción aludida, 
en nada afecta ni demandado, por cuanto siendo personales los 
derechos que de ella pudieran surgir á favor de Funes, debe éi 
ejercitarlos contra Escalada, con quien contrató, Ó contia sus 
herederos universales para indemnizarse de lo* perjuicios ó 
pérdidas que dice halier sufrido. 

6 o Que abierta la causa á prueba, &e bu producido por arabas 
partes, respectivamente, la instrumental que expresa el certi- 
ficado del actuario de foja 157 vuelta, 

Y considerando : 1" Que la acción de reivindicación nace del 
dominio que cada uno tiene de cosas particulares, y se da ¡i fa- 
vor del propietario que ha perdido la posesión, para que pueda 
reclamarla de aquél en tuyo poder se encuentre, coranas! lu dis- 
pone terminantemente el artículo 2758, Código CiviL 

Sí Que loa títulos de ambos litigantes, por lo que respecta a 
la fracción que se cuestiona, reconocen el mismo origen, cual es 
el campo t Manantial de Ochoa », antigua propiedad de los he- 
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rederos de do» José Ruperto Moreno, y loa aceptan implí -it«- 
raente como valederos y eficaces, constituyendo ellos, por lo 
tanto, la base de sus recíprocos derechos, 

3 o Que el actor, cotí los que lia producido y que corren de fu- 
jns i M5, y demás elementos que obran en autos, lia acredi- 
tado cumplidamente, no sólo el dominio sinó también la pose- 
sión sobre el campo qnw en 1880 compró á los hermanos don 
llamón y dnña ("ármen Moreno, como s>iice&or ó continuador de 
éstos, con la superficie de dos leguas cuadradas, ubicación y 
linderos que se lian det.-Tminadu, y bajo la figura del paraleló- 
gramo rectángulo que refiere la diligencia de mensum.de fo- 
ja 6, practicad» de órden judicial, con sujeción al título y con- 
formidad de los colindantes que la presenciaron. El demandado, 
¡■¡n desconocer ta verdad de estos hechos, sólo niega, que el 
demandante sea propietario y que haya tenido ante* y perdido 
después posesión alguna dentro délos límites actuales del campo 
que compró á Escalada, confesando asimismo, tanto en la con- 
testación á la demanda como en su alegato defoja 165, que Fu- 
nes, fundado en el convenio antedicho y á fin de reintegrarse 
del terreno que ha perdido, ha debido dirigir la correspondiente 
acción personal contra los herederos universales de don Carlos 
M. Escalada, como lo prescribe la 1-y, y no contra el deman- 
do, que lo es á título singular. 

4 U Que si bien por el contrato de foja 9, hecho el fi de Julio 
de 1883 po. Escalada y Funes, se cambió la forma anterior del 
campo perteneciente a este último, convirtiéndolo en un trape- 
cio, no es menos cierto que esto se realizó, como era de entender- 
se, sin perjuicio de los derechos de terceros interesados (reí ¿n- 
ieralios acta alus tice nacen; nec prodesse pattst) y con la cláu- 
sula bien explícita que consta A foja 9 vuelta que queda inserta. 

5 o Que es oportuno consignar h»s siguientes puntos constan- 
tes en los autos : i° la escritura de la compra hecha por Funes 
ií los herederos Ramón y Cármen Moreno por 3200 cuadras 
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cuadradas, tiene la fecha ja citada de 20 de Setiembre de 18fc » 
(foja 2) ; 2 U la mensura de este campo» de 21 de Agosto de 1882 
(foja 6) le da un área igual y la figura de un paralelógramo rec- 
tángulo, y la practicada ra 8 de Julio de 1883 (foja 10 vuelta) 
cooTierte el terreno en un trapecio, si bien con la misma super- 
ficie; 3" don Cárlos M. Encalada compró á doña Carmen More- 
no, por bí y por sua sobrinos los menores Regino, Robustíano 
y Dominga Domínguez y Morenu, los derechos y acciones que 
tenían en el campo < Manantial de Ocuoa », calculados enton- 
ces en diez leyuas cuadradas, por la suma de diez mil pesos 
oro, que el otorgante confesó haber realizado, á razón de un 
mil por cada legua t según lo compruébala escritura de fecha 
25 de Setiembre de 1882, mandada acompañar para mejor pro- 
veer, por auto de 6 de Diciembre de 1892 (foja f 70) y que obra 
á foja 179; 4" que la mensura de este campo, de fecha 20 de 
Febrero de 1884 (foja 148), aprobada elide Agosto del mismo 
año, le da un área total de tres leguas seiscientas setenta y 
ocho cuadras cuadradas y nueve mil cuatrocientas setenta me- 
tros cuadrados, existiendo, por lo tanto, un exceso de más de tres 
leguas cuadradas, que posee hoy el señor Jarba, comprador con 
Juan Canals de la totalidad, según Jo revela el instrumento pú- 
blico de foja 46; 5 o tanto esta mensura del « Manantial de 
Ochoa* como la del campo de Funes, han sido practicadas eon 
la base del convenio de foja 9. 

6 o Que no obstante cualquiera denominación que los litigan- 
tes atribuyan á un contrato, el juez está en el deber de apre- 
ciarlo y aprobarle loque legítimamente le corresponda, tenien- 
do en cuenta los principios del derecho y las regias generales de 
interpretación . El convenio de foja 9 concluido entre Fones y 
Escalada, no es propiamente una transacción, en su sentido ju- 
rídico ; porque, en primer lagar, no se puede transigir sobre 
cosas ú derechos ajenos, y de esta clase eran los que le dieron 
origen y formaron su objeto, como lo demuestra el juicio se- 

T. LIXJ *i 
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guido por don Francisco Funes y don Cárlos J. Rodríguez (ex- 
pediente agregado); y en segundo, porque por medio de U in- 
dicada convención se operó un;i verdadera transferencia de Es* 
calada á favor de Funes, y según U ley, por la transacción no 
se trasmiten sinó qu-> se declaran ó reconocen derechos litigio- 
nos de los contrayentes, haciéndose éstos concesiones recípro- 
cas, se extingen los derechos y obligaciones que ellos hubieren 
renunciado, y encarna ia autoridad de la cosa juzgada. Fué si, 
la contraída por U parte de Escalada, una obligación su- 
jeta á un acontecimiento futuro é incierto, subordinada á una 
i ondicion resolutoria, la cual cumplida, como lo eslá en el caso 
sub-judice, los efectos de aquella se retraen al dia en que se ce- 
lebró, y los derechos y acciones del acreedor y deudor que falle- 
cieren antes del cumplimiento de la condición, pasan á sus ht- 
| rederos (artículos 543 y su nota, y 544, Código Civil). Verifica- 

da, pues, la condición resolutoria establecida en la estipula- 
ción del 6 de Julio de 1883, el señor Funes tiene opción para 
intentar su acción directamente contra el actual poseedor señor 
Jarba, y que se restituya á su campo la ubicación y forma de 
paraletogramo que antes de esta época tenía, ta misma que se 
aeñaló en la escritura de compra-venta de foja 1 y mensura de 
foja 0, reintegrándosele de consiguiunte las 800 cuadras cua- 
dradas que le faltan y que ba sido compelido á devolver á don 
Carlos J. Rodríguez, incorporadas indebidamente á su propie- 
dad, en virtud del compromiso de ulteriores indemniiaeioues 
que le hizo don Otírlos M. Escalada, á trueque de fijar distinta 
configuración al terreno, con tanta mayor raxon, cuanto que el 
demandado tiene un excedente de campo de más de tres leguas, 
no comprendidas en la compra que su antecesor hizo en 1882 á 
doña Carmen Moreno: ó bien, para deducir uua acción subsi- 
diaria contra los herederos de Escalada, por indemnización de 
los perjuicios que haya podido inferirle el convenio de foja 9 
^artículo 2779, Código Civil). 
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7 o Que el dominio que Funes tenia sobre el campo comprado 
á íos Moreno, antes del convenio de 1883, ha subsistido siem- 
pre para 61, aunque desde esa fecha no lo haya ejercido, y es 
inherente al mismo derecho el de poseer la cosa y de reivindi- 
carla, como lo establecen los articula 2510 y 2513 del Código 
Civil. 

8* Que el titulo de propiedad presentado por el señor Funes 
es anterior al del demandado y actual poae-dor señor Jarba ; y 
lo es asimismo su posesión, no sólo por razón de aquel título, 
«inó también por Los actos posesonosde ocupación, p-rcepciou 
de frntos, deslinde, etc., que ha ejercido, eucontráudo¿e en 
consecuencia comprendido su derecho en la prescripción del 
artículo 27111 del Código Civil, 

Por estas consideran ues, y de acuerdo con lo solicitado por 
el reivindicante, se declara y resuelve: que éste es legitimo dueño 
del terreno que detenta el demandado y i que se refiere la de- 
tnunda, y se ordena qne en el término de diezdiae d. be t i señor 
J arba di-jarlo completamente desocupado y en condiciones de 
que el señor Funes pueda tomar de nuevo su posesión, de con- 
formidad á Lo qne dispone el artloulo 2794 del Código Civil, 
con costas y las indemnizaciones á que hubiere logar. Y por 
cuanto, según resulta de autos, existe un sobrante de más de 
tres leguas cuadradas, en el que pueden estar comprometidos 
intereses de menores, por tanto pásese oportunamente en vista 
al ministerio del ramo, á los efectos que corresponda (articulo 
1345, Código Civil), Hágase saber con el original, devuélvanse al 
archivo general de la provincia el expediente acompañado y re- 
pónganse los sellos. 

/'. E. M\gue%, 
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tullo de la tSupr*m» Corle 

Vistos y considerando : Que don Francisco Funes celebró ti 
contrato de compra-venta con don Eiinion y doña Carmen More- 
no á que se refiere la escritura «le foja primera, otorgada con fe- 
ch,*vein'e de Setiembre de mil ochocientos ochenta, por la que 
los citados Moreno venden á Funes mía parte do la estancia de- 
nominada * Manantial de Üchoa », con una superficie de « tren 
mil doscientas cuadras cuadradas, ósea, una legua de frente 
por dos de fondo igual á cinco mil trescientas noventa y nueve 
héctareas, sesenta y seis áreas y treinta y dos centiáreas, lin- 
dando por el sud con terrenos que se dicen ser de don José Qui- 
roga; por el este, con don Cárlos y Juac Rodríguez, de don Si- 
món Veloz y da los vendedores ; por <■! norte, con el lía neo de 
Mendoza y por el poniente también con los vendedores *. 

Que habiéndose beclio mensura eitra-judicial de ese terreno 
por el agrimensor Adar^í, en diez y siete de Setiembre del eitado 
año mil ochocientos ochenta, los vendedores hicieron al com- 
prador l unes la entrega del terreno de acuerdo con esa, men- 
sura y le otorgaron la escritura de venta ya mencionada, tres 
di as después, según lo expresa la parte del citado Funes á foja 
setenta vuelta del expediente agregado, haciéndose igual reco- 
nocimiento en varias otras piezas del expediente. 

Que, en consecuencia, Funes no tan sólo compró el terreno 
sinó que recibió su posesión, con ubicación determinada y pre- 
cisa. 

Que el mismo Funes, ya en posesión de la cosa comprada, 
pidió mensura judicial del terreno, la que se practicó por el 
agrimensor don Rafael Figucroaen veintiuno de Agosto de mi! 
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ochocientos ochenta y dos, como consta en los instrumento* de 
fojas nueve á seis, siendo de notar que en la operación se hace 
también referencia á I» mensura extrajudicial del mencionado 
agrimensor Adaro (foja siete). 

Que en es;i mensura, el terreno de Funes quedó coniprendidu 
en el parale 1 'ir ramo determinado en el plano de foja cim o. ob- 
servándose en ese plano que la población de Funes está situada 
á corta distancia del límite naciente designado por la línea 
KB del expresado plano, 

Qut- habieudu dona Cárnien Moreno por sí y sus pupilos Ko- 
bustiano, Reniño y Dominga Domínguez, vendido á favor de 
don Cártos María Escalada en Setiembre de mil ochocientos 
ochenta y dus (escritura de foja ciento setenta y nmve) el resto 
de la referida estancia * Manantial de Uchoa t, ge celebro entre 
Escalada y Fune¿, con motivo de la mencionada mensura prac- 
ticada por Figueroa, el convenio de Tojas diez á nueve, por el que 
si- acordó prolongar la línea BE desde su punto de arranque basta 
encontrur la línea d.-l campo del Banco de Mendoza, y que en 
l««s fondos. 6 sea en la línea oeste, se disminuiría el número de 
eoadras aumentadas en el frente, conviniéndose igualmente 
que si el cunipo que se vu á incorporar al de Funes resultara 
más tarde no ser de la propiedad de Escalada, éste reintegrará á 
aquél el número de cuadras y que comprenda esa área, habién- 
dose estipulado expresamente que todas las líneas tiradas por 
el agrimensor Figueroa quedarían subsistentes, con eicepciou 
tan sólo de las modificaciones ya recordadas. 

Que en eje< ucion de ese convenio, el mismo agrimensor don Ra- 
fael Figueroa practicó nueva mensura en mil ochocientos ochen- 
ta y trfes (instrumentos de fojas diez vuelta á doee) dando al 
inmueble de Funes los lincamientos estipulados y prolongando 
por tanto la línea HE hasta lus terrenos del Banco de Mendoza, 
sin hacer alteración alguna respecto á Ja posición de dicha lí- 
nea BE, mensura que fué aprobada por auto de once de Setiem- 



40(> 



FALLOS DE LA SITUE» A CÜUTE 



bredel mismo año mil ochocientos ochenta y tres (foja doce), y 
á que se rehere el plauo de foja catorce. 

Que en el deslinde practicado en diez y ocho de Marzo de mil 
ochocientos ochenta y siete por el agrimensor don Adolfo Mu- 
ñoz» a pedido de don Carlos Juan Rodríguez, colindante al na- 
ciente de don Francisco Funes, fle trazó la línea oeste deJ te- 
rreno de Kodriguez fijándose á una distancia de dos inílcuatro- 
cientos cuarenta y siete metros, de la línea Bl que trazó Fi- 
gueroa y de que ya se ha recordado. 

Qae lindando los terrenos de Funes y Rodriguez tan sólo eu 
]a extensión de la línea BE recordada antes de la prolongación, 
la deducción que el desliudede Muñoz operó en el terreno de Fu- 
nes se refiere y afecta solamente al paralelógramo del plano de 
foja ciñen, en que se determinó la primitiva ubicación de la 
propiedad de Funes, ó sea la obicacion dada á esa propiedadan- 
tes del convenio entre Funes y Escalada y que motivé ese con- 
genio. 

Que seguido pleito entre Funes y Rodríguez sobre la legali- 
dad dd deslinda de Muñoz, ese deslinde fue aprobado poi sen- 
tencias conformes de primera y segunda instancia que tienen 
la autoridad de cosa juzgada. 

Que invocando estos antecedentes, Funes deduce la acción de 
foja veintisiete, demandando á don Juan Jarba, sucesor singu- 
lar de Escalada, por título de compra, para que de la estancia 
del « Manantial deOoboa », undida por éste a aquél, se le en- 
tregüe la cantidad de ochocientas cuadras cuadradas, mas orne- 
nos, que es lo que ha resultado *er de propiedad del señor Car- 
los Juan Rodríguez * según las palabras textuales Je dicha de- 
manda, en la que se pide, además, las costas y costos del juicio. 

Que las constancias de autos resultantes de ¡os instrumentos 
auténticos recordados, demuestran sin duda alguna, como ya ye 
ha dicho, que el terreno litigado entre Ett&M y Rodríguez tto 
forma parte del que debió tomarse y se tomó en virtud del con- 
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venio citado de fojas diez vuelta A doce, modificando las formas 
dadas al terreno de Funes por el deslinde de Toja cinco. 

Que al contrario, ta reducción que ha sufrido el iumueble 
comprado por Funes á causa del deslinde de Muñoz, está den- 
tro de tierra recibida por Funes, cuando la compra Lecha 
por él. 

Que t en couaecu encía, no puede pretenderse que existe el de- 
ber de garantía estipulada en el artículo segundo del convenio de 
foja nueve, puesto que esa garantía no ae daba sinó en relación á 
la propiedad de la tierra que ae incorporaba at inmueble de Fu- 
nes, por efecto de ese convenio. 

Que no tan sólo no se estipuló garantía respecto á U situa- 
ción de la línea BE en lo que al colindante Rodríguez se re- 
fiere, sinó que se convino expresamente que esa situación no ae 
modificaría sin6en el sentido de prolongar la línea. 

Que lindando el terreno de Funes en lo que hace & la parte 
de la línea comprendida en la prolongación, no con Rodríguez 
sin6 con Veiez, no ha babido alteración delimites en esa parte, 
desde que no se ha probado, pero ni siquiera atirmado, que Ve- 
lez haya alanzado en una extensión cualquiera al oeste da la 

expresada línea. 

Queaii,yaúu admitiendo que debiera pesar sobre Jorba, 
comprador á Escalada, la obligación de garantía que éste asu- 
mió, la acción instaurada resultaría injustificada. 

Que el restablecimiento de las cosas al estado anterior al 
convenio de foja nueve, como lo pretende la parta de Funes en 
la contestación á la expresión de agravios, no mejoraría el re- 
sultado del pleito, porque no estando en poderde Jarba la tierra 
de que ha sido privado Funes, ni habiendo debido estar, nada 
se había podido pedir al respecto contra dicha Jarba, 

Que el mejor derecho de cada uno de los litigantes al terreno 
que les fué respectivamente entregado, está reglado en el caso, 
por el artículo dos mil setecientos noventa y uno y concordan- 
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tes del Código Civil, siendo, en su mérito de la propiedad de 
Escalada primero y de Jarba después p la tierra que no qued. 
comprendida en la tradkion hecha á Funes. 

Por estos fundamentos se revoca lan sentencia apelada á foja 
ciento ochenta y ocho vuelta y se absuelve, en consecuencia, al 
demandado Jarba de la demanda de foja veintisiete. Notifí- 
quese con el original y devuélvanse repuestos los sellos. 

BENJAMIN PAZ, — LUIS V. VARELA, 
— ABEL BAZA». — OCTAVIO B UN- 
GE. — JOAN E. TOliRERT. 



CAUSA 



Ihnt Hartolome Devoto tj otros contra ti Poder Ejecutivo de 
ta Nación ; svbrc expropiación de acciones del Hanco AVi- 
eional. 

Sumario. — Debe declararse llegada la oportunidad de la ex- 
propiación prevista en laloy mimtro 3037, si han sido llenadas 
sustaucialmente las condiciones de fijación de plazo, y mani- 
festación de los accionistas. 

Caso. — Lo explica el 



DE JUSTICIA NACIONAL 



ioa 



I <*iio del Juei Federal 

fíünuoi Aires, Üclubre 1S de 

Y vistos: estos autos seguidos por don Bartolomé Devoto, 
Mariano TJnaOé, Juan Cañas, Eduardo ICsteves y Juan M. Sala- 
berria, contra el poder ejecutivo nacional, por expropiación de 
acciones del Banco Nacional. 

Resulta: 1 1 Que á foja 17 se presenta don Federico Pinedo, 
en representación de los señore»; IK-vot", Un lúe, Tañas, Este- 
ves y Salaberria, exponiendo : Que como lo comprueba con los 
duplicados de certificados de depósitos del Banco de la Nación 
que acompaña, >us representados son tenedores de siete mil ac- 
ciones al portador del Banco Nacional : depositadas en aquel 
establecimiento, cuya expropiación demandan del poder ejecu- 
tivo nacional, haciendo aso df la autorización acordada por el 
Congreso en la ley número 3413, fundados en el artículo 21 de 
la ley número 3037, de 18 de Noviembre de 1893, en cumpli- 
miento de la cual piden al juzgado condene en oportunidad al 
poder ejecutivo, en mérito de los hechos siguientes: Cerrado el 
Banco Nacional por ley de 5 de Noviembre de 1892, con un ca- 
pital de veinte millones de pesos, una ley posterior de 5 de 
Octubre de 1876, disminuyendo á ocho millones su capital, 
dispuso en el artículo 20: « Que la carta del Banco durará 
por el término de veinte años, á contar desde ta fecha de la 
promulgación de esta ley y podrá ser ren ads *, siendo nue- 
vamente aumentado el capital por las lejea de 1882 y 1887, 
que nada establecieron respecto á su duración, hasta que la de 
Setiembre 19 de 1889, elevando el capital de cien millones, 
dijo en el aTtículo 25: « El plazo de la duración de la carta 
del Banco Nacional queda prorrogado por veinte años », en con- 
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secuencia de lo cual se eipaó en los estatutos: < Que la 
duración de la sociedad es hasW el 26 de Octubre de 1916. 
a cuyo término será liquidada, si n hubiere sido renovada bu 
carta * . 

Que no obstante ta cláusula, la^ desgracias económicas del 
país movieron al gobierno á dktal la ley número 2811 de Octu- 
bre 16 de 1891, que los accionistas considerándola equitativa 
ta aceptaron como una transacción, declarando en liquidación 
al expresado Banco, por uno de cuyos artículos, el 35, se fijó uu 
plazo de tres meses para que h>< acciouistas manifestaran al po- 
der ejecutivo si estaban conformes en recibir por sus acciones 
el cincuenta por ciento del valor nominal de éstas, en títulos de 
renta de seis por ciento do interés y uno de amortización, y 
por el 39 y 40, se les dió preferencia por el cincuenta por ciento 
en efectivo de sus acciones sobre los créditos de la tesorería na- 
cional, en la aplicación de la renta á oro délos títulos naciona 
les de los bancos de Santiago del Estero, Salta, la Rioja y Ban- 
co Buenos Aires; ley de liquidación, con la que, no pudiendo 
cumplir, á pesar de su benignidad ni los gobiernos de provin- 
cias, municipalidades ni deudores particulares, a causa déla 
penosa situación económica poique atravesaba el país, fué mo- 
dificada por la ley de 18 de Noviembre de 1893 que sancionó el 
Congreso, cediendo A las exigencias de esta enorme masa de in- 
tereses generales y ante la necesidad de liquidar la crisis y vol- 
verá una situación normal, en uno de cuyos artículos, el 21, se 
establece : c Que el poder ejecutivo fijará un plaio dentro del 
cual deberán presentarse al canje las acciones del Banco Nacio- 
nal que ;iún queden en circulación, de acuerdo con el artículo 
35 de la ley número 2841, y las que no se presentasen serán 
expropiadas, depositando la tesorería nucional su importe en 
efectivo en el Crédito Público Nacional, para que allí puedan 
ocurrir ios tenedores ». disposición legal á laque el poder eje- 
cutivo dobió haber dado cumplimiento, expropiando e as accio- 



DE JUSTICIA NACIONAL 



411 



nes, antes de puuer en ejecución la nueva ley de liquidación, lo 
que no hizo, apod erándose por él contrario, del Banco, de cuyo 
activo disposo á bu voluntad, acordando las quitas que creyó 
convenientes. 

Que después de dos años de esperar el cumplimiento de esta 
parte de la última ley de liquidación, durante cuyo término, no 
obstante el deber en que se hallaba de pagar previamente á los 
acreedores del Banco, y de expropiar las acciones de los parti- 
culares, el poder ejecutivo procedió á liquidarlo por su cuenta* 
sin la intervención de los representantes de los acreedores, se 
presentó á éste en Setiembre de 1895, exigiendo oficialmente su 
cumplimiento y siguió la penosa situación de que da cuenta el 
expediente administrativo agregado, en el que para no hacerse 
lugar á eu presentación, se aduce que la expropiación judicial 
no procede, tratándose de cosas muebles y que no ha habido de- 
claración do utilidad pública, para laocupaci'-u de las acciones, 
razones inaceptables como contrarias al articulo O de la cons- 
titución nacional, que garantía la propiedad privuda, sin dis- 
tinguir, como es racional, entre los bienes raices y los moebles 
ó semovientes, y á la ley de expropiación de 1866, aplicable & 
toda clase de bienes, como se desprende de la tramitación que 
marca y de la disencion A que ella dió lugar en el Congreso; de 
aplicación tanto más forzosa, cuanto que no se ha sancionado 
otra que estableciéndola indemnización prévia, salve los prin- 
cipios constitucionales que garanten la propiedad privada y se 
ven ahora amenazados por la actitud del gobierno, que se ha 
apoderado del Raneo, sin haber previamente expropiado las 
acciones ■ n circulación, como se lo ordeua el artículo 17 de la 
constitución nacional y el 21 de )ñ ley de 18 de Noviembre de 
1893. 

Que fundado en esta* consideraciones de hecho y de derecho, 
es que se presenta al juzgado, pidiendo que en oportunidad 
condene al poder ejecutivo á espropiar judicialmente las accio- 
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neadel Banco Nacional, cuyos tenedores representa, deposi- 
tando previamente el importe nominal de las mismas en efec- 
tivo» con sus intereses desde el I o de Enero de 1894, a los efec- 
tos del ar Líenlo 4" de la ley general de expropiación de 180tS. 
y en cumplimiento del artículo 2! de ta ley número 3037, con 
costas. 

2" Que corrido traslado de la demanda, el procurador fiacai, 
en representación del poder ejecutivo, expone: Que tanto por la 
ley de creación del Bam-o Nacional de fecha 5 de Noviembre de 
1872, como por las sucesivas que la modificaron, la de 24 de 
üctubrede 1876, que redujo el capital de veinte millonea áocho t 
la de 12 de Octubre de 1882 que lo aumentó á doce, la de 1887 
que lo elevó a cuarenta y tres millones, dando diferente inter- 
vención al gobierno y álos accionistas en su dirección, ve que 
este establecimiento tenia el carácter de una sociedad anónima 
en Jaque cada uno respondía por el valor de sus acciones y par- 
ticipaba de la? utilidades, en proporción de las mismas durante 
su existencia, que debía ser hasta el año 1919, según sus esta- 
tutos y de acuerdo con la ley, pero que la crisis económica que 
afligió al país en los año* 1891 y 1892, y que atacó al Hunco 
tan enérgicamente como ;i otros establecimientos de crédito, 
originó su caida en el sentido de precipitarlo en una liquidación 
forzosa, que á practicarse en la forma establecida para esta 
clase de sociedades 6 con arreglo a la ley de su creación y de 
acuerdo con sus estatutos, los accionistas, gobierno y particu- 
lares habrían visto desaparecer su capital, eonstituido por las 
acciones, con cuyo valor, c! estado de bancarrota del Banco, 
les obligaba á cubrir el pasivo que arrojaba, para evitar lo cual 
fué que el gobierno, ligado al Banco, no sólu por el valor de 
sus acciones, sin') también y principalmente, por los cuantiosos 
intereses públicos y privados que tenía que amparar y salvar, 
dictó el decreto de fecha 7 de Abril de 1891 , confirmado por la 
ley de Octubre 16 Óe 1891, por el que prescindiendo de la res- 
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pousabüidad de Jos accionistas J de toda otra consideración, 
tomó sobre sí las consecuencias del desastre y garantizó los 
depósitos del Banco, sustituyendo su responsabilidad á la de 
aquellos, decreto que si bien constituía el primer acto de libe- 
ralidad del gobierno, para con ios nccionistas, estaba lejos de 
importar para éstos la ostensión 6 quitadesu responsabilidad en 
el Banco arruinado, para responder en proporción de su parti- 
cipación; que en esta situación el Congreso sancionó la ley nú- 
mero 2841, confirmatoria del decreto antes referido, la que 
teniendo en consideración el estado por demás grave en que se 
encantrabn el Banco y laB dificultades de una liquidación ordi- 
naria, determinó de una manera minuciosa la forma en que ésta 
debía verificarse, naciendo faril el cumplimiento de Las obliga- 
ciones para con el Banco y estableciendo la preferencia que el 
artículo 39 dispone en favor de las acciones sobre los créditos 
de La tesorería nacida), cun lo que estuvieron conformes los 
accionistas, no *ólo porque la encontraron justa, sini también 
por la preferencia que en lo posible se les acordaba, ya que no 
lo era con relación á los créditos particulares y de las adminis- 
traciones públicas, y sobre todo, porque el gobierno, yendo más 
allá en su liberalidad, en lugar de someterles i la esperado 
una liquidación indefinida de la realización del activo del Ban- 
co, para cubrir sus acciones, y haciendo un cálculo liberal so- 
bre el resultado dy la realización de ese activo, les invitó, p:>r 
el artículo 35 de eaa ley, á que manifestasen si estaban confor- 
mes en recibir por sus acciones el cincuenta por ciento de su 
valor en títulos de seis por ciento de interés y uno de amortiza- 
ción, respondiendo los accionistas á esa invitación con la pre- 
sentación al canje de la casi totalidad de las acciones en circu- 
lación, aprovechando la liberalidad del gobierno que posponía 
sus propios créditos y capital y les entregaba la mitad del valor 
de esas acciones, que de otra manera estaban dcstiuadas á es- 
perar el resultado de una liquidación, acerca decuyo desgracia- 



do fin ng habla duda alguna ; ante cuyo hecho y con el informe 
del crédito público de que más del noventa por ciento Me las ac- 
ciones eran de propiedad del gobierno, éste resolvió declarar 
cesantes ú los desertores, cuyo mandato no tenía ya raion de 
ser, lo que dió origen á un pleito pendiente He la resolución de 
i a Suprema Corte. 

Que en consecuencia se dictó la ley número 3037, de ÍS de 
Noviembre de 1893, que insistiendo en la liquidación del Ban- 
co Nacional y aceptando lo ya hedió, al par que se daban nue- 
vas facilidades á los deudores, ^e trató de asegurar á los acree- 
dores el pago de sus créditos/dedicándoles á loa accionistas el 
artículo 21 , por el cual de autorizó al poder ejecutivo para fija r 
un plazo dentro del cual deberían presentarse al canje tas ar- 
ciones que aún quedaban en circulación, de acuerdo con el ar- 
tículo 35 de la ky número 2841 y estableciendo que las que no 
se presentasen serían t propiadas, depositando la tesorería na- 
cional su importe en efectivo, en 4 el crédito público, para que 
:tllf pudieran ocurrir loa tenedores, 

une por las leyes citadas á partir desde la fundación del 
Banco Nacional, se ve claramente que los accionistas lian sido 
i-oní id erados como socios del gobierno y que han tenido en su 
dirección la intervención que como a tales corresponde, inter- 
vención que cesó cuando esa institución vino á quedar de pro- 
piedad del gobierno por el canje de casi la totalidad de las 
acciones en circulación, quien por razones de altos intereses, la 
tomó á su oargo para evitar una ruina cuya importancia nadie 
puede desconocer, un una situación que en sociedades de igual 
naturaleza importaría su disolución, pues sus perdidas alcan- 
zaban al setenta y cinco por ciento del capital, por lo que des- 
aparecida la sociedad y tomado el Banco por el gobierno, tos 
pocos accionistas que conservan acciones son sus acreedores por 
1 1 valor de ellas, que no es otro que el que tiene todo título de 
una sociedad disuelta, el valor que le dé el resultado de la li- 
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quidadou 6 el que le asigne til mercado; hechos* todon de loa que 
legítimamente se puede deducir: t° que el Banco debe ser con- 
siderado como de propiedad del gobierno; 2" que los que con- 
servan acciones son acreedoras del eobierno por ei valor real de 
los títulos; 3° que ese valor no e* otro que el que le atribuya 
la liquidación. 

Que de esta situación legal de loa accionistas surge clara- 
mente la improcedencia di¿ la demanda, porque siendo socios de 
una soldad di suelta sólo tienen derecho á lo que resulte des- 
pués de !a liquidación ; porque si bien la ley numero 3037 h&bla 
de expropiación no establece que lo ha d* ? ser por su ralor nomi- 
nal y porque *t así fuera, Se cometería una flagrante injusticia 
acordando & loa que resistieron el canje á que los itivitó el go- 
bierno, un cincuenta por ciento sobre lo que pago 4 los que con- 
currieron al llamado de la lej número 2841 ; eato por lo que se 
refiere al valor de las acciones, que < n cuanto al carácter obli- 
gatorio que se le atribuye A la ley por los demandantes, basta 
considerar que ella fué dictada partiendo Jola base de que el 
Banco era ya de propiedad del gobierno y en el deseo de que 
desaparecieran de la circulación acciones que no tenían ya sig- 
nitícaHon en el Banco, para comprender que sólo se facultaba 
al gobierno para fijar un plazo para la presentad m do las accio- 
nes, dentro del cual estaban obligados los tenedores á presen- 
tarlas, bajo pena de serles eipropiadas por su valor real, si no 
lo hacían, con loque sin cometer despojo» alguno se consegui- 
ría el propósito de retirarlas de la circulación ; interpretación 
conforme con el espíritu y letra del articulo que dice: c El poder 
ejecutivo lijará un plazo dentro del cual, etc. t Cuándo fijará 
ese plazo, cómo y en qué condiciones, nada lice la ley al respec- 
to, lo que demuestra que quedaba librado al poder ejecutivo de- 
signar ese plazo cuando creyera «'onveniente y como no so ba 
fijado ese plazo, que es previo á la expropiación, ésta no es obli- 
gatoria para el gobierno, se¿un el propio texto del artículo 21, 
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y no siéndolo no puede ser eom pulido á hacer lo que la ley no le 
obliga. 

Que es igualmente infundada la petición de !os accionistas 
en lo que al interés se refiere, desde que no habiendo aceptado 
la invitación iti-1 gobierno al canje, continúan en su poder las 
acciones, de las que en ningun momento han sido privados, 
hasta que el gobi-rno las expropie cuando lo considere conve- 
niente, de acuerdo i on la facultad que le da la ley ; ahora bien, 
como la leyes facultativa, no ha existido obligación para el go- 
bierno, cuya falta de cumplimiento lo haya puesteen mora, 
poi lo que no tiene aplicación el artículo A" de la ley general de 
expropiación, en lo que á intereses pueda referirse, ley que por 
otra parte, es inaplicable al raso. 

Que en Jiérilo de las consideraciones expuesta*, de las que 
resulta que la demanda carece de base legal, por ser facultativa 
del gobierno la expropiación exigida, de acciones que se hallan 
en poder de ios reclamantes, lo que demuestra que no ba habi- 
do despojo, ni pmde haber ínteres devenga dos, acciones que, 
por otra parte, sólo les da derecho, como acreedores del gobier- 
no, por el valor que les corresponda en la liquidación del Ban- 
co, pide al juzgado rechace la demanda, cu cestas, por s»t te- 
meraria. 

3" Que cirrid-p mi nuevo traslada por su órden, con calidad 
de para im-jor proveer, éste ha sido evacuado en los términos 
que se expresa en lo* escritos de foja CD y foja Í15. 

Y considerando: 1" Que dados los términos en que ha sido 
trabada la litis mntestatio, las cuestiones á resolverse son : 
Por el artículo 21 de Ja lev número 3037 de 18 de Noviembre 
de 1SU3 su halla el poder ejecutivo en la obligación de expro- 
piar las aciones del Banco Nacional de que son tenedores los 
demandantes. En ca^o afirmativo, ¿cuándo y en qué forma ? 

2' Qtte tanto del objeto y fin de la ley en que se basa la de- 
manda, como del texto de su articulo 21, se deduce, de una 
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man- ra que no deja lugar ¡í la menor duda, que la expropiación 
de las acciones en circulación del Banco Nacional es de carác- 
ter obligatorio para el poder ejecutivo y no facultativo como lo 
pretende el demandado. En efecto, la ley número 2841 1 como 
la ley número 3037 que la modificó, fueron sancionadas con el 
único y exclusivo objeto de liquidar el Banco Nacional de la 
manera menos ruinosa posible» pero al mismo tiempo breve ; el 
fin perseguido con esas leyes no fué otro que procurar que esa 
institución de crédito, á la que estaban vinculados tantos y tan 
grandes intereses, a>í públicos como privados, terminara con el 
menor perjuicio posible para sus acreedores j accionistas, da.lo 
el estado precario en que ella se encontraba y la aguda crisis 
económica y financiara que afligió al país, de consecuencias de- 
sastrosas para gobiernos y particulares. Es verdad que esas 
leyes eran consideradas benignas para con los deudores del 
Banco, pero no como razón de ser de ellas, sino como medio y 
procedimiento eficaz y científico de arribar al resultado apete- 
cido: una liquidación menos desastrosa para la institución y 
menos perjudicial para sus deudores. ¿Es compatible con este 
incuestionable y reconocido móvil de las leyes citadas, el carác- 
ter facultativo qnr la defensa les atribuye para demostrar que 
el gobierno ejecutivo no está obligado é !a expropiación deman- 
dada, y arribar á la conclusión de qne la presente acción carece 
du base legal? Absolutamente no, pues que tanto equivaldría 
decir que el poder ejecutivo se halla facultado para no emplear 
los medios de liquidación que esas leyes prescriben comu nece- 
sarios y conducentes al fin perseguido. 

Por las disposiciones concordantes de ambas leyes se llega a! 
convencimiento de que han querido que la liquidación la verifi- 
que el gobierno haciéndose cargo del Banco, como única manera 
de que ella no caúsela ruina de los graves intereses comprome- 
tidos, que se habrían perdido, si la liquidación hubiese tenido 
que hacerse con el rigorismo proscripto por las leyes generales, 

T. LUI £7 
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pues no habría sido posible acordarse M facilidades concedí- 
üas como siendo la liquidación por cuenta del gobierno; ahora 
bien para que el gobierno pudiera hallarse en condiciones de 
otorgar quitas y conceder plazo, que permitiesen liquidar el 
Banco sin ocasionar la ruina de todos esos intereses, era me- 
ueste/que este viniera X ser de propiedad de aqnél. ¿De qué 
modo' Del modo establecido por la ley. por la expropiación de 
las UCCionefl que Toluntariaineute m hubiesen sido canjeadas 
por «us tenedores. Asi, pues, si las leyes en que se basa la de- 
manda querían una liquidación que en lo posible salvase la rui- 
na eompleta del establecimiento, al mismo tiempo que evitase 
una agravación de la crisis, con exigencias que los deudores se 
bailaban imposibilitados de satisfacer, era menester que colo- 
casen al ejecutivo, encargado de su ejecución, en condicione, 
de hacerlo, disponiendo la manera de que el Banco fuera de 
propiedad del gobierno, la expropiación de las acciones, que en 
tal caso tiene carácter obligatorio. Del punto de vista, pues, 
del objeto y ím de las leyes números 5841 y 3037, la csprup.a- 
don de las acciones aún en circulación en la fecha de la ultima 
de ella*, como medio indispensable, ne-esario | conducente para 
su cumplimiento, era ineludiblemente obligatario para el eje- 

cutivo. . 

3- Que esta interpretación se ajusta y es corroborada por los 
término, mismos en que se halla redactado el artículo 21 de la 
ley número 3037. Kste dio-,: < Kl ejecutivo fijara un pla- 
zo dentro del cual debsrdn presentarse al canje las acciones del 
Banco Nación il que aún queden en circulación, de acuerdo con 
,1 articulo 35 de la ley número 2841 , y \U m ™ s * P reseuta ^ 
sen terán expropiadas, depositando la tesorería nacional su im- 
porte en efectivo en el Crédito Público nacional, para que a lí 
Lia» ocurrir los tenedores.. Dejando momentáneamente d, 
lado lo relativo al plata» se taque la ley serán expropiada*, 
estableciendo en forma imperativa, la manera cómo el re.to de 
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las acciunes que aún permanecen en poder de particulares, ha 
de pasar al del gobierno, redacción que D „ se habría emph ado 
si se hubiese querido tan sólo autorizar al poder ejecuta á lle- 
var á cabo esa medida facultarle para qne eipropie si lo cree, 
conveniente, para lo cual habría dicho, en lugar de serán ex* 
probadas, podra expropiar, á fin de dejará su arbitrio em- 
plear ó no ese medio de apropiación de las acciones circulantes. 
Por otra parte, esta manera de entender esa disposición legal 
se armoniza con el mandato que en la misma se establece á Jo-i 
accionistas, deque presenten sus acciones á los objetos del 
canje, cuando dic- que dehenin presentarlas, pues que habría 
contradicción en ella, si sólo facultara al poder ejecutivo á ex- 
propiar, cuando un renglón autes dispone que ios accionistas 
presentan á éste sus acciones; no se alcanzaría el objeto de 
semejan ti mandato si al mismo tiempo dejara al ejecutivo en 
la facultad de expropiar ó no según su criterio. Cuando la ley 
número 3037 manda que los tenedores presenten sus acciones 
para e canje, de acuerdo <on el artículo 35 de la ley número 
2841, ¿diferencia de ésta que sólo acordaba i los agonistas el 
derecho de solicitar el canje, sin imponerles obligación alguna 
en este sentido, no puede ser, pues, sino con el fin de que esas 
acciones aún en circulación sean expropiadas, para cumplir con 
su objeto, la liquidación del iíanco. 

Así, pues, la obligación de expropiar, para el ejecutivo, resul- 
ta también de la comparación de esas dos leyes, de las coales, 
la primera, «cum/n un terectio, dejando al beneficiado en liber- 
tad do acogerse á él, en tanto que la segunda no se mantiene ya 
en este terreno de las concesiones, sinó que manda, ordena que 
los que no han hecho uso del derecho acordado antes y no lo 
hagan en un determinado plazo a lijarse, sufran la expropiación 
de sus acciones, es decir, tengan que desprenderse de ellas, no 
obstante su falta do cumplimiento á la presentación ordenada. 

4* Que ai bien el poder ejecutivo esta obligado á expropiar 
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las BCéionea de los demandantes, es previo ft la apropiación, 
oomo medio de retirar de La circulación las acciones aún do 
canjeadas, la fijación de un plazo dentro del cual loa tenedores 
puntan ocurrir al ejecutivo para bu canje, no sólo porque de los 
términos del articulo 21 así se deduc*, sinó también porque la 
expropiación, como medio excepcional de obtener la propiedad 
privada, sólo la autoriza esa disposición 1* gal, con relación á 
los accionistas, después y únicamente en el caso de que éstos 
no se presenten al canje; sin la expiración del plazo que se fije 
para la presentación de acciones, el ejecutivo, á quien la ley le 
manda expropiar, no podría barrio legi ti mam ente, pues que 
esa violencia al derecho de propiedad sólo a,- baila autorizada 
por el artículo 21, en el caso de que los tenedores no presenten 
sus acciones acogiéndose á l*s beneficios acordados por el ar- 
ticulo 35 de la ley numero 2841. La expropiación que sede- 
manda, sin el requinto del transcurso del plazo á fijarse, sena 
ilegal, atentatoria al derecho de propiedad. 

b- Que establecido el carácter obligatorio de la expropiación 
para el poder ejecutivo, y -1 momento de su realización, la for- 
ma en que ella debe verificarse es la reglamentada por la ley 
general de expropiación de bienes de 13 de Setiembre de 1866: 
1° porque tanto de su discusión en el Congreso, al ser sancio- 
nada, como de su estructura, se deduce su aplicabilidad á toda 
clase de bienes cuino su mismo título lo indica; 2" porque no 
hay en ella trámite ó disposición, con excepción de lo dispues- 
to en el artículo 3 o . a que la naturaleza o el carácter de bien 
mueble no pueda sujetarse ó no la admita ; 3* porque no esta- 
bleciendo distinción el principio constitucional que garante el 
derecho de propiedad, esa garantía de inviolabilidad compren- 
de ú todas las clases de bienes de que puede estar constituido 
el patrimonio ó fortuna del individuo, ya sean aquellos inmue- 
bles ó muebles, derechos ó acciones, en cayo caso es óbvio que 
pudieudó ser expropiado, por causa de utilidad pública, una 
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cjmo otra clase de* bienes, y nu b abándose pruscripto una for- 
ma especial fiara esa expropiación, no es posible resolver en 
justicia, ni qu'« et ejecutivo puede verificarla arbitrariamente, 
ni ij[ue fleje de 1 lev ¡Írsela á cabo, cuando no hay óbice en la ley 
existente sobre la malcría. 

6* Que la circunstancia de no haberse declarado de utilidad 
pública en Ja misma ley de liquidación, la expropiación de las 
acciones del Banco Nacional no influye absolutamente en tas 



vor del propietario que debe sufrir la expropiación, coinu una 
garantía «untra el abuso, el poder ejecutivo no puede amparar- 
se de la falta desemejante declaración expresa» para no cum- 
plir una ley de carácter imperativo cuar ' precisamente el 
propietari ■-, el único fjue tendría derecho ;í oponerse al cumpli- 
miento de la ley que manda i xpropiar su propiedad, no hace 
cuestión s^obre ello, y antes por el contrario, lo demanda para 
que cumpla la ley y le expropie 1 «s bienes «!■■ la referencia, y 
mandil, por otra parte, la misma expropiación ordenada invo- 
lucra la declaración de utilidad pública. 

Por estos fundamentas, *itr>s qu* j se omiten y los concu rilan- 
tes de los escritos de fojas 17 y 60 y fojas *28 y U5, fall» y de- 



1" Que no procede la expropiación inmediata de sus accio- 
nes, comn lo pretenden lo.i actores, por deber ella subseguir á 
la expiración del plazo que et poder ejecutivo debe fijar con 
arn glo al artículo 21 de la ley r.úmero 1037 de 18 de Noviem- 
bre de 1893 ; 

"2 a Que el poder ejecutivo, tan luego de ejecutoriada esta sen- 
tencia, debe fijar el plazo prescripto por el citado artículo 21 
de la ley 3037, en su inciso 

3 o Que venci io e>e plazo prívio, para el canje de acciones, 
ikbe proceder <í expropiarlas ; 





claro : 
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4» Que esa expropiación debe veriücarae con sujeción á la 
ley general de la materia, de 13 de Setiembre de 1866, en la 
parte pertinente ¡ 

5* Que las costas se paguen en el orden causadas. 

Y definitivamente juzgando, así lo pronunció, mando y ünno, 
en este mi despacho del juzgado federal de la Capital de la Ke- 
pública, en Buenos Aires, fecha ni wpra. 

f\ tHaechvn y A teoría. 



Mío d« !• Suiiren» Carie 



Im L «i]0> Aires, Diciembre á» de l&H 

Yutos > con* id erando: Que la disposición de la ley nú miro 
tres mil quinientos treinta y siete al ordenar en su artículo 
veintiuno, que el poder ejecutivo fije un plazo á los tenedores 
de acciones para que manifiesten 3Í aceptan ei canje de ellas en 
las condiciones del artículo treinta y cinco de U ley número 
dos mil ochocientos euarenta y uno, está sustancialmunte cum- 
plida, cuando, como en el presente caso, dicha man i f estación ha 
tenido lugar por parte de los accionistas demandantes, siendo 
por i-ste motivo, llegada la oportunidad deque se proceda á la 
expropiación que la referida ley número tres mil treinta y siete 
ordena en la segunda parte de su artículo veintiuno. 

i'or ello, así Be declara, revocándose la sentencia apilada de 
foja cunto cuarenta y cuatro, en cuanto resuelve que no pro- 
cede la inmediata expropiación de las acciones materia de la 
demanda; no batiéndose lugar á la condenación en costas, que 
pide el apelante, porque la sentencia, que no ha sido en todo 



favorable á sus pretensiones, uo lia debido por lo mismo conte- 
nerlas. Repuestos los sellos, devuélvanse, 

PAZ. — ABEL BA2AN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
K. TORHEKT. 



4 ALMA €11 A VIII 



Itemturh i hermanos run títmaCdrmcH fíotlrujuvz fíe Quiñones 
y hermanos, fiar mensura ; sobre incompetencia y costas 

Sumario. — No debe imponerse la condenación en coatas, 
i- uando no hay mérito para imponerlas. 

Caso. — Lo explica el 



t alio del Jun Federal 

Córdoba, Julio ú¿ de 18í*7. 

Y vista la eicepcionde im ompetencia de jurisdicción dedu- 
cida por el doctor Eleodoro González en representación de doña 
Carmen Rodrigue* de Quiñones y lu-rmanos, fundándose : 
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\ En que el hecho de la mensura que ha motivado la competen- 
cia de este juzgado por la distinta vecindad de las partos, es cun- 
tí ario á la ley expresa que prescribe ser competente para cono- 
cer del juicio de deslinde el juez A cuya jurisdicción pertenezca 
la propiedad que se intenta medir. 

Que, en el presente caso, teniendo el campo de loa aerares 
Demarchi su ubicación eu Rio Cuarto, el juez competente para 
conocer de la mensura es el letrado de esa circunscripción 
judicial, y no el de esta Capital, que resulta haber conocid- 
de ella. 

Que, por consiguiente., la mensura practicada por un juez so- 
bre un inmueble situado fuera de la jarisdiecion territorial 
asignada per la ley para el ejercicio de tus funciones es nula 
y sin efecto legal alguno, ya sea que -ü la considere como acto 
judicial ó como acto público, en cuyo caso desaparece forzosa- 
mente el juicio contencioso de mensura, que por la distinta ve- 
ciudad de las partes habrá podido motivar el 

2 o Que aun en el supuesto de que la mensura 
practicada por juez competente, no estaría justificada la compe- 
tencia de esta juzgado con arreglo al artículo 2 a de la ley na- 
cional de 1862, puerto que según el artículo 4 o de dicha ley cuan- 
do la justicia federal es requerida de conformidad al ar- 
tículo 100 de la Constitución, entre vecinos de diferentes 
provincias, debe hacerlo con arreglo á las respectivas leyes 
provinciales. Que por el Código de Procedimientos de esta pro- 
vincia no basta la protesta en el acto de la mensura para que 
sobreveoya juicio ordinario 6 contencioso, siuó que es menester 
que dicha protesta se formalice eu los términos de los artículos 
486 y 488, lo que no ha ocurrido. Pide en consecuencia se de- 
daré incompetente este juzgado, con costas á los señores De- 
marchi. 

3 o La parte de éstos evacuando el traslado correspondiente 
sostiene la competencia del tüpfe, fundándose en que los ar- 
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cuestión á resolverse ó sea la aprobación ó desaprobación de la 
mensura, sinó también porque este juzgado carece de faculta- 
des pura anular por defecto dr forma lo actuado por otro fun- 
cionario que no depende jurisdicionalmente i que en consecuen- 
cia, y eouarregloA las resoluciones de la Suprema Corte, serie 2% 
tomo 9, página 247, el infrascripto no puede pronunciarse por 
vía de excepción dilatoria sobre los documentos acompañados 
que fundan la demanda sin ser constatada ésta cuando no se 
ataca el conocimiento de la causa por la distinta vecindad de 
las partes que es lo que provoca la competencia. 

4" Que para que este juzgado sea competente basta la protesta, 
según lo tiene ¿«durado la Suprema Corte, m\\ que esa protes- 
ta vaya al juez de la causa ó al juez de la mensura. 

Que por lo demás las citas traídas del Código de Procedi- 
mk*ntodc la proTiaciason insuficientes, puesto que el artí uli 
481 habla de ouando hayan existido protestas ó no hayan ex- 
presamente manifestado su acuerdo por escrito, y el artículo 486 
se refiere evidentemente al segundo caso, pues la protesta es 



Oido el señor procurador fiscal, y considerando ; 1° Que el 



2 l Que las leyes provinciales deben ser tenidas en conside- 
ración cuando el conocimiento de un o aso lo requiere, artículo 
31, ley de 14 de Setiembre de 1863, 

3° Que según las leyes actualmente en Tigor en la proTincin, 
la simple protesta de una mensura no es bastante para tener 
p->r disconforme con ella al que la hace, ni se considera un acto 



1 1 manifestación expresa de la a; 




, de la mensura. 
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formal capaz de modificar el estado de los derechos délos soli- 
citantes de la operación, siendo para esto necesario que se for- 
malice la oposición ante el juez correspondiente (artículos 486, 
481 y 482, Código de Procedimientos de esa fecha). 

4 o Que en el expediente íífA-jWín', en lo que están conforme 
las partes, no hay niás que una simple protesta y que no sien- 
do ésta bastante para tener por contenciosa la mensura y por 
iniciadoun juicio de deslinde, no hay todavía un caso que pue- 
da motivar la competencia del juzgado en este asunto. 

5" Que esta ley provincial en nada afecta los den ohos que 
tienen tas personas amparadas por el fuero federal, para ocurrir 
ante sus jueces lígales, pues les queda abierto el camino para 
ello cuando la oposioinn formal se presente. 

&• Que los autos como el de foja 10 en que este juzgado se 
declaró i ncom pétente para entender en el presente juicio se en- 
tiende siempre, aunque así no se expresara, que son dictados sin 
perjuicio no sólo de las excepciones de incompetencia que pue- 
dan más tarde alegar las partes, sinó también de la facultad 
que tienen los jueces de aec ion, i:uya jurisdicción is J exeepcío- 
nal y limitada, de declararse incompetente en cualquier estado 
de la causa en que su incompeteueia se demostrare (Suprema 
( orle, sérieS*. tomo 15, página 282). 

7 o Que no siendo competente este juzgad» para el conoci- 
miento de la causa, por no haber opusicion formal a la mensura, 
no pued" entrará decidir de la excepción de nulidad alegada. 

En su mérito se resuelve : que el infrascripto es incompetente 
para el conocimiento del presente juicio ; debiendo devolverse 
los autos al juzga*." > de su radicación. Hágase saber con el ori- 
ginal y trascríbase, debiendo cada parte abonar sus costas. Re- 
pónganse los sellos. 

C. Moyana liacitúa. 
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imito de I* luprfn» forte 

Buenn* Aire*. Diciembre ¿* -i-' lK'fT, 

Vistos : No habiendo mérito para la condenación m costas, 
se confirma el auto de foja ciento uorentay siete en cuanto no 
las impone ; y devuélvanse, debiendo reponer los sellos ante el 
juez de sección. 

BENJAMIN PAI. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
t. TOKREHT. 



«AUNA n»YlI 



RwurSO de habeos cúrpu.\ t á favor de don Jorge Walkcr 

Sumario, — No procede el recurso de habeas forfnts, contra 
la detención ordenada por i competente. 

Cf«o, — Uon Jorge Walker, detenido en la cárcel de Mendo- 
za, á petición de Jas autoridades de Chile, se presentó al jues 
federal pidiendo se ordene su inmediata libertad, por no haber 
mediado órden de autoridad competente, por do existir tratado 
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de extradición con Chile y no haberse llenado las disposiciones 
legales que autorizan la detención en casos de quo. el que ta su- 
fre haya do ser requerido por una nación extranjera. 



Jue» Federal 



i:„ -otránlose el peticionante bajo la jurisdicción del joiga- 
do, en juicio seguido contra él r r solicitud de extradición en 
trámite, v siendo esta potiebm extraña al procedimiento de la 
causa en qu, se 1 bft requerido ya por el nombramiento de 
defensor para que ella siga ^nn -su estado, no ha lugar. 



Castilla. 



VISTA 1>M. SESuII 1'kOCUlMlOft GESEftAE 

puenoi *Jr*t, Du-i bra d« 189"! 

Suprema Corte : 

U estradidon del pr-f ■ *vU> Jo. -ge K. Walker ha auto reque- 
rida pot la vía dipU-máti-a a nombre del gobierno de Chile. Y 
el podeT ejecutivo de la Nación . aceptando la gestión diplomática 
con sujeción á las disposición^ de la ley nací- lal de 25 de 
\gosto de J8H5 vá La .-onveneioa entre loa representantes de 
los gobiernos argenté y de ¡ hile en 15 de Marzo de 1894, 
autorizo los procedimientos judiciales mandando remitir al se- 
ñor juez foderai de Mendoza los recaudos presentados por el 



señor ministro de Chile sobre ext. adicio.xio Walker, álosefec- 
* s á que hubiere lugar. 

Fl procesado esta por ello sotuetid ■ á la jurisdicción M juez 
federal, á cuva y ri*diceion <orr, M >*nd< por las leyes nacionales 
ei conocimiento de la causa sobre i xi raduion. Asi ío establece 
el mismo juezu quoen el auto recorrido de foja 5 vuelta. No 
procede entonces el ocurso de habw *»r v m por ud detenido 
sometido á la acción del juez competente y por una eausa de 
carácter criminal sometida á las disposiciones de los artículos 
C5U y rigniénteft del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Si el juez* 71/- hubiere omitido formalidades prescriptas 
para el procedimiento eo lo criminal, ello puede dar motivo al 
recurrente para deducir sus peticiones y aún los recursos á que 
la denegación infundada diere lagar l'er» estando el detenido 
sometido a la jurisdicción del juez competente, el recurso de 
habrá* cor¡nts carece de procedencia en el caso. 

Pidoá V. K. ae sirva a¿í declararlo, eonlirmaado en conse- 
cuencia el auto recurrido de foja 5 vuelta. 



Falla del* »up*«Bttft 

1;,, n .- Mres, fcidemtes 30 de U&7. 

Vistos y considerando: Que según resulta de estos autos el 
recurrente se halla detenido por órdeu del juez federal déla 

sección de Mendoza. 

Que es incontestable la competen ¡a de ese juez para el co- 
nocimiento de laeausa, laques* tramita en virtud délas dis- 
posiciones legales pertinente^. 
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Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y ror sus fundamentos, se con firma con cos- 
tas el auto apelado de foja 5 vuelta. Devuélvanse. Notifíquese 
original, 

BEtUAHIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — AREL BAZAR. — 

VIO BUKGE. 



4 4 4 I>X* 



Criminal contra Juan AncftOrdoqui y tiafaet Rodríguez, por 
circulación de billetes de banco falsos 

Sumario. — Demostrada la comisiondel delito de circulai ion 
de billetes de banco falsus, corresponde aplicar ta pena prescrip- 
taen el artículo 62 de la ley nacional penal. 



CiWO- — Htifliiltude las signantes piezas : 

VISTA FISCAL 

La Pilla, Abril ti dt> mi. 

Señor Juez Federal: 

YA fiscal en laoaiiha seguida á Juan AncnonJoriui y Kafael Ro- 
dríguez, sobre circulación de billete de banco falsos, á V, S, 
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dice : La caja de conversión declara á foja 60 que los cuatro bi- 
lletes de cien pesos y los treinta de veinte pesos, agregados á 
fojas 19 y 5i, son falsos. 

Ks uno de los extremos del delito perseguido y constatado en 

legal forma. 

La culpabilidad de loa procesados, que es el otro extremo, 
consta en autos igualmente constatada. 

Kn primer lugar, las declaraciones de Teodoro Filares, de fo- 
ja 5; de Aurelio Leoni, de foja 5 vuelta; de Antonio Cañero, de 
foja 6; de Héctor Iturraldc, de foja tí vuelta; deKainon Iturralde, 
de foja 7, y de Rodolfo Labor t, de foja (4 ; unos fueron vícti- 
mas de las compras ó cambios verificados fraudulentamente con 
los billetes falsos, y otros presenciaron el abandono en la vía 
pública de aquéllos, después de haberlos visto entrar y salir en 
varias casas de negocio, cuando la policía los prendió. 

Kn segundo lugar, por el parte policial de fojas i á 3, que 
merece completa fe enjuicio, mientras no sean destruidas en 
el curso de aquellos antecedentes que le dierou origen. 

£1 hecho, además, de conservar esos billetes y arp iarlos en 
el momento de ser capturados, no induce a ninguna considera- 
ción favorable páralos procesados, prueba por el contrario que 
los tenfau partí hacer un uso ilícito y esta convicción reposa en 
los antecedentes que dejo expuestos . 

La responsabilidad de los detenidos es grave, Juan Ancbor- 
doqui era el que hacía las compras de objetos ó artículos de. 
escaso valor é innecesarios para pagar con los billetes falsos, y 
cuando era conocida esta calidad, con disimulo procuraba per- 
suadir que era de curso legal y en último momento bacía el pa- 
go con papeles de esta clase. 

En otras ocasiones, en que los billetes no eran examinados 6 
por la perfección do la falsilicaciou no inspiraban desconíiauza, 
pasaban sin dificultad, causando á los tenedores de buena fé 
un daño considerable 



432 FALLOS l»E LA SüfHEMA COKTfc 

Loa procesados tenían conocimiento perfecto de que eran íal- 
hos y procuraban at introducirlos al comercio una ganancia ilí- 
cita. 

Kafael Rodríguez i ra él guardador del depósito y seguía al 
cómplice en todas las vicisitudes de la campaña Je fraudes em- 
prendida. Este fué e! que arrojó el manojo de billetes al ser 
sorprendido por la policía. Es tau autor principal como Juan 
Anchordoqui, porque preparaba y participaba en todas las si- 
tuaciones en que aquel se desenvolvía. 

Les es aplicable por igual la disposición del artículo 62 de la 

do U do Setiembre de 1HC3. 
Pide, en consecuencia, el suscrito para cada uno de loa pro- 
cesados, la penado «uatro anos de trabajos forzados, multa de 
qui «nenies pesos fuertes, indemnización del daño causado y pa- 
go de las costas del piuceso. 

Tenga V. S. á bien por deducida acusación en forma y resol- 
ver como lo solicito, 



frailo del Jim Federal 

U Plato, Agosto 1 1 aV imi. 

Y vistos: los sellos contra Juan Anchordoqui y Kafael 
Rodríguez, poreirculucion de billetes falsos. 

Considerando: |° Que resulta comprobado el hecho de la cir- 
culación en virtud de las declaraciones de fojaa 5 á 11 dol su- 
mario pre ventivo, como también la culpabilidad de los procesa- 
dor , pues el primero de éstos no solamente compró un 
paquete de cigarros y una caja de fósforos, con un billete falso 
ílu veinte pe<os en la casa de don Victoriano Huíssí, sino que 
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también intento pagar cotí un billete decían posos, igualmente 
falso, un« caja de pastillas comprada á don Aurelio León i, y 
cmi otro billete de la misma clase y calidad, un pañuelo á<> 
seda en la tienda de don Pedro Figueredr»; y a) manifestarle 
que era falso, abind-nó el estable.iuiiento diciendo que iba \ 
buscar cambia, no regresando. 

2" Que en cuanto al otro procesado, ó sea. KafaH Rodríguez, 
resulta también comprobad" que en su peder se le encontró la 
caja de pastillas comprada por Anchordoqui, según parte poli- 
cial de foja 3. y e) cual merece entera fé, no obstante lo dicho 
por el referidlo Jíodriguez y lo jumeado por su defensor á foja 
07; hecho que por sí, es suficiente A d«-mostráf que este proce- 
sado acompañaba á Anchordoqui cuando ¿ste re. orría las casas 
de ñeg«do', y para m ís abundamient i, Héctor Itnrralde á fojas 
6 y 7, dice que los signj,', á caballo y presenció m| momento «o 
m> detenidos por la policía, arrojaron al <-uelo varios billetes, 
continuado esto mismo por don tíafael IturMlde, á foja I f , 

3° Que en igual formase encuentra constatada la identidad 
de los procesados; y respecto á la falsedad de los billetes co- 
rrientes de fojas Ui ú 55 instruye el informe de la caja de con- 
versión á foja 60. Queda únicamente por resolver: a) si la 
pena á aplicarse 68 la del artículo 6*2, ley 14 de Setiembre de 
1863, como lo solicita el Procurador fiscal para los procesados ; 
h) si la prescrita por el articulo 63 de la m¡Mua ley, y sola- 
mente para el procesado Ancbordoqui como indica el defensor 

de pobres a Oja 7<t. f arfo pririnpul, te en que im se ha 

probado que su defendido hubiera adquirido do mala fé. para 
hacer circular por ría de lucro, el billete con que compró los 
cigarros y fósforos, 

i n Que en cuanto a la primera cuestión, es indudable que 
la pena prescrita por el artículo 62 de la ley citada es la que 
debe aplicarle en el concepto de autores principales, de acuer- 
do (o dispuesto en los artículos 2Í , inds.i K y 25, Código 



Jg| KALtOS 1>E U StPBtM* CHUTE 

Peual v 1» ezpnest. m el segundo canudo .No se «gd- 

Cíete aplicarse en ca.o como .1 »M ¡ P«« «* 

«érto en l. lev MOd " tlc » las 21 y 0J quella * W 

toada v sin fundamento logal tal argumentación. 

5- ¿uc encanto í la segunda mmüM, tau,bi,n >« eacuen- 
„a resuelta P«r lo» mismos antecedentes de autos; t„du ve/. ,»p 
arabo» procesados al encerrase en una rotunda negafve, s.do 
h ,_ Luido ,.o»er mis de iÉtt* «1 «tP 1 ue cuntril 
ÍS, r e,cuu.. ni , Uniera han intentad. KM*» 

estación oportuna «le este proceso. 

Íor ,stos fundamentos, consideraciones aducidas , 
cunes légale, citadas, f.Uo: condenando i cada uno e lo» pro- 
cesados Juan Anchordoqui y Rafael ¡lodr.gue, í la pena de 
, u atru años d, trabajos f«.»dns. multa d, .puniente, peso, 
f„,rt,s indemnización del daño causado y las cortas; deb.cn- 
t deducirse de esta pena e! tiempo de prisi,n sufrid, feto* 
4» Código de Procedimiento, en iocrim.nal. y hacerse el corn- 
eo por secretaria. Notifique con el origina! registres, ,„ 

I . „ ,.„., „, «nnseiltida ó ejecutoriada la 

I I libro de aeiilencias. y una vez CünsBmuw i 

uresente, líbrense 'o, oficios del caso. 

Mariano S. dí Aurrerwcliea. 



VISTA l«EL SBflOE MOCHUPOK ÜESEKal. 

Bueno* Air,-. Noviembre i de IW 

Suprem'i O ¡e : 

Todo el esfuerzo de la expresión de agravio, en defensa de 
lo, .«.cesados A n ,bordo«,ui y Itafael Rodrigue., ha .id. i 00 - 
a^ara desvirtuar .as constancia, de autos y las ***** 



HE lUímUA NACIONAL 

dudes que de el Jas se- derivrui legal me n tu contra los procedidos. 

No importa que elli.s se hayan encerrad») en una negativa 
calculada y persistente. Esa negativa les perjudica, en prese* 
eia de las constancias que demuestran su falsedad, aun respec- 
to d nieta Iks ov id entes é incontestables. 

Malos antecedentes acompañan a b>s probados, según sus 
propias deposiciones de fojas 9 vuelta y 12 vuelta y el testi- 
monio de fuja l'á. 

Juntos han andad- por el pueblo de Quilines, haciendo rom- 
prw, según la instrucción de foja i - y las declaraciones de fuja 
4 adelante, pagand., el valor de esas compras ton billetes de 
banco faldeados, cuando <e los admitían, y sustituyendo los 
falsos por otros verdaderos, cuando aquí líos les eran rechazados. 

Así anduvieron hasta el momento de ser aprehendidos por la 
policía de Quilines, en cuyo aclo, Jíodnguez que era el portador 
de la moneda falsa con que Amhordoqui verílicaba las com- 
pras, la arrojo al suelo, coniu resulta de las declaraciones de foja 
7 vuelta y foja 8. 

Todavía, no obstante, quedaron en su poder billetes falsos se- 
gun lo informa lu diligencia de foja 2 vuelta y para que toda 
duda desaparezca respecto á esos billetes falsifícanos que cons- 
tituyen el cuerpo del delito, se han agregado y corren de fojas 
19 á foja 54. 

Se ha objetado que eJ hecha de la circulación no está demos- 
trado, mediando sólo tuna tentativa. 

Pero la circulación está demostrada no solo por la conducción 
de los billetes falsilicados en tan crecido número, sinó por la 
repetición de compras de diversos objeto* y en distintas casas 
de comercio, con el propósito preconcebido v manifiesta de sa- 
tisfacer su importe con moneda falsa. 

Se ha objetado también la inconsistencia de la prueba de la 
mala fé por parte de los procesados, a] entregar los billetes 
falsos. 
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La mala « resulta evidente por la circunstancia de nu haber 
justificado los teñidores su legítima adquisición ; por la repeti- 
ción de lo, gago», * "Atante serles rechazado, por falsos , 
por bablfUte arrojado lejos de sí para evitar la respousabil.dad 
de su posesión, cuando fueron sorprendidos pur la policía 

Aparece evidente que los procesados han expendido billetes 
falsos según la B^reiioj» del articule 62 de la ley de U de Se- 
tiembrede 1863, v que tesultando que al hacerlo procedieron 
de mala fé, sin que hayan pretendido siquiera comprobar lo 
contrarío, les es aplicable la pena de trabajos forzados, y mili- 
ta presenta por aquel artículo penal. Ksa pena debiera ser ter- 
mino medio cutre el máximum y ti mlnimun en la ley lijado, 
ya que no ha sido declarada la -xistoucia de circunstancias ate- 
nuantes ni existe mérito en el proceso para invadas ; pero v 

habiendo sido recurrida la a enuncia respecto al mínimum de 

pena establecida, me limito 4 pedir á V. E, se sirva eonürmar- 

la* por sus fundamentos. 

$ab imano kie>. 



Fallo d« liUuprtin* Corte 

Baenús km:*, Diciembre de l«n. 

mm y considerando; Vnmv.ro: <¿ue de las constancias del 
sumario resulta que Juan Anchordoqui aírenlo billetes falsos 
atentando darlos en pago en la farmacia de üatieuzo y en la 
casa de negocio de Pedro Figneredo, y siéndole aceptado uno 
de veiuto pesos por Teodoro Beares, dependiente de la casa de 
negocio de Victoriano Huí asi. 

Setjundo : Que aun cuando alguno de esos hechos no esté ple- 
namente comprobado, tomados en conjunto convencen de la 
culpabilidad del procesado. 
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Tercero: Que, ademas, consta por las declaraciones de Héctor 
y Raul Iturralde y de Rodolfo Labourt, que Anchordoqui arrojó 
al suelo un paquete de cuatro billete» de eíen pesos falsificados. 

Cuarto: Que loa mis moa testigos declaran también haber 
visto que Rafael Rodríguez arrojó otro paquete, que según se 
averiguó después contenía veintisiete billetes falsos de veinte 
pesos. 

Quinto: Que el testigo Lubourt dice que vió á loa procesa- 
dos conversar, poco antes de ser capturados, y que en poder de 
Rodríguez se encontré la cajú de pastilla*, qii - el dependiente 
León i, de la farmacia de Matíenzo, asegura ser la misma que 
£1 vendió al procesado Ancbordoqui, lo que He opone á la afir- 
mación de éste y de líodriguez, de no mediar relación entre 
tilos. 

Serio: Que al ser registrado Rodríguez en la comisaria, se 
encontraron en su poder dos billetes falsos de veiute pesos. 

Sqttiw) : Que los billetes encontrados en pader de Kudri- 
guei son iguales á lo- que contenín el paquete que c mismo 
arrojó en la « alie, al ser capturado, y al bill-tn que Anchordo 
qui di -i á Teodoro Beares, como se comprueba por la simple in- 
peceion de las qin corren agregadas de fojas veintitrés a cin- 
cuenta y cuatro. 

(Maro: Que lo expuesto en los considerandos anteriores de- 
muestra la partinpítciou de Rodríguez en el delito de circula- 
ción de billetes falsos de banco, que lia motivado la formación 
de este proceso. 

Por é3to, d^ acuerdo con lo expoestu v pedido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos, se continua, « on 
oslas, la sentencia apelada de f.ij.i ciento ocho, con declaración 
de que la computación d<' ta prisión preventiva, debe hacerse a 
razón de dos días de ésta por ano de trabajos forzados, de con- 
formidad á la doctrina que surge del artículo noventa y dos de 
la ley penal de mil ochocientos sesenta y tres y á la jurispru- 
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delicia de esta Suprema Corte, Hágase saber con el original j 
devuélvanse. 

luis v. vakéla.— abfx ra- 
zan. — OCTAVIA liUSGE.— 
Jl AK E. TORltENT. 



i Al -HA <1>Y\I 



Ihm (¡abitm Atfiwrre ronlra el f-'ermrarril Ventral Argentino, 
fn>r c»1>n> «/'■/ ivi/of í/e una encomienda ; apelación ¡h 1 smten- 
na Je la t 'timara de. Apelaciones ile la Capital. 

Sumario. — La resolución que apreciando la prueba pro- 
ducida tija el valor de la i-ncoinienda extraviaba á cargo de la 
i-mpresa transportadora, no es violatoria del decreto del poder 
ejecutivo nacional reglamentario de la ley tle ferrocarriles. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



SENTENCIA IIEI. JUEZ t>E COMbUCIO 



Vistos estos autos, resulta t Que con fecha 20 da l ebrero, 
se presentó don Fermín Saravia en representación de don fra- 
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bino Aguerre, demandando ¡i la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino, fundándose en la* disposiciones de los artículos 162 
del Código de Comercio y 1109 del Código Civil, por la suma de 
cinco mil pesos moneda nacional, á cuyo pago pedía fuera con- 
denada con más la* costas del juicio. 

Explica los hechos diciendo, que en 5 de Enero do 1 895 y 
bíijo guía número 23 que se acompaña, se expidió en la esta- 
tacion Retiro, eon destino ú Arrecifes, un baúl de propiedad de 
su representado, que contenía los efectos di-tallados en la nota 
de foja 3 y a más nueve libras estéril ñas y trea monedas de un peso 
cada una ; que ti baúl mencionado nollegó á su destino, siendo 
por consiguiente, responsable la empresa demandada, conforme 
á lo dispuesto por el artículo 162 del Código de Comercio, y es 
en esta virtud que pide se resuelva en ta forma debida. 

Corrido traslado de la demanda, á foja 15 vuelta, lo evacuó 
don Julián Nogueras , á foja 19, en representación de la empresa 
demandada, pidiendo el rechazo coa costas de la acción instau- 
rada. Confiesa que es cierto el eitravío del baúl de propiedad 
del actor y reconoce que ta empresa se considera obligada á pa- 
gar la indemnización á que legítimamente tiene derecho el pro- 
pietario del objeto perdido, pero niega y desconoce que el con- 
tenido del baúl perdido ascienda á la suma que la parte actora 
le asidua. 

Hace presente que el artículo 1 7:* del Código de Comercio es- 
tablece que el porteador no es responsable del dinero, alhajas 
ú objetos de valor, cuando no se hubieran avaluado en el acto 
de la entrega, lo que e^táde acuerdo con el artículo 194 del de- 
creto reglamentario de ferrocarriles de 10 de Setiembre de 1894 
é indica también las obligaciones que imponen los artí. ulos 178 
y 195 del citado reglamento, fundado en lo cual pide se provea 
nomo queda solicitado. 

Corrido un nuevo traslado, á foja 21 vuelta.de conformidad 
con lo dispuesto por d artículo 102 del Código de Procediimen- 
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tos, lo evacuó el actor, foja 23, insistiendo en sus pretensio* 



Recibida la causa á prueba, á foja23 Tuclta, producida la que 
expresa el certificado do foja til y habiendo alegado las parles á 
fojas 67 | 69, el juzgado dictó la providencia de foja 79 vuelta, 
quedando la causa en estado de sentencia. 

Y considerando : I o Que en el escrito de foja 19, la empresa 
demandada ha reconocido el extravío del baúl de propiedad del 
actor, como la obligación que tiene de pagar la indemnización 
correspondiente, discrepando únicamente con el primero, en el 
monto de la cantidad reclamada. 

i- Que el instrumento de foja i, titulado guia de encomien- 
das, no enuncia todos los elementos enumerados en el artículo 
tÜ5 del Código de Comercio, por envararon su contenido no 
basta para decidir la cuestión fine singo del contrato de trans- 
porte, respecto á la indemnización que se reclama. Por consi- 
guiente, debe estarse en apoyo de las partes, al resultado de 
las pruebas presentadas. 

3" Que no habiendo el demandante hecho manifestación de- 
tallada en los objetos contenidos en el baúl extraviado, eou de- 
signación de los efectos, su número, calidad genérica, etc., co- 
rresponde averiguar, si de la prueba producida y que le incumba 
resultan justilieadas las afirmaciones expuestas en el escrito 
de foja M. 

4 Que la única prueba rendida á este respecto son las decla- 
raciones de los testigos Manuel GouzalezBonorino, foja 59: Pe- 
dro Landin, foja til), y señora de liruniquel, fojaÜO vuelta. 

El primero, examinado al tenor del interrogatorio de foja 
57, declara qu? no puede precisar con exactitud si todo lo 
expresado en la lista de foja 2 fué puesto en el haul, pero sí la 
mayor parte de los objetos, quizás otros que no recuerda y que 
constituían todo el haber de Aguerru, que estaba presente 
cuando el baúl se llevó (contestación á las preguntas 3* y 5 B ). 
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El segundo declara que el baúl contenía entre otras cosas, el 

detalle en el inventario de foja 2 por haber estado presente 

cuando Aguerrí» los puso en el baúl (contestación á latí pregun- 
tas 3" y 

La tercera, qu e el actor ha vivido en su casa, Esmeralda 454, 
reconoce algunas de las piezas da la lista, por habérselos visto 
usar, no conoce el detalle de foja 2, no estabapresente cuando 
Affuerre puso en el baúl las cosas que se detallan eu el inven- 



Ahora bien, ¿ cuál es la fuerza probatoria en estas declara- 
dun, s ? Es evidente que de «lias no surgen los elementos nece- 
arlos de convicción, para apreciar favorablemente loque se ha 
intentado demostrar por p] actor. 

La contestación de la señora líruniquel, no tiene valor algu- 
no, desde que ignora si en el baúl iba la ropa detallada en la 
lista de foja 2. 

La de Laudin, no tieno mayor importancia, porque es inve- 
rosímil. No es posible que después de haber transcurrido el 
lapso de tiempo comprendido entre el 5 de Enero de 1805, fu- 
4, y 25 de Julio de 1890, de su declaración, pudiera conservar 
en la memoria el detalle de una lista que solo vió eu el mo- 
mento que se colocaba on el baúl. La declaración de Ilonoriuo, 
se halla en idéntica condición . 

5 o Que en ausencia de utro medio probatorio y dado lo ex- 
puesto en el considerando i\ corresponde aplicar al caso la 
disposición del artículo 179 del Código de Comercio, nombran- 
do peritos para que determine el valor del baúl, con arreglo á 
la designación hecha eu el instrumento de foja 2 por no ser de 
aplicada al caso el artículo !90 del Reglamento de la empresa, 
dada la disposición terminante del artículo 204 del Código de 
Comercio. 

Por estas consideraciones, la jurisprudencia establecida por 
laEima. Cámara en el caso de Charles hermanos contra la em- 
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presa Vitlalonga y el artículo 162 del Código de Comercio, fallo 
condenando á la empresa demandada á abonar áGabino Aguerre 
en el término de diez dias, el importe del baúl reclamado, previa 
tasación pericial y en las costas del juicio. Regulo el honorario 
del doctor Zeballos en 300 pesos moneda nacional y el del pro- 
curador Saravi» en 120 pesos de igual moneda. 

Dado en el salón del juzgado á 25 de Setiembre de 1896. Re- 
pónganse los sellos é inscríbase en el libro respectivo. 

L. A. Peyret. 

Ante mi : 

SicurcL 



ACUERDO Y SEMENCIA DE LA CÁMARA DE APELACIONES 

En llueiius A¡r<-s & 20 de .Marzo de 1897, reunidos les se- 
ñores vocales en la sala do acuerdos y traídos para conocer los 
autos seguidos por don Gabino Aguerre contra ka empresa del 
Ferrocarril Central Argentino, por cubro de pesos, Be practicó 
la insaculación que ordena el artículo 256 del Código de Proce- 
dimientos, resultando de ella que debían votar los señores voca- 
les en el órden siguiente : doctores. López Cabanitlas, García. 
Perei,S;iavedra, Esteres. 

Estudiados los autos, la cámara sometió & votación la cues- 
tiou siguiente : 

¿Tiene el actor dereoh - paraexíg ir que la empresa del Fe- 
rrocarril Central ATgentino le indem nice el daño realmente 
causado por el motivo que expresa la demanda, y en tal caso, 
cómo debe hacerse ejecutiva tal indemnización? 

El doctor López Cabañil!»*, dijo: Don Gabino Aguerre de- 



mandaá ta compañía il> 1 l'errocurril Central Argentino por in- 
deninizarion del daño causado á él, con motivo dría pérdida de 
un baúl con ropas y objetos de uso personal, que caTgó en la 
estación Retiro de esta ciudad para ser trasladado á la estación 
Arrecifes de la misma línea, con fecha 5 de Knero de 1895. 

Habiéndose extraviado en el trayecto dicha balija, el cega- 
dor reclama de la empresa la cantidad de 5000 pesos moneda 
legal, como indemnización dr loa daños sufridos, acompañando 
á au demanda udb lista délos objetos que, según 61, contenía la 
balija extraviada, haciéndose elevar t i importe total de dichas 
objetos ala cantidad de 2930 pesos tn»ned a legal. 

La empresa recononocc ser cierto que se le entregó el baúl re- 
ferido, como igualmente que éste seextravió en su poder; pero 
niega que contuviera los objetos que eiprpsa el actor, ni que 
éstos tuviesen el valor que él les asign:i, sosteniendo que si bien 
ella esta obligada á pagar al demandante la indemnización & 
que legítimamente tenga derecho, esta indemnización no puede 
exceder de cincuenta pesps; con arreglo alo proscripto por los 
artículos 193 y 1!)5 del derecho reglamentario de la ley de ferro- 
carriles nacionales qi;e así lo disponen, por cuya razón ofreció 
desde un principio al actor abonarle esa suma, la misma que 
se halla aun dispuesta ¡í entregarle, pidiendo por todo ello el 
rechazo de la demanda. 

Desde que, según lo expuesto, las parias están euuformes en 
que bub<> pérdida del baúl y que este lu cho impone a la com- 
pañía la obligación de indemnizar al actor, toda la cuestión 
estí en decidir euál es el monto de esta indemnización, que es 
el punta capittl de discrepancia entre las partes. 

Desde luego, la pretensión de la empresa, de limitar la in- 
demnización áque se reconoce obligada, al pago de la sola can- 
tidad de cincuenta pesos, ea inadmisible bajo todo concepto, 

Kn efecto, el Código de Comercio ha prescrito como un de* 
bor de las empresas di- ferrocarriles el de entregar la carga 
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lielmente en el lugar y tiempo convunidos, empleando todas tas 
diligencias y medios practicados per las personas e xactas en el 
cumplimu uto de sus deberes para que los efectos no sedeterio- 
ten ni extravíen, «o pena de responder á las partes, no obstan- 
te convención en contrario, por las pérdidas ó (latios qn** les re- 
sultaren por malversación ú omisión suya 6 de sus factores, de- 
depeotiienti'B ú otros agmtes cualesquiera (art. 162). 

El artículo 50 de la ley de ferrocarriles nn lia derogado ni Vi- 
mitadoesta obligación, pues, por el contrario, declara que las 
empresas de ferrocarrriles quedan sujetas á las obligaciones 
que les impone el Código de Comercio, por razón d.- pérdida, 
. avería ó retardo. 

En cuanto a las disposiciones recordadas por la em- 
presa del decreto reglamentario de la ley de ferrocarriles, tam- 
poco pueden autorizar la limitación que pretende, pues seme- 
jante restricción importaría en realidad una excepción que al- 
tere el espíritu y letrado las leyes del congreso que legislan los 
transportes, violándose así lo preceptuad" por el artículo 8ti, 
inciso 2", d*> la Constitución, que no lia dado tal alcance á U 
respectiva facultad deferida al Poder Ejecutivo, 

Pero sobre este particular, creo que nada bay que agregar 
después de la muy fundada y concluyente '-xposú-ion que, juz- 
gando un caso análogo, bizoal respecto el señor doctor Saave- 
dra. ron la adhesión unánime de los miembros de este tribunal. 

Ese estudio se encuentra en el acuerdo publicado en la pági- 
na 130, tomo 7, série 58 de los Fallos, y para evitar repeticio- 
nes tnnocosnrias me refiero en un todo á él. 

Sit ndo, pues, las reglas generales de responsabilidad las que 
d -beo aplicarse al caso, veamos < orno deb' 1 determinarse el 
monto d*- la indemnización reclamada. 

Desde luego creo inaplicable la tasación por peritos á que se 
refiere el artículo 179, Código de Comercio, porque ese artículo 
se refiere á la designación que de loa objetos perdidos se baya 
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hecho en la carta de purte, v es sobre esa d«¡>igiiiiciou que debo 
recaer el dictamen pericial, fijando el Talor que ellos tendrían 
en el lugar y tiempo de la entrega ; y como en el caso de auto* 
tío aparece haberte hecho tal designación eu la carta üe porte 
de foja 4. rMttUa inaplicable la expresada disposición legal. 

Según ee demuestra en la sentencia apelada, el actor no ha 
justificado que todos los objetos detallados eu La lista de foja 2 
existiesen en el baúl extraviado, pero el tenor de las deolaTacio- 
ues de fojas 59 á 60 vuelta, unido d lo que resulta de las cuen- 
tas de fojas 50, 62 j 51, reconocidas por las personas que las 
t>rmau, autorizan para pensar que al menos las ropas designa- 
das en dichas cuentas, debieron formar parte del equipaje del 
actor, Ks, pues, el importe de esas ropas el que la empresa d'íbe 
abonar al demandante. 

Aun cuando eu esos mismos documentos se asigna á lo- obje- 
tos referidos un precio cierto, no es posible partir de esa sola 
liase paradeterinimu el monto de esa indemnización, pues claro 
está que el valor ó precio de costo de esas ropas uo es ni puede 
considerarse id mismo después de un uso más órnenos prolon- 
gado. 

Me parece que es, entonces, llegado el caso de proceder como 
lo hizo esta cámara eti la ñausa antes recordada, aplicando la 
disposición del artículo 220 d^l Código de Procedimientos, es de- 
dir, defiriendo al juramento del actor la estimación del daño 
causado por el hecho que motiva su demanda. Para este lin, 
creo equitativo la lij ación de una suma de 1000 pesos dentro do 
la cual hará el demandante la estimación jurada. Voto en tal 
sentido. 

Por razones semejantes los doctores García, Pérez, Saave- 
dra, se sometioron al voto anterior. 
Kl doctor Kateves dijo : 

Por las consideraciones aducidas pur el señor vocal doctor 
López CabamUaSi voto en el mismo sentido que él, excepto en 
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cuanto 4 la cantidad dentro de la cual debe prestarse el jura- 
mento esti matón u que, á mi juicio, uodebe «xoederde5ÜÜ pesos. 

Cou lo que terminó este acuerdo que liruian los señores voca- 
les doctores Saavedra. García, Pérez, López Cabauíllas, Esteves. 

Ante mí: 

Liti$ & Aliayn. 

La*'mpr,-iia apeló para a nt*- la Suprema Corte, fundándose 
eti el artículo 14 de la ley de jurisdicción y competencia de 14 
deSeti«'iulm> d«- \ Hti¿ r 



VISTA DEL SKflOK HtOCUKADOK ti EN CUAL 

Buen'* Aire-, Junio ;iud.i ItiOT. 

huprnina lortr : 

La facultad de reglamentar las leyes, atribuida al Poder 
Ejecutivo por el artículo 86, inciso 2°, de la Coustitueiou nacio- 
nal, contiene la expresa limitación de no alterar su espíritu 
cou excepciones reglamentarias. 

El artículo f 78 del reglamento de ferrocarriles uo sería váli- 
do ante aquella garantía constitucional, si alterase el espíritu 
de la ley sobre ferrocarriles ú otra emanada de la autoridad 
del congreso. 

Pero ese artículo no altera la legislación vigente sobre pag.i 
del valor de equipajes extraviados, pues ¡a indemnización un él 
determinada, se refiere al caso, en que el pasajem uo declara un 
valor determinado ó si no fuera posible probarlo en caso de pér- 
didas ó üreria. 

Esta disposición no contradice en lo referente á valores de- 
terminados ó justificados con arregle ¿derecho, lus prescrip- 
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dones del Código do Comercio, que con oportunidad ha citado 
el acuerdo de fuja 38, como aplicables al hecho comproba- 
do. Según ese acuerdo, resulta del contrato de las decla- 
raciones de fojas 5Í) á (JO vuelta y documentas de fojas 50, 
52 y 54, que está demostrada la existencia eo «.-1 baúl perdido, 
al meaos de una parte de los objetos reclamados. 

Ante la declaración de la existencia de esa prueba no es aplí 
cable al caso suh-jitdit:v lo dispuesto en la última parte del in- 
ciso 1" del artículo referido, y sí las prescripciones del Código 
de Comercio en que se funda la sentencia recurrida, Procede 
en consecuencia la confirmación que solicito de V. E. 

Sahimtmo Kier. 



rallo de la dupremi Corle 

Buenos Aire,-», Diciembre 30 Je 189?. 

Vistos y considerando : <¿ue la Cámara de apelaciones en lo 
comercial de esta Capital apreciando la prueba producida, ha de- 
clarado estar probado que la encomienda de que se trata tenía 
un valor de mil pesoá aproximadamente, lijando esa suma para 
que dentro de ella preste el actor el juramento estimatorio. 

Que en tul concepto, no puede estar eu cuestión el derecho que 
el demandado pretende le está acordado por el artículo ciento 
noventa j cinco del reglamento general de ferrocarriles para 
no pagar sinó una indemnización determinada, desde que ese 
mismo artículo deja á salvo la prueba sobre el mayor valor de 
U encomienda, a ubjetode que U responsabilidad de la empresa 
transportadora se ajuste en ese caso al valor comprobado. 

Vor estos fundamentos y concordantes de la ta del señor 
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Procurador general, se declara que la resolución apelada de foja 
noventa no es violatoria del decreto reglamentario de la ley do 
ferrocarriles. 

Repuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original . 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VAHE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUfiGE. — JUAN E. TO- 
ItltKÍÍT. 



CAIMA 1MSI1 

Contra Vttttiw ttassut vt ftlx, por infmerum á las ordenanzas 
de aduana ; sobro payo de dobles derecha* 

Sumario. — Ho pueden embarcarse artículos de exportación 
sin acreditar el previo pago de los derecho» fiscales; y no exime 
do la pena el permU» que pueda haber concedido para hacer 
lo contrario el guarda encargado de recibir las mercaderías. 

Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 

ILISOLL'CIOX l»E ADUANA 

Buenos Aires, Noviembre 24 de 1895. 

licitando de las actuaciones que preceden que la casa de- 
nunciada ha solicitado permiso y pagado los derecho* del exc-e- 
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so tle que se trata, después de pasado, l parte de foja... de aruer- 
doeon el artículo 998, resuelvo declarar cuido en comiso el 
expr-sadu excedo, debiendo en su defecto oblarse una multa 
¡giml I su valor. 

/. ítartinpz t astro. 



RESOLUCION IIE AULAGA 



Buenos Ain>s. Diciembre ;) de 1H95, 

Resultando de las actuaciones precedentes que la misma casa 
«portadora ha denunciado ante el guarda el exceso que motiva 
el parte de foja 1, que fué - argado, por las raiones que expresa 
el interesado y en concepta desacara la primera hora hábil 
el correspondiente permiso, como en efecto lo hizo; todo lo 
cual consta de las boletas agregadas y los informes perti- 
nentes. 

Resuelvo: inmutar la pena de comiso por una mulla de 
treinta pe** oro. Notifícese á los interesados, y sin-i se inter- 
pusiere apelación, elévese en consulta al ministerio de hacien- 
da, de conformidad al artículo 20 de Ja ley de aduana. 

J. Martínez Castro. 



RESOLUCION ADMIMSTIIATIVA 



.Buenos Aires, Marzo 2A de 1896. 

Tomada en rúenla Ja apelación deducida por el empleado do 
la aduana deia Capital, señor don Eulogio K. Silva, de ese fallo 
r« luí w 
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del administrador He la repartición, fecha 3 de Diciembre de 
que conmuta la pena decomiso aplicable A 30.846 lulos 
«le lana embarcados en exceso por h.s señoresTaUine B»nut et 
ais á bordo del vapor inglés dlosarian», por una multa de 
treinta pesos oro (30 pesos) atento los informes producidos. 

Y considerando : Que no se lia comprobado en estas uc¡ na- 
ciones, el hecho alegado P or los exportadores de que el mayor 
embarque lo hava permitido el guarda encargado de fiscalizar 
esta, operaciones bajo promesa de obtener al día s.guiente -1 
crr^pon diente boleto, hecho que por otra parte, si fuese ci-r- 
to, ¡mpliearla respecto del guarda una infracción a sm de- 

Qoi, desde el momento que se ha habiendo e! prévi.. payo 
de los derechos de exportación y ofrecido al comercio todo gé- 
nero de facilidades para la devolución d- las sumas que llegase 
a otilar de mas, no es tolerable que ¿ste decíate en sus per- 
miso, de despacho una cantidad menor de frutos que la que se 

propone embarcar. 

ijoe si bienes cierto que en estos casos no ^equitativo, m en 
rigorismo, aplicable la pena de comiso que prescribe el artículo 
998 de las Ordenanzas 'le Aduana en vigencia, desde que Me 
se reliere á frutos embarcados sin permiso y no en esceso á los 
solicitados á despacho, no puede la operad.* dejar de ser pena- 
da con la inmediata inferior, desde que, como quiera que sea, 

existe una infracción. 

Por estas consideraciones, se resuelve: Revócase la resolución 
recurrida, condenándose, p«r la diferencia de *{ne <U« cuenta el 
ofi.-ial del resguardo »,<ñor Silva, al pago de dobles derechos. 

Pase á la Dirección general de Rentas, pura sus efectos, de- 
biendo llamársela atención de la aduana de la Capital sobre la 
poca escrupulosidad qu, revela de parte de los empleados en- 
cargados de Gsoalizar estas operaciones, el hecho de que fre- 
cuentemente se formulen denuncias por frutos embarcados en 
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tícelo, miando no di-be» ni permitir la operación, ni ella, en la 
mayor parte de los casos, puede libarse á eab$, sí, en el mo- 
mento «leí embargue, se practica la veritic^cion que demanda. 

Ilovif'ro. 

VISTA FISCAL 



„ „ _ Buenos Aires, Setiembre 'i*- lB9u. 

Seiwr Juez: 

Resuelto este asunto por el Administrador de aduana á foja... 
e] empleado denunciante creyó heridos los d creen»* de su d->- 
nuueñi y ocurrió en apelación al ministerio de hacienda; hizo 
allí el apelan!* su expresión de agrarios, y t i ministerio, sin 
acceder á sus pretensiones, modificó la pena de 30 pi oro de 
multa impuesta por la aduana, é impuso á la casa acusada la 
pena de dobles derechos sobre A exceso "le lo embarcado. 

La apelación del emplead» deuunei inte se sustancio ante el 
ministerio, sin intervención de la casa condenada, v sin que 
conste en autos, que se le noliticara la apelación del empleado, 
ni las diligencias ante el ministerio, no apareciendo tampoco de 
autos la época en que se hiciera notificación formal n la casa 
Vattine Bossut et üls que se tenía resuelto. 

Tales circunstancias me inducen ú pensar, que es procedente 
ante V. S, ei recurso de hecbo que se trae; no sólo porque na- 
die puede ser condenado sin ser oído, sinó porqae también cuan- 
do la ley de aduana establece (artículo...) que cuandose enta- 
bla la vía administrativa »e entiende abandonada ó renunciada 
la vía judicial, parte de la base de que la acción sea posible, es 
decir, que quien está llamado á optar tenga intervención y co- 
nocimiento del asunto. 
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til opción, pues :i peladla la resolución aduanera de foja, .. por el 
empleado denunciante, la aduana elevó el asunto al ministerio, 
sin cuno» imieat<> ni citación de la parte m-usadu. 

Creo, puea, que no es el caso de aplicar la disposición citada 
de la le}* de aduana, y que tampoco aparece de autos notifica- 
ción ni citación en forma <|ue pueda servir de base ¡tara decir 
que la casa acubada no está en tiempo de deducir apelación de 
la resolución o.ue recurre. 

Por esto creo que V. debe admitir la dicha apelación, 
ordenando que la casa acusada exprese agravio? dentro del tér- 
mino de 1-y. 

J, Ifott't. 

%n*o del Ju» Federal 

Buenos Air<:s, setiembre de VSSSi, 

Autos y Fisto»: Por los fundamentos legales aducidos en la 
vista del si ñor procurador fiscal que et juzgado acepta como 
liase de esta resolución, declárase mal denegada la apelación 
interpuesta por los señores Vatlinc Bossut et ÜU de la resolu- 
ción aduanera pronunciada; y en consecuencia expresen agra- 
vios dentro det término de seis días, Ba póngase el papel. 

Agustín l'nitnarrain. 

Fallo del Juez Federal 

tíñenos Aires, Junio 9 de lHWt. 

Y vistos : Considerando que el hecho que ha dado motivo á la 
presente apelación se encuentra debidamente justificado no so- 
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lamente con las constancias administrativas, sinó también por 
la propia manifestación de los apelantes en sus escritos de fo- 
jas 82 y ÍM. 

Que disponiendo el artículo 542 da las Ordenanzas de adua- 
na que en las operaciones de exportarían se acompañará uu 
permiso de embarque expedido por la oliciua de registros, y el 
artículo 94 de la ley de aduana, que los derechos de exporta- 
ción serán abonador antea del embarque de los frutos, los seño- 
res Vattini Bossut et lils, no h in podido embarcar mayor can- 
tidad que aquella por la que habían abonado los derechos. 

Que esta omisión no ha podido salvarse abonando al día si- 
guiente, n la tosorcríade la aduana los derechos correspondien- 
tes á ios 30.846 kilos lana, embarcados demás, desde que U 
infracción se había consumado por el sólo hecho de cargarse 
éstos sin haVr mediado el previo pago de aquellos derechos. 

Que por otra parte, la renta focal ha podido ser perjudicada, 
por ■ uanto c ui el mismo boleto de pago Jos apelantes podían 
haber cargado otra cantidad i goal al exceso encontrado, si la 
aduana no se hubiere apercibido de él. 

Que la escusa alegada per los simun-ss Vattint- Bossut et íils 
deque el guarda encargado de recibir la mercadería l-s permi- 
tió cargar el exceso encontrado, aparte de que no ati ha justifi- 
cado en autos, carecía de mérito legal Suficiente para ponerlos 
á cubierto de la responsabilidad que las Ordenanzas de Aduana 
establecen para tales casos, puesto que el empleado no puede 
hacer concesiones que importen una violación de la ley. 

Que en presencia de estos antecedentes, es de estricta aplica- 
ción al presenta caso la disposición contenida en el artículo 992 
de las Ordenanzas de Aduana. 

Por estos fu mi*) meatos y de conformidad ron lo dictaminado 
por el procurador fiscal, fallo : confirmando, con costas, la reso- 
lución administrativa de foja 96. 

En oportunidad, devuélvanse estas actuaciones á la aduana 
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de la Capital á los efectos consiguientes. Nutiffqueae con el 
original y repónganse los sellos. 

Hervasio F. Granel, 



VISTA DEL SESOll PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 

La parte n-eur rente no lia resudo agravios dejando sub- 
sistentes los considerandos de la resolución administrativa de 
foja 9*5 y sentencia conlinnatoria de foja 139. 

Esos considerando* consignan los hechos explícitos resultan- 
tes del sunario ailminUlraLko. y aplican con justicia y equidad, 
las penas establecidas por las Ordenanaas dé Aduana que rigm 
el caso sub-judice. Pido por ello sí V. E, se íltfíl cuíinnar por 
sus fundamentos la resolución recurrida de foja 139. 



Vistos: de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Pt curador general, y por sus fundamentos, eonunna, con 
costas, la sentencia apelada de foja ciento treinta y noho. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 




Safo mano Kier 



I «lio d* I» fiuprcm» Corle 



Humos Aires, Dii*ieinlirr30de INÍfi. 
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